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Resumen [esp]

Ejecución penitenciaria y riesgo. Los instrumentos de 
valoración y gestión del riesgo en el modelo de penalidad 
español

La configuración actual de los modelos de penalidad presentes en el Norte Global tiene 
en la noción de riesgo un elemento de carácter central. En consecuencia, la construc-
ción de narrativas, modelos o instrumentos enfocados al tratamiento de la criminalidad 
se encuentra influida por esta perspectiva. Tal contexto no es ajeno a la realidad políti-
co-criminal española, ya que tanto el legislador penal y penitenciario como los distintos 
poderes y organismos públicos que operan en este campo incorporan el riesgo como 
criterio orientador de sus decisiones. A los efectos de analizar esta realidad punitiva, en el 
presente trabajo se toman en consideración, en primer lugar, dos de las principales teorías 
en materia de riesgo y se exploran sus relaciones con el sistema penal y penitenciario. En 
segundo lugar, se analizan tres instituciones jurídicas fundamentales para el sistema pe-
nitenciario con el fin de observar la intensidad con la que la noción de riesgo ha llegado 
a permear el ordenamiento jurídico. En tercer lugar, se estudian cuatro instrumentos de 
valoración y gestión del riesgo presentes en el sistema penitenciario español. Esta última 
parte tiene una importancia capital, ya que permite examinar unas herramientas que para 
el conjunto de las ciencias penales en España todavía resultan relativamente desconocidas. 
En suma, todo lo anterior conforma un trabajo que, con la finalidad de analizar la intro-
ducción de la noción de riesgo en el ámbito penal, realiza un estudio específico sobre la 
configuración, desarrollo e importancia de los instrumentos de valoración y gestión del 
riesgo en el modelo penitenciario español.



Resumo [gal]

Execución penitenciaria e risco. Os instrumentos de 
valoración e xestión do risco no modelo de penalidade 
español

A configuración actual dos modelos de penalidade presentes no Norte Global ten na 
noción de risco un elemento de carácter central. Isto fai que a construción de narra-
tivas, modelos ou instrumentos enfocados ao tratamento da criminalidade se vexa in-
fluenciada por esta perspectiva. Este contexto non é alleo á realidade político-criminal 
española, posto que tanto o lexislador penal e penitenciario como os distintos poderes e 
organismos públicos que operan neste eido toman o risco coma criterio orientador das 
súas decisións. Coa intención de analizar esta realidade punitiva, no presente traballo 
tómanse en consideración, en primeiro lugar, dúas das principais teorías en materia de 
risco e explóranse a súas relacións co sistema penal e penitenciario. En segundo lugar, 
analízanse tres institucións xurídicas fundamentais para o sistema penitenciario, co fin de 
observar a intensidade coa que a noción de risco se incorpora no ordenamento xurídico. 
En terceiro lugar, estúdanse catro instrumentos de valoración e xestión de riscos presentes 
no sistema penitenciario español. Esta última parte ten unha importancia capital, posto 
que permite examinar unas ferrramentas que aínda resultan relativamente descoñecidas 
para o conxunto das ciencias penais en España. En suma, todo o anterior conforma un 
traballo que, coa finalidade de introducir a noción de risco no ámbito penal, realiza un 
estudo específico sobre a configuración, desenvolvemento e importancia dos instrumentos 
de valoración e xestión de riscos no modelo penitenciario español.



Abstract [eng]

Prison sentence enforcement and risk. Risk assessment 
instruments in the spanish criminal justice system

Risk is a key element in the current configuration of criminal justice systems in the Global 
North. Accordingly, the construction of many discourses, narratives and instruments 
for preventing and punishing crime has been highly influenced by the risk perspective. 
This tendency has been present in Spain, where both law-makers and the various public 
agencies that operate in the penal field have incorporated risk as a guideline for their 
decisions. In order to analyze this punitive context, this dissertation takes into account, 
firstly, the relation between two of the main theories on risk and the penal and prison 
system. Secondly, three fundamental Spanish prison law institutions are studied so as 
to determine the extent to which the idea of risk has permeated them. Thirdly, this dis-
sertation addresses four of the main risk assessment instruments used by the Spanish 
prison system. This section is particularly significant, since it allows us to examine some 
tools which still remain relatively unknown in Spanish academic milieus. Overall, this 
dissertation enables us to analyze the introduction of the notion of risk into the crimi-
nal justice system, while studying the configuration, development and relevance of risk 
assessment instruments in the Spanish prison system.





A meus Pais, a miña Irmá e a Inés.





“Es necesario explorar sistemáticamente el azar”
Anónimo. 19681.

“La exactitud no es la verdad”
Henri Mattise. 19252. 

1 Grafiti anónimo pintado en las inmediaciones de la calle Censier en Paris durante las protestas 
ocurridas en Francia durante el Mayo de 1968.

2 Frase extraída de la entrevista realizada al autor para la revista L´art Vivant, nº 18 (15 de 
septiembre de 1925).
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INTRODUCCIÓN

Propuesta teórica

En los últimos decenios asistimos a la consolidación de una tendencia global, de origen 
anglosajón, que tiene por finalidad asentar los discursos y narrativas gerencial-actuariales 
como forma de gestionar la criminalidad. 

El gerencialismo, al igual que el actuarialismo, son construcciones teóricas que cuentan 
con una trayectoria previa que se extiende más allá de su presencia en las ciencias penales. 
Es decir, es posible encontrar desarrollos gerenciales en otras ramas jurídicas3 así como 
en campos ajenos al Derecho, como por ejemplo la Administración Pública4. De todas 
maneras, esta amplia aplicabilidad no lastró en modo alguno su capacidad para transfor-
mar el sistema penal. De hecho, tanto es así, que en la actualidad es posible sostener, sin 
ambages, la existencia de un modelo de penalidad gerencial-actuarial5. 

Su implantación como lógica punitiva lleva aparejada la creación, desarrollo y adaptación 
de dispositivos específicos. Esto abre la puerta a la incorporación de los instrumentos de 
valoración y gestión de riesgos como herramientas al servicio del modelo de penalidad. 
De este modo, la creación de estos dispositivos se encuentra muy supeditada al desarrollo 
que pueda experimentar el modelo de penalidad gerencial-actuarial, pues éste proporciona 
a dichas herramientas unas óptimas condiciones de desarrollo. 

Por todo ello, el estudio de los instrumentos de valoración y gestión de riesgos se con-
vierte en un tema de enorme procedencia. Estas herramientas tienen un carácter fun-
damental para el modelo de penalidad. Por consiguiente, un estudio que ahonde en las 

3 Vid. entre otros Becker, 1968; Ehrlich, 1973; González Guarda, 2018; Mercado 
Pacheco, 1994; Polinsky, 1985; Posner, 1998; Torres López, 1987.

4 Vid. entre otros Clarke / Newman, 1997; Barzelay, 2001; Hood, 1991, Kettl / Dilulio, 
1995; Mclaughlin / Osborne / Ferlie, 2002; Osborne / Gaebler, 1997; Pollitt, 1993.

5 Vid. por todos Brandariz García, 2016.
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implicaciones penales de las narrativas gerencial-actuariales no puede obviar la referencia 
a estos instrumentos, puesto que de otro modo estaría obviando el estudio de una de las 
formas contemporáneas de gestionar la criminalidad. 

Asimismo, el análisis recién planteado no se podría realizar sin incorporar las narrativas 
que en materia de riesgo se aplican en las ciencias penales. El modo de concebir el riesgo 
tiene aquí una importancia fundamental. Esto es así en la medida en que dependiendo 
del enfoque escogido se pueden observar modos muy diferentes de incidir sobre la so-
ciedad, sus integrantes y sus comportamientos. En consecuencia, y como no podría ser 
de otro modo, el análisis del riesgo ocupa una posición de preeminencia en el conjunto 
de este texto.

De todos modos, tanto las dinámicas gerencial-actuariales, en general, como los instru-
mentos de valoración y gestión de riesgo, en particular, deben ser estudiados con base en 
un contexto. Por todo ello, es interesante analizar cómo se implementan los instrumentos 
de valoración y gestión del riesgo en el modelo de penalidad español y, en particular, cómo 
se han adaptado aquellas herramientas que no fueron creadas pensando específicamente 
en el contexto español.

Así las cosas, y con la finalidad de comprender la relación que existe entre los instrumen-
tos de valoración y gestión del riesgo y el sistema penal español, se propone un ejercicio 
comparativo un tanto sui generis. Por un lado, se estudia la normativa vigente, representada 
a través de tres instituciones jurídico-penitenciarias (clasificación, libertad condicional 
y permisos de salida) y, por otro, se analizan cinco instrumentos de valoración y gestión 
de riesgo (TVR, M-CCP, PPS, SVR-20 y RisCanvi). A través de esta comparación, se 
pretende cotejar cómo es la respuesta penal que se dispensa desde los cauces político-cri-
minales más convencionales (representados por la normativa vigente), respecto de la 
que se realiza desde una perspectiva más cercana a los postulados gerencial-actuariales 
(representada por los instrumentos de valoración y gestión del riesgo). Todo ello permite 
mapear, al menos de manera aproximada, la situación en la que se encuentra el modelo 
de penalidad español, así como las dificultades ínsitas a su configuración (dificultades 
para identificar, y solucionar, deficiencias sistémicas o la incapacidad para coordinar las 
diferentes respuestas político-criminales que se ofrecen frente a los mismos problemas). 

En resumen, este texto incorpora un doble plano de análisis. Existe una lectura micro 
apegada al análisis concreto y específico de las instituciones e instrumentos propuestos 
y una lectura macro que se realiza con base en las relaciones existentes entre todos los 
elementos expuestos. La primera perspectiva facilita un análisis pormenorizado de cada 
institución/instrumento de valoración, afrontando su contenido y problemática de manera 
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específica. La segunda perspectiva resulta un poco más compleja. Para poder desgranarla es 
necesario tomar los distintos elementos particulares como un todo y, una vez agrupados, 
abrir el foco de análisis para analizarlos como un conjunto. El objetivo de esta segunda 
perspectiva reside en conseguir un análisis de amplio espectro que permita observar las 
derivas, tanto pasadas como actuales, a las que está sometido el modelo de penalidad. 

Estructura y desarrollo

Con la voluntad de afrontar el objeto de estudio de este trabajo, se estima necesario estruc-
turar este análisis en cuatro partes. Estas fracciones conforman los capítulos principales 
que, a su vez, se subdividen internamente a la hora de abordar los diversos temas del trabajo. 

La primera parte lleva por título “el riesgo como paradigma referencial en el estudio de 
los instrumentos de valoración y gestión del riesgo” y recoge el marco teórico de la investi-
gación. Los conceptos, narrativas y perspectivas sobre el riesgo aquí recogidas vertebran la 
línea discursiva del trabajo. El riesgo es un concepto fundamental en las ciencias penales 
pues con base en él se construyen políticas públicas, se diseñan instituciones, se diseñan 
espacios y se construyen herramientas cuya aplicación recae directamente sobre el con-
junto de la ciudadanía.

El análisis del riesgo ha generado un campo de estudio especialmente productivo y 
del que han brotado multitud de perspectivas. En este texto, por razones de concreción, 
no han sido recogidas ni todas ellas ni tan siquiera las que han sido objeto de un mayor 
predicamento. Así pues, teorías de la importancia de la tesis realista o la tesis sobre la so-
ciedad del riesgo enunciada por Ulrich Beck no han sido estudiadas en profundidad. Esta 
preterición no es el fruto de un descuido metodológico. La realización de una selección 
de contenidos, en detrimento de otros, se debe plantear como la adhesión a una determi-
nada manera de entender y explicar el riesgo. De tal manera que las teorías efectivamente 
escogidas, referidas a continuación, encajan mejor con la línea discursiva de este texto. 

Dicho lo anterior, es preciso señalar que esta primera parte (relativa al marco teórico y 
en la que se estudia el concepto de riesgo aplicado a las ciencias penales) se construye con 
base en dos teorías sobre la noción de riesgo: la tesis cultural y la tesis gubernamental. Más 
allá de que esta cuestión será tratada con detenimiento en los apartados correspondientes6, 

6 Para ello, se recomienda acudir a los siguientes apartados: 1.1. La tesis cultural, 1.2. La tesis 
gubernamental y 1.3. Las tesis cultural y gubernamental como paradigmas al servicio del modelo 
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la primera teoría sostiene que el riesgo es una construcción social7. Es decir, la noción de 
riesgo posee un componente antropológico muy fuerte. De hecho, su entendimiento no 
puede separarse de la sociedad/colectividad en la que fue gestada. La tesis cultural sostiene 
que la noción de riesgo se edifica sobre las múltiples interacciones sociales que se producen 
en un contexto determinado y que, precisamente por esto, resulta imposible realizar una 
definición general. La segunda teoría sobre el riesgo que sirve para construir la primera 
parte de la investigación relativa al marco teórico es la tesis gubernamental. Este modo 
de concebir el riesgo toma su origen del concepto de gubernamentalidad acuñado por 
Foucault8. De un modo similar a lo que acontecía con Beck, Foucault nunca desarro-
lló una teoría sobre el riesgo de aplicación a la criminalidad. Fueron sus seguidores los 
que, tomando como base los postulados originales, pergeñaron lo que actualmente se 
conoce cómo tesis gubernamental9. De acuerdo con esta teoría, el riesgo se utiliza como 
fundamento sobre el que vertebrar toda una serie de perspectivas, modos de interactuar 
y, en definitiva, políticas que confluyen en una particular manera de entender y dirigir la 
sociedad, en general, y el modelo de penalidad, en particular.

Ambas teorías se pueden hibridar y, como resultado, surge una síntesis que intenta ex-
plicar la interacción entre la noción de riesgo y el modelo de penalidad gerencial-actuarial. 
Esta relación resulta un tanto particular, ya que el riesgo es una parte de este modelo de 
penalidad y por lo tanto colabora en su desarrollo pero, al mismo tiempo, también ejer-
ce como concepto teórico desde el que estudiar, en primer lugar, la relación que existe 
entre las tesis recién planteadas y las derivas gerenciales-actuariales, y en segundo lugar, 
el vínculo que existe entre el gerencialismo y el control de la criminalidad10. 

El riesgo también ejerce como razón operativa capaz de vertebrar el sistema penitencia-
rio. Resulta un elemento clave sobre el que hacer descansar gran cantidad de cuestiones 
como la organización interna del establecimiento penitenciario11, la relación de los fun-

de penalidad gerencial-actuarial.
7 Vid. entre otros Denney, 2005, 22; Douglas / Wildavsky, 1983; Malloch / Stanley, 

2005; Sparks, 2001.
8 Vid. entre otros Foucault, 1999; 2008; 2009; Burchell / Gordon / Miller, 1991; 

Castro-Gómez, 2010; Castel, 1997; Dean, 2010; Donzelot, 2007; Rose, 1999.
9 Vid. entre otros Castel, 1991; Donzelot, 1991; Ewald, 2002; Feeley / Simon, 1992; 

1994; Pratt, 1997; Simon, 1988, 2013.
10 Vid. Brandariz Garcia, 2016, 56 y ss. 
11 Vid. Hörnqvist, 2010, 100.
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cionarios penitenciarios con los reclusos12 o las propias condiciones de encarcelamiento13. 
Asimismo, estas situaciones recién mencionadas han de relacionarse con la influencia que 
el discurso gerencial-actuarial ejerce sobre las cárceles y sus entornos, ya que el estudio 
de estas relaciones entre gerencialismo y prisión permite cartografiar las nuevas formas 
en las que se desarrolla el sistema penitenciario14. 

Esta primera parte de la investigación, centrada en el estudio del concepto del riesgo 
en su vertiente penal y penitenciaria, también pretende servir de marco teórico al que 
fijar el estudio de los instrumentos de valoración y gestión del riesgo, que conforman la 
tercera parte de esta investigación. Para ello, es necesario explorar los orígenes de estas 
herramientas. Esto implica acudir a Estados Unidos, en los inicios del siglo XX, pues ahí 
es donde se pueden encontrar los primeros instrumentos actuariales que efectivamente 
tienen por objetivo la valoración de un riesgo (el quebrantamiento de la parole15). Una 
vez fijado el punto de inicio, se realiza un recorrido histórico que se detiene en los prin-
cipales hitos en la evolución de estos instrumentos16. Este análisis hace especial hincapié 
en la década de los años 70, pues resulta especialmente importante para el desarrollo de 
estos dispositivos17. Esta década, a su vez, sirve de arranque desde el que iniciar el estudio 

12 Vid. Cooke / Wozniak / Johnstone, 2008, 1069-1070; DiIulio, 1987, 105; Peter-
silia, 2009.

13 Vid. Hörnqvist, 2010, 100.
14 Vid. Hörnqvist, 2010, 100 y ss.; Bosworth, 2007; Craig, 2004, 93 y ss.
15 Parole es la denominación que en el mundo jurídico-penitenciario anglosajón recibe la libe-

ración anticipada del recluso. La parole tiene el estatus de beneficio penitenciario. Esta institución 
penitenciaria goza de una amplia trayectoria, puesto que ya se tiene constancia de su utilización 
en la década de los años 60 del siglo XIX por Gaylord Hubbell, director de la prisión de Sing Sing 
(Nueva York). De todos modos, es preciso señalar que Hubbell no crea la parole, sino que adapta 
a su contexto una herramienta ya conocida y utilizada en Inglaterra e Irlanda con anterioridad. 
En relación con el concepto y estudio de la parole, (vid. entre otros, Garland, 1985; Simon, 
1993; Champion, 1994, 162-164; Dieter, 2013, 52, 83; Petersilia, 1998; Hoffman, 2003, 
Robinson/ McNeill / Maruna, 2013). Mutatis mutandis, la parole se asemejaba a la libertad 
condicional del sistema jurídico penal español (Vega Alocén, 2001; Tébar Vilches, 2006). 
No obstante, tras la reforma operada por la LO 1/2015, de reforma del Código Penal, la libertad 
condicional muda su naturaleza, en tanto que deja de ser un modo de ejecución de la pena para 
convertirse en una modalidad de suspensión. Esto provoca que la libertad condicional y la parole 
se alejen conceptualmente (Cervelló Donderis, 2016; Daunis Rodríguez, 2014; Juana-
tey Dorado, 2016, 151).

16 Vid. Loinaz, 2017, 47 y ss.
17 Vid. Dieter, 2013, 97 y ss.; Glasner, 1985; Hannah-Moffat, 2013, 133; Maurutto 

/ Hannah Moffat, 2006, 441.
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de tres corrientes político criminales fundamentales a la hora de entender, en toda su 
extensión, la importancia de los instrumentos de valoración y gestión de riesgos. Así las 
cosas, este análisis trata en primer lugar el movimiento “Nothing Works”. Esta corriente 
académica surgió en 1974 tras la publicación de un célebre artículo de Robert Martinson18. 
Desde los postulados del “Nothing Works” se sostenía que la finalidad rehabilitadora de 
las penas había fracasado y, con ella, todo el sistema que le daba cobertura19. A título de 
respuesta frente al “Nothing Works” emergió una corriente reactiva (también académica) 
denominada como “What Works?”20. El debate que enfrentaba a las dos teorías anteriores 
comenzó a dar signos de agotamiento, al menos en Estados Unidos, desde el momento 
en el que aparecieron nuevas racionalidades punitivas que comenzaron a dialogar con el 
“What Works?”, al tiempo que preterían de estos debates al “Nothing Works”. Es preci-
samente en este momento donde se debe enmarcar el surgimiento de la “New Penology” 
como doctrina compatible con la narrativa gerencial-actuarial21. La “New Penology” tuvo, 
y tiene, en los instrumentos de valoración y gestión de riesgo una de sus herramientas 
principales. Es por ello que su explicación como teoría criminológica tiene cabida en este 
texto. De hecho, y precisamente por encontrarse todavía vigente, el estudio del marco 
teórico se detiene en este punto, ya que de este modo ya sería posible contar con todas 
las herramientas que permitirían acercarse al funcionamiento del modelo de penalidad 
gerencial-actuarial 

La segunda parte del texto lleva por título: “Análisis jurídico de la clasificación peni-
tenciaria, la libertad condicional y los permisos de salida”. Ya se puede advertir, desde su 
mera enunciación, que en este apartado se va a realizar un estudio con un perfil clara-
mente jurídico. Para ello, se seleccionan tres instituciones jurídicas y, con base en ellas, 
se construye un análisis de corte jurídico-penitenciario. Antes de explicar el contenido 
de esta segunda parte, es preciso realizar un sucinto ejercicio de contextualización. De 
esta manera, se comienza por una aproximación a la noción de Derecho Penitenciario22, 
ya que no parece adecuado estudiar un grupo de instituciones sin conocer su marco ju-

18 Vid. Martinson, 1974.
19 Vid. Martinson, 1974. La capacidad expansiva del el “Nothing Works” fue tan grande 

que consiguió llegar a posiciones ideológicas tanto de izquierda como de derecha (Cullen / 
Gendreau, 1989; Velásquez, 2014, 67-68).

20 Vid. entre otros Cullen, 2005; Luirigio, 2000; Mackenzie, 1997; Pearson / Lipton, 
1999; Redondo / Sánchez-Meca / Garrido, 1999; Taxman, 1999.

21 Vid. por todos Feeley / Simon, 1992; 1994; Simon / Feeley, 2003.
22 Vid. entre otros Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 322; García Valdés, 

1986, 66; Téllez Aguilera, 2011, 28.
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rídico de referencia. Esto implica conocer la definición y el contenido de la rama de las 
ciencias penales en la que se enmarca su estudio. A continuación, siguiendo esta voluntad 
de contextualización, es preciso detenerse en el estudio del principio de reeducación y 
reinserción social previsto en el artículo 25.2 CE23. El mandato constitucional contenido 
en este precepto resulta fundamental para explicar cualquier tipo de institución jurídi-
co-penitenciaria española. Esto es así en la medida en que este artículo prescribe que las 
penas tienen que orientarse, indefectiblemente, a la reeducación y reinserción lo que 
supone un condicionante de gran relevancia, del que se derivan, al menos teóricamente, 
importantes consecuencias.

Tras esta parte introductoria, el análisis jurídico empieza por la clasificación peniten-
ciaria. La razón por la que se impone este orden (clasificación penitenciaria, libertad 
condicional, permisos de salida) responde, al menos en parte, a un intento por replicar 
el devenir común de la ejecución de una pena. Es decir, el cumplimiento de una pena de 
privación de libertad se inicia con el ingreso en un establecimiento penitenciario. Luego 
de un tiempo de reclusión, y siempre que sea posible, se solicita la libertad condicional. 
Por ello, su encaje en el texto resulta posterior al de la clasificación. Diferente es el caso 
de los permisos de salida. A pesar de que sean la última institución que se analiza en esta 
segunda parte del texto, esto no significa que se produzcan con posterioridad a la liber-
tad condicional. Su presencia a lo largo de la ejecución de la pena resulta transversal, ya 
que pueden solicitarse, y concederse, por diferentes motivos y en fases de ejecución de 
la pena muy diversas. De este modo, y en atención a su difícil adscripción temporal, se 
opta por ubicarlos en último lugar.

Una vez expuesto lo anterior, es preciso reparar en las cuestiones particulares que se 
abordan en el estudio de estas instituciones. Para afrontar el análisis de la clasificación 
penitenciaria se estima conveniente empezar por su definición24 y regulación. Luego, 
y como prolegómeno al estudio de los grados penitenciarios, es necesario introducir 
el principio de individualización científica, pues resulta clave a la hora de entender, en 
toda su extensión, el proceso clasificatorio25. A continuación, se aborda, el estudio del 

23 Vid. entre otros Casanova Aguilar, 2014; Cutiño Raya, 2017, 139 y ss.; Delgado 
del Rincón, 2004; González Collantes, 2017; López Melero, 2013; Serrano Gómez 
/ Serrano Maíllo, 2012; Zapico Barbeito, 2009; Zorrilla Ruiz, 1998.

24 Vid. entre otros Cutiño Raya, 2015a; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 
610; Mata y Martín, 2015, 151.

25 Vid. entre otros Juanatey Dorado, 2016, 134; Leganés Gómez, 2009, 37 y ss.
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primer26, segundo27 y tercer grado28. Para ello, se define primero su concepto para luego 
tratar profusamente su contenido y las implicaciones que poseen para la vida de los re-
clusos. Tras estas cuestiones, por último, se tratan otros temas, como el procedimiento 
de clasificación29 o el proceso de progresión/regresión de grado30. 

Un modo de proceder parecido al recién expuesto se sigue en relación con la organización 
interna del apartado relativo a la libertad condicional. En primer lugar, se comienza por 
una definición conceptual31 y por la delimitación de su naturaleza jurídica32. En segundo 
lugar se exponen los requisitos requeridos e indispensables para la concesión33. En tercer 
lugar, merece un apartado específico la parte relativa a las modalidades de concesión34. La 
libertad condicional cuenta con seis variantes diferentes. Esto implica una casuística muy 
variada y una voluntad por parte del legislador de normar el mayor número de supuestos 
posible. En cuarto, y último lugar, se ubican también las cuestiones procedimentales35. 

Este mismo esquema de análisis resulta parcialmente coincidente con el observado a 
la hora de explicar los permisos de salida36. Así las cosas, se repite la secuencia: concepto, 
naturaleza jurídica, requisitos y procedimiento de concesión. No obstante, en el caso 
de los permisos de salida se tiene que incorporar el hecho diferencial de que existen dos 
modalidades: ordinarios y extraordinarios. Esto es una diferencia básica, ya que, aunque 

26 Vid. Arribas López, 2010; Carou García, 2017; Ríos Martín / Cabrera Cabre-
ra, 2002.

27 Vid. Aranda Carbonel, 2006; Cutiño Raya, 2015a; Fernández Bermejo, 2013, 
312 y ss.

28 Vid. Cutiño Raya, 2015b; Juanatey Dorado, 2016, 103 y ss.
29 Vid. Cutiño Raya, 2015a, 207; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 619; 

Nieto García, 2010; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 
2016, 145-146.

30 Vid. Bueno Arús et al., 2010, 558 y ss.; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 
631; Leganés Gómez, 2009, 236 y ss.

31 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 320-321; Juanatey Dorado, 2016, 151-152.
32 Vid. Daunis Rodríguez, 2014, 7 y ss.; De Marcos Madruga, 2015, 806; Mata y 

Martín, 2016, 2 y ss.; Salat Paisal, 2015, 417 y ss.; 2016, 676.
33 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 326; Juanatey Dorado, 2016, 153; Renart Gar-

cía, 2003, 84 y ss.
34 Vid. Juanatey Dorado, 2016, 161 y ss.
35 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 328; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 

207-208.
36 Vid. por todos Martínez Escamilla, 2002; Renart García, 2010.
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compartan una denominación común, estos modelos poseen características lo suficien-
temente diferentes cómo para merecer un estudio singularizado.

Tras el apartado jurídico, llega el turno de la tercera parte de este trabajo que lleva por 
título: “Los instrumentos de valoración y gestión de riesgos como herramienta del sistema 
penitenciario español”. Este apartado incluye cuatro instrumentos que se analizan porme-
norizadamente. La elección de estos dispositivos responde a una selección que pretende 
ofrecer una panorámica lo más amplia posible de las distintas perspectivas que posee la 
introducción de instrumentos de valoración y gestión del riesgo en el contexto español. 

De manera preliminar, es importante señalar que existe en el artículo 6.1 RP37 un 
condicionante normativo al desarrollo y uso de los instrumentos de valoración y gestión 
de riesgo. La existencia de este artículo permite comprobar que normativamente, y ab 
initio, existe un precepto que limita la interpretación, adaptación y usos de este tipo de 
herramientas en sede penitenciaria38. 

Volviendo a la selección de los instrumentos de valoración y gestión de riesgos, es preciso 
detallar las razones que justifican la incorporación de cada uno de los cuatro instrumen-
tos. En primer lugar, se incluyen las tablas TVR y M-CCP39. Estos dispositivos fueron 
las primeras herramientas de valoración de riesgos existentes en el sistema penitenciario 
español. Su labor reside en conocer el riesgo de quebrantamiento que posee un sujeto en 
el momento de otorgarle un permiso de salida ordinario. Su inclusión en el texto procede 
en la medida en que su labor resultó pionera. No obstante, su presencia no se justifica 
solamente con base en argumentos históricos. Las tablas TVR y M-CCP siguen estando 
vigentes, y esto permite seguir observando su influencia sobre el sistema penitenciario.

En segundo lugar, se estudia el protocolo de prevención de suicidio (PPS). La razón 
que motiva la introducción de este instrumento reside en la gravedad de los hechos que 
procura valorar y gestionar. El suicidio penitenciario es motivo de preocupación para 
los operadores del sistema carcelario. Por ello, el PPS se construye como un catálogo de 
medidas e instrumentos que tienen por finalidad evitar el suicidio de todas aquellas per-
sonas que se encuentran bajo custodia penitenciaria. Su importancia no reside sólo en su 

37 Artículo 6 RP.
1. Ninguna decisión de la Administración penitenciaria que implique la apreciación del comporta-
miento humano de los reclusos podrá fundamentarse, exclusivamente, en un tratamiento automati-
zado de datos o informaciones que ofrezcan una definición del perfil o de la personalidad del interno.

38 Vid. Brandariz García, 2016, 202.
39 Vid. Brandariz García, 2016, 212 y ss.; Dirección General de Instituciones 

Penitenciarias, 1994; Martínez Escamilla, 2002, 66; Núñez, 1997, 392 y ss.
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estructura, sino también en su función. De hecho, es su condición de objetivo primordial 
para el sistema la que justifica, en gran parte, su inclusión.

En tercer lugar, se incorpora un instrumento de valoración y gestión de riesgo especia-
lizado en delincuencia sexual, el SVR-2040. Esta herramienta tiene cabida en este texto no 
sólo por lo instructivo que puede resultar su estudio sino también porque representa un 
buen modo de ver las respuestas que se pueden ofrecer desde el gerencialismo a problemas 
político-criminales de primera entidad.

En cuarto y último lugar, la tercera parte de este trabajo, dedicada al estudio de los 
instrumentos de valoración y gestión de riesgo aplicables en sede penitenciaria, incluye 
el programa RisCanvi41. El RisCanvi se desarrolló en el contexto catalán pero su impor-
tancia es fundamental para el conjunto del sistema penitenciario español. Este protocolo 
de valoración y gestión de riesgos es el más completo y complejo de todos cuantos se usan 
actualmente, así como también es el que comparte más similitudes con sus homólogos 
internacionales. Por ello, su preterición implicaría excluir, de un modo inexcusable, una 
referencia básica en este campo.

Por todo ello, esta selección está lo suficientemente equilibrada como para que aporte 
una perspectiva desde la que juzgar correctamente la interacción de estos dispositivos 
con el modelo de penalidad español, así como con las dinámicas gerencial-actuariales.

La cuarta parte de este texto está formada por un epílogo. El hecho de denominarlo de 
este modo no significa que vaya a ejercer como apartado conclusivo, ya que las conclusio-
nes, stricto sensu, ocupan un lugar propio, y posterior. Su finalidad reside en introducir 
reflexiones relacionadas con los instrumentos de valoración y gestión de riesgos pero que, 
por razón de estructura narrativa, no se ubicaron en la tercera parte. De esta manera, el 
epílogo ejerce como un espacio donde confluyen distintas perspectivas sobre los instru-
mentos de valoración y gestión de riesgos (en relación consigo mismos, en su interacción 
con el modelo de penalidad y en su confluencia con las narrativas gerenciales). 

Para ello, el epílogo se subdivide en cinco apartados. En primer lugar, se efectúa una 
aproximación a las características que desde la narrativa oficial se predican de los instru-
mentos de valoración y gestión del riesgo. En este punto se pretende resaltar las cualidades 

40 Vid. Boer et al., 1997; Andrés Pueyo / Hilterman, 2005.
41 Vid. entre otros Andrés Pueyo / Arbach Lucioni / Redondo Illescas, 2010; An-

drés Pueyo, 2014; 2017; Nguyen / Arbach Lucioni / Andrés Pueyo, 2011.
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que los valedores de estos instrumentos muestran como puntos fuertes42. En segundo 
lugar, se considera fundamental tratar la recepción que los instrumentos de valoración 
y gestión de riesgos tuvieron en el sistema penitenciario español43. Esta tarea reviste una 
importancia fundamental, puesto que el conocimiento de los procesos históricos que 
experimentaron estos dispositivos permite comprender mejor el camino por el que se lle-
gó a determinadas situaciones que se dan en la actualidad. En tercer lugar, es importante 
desentrañar cuáles son las funciones y potencialidades reales que poseen estos instrumen-
tos44. Esta tarea sirve para ubicar a los instrumentos de valoración y gestión de riesgos 
dentro del modelo de penalidad y aclarar qué se puede esperar de ellos. Asimismo, esta 
labor no se agota en las funciones presentes, sino que también sirve para aventurar las 
potenciales tareas que estas herramientas pueden llegar a desempeñar. En cuarto lugar, 
en conexión con el anterior punto, se incluye una reflexión que se apoya sobre algunas 
de las críticas que pueden ser esgrimidas frente a estos instrumentos45. Este punto del 
epílogo está destinado a las limitaciones que presentan los instrumentos de valoración y 
gestión de riesgos. En este apartado se pretende arrojar luz sobre algunos de los puntos 
más controvertidos, o claramente mejorables, de estas herramientas. Para ello, se construye 
un análisis con base en una óptica multidisciplinar que intente abarcar desde problemas 
inherentes a los propios instrumentos a las perniciosas consecuencias que estos dispo-
sitivos producen sobre la población penitenciaria. Todo ello con la finalidad de aportar 
un punto de vista que no resulte condescendiente con el estado actual de las cosas y que 
pueda, en la medida de lo posible, avanzar en la mejora de estas herramientas. De esta 
manera, se alcanza el quinto y último punto del epílogo, que tiene por finalidad servir 
de cierre para este apartado. Su objetivo reside en compendiar las ideas principales para, 
a renglón seguido, presentar de una forma muy esquemática una posible alternativa al 
estado actual de la cuestión. 

42 Vid. Clear / Cadora, 2001, 55; Cliquennois, 2006, 362 y ss.; O´Malley, 2008, 464; 
Whitty, 2011, 126, 128.

43 Vid. Brandariz García, 2016, 202 y ss.
44 Vid. Dieter, 2013; Feeley / Simon, 1992; 1994; Simon / Feeley, 2003; Pratt, 2001.
45 Vid. entre otros Dieter, 2013; Harcourt, 2007; Martínez Garay, 2018; Simon, 

1998, Tonry, 2014; Starr, 2014
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PARTE I. 

El riesgo como paradigma referencial en el estudio de los 
instrumentos de valoración y gestión del riesgo

El riesgo es un término de profunda raigambre en las principales lenguas modernas, 
cuyo significado ha ido mudando y adaptándose a lo largo de los siglos46. En línea de 
principio, su origen etimológico parece remitir al término latino resicum. Sin embargo, 
hay autores que no descartan una procedencia árabe47, de tal manera que este término 
provendría de la palabra “rizq” y significaría la “suerte que Dios le otorga a cada hom-
bre”48. Una explicación etimológica diferente lo vincula al término del italiano antiguo 
risco y que se debe entender como “dicho de aquello que corta” o “arrecife”49. Asimismo, 
y dentro del contexto italiano, el origen de esta palabra se enlaza con el uso que de ella 
hacían mercaderes y notarios en un contexto muy similar al de la palabra fortuna50. De 
este modo, el nacimiento del concepto de riesgo –de acuerdo con algunos autores- se 
encuentra fuertemente vinculado con el mundo comercial, y especialmente, con la 
navegación marítima51, mientras que, sin negar su condición de la palabra vinculada 
al contexto marítimo, Denney (2005, 9) sitúa el lugar de origen de la palabra riesgo en 
España y Portugal52. 

De todos modos, y más allá de su procedencia etimológica, en lo que sí se produce un 
mayor consenso es en la consideración de que el riesgo hace referencia a un concepto que 
se vinculaba con sucesos sobrevenidos y recibidos pasivamente. Es decir, las situaciones 

46 Vid. Bernstein, 1996; Doron, 2016, 17; Luhmann, 2006, 45 y ss.; Lupton, 2013, 5.
47 Vid. Luhmann, 2006, 53.
48 Vid. Doron, 2016, 18.
49 Vid. Ewald, 1991, 198-199. Esta definición resulta plenamente consonante con la que se 

da en la actualidad a la palabra risco en español. La primera acepción que aparece en el dicciona-
rio de la RAE de la palabra risco es: “hendidura, corte” y la segunda acepción es “peñasco alto y 
escarpado, difícil y peligroso para andar por él”.

50 Vid. Piron, 2004, 68.
51 Vid. Doron, 2016, 18-19.
52 Esta perspectiva es rechazada por Luhmann (2006, 53 y ss.) que declina situar el origen de 

la palabra riesgo en España y Portugal.
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de riesgo eran ineludibles y se sufrían sin haber participado en su producción. Es por ello 
que las consecuencias del riesgo se concebían como próximas a los designios divinos o 
como consecuencias de alguna fuerza mayor53. En este contexto, el riesgo se vinculaba a 
contingencias supraindividuales, por lo que resultaba difícil atribuir culpas y responsa-
bilidades de carácter particular. Por todo ello, su predicción se asumía como una tarea 
muy compleja y en la que poco margen de actuación cabía esperar54. 

De todos modos, de los planteamientos anteriores no se debe inferir, en modo alguno, 
una voluntad nihilista que rechace su comprensión55. De hecho, el cambio cultural que 
vincula el riesgo con la práctica mercantil y marítima es precisamente lo que permitió 
redefinir su estudio. Esto es así hasta el punto de que incluso desde la teología se ofrecie-
ron soluciones a problemas derivados de la incertidumbre que rodeaba a las expediciones 
financiadas por mercaderes medievales56. Esto supuso un cambio de gran entidad, ya que 
el riesgo adquirió una perspectiva antes ignota que se alejaba de la idea de que todas sus 
ramificaciones (acciones, eventos o incertidumbres) se encontraban indefectiblemente 
unidas a la voluntad divina57. Así, el ser humano adquiría un poder de agencia en virtud 
del cual se responsabilizaba del desarrollo, ventura y consecuencias de determinados he-
chos, señaladamente contratos y transacciones58. De este modo, el futuro no resultaba 
totalmente insondable. Es más, podían realizarse acciones que modificasen su devenir. 
De esta manera, el riesgo podía predecirse y, en cierto modo, evitarse en sus consecuen-
cias más negativas59.

Dicho todo lo anterior, es necesario señalar que el análisis del riesgo ha generado un 
campo de estudio especialmente extenso. En este texto, por razones de concreción, no 
han sido recogidas todas las perspectivas existentes. De hecho, ni tan siquiera han sido 
tratadas en profundidad algunas de las teorías que han sido objeto de mayor predicamen-
to. Con el fin de justificar esta postura, a continuación, se enuncian dos perspectivas que 
no han sido tenidas en cuenta. 

53 Vid. Ewald, 1993, 226.
54 Vid. Ewald, 1991, 199; Lupton, 2013, 6.
55 Vid. Douglas / Wildavsky, 1983, 31-32.
56 Vid. Baldwin, 1959; Piron, 2007. 
57 Vid. Doron, 2016, 19.
58 En relación con esto se puede citar a Piron (2007, 15), quien, a su vez, se hace eco de una cita 

de un franciscano llamado Peter John Olivi, quien, en el año 1295, ya discernía entre el tiempo en 
tanto que duración de los contratos y el tiempo en tanto que condición de la existencia humana. 
Para Olivi estos conceptos resultaban distintos y atribuibles a esferas de conocimiento diferente.

59 Vid. Doron, 2016, 19.
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En primer lugar, se encuentra la denominada Teoría Realista. Esta perspectiva parte 
de la premisa de que los riesgos son reales, es decir, fenómenos existentes en la naturaleza 
y, por lo tanto, medibles y cuantificables60. Bajo esta teoría, el riesgo se entiende como 
la probabilidad de que se produzca un evento adverso61. Para los seguidores de las tesis 
realistas, las tareas a realizar residen en identificar y prevenir las amenazas que supone el 
riesgo para el devenir cotidiano en el mundo real62. 

En segundo lugar, debe ser expuesta la Tesis de la Sociedad del Riesgo enunciada por el 
sociólogo alemán Ulrich Beck63. Con carácter preliminar, se ha de señalar que si bien la 
perspectiva beckiana puede ser aplicable al ámbito de la criminalidad64, su enunciación 
tiene un carácter generalista65. Tanto es así que el propio Beck nunca se dedicó al estudio 
stricto sensu de las relaciones entre criminalidad y riesgo66. Beck, a diferencia de lo que 
sostenían los seguidores de las tesis realistas, considera que la aparición del riesgo no se 
vincula con escenario míticos o de origen incierto. Por ello, y de acuerdo con los postulados 
de la teoría de la sociedad del riesgo, los riesgos que penden sobre las sociedades del Norte 
Global67 tienen entidad fáctica y su existencia se produce por causas antropogénicas. En 
consecuencia, la teoría de la sociedad del riesgo asume la existencia de un cierto proceso 
evolutivo en la medida en que son diferentes los riesgos de la primera modernidad que 

60 Vid. Denney, 2005, 14 y ss.; Lupton, 2010, 26 y ss.; Mythen, 2014, 21 y ss.
61 Vid. Bradbury, 1989, 382.
62 Vid. Mythen, 2014, 21.
63 Vid. por todos Beck, 1998; 2002; 2008.
64 En relación con esto, se ha de señalar que las ramificaciones de la teoría de la sociedad del 

riesgo en el ámbito de la criminalidad resultan escasas (Vid. Hope / Sparks, 2000, 2; Prittwitz, 
2003, 271-272).

65 Prueba de ello es que los desarrollos beckianos se extienden sobre campos de conocimiento 
muy diversos. A título de ejemplo se pueden señalar los mercados de futuros (Boden, 2000), las 
catástrofes medioambientales (Bennett, 2012) o la política (Sales Gelabert, 2009).

66 Vid. Hunt, 2003, 186-187. De hecho, fueron criminólogos quienes desarrollaron las adap-
taciones de la tesis de la sociedad del riesgo al mundo de la criminalidad (Denney, 2005, 120).

67 La noción de Norte Global se inscribe dentro del concepto más general de “sistema-mundo” 
o “economía-mundo”. Desde esta perspectiva, la “economía-mundo” capitalista se convierte en un 
sistema autónomo articulado de manera que se puede distinguir entre centro y periferia. El hecho 
de que un país se encuentre dentro de una de estas categorías viene determinado por las relaciones 
de mutua dependencia y explotación que existen entre el conjunto de los Estados. Por todo ello, 
el Norte Global es un concepto que trasciende las posiciones geográficas y que engloba a todos 
los Estados que ocupan el centro dentro del esquema de la “economía-mundo”. (vid. por todos 
Wallerstein, 1979; 1991; 2004; Arrighi / Hopkins / Wallerstein, 1999, 9-29; García 
Picazo, 2006, 170-173).
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los que afectan a la segunda modernidad, también llamada sociedad del riesgo68. Como 
solución, surgen medidas, herramientas y prácticas regulatorias, de gestión y asegurado-
ras69. Todo ello sin perjuicio de que se deba asumir que estas amenazas nunca podrán ser 
eliminadas sino, como máximo, minimizadas70.

Dicho lo anterior, por un lado, es preciso señalar que la principal razón que justifica 
que la teoría sobre la sociedad del riesgo no fuese incluida en la primera parte del trabajo 
es que resultaría harto difícil compatibilizar los postulados de esta teoría con los soste-
nidos por las otras dos teorías sobre el riesgo seleccionadas en este texto71. Por otro lado, 
el no tratamiento en profundidad de la tesis realista responde a razones diferentes. En la 
actualidad, esta teoría sobre el riesgo se estima superada en la medida que su capacidad 
para explicar las complejidades contemporáneas resulta, cuanto menos, discutible72.

De todos modos, e independientemente de la anterior alusión a otras maneras de 
concebir el riesgo, el estudio de esta cuestión se realiza con base en las dos teorías que 
se exponen a continuación (tesis cultural y gubernamental). Así pues, a través de los 

68 Vid. entre otros Beck, 1998; Dean, 1999, 180; Garland, 2003, 74; Lupton, 2013, 77-
78. Así las cosas, eventos como el calentamiento global, la contaminación o el riesgo de sufrir una 
catástrofe nuclear resultan buenos ejemplos de este tipo de consecuencias antes ignotas. En este 
punto resulta de especial interés la opinión de Iglesias Skulj (2011, 79-80), ya que esta autora 
supera la propia noción de sociedad del riesgo (en esta misma línea, vid. Dean, 1999, 180-181), y 
centra su reflexión sobre lo que el propio Beck denomina como modernidad reflexiva: “Moderni-
dad reflexiva significa, entonces, la posibilidad de una (auto)destrucción creativa de toda una época: 
la de la sociedad industrial. Significa asimismo, la desvinculación, y luego la (re)vinculación, de las 
formas sociales industriales por otro tipo de modernidad; ya que ésta, en virtud de su dinamismo 
inherente, está minando sus formaciones de clases, estratos, ocupaciones, roles de género, familia, 
fábricas, y también los prerrequisitos y formas continuadas de progreso económico”.

69 Vid. Mythen, 2014, 29.
70 Este escenario no es el fruto de una postura acomodaticia de los gestores del riesgo, que 

renuncian a la minimización total de los riesgos sociales, sino que surge con base en la asunción 
de que la complejidad social y técnica de estos problemas resulta imposible de eliminar en su to-
talidad (Lupton, 2013, 83).

71 Toda esta cuestión de la inadecuación de la teoría de la sociedad del riesgo se realiza sin en-
trar a valorar la existencia de múltiples posiciones críticas respecto de sus postulados (vid. entre 
otros Baker / Simon, 2002, 21; Garland, 2003; Hunt 2003, 165; Rigakos / Law, 2009, 96 
y ss.). En relación con esta cuestión, se muestra especialmente enfático en la crítica se ha manifes-
tado Garland (2003, 74), puesto que llega a calificar a esta teoría de “distopía de consecuencias 
imprevisibles”. De hecho, tal es el nivel de debate suscitado que Denney (2005, 32) concluye que 
“Beck ha tenido probablemente más detractores que seguidores, y criticar a Beck se ha convertido, per 
se, en una preocupación sociológica significativa”.

72 Vid. Denney, 2005, 18; Mythen, 2014, 22 y ss.
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siguientes apartados73 se pretende presentar una noción del riesgo que permita vehicular 
mejor su interacción con el conjunto del sistema penal. Para ello, se plantea una breve 
aproximación conceptual que no aspira a ningún tipo de exhaustividad genealógica, 
puesto que su función, es meramente instrumental y vinculada con el estudio de las 
relaciones existentes entre el concepto de riesgo y el modelo de penalidad.

1.1. La tesis cultural

Toda referencia que se realice a la noción del riesgo desde un punto de vista cultural tiene 
en los trabajos de Mary Douglas (1994, 1996; Douglas / Wildavsky, 1982) una referencia 
ineludible. De hecho, tal como destaca Lupton (2013, 74): “la aproximación teórica de 
Mary Douglas al riesgo ha sido influyente, porque proporciona una crítica incisiva y per-
suasiva a las ingenuas posturas realistas que habían dominado hasta la fecha el terreno 
del análisis y la percepción del riesgo”74. 

Los orígenes epistemológicos sobre los que se asienta esta teoría pueden encontrarse en 
el libro Pureza y peligro que Mary Douglas escribió en 196675. No obstante, esta perspec-
tiva no se puede circunscribir únicamente a la aparición de esta obra. Con anterioridad, 
en los años 50, la propia Mary Douglas había realizado unos estudios antropológicos 
sobre la comunidad Lele en los que adelantaba estas perspectivas sobre el riesgo76. Este 
trabajo permitió a Douglas iniciarse en el estudio del riesgo, al tiempo que ejercía como 
referencia para desarrollos posteriores.

Dicho lo anterior, y de acuerdo con la perspectiva sostenida por la tesis cultural, el riesgo 
posee un carácter antropológico. Su análisis no se puede desligar de la cultura que posee la 
sociedad objeto de estudio77. Dicho de otro modo, la noción de riesgo que maneja cada 
comunidad está indefectiblemente condicionada por su estructura social78. El enfoque 

73 Vid. 1.1. La tesis cultural; 1.2. La tesis gubernamental; 1.3. Las tesis cultural y gubernamental 
como paradigmas al servicio del modelo de penalidad gerencial-actuarial.

74 En esta misma línea, vid. Denney, 2005, 22.
75 Vid. Douglas, 1991.
76 La comunidad Lele es un grupo poblacional perteneciente a la etnia Kuba que habitaba 

tradicionalmente a orillas del río Kasai. Este territorio está situado actualmente en la República 
Democrática del Congo (en el momento del estudio, el Congo Belga). La obra de Douglas trata 
de cartografiar los modos de vida tradicionales de esta población desde todos los puntos de vista 
posibles: social, económico, religioso, etc. (vid. Douglas, 1963).

77 Vid. Hudson / Bramhall, 2005; Moore / Valverde, 2000; Mythen, 2014, 40.
78 Vid. Denney, 2005, 22; Malloch / Stanley, 2005; Sparks, 2001.
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desde el que la teoría cultural se aproxima a la noción del riesgo parte de la premisa de 
que lo asumido por una colectividad/sociedad como peligroso o dañino es el resultado 
de una construcción social79. La noción de riesgo es el resultado de una serie muy diversa 
de interacciones (personales, sociales, espaciales, temporales, etc.). En consecuencia, este 
concepto se modula y adapta al contexto en el que haya surgido y al que deba someterse. 
De este modo, el riesgo se separa de concepciones individualizadoras y hace recaer su 
importancia en el conjunto de la colectividad80. De hecho, la tesis cultural se mues-
tra particularmente crítica con las aproximaciones de corte psicológico en las que se 
liga la noción del riesgo a procesos cognitivos o decisorios de naturaleza particular81, 
concluyendo que no existen riesgos ontológicamente inconstatables82. Todo lo que se 
codifique como peligroso va a serlo porque desde la política, la economía, la historia o 
la presión pública así se considera83. Asimismo, y en consecuencia, la noción de riesgo 
genera efectos reales en el comportamiento moral, político e, incluso, estético de una 
comunidad84. De hecho, la propia Douglas, en la obra que escribe en coautoría con 
Wildavsky, así lo expresa (1982, 186): “la selección de los peligros y el establecimiento de 
una organización social van de la mano”. 

A fin de estructurar los principios que postula la tesis cultural es preciso acudir a 
una estructura teórica organizada en torno a cuadrículas y grupos85. Por cuadrícula se 
entiende el grado de condicionamiento al que se ve sometida la decisión de una perso-
na por razón de su posición social. Las opciones posibles dentro de las cuadrículas se 
identifican como fuertes o débiles. De esta manera, los enfoques fuertes se vinculan con 
la instauración de roles sólidamente definidos en materia de interacciones individuales. 
Sin embargo, las perspectivas débiles desdibujan la fuerza de los condicionamientos 

79 Asimismo, y en relación con lo comentado en el texto, la tesis cultural también ha desarrollado 
las barreras simbólicas que se levantan entre los conceptos de bueno y malo. Estas nociones resul-
tan de gran importancia, en tanto que colaboran en la delimitación de lo que se considera como 
no peligroso (bueno) y peligroso (malo) en términos de riesgo. Estos conceptos pueden adoptar 
múltiples nomenclaturas, pero siempre desde una óptica que mantiene un enfrentamiento dual 
e irreconciliable. Esta contienda binaria fue reconducida por Douglas a las figuras del riesgo y la 
culpa, ya que para ella conforman una pareja inseparable. (vid. Douglas, 1994).

80 Vid. Denney, 2005, 22.
81 Vid. Lupton, 2013, 53.
82 Vid. O´Malley, 2008, 464 y ss.; Lianos / Douglas, 2000; Rigakos / Law, 2009, 80 y ss.
83 Vid. Mythen, 2014, 40.
84 Vid. Denney, 2005, 24; Mythen, 2014, 40.
85 Vid. Denney, 2005, 23; Hargraves Heap / Ross, 1992, 9. Esta perspectiva de estudio 

(cuadrícula-grupos) ha sido utilizada como marco de análisis en múltiples contextos: estudios 
financieros sobre la crisis de 2008-2010 (Hindmoor, 2010), evaluación de perspectivas de casti-
go en el sistema penal (Vaughan, 2002), o incluso en temas médicos (Docter et al., 2011).
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sociales recién aludidos86. Por otro lado, la noción de grupo remite a la cohesión que 
existe en una sociedad en tanto que colectivo social. Las posiciones dentro del grupo 
pueden ser también fuertes o débiles. Las fuertes configuran escenarios de alta cohesión 
social, mientras que las débiles implican lo contrario. Las relaciones e interrelaciones 
entre las distintas opciones de la cuadrícula y el grupo producen una serie de resulta-
dos que Douglas y Wildavsky (1982) denominan como sesgos o vías de comprensión 
y actuación frente al riesgo. Así las cosas, estos autores distinguen hasta cuatro alter-
nativas diferentes87:

GRUPO

Débil Fuerte

CUADRÍCULA
Fuerte Fatalista Jerárquico

Débil Individualista Igualitario

a) Fatalista88: Los sujetos incluidos en esta categoría carecen de filiación a un grupo. Los 
fatalistas tienden a confiar en el destino o en su suerte. No obstante, sus comportamien-
tos se ven constreñidos por los condicionamientos sociales, lo que hace que se vean a sí 
mismos con poca capacidad de incidencia/control sobre los acontecimientos venideros. 

b) Jerárquico89: Muestran respeto por la autoridad y conformidad con las normas so-
ciales dominantes.

c) Individualista90: Aquellos que se encuentran en esta categoría son emprendedores 
y tienden a buscar siempre la autorregulación. Suelen ver como positivo y beneficioso 
tomar riesgos.

86 Vid. Denney, 2005, 23.
87 Vid. Douglas / Wildavsky, 1982; Lupton, 2013, 69-70; Manzi / Jacobs, 2008; 

Mythen, 2014, 42.
88 Vid. Moyniham, 1993; Putnam, 1993; Simon, 2000.
89 Vid. Vaughan, 2002, 413-414.
90 Vid. Feeley / Simon, 1992, 468; Sayer, 1995; Simon, 2001.
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d) Igualitario91: Este grupo suele dar cabida a individuos con un fuerte sentimiento de 
grupo y que tienden a culpar del riesgo a elementos/agentes externos. Muestran descon-
fianza hacia todos los intentos generales de incidir o trabajar sobre el riesgo.

Se ha criticado que la teoría cultural niegue la existencia del riesgo más allá de su per-
cepción presente92. Es decir, el riesgo en tanto que producto cultural, contemporáneo 
y socialmente construido, no podría rastrearse fuera de su momento actual. En caso de 
realizarse esta interpretación extemporánea del riesgo se podría pervertir su concepto, 
pues carecería de los elementos de juicio necesarios para analizar su contexto y, su capa-
cidad de influencia93. Esta crítica se ha considerado una malinterpretación, señalándose 
que es falso que desde la perspectiva cultural se niegue la existencia de riesgos en épocas 
pasadas. De hecho, así lo manifestó Douglas (1994, 29): “la realidad de los peligros no 
es un problema. Los peligros son terriblemente reales, en ambos casos, moderno y premo-
derno. Esta postura (tesis cultural) no versa acerca de la realidad de los peligros, sino de 
la forma en que se politizan. No cabe enfatizar mucho más este punto”. Esta cita permite 
una doble interpretación. En primer lugar, entenderla como una respuesta explícita a la 
crítica propuesta. Desde la perspectiva cultural no sólo se aceptaría que el riesgo es real, 
sino que también se afirmaría que conforma un problema de primer orden, tanto en el 
pasado como en la actualidad. En segundo lugar, lo anteriormente destacado no debilita 
la aseveración que sostiene la existencia del riesgo como una realidad sometida a su con-
texto social94. Es más, e insistiendo en esta última idea, cada cultura posee categorías y 
formas con las que clasificar todos los productos que en materia de riesgo se generan95. De 
hecho, tal como señala Lupton (2013, 56): “Douglas ve el riesgo como una interpretación 
socialmente construida que responde a un peligro “real” que objetivamente existe, si bien su 
conocimiento solo pueda ser alcanzado a través de procesos socioculturales”.

Por todo ello, y como cierre, esta tesis identifica el riesgo como el reflejo de una cons-
trucción social que, con base en criterios culturales, se adapta a los distintos contextos en 
los que opera, para desde ahí generar sus propios discursos y narrativas. De hecho, como 
dice Velázquez, (2014, 83): “el riesgo es, bajo esta lectura, un constructo social. Surge donde 
el conocimiento busque generarlo, se manifiesta en los espacios que se pretende controlar, pero 
en la medida que no sea “invocado” este no existe, no tiene cuerpo, mucho menos alma”.

91 Vid. Simon, 2001.
92 Vid. Denney, 2005, 9; Johnson / Covello, 1987, viii.
93 Vid. Rosa, 1998.
94 Vid. Lupton, 2013, 54-55.
95 Vid. Mythen, 2014, 41.
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1.2. La tesis gubernamental

La aproximación al riesgo que se realiza desde la tesis gubernamental está indefectiblemente 
condicionada por los desarrollos que Michel Foucault realizó sobre la gubernamenta-
lidad96. La delimitación de un concepto tan complejo como este resulta complicada, ya 
que, como destaca Senellart (2008, 447), esta noción se desliza “de manera gradual de 
un sentido preciso, históricamente determinado, a una significación más general y abstrac-
ta”. De todas maneras, y a pesar de esta dificultad, la gubernamentalidad, en tanto que 
objeto de estudio, resulta una de las ideas centrales sobre las que Foucault hace pivotar 
las lecciones que impartió en el Collège de France durante los cursos de 1978 y 197997. 

La gubernamentalidad es definida por el propio Foucault (1999, 195), en los siguientes 
términos: “con la palabra “gubernamentalidad” quiero decir tres cosas. Por “gubernamen-
talidad” entiendo el conjunto constituido por las instituciones, los procedimientos, análisis 
y reflexiones, los cálculos y las tácticas que permiten ejercer esta forma tan específica, tan 
compleja, de poder, que tiene: como meta principal, la población; como forma primordial 
de saber, la economía política y como instrumento técnico esencial, los dispositivos de seguri-
dad. En segundo lugar, por “gubernamentalidad” entiendo la tendencia, la línea de fuerza 
que, en todo Occidente, no ha dejado de conducir, desde hace muchísimo tiempo, hacia la 
preeminencia de ese tipo de poder que se puede llamar el “gobierno” sobre todos los demás: 
soberanía, disciplina; lo que ha comportado, por una parte, el desarrollo de toda una serie 
de aparatos específicos de gobierno, y por otra, el desarrollo de toda una serie de saberes. Por 
último, creo que por “gubernamentalidad” habría que entender el proceso o, más bien, el 
resultado del proceso por el que el Estado de justicia de la Edad Media, convertido en los 
siglos XV y XVI en Estado administrativo, se vio poco a poco “gubernamentalizado””. 

La idea central de estos trabajos reside, pues, en realizar un análisis genealógico sobre 
el arte de gobernar que se desarrolló en Europa Occidental desde el siglo XVI y que tuvo 
en la aparición de El Príncipe de Maquiavelo (1532) uno de sus puntos simbólicos98. Una 
vez fijado tal inicio, su estudio disecciona los modos de gobierno ínsitos en el Estado li-
beral al tiempo que avanza en el devenir cronológico de éste. Así, la gubernamentalidad 
funciona también como punto de vista desde el que analizar la génesis y deriva del Esta-
do social, para luego convertirse en un elemento central en el estudio del neoliberalismo 

96 En esta nota, y sin ningún tipo de ánimo de exhaustividad, se presentan algunas de las re-
ferencias principales que han tratado la cuestión de la gubernamentalidad (tanto por parte del 
propio Foucault como por parte de otros autores que tomaron esta perspectiva para sus trabajos). 
Vid. entre otros Foucault, 1999; 2008; 2009; Burchell / Gordon / Miller, 1991; Cas-
tro-Gómez, 2010; Castel, 1997; Dean, 2010; Donzelot, 2007; Rose, 1999.

97 Vid. Foucault, 2008; 2009.
98 Vid. Foucault, 1999, 176 y ss.
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desarrollado durante la segunda mitad del siglo XX99. La gubernamentalidad, en tanto 
que materia de estudio, supone un giro académico de gran importancia100. En primer 
lugar, y en relación con Foucault, por la diferencia que marca respecto de sus líneas de 
investigación previas, y en segundo lugar, y en términos más generales, porque de estos 
desarrollos surgen los llamados “governmentality studies”101. 

De todos modos, y a pesar de la notabilísima importancia que poseen estos desarrollos, 
no se debe caer en el error de otorgarles una voluntad explicativa omnicomprensiva, pues 
nunca lo ambicionaron102. La gubernamentalidad forma parte de un conjunto de herra-
mientas que permiten el rastreo, la exposición y el análisis de un arte de gobernar inserto 
en un determinado contexto político-histórico-social. De hecho, así lo destacan Rose, 
O´Malley y Valverde (2006, 99): “la orientación de los trabajos sobre gubernamentalidad 
no es, por tanto, la tipificación ideal, sino una cartografía empírica de las racionalidades 
de gobierno y sus técnicas”. 

99 Vid. Foucault, 2009.
100 Para sostener esta posición, Castro-Gómez (2010, 10-12) se apoya en tres argumentos. 

En primer lugar, supuso llevar a cabo una reflexión sosegada sobre el Estado. En segundo lugar, 
el estudio de la gubernamentalidad permitió a Foucault trabajar sobre la racionalidad política 
contemporánea. En tercer lugar, el (neo)liberalismo le permitió concebir de otro modo la relación 
libertad-poder, que será central para el estudio de desarrollos posteriores.

101 Governmentality studies, o estudios de la gubernamentalidad, es la denominación que agru-
pa a la extensa nómina de trabajos que desde los años 90 se dedicaron a desarrollar, actualizar y 
concretar el estudio del gobierno y del arte de gobernar que Michel Foucault expuso, sobre todo, 
a través de los cursos impartidos en el Collège de France.

102 En relación con esto, el propio Foucault era reacio a las lecturas universales y universalizantes 
de sus trabajos. De hecho, el propio Foucault (1999, 378) considera que el papel óptimo del 
intelectual debe ser el del intelectual específico, ya que: “EI papel de un intelectual no consiste en 
decir a los demás qué han de hacer. ¿Con qué derecho lo haría? Acordémonos de todas las profecías, 
promesas, mandatos imperativos y programas que los intelectuales han podido formular en el curso 
de los dos últimos siglos cuyos efectos se han visto ahora. El trabajo de un intelectual no es modelar la 
voluntad política de los otros; es, por los análisis que lleva a cabo en sus dominios, volver a interrogar 
las evidencias y los postulados, sacudir los hábitos, las maneras de actuar y de pensar, disipar las 
familiaridades admitidas, recobrar las medidas de las regias y de las instituciones y, a partir de esta 
reproblematización (donde el intelectual desempeña su oficio específico), participar en la formación 
de una voluntad política (donde ha de desempeñar su papel de ciudadano)”. Por todo ello, se puede 
inferir que “Foucault es un intelectual específico que lucha con otros en distintas batallas específicas 
y concretas, pero sin hablar de nadie. Foucault ni habla por nadie ni trata de ser la conciencia de 
nadie. Foucault no es un profeta que proclame la verdad, sino que es un analista que nos ofrece, ante 
todo y sobre todo, una nueva herramienta de análisis: la problematización” (Pastor Martín / 
Ovejero Bernal, 2005, 81). 
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Dicho todo lo anterior, y volviendo al tema del riesgo, se debe señalar que a pesar de que 
la teoría gubernamental está fuertemente adherida a los planteamientos foucaultianos, 
Michel Foucault nunca llegó a desarrollar una tesis propia sobre el concepto de riesgo103. 
La teoría gubernamental se construye con base en su pensamiento, pero a través de las 
obras que sus seguidores desarrollaron a posteriori104. 

Esta teoría intenta estudiar los modos en que el Estado se vale del riesgo para ordenar, 
clasificar y controlar a la población105. Desde este punto de vista, el riesgo ejerce como 
una “tecnología de gobierno” (O´Malley, 2006, 31) que permite desarrollar “una estrategia 
gubernamental de poder regulatorio por el cual la población y los individuos son monito-
rizados y administrados” (Lupton, 2013, 116-117). Por lo tanto, aunque los desarrollos 
foucaultianos no son de aplicación directa al estudio del riesgo, su puesta en práctica en 
las ciencias penales poseen un valor fundamental como referente conceptual106. 

De esta manera, el riesgo se convierte “en una suerte de principio omnívoro, enciclope-
dizante, utilizado para la objetivación de las eventuales experiencias, no sólo de los riesgos 
vitales particulares y de su propia ventura, sino también de la ventura general de la so-
ciedad” (Gordon, 1991, 39). Desde esta perspectiva, adquiere una dimensión capaz de 
albergar discursos107 que tanto sirven para proteger a la sociedad108, como para gestionar 
la exclusión de determinados grupos poblacionales109. 

De todos modos, para que esta teoría pueda desarrollarse, es preciso que la sociedad 
se conciba como un todo110, dentro del cual se encuentren bien delimitados los grupos 
que la conforman111. La tesis gubernamental sostiene que los sujetos que integran una 
colectividad se encuentran indefectiblemente permeados por la noción de riesgo112. Este 
hecho, unido a la concepción recién planteada de la sociedad como conjunto único, hace 
que el foco de actuación no se centre en la prevención de eventos particulares. El verdadero 

103 Vid. Denney, 2005, 34.
104 Vid. entre otros Castel, 1991; Donzelot, 1991; Ewald, 2002; Feeley / Simon, 1992; 

1994; Pratt, 1997; Simon, 1988, 2013.
105 Vid. Garland, 1997, 182; Mythen, 2014, 33; O´Malley, 2008, 454; Rose, 2000, 331 y ss. 
106 Vid. Mythen, 2014, 34.
107 Respecto del poder performativo de los discursos en los análisis foucaultianos del riesgo, 

vid. Mythen, 2014, 36; O´Malley, 2008, 455.
108 Vid. Denney, 2005, 34.
109 Vid. Rose, 2000, 332.
110 Vid. Castel, 1991, 288; Rose, 2000, 331-332.
111 Vid. Rose, 2000, 331.
112 Vid. Denney, 2005, 35
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interés reside en generar respuestas generales de aplicación a todo tipo de contingencias113. 
Por ello, los poderes públicos deben crear instrumentos que permitan a los individuos 
conocer los riesgos a los que se enfrentan y dotarles de herramientas para resolverlos114. 
Así pues, el resultado de la gestión social del riesgo estará formado por la acumulación 
total de las acciones particulares. Dicho de otro modo, todas las respuestas singulares dan 
cuerpo a una respuesta colectiva. No obstante, y por mucho que estas acciones puedan 
tomarse como un todo, no debe olvidarse que esta manera de observar la gestión del 
riesgo hace que un problema esencialmente colectivo se esté gobernando a través de una 
amalgama de respuestas individuales. Por todo ello, esta perspectiva ha de ser tomada 
con muchas cautelas, ya que puede fragmentar la cohesión social, hasta el punto de que 
la sociedad ya no se conciba como un conjunto armónico, sino como una agrupación 
de islas e islotes individuales que solamente adquieren el carácter de archipiélago cuando 
existe un fin común que las aglutina. 

1.3. Las tesis cultural y gubernamental como paradigmas 
al servicio del modelo de penalidad gerencial-actuarial 

Las tesis cultural y gubernamental poseen en este texto un carácter instrumental: su intro-
ducción interesa en tanto que herramientas capaces de explicar los discursos y narrativas 
del riesgo presentes en el estudio de la criminalidad. 

Múltiples han sido las críticas que se esgrimieron frente a la utilización de este tipo de 
teorías, especialmente las gubernamentales, como perspectiva desde la que enfrentar el 
estudio del riesgo en el ámbito del sistema penal, ya que: 

a) Resultan excesivamente complacientes con las perspectivas gubernamentales de 
carácter neoliberal115. 

b) Muestran una abstracción excesiva y una lejanía del ámbito empírico116. 

113 Vid. Castel, 1991, 289
114 Vid. Garland, 1997, 175. Esta perspectiva concede importancia a las voces de los expertos 

pues su mayor conocimiento de las realidades concomitantes al riesgo los coloca en una posición 
aventajada en el momento de aportar propuestas (vid. Denney, 2005, 36).

115 Vid. Coleman / Sim, 2005, 103 y ss., 112; Ericson, 2007b, 965; Gray, 2009, 445 y ss.; 
Rigakos, 1999, 144 y ss.

116 Vid, Rigakos, 2002, 17, 20; Rigakos / Law, 2009, 82
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c) Articulan una tensa relación con los procesos históricos. Esta crítica puede ser leí-
da en doble sentido: tanto por defecto117, y por ende poco precisa con determinados 
procesos, como por exceso118, y por lo tanto desatinadamente atenta a los procesos de 
discontinuidad histórica.

d) Infravaloran a los operadores del sistema penal y su capacidad de agencia119. 

e) Ejercen como refuerzo de las dinámicas sistémicas existentes y de las instituciones 
estatales120.

Las críticas recién expuestas merecen ser tenidas en cuenta porque señalan puntos 
débiles que deben ser mejorados. No obstante, y más allá de lo acertadas que puedan re-
sultar algunas de estas perspectivas, la utilización de las teorías cultural y gubernamental 
está justificada, en la medida en que son capaces de aportar puntos de vista de gran valor 
para el estudio de la criminalidad. Para demostrarlo se expondrán, en primer lugar, dos 
situaciones (relación del riesgo con la sensación de (in)seguridad y multidimensionalidad 
conceptual) que ponen de manifiesto la dificultad inherente al estudio de la noción del 
riesgo y en segundo lugar, se formularán las características que desde la teoría cultural y 
gubernamental permiten una mejor definición de dicho concepto.

En primer lugar, desde estas perspectivas (cultural y gubernamental) es posible poner 
de manifiesto la intensa relación que existe entre el riesgo, la criminalidad y el sentimiento 
social de inseguridad. De hecho, a través de estas teorías se puede trazar una línea que se 
aproxime “a una explicación de la operatividad de los riesgos en materia de delincuencia y 
desorden social como metonimia de las inseguridades colectivas” (Brandariz García, 2016, 
56). De este modo, el riesgo se erige en una pieza central a la hora de narrar y dotar de 
contenido a las inseguridades colectivas. Asimismo, como proceso de construcción social 
que son, las inseguridades colectivas entroncan con las teorías que sostienen la naturaleza 
cultural del riesgo121. De todos modos, para que un riesgo en particular ejerza como ca-
talizador de ansiedades sociales, es preciso que se constaten tres elementos: proximidad, 
posibilidad de solución y posibilidad de atribuirlo a un sujeto o colectividad122. 

El riesgo tiene que resultar próximo, es decir, tiene que ser interpretado como un evento 
inminente. En este contexto, la inmediatez adquiere un doble sentido: a) cercanía física 
al sujeto/colectividad que analiza el riesgo; b) cercanía potencial, en tanto que evento 

117 Vid. Rigakos, 2002, 17, 20.
118 Vid. Coleman / Sim, 2005: 103.
119 Vid. Rigakos, 2002, 18, 150.
120 Vid. Hudson, 2001, 155 y ss.
121 Vid. Lianos / Douglas, 2000.
122 Vid. Brandariz García, 2016, 57 y ss.
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plausible123. La interpretación de que el riesgo está próximo (física y potencialmente) 
espolea la construcción de narrativas en materia de riesgo en las que diversas (pre)con-
cepciones culturales se encuentran muy presentes124. De hecho, el elemento cultural 
juega un papel fundamental a la hora de establecer la presencia de una situación/evento 
de riesgo, pues, tal como destaca Innes (2003, 134), “Esta aproximación al riesgo (resul-
tado de la confluencia gubernamental y cultural) ha demostrado que la gente calcula su 
exposición al riesgo de acuerdo a patrones subjetivos, perfilados tanto por las cualidades 
del riesgo específico de que se trate, como por el estado de la sociedad y las características del 
individuo”. De este modo, se puede volver a observar como la apreciación del riesgo se 
encuentra fuertemente mediada por su imagen individual y social.

La interacción de las teorías cultural y gubernamental con el sistema penal construye 
una noción de riesgo entendido como un evento que puede ser confrontado y (al me-
nos potencialmente) vencido125, aun procediendo de las denominadas “fuentes globales 
de riesgo catastrófico” (Ericson, 2007a, 155). Asimismo, Cheliotis (2014, 87) también se 
manifiesta en una línea similar: “La historia nos muestra que los Estados que abandonan 
la tarea de proveer adecuadamente las necesidades de la mayor parte de su población, o al 
menos de amplios segmentos de ella, intentan prevenir la difusión del descontento y sofocar 
las posibilidades de insubordinación masiva sustituyendo peligros reales e inminentes por 
otros ficticios”. De este modo, la posible solución a una situación de riesgo condiciona el 
orden de prelación con el que los poderes públicos determinan su agenda126.

Asimismo, y en conexión con la perspectiva que sostiene que “la diferencia en las per-
cepciones no reside en el grado de irracionalidad, sino que es de tipo político” (Kessler, 2009, 
63), se puede sostener que la preocupación social sobre el riesgo aumenta127 en el momento 
en que resulta posible atribuir su origen a una conducta humana. De este modo, que la 
responsabilidad de un riesgo pueda atribuirse tanto a un sujeto a título particular como 
a un colectivo128, aporta a la conducta un plus de intolerabilidad, que puede manifestarse 
a través de procesos de estigmatización o de segregación social129.

123 Vid. Bauman, 2007, 81 y ss.; Innes, 2003, 134; Mythen, 2014, 23 y ss. 
124 Vid. Innes, 2003, 134. 
125 Vid. Pratt, 2007, 64; San Martín Segura, 2006, 83 y ss.
126 Vid. Ericson, 2007a, 155. Asimismo, con el fin de aportar un ejemplo sobre la concep-

ción del riesgo como realidad confrontable y vencible, Cheliotis, (2014, 87) cita el caso de la 
(micro)criminalidad urbana.

127 Vid. Buzan / Waever / De Wilde, 1998, 44; Goode / Ben‐Yehuda, 2009, 27 y ss. 
128 Vid. Buzan / Waever / De Wilde, 1998, 44-45.
129 Vid. Kessler, 2009, 63.
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En segundo lugar, las múltiples facetas que presenta la noción de riesgo dificultan 
la formulación de una definición unívoca. El riesgo es un concepto multidimensional 
que remite a una idea dúctil, capaz de acomodarse a contextos teóricos, ideológicos u 
operativos diversos130. De hecho, en esta misma línea lo plantea Velásquez (2009, 59): 
“Definir lo que debe entenderse por “paradigma de riesgo” no es un tema sencillo, debido 
a que el fenómeno de la predicción de riesgo ha sido abordado por diferentes disciplinas y 
de diferentes formas. En otras palabras, existe una suerte de Torre de Babel cognoscitiva, 
un laberinto de aproximaciones que hace que se utilicen las mismas palabras para discutir 
fenómenos disímiles, generando por tanto un entramado complejo y que puede fácilmente 
confundir”. En esta misma línea, pero de un modo más enfático, se expresa Garland (2003, 
49): “El riesgo es un cálculo. El riesgo es un producto. El riesgo es un capital. El riesgo es una 
técnica de gobierno. El riesgo es objetivo y científicamente conocible. El riesgo es subjetivo y 
socialmente construido. El riesgo es un problema, una amenaza, una fuente de inseguridad. 
El riesgo es un placer, una emoción, una fuente de beneficio y libertad. El riesgo es el medio 
a través del cual colonizamos y controlamos el futuro. “La Sociedad del Riesgo” es nuestro 
mundo postmoderno girando fuera de control”. Por último, y de un modo más sucinto, 
aunque coincidente en el fondo, se expresa Mythen (2014, 146): “El riesgo posee una ma-
leabilidad inherente, que se nutre de las ansiedades prevalentes en una sociedad adversa al 
daño”. De todos maneras, la concepción del riesgo como un elemento multifactorial, y 
predicable desde diversos ámbitos (de los seguros, clínico, probabilístico, etc.), no debe 
resultar extraño en absoluto131. Es más, esta variabilidad resulta común incluso dentro 
del propio ámbito jurídico132.

Dicho lo anterior, y en tanto que elemento instrumental, el riesgo no sirve de base ar-
gumental sobre la que sostener la implementación de una racionalidad única que prede-
termine su análisis, gestión, prevención o control133. Sus premisas adolecen de principios 
inamovibles. Por ello, las distintas narrativas en materia de riesgo pueden servir de base 
tanto a modelos de gobierno como a proyectos penales claramente disímiles134. Esta varia-
bilidad no resulta un hecho baladí, ya que “si el riesgo y la incertidumbre son cada una de 
ellas reconocidas como entidades diversas que a su vez tienen diversas implicaciones para el 
gobierno, debemos desarrollar modos de análisis que nos ayuden a reconocer y comprender 
esta variabilidad” (O´Malley, 2004, 7). Por lo tanto, para comprender mejor las premi-
sas que sostienen la noción de riesgo, resultaría acertado realizar estudios genealógicos o 
históricos específicos. No en vano, pocos conceptos en las ciencias penales encierran una 

130 Vid. Brown, 2000, 93 y ss.; O´Malley, 2004, 6.
131 Vid. por todos Ewald, 1991; Rose, 1998, 2002.
132 Vid. Mendoza Buergo, 2001, 23-24.
133 Vid. Clear / Cadora, 2001, 58 y ss., Del Rosal Blasco, 2009a, 31 y ss. 
134 Vid. Brown, 2000, 93, 106; McSherry 2014, 12 y ss.; O´Malley, 2004, 6 y ss.; Sparks, 

2000, 130.



David Castro Liñares

56

mayor imprecisión que el riesgo135. De este modo, no sólo se podría conocer su origen, 
sino que además se conseguirían valiosas herramientas para su comprensión presente y 
futura136. Asimismo, estos estudios también poseerían un potencial crítico de notable 
entidad, pues no se debe infravalorar la ventana de oportunidad que abren, al permitir 
no sólo pensar, sino también desarrollar e implementar, otras políticas penales137. 

Esta heterogeneidad inherente a la noción de riesgo permite interpretaciones tanto 
negativas como positivas138. De manera preliminar, se ha de señalar que la negatividad 
como característica de la noción de riesgo no es un constructo exclusivamente académi-
co139. De hecho, el lenguaje cotidiano también colabora a que esta idea (el riesgo como 
algo negativo) se asiente en el imaginario colectivo140. A esta línea de pensamiento se han 
de unir las teorías que estiman el riesgo como la probabilidad de que un evento lesivo se 
produzca. Esta perspectiva, puramente negativa, se materializa en las políticas públicas 
favorecedoras de la neutralización y el control punitivo141. 

Frente a esto¸ existen teorías que piensan en el riesgo como una potencialidad positi-
va142. El riesgo produce un escenario de incertidumbre y cambios que no tiene por qué 
ser necesariamente negativo. De hecho, los espacios y contextos de riesgo pueden ser 
aprovechados de manera constructiva, incluso lúdica143. De esta manera, y desde una 
perspectiva neoliberal, el riesgo no es algo necesariamente negativo144. Es más, puede llegar 
a ser visto como un elemento liberador pues, como dice Bernstein (1998, 229): “ya no 
somos prisioneros de un futuro inevitable. La incertidumbre nos hace libres”. La incerteza 
es, por tanto, un signo de los tiempos actuales y, previsiblemente, de los futuros. En este 
sentido, la capacidad de adaptación, la rapidez, la fluidez y todas cuantas ideas remitan 

135 Vid. Ferrell, 2011, 218; Maurutto / Hannah-Moffat, 2006, 439; Mythen, 2014, 
51; Sparks, 2000, 130.

136 Vid. O´Malley, 2004, 7; Velásquez, 2009, 59.
137 Vid. Hannah-Moffat, 2013, 144-145; Maurutto / Hannah-Moffat, 2006, 439.
138 Vid. Brandariz García, 2016, 60 y ss.
139 Vid. O´Malley, 2008, 452 y ss.
140 No en vano, la RAE define riesgo, en su primera acepción, como contingencia o proximi-

dad de un daño. De este modo, esta noción es percibida como negativa en la medida en que se 
encuentra conceptualmente vinculada con un daño cercano.

141 Vid. O´Malley, 2008, 452 y ss.
142 Vid. Amoore, 2013, 11 y ss.; Mythen, 2014, 63 y ss.; O´Malley, 2008, 453.
143 Sin ánimo de frivolidad, Mythen (2014, 64) considera que el concepto de riesgo también 

es capaz de abarcar espacios donde se desarrollen actividades deleitosas (deportes de riesgo) que 
entrarían en lo que el autor británico denomina como “placeres del riesgo”.

144 Vid. Ferrell, 2011, 218 y ss.; O´Malley, 2004, 3 y ss.; Walklate / Mythen, 2011, 
101 y ss.



Ejecución penitenciaria y riesgo

57

a un contexto de cambios ágiles y flexibles son bienvenidas145. Esto supone considerar la 
predictibilidad como una categoría obsoleta y de poca utilidad. De hecho, Peters (1987, 
6) así lo barruntaba: “la predictibilidad es una cosa del pasado porque en el mundo real 
no sabemos si fusionarnos o no fusionarnos tiene sentido, no tenemos idea de quién serán 
nuestros socios mañana o la semana que viene, y mucho menos el mes que viene”.

Dentro de esta concepción del riesgo como potencialmente positivo, existen posiciones 
que lo instrumentalizan hasta convertirlo en una mercancía negociable. De este modo, y en 
palabras de Pérez Cepeda (2007, 47): “la seguridad se convierte en mercancía: una relación 
entre quienes “producen riesgo” y entre los que “lo consumen””. Esto supone delimitar 
las fronteras de un mercado sujeto a dinámicas de oferta y demanda146. De todos modos, 
aunque todo lo dicho remita a un funcionamiento puramente capitalista, la creación 
de este mercado no se puede achacar únicamente a la iniciativa privada. El beneplácito 
y la colaboración de las instituciones y poderes públicos resultan fundamentales147. De 
hecho, así lo hace constar Ericson (2007a, 6): “en esta transformación, el Estado está para 
servir, sobre todo y ante todo, de facilitador y posibilitador del emprendimiento basado en el 
riesgo”. Por lo tanto, para que el riesgo pueda operar como una mercancía, la labor estatal 
ha de someterse a los postulados del mercado. Asimismo, al tratar este tema no se puede 
obviar que de esta manera de enfrentar el riesgo surge una nueva manera de concebir a 
los individuos denominada prudencialismo subjetivo148. El tipo de sujeto que surge bajo 
este paradigma debe ser “apto para dejarse gobernar por su propio interés” (Laval, 2012, 
17). Dicho de otro modo, las políticas neoliberales “activas” apuntan a la construcción 
de un sujeto que resulta “calculador”, “responsable” y “emprendedor en la vida”149. Este 
individuo tiene que interiorizar estos conceptos y adaptar su manera de actuar a la racio-
nalidad económica, sea cual sea la esfera de actuación (salud, educación, justicia o política, 
etc.). El prototipo de individuo neoliberal ha de prosperar por sí mismo, hasta el punto 
de autoerigirse en “empresario de sí mismo”. Esto supone aprender a vivir de un modo 
que Foucault (2009, 75-76) explicaba de la siguiente manera: ““Vivir peligrosamente”, 
esto es, que los individuos se vean a perpetuidad en una situación de peligro o, mejor, estén 
condicionados a experimentar su situación, su vida, su presente, su futuro, como portado-
res de peligros”. Por tanto, la supervivencia se consigue a través del asalto permanente a 
la lógica del mercado. El sujeto inserto en un escenario neoliberal tiene que conjugar la 
maximización de sus beneficios con la interacción en un medio totalmente desconocido. 
Por ello, a fin de intentar explicar esta cuestión, Foucault (2009, 263 y ss.) realiza un símil 

145 Vid. O´Malley, 2004, 5.
146 Vid. Ericson, 2007, 5; O´Malley, 2004, 3 y ss.; Pérez Cepeda, 2007, 47.
147 Vid. Bell, 2011, 207; Ericson, 2007a, 6.
148 Vid. entre otros Castro-Gomez, 2010, 141-153; Ericson, 2007a, 5 y ss.; Fernández 

de Rota, 2014, 155 y ss.; Mythen, 2014, 137.
149 Vid. Brown, 2005, 40 y ss.
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en el que compara la posición del sujeto prudencial con la que poseen los participantes de 
un juego invisible150. La única información controlable por los sujetos son sus propios 
movimientos, así como sus legítimas expectativas. Los individuos deben tomar concien-
cia de la imposibilidad de controlar todo aquello que supere sus propias acciones. Por 
ende, el individualismo se torna en una necesidad sistémica; es decir, aprender a “vivir 
peligrosamente” no es una opción, sino un método de supervivencia151.

Frente a las posturas recién planteadas, en las que el riesgo se considera como algo 
positivo por estar alineado con los intereses neoliberales, existen otras perspectivas que 
leen estas potencialidades positivas como un modo de seguir vertebrando políticas de 
justicia social152. De hecho, así lo estiman Maurutto y Hannah-Moffat (2006, 449): “La 
asociación de riesgo con el Welfare hace posible imaginar el uso del riesgo para fines produc-
tivos”. Asimismo, también resulta interesante la opinión de O´Malley (2008, 453), ya que 
para él “no hay una razón obvia por la cual el riesgo no pueda ser inclusivo y reformista, 
en lugar de excluyente y meramente incapacitador”. De esta manera, tomando la regu-
lación de situaciones de riesgo como pretexto, también se pueden construir políticas de 
inclusión153. No obstante, frente al optimismo que emana de estos planteamientos, hay 
autores como Cheliotis (2006, 329) que, si bien contemplan las potencialidades de esta 
deriva, advierten que hasta estas perspectivas, por el hecho de insertase en un contexto 
neoliberal, pueden deslizarse hacia lógicas de mercado154. 

Esta tendencia a la que se acaba de hacer mención tiene, como no podría ser de otro 
modo, su reflejo en el ámbito punitivo. El riesgo es utilizado como argumento en la cons-
trucción de políticas públicas que redefinen sus términos operativos en aras de una, mayor 
inclusión155. Así pues, dado que “en muchos aspectos, por lo tanto, los derechos, así como los 
riesgos, son una realidad ya conocida” (Whitty, 2011, 140), no parece descabellado pensar 
en modos de construir otras políticas públicas que posean un talante más integrador, o 

150 Un juego invisible es aquel en el que los participantes no pueden conocer los movimientos 
de sus rivales ni los factores ambientales que condicionan la partida.

151 Vid. Fernández de Rota, 2014, 158 y ss.
152 Vid. Cheliotis, 2006, 329 y ss.; Goddard, 2012, 359; Hannah-Moffat, 2005, 30; 

Maurutto / Hannah-Moffat, 2006, 448 y ss.; O´Malley, 2008, 453 y ss.; Whitty, 2011, 139.
153 Vid. Rose, 2000, 324.
154 Para ello, Cheliotis (2006, 329) pone como ejemplo la búsqueda de la eficiencia como 

máxima operativa. La persecución de procesos más eficientes conduce, en última instancia, 
a contextos tradicionalmente narrados en términos de derechos y obligaciones. De hecho, y 
ahondando en esta cuestión, según este autor, si los significantes derechos y obligaciones todavía 
poseen capacidad apelativa en el campo gerencial es, en parte, porque remiten a lógicas pensadas 
en términos de utilidad.

155 Vid. Maurutto / Hannah-Moffat, 2006, 448-451; O´Malley, 2008, 457 y ss.
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incluso (neo)rehabilitador156. En relación con esta cuestión, O´Malley (2008, 467-468) 
se muestra muy enfático, en una defensa a ultranza de las potencialidades que posee este 
enfoque: “Al igual que con el riesgo, muchas de las críticas a las que se ha sometido a la 
gubernamentalidad se han dirigido a las formas en que se ha utilizado, en lugar de a las 
formas en que se puede utilizar. Con suerte, este tipo de análisis empujará a los teóricos e 
investigadores sociales críticos en la dirección de una evaluación más optimista de las posi-
bilidades presentes, en lugar de centrarse en el implacable enfoque de lo que es malo. No hay 
nada más desalentador que una teoría impulsada desde el pesimismo”. No obstante, no 
toda la doctrina se muestra tan claramente a favor de estos postulados. Existen posturas 
que recelan y discrepan de todas las potencialidades que se atribuyen a estas argumenta-
ciones, bien porque no resulten ciertas o porque no sean factibles157.

La exposición de las razones que dificultan la construcción de una noción unívoca 
de riesgo (relación del riesgo con la sensación de (in)seguridad y multidimensionalidad 
conceptual) así como la interacción de las teorías cultural y gubernamental aportan una 
serie de características que pueden ser incorporadas en la construcción de una definición 
de riesgo. De este modo, se puede sostener que el riesgo es un concepto que se encuen-
tra en constante disputa. De esta manera, “la definición y afirmación de ciertos riesgos es 
conflictual, en el sentido de que no todos los actores cuentan con los mismos recursos, autori-
dad o capital social, ni con la misma influencia de determinación semiótica” (Brandariz 
García, 2016, 59). Por lo tanto, el riesgo no es, en absoluto, una tecnología de gobierno 
avalorativa158, es un concepto que fluye y se adapta a las dinámicas del discurso hegemó-
nico159. En consecuencia, “el riesgo, por definición, no existe. Más allá de su construcción 
en la mente del científico o del lego, el riesgo no ocupa tiempo o espacio. El riesgo no es una 
cosa material, sino una potencialidad no realizada que cambia según el momento cientí-
fico en que se esté midiendo. Además, por su propia definición, el riesgo es una afirmación 
normativa, es una declaración moralizante” (Rigakos / Law, 2009, 80). El riesgo nunca 
es neutro y, por lo tanto, su enunciación y contenido se encuentran indefectiblemente 
marcados por el uso que se le quiera otorgar. 

Sentado lo anterior, en este texto se esboza un concepto de riesgo que no responde a 
meros impulsos tecnocráticos, sino que surge como fruto de una construcción social, y 

156 Vid. Clear / Cadora, 2002, 58 y ss.; Hannah-Moffat, 2013, 144-145.
157 Vid. Ferrell, 2011, 220.
158 Vid. Bottoms, 1995, 33; Loader / Sparks, 2007, 85; O´Malley, 2008, 453; Zedner, 

2006a, 425 y ss.
159 Vid. Ferrell, 2011, 217-218; Malloch / Stanley, 2005; Sparks, 2000, 138; Walkla-

te / Mythen, 2011, 101.
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se relaciona con el resto del cuerpo social en el terreno del juego político160. De esta for-
ma, no resulta extraño que las prácticas penales en materia de riesgo, en coherencia con 
las sociedades en las que se insertan, reproduzcan patrones raciales, étnicos, de género, 
culturales, de clase, etc.161. En palabras de Brandariz García (2016, 62-63): “las prácticas 
penales sustentadas sobre el riesgo pueden ser, y de hecho lo son con frecuencia, patriarcales, 
clasistas, racistas y/o xenófobas”162. 

Como corolario, se puede inferir de todo lo expuesto que en la actualidad el riesgo se 
presenta como un concepto de enorme complejidad que ejerce a todos los efectos como 
tecnología de gobierno. De todos modos, y más allá de que su influencia no resulte ex-
clusiva del campo de la criminalidad, en este ámbito muestra sus efectos de un modo 
especialmente destacado. Las sensibilidades y nociones que existen sobre el riesgo son 
claves a la hora de determinar las políticas públicas en materia de criminalidad. De esta 
manera, cuestiones como la identificación de los riesgos, la respuesta que cabe ofrecer 
frente a ellos, el umbral de tolerancia que se debe soportar o la determinación de la res-
ponsabilidad en caso de conflicto, han de ser tenidas muy en cuenta en la configuración 
de las políticas públicas que atañen al riesgo y la penalidad163. Asimismo, de todo lo an-
terior, también se puede inferir que la delimitación del riesgo se encuentra enmarcada 
dentro de un proceso político. Un proceso, en el que se deben disputar las hegemonías 
no sólo discursivas sino también gubernativas. Esto supone abrir un campo de debate 
que desde el análisis crítico se debe explorar, no sólo para intentar promover discursos 
de resistencia, sino también para deconstruir las hegemonías existentes y proponer otros 
modos de concebir el modelo de penalidad. 

1.4. El riesgo como razón operativa del sistema 
penitenciario

La introducción del riesgo en el contexto penitenciario generó una reorganización sis-
témica de gran importancia, puesto que reafirmaba la opinión de que el riesgo era “las 
nuevas lentes a través de las cuales se mira al mundo” (Hutter, 2005, 1). De hecho, au-

160 Vid. Ericson / Doyle, 2003, 2 y ss.; Lianos / Douglas, 2000; Rigakos / Hadden, 
2001, 62, 68, 79. 

161 Vid. Gray, 2009, 444 y ss.; Hannah-Moffat, 2013, 136, 144; Hudson / Bramhall, 
2005, 736 y ss.; Mythen, 2014, 73, 143-144.

162 En este sentido, vid. también Faraldo Cabana, 2011, 271; Gray, 2009, 452 y ss.; Han-
nah-Moffat / Maurutto, 2010, 275, 280; Hudson / Bramhall, 2005, 736 y ss.

163 Vid. Brandariz García, 2016, 63. 
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tores como Sparks, Bottoms y Hay (1996, 94) señalan que esto supone un “cambio en 
el juego”, que afecta transversalmente a todos los órdenes penitenciarios164. Es decir, la 
reconfiguración propuesta bajo el paradigma del riesgo afecta a modos de gestionar la 
realidad que antes se tenían por válidos165. 

Entre los primeros cambios introducidos en atención a criterios de riesgo se puede se-
ñalar que la respuesta represiva del sistema penal ya no se activa por la vulneración de las 
normas. De hecho, la actuación estatal puede producirse con anterioridad, de modo que 
si es previsible la producción de conductas prohibidas, se activarán dichas respuestas166. 
Tal como señala Hörnqvist (2010, 100): “la constatación de que alguien pueda vulnerar el 
orden establecido es motivo suficiente para justificar el uso de la fuerza”. Esta reconfigura-
ción convierte al riesgo y sus interpretaciones en un elemento clave para la comprensión 
del sistema penitenciario167. El hecho de que un potencial quebranto del orden estable-
cido active los mecanismos oficiales de respuesta otorga al riesgo la categoría de elemento 
central a la hora de juzgar la idoneidad y procedencia de las actuaciones estatales. 

En este contexto, el riesgo es un concepto construido en negativo, ya que se etiqueta 
como peligrosa/riesgosa toda situación que amenace el statu quo. El hecho de asumir la 
anterior premisa implica admitir también, aunque sea implícitamente, que la situación 
penitenciaria oficial es la óptima y que cualquier desviación no autorizada genera, ne-
cesariamente, un empeoramiento de la situación. Por lo tanto, todo aquello que no se 
encuentre dentro de la planificación que realizan los poderes públicos debe ser desechado. 
De este modo, el riesgo se convierte en una tecnología de gobierno que evita la desorga-
nización168. Esto permite trazar una relación muy próxima entre los conceptos de riesgo 

164 Vid. Black, 2005; Foster, 2005; Murphy / Whitty, 2007, 804 y ss.
165 Vid. Murphy / Whitty, 2007, 809 y ss.; Hörnqvist, 2010, 100; Whitty, 2011, 124.
166 Vid. Hörnqvist, 2010, 100.
167 Vid. entre otros Cooke / Wozniak / Johnstone, 2008; 1069 y ss.; Dilulio, 1987; 

Heilbrun, 1997; Reisig, 1998.
168 La voluntad de alcanzar un férreo control penitenciario podría parecer novedosa o propia 

del modelo gerencial-actuarial. No obstante, el anhelo de conseguir un sistema penitenciario 
plenipotenciario posee un largo recorrido. Una muy sucinta referencia a esta cuestión se puede 
extraer del estudio sobre el estado de las prisiones en Inglaterra y Gales que Howard (2003) 
realizó durante el siglo XVIII. Más allá de que Howard resultase un pionero en el estudio de la 
cuestión carcelaria, este tipo de modelo carcelario era una constante en contextos espacio-tempo-
rales similares (de lo ocurrido en Francia, vid. Kropotkin, 1997). Es más, instituciones como las 
workhouses inglesas (Melossi / Pavarini, 1980, 29 y ss.) o las rasphuizen holandesas (Melossi 
/ Pavarini, 1980, 35 y ss.), con anterioridad al advenimiento de la prisión moderna, ya eran 
concebidas como instituciones represivas con finalidades de control social (Foucault, 1984). 
Por todo ello, la construcción de narrativas autolegitimadoras, herramientas propias y recursos 



David Castro Liñares

62

y control. La vinculación entre ambas ideas resulta muy cercana, pues la minimización 
del riesgo implica, casi necesariamente, una maximización del control. Se establece una 
correlación inversamente proporcional, en la medida en que el crecimiento del control 
conduce al decrecimiento del riesgo, y viceversa. Asimismo, y desde un plano práctico, para 
el sistema penitenciario ambos conceptos funcionan como cuasi-sustitutivos. Es decir, se 
consigue el mismo resultado maximizando el control que minimizando el riesgo, puesto 
que el objetivo final es compartido: gestionar el sistema penitenciario. 

A fin de que las narrativas y discursos sobre el riesgo puedan penetrar de manera total 
en el sistema penitenciario, es imprescindible tener en cuenta el papel que desempeña la 
prisión. La cárcel tiene una posición institucional rígida y con poco margen de impro-
visación, habida cuenta de la gran cantidad de normativa que la regula. No obstante, 
estas instituciones tienen dinámicas propias muy similares a las que desarrolla una orga-
nización169. Esto implica poner de manifiesto que existe una agenda y que, en atención 
a ésta, se intentarán tomar las decisiones que mejor satisfagan los objetivos del sistema 
penitenciario170. De esta manera, y más allá de fines generales como la reintegración y 
reinserción social, el sistema penitenciario también alberga fines menos elevados como los 

favorables a la perpetuación del control penitenciario no sólo no resulta novedosa, sino que posee 
amplia tradición (Craig, 2004). 

169 En caso de aceptar la premisa anterior (las instituciones penitenciarias poseen dinámicas y 
agendas propias parangonables a las de una sociedad), la remisión a la sociología de las organizacio-
nes puede resultar útil como marco de estudio. De un modo preliminar, la definición más clásica 
de organización entiende este concepto como un sistema social que, de manera sistematizada, 
busca la consecución de uno o varios fines (Nemesio Ruiz, 1999, 17-18). Múltiples perspectivas 
han sido construidas para explicar la teoría de las organizaciones (Nemesio Ruiz, 2005, 15 y ss.), 
pero por coherencia con lo expuesto supra, aquí se va incidir en las interpretaciones que colocan 
al control como elemento central. Esta perspectiva forma parte del núcleo que conforman las de-
nominadas Teorías Clásicas (Nemesio Ruiz, 2005, 16). Estas teorías parten del presupuesto de 
que las organizaciones se construyen sobre relaciones de autoridad en las que el conflicto y poder 
deben situarse en una posición protagónica (Nemesio Ruiz, 2005, 33). Sobre la asimilación 
prisión-organización, vid. también Craig, 2004, 97 y ss.; Sykes, 1958. 
Sentado lo anterior, es importante traer a colación la opinión de Bosworth (2007, 69), ya que 
permite poner en duda la idoneidad del anterior paralelismo. Esta autora considera que la asimi-
lación prisión-organización solo es posible si se obvia la presencia de un elemento penitenciario 
esencial: la existencia de reclusos. Las personas presas están indisociablemente unidas a los esta-
blecimientos penitenciarios en los que se encuentran recluidas. Este hecho implica que el sistema 
penitenciario tiene que atender, al menos en parte, a sus demandas. En consecuencia, difícilmente 
va a poder construirse un contexto en el que los objetivos de una prisión/sistema penitenciario se 
configuren solamente en atención a sus propios intereses. 

170 Vid. Coser, 1974; Genders / Player, 2014, 438; Whitty, 2011, 126-127. Desde un 
punto extrapenitenciario, pero fijándose en la perspectiva administrativa del riesgo, vid. Fein-
tuck, 2005.
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vinculados con el mantenimiento de su operatividad diaria. Estos objetivos se centran en 
conseguir un ambiente en el que la cotidianeidad discurra de acuerdo con las normas y de 
un modo no conflictivo171. De uno u otro modo, todos los agentes penitenciarios esperan 
que su jornada laboral se produzca sin complicaciones172. En relación con la importancia 
de estos fines cotidianos, hay autores como Sparks, Bottoms y Hay (1996, 40-41) que van 
incluso más allá, y sostienen que “las tareas de custodia, orden interno y mantenimiento 
predominan sobre las de castigo y reforma, porque de ellas depende la supervivencia de la 
institución, por encima de sus principios legitimadores externos”173.

Por lo tanto, la gestión del control y el riesgo se erigen como elementos centrales del 
sistema penitenciario. De este modo, deben coordinarse para construir un modelo que no 
solo haga predecible el devenir de los acontecimientos, sino que además los reconduzca 
a los objetivos fijados. Por ello, la seguridad bajo el paradigma gerencial-actuarial no se 
va a ocupar únicamente de gestionar la excepcionalidad174. En consecuencia, “no sólo las 
situaciones excepcionales son las que ponen en peligro la supervivencia, sino que, más allá de 
la política normal, son las rutinas y tecnologías securitarias diarias las que hay vigilar para 
evitar el peligro” (Aradau y Van Munster, 2007, 98). Bajo esta perspectiva, la posibilidad 
de perturbar la gobernanza penitenciaria se encuentra más presente en la producción de 
sucesos cotidianos que en eventos aislados175. En consecuencia, no sólo la rutina de los 
presos debe estar pautada, sino que además se castiga al que se aparte indebidamente de 
ella176. Esta opinión también la sostiene Hörnqvist (2010, 103), al afirmar que “por esta 
razón (el mantenimiento del orden), las actividades mundanas del personal penitenciario 
se engloban bajo el título general de seguridad, implicando una aspiración más centrada 

171 Vid. Boin / Rattray, 2004, 51; Fox, 1971, 13; Genders / Player, 2014, 438.
172 El modelo gerencial-actuarial pone especial atención a la relación que media entre trabaja-

dores penitenciarios y presos (Cooke / Wozniak / Johnstone, 2008, 1069-1070; Liebling, 
2016, 54 y ss.). El comportamiento de estos trabajadores, por regla general, tiene que procurar 
la pacificación y la mejora de la relaciones con los internos. Esta máxima es la que debe regir la 
convivencia penitenciaria mientras no se desencadene algún de tipo de conflicto (Dilulio, 1987, 
105). En ese caso, la situación muda y la jerarquía y la verticalidad se convierten en los princi-
pios por los que se deben guiar las actuaciones de los trabajadores penitenciarios (Bosworth, 
2007, 80-81; Petersilia, 2009). De una manera más específica, y sobre la gestión de disturbios/
motines en prisión, vid. Boin / Rattray, 2004, 52 y ss.; Usem / Kimball, 1989. Asimismo, 
desde este punto de vista, pero centrados en la labor del personal religioso como gestor de riesgo 
penitenciario, vid. Hicks, 2012.

173 Sobre la importancia de la seguridad como paradigma penitenciario, vid. también Maka-
rios / Latessa, 2013, 1450-1451. 

174 Vid. Aradau / Van Munster, 2007, 98. En relación con el devenir de la cotidianeidad 
penitenciaria y su relación con la gestión del riesgo, vid. Bigo, 2002.

175 Vid. Boin / Rattray, 2004, 51.
176 Vid. Dilulio, 1978, 105.
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en la ausencia de amenazas al sistema que en la presencia de algo positivo”. Por todo ello, 
el mantenimiento del orden resulta un objetivo ubicuo en el entramado penitenciario. 

Esta concepción de la prisión, como lugar de control y gestión del riesgo, también per-
mite concebirla como un espacio de obediencia. Un lugar donde se exige un escrupuloso 
cumplimiento normativo. En este contexto, el acatamiento es un estado dicotómico: o se 
cumplen las normas o se quebrantan, ya que “toda trasgresión se ha de interpretar como 
una amenaza inmediata” (Hörnqvist, 2010, 103). El sistema excluye cualquier tipo de 
estado liminal. De este modo, frente a una situación de conflicto no se contemplan al-
ternativas distintas a la obediencia177. De hecho, en el supuesto de que el cumplimiento 
de las normas no sea el adecuado, el sistema puede acudir a las herramientas que sean 
precisas para volver a controlar la situación. Esta superioridad incontestable en el uso de 
la fuerza implica que, paradójicamente, sus expresiones más explícitas no sean la primera 
medida disuasoria a la que se acude para disciplinar a los reclusos. Todo sujeto inserto en 
el sistema penitenciario conoce estas potencialidades represivas y sabe que, para evitar-
las, debe avanzar por la senda de la obediencia, por lo que la autodisciplina ejerce como 
primera medida informal de control. 

Sobre esta cuestión también resulta importante destacar que el incumplimiento de 
las normas tiene prioridad absoluta. Toda infracción supone una suerte de enmienda a 
la totalidad al sistema penitenciario. En primer lugar, tal como se señalaba con anterio-
ridad, una infracción supone quebrantar lo que el sistema considera el escenario ideal, 
sobre el que se debe desarrollar la cotidianeidad. Una intromisión que no se confronta 
supone asumir que cualquier individuo tiene la capacidad, no sólo de cuestionar la nor-
mativa vigente, sino también de plantear alternativas. En segundo lugar, una infracción 
también supone un “reto” al sistema, puesto que cada infracción conforma un testeo de 
los mecanismos de seguridad. Las respuestas que el sistema ofrece deben estar siempre 
preparadas para mostrar una versión óptima, con la mayor celeridad posible178. Por ello, 
transgredir las normas supone poner en marcha todos los sistemas de seguridad. Para 
evitar la puesta en funcionamiento de respuestas en clave securitaria, es preciso construir 
una imagen global del sistema penitenciario que le otorgue una solidez inexpugnable. 
De hecho, “en el caso de una batalla abierta, la victoria, inevitablemente, se encuentra del 
lado de los guardias” (Sykes, 1958, 81). Esto provoca una doble consecuencia: en primer 
lugar, hasta la más nimia vulneración del statu quo se eleva a la categoría de amenaza, lo 
que implica una escalada en la dimensión represiva del sistema. En segundo lugar, se so-
breexcita el sistema penitenciario como resultado de un estado de alerta continuado. Por 
todo ello, a través de esta estrategia no solo se intenta disuadir a los reclusos primarios, 

177 Vid. Hörnqvist, 2010, 103.
178 Vid. Useem / Kimball, 1989, 220. 
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para que no cometan actos prohibidos, sino que también se busca ofrecer una respuesta 
ejemplarizante que desincentive a los reincidentes. 

Este tipo de desarrollos no deben concebirse únicamente como planteamientos teó-
ricos, sino que gozan de implementación real. Buena prueba de ello puede encontrarse 
en los cambios operados en las condiciones de encarcelamiento179. De esta manera, y 
desde el prisma que otorga el modelo gerencial-actuarial, se mantienen las restricciones 
ambulatorias más obvias, como los sistemas fijos de seguridad (vallas, muros, celdas…), 
así como todo el entramado conductual al que se acaba de hacer referencia180. Esto no 
supone una ruptura con paradigmas anteriores, ya que los cambios comienzan a apa-
recer en relación con el trato individual que cada recluso recibe181. Es posible constatar 
tratos sustancialmente diferentes en función del perfil de cada sujeto. El argumento 
que justifica tal disparidad reside en la valoración personal de riesgo182, ya que a él se 
vinculan cuestiones como el establecimiento penitenciario de cumplimiento, el nivel 
de control que el sistema penitenciario ejerce sobre el recluso, el tipo de interacciones 
que puede mantener con el exterior, la progresión dentro del sistema, etc.183. 

Paralelamente al cambio que la institución penitenciaria experimenta, también re-
sulta muy importante destacar las modificaciones que el nuevo sistema impone a los 
internos. La implementación de una nueva cosmovisión carcelaria no resulta completa 
si se ignora el papel de los destinatarios más directos de sus prácticas: los reclusos. Así 
las cosas, un sistema nuevo precisa reclusos nuevos. Por ello, la reconfiguración integral 
del sistema fomenta (co)activamente cambios en las personas presas. De esta manera, 
este nuevo paradigma carcelario otorga al recluso una potestad antes extirpada, en vir-
tud de la cual puede, y debe, tomar sus propias decisiones, en tanto que depositario de 
una capacidad racional de elección. De este modo, “él (el recluso) es un proto-cliente, 
que evalúa siempre sus opciones, para luego seleccionar, racional y sobriamente, la mejor 
de las posibles” (Bosworth, 2007, 72). Por todo ello, son los internos los que asumen la 
ventura de lo que les acontezca dentro del establecimiento penitenciario. Es decir, los 
presos deben tomar sus propias decisiones y responsabilizarse de sus consecuencias. 
El alcance de estas decisiones no debe circunscribirse únicamente al proceso rehabili-
tador, sino que estas elecciones alcanzan a cuestiones mucho más cotidianas como la 

179 El concepto de condiciones de encarcelamiento incluye todas las circunstancias que, de uno 
u otro modo, determinan la vida del interno en prisión (Hörnqvist, 2010, 101).

180 Vid. Bierie, 2012; Hörnqvist, 2010, 101-102.
181 Vid. Harer / Langan, 2001, 514-515; Hörnqvist, 2010, 100; Jones, 1996; Shermer 

/ Bierie / Stock, 2012, 1249 y ss.; Vacani, 2016, 232 y ss.
182 Vid. Harer / Langan, 2001; Makarios / Latessa, 2013; Shermer / Bierie / Stock, 

2012.
183 Vid. Hörnqvist, 2010, 101-102; Shermer / Bierie / Stock, 2012, 1250 y ss.
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higiene personal184. El conjunto de todas estas decisiones, aparentemente banales, han 
de incluirse en una voluntad general tendente a causar una buena impresión185. No 
obstante, el hecho de querer causar una buena impresión no debe concebirse como 
una decisión únicamente personal, ya que los agentes penitenciarios también deben 
tenerla en cuenta en tanto que progresos en materia de rehabilitación186. De hecho, 
todas estas ideas se vinculan intensamente con aquellas concepciones, expuestas con 
anterioridad, bajo las que se pretende empresarializar la vida personal187, puesto que el 
neoliberalismo pretende una “reorganización de los programas de gobierno de la propia 
vida” (Rose / Miller, 1992, 200), y esto afecta tanto a los individuos que se encuentran 
en libertad como a aquellos que están en prisión.

De todos modos, el margen de libertad al que se acaba de aludir no implica, en modo 
alguno, que el sujeto pueda autodeterminarse de acuerdo a su mejor saber y entender. El 
sistema penitenciario proporciona un derrotero por el que avanzar en el cumplimiento 
de la pena. En consecuencia, la libertad del individuo no reside en elegir el modo de 
cumplimiento que más se adapta a sus características, sino que radica en la decisión de 
seguir, o no, el camino propuesto188. De esta manera, la libertad a la que se aludía con 
anterioridad no es plena, sino que se reconduce al escenario dicotómico ya enunciado: 
obediencia o desobediencia de las normas. 

El modelo gerencial-actuarial penitenciario asume como positivo el cumplimiento 
de una serie de patrones de comportamiento. Los beneficios derivados de su cumpli-
miento mejoran la posición de los reclusos dentro de prisión, y por ende, muchos de 
ellos asumen acríticamente estos postulados. Esto genera una situación de obediencia 
fingida dado que “el vínculo entre el reconocimiento de la legitimidad del control y 
el sentido del deber ha sido desgarrado”, tal como proclamaba Sykes (1958, 47), con 
anterioridad incluso a la formulación del modelo gerencial-actuarial. La existencia de 

184 Esta cuestión, por razón de su trascendencia, tiene su propio tratamiento normativo (arts. 
19.3 LOGP y 221-226 RP). Asimismo, y derivada de esta importancia, la SGIP también prevé la 
aplicación de un protocolo específico en materia de higiene y prevención. 
http://www.institucionpenitenciaria.es/web/export/sites/default/datos/descargables/descargas/
Manual_Higiene.pdf (Último acceso: 09/2018).

185 Vid. Bosworth, 2007, 78.
186 Vid. Bosworth, 2007, 78-79. Asimismo, esta autora señala que las cuestiones personales 

como higiene y comportamiento son incluso más determinantes cuando media el componente de 
género pues son tomadas en mayor consideración cuando la persona presa es mujer.

187 Vid. entre otros Castro-Gómez, 2010, 246; Rose, 1989, 2004; Rose / Miller, 1991.
188 Vid. Hörnqvist, 2010, 103.
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refuerzos, tanto positivos como negativos189, genera una especie de profecía autocum-
plida, ya que los reclusos, a causa de estos incentivos, se comportan exactamente del 
modo en que se espera que lo hagan. De este modo, el sistema penitenciario pretende 
transformar a los reclusos en homines carcerarii neoliberales. Es decir, se intenta ins-
taurar una cosmovisión penitenciaria en virtud de la cual las prisiones están integradas 
por reclusos que se comporten de acuerdo a un conjunto de valores y parámetros de 
naturaleza esencialmente gerencial-actuarial. Otro punto de vista desde el que analizar 
esta cuestión sería acudiendo al, ya clásico, concepto de prisionización acuñado por 
Donald Clemmer (1940)190. De acuerdo con esta idea, todas aquellas personas que, 
en calidad de condenadas, pasan por una institución penitenciaria, interiorizan una 
serie de comportamientos y actitudes propios de la vida en prisión. De esta manera, 
un individuo, por el mero hecho de vivir dentro de un establecimiento penitenciario, 
abandona los usos sociales de la vida en libertad, para adoptar los de la prisión191. La 
vida dentro de un establecimiento penitenciario requiere adaptaciones que provocan 
modificaciones actitudinales muy severas192. 

De este modo, y por mucho que desde el punto de vista gerencial-actuarial se intente 
proponer una visión idílica, existen postulados penitenciarios que deben ser deconstruidos 
y replanteados. La aceptación de las normas de cumplimiento de la pena como parte de 
una decisión consciente y libre no deja de ser un argumento pro-sistémico, ya que “presen-
tando los objetivos de la institución (la prisión) como si fuesen los intereses de los gobernados 
por ella, se produce una efectiva denigración de todos los puntos de vista y comportamientos 
alternativos”. (Bosworth, 2007, 82). El modelo gerencial-actuarial de penalidad, y más 
concretamente su expresión carcelaria, mantiene unos intereses que poco tienen que ver 
con la autodeterminación personal del recluso y mucho con la minimización del riesgo 
y la maximización del control penitenciario. Por ello, independientemente del fin al que 
se oriente la pena, si su cumplimiento se produce en una prisión va a existir un código 

189 Se ha de entender como refuerzo positivo todo aquel premio/recompensa que incentive 
para que haga o se abstenga de realizar un determinado comportamiento. Por el contrario, un 
refuerzo negativo es el que utiliza la vía coactiva para desincentivar la producción, o abstención, 
de determinadas conductas. 

190 Sobre esta misma cuestión y en una línea similar, vid. entre otros, Mathiesen, 1965; 
Sykes, 1958.

191 Banister et al., 1973; Bayer / Hjalmarsson / Pozen, 2009; Clemente Díaz / 
Sánchez Mata, 1989, 63 y ss.; Drury / DeLisi, 2011.

192 De acuerdo con Sykes (1958, 65-78), las privaciones que el sistema penitenciario impo-
nen a los reclusos se reconducen a cinco categorías: privación de libertad, privación de bienes y 
servicios, privación de relaciones heterosexuales, privación de autonomía y privación de seguridad 
personal. Dicho esto, y junto con las cinco categorías recién expuestas, Mathiesen (1965, 13) 
señala la posibilidad de incorporar una sexta consecuencia derivada de la situación de vivir bajo 
el poder del sistema penitenciario.
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de conducta coactivo que condiciona notablemente su ejecución. Por lo tanto, que el 
gerencialismo penitenciario se apoye tan sólidamente en la minimización del riesgo y la 
maximización del control, reafirma la idea de que el modelo de penalidad es uno de los 
legítimos usos de la violencia a nivel social193.

1.4.1. El riesgo en los antecedentes históricos de los instrumentos 
de valoración y gestión del riesgo
Las primeras herramientas surgidas en este campo datan de la década de los años 20 del 
siglo XX en Estados Unidos194, si bien Healy ya había expuesto en 1913 la necesidad de 
desarrollar métodos de predicción en el ámbito delictivo195. Desde un punto de vista 
funcional, el nacimiento de estos instrumentos se encuentra muy vinculado a la evalua-
ción y gestión de la parole196. Sin embargo, autores como Loinaz (2017, 42) discrepan 
sobre la atribución a los instrumentos de valoración y gestión del riesgo de un origen tan 
exacto, pues “la realidad sobre la evaluación de riesgo de violencia ha sido, y es, en cierto 
modo ateórica, siendo distintas las disciplinas y diversos los sectores profesionales interesados 
e implicados en su desarrollo, e igualmente los sujetos a los que está destinado el procedi-
miento (psiquiatría, psicología, sociología, derecho, criminología, contexto penitenciario, 
policial o forense, etc.)”.

193 Vid. Craig, 2004, 93 y ss.
194 Vid. Dieter, 2013, 55 y ss.; Hannah-Moffat, 2013, 133; Harcourt, 2003, 112 y 

ss.; 2007, 39 y ss.
195 Vid. Healy, 1913.
196 Parole es la denominación que en el mundo jurídico-penitenciario anglosajón recibe la libe-

ración anticipada del recluso. La parole tiene el estatus de beneficio penitenciario. Esta institución 
penitenciaria goza de una amplia trayectoria, puesto que ya se tiene constancia de su utilización 
en la década de los años 60 del siglo XIX por Gaylord Hubbell, director de la prisión de Sing Sing 
(Nueva York). De todos modos, es preciso señalar que Hubbell no crea la parole, sino que adapta 
a su contexto una herramienta ya conocida y utilizada en Inglaterra e Irlanda con anterioridad. 
En relación con el concepto y estudio de la parole, (vid. entre otros, Garland, 1985; Simon, 
1993; Champion, 1994, 162-164; Dieter, 2013, 52, 83; Petersilia, 1998; Hoffman, 2003, 
Robinson/ McNeill / Maruna, 2013). Mutatis mutandis, la parole se asemejaba a la libertad 
condicional del sistema jurídico penal español (Vega Alocén, 2001; Tébar Vilches, 2006). 
No obstante, tras la reforma operada por la LO 1/2015, de reforma del Código Penal, la libertad 
condicional muda su naturaleza, en tanto que deja de ser un modo de ejecución de la pena para 
convertirse en una modalidad de suspensión. Esto provoca que la libertad condicional y la parole 
se alejen conceptualmente (Cervelló Donderis, 2016; Daunis Rodríguez, 2014; Juana-
tey Dorado, 2016, 151).
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La parole surge de la voluntad de implementar métodos que permitiesen reducir la con-
dena por buen comportamiento. El origen de esta tendencia se puede iniciar en 1867, año 
en el que se presenta el primer modelo de reducción de condena por buena conducta197. 
Asimismo, esta medida debe insertarse dentro de una cosmovisión jurídico-penitenciaria 
que aspira a un modelo de ejecución individualizado198. De esta manera, se consideraba 
que desde el sistema penal se incurría en un error al no adecuar su aplicación al perfil del 
sujeto. Por ello, a través de la parole, se esbozó un sistema que contemplaba las caracte-
rísticas de cada caso y, con base en ellas, se articulaban modos de castigo más adaptados.

Dicho lo anterior, se ha destacar que la parole no tuvo un uso generalizado hasta la 
década de los años 10 del siglo XX199. Llegado a este momento, las comisiones que esta-
ban encargadas de esta labor comenzaron a trabajar con gran rapidez. No obstante, su 
desarrollo pronto presentó graves errores200. Estos problemas no se derivaban de una mala 
praxis o una deficiente implementación, sino que evidenciaban carencias de carácter sisté-
mico (endeble estructura orgánica, falta de regulación sobre la que apoyar las decisiones, 
escasez presupuestaria, baja capacitación de sus operadores, etc.)201. 

197 Vid. Dieter, 2013, 52-53.
198 La individualización de las penas no se desarrolló internacionalmente de manera homogénea. 

Cada país interpretó esta cuestión en función de su contexto. Así las cosas, en Francia esta tenden-
cia surgió al hilo de los trabajos realizados por Raymond Saleilles, recogidos en su obra de 1898 
La individualización de la pena. Por su parte, Reino Unido inició un proceso de distanciamiento 
del modelo victoriano de castigo que podría datarse entre 1895 y 1914 y donde el concepto de la 
individualización de la pena desempeñó un papel determinante (vid. Harcourt, 2003, 102-104).
Sin embargo, en atención a motivos de coherencia argumental, este análisis no va a abarcar la ge-
nealogía general de la individualización de la pena. En este texto, el foco de atención se pone en 
el desarrollo que ha experimentado en los Estados Unidos, ya que es en este país donde emergen, 
por primera vez, los instrumentos de valoración y gestión del riesgo como herramientas al servicio 
del modelo de penalidad. A estos efectos, la Conferencia Nacional sobre Derecho Penal y Crimi-
nología realizada en Chicago en 1909 puede ser tomada como el punto que marca el inicio de la 
idea de individualizar el tratamiento de las penas. De hecho, es en ese encuentro en el que se llega a 
convenir que “la gran verdad del presente y el futuro de las ciencias penales es la individualización 
del tratamiento penal” (Wigmore et al. 1911, vii), opinión también compartida por Pound 
(1911, xvii). De todos modos, la introducción de la individualización de la pena ha de enmarcarse 
en un movimiento más amplio, ya que “la noción de la individualización de la pena descansaba 
en las recién descubiertas correlaciones entre la criminalidad y las condiciones del hogar, los rasgos 
físicos, los condicionantes genéticos y el ambiente urbano” (Harcourt, 2003, 105).

199 Vid. Hoffman, 2003, 5.
200 Los criterios iniciales para poder optar a este beneficio residían en haber sido condenado 

a una pena de prisión superior a un año de reclusión y tener, al tiempo de la solicitud, cumplido 
al menos un tercio de la condena impuesta (vid. Hoffman, 2003, 6).

201 Vid. Dieter, 2013, 54; Harcourt, 2011, 45.
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Estos errores se prolongaron en el tiempo y hubo que esperar hasta la década de los 
años 20 para solucionarlos. En ese momento se introdujeron los análisis psiquiátricos 
practicados sobre los reclusos202 como criterio adicional sobre el que apoyar el proceso 
decisorio de las “parole boards”203. No obstante, estas medidas no eliminaron los proble-
mas inherentes a la toma de decisiones pues, aunque incorporaron nuevos elementos de 
juicio, no modificaron los procedimientos de actuación. Por lo tanto, las resoluciones 
de otorgamiento se seguían produciendo de manera apresurada y poco reflexionada, 
provocando que la imagen pública de inoperancia de la parole permaneciese intacta en 
el imaginario colectivo204. 

El intento de mejora del proceso de otorgamiento de la parole es, precisamente, lo que 
motiva la aparición de toda una serie de métodos estadísticos que podrían ser tildados 
como proto-herramientas actuariales de valoración y gestión de riesgos. Entre ellos, cabe 
destacar los trabajos de Warner (1923), en los que plantea la posibilidad de estudiar la 
reincidencia criminal con el fin de encontrar patrones conductuales que puedan ayudar 
a las “parole boards”. Estos esfuerzos teóricos no resultaron muy exitosos en la práctica, 
ya que su implementación205 no permitió obtener ningún tipo de resultado concluyente, 
lo que propició su abandono206. Asimismo, y con tan solo tres meses de separación res-
pecto del trabajo de Warner, Hart (1923) publica un artículo en el que, también sobre la 
base de enfoques estadísticos y con la voluntad de corregir ciertos errores apreciados en el 
trabajo de Warner, presenta unos pronósticos de riesgo para poblaciones de delincuentes 
adolescentes que quebrantasen la parole207. Tal es la importancia de estos trabajos que 
para Dieter (2013, 55) representan “el verdadero punto de anclaje de la lógica actuarial 
al sistema penal”. 

La aparición de estos trabajos, con especial atención al de Hart por razón de su éxito, 
llamó la atención del presidente de las Parole Boards del estado de Illinois (Hinton G. 

202 Vid. Maurutto / Hannah-Moffat, 2006, 441.
203 Las “parole boards” son las comisiones administrativas que deciden sobre el otorgamiento o 

denegación de la parole. Si se realizase un paralelismo con el contexto español podría considerarse 
a las “parole boards” como una institución similar a la Junta de Tratamiento. Su labor resulta un 
tanto divergente, en tanto que las “parole boards” gestionan el proceso de otorgamiento al com-
pleto, mientras que en el caso español esta labor se reparte entre la citada Junta de Tratamiento 
y el Juez de Vigilancia Penitenciaria, teniendo este último una mayor trascedencia en el proceso 
(vid. Juanatey Dorado, 2016, 158-159). 

204 Vid. Dieter, 2013, 55.
205 La implementación de esta práctica por parte del director de estadísticas criminales se pro-

dujo en la ciudad de Eugene, estado de Oregón, EEUU (vid. Dieter, 2013, 55).
206 Vid. Warner, 1923, 195-196.
207 Vid. Loinaz, 2017, 47.
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Clabaugh), quien intentó adaptar el método de Hart a poblaciones penitenciarias adul-
tas. Para ello, se puso en contacto con varias universidades locales con el fin de realizar 
un estudio que no sólo adaptase el modelo de Hart, sino que también realizase un diag-
nóstico de la situación que sentase las bases para la construcción de nuevas herramientas 
de evaluación208. Esta tarea fue realizada por los profesores Andrew A. Bruce, Albert J. 
Harno y Ernest W. Burgess, a los que habría que añadir a John Landesco y Clark Tibbi-
tts en calidad de colaboradores. El resultado fue un extenso trabajo publicado en 1928 
en la Revista del Instituto Americano de Derecho Penal y Criminología209. Este estudio 
identificaba problemas relativos a la baja capacitación de los operadores, la precariedad 
de las partidas presupuestarias, la disparidad de criterios disponibles a la hora de realizar 
la evaluación, así como la existencia de corruptelas derivadas de la presión que era capaz 
de generar tanto el propio recluso como su entorno210. Por todo ello, esta comisión con-
sideraba que promover una mejor formación para los miembros de las “parole boards” y 
apartarlos de influencias externas, resultaba básico a la hora de paliar los problemas que 
presentaba el proceso de concesión211.

De una manera paralela a estos primeros trabajos, Ernest W. Burgess desarrolló, esta vez 
en solitario, una investigación que a día de hoy se estima como uno de los primeros trabajos 
en los que se utiliza el cálculo actuarial en el sistema penal212. Gracias a este estudio, resul-
taba posible transformar valores individuales aislados en datos cuantificables. Para ello, 
desarrolló un método de parametrización213, que pronto adquirió un notable desarrollo. 
Esta fama rápidamente se extendió dentro del ámbito académico, ya que su propuesta no 
sólo resultaba de gran originalidad, sino que también poseía grandes potencialidades214. 
El reconocimiento de su trabajo traspasó las fronteras del mundo científico, ya que las 
instituciones y operadores públicos también realizaron un seguimiento pormenorizado 
de los trabajos de Burgess215. Este enfoque resultaba muy atractivo para los operadores 
públicos, por lo que pronto pasó de ser un ejercicio teórico a una política pública real. 
Este fugaz tránsito del plano teórico al práctico se ha de explicar, también en parte, por 
una coyuntura política muy particular. Durante los años siguientes a la publicación del 

208 Vid. Dieter, 2013, 56.
209 Vid. Bruce / Burgess / Harno, 1928.
210 Vid. Harcourt, 2003, 114 y ss.
211 Vid. Bruce / Burgess / Harno, 1928, 94-238.
212 Vid. Burgess, 1928; Loinaz, 2017, 47.
213 Vid. Loinaz, 2017, 47.
214 Vid. Dieter, 2013, 57-58.
215 Vid. Dieter, 2013, 58.
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trabajo de Burgess, John Landesco216 fue nombrado, a proposición del gobernador de 
Illinois (Henry Hoerner), miembro de una “parole board”217. Esta designación precipitó 
varios acontecimientos. En primer lugar, la asunción del protocolo desarrollado por Bur-
gess como criterio rector en materia de parole. En segundo lugar, la aprobación de una 
ley que proponía el uso de instrumentos actuariales para predicción de comportamientos 
futuros. Y en tercer lugar, la contratación de personal ad hoc para poder implementar 
mejor estos modelos218. Asimismo, y pocos años después, en 1935, Ferris E. Laune fue 
contratado para formar parte de la comisión de parole de la ciudad de Joliet219, lo que 
resultó determinante a la hora de incorporar los trabajos de Ernest W. Burgess220. 

De una manera contemporánea a los desarrollos anteriores, deben mencionarse los 
trabajos realizados por otros autores, como Sheldon y Eleanor Glueck221. Desde su punto 
de vista, los hechos que condicionaban el desarrollo de una carrera criminal se encontra-
ban más determinados por factores individuales y sociales que por decisiones racionales 
o asociaciones diferenciales222. Bajo esta premisa, estos autores investigaron toda una 
serie de hechos y datos relativos a la vida de los infractores, sus características físicas y 
mentales, así como sus comportamientos y actitudes. Una vez que estaba recogida toda 
esta información223, se parametrizaba y categorizaba, con el fin de servir de base para la 
construcción de un instrumento de valoración de riesgo224. 

Una vez observados los intentos anteriores, se puede percibir cómo, a pesar de la 
existencia de diferencias metodológicas, los fines de todos estos trabajos resultan coinci-
dentes: identificar y cuantificar lo mejor posible el riesgo de reincidencia que suponían 
determinados sujetos sometidos a parole. De hecho, con esta perspectiva de fondo, fueron 
cuantiosas las tesis doctorales que se escribieron sobre la materia225. Trabajos todos ellos 

216 Se ha de recordar que John Landesco participó en calidad de colaborar en la pionera comi-
sión de investigación que en materia de parole desarrollaron Bruce, Burgess y Harno (vid. Bruce 
/ Burgess / Harno, 1928).

217 Vid. Harcourt, 2003, 119-120.
218 Vid. Harcourt, 2011, 58-59.
219 La ciudad de Joliet pertenece a los condados de Will y Kendall, sitos a su vez en el estado 

de Illinois. 
220 Vid. Dieter, 2013, 58; Loinaz, 2017, 50. Como apunte se ha de señalar que Ferris E. 

Laune realizó su tesis doctoral bajo la dirección de Ernest W. Burgess.
221 Vid. Glueck / Glueck, 1939.
222 Vid. Glueck / Glueck, 1943, 285.
223 Vid. Glueck / Glueck, 1939, 239-263.
224 Vid. Dieter, 2013, 59-60.
225 Entre estos estudios se pueden citar las tesis doctorales de George B. Vold en 1931; Elio D. 

Monachesi en 1932; Courtland Churchill Van Vechten Jr., Ferris F. Laune y Charlotte R. Klein, 
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que tomaban como base dos puntos de vista: los trabajos de Burgess o los de Sheldon y 
Eleanor Glueck. 

La llegada de la década de los años 40 trajo consigo una etapa de análisis de las expe-
riencias y modelos precedentes (principalmente los realizados por Burgess y los Glueck), 
al tiempo que favoreció la aparición de nuevas propuestas226. Con posterioridad, en los 
años 50, los trabajos realizados siguieron la línea pautada por la década anterior, si bien 
en este período son publicadas obras en materia de valoración de riesgo que alcanzaron 
notables cotas de notoriedad227. Igualmente, es también durante la década de los 50 cuando 
la confrontación inicial que se dibujaba entre los modelos de Burgess y los Glueck se fue 
diluyendo en favor de posiciones más pragmáticas. Como ejemplo de esta confluencia, 
se puede citar el manual que Lloyd Ohlin escribió en 1951 para aclarar el uso de la parole 
a los operadores penitenciarios228. Este trabajo buscaba un enfoque diferente al acadé-
mico, ya que pretendía ser una guía de aplicación de la parole y, por lo tanto, orillaba los 
debates teóricos y los diluía en perspectivas prácticas compartidas229. Por su parte, los 
años 60 trajeron consigo cambios significativos. En este período, el foco de atención en 
materia de valoración del riesgo ya no se encontraba circunscrito solamente a la parole, 
sino que se amplió a los pacientes psiquiátricos e inimputables230. No obstante, esto no 
significó un abandono de la parole, pues los estudios y trabajos en esta materia siguieron 
sucediéndose en una línea similar a la de décadas anteriores231.

Todo el desarrollo histórico recién mencionado resulta de gran interés en la medida en 
que no es infrecuente observar cómo, al hablar de instrumentos de valoración y gestión 
de riesgos, desaparecen las referencias a las experiencias surgidas en la primera mitad del 
siglo XX. De este modo, se fija la aparición de las lógicas actuariales vinculadas a la parole 
en la década de los años 70232. De acuerdo con esta posición, 1972 es el año en el que se 
produce un verdadero cambio sustancial, al ser el momento en el que las autoridades fe-

en 1935; Albert J. Reiss Jr. y George A. Lunday en 1949. Vid. Vold, 1931; Monachesi, 1932; 
Laune, 1936; Reiss Jr. 1949. Para las referencias a las tesis doctorales de Van Vechten Jr., Klein 
y Lunday, vid. Harcourt, 2011, 15.

226 Vid. entre otros Allen, 1942; Hakeem, 1945a; 1945b; Monachesi, 1941; Weeks, 1943.
227 Como ejemplo representativo de esta tendencia, vid. Glueck / Glueck, 1950; 1956.
228 Vid. Ohlin, 1951.
229 Vid. Hannah-Moffat, 2013, 133.
230 Vid. Goldstein / Katz, 1960; Stott, 1960a, 1960b.
231 Vid. Carney, 1967; Glaser, 1962; Loinaz, 2017, 56 y ss.
232 Vid. Dieter, 2013, 97 y ss.; Glasner, 1985; Hannah-Moffat, 2013, 133; Maurutto 

/ Hannah Moffat, 2006, 441.
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derales estadounidenses ponen en marcha, en prisiones de cuatro Estados diferentes233, un 
proyecto piloto en materia de parole. Este hecho fue interpretado como un paso de gran 
importancia en la asunción de la lógica actuarial en materia de parole234. La asunción de 
este tipo de lógicas responde a la satisfacción de un fin múltiple235: a) la creación de una 
serie de directrices que permitían aportar mayor consistencia y equidad a las decisiones 
de los operadores jurídicos; b) la provisión de argumentos capaces de mejorar las moti-
vaciones argumentales presentes en los informes escritos; c) la aceleración de los tiempos 
de respuesta y decisión en materia de concesión; d) la mejora de los sistemas de defensa 
para los interesados y sus representantes; e) el desarrollo de un modelo de apelación con 
dos instancias, que permite garantizar mejor el proceso judicial; f) el fortalecimiento de 
los vínculos entre las instancias encargadas de gestionar la parole. El resultado de este 
proyecto federal se materializó en la realización de una guía estadística, que tenía por fina-
lidad colaborar en el otorgamiento de la parole236. Estos protocolos de actuación, aunque 
con múltiples actualizaciones y adaptaciones, han logrado llegar a la actualidad237. Por 
lo tanto, no resulta muy impreciso considerar a esta guía como una referencia básica a 
la hora de propagar las lógicas actuariales por toda la geografía penal estadounidense238.

Por todo ello, la aparición de los instrumentos de valoración de riesgos no se puede 
concebir como un resultado de la contemporaneidad, carente de conexión con el pasado. 
Esto supondría, en gran medida, repetir los errores de las posturas que en los años 70 
negaban la influencia de experiencias anteriores239. Por consiguiente, parece mucho más 
apropiado reconocer la existencia de estas experiencias previas e incluso ir más más allá 
y pensar, al igual que Hannah-Moffat (2013, 137), que los instrumentos de valoración 
y gestión de riesgos actuales se pueden inscribir dentro de una tradición que traza una 
suerte de solución de continuidad desde los años 20 a la actualidad. 

233 Los estados escogidos fueron: Pennsylvania, Virginia, Virginia Occidental y Connecticut 
(vid. Hoffman, 2003, 19).

234 Vid. Dieter, 2013, 64.
235 Vid. Hoffman, 2003, 18.
236 Vid. Hoffman / Beck, 1974. 
237 Vid. Dieter, 2013, 65 y ss.
238 Vid. Dieter, 2013, 65.
239 Vid. Maurutto / Hannah-Moffat, 2006, 440.
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1.4.2. El riesgo y la génesis político-criminal de los instrumentos 
de valoración y gestión del riesgo: ¿Del Nothing Works al What 
Works? 
Los años 70 del siglo XX, especialmente en el ámbito anglosajón, resultaron de gran 
innovación a nivel político criminal240. El welfarismo penal241, que hasta aquel momen-
to marcaba los derroteros del modelo de penalidad, entró en crisis. Una crisis sistémica 
que no sólo cuestionaba las derivaciones y consecuencias welfaristas, sino que también 
atacaba frontalmente sus postulados y premisas242. Esta situación supuso para Garland 
(2005, 107) “el comienzo de un período turbulento que dura hasta la actualidad”. De esta 
manera, se sucedieron cambios de notable importancia, que afectaron a la legislación, la 
praxis penal y penitenciaria, la configuración interna de múltiples instituciones jurídicas 
y los discursos públicos, políticos y académicos. De este modo, el modelo de penalidad 
welfarista, que parecía próximo a una posición de asentamiento sistémico, sufrió una 
crisis que lastraría, indefectiblemente, su desarrollo243. 

En relación con esta cuestión, resulta indispensable la referencia al trabajo que Robert 
Martinson publica en 1974 bajo el título de “What Works? Questions and answers about 
prison reform”. Martinson articula su trabajo en siete preguntas con sus respectivas res-
puestas244. A través de ellas, plantea su perspectiva sobre la situación en la que se encuentra 
el sistema penal. De este modo, concluye que no sólo el modelo de penalidad se encontra-
ba sumido en una crisis irrevocable, sino que además no era capaz de aportar soluciones 
adecuadas a los problemas de criminalidad. Esta posición de pesimismo se cierne sobre 
todo el trabajo en general, siendo en la última pregunta en particular, donde se acuña la 
ínclita expresión “nothing works”245. Esta expresión sirvió no sólo para dar notoriedad a 
su trabajo, sino que también se extendió a toda una corriente académica, denominada 
como “nothing works doctrine”246. 

240 Vid. Garland, 2005, 110 y ss.; O´Malley, 2006, 189 y ss.
241 El termino welfarismo penal hace referencia a todo el conjunto de instituciones, instru-

mentos, estrategias y narrativas que en materia de control del delito se desarrollaron en el marco 
del Estado del Bienestar (Welfare State). Sobre esta cuestión, resulta especialmente relevante la 
referencia a David Garland y a su obra “La cultura del control” (Garland, 2005, 35, 47, 71-106, 
166-168, 285). Vid. también Garland, 1985; 2002a, 197 y ss.; 2013, 33 y ss.

242 Vid. entre otros Garland, 2005, 105 y ss.; Kohler-Hausmann, 2015, 757 y ss.; Ro-
thman, 1974.; Velásquez, 2014, 67.

243 Vid. Garland, 2005, 108.
244 Vid. Martinson, 1974.
245 Expresión traducible como: Nada funciona.
246 Vid. Cullen / Gendreau, 2001, 321.
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El trabajo de Martinson partía de la conclusión de que el sistema penal vinculado al 
Estado del bienestar había fracasado247 y, con base en ello, argumentaba que ese modelo 
de penalidad resultaba ineficiente a la hora de reinsertar a las personas presas. Para apoyar 
estos argumentos, Martinson afirmaba que no existían evidencias empíricas que pudiesen 
sostener la rehabilitación248. La construcción de esta postura no se deriva únicamente del 
trabajo publicado en 1974, sino que ya en 1972 el propio Martinson realizó otro estudio 
en el que mantenía una línea argumental similar249. No obstante, una de sus mayores 
influencias no procedía del trabajo de 1972, sino de un estudio realizado en coautoría 
con Lipton y Wilks durante los años 1968-1970250. Este trabajo tomaba como base los 
perfiles de personas presas desde 1945 a 1967, y desde ahí estudiaba el rendimiento y la 
eficacia que mostraban diversas instituciones penales y penitenciarias251. 

La repercusión del artículo de Martinson fue tan grande que sirvió de punto de arran-
que al mayor movimiento de crítica al welfarismo realizado desde las ciencias penales252. 
En relación con ello, Sarre (2001, 40) achaca parte del éxito de este trabajo a que “estaba 
bien escrito. Incorporaba inteligentemente un estilo de "abogado del diablo", donde los 
problemas se presentaban como preguntas que luego se debatían utilizando como prueba 
las interpretaciones de los investigadores que realizaban el estudio de referencia”. En esta 
misma línea, y a efectos definitorios, Raynor, (2008, 75) considera al “nothing works” 
como una doctrina “poderosa, resistente y simple, capaz de atraer el apoyo de un amplio 
abanico de posiciones”. De todos modos, y a pesar de que el trabajo de Martinson supuso 
una gran novedad, la crítica al welfarismo penal no nace con él, pues ya desde los años 50 
se pueden encontrar trabajos que apuntaban en esta línea253. De hecho, tal como señala 
Tonry, (2005, 1252) “el escepticismo en torno a la efectividad de los programas de rehabi-
litación precedió significativamente al artículo de Martinson”.

247 Vid. O´Malley, 2006, 242.
248 Vid. Martinson, 1974; Dieter, 2013, 98 y ss.; Sarre, 2001, 38; Velásquez, 2014, 69.
249 Vid. Martinson, 1972.
250 Vid. Lipton / Martinson / Wilks, 1975. Este trabajo es anterior al de Martinson en 

lo que se refiere a su realización (1968-1970) pero posterior respecto de su publicación (1975). 
Este hecho merece ser explicitado pues de otro modo podría producir un desfase temporal que 
invalide el argumento sobre el que se sostiene la idea de que el artículo de Martinson se basa en 
el trabajo de Lipton, Martinson y Wilks. A mayor abundamiento, y para probar estar relación, 
resulta interesante destacar cómo Sarre (2001, 40) expone que el famoso artículo de Martinson 
fue publicado apresuradamente y sin contar con el permiso específico de Lipton y Wilks, a pesar 
de que sus premisas se inferían de las extraídas en su estudio compartido.

251 Vid. Lipton / Martinson / Wilks, 1975.
252 Sobre la importancia y repercusión de este artículo, vid entre otros Cousineau / Plecas, 

1982; Gendreau / Ross, 1987; Raynor, 2008, 74-75. 
253 Vid. Andrews / Bonta, 2015, 347 y ss.; Cullen, 2005, 5-6.
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La fuerza con la que irrumpió la tesis del “nothing works” fue de tal envergadura que 
consiguió atraer la atención a ambos lados del espectro político, izquierda y derecha254. 
Desde la izquierda, este movimiento sirvió para alertar sobre la injusticia que suponía 
que el modelo de rehabilitación debilitase la previsibilidad de las condenas en favor de 
cumplimientos temporales indeterminados. Asimismo, el impulso que ofrecía “nothing 
works” también puso de manifiesto problemas existentes en otras esferas del sistema 
penitenciario. Estas apreciaciones críticas sostenían que el seguimiento de programas de 
tratamiento se encontraba estimulado por un complejo sistema de incentivos que tenía 
por finalidad dirigir la voluntad de los presos, al tiempo que limitaba fácticamente su 
autodeterminación personal. 255. También desde la izquierda se criticaba el carácter racista 
y clasista que poseía el sistema penal, en tanto que sus actuaciones proyectaban claros 
sesgos de esta naturaleza256. De hecho, Rothman (1973, 22) llegaba a catalogar como 
“mentira piadosa” el hecho de que las cárceles se concibiesen como lugares destinados a 
satisfacer los fines de reinserción257. 

Desde la derecha, el “nothing works” sirvió de base a todas las tesis que apoyaban postu-
lados retribucionistas258. El sistema penal era tildado de paternalista y muy tolerante con 
la discrecionalidad jurisdiccional (entendida como proclive a posiciones más benévolas 
para con la delincuencia); las razones para sostener esto: su poca dureza y la existencia 
de incentivos que aumentaban la reincidencia259. De hecho, tal como sostiene Velásquez 
(2014, 67-68), el discurso de la derecha se vertebraba sobre la idea de que “la rehabili-
tación se encontraba infectada de los peores aspectos del “Estado de Bienestar”: el deseo de 
dar un trato humanitario y digno a una población que no lo merecía y que lo único que 
aprendía de esto era que la infracción de la norma era premiada”. Por todo ello, desde la 
derecha se construyó “una visión de Martinson que fue capaz de proporcionar combustible 
a los interesados en justificar una reducción de la rehabilitación” (Sarre, 2001, 39). De este 
modo, la crítica al modelo rehabilitador fue capaz de vehicular un relato político-criminal 
crítico con sus postulados teóricos y prácticos260. Desde las premisas del “nothing works” 
se rechazaban las potencialidades de la prevención especial positiva, bajo el argumento 
de que resultaban ineficaces. En consecuencia, se acudía a la prevención especial negativa, 

254 Vid. Cullen / Gendreau, 1989; Velásquez, 2014, 67-68.
255 Vid. Von Hirsch, 1976, 127.
256 Vid. Garland, 2005, 110 y ss.; Reiman / Leighton, 2016, 11 y ss.
257 Esta misma expresión también es recogida por Norval Morris en su libro El futuro de las 

prisiones: estudios sobre el crimen y justicia, a la hora de hablar de la rehabilitación como fin de la 
pena (vid. Morris, 2001, 45). En este mismo sentido vid. también Larrauri, 1998.

258 Vid. Sarre, 2001, 39.
259 Vid. Cullen, 1995, 114-122.
260 Vid. Dieter, 2013, 98 y ss.



David Castro Liñares

78

que ganaba legitimidad y emergía como alternativa. De este modo, la inocuización de 
los reclusos, en tanto que sujetos peligrosos que deben ser alejados de la sociedad, ganó 
fuerza dentro del discurso político criminal estadounidense261. En otras palabras: “la 
prisión desistía oficialmente de fabricar sujetos dóciles y útiles, dedicándose a aquello que 
hace mejor: contener y destruir a los rebeldes e inútiles, sustrayéndolos de la vida libre en 
sociedad durante el mayor tiempo posible” (Dieter, 2013, 100). La pena, por tanto, volvía a 
erigirse en un instrumento de defensa social que permitía alejar la peligrosidad inherente 
a ciertos delincuentes, no existiendo ningún tipo de voluntad que pugnase por modi-
ficar al sujeto y su contexto vital y social. Bajo esta perspectiva, la pena no despliega sus 
efectos sobre el condenado, sino que cambia su perspectiva para orillar totalmente los 
intereses del recluso y centrar su atención en evitar los efectos negativos de su interacción 
con la sociedad. Desde este punto de vista, se puede trazar un paralelismo que acerque 
los postulados del “nothing works” a las teorizaciones, afortunadamente superadas, de 
Von Liszt, en las que sostenía medidas de inocuización para todos aquellos delincuentes 
catalogados como irrecuperables262.

Sin embargo, y desde fechas muy próximas a su publicación, el texto de Martinson fue 
objeto de múltiples críticas. De hecho, el propio estudio en el que él mismo participa263, 
y del que saca parte de sus argumentos, fue publicado seis meses después y en él no sólo 
se matizaban sus afirmaciones anteriores, sino que se aportaban conclusiones mucho 
menos rotundas. Este trabajo no aseveraba que los instrumentos y herramientas no pu-
diesen reducir la reincidencia, sino que destacaba que esta labor se realizaba de manera 
poco significativa264. De todas formas, y volviendo al trabajo de Martinson de 1974, en 
su artículo se analizaban las tasas de reincidencia, pero se desatendía el estudio de las 
trayectorias criminales de los sujetos o de la ejecución de las sentencias265. Asimismo, 
tampoco se tomaban en consideración la existencia de resistencias o dificultades en la 
implementación de los programas que servían para fundamentar sus críticas, puesto que 
esto podría aportar resultados diferentes a los sostenidos por Martinson266. No obstante, 
no son solo cuestiones metodológicas las que se arguyen para sostener la debilidad del 

261 Vid. Dieter, 2013, 100.
262 De acuerdo con la opinión de Von Liszt, recogida originalmente en su obra “la idea del fin 

del Derecho Penal” (1883), la finalidad de la pena residía en la satisfacción de tres objetivos: 1. La 
corrección de los sujetos susceptibles de ser corregidos; 2. La intimidación de las personas que no 
precisaban corrección; 3. La inocuización de los individuos cuya reincidencia estaba asegurada o 
era inevitable (vid. Von Lizst, 1994, 111-126).

263 Vid. Lipton / Martinson / Wilks, 1975.
264 Vid. Lipton / Martinson / Wilks, 1975, 627.
265 Vid. Sarre, 2001, 40.
266 Vid. Mair, 1991.
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trabajo de Martinson267. Este autor obvió las posibilidades que ofrecen los metadatos 
como herramienta de predicción268, así como las ventajas que ofrecen los instrumentos 
psicológicos dedicados al estudio del comportamiento criminal269. De hecho, como se-
ñala Sarre (2001, 41): “Martinson tomó sus conclusiones de forma selectiva de un estudio 
más amplio, del que extrajo solo las pruebas que eran indebidamente pesimistas”. Con 
posterioridad a este primer trabajo, Martinson publicó otros dos artículos en 1977270, 
en coautoría con Wilks, y en 1979271. En ellos sostenía una posición muy diferente a la 
original, puesto que afirmaba el valor de la probation como herramienta rehabilitadora, 
al tiempo que sostenía que “a diferencia de mi posición anterior, algunos programas de 
tratamiento tienen un efecto apreciable sobre la reincidencia. Algunos programas son real-
mente beneficiosos; lo que es igual o más importante, algunos programas son perjudiciales” 
(Martinson, 1979, 244). De esta manera, concluía que la utilidad de los programas era 
una condición que se derivaba de su uso y su contexto. Por ello, no resultaba correcto, ni 
mucho menos adecuado, establecer postulados totalmente contrarios a la rehabilitación272.

Los postulados del “nothing works” se adhirieron con fuerza al sistema penal. Buena 
prueba de ello se puede apreciar en que muchos años después de 1974, concretamente 
en 1987, el Fiscal General norteamericano Edwin Meese seguía refiriéndose a la rehabili-
tación como una “teoría sustancialmente desacreditada”273, al tiempo que el director de 
la Oficina de justicia juvenil y de prevención del delito, Alfred Regnery, destacaba que 
desde la aparición del trabajo de Martinson “la rehabilitación se ha hundido aún más su 
consideración (..), el sistema penal casi ha renunciado al concepto. Prácticamente ningún 
programa juvenil exitoso (los que reducen la reincidencia en un grado apreciable) confía 
en la rehabilitación”274. Desafortunadamente, estas declaraciones no deben ser tomadas 
como referencias de carácter aislado, sino que se encontraban en consonancia con los 
pronunciamientos jurisprudenciales del momento275.

En suma, existía un contexto político-social, un desarrollo sistémico y un apoyo insti-
tucional que favorecieron la generación de una ideología profesional próxima a los pos-

267 Vid. Cullen / Gendreau, 2001, 322. 
268 Vid. Gendreau / Little / Goggin, 1996.
269 Vid. McGuire / Priestley, 1985, 17-18.
270 Vid. Martinson / Wilks, 1977.
271 Vid. Martinson, 1979.
272 Vid. Martinson, 1979, 254-255.
273 Vid. Cullen / Gendreau, 1989, 25.
274 Vid. Sarre, 2001, 42.
275 Vid. Sarre, 2001, 41 y ss. 
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tulados del “nothing works”276. De hecho, tanto es así que “los criminólogos ya no estaban 
interesados en defender la rehabilitación, sino que estaban ideológicamente predispuestos 
a demostrar que ‘nada funciona’” (Culllen / Gendreau, 2001, 322)277. 

De todos modos, y a pesar de la importancia del “nothing works”, casi desde el principio 
no sólo el propio Martinson, tal y como se explicaba anteriormente, sino también otros 
autores278 plantearon alternativas. Esto resultaba importante, en tanto que “el debate 
académico ya no trataba sobre cómo mejorar los programas de rehabilitación, sino en cómo 
defender a la rehabilitación de lo que parecía ser su inminente extinción” (Velásquez, 2014, 
70). Dado el asentamiento que tenía el “nothing works”, sobre todo en Estados Unidos, 
no resulta extraño que sus principales movimientos de crítica proviniesen de otros cam-
pos del saber distintos de la criminología, en particular de la psicología, así como de otros 
países, particularmente Canadá279. En relación con este tema, en una clara alegoría a la 
figura de los 12 apóstoles280, Cullen (2005, 5) identificó a 12 de las personas que, a su 
juicio, contribuyeron en mayor medida a la salvación de la rehabilitación como teoría 
criminológica281. 

276 Vid. Cullen / Gendreau, 2001, 323; Hollin / Palmer, 2006, 6.
277 Cullen y Gendreau, (2001, 325 y ss.) identificaron cómo al hilo de las posibilidades que 

ofrecía el “nothing works” se desarrolló una teoría que extremaba sus premisas y a la que denomi-
naron cómo “ideología de la destrucción”. Cinco son los puntos básicos sobre los que se funda esta 
interpretación del “nothing works”: 1. Nada funciona a la hora de rehabilitar a los delincuentes. 
2. Nada de lo que haga el Estado a través del sistema de justicia penal reducirá la criminalidad. 3. 
Las cárceles prácticamente no tienen ningún efecto sobre la tasa de criminalidad y solo deberían 
usarse para delincuentes violentos que, además, son pocos. 4. Participar de la "ciencia penal" es 
malo para los criminólogos. 5. El crimen es causado por factores estructurales, especialmente la 
desigualdad económica.

278 Vid. Gottfredson, 1979; Palmer, 1975.
279 Vid. entre otros, Andrews, 1995; Andrews / Bonta, 2015; Andrews et al., 1990; 

Gendreau / Ross, 1987; Palmer, 1975; Lipsey, 1992.
280 Vid. Cullen, 2005, 4.
281 Este grupo estaría formado por: Ted Palmer (primer autor en confrontar las ideas expuestas 

por Martinson en su artículo de 1974), Francis Cullen (claro defensor de las potencialidades posi-
tivas del modelo rehabilitador), Paul Gendreau (que, junto con Ross, desarrollaron importantes 
estudios empíricos que sirvieron de gran apoyo a las tesis rehabilitadoras), Donald Andrews y Ja-
mes Bonta (creadores de teorías criminológicas como las de las necesidades criminales, así como de 
importantes instrumentos de valoración de riesgos como el Modelo RNR), Mark Lipsey y David 
Wilson (pusieron en valor la importancia de los meta-análisis para el estudio de la criminalidad y 
del ideal rehabilitador) Joan Petersilia y Doris Mackenzie (desarrollaron múltiples trabajos que, 
partiendo desde el apoyo a la teoría rehabilitadora, identificaban no sólo los problemas del “no-
thing works” sino también los existentes en el modelo rehabilitador), Scott Henggeler (estudió la 
rehabilitación y sus potencialidades en el campo de la justicia juvenil) y Edward Latessa y Patricia 
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Desde este punto de vista, se comienzan a publicar trabajos que no sólo cuestionan 
las premisas del “nothing works” sino que las desmienten. En primer lugar, ha de citarse 
el trabajo que Palmer publica en 1975 y donde este espíritu de crítica queda claro ya 
desde el título: Martinson revisitado. Este autor estudia la metodología y el análisis que 
llevaron a Martinson a extraer sus conclusiones. Al realizar ese trabajo, Palmer no sólo 
encuentra inconsistencias graves, sino que además considera que no existen motivos que 
le permitan sostener la premisa de que nada funciona en materia de rehabilitación. Por 
todo ello, propone un cambio de perspectiva, de tal manera que “en vez de preguntarnos, 
“¿qué funciona para todos los infractores por igual? debemos preguntar ¿qué métodos fun-
cionan mejor para un determinado tipo específico de infractores? y ¿bajo qué condiciones, 
o en qué tipo de contexto?” (Palmer, 1975, 150). En esta misma línea, también resulta de 
gran importancia el trabajo que Gendreau y Ross publicaron en 1979282, en él se vuelven 
a refutar las tesis de Martinson al tiempo que se incorporan importantes aportaciones 
para la posterior construcción de programas de rehabilitación. Dicho esto, tres son las 
principales cuestiones que estos autores incluyen en su análisis283: 1. Relación entre fracaso 
y fallos de diseño e implementación de los modelos terapéuticos. 2. Mayor tasa de éxito 
en los tratamientos que basan su intervención en la conducta, a través de intervenciones 
cognitivo-conductuales. 3. Necesidad perentoria de atender las características individuales 
de cada sujeto objeto de intervención.

La aparición de estos textos permite constatar el inicio de una tendencia que tiene por 
objeto poner en valor la efectividad de muchas herramientas y programas de tratamiento 
que se consideraban desactualizados e inútiles. Esto supone un cambio de paradigma, de 
tal manera que el “nothing works” encuentra un modelo contrario, que emerge bajo la 
denominación de “what works”284. Esta transición no resultó simplemente un movimiento 
que sustituía un paradigma por otro. Su aparición supuso el inicio de un conflicto entre 
dos teorías antagónicas que pretendían ocupar el mismo campo de estudio. 

No obstante, el “what works” no se puede concebir como un movimiento a la contra, 
es decir, su sentido no reside en oponerse a los postulados del “nothing works”, sino que 
posee contenido propio y propositivo285. De esta manera, es posible identificar hasta seis 

Van Voorhis (dedicaron sus esfuerzos a divulgar las potencialidades del modelo rehabilitador). 
Vid. Cullen, 2005, 5 y ss.

282 Vid. Gendreau / Ross, 1979.
283 Vid. Velásquez, 2014, 72. 
284 Esta expresión podría traducirse como: ¿Qué funciona? 
285 Vid. Velásquez, 2014, 73. En relación con la nómina de trabajos y estudios que aposta-

ban por el “what works” como paradigma, vid. entre otros, Luirigio, 2000; Mackenzie, 1997; 
Pearson / Lipton, 1999; Redondo / Sánchez-Meca / Garrido, 1999; Taxman, 1999.



David Castro Liñares

82

principios286: 1. La criminología científica es la base de una intervención efectiva en materia 
de rehabilitación. 2. La criminología científica debería usarse para deslegitimar y desechar 
el conocimiento que no esté suficientemente probado287. 3. La criminología científica 
debería usarse para "construir" conocimiento sobre lo que efectivamente funciona. 4. A 
pesar de que la investigación básica (o no aplicada) es una actividad noble, es igualmente 
legítimo para los criminólogos producir conocimiento que pueda reducir el crimen. 5. 
La criminología científica vinculada al “what works” no está cerrada, a priori, a ningún 
nivel de análisis / perspectiva teórica. 6. La criminología científica será más productiva 
que una criminología que ignore lo que realmente funciona.

Los investigadores incluidos dentro del “what works” consiguieron vertebrar todo un 
movimiento académico que teorizaba, sin ambages, sobre las potencialidades de una 
rehabilitación efectiva288. Esto no significa que la rehabilitación se volviese a erigir en 
el paradigma rector del sistema penal, pues no se pretendía otorgar de nuevo un poder 
omnímodo a la rehabilitación. El objetivo buscado residía en reconsiderar las posiciones 
e implicaciones del “nothing works”, al tiempo que se abrían nuevos modos de configu-
rar el sistema penal. De este modo, y desde la premisa que asume la rehabilitación como 
factible y legítima, la tarea del “what works” se basa en conocer lo que verdaderamente 
funciona para poder construir desde ahí un modelo de penalidad mejor. 

Es posible escribir una especie de relato de éxito en relación con el desarrollo e imple-
mentación del “what works”, ya que consiguió consolidarse teóricamente, al tiempo que 
lograba sobrepasar los límites académicos y materializarse en forma de políticas públicas289. 
Por ello, no resulta extraño encontrar discursos en los que los autores más próximos a 
este movimiento entremezclan sus previsiones teóricas con sus aspiraciones particulares: 
“Estamos convencidos de que una implementación del "what works” a gran escala favore-
cería la aparición de conocimientos sobre el control del delito cada vez más sólidos, que in-
fluirían significativamente en los debates políticos y la práctica real” (Cullen / Gendreau, 
2001, 334). De todos modos, esta euforia académica debe ser matizada. En primer lugar, 
resulta discutible que la consolidación del “what works” sea completa. Todavía es un 
proceso en evolución y, por lo tanto, sujeto a derivas cambiantes290. En segundo lugar, y 
en conexión con la primera razón, el hecho de que el regreso de la rehabilitación no sea 

286 Vid. Cullen / Gendreau, 2001, 331 y ss.
287 A través de este principio, Cullen y Gendreau (2001, 331) sostenían que muchas inter-

venciones penales estaban construidas sobre teorías mendaces o sobre investigaciones científicas 
refutadas. En consecuencia, para paliar estos errores, era preciso “destruir” (sic) este conocimiento 
erróneo y evitar que ocupe el espacio de los saberes efectivamente validados.

288 Vid. Cullen / Jonson, 2011, 318.
289 Vid. Velásquez, 2014, 78 y ss.
290 Vid. Ward / Maruna, 2007. 
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un proceso finalizado presenta inconvenientes que se pueden manifestar en la imposibi-
lidad de dar respuestas a fenómenos político-criminales nuevos o en la incapacidad para 
aportar nuevas soluciones a situaciones preexistentes. Por todo ello, parece conveniente 
observar con cierta cautela los desarrollos que puedan llegar desde el “what works” en la 
medida en que parecen aportar grandes contribuciones en materia de rehabilitación. No 
obstante, esto no debe sobreponerse al hecho de que siguen incluidos en un modelo de 
penalidad que se encuentra muy lejos de reinsertar verdaderamente a las personas que se 
encuentran bajo su administración.

1.4.3. El riesgo y su materialización gerencial-actuarial: La new 
penology como referencia conceptual de los instrumentos de va-
loración y gestión del riesgo
Durante el final de los años 80 y principios de los 90 del siglo XX, el riesgo se erigió en 
una tecnología de gobierno que, al menos en países anglosajones, parecía que “se estaba 
volviendo casi la técnica fundamental para gobernar el delito” (O’Malley, 2006, 46)291. 
El notable desarrollo del análisis de la influencia del riesgo en el gobierno de la penalidad 
puede atribuirse, en gran medida, a Malcolm Feeley y a Jonathan Simon, ya que sus artí-
culos, publicados a principios de los años 90292, marcaron el devenir de la agenda acadé-
mica en materia de riesgo y criminalidad293. Estos autores tenían por objetivo cartografiar, 
desde una perspectiva crítica294, la racionalidad punitiva que emergía en la confluencia 
del riesgo con el sistema penal. Esta perspectiva resultó novedosa en su aplicación a las 
ciencias penales, y buena prueba de ello es que estos desarrollos connotaron lo que se 
vendría a denominar como “new penology”295. 

La “new penology”, en tanto que materialización de una racionalidad punitiva, no re-
presentaba ningún tipo de innovación, previamente desconocida, para el mundo jurídi-
co296. De hecho, es posible rastrear la influencia gerencial-actuarial en el campo jurídico 

291 En este sentido vid. también O´Malley, 1994; Reichman, 1986; Simon, 1987.
292 Vid. Feeley / Simon, 1992, 1994.
293 Vid. Brandariz García, 2016, 101.
294 Sobre esta perspectiva crítica, vid. Cheliotis, 2006. 331; Clear / Cadora, 2001, 52.
295 Expresión que podría traducirse en castellano como nueva penología. Esta expresión está 

incluida en el título del primer artículo que Feeley y Simon, escribieron sobre la materia (vid. 
Feeley / Simon, 1992).

296 Vid. Feeley / Simon, 1992, 451, 454; 1994, 185 y ss.; Simon, 1998, 454; Simon / Fee-
ley, 2003, 77, 93, 102, 106.



David Castro Liñares

84

civil, especialmente a través del derecho de daños297. De todos modos, más allá de estas 
materializaciones jurídicas previas, resulta innegable que la “new penology” incorporaba 
modificaciones genuinamente nuevas sobre el control y el castigo, a través de298: 1. nuevos 
discursos; 2. nuevos objetivos; y 3. nuevas técnicas. 

En relación con los nuevos discursos, la “new penology” se construye tomando como 
referencia los lenguajes de la probabilidad y el riesgo. Este modo de concebir el castigo 
sustituye a los discursos anteriores, asentados sobre el diagnóstico clínico y el juicio 
moral-retributivo299. La racionalidad gerencial introduce un nuevo lenguaje construido 
desde planos colectivos, en vez de individuales300.

Asimismo, estos nuevos discursos también asumen un prisma respecto de la criminalidad 
totalmente diferente. La comisión de hechos delictivos deja de ser un evento lamenta-
ble, para convertirse en un hecho cotidiano. Desde la “new penology” el crimen se asume 
como un fenómeno social más. De esta manera, se aporta al acervo comunitario la idea, 
en cierto modo anómica301, de que el delito es consustancial a la vida en sociedad302. Esta 
perspectiva también tiene su reflejo en el modo de concebir al delincuente, puesto que 
el sujeto infractor ya no es un individuo asocial que socava con sus delitos los cimientos 
convivenciales. El delincuente, en tanto que sujeto racional y consciente, elige la vía de-
lictiva porque asume que el beneficio que le reporta es mayor que el de cumplir con la 
legalidad. De esta forma, la delincuencia se despatologiza en la medida en que el criminal 
no es tanto un otro ajeno a la sociedad y sus valores, sino un individuo que, por razón de 
su cálculos, considera más ventajoso incumplir la ley303. De todos modos, esta perspecti-
va no implica que la realización de conductas delictivas no suponga un perjuicio a nivel 
social. De hecho, la sanción penal sigue teniendo una importancia capital. No obstante, 
ésta adquiere una orientación más pragmática, ya que se concibe como un método para 
poner precio a una conducta. De este modo, si el delincuente desea realizar actos pro-
hibidos, debe saber que se arriesga a tener que pagar unas consecuencias. Este precio ha 

297 En relación al análisis gerencial del derecho de daños (tort law), vid. entre otros Posner, 
1998, 156-209; Feeley / Simon, 1992, 452 y ss.; Simon / Feeley, 2003, 76; Gross, 2008, 237.

298 Vid. Feeley / Simon, 1992, 450; Simon, 1998, 453 y ss.
299 Vid. Feeley / Simon, 1992, 450 y ss.; 1994, 178; Simon / Feeley, 2003, 78.
300 Vid. Feeley / Simon, 1994, 173; Simon, 1998, 454 y ss.
301 En relación con la idea de anomia, vid. por todos Durkheim, 1987; 1989; 1997.
302 Vid. Feeley / Simon, 1994, 173; Garland, 2013, 23-25. 
303 En este sentido, y desde posiciones enmarcadas dentro del denominado análisis económico 

del derecho, vid. entre otros Becker, 1968, 176; Klevorick, 1985, 291; Block / Heineke, 
1975, 314; Ehrlich, 1973, 521-523.
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de ser lo suficientemente elevado como para que desincentive la realización de delitos304. 
Dicho de otro modo, se han de incorporar un “conjunto de instrumentos de acción sobre 
el mercado del crimen que oponen a la oferta de éste una demanda negativa” (Foucault, 
2009, 255). De esta manera, la introducción de desarrollos teóricos que persiguen elevar 
los costes marginales derivados de la comisión de un ilícito favorece la incorporación de 
nuevos marcos interpretativos. Es decir, la “new penology” incorpora nociones propias 
de la teoría económica y las convierte en conceptos válidos desde los que enfrentar el 
estudio de la criminalidad305.

Respecto a los nuevos objetivos, la “new penology” encuentra en la búsqueda del con-
trol y la eficiencia dos de sus máximas operativas. Esto supone un desplazamiento de 
las preocupaciones penales tradicionales (reinserción social y prevención delictiva) a 
un segundo plano306. Resulta fundamental que todo el sistema penal se alinee con unos 
postulados de racionalidad y eficiencia gerencial. Para ello, la labor de la criminología, se 
vuelve fundamental a la hora de sostener no sólo estos discursos, sino también las polí-
ticas públicas que los desarrollan307. 

Por otro lado, pero igualmente dentro de los objetivos, la “new penology” va a centrar 
sus esfuerzos en mejorar el sistema penal, empezando para ello por el ajuste de todos sus 
procesos internos. Este interés en la operatividad hace que la finalidad del sistema peni-
tenciario desplace su foco de interés desde los tratamientos individuales y la rehabilitación 
hacia los mecanismos agregados de control penal308. El sistema asume un punto de vista 
introspectivo. Dicho de otro modo, el éxito en la gestión de la criminalidad depende, en 
gran medida, de lo eficiente que resulte el sistema. En definitiva, desde la “new penology” 
se considera que el mejor modo de atajar la criminalidad reside en la construcción de un 
sistema capaz de articular respuestas lo más eficientes y eficaces posibles. 

En consonancia con lo anterior, y también dentro de los nuevos objetivos, se puede 
destacar que el sistema penal no busca acabar con el delito. La tarea reside en reducirlo 
hasta que resulte tolerable309. De este modo, no sólo se reitera que el delito es una realidad 

304 Vid. Albertson / Fox, 2012, 36-47; Kemshall, 2006, 76-93; Pastor, 1989, 171; 
Posner, 1998, 214-222.

305 Dada la ingente cantidad de bibliografía existente sobre el análisis del Derecho penal desde 
el prisma económico en este punto solamente cabe citar, sin ánimo de exhaustividad, un sucin-
to conjunto de obras. Vid. entre otros Albertson / Fox, 2012; Becker, 1968; Calabresi / 
Melamed, 1972; Ehrlich, 1973; 1983; Posner, 1998; Ortiz de Urbina Gimeno, 2004; 
Rosenfeld / Messner, 2013; Zedner, 2006b.

306 Vid. Feeley / Simon, 1992, 455; 1994, 178, 188; Simon / Feeley, 2003, 79.
307 Vid. Feeley / Simon, 1992, 452 y ss., 466 y ss.; 1994, 187; Simon / Feeley, 2003, 76 y ss., 93.
308 Vid. Feeley / Simon, 1992, 455; Simon / Feeley, 2003, 79.
309 Vid. Feeley / Simon, 1992, 455 y ss.; 1994, 178; Simon / Feeley, 2003, 107.
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consustancial a la vida en sociedad, sino que es imposible reducir a cero todas las expre-
siones criminales. De todas maneras, la afirmación anterior debe ser matizada, puesto 
que no es cierto que acabar con el delito resulte siempre imposible. Hay ocasiones en las 
que fácticamente se podría tender hacia esa reducción total. No obstante, esto supon-
dría asumir un elevado coste en términos de recursos, lo que abre una segunda fase en el 
debate: ¿Resulta adecuado destinar una cantidad indeterminadamente alta de recursos 
para acabar con un tipo de hechos delictivos? O, por el contrario, ¿Es más conveniente 
realizar una política que no reduzca totalmente la criminalidad pero que, a un coste asu-
mible, la convierta en tolerable? Las respuestas a estas cuestiones, obviamente, no son 
unívocas. No obstante, tales interrogantes sirven para rebajar las expectativas de la socie-
dad respecto del comportamiento y actuaciones del sistema penal310. En consecuencia, el 
éxito se mide con base en los objetivos y resultados que obtengan las diferentes agencias 
y herramientas del sistema penal311. 

Respecto de las nuevas técnicas presentes en la “new penology”, la principal novedad radica 
en el cambio de destinatario que experimentan las políticas penales. Las intervenciones 
ya no están pensadas para ser de aplicación sobre sujetos individuales sino sobre grupos 
de personas312. El sistema ya no se orienta a la actuación sobre la población, en sentido 
amplio y poco especifico. De hecho, lo importante no es la criminalidad en su conjunto, 
sino la gestión que se realice sobre cada grupo de infractores (y dentro de ellos de cada 
sujeto en particular)313. Esto es así en tanto que las medidas poseen una implementación 
pensada para resultar de aplicación a sujetos con características muy específicas. De esta 
forma, se busca una actuación de carácter general pero lo más eficiente posible314. Por 
todo ello, la preocupación del sistema penal bajo la “new penology” reside en identificar, 
clasificar y gestionar a grupos humanos lo más homogéneos posibles en términos crimi-
nales315. Las nuevas técnicas llamadas a gestionar la criminalidad desarrollan competencias 
basadas en indicadores de riesgo de carácter individual, pero que resultan perfectamente 
interpretables de manera grupal como suma de predicciones particulares316. Al igual que 
sucede en relación con los nuevos discursos y objetivos, las técnicas empleadas tienen en 
la eficiencia un principio fundamental. De hecho, la satisfacción de este requisito resulta 

310 Vid. Feeley / Simon, 1992, 466.
311 Vid. Feeley / Simon, 1992, 456; Simon / Feeley, 2003, 107.
312 Vid. Feeley / Simon, 1992, 457, 466; 1994, 175 y ss., 188; Simon / Feeley, 2003, 79 y ss. 
313 Vid. Feeley / Simon, 1992, 467.
314 Vid. Feeley / Simon, 1992, 466.
315 Vid. Feeley / Simon, 1992, 452; 1994,173, 187; Simon, 1998, 453.
316 Vid. Feeley / Simon, 1992, 457; Simon, 1998, 453 y ss.; Simon / Feeley, 2003, 79 y ss.
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fundamental a la hora de introducir técnicas coherentes con los principios de la “new 
penology”317. 

La importancia de la gestión eficiente permitió a la neutralización (re)emerger como 
técnica al servicio de la “new penology”. Las herramientas vinculadas a este paradigma 
ofrecen la posibilidad de extraer del cuerpo social a todos los sujetos en los que se en-
cuentre acreditado que resultan peligrosos, lo que es especialmente importante en los 
casos en los que el individuo posee una larga trayectoria criminal318. En consecuencia, la 
neutralización se utiliza como un medio para anular el riesgo asociado a los perfiles iden-
tificados como peligrosos. Este modo de gestionar la criminalidad resulta muy atractivo 
a nivel político-social, ya que permite enarbolar un discurso duro contra el crimen desde 
postulados enraizados en argumentos securitarios y próximos al populismo punitivo319. 
No obstante, la importancia de la neutralización no estriba tanto en su contenido, sino 
en la facilidad con la que se puede imbricar con narrativas eficientistas, ya que permite, 
al menos teóricamente, reducir al máximo la criminalidad con la menor dotación de 
recursos posible320.

Más allá de que la referencia a los trabajos de Feeley y Simon sea imprescindible, estas 
personas no han sido los únicas que han trabajado la materia, pues como señala Brandariz 
García (2016, 104): “otros autores han ofrecido caracterizaciones sintéticas de los compo-
nentes de la racionalidad actuarial en el ámbito punitivo”. De este manera, es posible 
acudir, por ejemplo, al trabajo de Rigakos, (1999, 138 y ss.). Desde su punto de vista, 
muy crítico con el modelo gerencial-actuarial de penalidad, cabe identificar cinco criterios 
que resultan centrales a la hora de analizar los discursos gubernamentales y de riesgo321:

1. El control social se apoya en formas de disciplina y vigilancia no invasivas y de carácter 
rutinario. Esto es posible gracias a la asunción de un modelo político-social neoliberal, en 
el que una pléyade de entidades, no necesariamente estatales, asumen el rol de clasificar 
y controlar a la sociedad. 

2. Se incrementan los conocimientos tendentes a la gestión de grupos poblacionales. 
Bajo el paradigma de la reducción del riesgo, proliferan grupos de expertos, tanto públicos 
como privados, que aumentan las competencias de los saberes tecnológicos y orientados 
a la gestión del riesgo. 

317 Vid. Feeley / Simon, 1994, 179; Simon / Feeley, 2003, 79.
318 Vid. Feeley / Simon, 458; 1994, 174; Simon / Feeley, 2003, 94 y ss.
319 Vid. Simon, 1998, 455; 2005, 404 y ss.
320 Vid. Feeley / Simon, 1992, 463 y ss.; 1994, 179 y ss.
321 Vid. Rigakos, 1999, 138 y ss.
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3. Los expertos adoptan modelos de gestión basados en criterios próximos al mundo 
de los seguros, donde las decisiones se toman con base en criterios de riesgo. Para ello, es 
preciso crear herramientas ad hoc. En consecuencia, la población se ve abocada a gestionar 
su propia vida, de manera que maximiza las oportunidades que se le ofrecen, insertas en 
una sociedad permeada transversalmente por el riesgo.

4. La superestructura social que se crea alrededor del riesgo es considerada como mo-
ralmente neutra, habida cuenta de su origen técnico e impersonal. No obstante, esta 
premisa debe ser cuestionada, puesto que los sesgos éticos se manifiestan de diversos 
modos, desde incluidos en la normativa hasta en las expectativas sociales que existen en 
relación a estas prácticas.

5. El riesgo se convierte en simbólico. Se sustituyen las perspectivas que sostienen la 
existencia de elementos y realidades objetivamente riesgosos por aquellas que mantienen 
que es un constructo social. En consecuencia, el riesgo se instrumentaliza para satisfacer 
las necesidades de la sociedad. Es decir, el riesgo se incorpora a la vida de los ciudadanos 
como criterio determinante para la toma de múltiples decisiones.

No obstante, no solo Rigakos ha realizado un ejercicio de caracterización de la “new 
penology” similar al de Feeley y Simon. Kemshall y Maguire (2001, 244 y ss.) realizan una 
labor parecida, consiguiendo identificar 11 características que estiman como básicas: 

1. Posición preeminente de la peligrosidad y de la protección pública en los dispositivos 
de regulación y control social. 

2. Disposición a utilizar medidas privativas de libertad, o de control ambulatorio, para 
sujetos que, aun no habiendo cometido infracciones graves, son considerados como 
peligrosos. 

3. Sustitución del diagnóstico profesional clínico por instrumentos actuariales de riesgo 
con la finalidad de obtener procesos y resultados más automatizados.

4. Pérdida de confianza en el sistema penal en favor de mecanismos de regulación más 
informales lo que no implica, con todo, un descenso en el uso de la prisión.

5. Extensión de los poderes punitivos a áreas de la seguridad pública no criminalizadas. 
Esto desdibuja la diferencia entre comportamiento delictivo y antisocial.

6. Pérdida de relevancia de los derechos de los individuos.

7. Creciente importancia de la tecnología como instrumento de control.

8. Convivencia y connivencia con el populismo punitivo. A pesar de que el actuaria-
lismo posea una apariencia fría y racional, otorga valor a la función expresiva de la pena-
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lidad. Asimismo, se ofrece a la colectividad, y a los medios, la capacidad para determinar 
la respuesta penal en detrimento de la función de los expertos.

9. Importancia de los símbolos en detrimento del fondo. Esto redunda en una mayor 
toma de decisiones cortoplacistas y superficiales, generadas, en ocasiones, como respuesta 
a campañas mediáticas.

10. Creciente implicación de agencias privadas en las cuestiones punitivas.

11. Expansión del gerencialismo. Se aumenta el interés por los intereses organizativos, 
la mejora del rendimiento sistémico, etc. Todo ello conecta con un sistema que mejora 
sus conocimientos y que es más consciente de sus fallos, al tiempo que genera nuevos 
modos de rendición de cuentas y atiende más a la gestión de los procesos que a la pro-
ducción de resultados.

Como cierre, se puede observar que la “new penology” resulta una teoría interpretable 
de manera ambivalente. De este modo, se puede entender en clave rupturista, pues abre 
la posibilidad de concebir la racionalidad punitiva de un modo diferente, o en clave con-
tinuista, en la medida en que permite lecturas que plantean una solución de continuidad 
en relación con planteamientos gerenciales previos. De todos modos, desde su enuncia-
ción, se construye como una teoría criminológica con vocación de hegemonía. Así, y 
aunque en puridad no se puede sostener la existencia de una implementación totalmente 
desarrollada y plena322, no se puede negar que “proporciona un nuevo marco emergente 
para organizar el "gobierno del crimen"” (Simon / Feeley, 2003, 108). Cuestión distinta 
a todo lo anterior es la valoración que merezca. Para poder enfrentar esta cuestión, no 
parece incorrecta la opción por la que optaron Malcolm Feeley y Jonathan Simon, pues 
describir la “new penology” resulta per se una manera óptima de poner de manifiesto sus 
problemas323. Reiterando este espíritu, el hecho de mantener una aproximación crítica a 
esta teoría parece una buena estrategia de cara a construir un modelo de penalidad que 
verdaderamente se encuentre inspirado por un espíritu democrático, progresista y de 
justicia social.

322 Vid. Simon / Feeley, 2003, 105 y ss.
323 En una línea similar, vid. Cheliotis, 2006, 331.
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PARTE II

Análisis Jurídico de la clasificación penitenciaria, la 
Libertad Condicional y los Permisos de Salida.

2.1. Concepto y contenido del Derecho Penitenciario 
en España

El Derecho Penitenciario en España ha sido tradicionalmente concebido como “el conjunto 
de normas reguladoras de la ejecución de las penas y las medidas privativas de libertad” 
(García Valdés, 1986, 661). Esta definición ha sido tomada como referencia insoslayable 
por gran parte de la doctrina324, si bien es cierto que con posterioridad, otros autores han 
aportado sus propias versiones. 

Fernández Arévalo y Nistal Burón (2016, 322) definen el Derecho Penitenciario como: 
“el conjunto de normas jurídicas que tiene por objeto la regulación de los derechos y deberes 
de las personas internadas en los centros penitenciarios, la organización de las instituciones 
penitenciarias, la retención y custodia de los reclusos, y su convivencia ordenada, las activida-
des de intervención reeducadora y de reinserción social, así como el control y seguimiento por 
parte de las instituciones penitenciarias de las penas y medidas de seguridad alternativas”. 
Téllez Aguilera (2011, 28), por su parte, define el Derecho Penitenciario como: “aquella 
rama del Derecho público conformada por el conjunto de normas que regulan la ejecución 
que la Administración penitenciaria, bajo supervisión del Juez de Vigilancia, lleva a cabo 
de las penas y medidas de seguridad privativas de libertad así como de la prisión y deten-
ción preventiva, impuestas a quienes quedan así vinculados jurídicamente con aquélla por 
una relación jurídica que perdura hasta la extinción de las mismas”325. 

324 Vid. por todos Cervelló Donderis, 2016, 23; Gudín Rodríguez-Magariños, 
2016, 31; Juanatey Dorado, 2016, 27.

325 De esta definición, Téllez Aguilera (2011, 28) extrae tres elementos que a su juicio 
conforman las características esenciales del Derecho Penitenciario: sujetos, objeto y vínculo. En 
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Estas definiciones son, sin lugar a dudas, de gran utilidad a la hora de encauzar el conte-
nido del Derecho Penitenciario español. No obstante, todas ellas comparten el hecho de 
que son pensadas por juristas y para ser aplicadas en contextos principalmente jurídicos. 
Esto no significa que resulten poco útiles o que, por razón de su naturaleza, su capacidad 
explicativa se encuentre lastrada. Sin embargo, pensar en otro modo de definir el Derecho 
Penitenciario puede ayudar a superar ciertos obstáculos de carácter interpretativo. Un 
contexto jurídico cambiante como el penitenciario produce rápidamente nuevas reali-
dades. Por ello, la utilización de definiciones que no se encuentren lo suficientemente 
actualizadas puede dificultar la comprensión de los conceptos y la normativa. 

Asimismo, definir nuevamente conceptos como el de Derecho Penitenciario también 
permite trabajar con nuevas racionalidades penales y penitenciarias. De hecho, este tipo 
de diálogos se vuelven mucho más complejos cuando se producen entre construcciones 
teóricas a las que les cuesta reconocerse como próximas. Es por ello que una aportación 
capaz de incorporar otro tipo de narrativas, otros modos de concebir la ejecución peni-
tenciaria o, en definitiva, otras concepciones también emanadas de las Ciencias Penales, 
podría resultar útil. En consecuencia, para dar respuesta a lo anterior, se estima proce-
dente plantear la siguiente definición: El Derecho Penitenciario es una rama jurídica de 
las Ciencias Penales cuya finalidad reside en regular la ejecución de las penas, medidas de 
seguridad y medidas cautelares previstas en un determinado modelo de penalidad.

Una vez planteada esta definición es preciso explicar los distintos elementos que la 
conforman. En primer lugar, se ha de señalar que el uso en este texto del término Dere-
cho Penitenciario reside en argumentos de naturaleza pragmática. En la actualidad, la 
utilización de la denominación Derecho Penitenciario no se encuentra en disputa. De 
este modo, comenzar a usar otra denominación supone materializar una ruptura que 
no sólo dificulta su comprensión, sino que podría incluso alejarla de los debates actuales 
por no ser identificada como perteneciente a esta disciplina. No obstante, la utilización 

primer lugar, los sujetos. El Derecho Penitenciario posee un sujeto activo, uno pasivo y un garante. 
El sujeto activo es, siempre y en todo caso, la Administración Pública al cargo. El sujeto pasivo es 
toda aquella persona que ostente la categoría de penado, preso, detenido o internado. La labor 
de garante es encargada al Juez de Vigilancia Penitenciaria. Este órgano jurisdiccional controla y 
supervisa la actuación de la Administración penitenciaria a fin de salvaguardar los derechos de los 
penados. En segundo lugar, el objeto. El objeto del derecho penitenciario recae en la regulación de 
la ejecución de las penas y medidas privativas de libertad que legalmente son impuestas al sujeto 
pasivo penitenciario. En tercer lugar, el vínculo. El último elemento característico del Derecho 
Penitenciario es la conexión jurídica que media entre la Administración penitenciaria y el sujeto 
pasivo durante el tiempo de ejecución de la pena o medida de seguridad. Esta situación se conoce 
también con el nombre de relación jurídica penitenciaria.
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del término penitenciario como calificativo para esta rama del Ordenamiento Jurídico 
es relativamente reciente. De hecho, la expresión estuvo sometida a múltiples cuestiona-
mientos en sus fases iniciales326. A título de ejemplo, se pueden recuperar algunas de las 
nomenclaturas alternativas327: “ciencia penitenciaria”, “sistemas penitenciarios”, “estudios 
penitenciarios”, “instituciones penitenciarias”, “preceptiva penitenciaria”, “derecho de 
ejecución penal”, “disciplina carcelaria”, “penología”, “derecho carcelario” o “derecho 
administrativo penitenciario”. Por plantear esta cuestión de manera comparada, en Italia, 
al igual que en España, también se utiliza de manera principal la denominación Derecho 
Penitenciario. No obstante, esta situación difiere en países como Francia, donde si bien 
acepta el término Derecho Penitenciario, el uso de la expresión Science Pénitentiaire (Cien-
cia Penitenciaria) se encuentra normalizada328. Asimismo, Alemania también se aleja del 
canon fijado por Italia y España y utiliza la denominación Strafvollzug (ejecución penal)329.

No obstante, la delimitación del contenido material del Derecho Penitenciario no se 
encuentra completa sin hacer mención a su finalidad. Esta se puede entender contenida 
en esta parte de la definición propuesta: ejecutar las penas, medidas de seguridad y me-
didas cautelares previstas. La inclusión de esta enumeración supone una ruptura con las 
primeras definiciones del Derecho Penitenciario330, ya que estas se ceñían a un contexto 
muy determinado: la ejecución de penas y medidas privativas de libertad. En la actuali-
dad la dimensión conceptual de las primeras definiciones resulta insatisfactoria, ya que 
obvian las referencias a las medidas alternativas a las penas privativas de libertad, a las 
medidas cautelares concretas, como la prisión preventiva, y a las medidas de seguridad 
del orden penal331. Por todo ello, parece adecuado actualizar la definición del Derecho 
Penitenciario a las nuevas realidades de la ejecución penal.

Asimismo, la definición aquí propuesta incluye una mención de carácter contextual. El 
Derecho Penitenciario debe ser interpretado siempre con base en un modelo de penalidad. 
Dicho de otro modo, el modo en que se proyecta e implementa el Derecho Penitenciario 
no puede escapar de su contexto. La admisión de esta premisa implica asumir la existencia 
de un modelo de penalidad. Un modelo de penalidad que en el caso español tradicional-

326 Vid. Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 319-320; García Valdés, 1986, 
661-662; Giménez-Salinas Colomer, 1995, 75; Téllez Aguilera, 2011, 9-10.

327 Vid. Téllez Aguilera, 2011, 10.
328 Vid. por todos Germain, 1959; Levasseur / Jambo-Merlin, 1968; Pinatel, 1950.
329 Vid. por todos Böhm, 2003; Kaiser / Schöch, 2003; Laubenthal, 2003.
330 Vid. García Valdés, 1986, 661.
331 Vid. Gudín Rodríguez-Magariños, 2016, 31.
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mente ha poseído un marcado carácter soberanista, también llamado postautocrático332, y 
que tan sólo en fechas recientes ha posibilitado la introducción de lógicas de naturaleza 
gerencial-actuarial333. Por todo ello, el análisis del Derecho Penitenciario que se realiza 
en este texto no puede desligarse del uso que el sistema penal realiza de aquel. Es decir, 
el Derecho Penitenciario es una variable más dentro del modelo de penalidad. En conse-
cuencia, ha de interactuar con otras herramientas o dispositivos del sistema penal como 
por ejemplo los instrumentos de valoración y gestión de riesgos. De estas interacciones 
van a surgir, sin lugar a dudas, resultados que precisan ser estudiados como parte de la 
evolución del sistema penal.

Por todo ello, y como corolario, se reitera la procedencia de formular definiciones al-
ternativas al concepto de Derecho Penitenciario, ya que no sólo la actualización de su 
contenido resulta importante, sino que su posición dentro del sistema penal depende 
en gran medida de ello. 

2.2. Análisis Jurídico del Principio de Reeducación y 
Reinserción Social

El principio de reeducación y reinserción social es uno de los pilares básicos sobre los 
que se asienta el sistema penitenciario español334. La importancia de este principio es de 
tal calibre que se encuentra incluido en la Constitución dentro del artículo 25.2 CE335. 

332 Vid. Brandariz García, 2016, 28-29; Recasens i Brunet, 2007, 136, 165; Wac-
quant, 2011, 221. El término postautocrático hace mención a la evolución que un sistema penal 
democrático desarrolla cuando se encuentra lastrado por diversos elementos e inercias produci-
das por la existencia de periodos autocráticos anteriores. Sobre el concepto postautocrático, vid. 
Cavadino / Dignan, 2014, 281.

333 Vid. Brandariz García, 2016, 27 y ss.
334 Sobre esta cuestión, y sin ánimo de exhaustividad, dada la ingente cantidad de bibliografía 

existente sobre la cuestión, Vid. entre otros Casanova Aguilar, 2014; Cutiño Raya, 2017, 
139 y ss.; Delgado del Rincón, 2004; González Collantes, 2017; López Melero, 2013; 
Serrano Gómez / Serrano Maíllo, 2012; Zapico Barbeito, 2009; Zorrilla Ruiz, 1998.

335 Artículo 25.2 CE.
2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la ree-
ducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de 
prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, 
a excepción de los que se vean expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el 
sentido de la pena y la ley penitenciaria. En todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a 
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Si bien es cierto que su introducción en la Constitución ya es suficiente como para dejar 
patente su importancia, la relevancia de este principio también se muestra en otros textos 
normativos capitales para el sistema penitenciario. De este modo, se encuentra recogido 
en el artículo 1 de la LOGP336. Sin embargo, su influencia en la normativa penitenciaria 
no se agota en la LOGP, ya que ocupa expresamente el artículo 2 del Reglamento Peni-
tenciario337, así como también está presente en su exposición de motivos y en gran parte 
del articulado338. Respecto de la normativa penal, este principio emerge en relación con 
la ejecución penal. El CP establece en su artículo 3.2 CP339 la garantía de que toda pena 
ha de ejecutarse con base en los textos legales y reglamentarios correspondientes (garantía 
de ejecución del principio de legalidad), lo que de algún modo remite al art. 25.2 CE. 
Este mismo espíritu también puede apreciarse en textos procesales como la LECrim, la 
cual contempla en el párrafo primero de su artículo 990 que: “las penas se ejecutarán en 
la forma y tiempo prescritos en el Código Penal y en los reglamentos”. 

Así las cosas, el principio de reeducación y reinserción social emana de la Constitución 
y desde ahí ejerce su influencia en la normativa penitenciaria a través de la LOGP y el 
RP, en la penal a través del CP y en la procesal penal a través de la LECrim. En caso de 
realizarse este recorrido en un sentido inverso, se puede observar cómo el principio de 
reeducación y reinserción social ejerce de nexo de unión entre todos estos textos norma-
tivos: la LECrim se remite al CP y éste a su vez a la LOGP y al RP. En suma, el principio 

los beneficios correspondientes de la Seguridad Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo 
integral de su personalidad.

336 Artículo 1 LOGP.
Las instituciones penitenciarias reguladas en la presente Ley tienen como fin primordial la reedu-
cación y la reinserción social de los sentenciados a penas y medidas penales privativas de libertad, 
así como la retención y custodia de detenidos, presos y penados. 
Igualmente tienen a su cargo una labor asistencial y de ayuda para internos y liberados.

337 Artículo 2 RP. 
La actividad penitenciaria tiene como fin primordial la reeducación y reinserción social de los sen-
tenciados a penas y medidas de seguridad privativas de libertad, así como la retención y custodia 
de los detenidos, presos y penados y la asistencia social de los internos, liberados y de sus familiares.

338 Vid. Exposición de motivos, apartado I, así como los arts. 83, 93, 110, 117, 164, 173, 189, 
203, 204, 205, 206, 255, 256.

339 Artículo 3 CP.
2. Tampoco podrá ejecutarse pena ni medida de seguridad en otra forma que la prescrita por la Ley 
y reglamentos que la desarrollan, ni con otras circunstancias o accidentes que los expresados en su 
texto. La ejecución de la pena o de la medida de seguridad se realizará bajo el control de los Jueces 
y Tribunales competentes.
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de reeducación y reinserción social permea de un modo trasversal a los principales textos 
normativos de aplicación en el sistema penitenciario.

Otra de las cuestiones que ha de ser tenidas en cuenta en este análisis reside en el estudio 
de su naturaleza jurídica. La delimitación de esta cuestión resulta fundamental a la hora 
de fijar el contenido de este principio. De un modo preliminar se puede establecer que el 
núcleo de este debate versa sobre el enfrentamiento de dos posiciones. Una postura que 
considera el contenido del art. 25.2 CE como un derecho subjetivo y otra que estima que es 
un mandato orientador que realiza la CE al legislador y al resto de operadores jurídicos340.

La posición doctrinal que sostiene que el principio de reeducación y reinserción so-
cial es un derecho subjetivo del interno lo hace con base en dos argumentos diferentes, 
uno formal y otro de fondo341. En relación con el aspecto formal, se parte del hecho de 
que el art. 25.2 CE se ubica en la sección 1ª “De los derechos fundamentales y libertades 
públicas” del Capítulo II “Derechos y Libertades” del Título I “De los derechos y deberes 
fundamentales”, por lo tanto su consideración como derecho subjetivo se justifica por 
su posición dentro del texto constitucional342. En relación con el argumento de fondo, 
el art. 25.2 CE se concibe como una derivación de los derechos a la dignidad humana del 
artículo 10.1 CE343 y a la libertad del artículo 17 CE344. Así, el principio de resocialización 

340 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 11.
341 Vid. Mapelli Caffarena, 1983, 165; Segovia Bernabé, 2006, 9; Urías Martínez, 

2001, 59.
342 Vid. Bueno Arús, 2005, 154; Cobo del Rosal / Boix Reig, 1982, 219; Navarro 

Villanueva, 2002, 398-400.
343 Artículo 10 CE

1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la 
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y 
de la paz social.

344 Artículo 17 CE
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, 
sino con la observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.
2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización 
de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de 
setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.
3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, 
de sus derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza 
la asistencia de abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la 
ley establezca.
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y reinserción social actúa como cortapisa frente a los excesos que el Estado pueda cometer 
en el uso de la violencia contra sus ciudadanos345. De hecho, García-Pablos de Molina 
(1984, 25) considera que el artículo 25.2 CE “configura un “derecho fundamental” del 
recluso, exigible ante los poderes públicos, el contenido del cual debe concretarse en una serie 
de prestaciones sociales y programas asistenciales que propician la reinserción digna de aquel 
en la comunidad una vez cumplida la condena”346. Es por ello que, negar la condición de 
derecho subjetivo a la reinserción social “sólo deja lugar a una lectura del precepto referido: 
el artículo 25.2 pierde su fuerza vinculante. Lejos de ser un elemento de dinamización se 
convierte en una mera declaración de buena voluntad elevada a rango constitucional, se 
degrada de utopía jurídica a absurdo jurídico” (Mapelli Caffarena, 1993, 433).

Frente a la postura doctrinal recién aducida, se erige otro corpus doctrinal que niega la 
naturaleza de derecho subjetivo al principio del art. 25.2 CE347. Desde esta posición se 
rebaten los argumentos planteados supra del siguiente modo. 

En primer lugar, la ubicación del artículo 25.2 dentro del texto constitucional no permite 
inferir que su contenido conforme un derecho subjetivo. El hecho de que de la sección 
primera del capítulo segundo del título primero contenga derechos fundamentales no 
permite aducir que todo su contenido tenga esta misma naturaleza348.

En segundo lugar, si se niega la condición de derecho al principio de reeducación y 
reinserción social, decae su vinculación con los artículos 10 y 17 de la CE. El art. 25.2 
CE no debe considerarse como un adlátere a estos derechos fundamentales, ya que en 
el caso de otorgarle esa categoría se le estaría confiriendo una condición que no posee, la 
de derecho fundamental. 

Habida cuenta de que este apartado se centra en el análisis jurídico del principio 
emanado del art. 25.2 CE, la remisión a la interpretación que el TC realiza sobre esta 
cuestión resulta básica. La posición que mantiene el Alto Tribunal niega la categoría de 

4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a dis-
posición judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo 
máximo de duración de la prisión provisional.

345 Vid. Bueno Arús, 2005, 154; Morales Prats, 2010, 81-83.
346 En esta misma línea, vid. también Segovia Bernabé, 2006, 9.
347 Vid. Álvarez García, 2001, 37-38; Aragón Reyes, 1990, 84-85; Delgado del 

Rincón, 2004, 352-353; Quintero Olivares, 1995, 446-447.
348 Vid. González Collantes, 2017, 73.



David Castro Liñares

98

derecho subjetivo a la resocialización y reinserción social349. De hecho, el TC aprovecha 
el Auto 15/1984 de 11 de enero, en el que inadmite un recurso basado en una presunta 
vulneración del art. 25.2 CE, para argumentar su postura: “se arranca de una premisa 
totalmente incorrecta, esto es, la de que, cuando en razón de circunstancias de tiempo, lu-
gar o persona, cabe sospechar que una pena privativa de libertad no alcanzará a lograr 
la reeducación o la reinserción social del penado, se infringe un derecho fundamental de 
éste. (…) la incorrección de tal premisa resulta de la indebida transformación en derecho 
fundamental de la persona de lo que no es” (ATC 15/1984 de 11 enero, FJ único). Con 
posterioridad a este primer pronunciamiento, la posición del TC se mantiene. De hecho, 
su enunciación resulta incluso más tajante: “Este Tribunal ha declarado reiteradamente 
que el art. 25.2 CE, en cuanto alude a la orientación de las penas privativas de libertad 
hacia la reeducación y reinserción social, no contiene un derecho subjetivo, ni mucho aún 
un derecho fundamental, susceptible de protección en vía de amparo, sino tan sólo un man-
dato del constituyente al legislador y a la Administración penitenciaria para orientar la 
ejecución de las penas privativas de libertad” (STC 209/2005 de 21 de noviembre, FJ2). 
Por ello, se puede concluir que el TC niega, reiteradamente, la posibilidad de concebir 
el contenido del art. 25.2 CE como un derecho fundamental350. No obstante, esto no 
significa que evada pronunciarse sobre la naturaleza jurídica del principio de reeducación 
y reinserción social. Para el Alto Tribunal este principio es un mandato constitucional 
encaminado a que los operadores jurídicos penales y penitenciarios guíen sus actuaciones 
de acuerdo a la finalidad resocializadora. Habida cuenta de que este apartado tiene por 
finalidad situar someramente al lector dentro de este debate, no cabe seguir ahondando 
en el debate sobre sobre el estatuto jurídico de este principio. Así pues, se sigue la postura 
mantenida por el TC en tanto que es la interpretación que da el órgano constitucional 
encargado de interpretar al Ordenamiento Jurídico y al sistema penitenciario. 

Una vez esbozadas las posiciones existentes respecto de la naturaleza jurídica del prin-
cipio de reeducación y reinserción social se aborda su significado. De esta forma, se ha 
de comenzar por la interpretación de los conceptos de reeducación y reinserción social 
y para ello se estima procedente seguir el análisis que González Collantes (2017, 24 y ss.) 
realiza sobre la cuestión. La reeducación social posee como finalidad que el recluso, tras el 
cumplimiento de la condena, asuma un comportamiento vital respetuoso con la legalidad 

349 Vid. por todos SSTC 28/1998 de 23 de febrero, F J 2; 209/1993 de 28 de junio, F J 4; 
79/1998 de 1 de abril, F J 4; 91/2000 de 30 de marzo, F J 7; 299/2005 de 21 de noviembre, F J 2 
y 114/2012 de 24 de mayo, F J 4.

350 Vid. Cid Moliné, 1998, 39 y ss.; Daunis Rodríguez, 2016a, 12; González Collan-
tes, 2017, 82; Serrano Gómez / Serrano Maíllo, 2002, 21.
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vigente. Esto no significa, en modo alguno, que el sujeto deba asumir unos estándares 
vitales o morales determinados, ya que resultaría una intromisión en su autodetermina-
ción personal a todas luces inapropiada y totalmente intolerable. La reeducación persigue 
que el sujeto deseche la idea de volver a delinquir. Dicho de otro modo, su éxito se centra 
en modificar la actitud del individuo para que transforme sus conductas. Por lo tanto, 
esta es una labor que tiene como gran protagonista al sujeto infractor. Por el contrario, 
la reinserción social posee una naturaleza mucho menos individualista. A través de la re-
inserción social se pretende que el Estado promueva las condiciones necesarias para que 
las personas infractoras no vuelvan a delinquir. Asimismo, la reinserción social también 
busca la implicación de la sociedad en esta tarea. La colaboración colectiva resulta de gran 
importancia, en tanto que permite desarrollar proyectos o iniciativas que el sujeto infrac-
tor, a título individual, no podría poner en práctica. El prisma desde el que puede incidir 
la sociedad resulta diferente y totalmente complementario con el que pueden desarrollar 
los individuos de manera particular. De este modo, se puede observar como el binomio 
reeducación-reinserción cuenta con un primer componente de naturaleza individual, 
que profundiza en la relación sistema penal-individuo, y con un segundo componente 
que intenta construir relaciones sistema penal-sociedad que ayuden a cimentar un clima 
colectivo de cohesión social. 

Así las cosas, de una primera lectura del artículo 25.2 CE podría deducirse que este 
precepto tiene como vocación exclusiva la reeducación y reinserción social351. A pesar de 
que esta finalidad posee vigencia plena, afirmar que el fin único de las penas privativas 
de libertad en España es la reinserción social resulta difícil de argumentar y sostener352. 
La praxis penal y penitenciaria actual pone de manifiesto la retirada paulatina de esta 
concepción en aras de la potenciación de otras finalidades asociadas a la pena como la 
retribución o la prevención general353. A fin de argumentar esta posición se ha acudir de 
nuevo al TC que también se ha pronunciado sobre esta cuestión: “se pretende a través de 
él (artículo 25.2 CE), que la dimensión penitenciaria de la pena privativa de libertad siga 
una orientación encaminada a esos objetivos (reeducación y reinserción social), sin que éstos 
sean su única finalidad”. (STC, 75/1998 de 31 de marzo, FJ2)354. En línea con lo anterior, 
el TC también establece que: “Del mismo modo, hemos señalado que el art. 25.2 CE no 
establece que la reeducación y la reinserción social sean las únicas finalidades legítimas de 

351 Vid. González Collantes, 2017, 29-30.
352 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 11, Serrano Gómez / Serrano Maíllo, 2002, 21. 
353 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 11.
354 En esta misma línea, vid. por todos SSTC 2/1987 de 21 de enero; 28/1998 de 23 de febrero; 

150/1991 de 4 de julio; 72/1994 de 3 de marzo y 81/1997 de 22 de abril.
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las penas privativas de libertad ni, por lo tanto, que haya de considerarse contraria a la 
Constitución la aplicación de una pena que pudiera no responder exclusivamente a dicha 
finalidad” (STC 299/2005 de 21 de noviembre, FJ2)355. Dado que el TC se muestra tan 
explícito a la hora de abrir las penas privativas de libertad a otras finalidades, cabe pregun-
tarse el porqué de los propósitos a los que alude. El Alto Tribunal acoge expresamente 
que entre los fines que han de cumplir las penas privativas de libertad también se debe 
encontrar la satisfacción de la prevención general y la retribución356: “tampoco la C.E. erige 
a la prevención especial como única finalidad de la pena; antes al contrario, el art. 25.2 no 
se opone a que otros objetivos, entre ellos la prevención general, constituye, asimismo, una 
finalidad legítima de la pena, (…) el art. 25.2 C.E. no resuelve sobre la cuestión referida al 
mayor o menor ajustamiento de los posibles fines de la pena al sistema de valores de la C.E. 
ni, desde luego, de entre los posibles -prevención general; prevención especial; retribución, 
reinserción, etc.- ha optado por una concreta función de la pena en el Derecho penal” (STC 
150/1991 de 4 de julio, FJ4). Este despliegue de finalidades se sustenta sobre la base de 
que el fin último del sistema penal, y por ende de las penas, radica en la: “protección de los 
bienes jurídicos penales (…) En particular, la finalidad de prevención general, tanto en su 
vertiente de disuasión de potenciales delincuentes mediante la amenaza de pena, como de 
reafirmación de la confianza de los ciudadanos en el respeto de las normas penales” (STC 
160/2012 de 20 de diciembre). No obstante, respecto a la posibilidad de interpretar el 
art. 25.2 CE de un modo absolutamente preventivo, se debe matizar que esa opción es 
rechazada mayoritariamente tanto por la doctrina357 como por el propio TC358. 

Por todo ello, y a título de recapitulación, en este apartado se han aportado dos tipos de 
argumentos en relación con la interpretación jurídica del art. 25.2 CE. En primer lugar, 
este artículo no constituye un derecho subjetivo. El art. 25.2 CE contiene un mandato de 
carácter constitucional que constriñe tanto al legislador como a los distintos operadores 
jurídicos para que sus actuaciones se realicen teniendo siempre presente el principio de 
resocialización y reinserción social. En segundo lugar, este principio tiene como objetivo 

355 En esta misma línea, vid. STC 167/2003 de 29 de noviembre.
356 Vid. entre otros Cid Moliné, 1998, 37; Daunis Rodríguez, 2016a, 12-13; Gonzá-

lez Collantes, 2017, 39 y ss.; Serrano Gómez / Serrano Maíllo, 2002, 22-23; Zapico 
Barbeito, 2009, 924 y ss. Sobre la imposibilidad de apreciar la finalidad retributiva como parte 
integrante del art. 25.2 CE, vid. Mir Puig, 2016, 104.

357 Vid. entre otros Carbonell Mateu, 1999, 75-76; García-Pablos de Molina, 2012, 
158, 296; González Collantes, 2017, 43 y ss.; Mapelli Caffarena, 1983, 65; Navarro 
Villanueva, 2002, 394-397; Quintero Olivares, 1995, 437-459; Rodríguez Mouru-
llo, 1976, 15.

358 Vid. González Collantes, 2017, 39-43.
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la resocialización y reinserción de los penados privados de libertad. No obstante, el haz de 
finalidades de este precepto no se agota con la función resocializadora stricto sensu, sino 
que también se incluyen como objetivos la prevención general y la retribución. 

De este modo, y antes de cerrar este capítulo, se ha de insistir en que el objetivo de este 
apartado no reside en realizar un análisis pormenorizado del principio de reinserción y 
reeducación social. Su introducción en este texto responde a una finalidad meramente 
instrumental. Por todo ello, y a tenor de lo expuesto, se estima procedente manifestar 
que aunque en ocasiones se tengan que efectuar equilibrios inestables para satisfacer los 
fines de la pena, la profundización en la implementación y desarrollo del principio de 
reeducación y reinserción social debe ser una prioridad en todo sistema penal de carácter 
democrático.

2.3. La Clasificación penitenciaria

Tras realizar una sucinta aproximación tanto al concepto de Derecho Penitenciario como 
al principio constitucional de reeducación y reinserción social, este análisis jurídico con-
tinúa con el estudio particularizado de tres instituciones de especial relevancia a efectos 
penitenciarios: la clasificación, la libertad condicional y los permisos de salida. En línea de 
principio, la ejecución de la pena privativa de libertad puede servir como línea argumental 
sobre la que asentar la relación de estas tres figuras. En efecto, desde que un condenado 
entra en un establecimiento penitenciario por primera vez, hasta que finalmente sale 
tras el cumplimiento de su condena, debe transitar por múltiples fases. Esta distinción 
por fases no resulta en absoluto baladí, pues la autodeterminación personal del recluso 
se encuentra constreñida por los condicionantes que se imponen en las distintas fases de 
cumplimento. De esta manera, y por razón de un seguimiento secuencial de la ejecución 
de una pena de prisión, se comienza por el análisis de la clasificación penitenciaria. 

2.3.1 Concepto

La separación de los internos dentro de los centros penitenciarios supuso una novedad 
en el gobierno de las prisiones. En los sistemas penitenciarios del siglo XIX la separación 
de los internos con base en criterios predeterminados no resultaba habitual359. De he-

359 Vid. por todos Anitua, 2005, 129 y ss.; Juanatey Dorado, 2016, 71 y ss.; Téllez 
Aguilera, 1998, 47 y ss.; McGowen, 1995, 79 y ss., Rothman, 1995, 111.
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cho, estos modelos penitenciarios, con especial atención al filadélfico y auburniano360, 
apartaban a los penados de una manera poco precisa y como solución a los problemas361 
generados por la reclusión de grandes colectivos de personas362. 

Posteriormente, la introducción del sistema progresivo produjo cambios que afectaron 
a la distribución interna de los presidios. A pesar de que existieron distintos impulsores, 

360 El sistema filadélfico, celular o pensilvánico fue una innovación penitenciaria desarrollada 
por William Penn y sus seguidores en Estados Unidos en 1776. La filosofía cuáquera que regía el 
modo de vida en Pensilvania (en aquel momento era una de las trece colonias británicas en Norte-
américa) pretendía modificar el modo de ejecutar las penas. De ese modo, la pena de muerte y los 
castigos corporales se sustituyeron por privación de libertad y trabajos forzados. Las características 
más importantes de este modelo eran: 1. Aislamiento celular nocturno y diurno. 2. Ausencia de 
visitas, a excepción de religiosos. 3. Soledad total, en aras de fomentar el recogimiento, la medi-
tación y el arrepentimiento. 4. Adecuadas condiciones higiénicas y alimentarias. 5. Disciplina. 6. 
Fundamentación religiosa de la pena. Por su parte. el sistema auburniano, también surgido en 
Estados Unidos, fue impulsado inicialmente por las prácticas llevadas a cabo en dos prisiones del 
estado de Nueva York: Auburn y Sing-Sing. Las características básicas de este modelo diferían de 
las implementadas por el sistema filadélfico: 1. Vida en común durante el día en talleres o canteras, 
donde el recluso era obligado a trabajar. 2. Silencio absoluto. Los reclusos no podían hablar entre 
ellos y tenían vetado cualquier tipo de interrelación. 3. Disciplina y severidad cruel, en la que se 
incorporaban castigos corporales. 4. Educación obligatoria, de carácter elemental y profesionali-
zante (vid. Anitua, 2005, 131 y ss.; Gudín Rodríguez Magariños / Nistal Burón, 2015, 
66 y ss.; Juanatey Dorado, 2016, 77-78; Téllez Aguilera, 1998, 60 y ss.)
La implementación de estos modelos carcelarios supuso un cambio muy notable en el modo de 
concebir la ejecución de las penas .De hecho, el modo de gestionar la penalidad en Estados Unidos 
pronto se convirtió en motivo de orgullo, hasta el punto de convertirlo en parada obligatoria para 
los visitantes extranjeros, tal como recoge Rothman (1995, 111): “El típico itinerario de una 
visita a América incluía Nueva Inglaterra (con una parada en un taller textil), un asentamiento 
del oeste (Cincinatti era el favorito), una plantación (para ver trabajar a los esclavos) y una de las 
nuevas penitenciarias”.
Como ejemplo paradigmático de este tipo de viajes se puede señalar la estancia de estudios que en 
1831 realizó Alexis de Tocqueville en compañía de Gustave Beaumont, y que tuvo como resultado 
la obra Del sistema penitenciario en Estados Unidos y su aplicación en Francia, (Tocqueville/ 
Beaumont, 2005), que a su vez condicionó la realización de su famoso ensayo La Democracia 
en América (Tocqueville, 1980). 

361 Entre este tipo de problemas se pueden citar contagio de enfermedades, promiscuidad o el 
control poblacional en caso de motines o revueltas (vid. Téllez Aguilera, 1998, 61).

362 No obstante, no solo eran motivos de pragmatismo los que motivaban esta decisión, sino 
que también subyacían motivaciones ideológicas. Como ejemplo de esto se ha de destacar que en 
el modelo filadélfico la pena poseía un fuerte componente religioso. En consecuencia, este modelo 
optaba por el aislamiento celular en tanto que consideraba que la soledad era el mejor método 
para fomentar la recapacitación y la meditación necesaria para conseguir la redención. (vid. entre 
otros Anitua, 2005, 130 y ss.; Juanatey Dorado, 2016, 77; Téllez Aguilera, 1998, 61).
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entre los que destacan Maconochie363, Crofton364, Obermayer365 o Montesinos366, todas 
estas formas de concebir el sistema progresivo contaron con una serie de denominadores 
comunes. En primer lugar, todos estos métodos fueron considerados como novedosos 
en sus diferentes contextos, pues los postulados del sistema progresivo suponían una 
ruptura con el paradigma penitenciario previo. En segundo lugar, todos ellos tenían 
una fuerte vinculación con experiencias punitivas previas desarrolladas en lo que Ani-
tua (2005, 138-139) define como ““laboratorios” conformados por aquellas “colonias 
penales”, fruto de la deportación, alejadas de la civilización”. En tercer lugar, todos estos 
sistemas compartían una visión de la ejecución penal en la que la severidad se atemperaba 
de manera gradual. En relación con esta cuestión, tres eran los factores que graduaban el 
rigor en los sistemas progresivos: 1. La necesidad de que pasen determinados períodos de 
tiempo para poder avanzar a nuevas fases del sistema. 2. El hecho de que la severidad de 

363 Alexander Maconochie, durante su etapa como director de la prisión de la isla de Norfolk 
en Australia, instituyó en 1840 un “sistema de marcas”. Este modelo contaba con fuertes castigos 
para supuestos de fugas o motines al tiempo que preveía una progresiva disminución de las inco-
modidades de la vida en prisión vía recompensas y premios (vid. Anitua, 2005, 139, Garrido 
Guzmán, 1983, 134; Gudín Rodríguez Magariños / Nistal Burón, 2015, 103; Téllez 
Aguilera, 1998, 81-82).

364 William Crofton fue director de prisiones en Irlanda y aplicó en 1854 un sistema de penas 
progresivo cuyo fin residía, teóricamente, en la reinserción social del penado; no obstante, su ver-
dadero éxito radicaba en los buenos resultados que arrojaba en materia de disciplina interna. Para 
ello, partía de los esquemas presentes en otros sistemas progresivos de aligeramiento paulatino de 
la severidad del régimen penitenciario como los desarrollados por Maconochie, pero incorporando 
fases posteriores en las que se permitía el trabajo diurno en granjas o fábricas y la pernoctación en 
prisión. (vid. entre otros Anitua, 2005, 139; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 
606; Fernández Bermejo, 2013, 67, 182, 244, 539; Garrido Guzmán, 1983, 136; Gudín 
Rodríguez Magariños / Nistal Burón, 2015, 102).

365 Georg Michael Obermayer, instauró en 1842 el régimen progresivo en la prisión de Mú-
nich con la intención de solucionar los problemas que generados por los sistemas penitenciarios 
estadounidenses (vid. Anitua, 2005, 139; Gudín Rodríguez Magariños / Nistal Burón, 
2015, 105; Téllez Aguilera, 1998, 83).

366 Manuel Montesinos fue el comandante al cargo del Penal de San Agustín en Valencia desde 
1834. En este lugar desarrolló el primer sistema progresivo del que se tiene constancia en España. 
Su sistema constaba de tres periodos en donde el avance reducía la dureza regimental (vid. entre 
otros Anitua, 2005, 139; Bueno Arús, 1985, 18; Garrido Guzmán, 1983, 132 y ss.; Gudín 
Rodríguez Magariños / Nistal Burón, 2015, 104; Mata y Martín, 2015,154-155; Té-
llez Aguilera, 1998, 79 y ss.). Para una aproximación específica a la figura y obra del Coronel 
Montesinos (Bueno Arús, 1985, 18 y ss.; Fernández Bermejo, 2013, 108 y ss.; Garrido 
Guzmán, 1983, 137 y ss.; Llorca Ortega, 1992). De un modo especialmente enfático en su 
alabanza a la figura de Montesinos (Rico de Estasen, 1958).
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las penas vaya siempre en descenso de tal modo que se comienza la ejecución de la pena 
en un escenario de dureza muy elevado. 3. El establecimiento de una serie condiciones 
de comportamiento, trabajo, obediencia, etc., predeterminadas y de carácter obligatorio 
que son indisponibles a la hora de avanzar en la progresividad. 

Esta sucinta digresión histórica señala el momento de surgimiento de la clasificación 
penitenciaria, así como pone de manifiesto la importancia de la clasificación dentro el 
sistema penitenciario. De hecho, para Mata y Martín (2015, 151) la clasificación peniten-
ciaria conforma “el origen de los sistemas penitenciarios y actualmente arranque necesario 
de la actividad penitenciaria en la ejecución de una pena privativa de libertad”.

Dicho todo lo anterior, se ha de señalar como la clasificación penitenciaria remite a un 
concepto de naturaleza poliédrica. Por un lado, se refiere al proceso que modula los actos 
de separación de los penados. En este sentido, cumple un rol técnico, ya que desarrolla un 
conjunto de normas administrativas que se encargan de la ubicación de los reclusos en 
prisión367. Por otro lado, la clasificación delimita los contornos de la vida de las personas 
presas. Su incidencia en el devenir de la reclusión es fundamental. De hecho, de la clasi-
ficación penitenciaria se derivan efectos y consecuencias directamente vinculados con el 
bienestar cotidiano del penado. Por todo ello, y con base en lo anteriormente expuesto, 
se define la clasificación penitenciaria como el conjunto de normas y actos administrati-
vos que ubican a los individuos dentro de los establecimientos penitenciarios de acuerdo a 
una serie de requisitos, que tienen como fin la ejecución del tratamiento penitenciario y la 
satisfacción del principio de reinserción y reeducación social. 

Una vez planteada esta definición es preciso explicar los distintos elementos que la con-
forman. La clasificación penitenciaria se articula a través de una serie de procedimientos 
de carácter administrativo que culminan en una resolución de la misma naturaleza368. La 
finalidad que persigue la clasificación penitenciaria reside en ubicar a los internos en los 
distintos establecimientos penitenciarios. Por ello, la realización de un estudio pormeno-
rizado de cada sujeto se convierte en un requisito de naturaleza capital369. Dicho de otro 
modo, no es posible realizar una clasificación correcta si se desconocen las características 
de la persona que va a ser clasificada. De hecho, una clasificación realizada con base en 
categorías predeterminadas no sería aceptable, en tanto que contraviene su espíritu indi-

367 Vid. Carou García, 2017, 87; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 610; 
Nieto García, 2010. 

368 Vid. Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 610.
369 Vid. por todos Cervelló Donderis, 2016, 200; Cutiño Raya, 2015a, 206; Fernán-

dez Arévalo / Nistal Burón, 2016, 610; Mata y Martín, 2015, 152.
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vidualizador (artículo 63 LOGP370), tal como se verá más adelante371. Sin embargo, todo 
este proceso no se puede desvincular de la satisfacción de un objetivo que trasciende a 
la propia clasificación. La ubicación de los internos en la prisión tiene que realizarse del 
modo que mejor satisfaga el cumplimiento de los principios penitenciarios, y el princi-
pio de reinserción y reeducación social en particular372. Sobre esta cuestión se muestra 
especialmente enfático Cutiño Raya (2015a, 206-207), al señalar que “la clasificación 
penitenciaria debe ser un instrumento básico para el tratamiento resocializador (…) Por 
ello, la actividad clasificatoria no debe ser un instrumento represivo y la asignación de un 
grado u otro debe hacerse valorando la evolución de la personalidad del recluso, las relaciones 
que establezca dentro de prisión y con la sociedad exterior, su predisposición a participar en 
la vida de su grupo social, en definitiva su progresión en el camino a la reinserción social”.

El hecho de definir la clasificación penitenciaria implica tener que hacer lo mismo 
con el concepto de separación. Esto es así debido a que la proximidad conceptual que 
existe entre ambas nociones puede inducir al error de utilizarlas como sinónimas373. La 
separación penitenciaria puede definirse como la distribución de los internos en grandes 
grupos dentro de un establecimiento penitenciario374. De este modo, el objetivo de la 
separación reside en agrupar a los reclusos en grupos homogéneos375. Esta definición per-
mite observar que en aplicación de la separación penitenciaria se realiza una tarea menos 
exhaustiva que la derivada de la clasificación penitenciaria. De esta manera, el menor grado 
de especificidad con el que se acomete la separación respecto de la clasificación vertebra 

370 Artículo 63 LOGP.
Para la individualización del tratamiento, tras la adecuada observación de cada penado, se reali-
zará su clasificación, destinándose al establecimiento cuyo régimen sea más adecuado al tratamiento 
que se le haya señalado, y, en su caso, al grupo o sección más idóneo dentro de aquél. La clasificación 
debe tomar en cuenta no solo la personalidad y el historial individual, familiar, social y delictivo 
del interno, sino también la duración de la pena y medidas penales en su caso, el medio a que pro-
bablemente retornará y los recursos, facilidades y dificultades existentes en cada caso y momento 
para el buen éxito del tratamiento.

371 Vid. 2.3.3. El sistema de individualización científica como paradigma rector del proceso de 
clasificación penitenciaria.

372 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 200; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 610.
373 Vid. Leganés Gómez, 2009, 29. Este autor utiliza el término clasificación de manera om-

nímoda para referirse tanto a la separación como a la clasificación penitenciaria. De todos modos, 
en la explicación que realiza de la clasificación desagrega su contenido, de modo que da cabida a 
lo que la doctrina entiende diferenciadamente como separación y clasificación.

374 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 200; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 
606 y ss.; Mata y Martín, 2015, 152. 

375 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 200.
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la primera y principal diferencia entre ambos conceptos. Asimismo, y vinculada a esta 
primera divergencia, surge la segunda. Dado que la separación realiza un apartamiento 
menos detallado, su empleo precede en el tiempo a la clasificación376. De esta manera, 
carecería de sentido que la separación, proponiendo una tarea menos prolija, se aplicase 
tras la labor clasificatoria, cuyo detalle es mayor. De hacerse así, la clasificación vaciaría 
de contenido a la separación penitenciaria, pues esta carecería de sentido, en la medida 
en que ya se habría llevado a cabo con anterioridad. Por todo ello, el uso indistinto de 
estos términos es un error que complica la delimitación y el entendimiento tanto de la 
separación como de la clasificación penitenciaria. 

2.3.2. Regulación 
La clasificación tiene presencia en los principales textos normativos penitenciarios. La 
LOGP la regula en el Título III, que lleva por título “El tratamiento” (artículos 63 y 
ss.). El RP, por su parte, ubica esta cuestión en un capítulo propio: Capítulo II, “Clasi-
ficación de los penados” del Título IV, “De la separación y clasificación de los internos” 
(artículos 100-109). 

En un plano inferior se encuentra la Instrucción 9/2007 de 21 de mayo, que lleva por 
título “clasificación y destino de los penados”. Este texto emanado de la Secretaría Ge-
neral de Instituciones Penitenciarias desarrolla pormenorizadamente la clasificación. Su 
contenido se estructura en torno a 5 puntos: 1. Exposición de motivos y principios del 
sistema. 2. Criterios de clasificación. 3. Supuestos concretos de clasificación. 4. Informes. 
5. Modelo normalizado de clasificación y destino. Esta Instrucción expone y desgrana 
detalladamente el contenido normativo de la LOGP y del RP. En consecuencia, esta 
Instrucción regula todos los procesos relativos a la clasificación, desde la ubicación ini-
cial en el centro penitenciario hasta las revisiones de grado o el contenido y forma de los 
informes que se deben incluir en la toma de decisiones. 

De esta manera, se puede apreciar cómo la clasificación penitenciaria se recoge en un 
variado número de referencias que transitan por todos los niveles de la normativa peni-
tenciaria: ley, reglamento e instrucciones. Esto evidencia que la clasificación es un proceso 
complejo y detallado que no puede solventarse únicamente a través de principios rectores 
de carácter general, sino que precisa de un desarrollo normativo pormenorizado. 

376 Vid. Mata y Martín, 2015, 152.
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2.3.3. El sistema de individualización científica como paradigma 
rector del proceso de clasificación penitenciaria 

El sistema de individualización científica se contrapone al progresivo, entendido este 
último en su acepción más clásica. De acuerdo a este sentido tradicional, el sistema pro-
gresivo establece para la pena un itinerario fijado a priori377. La ejecución se realiza como 
en una suerte de singladura, en virtud de la cual el penado empieza, siempre y en todo 
caso, por la fase de cumplimiento más dura para transitar desde ahí hacia situaciones más 
benévolas378. El cambio de una fase a otra se realiza una vez que se cumpla una estancia 
temporal mínima379 y, por supuesto, siempre y cuando no existan argumentos conduc-
tuales, securitarios, operativos, etc., que impidan el avance. 

Todas estas características señaladas en relación con el sistema progresivo se contrapo-
nen a los planteamientos sostenidos por el sistema de individualización científica. De 
hecho, a través de este sistema se pretende despojar, al menos formalmente, a la pena del 
contenido más claramente retributivo y expiatorio que poseía380. El modo de concebir 
la ejecución de la pena ya no reside en el establecimiento de un principio de igualdad 
formal, sino que son las características individuales de cada recluso las que marcan su 
desarrollo ejecutivo381. De hecho, esto podría remitir a una libérrima reinterpretación de 
la conocida cita: “de cada cual, según sus capacidades; a cada cual según sus necesidades” 
(Marx, 1971, 24). 

Una vez destacado lo anterior, hay que precisar el contenido sistema de individuali-
zación científica. El sistema de individualización científica se define como un método 
de ejecución de la pena que plantea la posibilidad de establecer un programa de cumpli-
miento individual diseñado con base en las características personales de cada sujeto382. 

El sistema de individualización científica, en su versión aplicada al modelo de penalidad 
español, posee una serie de características propias383:

377 Vid. Fernández Bermejo, 2013, 197 y ss.; Leganés Gómez, 2009, 36; Téllez Agui-
lera, 1998, 79 y ss.

378 Vid. Leganés Gómez, 2009, 36.
379 Vid. Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 609.
380 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 46.
381 Vid. Aranda Carbonel, 2006, 38-39.
382 Vid. Juanatey Dorado, 2016, 134.
383 Vid. Leganés Gómez, 2009, 37 y ss.
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-Relación directa entre tratamiento penitenciario y clasificación. La relación entre estos 
conceptos resulta muy próxima. De hecho, se puede considerar que una de las finalidades 
de la clasificación reside en favorecer la ejecución del tratamiento penitenciario384, pues 
resulta indispensable para su desarrollo385.

-Influencia determinante de la personalidad del penado en la asignación del grado 
penitenciario. Se valora el modo en que se comete el delito, la situación personal previa 
a la ejecución de la pena, el pronóstico de futuro, su eventual reincidencia, etc., y con 
base en todos estos aspectos, se construye un pronóstico de clasificación386. El estudio 
individualizado de los perfiles de los individuos es una condición de vital importancia 
tanto para el sistema de individualización científica en particular, como para el proceso 
de clasificación penitenciaria en general. 

-Necesidad de adecuación de los espacios. El proceso de individualización científica ge-
nera tratamientos adaptados. En consecuencia, su implementación plantea la necesidad 
de gestionar el espacio dentro de los establecimientos penitenciarios de una manera co-
herente con estas nuevas finalidades tratamentales.

-Libertad ab initio a la hora de realizar una clasificación387. No existe una obligación 
previa, más allá de la impuesta por el periodo de seguridad, que constriña a las autori-
dades penitenciarias a clasificar a un interno en un grado u otro. La decisión final sobre 
cuál es el grado idóneo para iniciar el cumplimiento de la pena se toma con base en el 
estudio pormenorizado de su perfil. De hecho, sobre esta misma cuestión se manifiesta 
la LOGP en su art. 72.3: “Siempre que de la observación y clasificación correspondiente de 
un interno resulte estar en condiciones para ello, podrá ser situado inicialmente en grado 
superior, salvo el de libertad condicional, sin tener que pasar necesariamente por los que 
le preceden”. Asimismo, la decisión sobre la progresión o regresión en grado goza de la 
misma libertad que la clasificación inicial. 

-Ruptura con el principio que obligaba a cumplir períodos mínimos de permanencia. El 
artículo 72.4 LOGP388 establece que un interno, en ningún caso, ha de mantenerse en 

384 Vid. Cutiño Raya, 2015a, 206; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 611.
385 Vid. Cutiño Raya, 2015a, 206.
386 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 220; Mata y Martín, 2015, 152.
387 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 220; Mata y Martín, 2015, 154-155; Ríos Mar-

tín, 2011, 115.
388 Artículo. 72 LOGP.

4. En ningún caso se mantendrá a un interno en un grado inferior cuando por la evolución de su 
tratamiento se haga merecedor a su progresión.
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un grado inferior al que le corresponda por su tratamiento. Sin embargo, el contenido de 
este artículo debe ser matizado habida cuenta de la existencia del denominado período de 
seguridad389, creado a través de la LO 7/2003 de 30 de junio, de medidas de reforma para 
el cumplimiento íntegro y efectivo de las penas y al que se alude más pormenorizadamente 
infra. En los delitos cuyas penas de prisión fuesen superiores a cinco años, no se podía 
acceder al tercer grado hasta que se hubiese cumplido al menos la mitad de la pena. Este 
requisito se regula en el art. 36.2 CP390. Las razones político-criminales que justificaron la 
implementación de este régimen excepcional, cercano a los postulados del sistema progre-
sivo391, residían en limitar la frustración que parte de la sociedad albergaba al interpretar 
que el sistema de justicia penal era excesivamente benigno. Asimismo, también dentro 
de la prevención general, se apelaba al efecto disuasorio que producía la imposición de 
una medida tan severa como el periodo de seguridad. Por último, a esta combinación de 
retribucionismo y prevención general, se le añadían ciertos componentes de populismo 
punitivo, con los que el legislador penal daba satisfacción a lo que interpretaba como 
demandas sociales en relación al castigo392. 

389 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 228 y ss.; Cutiño Raya, 2015b, 64 y ss.; Daunis 
Rodríguez, 2016a, 122; Fuentes Osorio, 2011.

390 Artículo. 36 CP.
2. La pena de prisión tendrá una duración mínima de tres meses y máxima de veinte años salvo lo 
que excepcionalmente dispongan otros preceptos del presente Código cuando la duración de la pena 
de prisión impuesta sea superior a cinco años, el juez o tribunal podrá ordenar que la clasificación 
del condenado en el tercer grado de tratamiento penitenciario no se efectúe hasta el cumplimiento 
de la mitad de la pena impuesta.
En cualquier caso, cuando la duración de la pena de prisión impuesta sea superior a cinco años y 
se trate de los delitos enumerados a continuación, la clasificación del condenado en el tercer grado 
de tratamiento penitenciario no podrá efectuarse hasta el cumplimiento de la mitad de la misma:

a) Delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo del Capítulo VII 
del Título XXII del Libro II de este Código.

b) Delitos cometidos en el seno de una organización o grupo criminal.
c) Delitos del artículo 183.
d) Delitos del Capítulo V del Título VIII del Libro II de este Código, cuando la víctima sea 

menor de trece años.
El juez de vigilancia, previo pronóstico individualizado y favorable de reinserción social y valorando, en 
su caso, las circunstancias personales del reo y la evolución del tratamiento reeducador, podrá acordar 
razonadamente, oídos el Ministerio Fiscal, Instituciones Penitenciarias y las demás partes, la apli-
cación del régimen general de cumplimiento, salvo en los supuestos contenidos en el párrafo anterior.

391 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 229.
392 Vid. Fuentes Osorio, 2011, 7-11.
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La LO 7/2003 supuso un cambio de rumbo radical, que Leganés Gómez (2009, 40) 
describía en los siguientes términos: “el sistema de individualización científica ha sido un 
espejismo legal que ha sufrido un golpe en uno de sus principios fundamentales: la libertad 
de grado en la clasificación penitenciaria sin cumplimiento de plazos necesarios (art. 72.3 
y 4 LOGP)”. Esta norma, ha sido ampliamente criticada393, ya que se consideraba que: a) 
introducía normas de carácter marcadamente autoritario. b) poseía una clara finalidad 
inocuizadora394. c) incorporaba factores altamente moralizantes que eran de especial 
relevancia en los casos de condenados por delitos de terrorismo395. 

Años después, y con base en la LO 5/2010, se elimina el carácter obligatorio del pe-
ríodo de seguridad396. De esta forma, se convierte en una herramienta potestativa en 
manos del tribunal sentenciador, tal como recoge este texto legal en su preámbulo “se 
elimina el automatismo hasta ahora vigente, introduciendo un mecanismo más flexible 
que permita a los jueces y tribunales adecuar la responsabilidad criminal a la gravedad del 
hecho y a la personalidad del delincuente”. De hecho, este texto avanza aún más y estipula 
que el Juez de Vigilancia también puede suspender el período de vigilancia en aras de 
la reinserción. No obstante, la LO 5/2010 no elimina totalmente la obligatoriedad del 
periodo de seguridad sino que circunscribe su aplicación a una lista numerus clausus: a) 
delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo del Capí-
tulo VII del Título XXII del Libro II de este Código; b) delitos cometidos en el seno de 
una organización o grupo criminal; c) delitos de abusos y agresiones sexuales a menores 
de dieciséis años del art. 183 CP; d) delitos relativos a la prostitución y a la explotación 
sexual y corrupción de menores del Capítulo V del Título VIII del Libro II, cuando la 
víctima sea menor de dieciséis años.

Por todo ello, y a pesar de que el régimen que establece la LO 5/2010 dulcifica el 
dispuesto por la LO 7/2003, esto no significa que esta regulación se halle exenta de crí-
ticas397. El mantenimiento de una serie de delitos para los que el periodo de seguridad 

393 Vid. por todos Acale Sánchez, 2004, 347; Arribas López, 2005, 70; Maqueda 
Abreu, 2003, 8; Rodríguez Yagüe, 2009. 41.

394 En relación con esta cuestión, Leganés Gómez construye su crítica a este texto legal sobre 
una premisa distinta, ya que para este autor la introducción de la LO 7/2003 supone la vuelta a 
un paradigma de retribucionismo ético y jurídico de inspiración kantiana (Leganés Gómez, 
2009, 41).

395 Vid. Faraldo Cabana, 2004, 18-19; 2006, 791 y ss.; Llobet Anglí, 2007, 17.
396 Vid. Fuentes Osorio, 2011, 12 y ss.
397 Vid. por todos Fuentes Osorio, 2011, 12 y ss.; Ríos Martín / Etxeberria Zarra-

beitia / Pascual Rodríguez, 2016, 152-153.
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es obligatorio supone la vuelta a un modelo progresivo incompatible con el sistema de 
individualización científica. Por todo ello, la LO 5/2010 sigue obviando la evolución del 
tratamiento en aras de un modelo de naturaleza inocuizadora. 

Asimismo, esta ley tampoco soluciona los problemas que la LO 7/2003 generó en 
materia de terrorismo. El mantenimiento de unos requisitos específicos para las perso-
nas condenadas por estos delitos genera una desigualdad discriminatoria398. De hecho, 
vedar el acceso al tercer grado a un sujeto preparado para disfrutarlo por razón del ilícito 
cometido posee a juicio de Fuentes Osorio (2011, 14) “un punto aflictivo próximo a la 
tortura y supone una forma de ejecutar las penas rayana en la ejecución inhumana399”. 
Por todo ello, se puede concluir “este sistema destroza absurdamente y sin fundamento 
razonable el principio de individualización científica que se intenta conseguir a través del 
tratamiento penitenciario que se postula en la LOGP” (Ríos Martín / Etxeberria Zarra-
beitia / Pascual Rodríguez, 2016, 153).

Dicho esto, y como cierre, se ha de señalar que el principio de individualización cien-
tífica sigue siendo de gran importancia para el proceso de clasificación penitenciaria. Su 
aplicación sirve para orillar concepciones clasificatorias obsoletas. Asimismo, un sistema 
que individualiza el trato dispensado a cada caso aporta soluciones que, tanto a nivel 
agregado como particular, resuelven mejor los problemas que se presentan en la práctica. 
De todos modos, no es sólo una cuestión operativa la que hace que la individualización 
científica tenga importancia. El hecho de que el sistema penitenciario tenga como fina-
lidad satisfacer el principio de reinserción, otorga a la individualización científica una 
importancia muy notable en la consecución de este fin.

2.3.4. Grados de clasificación penitenciaria

El grado penitenciario se entiende como una categoría que implica un régimen de vida 
y unas condiciones básicas para la ejecución de un programa de tratamiento individuali-
zado400. Por otra parte, y a efectos aclaratorios, se define el régimen de vida como el con-
junto de normas que regulan la vida del preso estableciendo para ello condiciones que 

398 Vid. Faraldo Cabana, 2006, 796.
399 Para argumentar su posición, Fuentes Osorio toma como referencia la opinión de Mu-

ñagorri Laguía (2005, 189), el cual señala que la “decisión política de hacer efectiva una larga 
condena de prisión” puede ser considerada como una “forma de pena de muerte de ejecución lenta”.

400 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 280-281.
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afectan a la organización, el orden, la seguridad y la disciplina401. Dicho lo anterior se ha 
de señalar que los grados penitenciarios llevan implícita la aplicación de un régimen de 
vida. Este hecho aproxima los conceptos de grado clasificatorio y régimen de vida peni-
tenciario hasta el punto de utilizarse, en ocasiones, como sinónimos. No obstante, esta 
asimilación no resulta del todo correcta y buena prueba de ello es que la comparación 
entre ambas definiciones revela la existencia de diferencias. En primer lugar, no todos los 
regímenes de vida se corresponden con un grado penitenciario402. A título de ejemplo, se 
puede mencionar el supuesto de los presos preventivos403. Este tipo de reclusos no poseen 
un grado propio. Sus limitaciones vienen determinadas por su propia condición. Esto 
significa que existe un régimen de vida para los reclusos preventivos404 pero que este no 
se deriva de ningún proceso clasificatorio. En segundo lugar, el grado penitenciario hace 
referencia al seguimiento de un tratamiento penitenciario mientras que el régimen de 
vida se conjuga con base en cuestiones de organización, orden, seguridad y disciplina. El 
grado alberga una finalidad tendente a la rehabilitación y reinserción social mientras que 
el régimen de vida busca la maximización del control y la minimización del riesgo de los 
sujetos que se encuentren bajo custodia penitenciaria. 

Así pues, tal como se acaba de resaltar, no todo régimen de vida lleva aparejado un 
grado clasificatorio. Sin embargo, todos los grados penitenciarios poseen un régimen 
de vida. De este modo, y aunque no resulte totalmente preciso, se puede establecer una 
suerte de relación género-especie entre los regímenes de vida y los grados de clasificación 
penitenciaria. Es decir, los grados penitenciarios conforman una categoría subsumible 
dentro de una esfera más amplía como son los regímenes de vida. 

401 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 281.
402 Vid. Leganés Gómez, 2009, 47.
403 Vid. entre otros Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 281; 

Fernández Bermejo, 2013, 335-336; Juanatey Dorado, 2016, 102; Nistal Burón, 2009, 
5 y ss.; Pérez Cepeda / Fernández García, 2016, 101 y ss.; Zúñiga Rodríguez, 2016, 170.

404 En relación con el régimen de vida de los presos preventivos, Baras González (2015, 
144) considera que su cotidianeidad no difiere, en gran medida, de la que desarrollan los reclusos 
clasificados. 
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2.3.5. Criterios generales para la clasificación penitenciaria

Estos criterios generales con base en los cuales se realiza la clasificación penitenciaria pueden 
agruparse en cuatro categorías diferentes405: 1. Penales: actividad delictiva, contenido de 
la sentencia, duración de la condena, reincidencia, antecedentes, así como cualquier otro 
dato que se pueda inferir de la sentencia condenatoria y que sea importante a efectos de 
delimitar el perfil del sujeto. 2. Científicos: factores psicológicos, psicosociales, sociológi-
cos, y criminológicos. 3. Regimentales prácticos/penitenciarios: pertenece a esta categoría 
cualquier información que tenga como referencia el modo de organizar la gestión de la 
ejecución penitenciaria. 4. Indeterminados o indeterminables: medio al que retornará 
tras el cumplimiento de la pena, impedimentos externos al tratamiento, pronósticos de 
conducta futura. 

Asimismo, junto a estos criterios generales recién expuestos, el artículo 64.2 LOGP in-
troduce la necesidad de realizar un estudio científico de la personalidad del observado que 
debe ser construido en atención a las siguientes circunstancias406: 1. Capacidad criminal 
del sujeto. A través de esta categoría se analizan rasgos conductuales como el egocentris-
mo, la agresividad, la labilidad emocional o la falta de empatía. 2. Adaptabilidad social. 
Esta categoría pretende aventurar la capacidad que posee el recluso para readaptarse a su 
medio social. En este sentido, se intenta esclarecer la capacidad del sujeto para reintegrarse 
en un medio que le permita continuar una vida sin delitos. Para poder llegar a obtener 
resultados válidos en las dos categorías anteriores (capacidad criminal del sujeto y adap-
tabilidad social) es preciso tomar en consideración los siguientes factores: a) El estudio de 
la personalidad, realizado con base en criterios generalistas. b) La historia particular del 
recluso, en la que se hace una genealogía personal y familiar que permita comprender su 
momento vital actual. c) La carrera criminal, donde procede estudiar toda la trayectoria 
delictiva del sujeto, es decir, motivación de los hechos, modo comisivo, duración de con-
dena, circunstancias modificativas de la responsabilidad, etc. Dentro de este estudio de la 
carrera criminal se ha de incidir especialmente en el análisis del último delito. d) Factores 
penitenciarios. En este punto procede acometer un análisis del historial penitenciario del 
sujeto: entradas previas en prisión, conducta penitenciaria, historial disciplinario, disfrute 
de permisos, etc. e) La situación social en la que se enmarca la vida del sujeto fuera de la 
prisión para poder adaptar el tratamiento penitenciario a aplicar. 

405 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 286-287; Fer-
nández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 612; Fernández Bermejo, 2013, 352 y ss.; Leganés 
Gómez, 2009, 53; Racionero Carmona, 1999, 141 y ss.; Zúñiga Rodríguez, 2016, 171.

406 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 286; Cutiño 
Raya, 2015a, 212 y ss.; Leganés Gómez, 2009, 54 y ss.
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2.3.6. Criterios específicos para la clasificación penitenciaria: La 
clasificación en grados

El sistema penitenciario español establece tres grados diferentes de clasificación, a los 
que se atribuyen sus respectivos regímenes de vida407. Serían cuatro si se computa a la 
libertad condicional como un último grado, tal como se ha hecho tradicionalmente. No 
obstante, en este texto se cifran en tres los grados penitenciarios emplazando al lector a 
que se dirija al apartado específico sobre la libertad condicional para ampliar la informa-
ción sobre esta institución.

Aunque no resulta una cuestión frecuente, hay ocasiones en las que la realidad peni-
tenciaria plantea casos en los que la subsunción unívoca a un grado penitenciario reviste 
gran complejidad. A fin de salvar este problema, el RP incorpora en su artículo 100.2408 el 
denominado principio de flexibilidad409. Esta herramienta legal permite incorporar aspec-
tos pertenecientes a diferentes grados en un mismo proceso clasificatorio. Dicho de otro 
modo, el principio de flexibilidad aprueba la construcción de procesos clasificatorios ad 
hoc. Su aplicación ha de estar presidida por el cumplimiento de al menos tres requisitos410: 
1. Descripción del programa específico que por razón de su inaplicabilidad precisa ser 
flexibilizado. 2. Razones y motivos de dicha imposibilidad. 3. Elementos específicos de 
las medidas de individualización. A través de la exigencia de estos requisitos se pretende 
asegurar una utilización justificada del principio de flexibilización, ya que se trata de un 
recurso poco frecuente411. Este componente de excepcionalidad ha de ser remarcado, 
puesto que si pudiese acudir al principio de flexibilidad libremente se desdibujaría el 

407 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 284-285; Cu-
tiño Raya, 2015a, 216-217; Daunis Rodríguez, 2016a, 122; Juanatey Dorado, 2016, 
135 y ss.; Racionero Carmona, 1999, 146.

408 Artículo 100 RP.
2. No obstante, con el fin de hacer el sistema más flexible, el Equipo Técnico podrá proponer a la 
Junta de Tratamiento que, respecto de cada penado, se adopte un modelo de ejecución en el que pue-
dan combinarse aspectos característicos de cada uno de los mencionados grados, siempre y cuando 
dicha medida se fundamente en un programa específico de tratamiento que de otra forma no pueda 
ser ejecutado. Esta medida excepcional necesitará de la ulterior aprobación del Juez de Vigilancia 
correspondiente, sin perjuicio de su inmediata ejecutividad.

409 Vid. Aranda Carbonel, 2006, 41; Carou García, 2017, 81 y ss.; Daunis Rodrí-
guez, 2016a, 122; Fernández Bermejo, 2015, 138 y ss.; González Campo, 2003; Juanatey 
Dorado, 2016, 142; Sanz Delgado, 2011, 2422.

410 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 123; Juanatey Dorado, 2016, 142.
411 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 281; Fernán-

dez Bermejo, 2015, 140 y ss.; Juanatey Dorado, 2016, 142.
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contenido de los grados clasificatorios. De este modo, los grados stricto sensu van a ser 
siempre de aplicación preferente, y solo en el momento en que muestren una manifiesta 
incapacidad para clasificar al sujeto, se va a poder optar por el principio de flexibilidad. 

En relación con esta cuestión surge la duda respecto a si la regulación actual permite la 
imposición de medidas previstas en grados inferiores, es decir, si este principio contem-
pla la denominada flexibilización negativa. La aceptación de esta interpretación merece 
ser cuestionada pues resultaría claramente perjudicial para el condenado en tanto que 
supone una regresión de facto. Otro de los motivos que pueden ser argüidos en contra 
de la flexibilización negativa412 reside en la vulneración de la jerarquía normativa. Su 
aceptación permitiría que el art. 100.2 RP modificase lo dispuesto en el art. 72 LOGP, 
en el que se regula la clasificación penitenciaria. Dicho de otro modo, la asunción del 
principio de flexibilidad negativa implicaría que un precepto reglamentario modificase 
lo dispuesto en un artículo previsto en una Ley Orgánica. Asimismo, la flexibilización 
negativa tampoco sería aceptable en la medida en que la analogía in peius o in malam 
partem no está permitida413. En consecuencia, la aplicación del principio de flexibilidad 
solo procede cuando favorezca las condiciones del interno. Esto implica excluir, siempre 
y en todo caso, la flexibilización negativa414.

La aplicación del principio de flexibilización se realiza por la Junta de Tratamiento de 
cada establecimiento penitenciario y el Juez de Vigilancia Penitenciaria415. El procedi-
miento se inicia con un pronunciamiento del equipo técnico en el que se propone a la 
Junta de Tratamiento una clasificación alternativa. Esta propuesta es inmediatamente 
trasladada al Juez de Vigilancia Penitenciaria para su aprobación, sin perjuicio de que 
pueda resultar de ejecutividad inmediata desde su recepción416. En caso de que el Juez de 
Vigilancia Penitenciaria rechace la propuesta se suspende su aplicación. El procedimiento 
es diferente cuando la iniciativa parte del Juez de Vigilancia Penitenciaria. En este caso 
se aplica el principio de flexibilidad directamente y se remite el auto que lo contiene al 

412 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 124.
413 Vid. Aranda Carbonel, 2006, 41; Fernández Bermejo, 2013, 497; 2015, 141. 
414 Vid. entre otros Aranda Carbonel, 2006, 41; Armenta González-Palenzuela / 

Rodríguez Ramírez, 2009, 281; Cervelló Donderis, 2016, 223; Daunis Rodríguez, 
2016a, 124; Fernández Bermejo, 2015, 141; Leganés Gómez, 2009, 50. 

415 Vid. Aranda Carbonel, 2006, 41; Armenta González-Palenzuela / Rodríguez 
Ramírez, 2009, 284; Juanatey Dorado, 2016, 142-143.

416 Vid. I. 9/2007, 15.
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Centro Directivo. Este auto se debe acompañar del modelo de aplicación, donde se recoge 
el programa específico de aplicación del principio de flexibilidad417.

Se puede concluir que el principio de flexibilidad tiene un gran valor, ya que permite 
salvar problemas surgidos de una aplicación estricta de la clasificación penitenciaria. Así 
las cosas, mientras que el acceso a actividades, las horas de patio, los permisos de salida o 
el tratamiento están vinculados al grado clasificatorio418, el estudio de los requisitos que 
motivan la propuesta de clasificación ha de realizarse con especial diligencia, a fin de evitar 
graves perjuicios para la vida de los internos. Por ello, la existencia de un principio que 
permita solventar algunos de estos problemas debe gozar de un respaldo indubitado, no 
sólo porque resulta un ejercicio de coherencia normativa con los fines de la pena ínsitos 
en el art. 25.2 CE, sino también porque acerca la posibilidad de construir un sistema 
penitenciario al que poder adjetivar sin ambages como democrático.

2.3.6.1. Primer grado

El primer grado o régimen cerrado es la modalidad clasificatoria más restrictiva del sistema 
penitenciario español419. Se encuentra regulado en el artículo 10 de la LOGP420. Asimis-
mo, el RP destina a esta cuestión el Capítulo IV del Título III421, que lleva por título 

417 Ibídem.
418 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 219.
419 Sobre esta cuestión y de un modo monográfico, vid. por todos Arribas López, 2010; 

Carou García, 2017; Ríos Martín / Cabrera Cabrera, 2002.
420 Artículo 10 LOGP.

1. No obstante lo dispuesto en el número 1 del artículo anterior, existirán establecimientos de cumpli-
miento de régimen cerrado o departamentos especiales para los penados calificados de peligrosidad 
extrema o para casos de inadaptación a los regímenes ordinario y abierto, apreciados por causas 
objetivas en resolución motivada, a no ser que el estudio de la personalidad del sujeto denote la pre-
sencia de anomalías o deficiencias que deban determinar su destino al centro especial correspondiente.
2. También podrán ser destinados a estos establecimientos o departamentos especiales con carácter de 
excepción y absoluta separación de los penados, dando cuenta a la autoridad judicial correspondiente, 
aquellos internos preventivos en los que concurran las circunstancias expresadas en el número anterior, 
entendiéndose que la inadaptación se refiere al régimen propio de los establecimientos de preventivos. 
3. El régimen de estos centros se caracterizará por una limitación de las actividades en común de los 
internos y por un mayor control y vigilancia sobre los mismos en la forma que reglamentariamente 
se determine. 
La permanencia de los internos destinados a estos centros será por el tiempo necesario hasta tanto 
desaparezcan o disminuyan las razones o circunstancias que determinaron su ingreso.

421 El Título III a su vez lleva por título Del Régimen de los Establecimientos Penitenciarios
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“Régimen cerrado” (artículos 89 a 95). Fuera de este capítulo, pero igualmente dentro del 
RP, se ha de hacer referencia al artículo 102.5 RP422. De igual manera, el régimen cerrado 
también está presente en las instrucciones emanadas de la SGIP, más concretamente en 
la Instrucción 9/2007 de 21 de mayo. 

La clasificación en primer grado se concibe como una circunstancia excepcional423. La 
utilización del término excepcional se justifica con base en dos puntos de vista diferentes: 
cuestiones históricas y razones de aplicación, siendo ambos puntos de vista susceptibles 
de ser reconsiderados. 

En relación con el análisis histórico, García Valdés (1989, 201) consideraba que la crea-
ción del régimen cerrado se había debido a una “amarga necesidad” de naturaleza contex-
tual. García Valdés (1989, 197 y ss.) relataba que en el momento en el que se instauró la 
LOGP, e incluso con anterioridad, existía un clima de conflictividad social generalizado 
cuyas ramificaciones llegaban hasta el ámbito penitenciario424, manifestándose a través 
de “gravísimas conductas que grupos de internos, tan reducidos como violentos, plenamente 
imbuidos en la subcultura carcelaria e incapacitados para una normal y ordenada conviven-
cia, llevan a cabo con cierta frecuencia en los establecimientos penitenciarios, amotinándose, 

422 Artículo 102 RP. 
5. Conforme a lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley Orgánica General Penitenciaria, se clasificarán 
en primer grado a los internos calificados de peligrosidad extrema o inadaptación manifiesta y grave 
a las normas generales de convivencia ordenada, ponderando la concurrencia de factores tales como:

a) Naturaleza de los delitos cometidos a lo largo de su historial delictivo, que denote una perso-
nalidad agresiva, violenta y antisocial.

b) Comisión de actos que atenten contra la vida o la integridad física de las personas, la libertad 
sexual o la propiedad, cometidos en modos o formas especialmente violentos.

c) Pertenencia a organizaciones delictivas o a bandas armadas, mientras no muestren, en ambos 
casos, signos inequívocos de haberse sustraído a la disciplina interna de dichas organizaciones o bandas.

d) Participación activa en motines, plantes, agresiones físicas, amenazas o coacciones.
e) Comisión de infracciones disciplinarias calificadas de muy graves o graves, de manera reite-

rada y sostenida en el tiempo.
f) Introducción o posesión de armas de fuego en el Establecimiento penitenciario, así como la 

tenencia de drogas tóxicas, estupefacientes y sustancias psicotrópicas en cantidad importante, que 
haga presumir su destino al tráfico.

423 Vid. Aranda Carbonel, 2006, 44; Armenta González-Palenzuela / Rodríguez 
Ramírez, 2009, 258; García Valdés, 1989, 201 y ss.; Juanatey Dorado, 2016, 107; Le-
ganés Gómez, 2009, 90; Pérez Cepeda / Fernández García, 2016, 111 y ss.; Racionero 
Carmona, 1999, 146 y ss.; Ríos Corbacho, 2012, 3.

424 Sobre esta cuestión, vid. también Andrés Laso, 2015, 76 y ss.; Brandariz García, 
2017, 16; Lorenzo Rubio, 2013; Rivera Beiras, 1997, 2010.
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incendiando o destruyendo las instalaciones, cometiendo graves delitos sobre otros internos o, 
entre otras conductas, enfrentándose o agrediendo a los funcionarios de vigilancia” (García 
Valdés, 1989, 201). Por lo tanto, y a la vista de tan caótica situación, el legislador no tuvo 
otra alternativa que implementar un régimen clasificatorio fuertemente restrictivo. No 
obstante, la visión del profesor García Valdés ha de ser contextualizada dentro de un 
marco más amplio, definido como “transición penitenciaria”. Cinco días después de la 
muerte del dictador, y con motivo de la coronación de Juan Carlos de Borbón, así como 
en “homenaje a la memoria de la egregia figura del Generalísimo Franco”425, se promulgó 
un indulto general recogido en el Decreto 2940/1975, de 25 de noviembre. Con pos-
terioridad a este primer indulto se produjeron dos amnistías, en agosto de 1976426 y en 
junio de 1977427, alineadas con el indulto general de 1975 y destinadas a poner fin a la 
responsabilidad penal por los delitos catalogados como políticos428. El hecho de que solo 
se pudiesen beneficiarse de estas medidas los presos políticos generó un hondo malestar 
entre los presos comunes, que por aquel momento también se denominaban presos so-
ciales429. Entre este segundo grupo surgió un sentimiento de marginación al ver que no 
sólo estaban siendo preteridos del momento político-social que se inauguraba, sino que 
para ellos la caída de la dictadura no implicaba ningún tipo cambio en su cotidianeidad. 
Los presos sociales se encontraban cumpliendo condena al amparo de la legislación fran-
quista que castigaba con penas de prisión a colectivos sociales de gran heterogeneidad y 
dudoso encaje en un sistema democrático430. Por todo ello, la legislación penal franquista 
no sólo se encargaba de reprimir la disidencia política sino que se valía del derecho penal 
y de la prisión para establecer un orden social clasista, conservador y profundamente 
moralizante. Así pues, y en palabras de Bueno Arús (1978, 126): “(los presos sociales) se 
consideraban injustamente discriminados al no recibir una segunda oportunidad”. 

Es precisamente en este contexto en el que nace la Coordinadora de Presos en Lucha 
(COPEL) como medio para coordinar y dar cuerpo institucional a las reivindicaciones 

425 Expresión extraída de la exposición de motivos del Decreto 2940/1975, de 25 de noviembre.
426 Real Decreto-ley 10/1976, de 30 de julio, sobre amnistía.
427 Ley 46/1977, de 15 de octubre, de Amnistía.
428 Vid. entre otros Andrés Laso, 2015, 78; Castells Arteche, 1977, 177, 206 y ss.; 

Landrove Díaz, 1976, 19 y ss.; Linde Paniagua, 1976, 136-137; Sobremonte Martínez, 
1980, 98 y ss.

429 Vid. Galván García, 2007, 128; Lorenzo Rubio, 2014, 61-32; Sobremonte Mar-
tínez, 1980, 98 y ss. 

430 Vid. Suárez / Colectivo 36, 1976, 167.
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de los presos sociales431. Estas peticiones llegaron a materializarse en una proposición de 
Ley de Indulto que recogía situaciones susceptibles de ser aprovechadas por este colec-
tivo432: a) Caracterizar los delitos de carácter social como producto del contexto socio 
político anterior; b) Conceder el indulto general a quienes cumplían condenas por penas 
previstas en leyes derogadas; c) Conmutar las penas de muerte; d) Indultar automática-
mente a quienes cumplían penas inferiores a seis años, etc. No obstante este proyecto 
nunca llegó a aprobarse porque fue rechazado por el Senado en febrero de 1978433. Esta 
situación provocó un incremento de la violencia en las prisiones españolas, inmersas ya 
en un ciclo de violencia que arranca con el motín de la prisión de Carabanchel en julio 
de 1976434. A título de ejemplo, para evidenciar la tensión inherente a este período, se 
puede citar que solamente en el año 1977 se produjeron en España un total de 50 moti-
nes435. Asimismo, como punto álgido de este momento se puede reseñar el asesinato el 
14 de marzo de 1978 de Agustín Rueda Sierra, militante de la CNT y activo miembro 
de la COPEL, por parte de los funcionarios de la cárcel de Carabanchel436. Este suceso 
propició, en gran medida, el hecho de que una semana después, el 22 de marzo, Jesús 
Haddad, director general de instituciones penitenciarias, fuese asesinado en un atentado 
llevado a cabo por los GRAPO437. Este luctuoso suceso deja vacante el puesto de direc-
tor general de instituciones penitenciarias siendo Carlos García Valdés el que recoge el 
testigo de Jesús Haddad. Múltiples eran las tareas que el nuevo director general tenía que 
enfrentar. No obstante, una de ellas sobresalía por encima de las demás: aprobar una ley 
de reforma para el sistema penitenciario. Dicho lo anterior, en julio de 1979, con 284 
votos a favor y dos abstenciones fue aprobada en el congreso la Ley Orgánica 1/1979, 
de 26 de septiembre, General Penitenciaria. Este texto incluía reformas formales de gran 
calado entre las que destaca especialmente la vinculación del sistema penitenciario al 
mandato resocializador del art. 25.2 CE. No obstante, la promulgación de este texto 
legal no fue capaz de solucionar, asumiendo que ese fuese su verdadero objetivo, todo 
lo que estaba sucediendo en el sistema penitenciario español. En 1979, y a pesar de las 
reformas practicadas, todavía quedaban grandes espacios oscuros: una cultura profesio-

431 Vid. por todos Lorenzo Rubio, 2013, 116 y ss.
432 Vid. Rivera Beiras, 2008, 164; Saiz del Moral, 1976, 111-112.
433 La votación de este proyecto de ley se resolvió por 128 votos en contra, 16 a favor y 3 abs-

tenciones (vid. Rivera Beiras, 2008, 165).
434 Vid. Lorenzo Rubio, 2013, 171 y ss. 
435 Vid. Lorenzo Rubio, 2014, 62.
436 Vid. Lorenzo Rubio, 2013, 246 y ss.
437 Vid. Lorenzo Rubio, 2013, 262 y ss. 
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nal por parte del cuerpo de funcionarios penitenciarios invariada desde el franquismo, 
un trato al preso totalmente inadecuado, unos recursos materiales insuficientes, unas 
deficientes infraestructuras penitenciarias438. Y es precisamente en este espacio sombrío 
donde se ha de encuadrar el diseño y aplicación del primer grado. Así las cosas, el legis-
lador en relación con el régimen cerrado se mostró totalmente refractario al diálogo y a 
la aceptación de las reivindicaciones que desde las prisiones españolas intensamente se 
intentaban difundir. De hecho, y en palabras de Lorenzo Rubio (2013, 335): “esta mo-
dalidad de encierro, establecida como reacción pura y dura a las revueltas carcelarias que 
se están analizando, bordeaba peligrosamente la legalidad desde el primer momento de 
su implantación (…) y ofrecía, gracias a su opacidad, el contexto idóneo para traspasar la 
delgada línea roja que separaba el orden del terror”439. Por todo ello, la amarga necesidad 
a la que recurrentemente aludía García Valdés a la hora de justificar la instauración del 
primer grado debe ser cuestionada. En consecuencia, debe decontruirse el argumentario 
que responsabiliza de manera protagónica a las personas presas del devenir político-legal 
acontecido. El primer grado no sólo se debe concebir como una reacción sistémica a un 
estado de crisis propiciada por iracundos motines desarrollados por toda la geografía 
penitenciaria española, sino que también ha sido utilizado, y de una manera muy exito-
sa, como una herramienta política con la que desactivar las aspiraciones de construir un 
sistema penitenciario diferente.

Por otro lado, y en relación con los motivos relativos a su aplicación, desde 1982 hasta la 
actualidad el porcentaje de personas cumpliendo condena en primer grado ha descendido 
de manera continua. En 1983 esta cifra representa un 10,7% del total de la población 
penitenciaria mientras que en junio de 2018 las personas en régimen cerrado suponen 
un 2.07%440. Esta última cifra se mantiene constante en el 2% desde 2014, e incluso por 
debajo de ese nivel en el periodo 2008-2011441. Estos valores estadísticos son mencionados 
por algunos autores para evidenciar que el primer grado representa una excepcionalidad 
dentro del sistema penitenciario español442. 

438 Vid. Lorenzo Rubio, 2013, 348-349; 2014, 62.
439 En una línea similar, vid. Mapelli Caffarena, 1989, 127 y ss.
440 Vid. Informes generales IIPP. 

http://www.institucionpenitenciaria.es/web/portal/documentos/publicaciones.html 
441 Población reclusa penada en primer grado: 2008: 1,8%; 2009: 1,7%; 2010: 1,8; 2011: 1,9. 

Vid. Informes generales IIPP, 2015, 30. 
http://www.institucionpenitenciaria.es/web/export/sites/default/datos/descargables/publicacio-
nes/Informe_General_2015_acc.pdf

442 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 258; Juanatey 
Dorado, 2016, 107; Leganés Gómez, 2009, 90.
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No obstante, tanto los argumentos históricos como los vinculados a la escasa aplica-
ción del primer grado no parecen satisfactorios a la hora de atribuir al régimen cerrado el 
carácter de excepcional443. Desde el momento en que se encuentra recogido por la LOGP 
y en el RP como uno de los grados vigentes, el régimen cerrado goza de aplicabilidad 
plena. El hecho de que se recurra a él con menor frecuencia no debe posicionarlo en un 
escalafón inferior ni como un tipo de grado menor. El uso del término excepcional puede 
desdibujar su posición en el marco de los grados penitenciarios. Por ello y dada su natu-
raleza y características, se estima procedente abandonar el uso del adjetivo excepcional. 
En su lugar se debe optar por la utilización de un léxico que remita a la idea de que el 
primer grado es una realidad penitenciaria sobre la que se debe mantener una escrupulosa 
vigilancia. Dicho de otro modo, es preciso poner de manifiesto que el régimen cerrado 
no conforma una realidad cuasi-anecdótica sino que es perfectamente aplicable y que su 
implementación supone restricciones muy notables en términos de derechos y libertades. 

La normativa penitenciaria, encabezada por el art. 10 LOGP, exige como requisito 
para la aplicación del primer grado penitenciario el cumplimiento de dos factores: peli-
grosidad extrema o inadaptación manifiesta y grave al régimen ordinario y abierto444. De 
acuerdo con una interpretación literal, la peligrosidad y la inadaptación no tienen por 
qué cumplirse simultáneamente. De hecho, la inclusión de la conjunción disyuntiva “o” 
en el tenor literal del art. 10 LOGP parece fundamentar esta interpretación445. 

En primer lugar, la peligrosidad extrema se entiende como la constatación de riesgos 
que tensan la seguridad y la convivencia dentro de los establecimientos penitenciarios446. 
Su apreciación puede ser originaria o sobrevenida447. Se considera como originaria cuando 
se manifiesta desde el momento en que el interno ingresa en prisión. Sin embargo, posee 
carácter sobrevenido cuando se produce durante la estancia del interno en la cárcel. Otra 
de las características de la peligrosidad extrema reside en el lugar de su manifestación. Con 

443 Desde un punto de vista similar, vid. Freixa Egea, 2014, 3 y ss.
444 Desde un punto doctrinal, estos factores han sido analizados profusamente (vid. entre 

otros Aranda Carbonel, 2006, 44 y ss.; Arribas López, 2010, 96 y ss.; 2009, 1 y ss.; Ca-
rou García, 2017, 99 y ss.; Cutiño Raya, 2015a, 218; Daunis Rodríguez, 2016a, 135; 
Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 591 y ss.; Fernández Bermejo, 2013, 313 y 
ss.; Leganés Gómez, 2009, 59 y ss.).

445 El artículo 10 LOGP establece que tal régimen está previsto “para los penados calificados de 
peligrosidad extrema o para casos de inadaptación a los regímenes ordinario y abierto”

446 Vid. Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 591-592; Daunis Rodríguez, 
2016a 135; Leganés Gómez, 2009, 60; Ríos Corbacho, 2012, 5.

447 Vid. Arribas López, 2010, 109; Carou García, 2017, 104.
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carácter general, el sitio donde se producen los actos que activan la aplicación del art. 10 
LOGP es la prisión. Como ejemplo de esto se pueden citar acciones como: intentos de 
fuga, participación destacada en motines u otros desórdenes colectivos, actos especial-
mente agresivos con armas o medios comisivos de notoria relevancia violenta, etc. Esta 
enumeración sirve también para comprobar que la peligrosidad extrema puede mostrar-
se tanto a través de actos producidos individualmente como de participación colectiva. 
Asimismo, y aunque en la práctica resulte algo totalmente excepcional, la peligrosidad 
extrema también se puede producir por la vinculación del interno con el exterior. Se 
aprecia peligrosidad extrema en los internos cuyo entorno es capaz de proveerle la infraes-
tructura, apoyo, herramientas, servicios, etc., necesarios para la comisión del tipo de actos 
arriba descritos448. Otra de las cuestiones de especial relevancia para este requisito reside 
en su apreciación. A pesar de que se busca acercar el pronóstico de peligrosidad extrema 
a la actualidad, no deja de ser una predicción de aplicación futura, construida, en gran 
medida, con base en datos pasados449 y de duración indeterminada450.

En segundo lugar, el concepto de inadaptación se define como la realización de com-
portamientos, reiterados y de gravedad, que evidencian la incapacidad para adaptarse a la 
vida en prisión451. El primer problema surge con la delimitación conceptual de los actos 
que suponen inadaptación. Sobre esta cuestión, la doctrina, de un modo mayoritario, 
considera que se debe objetivar su contenido452, ya que “a no ser que se concrete en datos 
objetivos, (…) no sé sabe muy bien en qué podría basarse” (Cutiño Raya, 2015a, 219). Para 
ello, se toman como muestras de inadaptación la comisión de infracciones disciplinares 
graves o muy graves453. La apreciación de esta conducta tiene que ser sólida, evidente, 
probada y fundamentada más allá de toda duda razonable454. A diferencia de lo que 
ocurría con la peligrosidad extrema, donde no siempre sucedía así, la valoración de la 
inadaptación sólo es posible realizarla a posteriori. Esto es así en la medida en que no es 
posible mostrar signos de inadaptación a unas normas a las que no se ha sido sometido455. 

448 Vid. Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 591-592.
449 Vid. Cutiño Raya, 2015a, 219; Leganés Gómez, 2009, 60. 
450 Vid. Carou García, 2017, 109.
451 Vid. Carou García, 2017, 110; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 592
452 Vid. Arribas López, 2010, 110 y ss.; Carou García, 2017, 110 y ss.; Cutiño Raya, 

2015a, 219; Leganés Gómez, 2006, 60; Zúñiga Rodríguez, 2016, 179.
453 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 258; Arribas 

López, 2010, 110.
454 Vid. Carou García, 2017, 111; Cutiño Raya, 2015a, 219.
455 Vid. Arribas López, 2010, 110-111.
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En línea con los dos principios que recoge el art.10 LOGP, el RP completa esta regu-
lación con el art. 102.5 RP. Este precepto recoge un listado de seis criterios sobre los que 
basar la decisión de ubicar a un recluso en primer grado456.

Naturaleza de los delitos cometidos, que denote una personalidad agresiva, violenta y 
antisocial. Suscita dudas que se introduzca este criterio como factor de riesgo para la 
aplicación del primer grado penitenciario. Estas dudas se plantean desde varios puntos 
de vista. En primer lugar, esta situación de agresividad, violencia y comportamientos an-
tisociales no se encuentra ni definida ni acotada de un modo claro. Es decir, su contenido 
resulta vago e impreciso y por tanto debería evitarse. En segundo lugar, este factor resulta 
redundante. El art. 63 LOGP establece la necesidad de realizar un estudio del historial 
delictivo del sujeto. Por lo tanto, no es preciso volver a evaluar esta cuestión a través del 
art. 102.5 RP. Por todo ello, realizar un análisis de unas circunstancias que ya han sido 
tomadas en consideración con carácter previo invalidaría, en gran medida, la necesidad 
de este requisito457. Y en tercer lugar, puede resultar contraproducente, en términos de 
reeducación y reinserción social. No parece muy conveniente utilizar un tratamiento más 
restrictivo como respuesta a un sujeto que muestra un temperamento agresivo, violen-
to o antisocial458. De hecho, la aplicación de este tratamiento podría reforzar impulsos 
contrarios al fin rehabilitador. El hecho de responder de una manera severa frente a un 
sujeto de estas características puede acentuar sus rasgos violentos. Es decir, el recluso pue-
de interpretar la actuación del sistema penitenciario como un ataque. En consecuencia, 
acudirá a posiciones defensivas que puedan ser agresivas, violentas o antisociales de tal 
modo que se generará una dinámica en virtud de la cual el tratamiento no sólo no ayude 
a la reinserción sino que la dificulte. 

Comisión de actos que atenten contra la vida o la integridad física de las personas, la 
libertad sexual o la propiedad, cometidos en modos o formas especialmente violentos. La 
inclusión de este factor también suscita dudas. En primer lugar, por razón de su conteni-
do y redacción no habría problema en subsumir este supuesto en el factor anterior (art. 
102.5.a RP), lo que debilita las razones que sostienen su existencia. En segundo lugar, su 
inclusión puede abocar a problemas de non bis in idem. Este factor se construye sobre la 
comisión de hechos juzgados, con penas en firme y en fase de ejecución. Por lo tanto, su 

456 Respecto del análisis de estos factores, vid. por todos Armenta González-Palenzue-
la / Rodríguez Ramírez, 2009, 288-289; Carou García, 2017, 114 y ss.; Cutiño Raya, 
2015a, 219-221; Freixa Egea, 2014, 6 y ss.; Leganés Gómez, 2009, 66 y ss.

457 Vid. Carou García, 2017, 117.
458 Vid. Ríos Martín / Cabrera Cabrera, 2002, 51.



David Castro Liñares

124

aplicación se solapa con las consecuencias jurídicas derivadas de la sentencia459. Todo ello 
siempre que se considere que este requisito se refiere a delitos sentenciados en firme, ya 
que el art. 102.5 RP no aclara este punto460. De no ser así, el problema podría surgir en 
relación con la presunción de inocencia461. Así las cosas, se echa en falta una redacción 
más respetuosa con el principio de seguridad jurídica y que aspire, cuanto menos, a jus-
tificar su existencia, contenido y aplicación.

Pertenencia a organizaciones delictivas o a bandas armadas, mientras no muestren, en 
ambos casos, signos inequívocos de haberse sustraído a la disciplina interna de dichas organi-
zaciones o bandas. Este criterio se aplica de un modo cuasi-automático462. La pertenencia 
a organizaciones delictivas o bandas armadas es interpretada por el legislador como un 
estado de peligrosidad absoluto ajeno a las características personales de los sujetos. De 
hecho, la aplicación de este factor va más allá de la pertenencia, ya que la colaboración con 
organizaciones delictivas o bandas armadas también activa su uso463. De todos modos, el 
RP plantea una vía de escape a la aplicación de este factor: una manifestación fehaciente 
e indubitada del abandono de su organización. La existencia de este factor hace surgir 
dudas que cuestionan materialmente su contenido. Si un sujeto está adaptado al régi-
men de convivencia no se entiende por qué su adscripción personal a una organización 
criminal/terrorista lo inhabilita para vivir en régimen ordinario464. Este ejemplo muestra 
como hay ocasiones en las que la clasificación en primer grado se guía por criterios que 
poco o nada tienen que ver con los fines teóricos del sistema penitenciario. En relación 
con esto, parece mucho más apropiado, en términos de reinserción social y por supuesto 
de respeto a los derechos fundamentales, realizar un estudio de cada caso en particular en 
lugar de optar por criterios generales de carácter autoritario y punitivo. 

Participación activa en motines, plantes, agresiones físicas, amenazas o coacciones. Para 
poder apreciar este factor se considera indispensable que la participación activa quede 

459 Vid. Cutiño Raya, 2015a, 220; Freixa Egea, 2014, 8. En contra de esta interpretación 
se ha de señalar que la jurisprudencia constitucional (STC 119/1996 de 8 de julio) estima que 
la privación de la libertad se manifiesta en la sentencia y, por lo tanto, lo que suceda en sede de 
ejecución son modulaciones de la privación original.

460 Vid. Carou García, 2017, 118-119.
461 Vid. Leganés Gómez, 2009, 67.
462 Vid. Carou García, 2017, 122-123; Cutiño Raya, 2015a, 220-221; Leganés Gó-

mez, 2009, 67.
463 Vid. Leganés Gómez, 2009, 67.
464 Vid. Cutiño Raya, 2015a, 220-221; Freixa Egea, 2014, 11.
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acreditada a través de una sanción firme465. Asimismo, también resulta importante de-
limitar el contenido de la expresión participación activa466. Por participación activa se 
debe entender toda contribución a título de autoría, coautoría, inducción o cooperación. 
La aclaración de este concepto permite determinar hasta qué punto las colaboraciones 
secundarias o puntuales pueden entrar en esta categoría. Esto es relevante porque si se 
opta por una concepción muy amplia, cualquier tipo de implicación tendría la con-
sideración de participación activa. De hecho, y en relación con esto, Leganés Gómez 
(2009, 69) considera que la participación activa excluye todas aquellas actitudes pasivas 
o realizadas en un contexto de dinámica violenta generalizada. En la actualidad este tipo 
de conflictos son tratados como faltas disciplinarias de naturaleza muy grave (art. 233 
RP)467. Es decir, el RP ya es consciente de la importancia de estas conductas y prevé un 
castigo para ellas. Por lo tanto, procede abrir el debate sobre la conveniencia de duplicar 

465 Vid. Cutiño Raya, 2015a, 221; Leganés Gómez, 2009, 69.
466 Vid. Freixa Egea, 2014, 11-12.
467 Artículo 233. Correlación de infracciones y sanciones.

1. Por la comisión de las faltas muy graves, tipificadas en el artículo 108 del Reglamento Penitencia-
rio aprobado por Real Decreto 1201/1981, de 8 de mayo, podrán imponerse las siguientes sanciones:

a) Sanción de aislamiento en celda de seis a catorce días de duración, siempre que se haya manifes-
tado una evidente agresividad o violencia por parte del interno o cuando éste reiterada y gravemente 
altere la normal convivencia del Centro.

b) Sanción de aislamiento de hasta siete fines de semana.
Articulo 108 RP 1981
Son faltas muy graves:
a) Instigar o participar en motines, plantes o desórdenes colectivos, así como las conductas indivi-

duales que atenten gravemente contra la seguridad, régimen y convivencia del Centro Penitenciario.
b) Agredir, amenazar o insultar a los funcionarios, autoridades u otras personas, tanto dentro 

del establecimiento como fuera del mismo si el recluso hubiese salido con causa justificada durante 
su internamiento.

c) Desobedecer las órdenes recibidas o resistirse a su cumplimiento en manifiesta actitud de re-
beldía o insubordinación.

d) Agredir o hacer objeto de violencia o coacción grave a otros reclusos.
e) Intentar, facilitar o consumar la evasión.
f) Inutilizar deliberadamente las dependencias, materiales o efectos del establecimiento o las 

pertenencias de otras personas, así como su sustracción.
g) La divulgación de datos o noticias susceptibles de menoscabar gravemente la seguridad o la 

buena marcha regimental del establecimiento.
h) Emitir protestas o formular reclamaciones o quejas colectivas como medio de coacción.
i) Realizar actos gravemente contrarios a la moral, a las buenas costumbres o la decencia pública.
j) Cualquier acción u omisión que, dada su naturaleza, pudiera ser constitutiva de delito y motive 

la pertinente denuncia a la Autoridad judicial.
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la respuesta penitenciaria a unos hechos sobre los que el régimen disciplinario ya articula 
medidas sancionadoras468. 

Comisión de infracciones disciplinarias calificadas de muy graves o graves, de manera 
reiterada y sostenida en el tiempo. Se trata de un factor de naturaleza muy discutible469. 
En primer lugar adelanta la barrera de punición. Una interpretación literal de este fac-
tor excluye la exigencia de que la infracción disciplinaria deba resultar acreditada por un 
procedimiento sancionador470. Así las cosas, si estos hechos ya fueron sancionados en 
firme, volver a tenerlos en cuenta podría abrir una segunda instancia sancionadora vulne-
radora del principio non bis in idem471. En segundo lugar, este requisito requiere que las 
infracciones se realicen de manera reiterada y sostenida en el tiempo. Esta cuestión debe 
ser probada de manera fehaciente. Para ello, lo más oportuno parece acudir al art. 235.2 
RP472, regulador de la reiteración en las infracciones. En tercer lugar, estas conductas 
deben ser ponderadas en relación con el resto de factores clasificatorios. Su carga valo-
rativa radica en las conexiones que permiten establecer una interpretación integrada473. 
Todas estas críticas pueden desembocar en una posición que cuestione la procedencia de 
este factor ya que, tal como sostiene Leganés Gómez (2009, 69), “esta norma constituye 
un claro exceso legal y nunca deberá asignarse el primer grado por la concurrencia de este 
motivo sin más apoyo”.

Introducción o posesión de armas de fuego en el establecimiento penitenciario, así como 
la tenencia de drogas tóxicas, estupefacientes y sustancias psicotrópicas en cantidad impor-
tante, que haga presumir su destino al tráfico. La redacción de este factor resulta confusa 
e imprecisa. La literalidad de este apartado no permite determinar con claridad cómo 
afecta este precepto a las personas que realizan estas conductas de un modo puntual. 
De hecho, una aplicación estricta podría llegar a incluirlos, aunque recurrir al régimen 
cerrado para gestionar este tipo de situaciones no parece la mejor opción, máxime cuan-

468 Vid. Cutiño Raya, 2015a, 221.
469 Por el contrario, Arribas López (2010, 279) considera justificada y procedente la existencia 

de este requisito ya que, “si ese comportamiento, realmente objetivado, no es signo de inadaptación 
no imaginamos qué es lo que pueda serlo”.

470 Vid. Carou García, 2017, 127.
471 Vid. Brandariz García, 2001, 59.
472 Artículo 235 RP.

2. A tales efectos, habrá repetición de la infracción cuando al interno responsable de la falta discipli-
naria se le hubiese impuesto con anterioridad otra u otras sanciones firmes por infracciones graves o 
muy graves y las correspondientes anotaciones en su expediente no hubiesen sido canceladas.

473 Vid. Arribas López, 2010, 279; Carou García. 2017, 127-128.
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do existe un régimen disciplinario que las contempla474. La confluencia de las eventuales 
sanciones con las consecuencias penales derivadas de estos actos debería ser suficiente. 
Asimismo, se ha de reiterar la necesidad de realizar un juicio individualizado que evite la 
aplicación automática de este factor. Esto es así en la medida en que puede darse el caso, 
entre otros posibles, de un interno que guarde un objeto prohibido a otro por miedo o 
bajo coacción475. Por lo tanto, una aplicación automática es susceptible de generar tratos 
ciertamente injustos y totalmente indeseables.

De este modo, y a la vista de los factores que conforman el art. 102.5 RP, se puede ob-
servar como el legislador penitenciario no mostró su mejor versión en la redacción de este 
artículo. Esto es así en tanto que, en primer lugar, este artículo produce solapamientos 
con otros textos normativos. Y en segundo lugar, su redacción resulta confusa e impre-
cisa. La suma de estas circunstancias genera un problema de enorme gravedad, ya que las 
consecuencias jurídicas que se derivan de la aplicación del primer grado son muy notables. 

Un listado como el planteado por el art. 102.5 RP hace surgir la duda de si es un sis-
tema numerus clausus o numerus apertus. La respuesta a esta cuestión depende de la 
interpretación que se haga de la expresión “factores tales como”. Las tesis favorables a la 
interpretación aperturista476 sostienen que el art 102.5 RP es un listado de contenido 
orientativo. Es decir, esta enumeración contempla seis factores sin perjuicio de que pue-
dan ser aplicables otros diferentes. El único requisito exigible a las variables no insertas 
en el art. 102.5 RP es la adecuación al binomio peligrosidad-inadaptación477. Por su par-
te, las tesis más restrictivas478 consideran que la expresión “factores tales como” se refiere, 
única y exclusivamente, a los factores recogidos en el precepto. Su justificación reside en 
que “los factores establecidos en el art. 102.5 RP los podemos calificar de numerus clausus 
ya que sirven para exceptuar la excepcionalidad del régimen cerrado” (Leganés Gómez, 
2009, 72). Desde este punto de vista, esta frase debe ser interpretada como incapaz de 
incorporar otras realidades diferentes a las contempladas de un modo expreso. Si bien 
hay autores que sostienen que una lectura restrictiva del art. 102.5 RP puede generar 
situaciones de impunidad479, la redacción actual es tan amplia que abarca la práctica tota-

474 Vid. Carou García, 2017, 128; Cutiño Raya, 2015a, 221; Freixa Egea, 2014, 12.
475 Vid. Leganés Gómez, 2009, 70.
476 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 288; Carou 

García, 2017, 116-117; Cutiño Raya, 2015a, 219; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 
2016, 593.

477 Vid. Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 593.
478 Vid. Leganés Gómez, 2009, 72-73; González Campo, 2002, 20-21.
479 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 288.
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lidad de los casos480. Esta última idea, unida a las ya esgrimidas y al recurrente argumento 
de la restricción de derechos y libertades que supone la clasificación en primer grado, 
coloca a la tesis restrictiva como interpretación óptima. De hecho, y para reforzar esta 
postura, se debe poner de manifiesto que si el art. 102.5 RP incluyese una lista abierta, 
su aplicación fuera de los casos recogidos normativamente se sostendría con base en la 
frase “factores tales como”. De esta manera, no parece correcto hacer pivotar la aplicación 
del régimen cerrado sobre una frase tan imprecisa. Por ello, y como cierre, se estima que 
la mejor interpretación que puede darse a esta cuestión reside en otorgar la categoría de 
lista numerus clausus a la enumeración propuesta en el art. 102.5 RP.

Por su parte, la Instrucción 9/2007 incorpora otros dos criterios adicionales481. El primero 
de ellos: “la personalidad del interno, relacionada con su trayectoria anterior, su potencial 
de peligrosidad, su capacidad de liderazgo, edad, nivel de agresividad desarrollada, an-
tecedentes psiquiátricos, etc...”. El segundo presenta este tenor literal: “las circunstancias 
descriptivas en el contexto de la situación: si es un hecho cometido en solitario o en grupo, su 
trascendencia en la dinámica del centro, etc.”. Ambos pretenden completar el contenido 
de los artículos recogidos en la LOGP y el RP. Sin embargo, su inclusión no parece intro-
ducir nada sustancialmente diferente de lo previsto en dichas normas. El primer criterio 
replica gran parte de las categorías que están incluidas tanto en los criterios generales de 
clasificación (personalidad, edad, antecedentes psiquiátricos, etc.) como en los propios 
criterios específicos del primer grado (nivel de agresividad desarrollada). Por lo tanto, la 
Instrucción 9/2007 supone volver a evaluar unos elementos ya conocidos. Es más, puede 
darse la situación de que el sujeto se encuentre precisamente en primer grado por razón 
de un criterio (nivel de agresividad) que la Instrucción 9/2007 solicita evaluar de nuevo. 
Estos mismos argumentos podrían ser replicados en relación al segundo factor, puesto 
que tampoco aporta nada nuevo evaluar una serie de hechos de los que ya se tiene cons-
tancia. De este modo, la Instrucción 9/2007, lejos de aclarar el proceso de clasificación 
en primer grado, lo complica, ya que hacer reevaluaciones de hechos ya conocidos resulta 
ineficiente en términos operativos. Asimismo, estas reevaluaciones favorecen la existencia 
de criterios interpretativos contradictorios, de tal forma que el criterio clasificatorio gene-
ral sostenga una posición y el emanado de la Instrucción 9/2007 afirme lo contrario. Por 
todo ello, no sólo estos criterios adicionales no incluyen ninguna novedad significativa, 
sino que además complican todavía más una cuestión que ya de por sí presenta graves 
problemas de interpretación. 

480 Vid. Arribas López, 2010, 281.
481 Vid. Instrucción. 9/2007, 3.
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Cuestión aparte merece la situación de los internos preventivos en relación con el régi-
men cerrado. En línea de principio, nada parece indicar que el primer grado se encuentre 
vedado a los presos preventivos482. Cuando estos reclusos se comporten de modo que su 
conducta sea subsumible dentro de las categorías contempladas en la LOGP y el RP, su 
ubicación en el régimen cerrado será adecuada a Derecho. De esta forma, y aunque no 
se produzca por mandato de una propuesta de clasificación, nada obsta a que puedan 
encontrarse reclusos preventivos en establecimientos penitenciarios de régimen cerrado. 
Esta tesis cuenta con el respaldo del Tribunal Constitucional (SSTC 24/1992, de 8 de abril, 
y 143/1997, de 16 de octubre). La STC 24/1992 pergeña una serie de argumentaciones 
(fundamentos jurídicos 2, 3, 4 y 5) en favor del uso y desarrollo del Régimen cerrado 
dentro de un Establecimiento penitenciario de Preventivos. De este modo, siempre que 
se cumplan los requisitos del art. 10 LOGP, se motive de manera suficiente la procedencia 
de esta clasificación, se respeten sus derechos fundamentales (con la salvedad de aquellos 
que puedan verse afectados por las restricciones inherentes al primer grado) y se oriente 
la pena a la satisfacción del artículo 25.2 CE, no hay problema alguno en que un preso 
preventivo se encuentre ubicado en régimen cerrado.

2.3.6.1.1. Régimen interno del primer grado penitenciario 

Las normas regimentales del primer grado son las más duras de todo el sistema peniten-
ciario español483. Existen dos tipos de establecimientos de cumplimento para el primer 
grado, departamentos cerrados y departamentos especiales. Cada uno de estos departa-
mentos posee unas características propias. Por ende, las condiciones y características de 
cumplimiento difieren en función de la ubicación del interno. Al margen de las diferen-
cias propias de cada modalidad de cumplimiento, a las que luego se aludirá484, el régimen 
interno del primer grado posee una serie de notas comunes485. 

482 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 271; Fernán-
dez Arévalo / Nistal Burón, 2016, 593.

483 Vid. Cutiño Raya, 2015a, 222; Daunis Rodríguez, 2016a, 66; Freixa Egea, 2014. 
484 Vid. 2.3.6.1. Primer grado; 2.3.6.2. Segundo Grado y 2.3.6.3. Tercer Grado.
485 Vid. Carou García, 2017 164 y ss.; Freixa Egea, 2014, 15 y ss.; Ríos Corbacho, 

2012, 6.
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En primer lugar, el principio celular (arts. 19.1 LOGP486 y 13.1 RP487) es inherente al 
régimen de vida en primer grado488 (art 90.2 RP)489. Este principio establece que cada 
interno ha de estar recluido en una celda individual. Esto es así salvo que por razones de 
falta de espacio, y siempre que no se invada su intimidad, la celda se ocupe por más per-
sonas490. La excepción impuesta por parte del RP al principio celular (art. 13.2 RP491) es 
desatendida en el primer grado492. Es más, en este punto parece que los roles de excepción 
y regla general se invierten. En la actualidad la situación más frecuente para los internos 
de segundo y tercer grado es la de compartir celda, siendo su utilización individual una 
circunstancia extraordinaria493. 

En segundo lugar, el primer grado impone una serie de cortapisas en relación con el 
régimen de vida y la capacidad de autodeterminación personal de los sujetos (art. 90.2 
RP). Estas restricciones se plasman en: 

486 Artículo 19 LOGP.
1. Todos los internos se alojarán en celdas individuales. En caso de insuficiencia temporal de aloja-
miento o por indicación del médico o de los equipos de observación y tratamiento, se podrá recurrir a 
dependencias colectivas. En estos casos, los internos serán seleccionados adecuadamente

487 Artículo 13 RP.
1. El sistema penitenciario estará orientado por el principio celular, de manera que cada interno 
disponga de una celda, salvo que sus dimensiones y condiciones de habitabilidad permitan, preser-
vando la intimidad, alojar a más de una persona, en cuyo caso se podrá autorizar compartir celda 
a petición del interno, siempre que no existan razones de tratamiento, médicas, de orden o seguridad 
que lo desaconsejen.

488 Vid. Freixa Egea, 2014, 16.
489 Artículo 90 RP. 

2. En todo caso, se cumplirá en celdas individuales, caracterizándose por una limitación de las acti-
vidades en común de los internos y por un mayor control y vigilancia sobre los mismos, exigiéndose, 
de manera especial, el acatamiento de cuantas medidas de seguridad, orden y disciplina elabore el 
Consejo de Dirección, previo informe de la Junta de Tratamiento. En ningún caso, el régimen de 
vida para estos internos podrá establecer limitaciones regimentales iguales o superiores a las fijadas 
para el régimen de cumplimiento de la sanción de aislamiento en celda.

490 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 69-70.
491 Artículo 13 RP.

2. Temporalmente, cuando la población penitenciaria supere el número de plazas individuales 
disponibles, se podrá albergar a más de un interno por celda.

492 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 260.
493 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 106; Carou 

García, 2017, 167.
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1. Limitación del margen discrecional del sujeto. Las condiciones del primer grado 
norman el comportamiento del interno de modo exhaustivo. 

2. Reducción de las relaciones sociales del recluso. Se limitan tanto las relaciones intra-
penitenciarias (horas de patio, participación en actividades, etc.) como las relaciones 
extrapenitenciarias (vis a vis, salidas programadas, vigilancia de correspondencia, etc.). 

3. Aumento de la vigilancia y control. El régimen cerrado intensifica las medidas de 
seguridad interior previstas en el artículo 65 RP494. Por ello, se exacerba la aplicación de 
cambios de celda, cacheos, requisas o controles de comunicaciones, que se convierten en 
especialmente frecuentes495. 

4. Régimen sancionador. Se establece que el primer grado no puede imponer condi-
ciones de vida más gravosas que las derivadas de la sanción de aislamiento en celda (art. 
90.2 RP). De todos modos, la frontera que se separa el régimen cerrado y la sanción de 
aislamiento en celda no resulta tan clara en la práctica. Es más, es posible encontrar su-
puestos en los que resulta cuestionable que el régimen cerrado sea menos limitador de 
derechos y libertades que el régimen disciplinario496. De hecho, nada impide normati-
vamente que los internos de primer grado puedan ser incluidos también en el régimen 
sancionador. La conjunción de ambos regímenes puede resultar todavía más lesiva que 
el ya severo régimen de vida de los internos en primer grado497. 

Asimismo, y siguiendo con las condiciones de vida en primer grado, Freixa Egea (2014, 
19 y ss.) enuncia cuatro planos desde los que analizar la vida en régimen cerrado: 

494 Artículo 65 RP.
1. Las actuaciones encaminadas a garantizar la seguridad interior de los establecimientos consisti-
rán en la observación de los internos, los recuentos de población reclusa, los registros, los cacheos, las 
requisas, los controles, los cambios de celda, la asignación adecuada de destinos y las actividades y 
cautelas propias de las salidas tanto fuera de los módulos como fuera del establecimiento.
2. La intensidad de las medidas señaladas en el apartado anterior se ajustará a la potencial peli-
grosidad de los internos a que se apliquen, particularmente en los supuestos de internos pertenecientes 
a grupos terroristas, de delincuencia organizada o de peligrosidad extrema, respetándose, en todo 
caso, los principios a que se refiere el artículo 71.
3. Al fin señalado en el apartado anterior, la Administración penitenciaria podrá constituir grupos 
especializados de funcionarios.

495 Vid. Carou García, 2017, 168 y ss.
496 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 242; Freixa Egea, 2014, 17; Leganés Gómez, 2009, 91. 
497 Vid. Carou García, 2017, 177 y ss.; Freixa Egea, 2014, 18.
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1. La relación funcionario de vigilancia-interno. El régimen cerrado complica las rela-
ciones existentes entre los funcionarios de vigilancia y los internos. Las condiciones am-
bientales del primer grado establecen una serie de rutinas y procedimientos que dificultan 
el establecimiento de relaciones fluidas498. La existencia de más controles, su naturaleza 
más invasiva, el modo en que se realiza la vigilancia, etc., contribuyen a deshumanizar el 
trato del funcionario para con el interno. Asimismo, estas medidas generan en el interno 
un estado de frustración que en multitud de ocasiones tiende a la adopción de medidas 
hostiles y de rechazo al sistema penitenciario499. Esto socava la posibilidad de establecer 
vínculos con los funcionarios, en tanto que son percibidos como la personificación del 
sistema que los oprime. 

2. El tiempo de permanencia en régimen cerrado. La estancia prolongada en régimen 
cerrado tiene fuertes consecuencias psicológicas para el sujeto. Las condiciones del pri-
mer grado implican la adaptación a un modo de vida difícilmente parangonable no sólo 
con el desarrollado en libertad, sino incluso con el de otros grados penitenciarios. Por 
ello, una estancia prolongada en régimen cerrado dificulta, cuando no imposibilita, la 
adaptación del recluso a otras modalidades de cumplimiento de la pena como el segundo 
y el tercer grado.500. 

3. La correlación entre régimen cerrado y reincidencia. Este factor posee fuertes cone-
xiones con el anterior. Las personas reincidentes y multirreincidentes son las que ocupan 
mayoritariamente los establecimientos de régimen cerrado. La interpretación que se rea-
liza de esta cuestión atiende a razones de acción-reacción. Es decir, un sujeto reincide en 
sus conductas delictivas ergo ha de ser clasificado en régimen cerrado. No obstante, esta 
relación también puede ser leída en sentido contrario. La clasificación en primer grado, 
sobre todo por períodos largos de tiempo, es un factor de riesgo para la (multi)reinciden-
cia501. Esto es así en la medida en que la adaptación al modo de vivir en régimen cerrado 
resulta difícilmente compatible con el desarrollo de otras formas de vida502. 

498 Vid. Conde, 2006, 14; Durán Durán, 2007, 299.
499 Vid. Álvarez García / Díez González / Álvarez Díaz, 2009, 121; Ríos Martín, 

2017, 103,107, 127.
500 Existen estudios que demuestran que la permanencia en una situación con un alto índice 

de incertidumbre por un tiempo indeterminado incentiva la realización de conductas hostiles y 
agresivas (vid. Shalev, 2008, 21).

501 Vid. Capdevila Capdevila / Ferrer Puig, 2009, 140-141; Garrido Genovés / 
Stengeland / Redondo Illescas, 2006, 947

502 Vid. Cabrera Cabrera / Ríos Martin, 2002.
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4. La intervención de carácter rehabilitador. Dada la naturaleza del régimen cerrado, 
resulta muy complejo articular el desarrollo de programas de reinserción y reeducación 
social. Esto es así debido a que resulta muy complicado fomentar la participación en este 
tipo de actividades en un medio tan opresivo como el régimen cerrado. Por todo ello, la 
presencia de la función resocializadora en primer grado es muy reducida en relación a lo 
esperable y totalmente ínfima respecto a lo deseable.

2.3.6.1.2. Establecimientos de cumplimiento del primer grado: Departamentos 
cerrados y especiales

El legislador penitenciario, tal como se apuntó anteriormente, creó una subdivisión de-
partamental para el régimen cerrado (arts. 72.2 LOGP503 y 91 RP504). De acuerdo con 
esta separación, el primer grado se puede desarrollar en un departamento cerrado o en 
un departamento especial. Ambas modalidades comparten las características generales 
al régimen cerrado antes expuestas, si bien incorporan particularidades. 

Los departamentos especiales (artículo 91.3 RP) tienen como finalidad alojar a aquellos 
internos que realicen graves alteraciones de la vida penitenciaria505. Dicho de otro modo, 
los departamentos especiales están diseñados para alojar a los reclusos que muestren sig-
nos de peligrosidad extrema (art. 10 LOGP). De este modo, serán ubicados aquí todos 
aquellos sujetos que hayan participado activamente (autores, cooperadores, partícipes) 
en alteraciones regimentales muy severas que hayan puesto en peligro la vida o integridad 

503 Artículo 72 LOGP.
2. Los grados segundo y tercero se cumplirán respectivamente en establecimientos de régimen ordi-
nario y de régimen abierto. Los clasificados en primer grado serán destinados a los establecimientos 
de régimen cerrado, de acuerdo con lo previsto en el número 1 del artículo 10 de esta Ley.

504 Artículo. 91 RP.
1. Dentro del régimen cerrado se establecen dos modalidades en el sistema de vida, según los internos 
sean destinados a Centros o módulos de régimen cerrado o a departamentos especiales.
2. Serán destinados a Centros o módulos de régimen cerrado aquellos penados clasificados en primer 
grado que muestren una manifiesta inadaptación a los regímenes comunes.
3. Serán destinados a departamentos especiales aquellos penados clasificados en primer grado que 
hayan sido protagonistas o inductores de alteraciones regimentales muy graves, que hayan puesto 
en peligro la vida o integridad de los funcionarios, Autoridades, otros internos o personas ajenas a 
la Institución, tanto dentro como fuera de los Establecimientos y en las que se evidencie una peligro-
sidad extrema.

505 Vid. entre todos Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 
262-263; Brandariz García, 2002; Cervelló Donderis, 2010; Cutiño Raya, 2015a, 223; 
Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 231 y ss.
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física de otros reclusos/funcionarios. Las características de cumplimiento de los depar-
tamentos especiales se encuentran reguladas en el artículo 93 del RP506. Asimismo, este 
artículo ha de completarse con la regulación contemplada en la Instrucción 17/2011, de 
8 de noviembre. En este texto de la SGIP se establecen los protocolos que han de guiar 
la ejecución de la pena en departamentos cerrados. Las materias objeto de regulación 
por parte de la Instrucción 17/2011 son muy variadas y de diversa naturaleza507: salidas 
al patio508, cacheos y registros509, acceso a los medios de comunicación así como a la cul-

506 Artículo 93 RP.
1. El régimen de los departamentos especiales se ajustará a las siguientes normas:

1.ª Los internos disfrutarán, como mínimo, de tres horas diarias de salida al patio. Este número 
podrá ampliarse hasta tres horas más para la realización de actividades programadas.

2.ª Diariamente deberá practicarse registro de las celdas y cacheo de los internos. Cuando exis-
tan fundadas sospechas de que el interno posee objetos prohibidos y razones de urgencia exijan una 
actuación inmediata, podrá recurrirse al desnudo integral por orden motivada del Jefe de Servicios, 
dando cuenta al Director. Este cacheo se practicará en la forma prevista en el artículo 68.

3.ª En las salidas al patio no podrán permanecer, en ningún caso, más de dos internos juntos. Este 
número podrá aumentarse hasta un máximo de cinco para la ejecución de actividades programadas.

4.ª Los servicios médicos programarán las visitas periódicas a estos internos, informando al Di-
rector sobre su estado de salud.

5.ª El Consejo de Dirección elaborará las normas de régimen interior sobre servicios de barbería, 
duchas, peluquería, Economato, distribución de comidas, limpieza de celdas y dependencias comunes, 
disposición de libros, revistas, periódicos y aparatos de radio y televisión y sobre las ropas y enseres de 
que podrán disponer los internos en sus celdas.

6.ª Para estos departamentos especiales se diseñará un modelo de intervención y programas ge-
néricos de tratamiento ajustados a las necesidades regimentales, que estarán orientados a lograr 
la progresiva adaptación del interno a la vida en régimen ordinario, así como a la incentivación 
de aquellos factores positivos de la conducta que puedan servir de aliciente para la reintegración y 
reinserción social del interno, designándose el personal necesario a tal fin.
2. Las normas de régimen interior elaboradas por el Consejo de Dirección, así como los programas a 
que hace referencia el apartado anterior, serán remitidas al Centro Directivo para su modificación 
o aprobación.

507 Vid. por todos Carou García, 2017, 184 y ss.
508 Las salidas al patio serán como mínimo de tres horas diarias, pudiendo ampliarse este plazo 

en tres horas más por razón de cumplimiento de las actividades de tratamiento (art. 93.1 RP).
509 Todos los internos serán cacheados siempre tanto a la salida como a la entrada de la celda. 

Asimismo, las celdas también serán registradas diariamente (art. 92.3 RP).
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tura510, objetos permitidos en la celda511, higiene personal512 y del habitáculo habitacio-
nal513, comidas514, restricción del contacto con los funcionarios515, comunicaciones con 
personas del exterior516, etc.

En contraposición a los establecimientos especiales se encuentran los departamentos 
cerrados. Estos departamentos, también llamados Modalidad B o de “segunda fase”517 
(art. 91.2 RP), alojan a los reclusos que muestren signos inequívocos de inadaptación a 
los regímenes comunes, es decir, segundo y tercer grado518. Las características de cumpli-

510 El preso puede tener en la celda tres libros, tres revistas y periódicos. Esta limitación se 
flexibiliza en relación con el material de estudio, que en ese caso será el necesario para acometer 
las tareas educativas.

511 El recluso solo dispondrá en la celda de la ropa y los enseres mínimos y necesarios para el 
uso diario. El resto de sus pertenencias se alojará en el almacén del Departamento. El cambio de 
ropa se encuentra pautado y coordinado con su salida al patio. Todo intercambio de ropa y enseres 
será vigilado y cacheado. El servicio de lavandería es semanal. Todas las prendas del interno deben 
estar contadas y resultar identificables. El interno está autorizado al uso de una radio no superior 
a 40 x 13 cms. con audífono, así como a un aparato de televisión no superior a 19 pulgadas.

512 El interno dispondrá de un cabezal de maquinilla de afeitar eléctrica. Así las cosas, el cuerpo 
de la máquina le será entregado cuando desee afeitarse. El interno deberá entregarlo de nuevo a 
efectos de custodia tan pronto acabe su afeitado. Por lo general, las celdas poseen ducha integra-
da. De no ser así, esta se podrá realizar de manera diaria y, para ello, se amplía en 10 minutos el 
horario de patio. 

513 Es tarea del interno la limpieza de la celda, así como de las zonas y pasillos anejos. La lim-
pieza de zonas comunes será realizada por internos-auxiliares que, en todo caso, serán cacheados 
antes y después de acceder al departamento, y que en ningún caso tendrán acceso al material de 
limpieza más allá de lo estrictamente necesario para realizar sus tareas.

514 La comida se facilita al interno a través del pasa-bandejas sin que se pueda abrir, en ningún 
caso, la puerta de seguridad. Los alimentos, así como el interno-auxiliar, serán controlados siem-
pre por el funcionario.

515 A excepción de los tiempos de descanso nocturno, siempre que el funcionario haga acto de 
presencia en la celda el interno debe colocarse en el fondo y con las manos visibles.

516 El interno podrá disponer de comunicaciones telefónicas. No obstante, siempre deberá 
acreditar la titularidad del número receptor de la llamada. Asimismo, y en relación con las co-
municaciones íntimas y personales, no se plantea diferencia alguna respecto de los internos no 
ubicados en régimen cerrado.

517 Vid. Pérez Cepeda / Fernández García, 2016, 113.
518 Vid. Carou García, 2017, 155 y ss.; Daunis Rodríguez, 2016a, 135; Juanatey Do-

rado, 2016, 109; Leganés Gómez, 2009, 78; Racionero Carmona, 1999, 146.
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miento se encuentran previstas en el artículo 94 RP519. Del mismo modo que en el caso 
de los departamentos especiales, la Instrucción 17/2011 introduce normas para los de-
partamentos cerrados. Se contempla un amplio catálogo de cuestiones, que son reguladas 
y organizadas por la dirección del centro penitenciario520: salidas al patio, limitación del 
contacto con otros internos, cacheos y registros diarios, visitas médicas, acceso a material 
cultural y los medios de comunicación, objetos permitidos en la celda, higiene personal 
y limpieza de celdas, comidas, restricción del contacto con los funcionarios, comunica-
ciones con el exterior y permisos de salida.

La existencia de departamentos cerrados y especiales supone la materialización arqui-
tectónica521 de un régimen de vida cuyo fin principal reside en aislar a un grupo de per-
sonas del resto de la población penitenciaria. La justificación que asiste al legislador y a 
los operadores penitenciarios a la hora de ubicar a los internos en estos establecimientos 
reside en la incapacidad para desarrollar los rudimentos sociales básicos que se necesitan 
para vivir en los demás grados penitenciarios. El hecho de que el régimen cerrado tenga 
un componente inocuizador tan fuerte resulta muy clarificador de la posición que ocupa 
en el sistema penitenciario522. Es decir, el primer grado desarrolla un rol de minimización 
del riesgo y maximización del control, cuya importancia resalta por encima incluso de la 
resocialización y reeducación social523. 

519 Artículo 94 RP.
El régimen de los módulos o centros cerrados se ajustará a las siguientes normas:
1. Los internos disfrutarán, como mínimo, de cuatro horas diarias de vida en común. Este horario 
podrá aumentarse hasta tres horas más para la realización de actividades previamente programadas.
2. El número de internos que, de forma conjunta, podrán realizar actividades en grupo, será esta-
blecido por el Consejo de Dirección, previo informe de la Junta de Tratamiento, con un mínimo de 
cinco internos.
3. La Junta de Tratamiento programará detalladamente las distintas actividades culturales, depor-
tivas, recreativas o formativas, laborales u ocupacionales que se someterán a la aprobación del Consejo 
de Dirección. Estos programas se remitirán al Centro Directivo para su autorización y seguimiento.

520 El contenido de estas limitaciones es esencialmente el mismo que el dispuesto para los 
Departamentos especiales. De todos modos y si bien es posible introducir ligeras modificaciones 
estas no logran modificar sustancialmente la cotidianeidad del recluso. Así las cosas, y como ejem-
plo de estas diferencias, en el departamento cerrado el interno podrá utilizar para su afeitado una 
maquinilla desechable (utensilio no permitido en un departamento espacial) que será entregado 
al funcionario correspondiente a la finalización de la tarea.

521 Vid. Gallego Díaz et al., 2010,172-173.
522 Vid. Arribas López, 2010, 340 y ss.; Carou García, 2017, 309 y ss.
523 Vid. Aranda Carbonel, 2006, 49 y ss.; Cutiño Raya, 2015a, 217 Ríos Martín / 

Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 260 y ss.; Ríos Martín / Cabre-
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Por todo ello, el régimen cerrado hace brotar una serie de dudas que cuestionan su 
procedencia hasta el límite de su propia existencia524. El hecho de que la legitimidad del 
régimen cerrado se asiente con base en necesidades contextuales pasadas, argumentos 
securitarios asumidos axiomáticamente o posiciones ideológicas inatacables debería ser 
suficiente para abrir un debate que permita construir otros modos de concebir el sistema 
penitenciario, en particular, y el modelo de penalidad en general. 

2.3.6.2. Segundo Grado

El segundo grado penitenciario es la modalidad que el legislador concibe como ordina-
ria. Por ello, se conoce también por el nombre de régimen ordinario. Su regulación en 
la LOGP es breve y poco específica525. La mayor parte de las referencias existentes son 
escuetas alusiones en las que se explican cuestiones operativas pero que nunca entran en 
un desarrollo pormenorizado. Esta situación no cambia demasiado en el RP, por más que 
el capítulo II del Título III esté dedicado a la regulación del régimen ordinario (arts. 76-79 
RP). Asimismo, y también dentro del RP, no se puede obviar la referencia al art. 102.3526.

La regulación del segundo grado queda supeditada a unos criterios de aplicación os-
tensiblemente vagos. Tanto es así que hasta su definición se realiza por exclusión527. El 
artículo 102.3 RP establece dos límites, superior e inferior. El límite superior está marcado 
por la clasificación en primer grado y el límite inferior marcado por la clasificación en 
tercer grado. De este modo, el segundo grado es de aplicación para aquellos sujetos “en 
quienes concurran unas circunstancias personales y penitenciarias de normal convivencia 
pero sin capacidad para vivir, por el momento, en semilibertad”. 

ra Cabrera, 2002, 26. 
524 Vid. Brandariz García, 2017, 20-21; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / 

Pascual Rodríguez, 2016, 267 y ss.
525 Vid. artículos 9,10, 69 y 72 LOGP.
526 Artículo 102 RP.

3. Serán clasificados en segundo grado los penados en quienes concurran unas circunstancias per-
sonales y penitenciarias de normal convivencia, pero sin capacidad para vivir, por el momento, en 
semilibertad.

527 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 234; Cervelló 
Donderis, 2016, 227; Fernández Bermejo, 2013, 312; Gudín Rodríguez Magariños 
/ Nistal Burón, 2015, 402; Pérez Cepeda / Fernández García, 2016, 105; Racionero 
Carmona, 1999. 150.
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El rebasamiento del límite superior se encuentra reservado a aquellas personas que no 
son capaces de adaptarse a una normal convivencia. Esta expresión, dentro del ámbito de la 
clasificación penitenciaria, es equivalente a que el sujeto muestre conductas especialmente 
peligrosas o inadaptadas, por lo que no debe ser clasificado en segundo grado sino en 
régimen cerrado. Por otro lado, la redacción del art. 102.3 RP también marca la existencia 
de un límite inferior. Este se manifiesta en la expresión “pero sin capacidad para vivir, por 
el momento, en semilibertad”. Si el sujeto se adapta no sólo a la normal convivencia sino 
que incluso podría vivir en semilibertad el régimen ordinario no es adecuado para él. En 
este caso, el tercer grado es más adaptado a sus características. 

Así las cosas, el segundo grado no se explica en términos propositivos. Su definición es 
elidida en pro de una demarcación de sus fronteras. Este método de conceptualización en 
negativo es posible gracias a que el legislador optó por definir con precisión sus límites, 
el primer y el tercer grado528. De esta manera, el régimen ordinario contiene todo lo que 
no es subsumible en los otros dos grados. El segundo grado es un escenario liminal que 
hace las veces de categoría subsidiaria en tanto que no posee unos requisitos claramente 
establecidos, al contrario de lo que sucede con los otros dos grados. Es decir, todo indi-
viduo cuyas circunstancias no se adapten a lo delimitado en el primer o tercer grado se 
incluye en el segundo. Este grado emerge, metafóricamente, como una suerte de purgatorio 
penitenciario al que se destinan a todos aquellos internos que no son lo suficientemente 
pecadores como para estar en primer grado pero tampoco lo suficientemente piadosos 
como para acceder al tercero. De hecho, en una línea muy similar se expresa Cervelló 
Donderis (2004, 11) “el segundo grado actúa como un cajón de sastre en que cabe casi 
todo, frente a la excepcionalidad del primero y tercer grado”529. Como apunte histórico, 
se puede destacar que esta concepción del segundo grado posee una larga tradición en la 
normativa española. El Decreto 162/1968, de 25 de enero, sobre modificación de deter-
minados artículos del Reglamento de los Servicios de Prisiones de 2 de febrero de 1956 
ya utilizaba en su exposición de motivos el término “intermedio” como calificativo para 
los establecimientos en donde cumplían condena “los que presenten condiciones favorables 
en orden a su readaptación social”, pero que todavía no se encontrasen “ya readaptados”, 
como se les exigía a los de régimen abierto. 

A pesar de la indefinición normativa del segundo grado, nada impide que se puedan 
extraer un conjunto de características que le son propias y lo dotan de contenido. Todo 
ello sin perjuicio de que estas particularidades no resultan exclusivas del segundo grado. 

528 Vid. Zúñiga Martínez, 2016, 181.
529 En esta misma línea, vid. Fernández Bermejo, 2013, 312; Leganés Gómez, 2009, 96.
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De acuerdo con una interpretación literal del art. 76 LOGP530, el régimen ordinario se 
asienta sobre cinco pilares: seguridad, orden, disciplina, trabajo y formación. Los tres 
primeros se consideran principios y los dos segundos actividades básicas del centro pe-
nitenciario531. Estos principios se supeditan, no sólo, aunque si de manera importante, al 
cumplimiento de un fin ulterior: la convivencia ordenada dentro de los establecimientos 
penitenciarios532. 

Desde un punto de vista estructural, el segundo grado no posee sub-clasificaciones tan 
explícitas como el primer o tercer grado533. En el régimen ordinario esta cuestión es abar-
cada por el artículo 63 LOGP que considera como establecimiento de cumplimiento “el 
más adecuado al tratamiento que se le haya señalado, y en su caso, al grupo o sección más 
idóneo dentro de aquel”. De este modo, las sub-clasificaciones se articulan como un modo 
adecuar sus pilares fundacionales (seguridad, orden, disciplina, trabajo y formación) a 
la consecución del fin tratamental534. Respecto de esta cuestión resulta especialmente 
interesante la opinión de Ríos Martín, Etxeberria Zarrabeitia y Pascual Rodríguez. Estos 
autores contraponen su experiencia práctica a la literalidad de la normativa penitenciaria, 
para exponer que “lamentablemente la realidad penitenciaria se distancia mucho de la 
legalidad. Los principios de orden, seguridad y disciplina están hipervalorados, predomi-
nando lo regimental sobre el tratamiento en todos los órdenes de la vida carcelaria, (…). En 
la práctica, las actividades, su programación y participación dependen con exclusividad del 
régimen” (Ríos Martín, Etxeberria Zarrabeitia y Pascual Rodríguez, 2016, 212).

Dadas las características recién expuestas, en las que se pone de manifiesto la existencia 
de una deficiente definición normativa, así como de una delimitación conceptual ancla-
da en conceptos jurídicos de difusa aprehensión (seguridad, orden, disciplina, trabajo y 

530 Articulo 76 LOGP.
1. En los establecimientos de régimen ordinario los principios de seguridad, orden y disciplina ten-
drán su razón de ser y su límite en el logro de una convivencia ordenada.
2. La separación interior de la población reclusa, conforme a los criterios establecidos en el artículo 16 
de la Ley Orgánica General Penitenciaria, se ajustará a las necesidades o exigencias del tratamiento, 
a los programas de intervención y a las condiciones generales del Centro.
3. El trabajo y la formación tendrán la consideración de actividad básica en la vida del Centro.

531 Vid. Aranda Carbonel, 2006, 53; Armenta González-Palenzuela / Rodríguez 
Ramírez, 2009, 234-235; Fernández Bermejo, 2013, 313; Ríos Martín / Etxeberria 
Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 212.

532 Vid. Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 579; Gudín Rodríguez Maga-
riños / Nistal Burón, 2015, 403.

533 Vid. Gudín Rodríguez Magariños / Nistal Burón, 2015, 403-405.
534 Vid. Leganés Gómez, 2009, 95; Zúñiga Martínez, 2016, 182.
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formación), podría inferirse que el segundo grado es una situación anecdótica dentro de 
la clasificación penitenciaria. No obstante, esta idea debe rechazarse de plano si se analiza 
la composición de la población reclusa por grados. Existe una tendencia histórica que 
permite afirmar que el segundo grado penitenciario alberga, de un modo abrumador, 
al mayor grupo de la población penitenciaria535. De hecho, desde 1982 (53,2% del total) 
hasta el año 2017 (74,6% del total) ha mantenido un crecimiento casi constante536. Esto 
conforma un argumento más a la hora de sostener la existencia de claras divergencias 
entre el tratamiento académico, la extensión normativa que posee el segundo grado pe-
nitenciario y su importancia en la estructura de la población penitenciaria en España. 

2.3.6.2.1. Régimen interno del segundo grado penitenciario

El régimen interno del segundo grado se articula sobre los principios de seguridad, orden 
y disciplina que tienen su razón de ser y límite en la consecución de una convivencia or-
denada dentro de los centros penitenciarios537. Todo tipo de actuaciones que se lleven a 
cabo en segundo grado tienen que cumplir con estos principios. El escenario que surge de 
adecuar el segundo grado a estos factores se adjetiva como ordinario538. El segundo grado 
engloba el espacio en el que las relaciones penitenciarias se desarrollan de acuerdo con 
un patrón de normalidad. Dicho de otro modo, el segundo grado abarca todas aquellas 
situaciones que se encuentran lejos de unos extremos fijados por las características del 
primer y tercer grado penitenciario. Así pues, el segundo grado comprende los ámbitos 
que más frecuentemente se reproducen en el sistema penitenciario y que, por ende, ad-
quieren el carácter de ordinarios. No obstante, desde un plano meramente discursivo 
resulta complejo comprender como se puede utilizar este término (ordinario) para de-
finir una situación que poco o nada tiene que ver con ella. La privación de libertad, ha 
sido, es, y debería ser una situación totalmente inusual. De esta manera, no parece muy 
adecuado que la utilización del término ordinario designe un compendio de actividades 

535 Información extraída de los Informes generales de Instituciones Penitenciarias. 
http://www.institucionpenitenciaria.es/web/portal/documentos/publicaciones.html(Último 
acceso: 09/2018). Asimismo vid. Aranda Carbonel, 2006, 43; Cutiño Raya, 2015b, 63-64.

536 Vid en los Informes Generales de IIPP: 1995: 67,5%, 2005: 74,7%, 2010: 80%
http://www.institucionpenitenciaria.es/web/portal/documentos/publicaciones.html(Último 
acceso: 09/2018). A la cifra de 74,6% se ha de añadir que en 2017 un 7,7% de la población pe-
nitenciaria consta como no clasificada. De este modo, puede interpretarse que de ese 7,7% gran 
parte será clasificada en segundo grado engrosando ese 74,6% total. 

537 Vid. Ríos Martín, 2011, 152.
538 Se entiende el concepto de ordinario de acuerdo con su primera acepción en el diccionario 

de la RAE: Común, regular y que sucede habitualmente.
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incluidas dentro de una categoría más amplia que nada tiene de ordinaria. Así las cosas, 
se constata como uno de los grandes legitimadores del régimen del segundo grado es el 
propio lenguaje. La utilización de la palabra ordinario remite a una noción ajena a ese 
contexto. Es decir, tiene un significado cotidiano diferente del que debería de tener den-
tro del contexto penitenciario. Por ello, su utilización en este contexto como calificativo 
no resulta adecuada, debido a que dificulta la comprensión que debería tener este grado 
penitenciario. De esta forma, y como recomendación, se considera apropiado abrir un 
debate que tenga como finalidad renombrar el grado ordinario. Todo ello, en aras de 
conseguir una mayor comprensión y visibilización del contenido e implicaciones que 
este grado clasificatorio posee y despliega en el sistema penitenciario.

Más allá de la disquisición anterior, el legislador se apoya en diferentes herramientas para 
intentar conseguir el fin específico del segundo grado penitenciario, la “ordenada convi-
vencia”. La primera se recoge en el RP y reside en un férreo control del tiempo539 (art. 77 
RP)540. La cotidianeidad en el segundo grado se encuentra constreñida por el ineludible 
cumplimiento de un horario (art. 25.1 LOGP)541 que es elaborado mensualmente por el 
consejo de dirección (art. 77.3 RP). Más allá de que esta potestad recaiga en el consejo de 

539 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 235-236; Baras 
González, 2015, 136; Cervelló Donderis, 2016, 254; Daunis Rodríguez, 2016a, 58; 
Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 580-581; Leganés Gómez, 2009, 97; Pérez 
Cepeda / Fernández García, 2016, 105.

540 Artículo 77 RP.
1. El Consejo de Dirección aprobará y dará a conocer entre la población reclusa el horario que debe 
regir en el Centro, señalando las actividades obligatorias para todos y aquéllas otras de carácter 
optativo y de libre elección por parte de los internos.
2. En cualquier caso, se garantizarán ocho horas de descanso nocturno, un mínimo de dos horas para 
que el interno pueda dedicarlas a asuntos propios y tiempo suficiente para atender a las actividades 
culturales y terapéuticas y a los contactos con el mundo exterior.
3. Igualmente el Consejo de Dirección aprobará mensualmente el calendario de actividades previsto 
para el mes siguiente con indicación expresa de los días y horas de su realización, y de los internos a 
quienes afecte, en el caso de que no afectara a la totalidad de internos del Centro. Este calendario 
será puesto en conocimiento de los internos y estará expuesto permanentemente en lugar visible para 
los mismos.
4. El horario aprobado por el Consejo de Dirección, así como el calendario mensual de actividades 
será puesto en conocimiento del Centro Directivo para su ratificación o reforma, antes del día quince 
del mes anterior a aquel a que se refiera.
5. Asimismo, vendrá obligado a difundir entre los internos, con la periodicidad que se determine en las 
normas de régimen interior, aquellas actividades no regulares que se organicen en el Establecimiento.

541 Artículo 25 LOGP.
1. En todos los establecimientos penitenciarios regirá un horario, que será puntualmente cumplido.



David Castro Liñares

142

dirección, se permite a los internos participar en la parte relativa a actividades de orden 
educativo, recreativo, religioso, laboral, cultural o deportivo (art. 55.1 RP)542. Dentro de 
esta distribución temporal los arts. 25.2 LOGP543 y 77.2 RP se encargan de establecer 
un mínimo de ocho horas para el descanso nocturno y un mínimo de dos horas para 
asuntos propios. Igualmente, y al margen de estas dos prescripciones temporales, la vida 
cotidiana en prisión se encuentra completamente estructurada544: 

Distribución horaria en segundo grado

07h:30 Inicio del día: aseo 14h:30 Celda. Segundo Recuento

08h:00 Primer recuento 16h:30-19h:30 Actividades / Patio

08h:30 Desayuno 19h:30 Cena

08h:30-13h:30 Actividades / Patio 21h:00 Celda. Tercer Recuento

13h:30 Comida 24h:00 Fin del día

Este cuadro muestra como en los establecimientos penitenciarios existe una rutina que 
determina de manera inamovible una serie de hitos en el devenir cotidiano. De esta manera, 
se puede observar que los recuentos o las actividades se encuentran fijados temporalmente 
de modo que vertebran el día a día de los reclusos. Por ello, uno de los modos de conseguir 
la “ordenada convivencia” es a través del manejo del tiempo de los presos. La imposición 
de tareas y horarios reduce la capacidad de autodeterminación personal. El cumpliendo 
del horario propuesto por el centro penitenciario imposibilita la realización de actividades 
emanadas de la propia voluntad de los reclusos. Es decir, mientras se está siguiendo el ho-
rario y las actividades propuestas los operadores penitenciarios tienen el control sobre el 
devenir de los acontecimientos, pues se están desarrollando con arreglo a su planificación.

542 Artículo 55 RP.
1. Los internos participarán en la organización del horario y de las actividades de orden educativo, 
recreativo, religioso, laboral, cultural o deportivo.

543 Artículo 25 LOGP.
2. El tiempo se distribuirá de manera que se garanticen ocho horas diarias para el descanso nocturno 
y queden atendidas las necesidades espirituales y físicas, las sesiones de tratamiento y las actividades 
formativas laborales y culturales de los internos.

544 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 236; Daunis 
Rodríguez, 2016a, 58; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 
2016, 212.
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Otro de los pilares sobre los que se construye el régimen interno del segundo grado lo 
conforman el trabajo penitenciario y la formación (art. 76.3 RP)545. El trabajo y la forma-
ción poseen una base de legitimación muy sólida en el mandato constitucional del art. 25.2 
CE. Esto es así en tanto que se consideran piezas claves en la consecución de la reeducación 
y reinserción social546. El art. 76.3 RP les otorga el carácter de condición indispensable 
dentro del segundo grado. No obstante, y a pesar del fuerte componente resocializador 
que posee el binomio trabajo-formación, la satisfacción de la “convivencia ordenada” re-
sulta su prioridad fundamental. El hecho de ocupar547 al grupo objeto de control con este 
tipo de actividades refuerza el espíritu biopolítico548 de las instituciones penitenciarias549. 
De hecho, esta preeminencia del control se puede apreciar incluso normativamente. El 

545 Artículo 76 RP.
3. El trabajo y la formación tendrán la consideración de actividad básica en la vida del Centro.

546 Sobre esta cuestión existe una ingente cantidad de bibliografía. Por ello, se recomienda to-
mar las siguientes referencias como una enumeración sin ánimo de exhaustividad, vid. por todos 
Alarcón Caracuel, 1978, 29 y 33; Bueno Arús, 1978, 268-269; González Collantes, 
2014, 4 y ss.; Palomeque López, 1990, 305 y ss.; Suárez Tascón, 2015, 216 y ss. 

547 La utilización del término ocupar en este punto posee una doble carga semántica. Por un lado 
se refiere a la ocupación laboral, en tanto que emplearse en un trabajo, ejercicio o tarea (definición 
octava del Diccionario de la RAE) y, por otro lado, se remite a la idea de poner la consideración 
en un asunto o negocio (definición décima del Diccionario de la RAE).

548 El concepto de Biopolítica ha sido acuñado por Michel Foucault. Su primera enunciación 
se produjo enmarcada en el curso impartido en el Collége de France durante el curso 1978-1979 
(Foucault, 2009). No obstante, su definición ha sido recogida en múltiples escritos y en relación 
con diversos temas. A fin de ejemplificar esta cuestión se aportan aquí algunas de estas definiciones: 
Foucault (1984b, 173): “Habría que hablar de “bio-política” para designar lo que hace entrar a la 
vida y sus mecanismos en el dominio de los cálculos explícitos y convierte al poder-saber en un agente 
de transformación de la vida humana (…) el hombre moderno es un animal en cuya política está 
puesta en entredicho su vida de ser viviente”. También, Foucault (1999, 209): “La forma en que 
a partir del siglo XVIII, se han tratado de racionalizar los problemas que planteaban a la práctica 
gubernamental fenómenos propios de un conjunto de seres vivos constituidos como población: salud, 
higiene, natalidad, longevidad, razas, etc.” y por último, Foucault (2008, 13): “El conjunto de 
mecanismos por medio de los cuales aquello que, en la especie humana, constituye sus rasgos biológi-
cos fundamentales, podrá ser parte de una política, una estrategia política, una estrategia general 
del poder”. En caso de que se desee acudir a una explicación más detenida de este concepto, vid 
Foucault, 2003, 205-225. Dada la ingente bibliografía existente sobre este concepto, en este 
punto no procede ir más allá de las definiciones realizadas por el propio autor.

549 Vid. Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 624; 
Suárez Tascón, 2015, 224-225.
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Real Decreto 782/2001, de 6 de julio550, regulador del trabajo penitenciario expone en sus 
artículos 9.2.d y 10.2.e que la relación laboral puede suspenderse o extinguirse por razones 
de disciplina y seguridad penitenciaria. De este modo, la función rehabilitadora del trabajo 
y la formación se supedita, siempre que sea preciso, a la máxima operativa de minimizar 
el riesgo y maximizar el control.

Más allá del control del tiempo y del fomento del trabajo y la formación, el segundo gra-
do también incluye una serie de conductas de obligado cumplimiento (art. 78 RP)551. El 
contenido de este artículo versa principalmente sobre el cumplimiento de las prestaciones 
que a título personal tienen que satisfacer los internos: 

1. Respeto del horario del centro. El cumplimiento escrupuloso del horario se considera 
una cuestión tan esencial que se convierte en obligatoria. -De esta manera, la gestión del 
tiempo vuelve a emerger como una cuestión capital para el legislador. Este principio tiene 
su reflejo no sólo en el art. 78 RP, sino también en los arts. 4.1.b LOPG552 y 5.2.b. RP553. 

2. Cumplimento y colaboración con las medidas higiénicas y sanitarias. Al igual que 
sucede con el anterior requisito, este factor desborda el contenido del art. 78 RP y se 

550 RD 782/2001 de 6 de julio regulador del trabajo penitenciario, la relación laboral de carácter 
especial de los penados que realicen actividades laborales en talleres penitenciarios y la protección 
de la Seguridad Social de los sometidos a penas de trabajo en beneficio de la comunidad

551 Artículo 78 RP.
1. Todos los reclusos están obligados a respetar el horario del Centro, así como a cumplir y a colaborar 
con las medidas de higiene y sanitarias que se adopten, procurando que las instalaciones se encuentren 
siempre limpias y haciendo un buen uso de las mismas.
2. Conforme a lo establecido en el artículo 29.2 de la Ley Orgánica General Penitenciaria, los in-
ternos vendrán obligados a realizar las prestaciones personales necesarias para el mantenimiento 
del buen orden, la limpieza y la higiene en los Establecimientos.

552 Artículo 4 LOGP.
1. Los internos deberán:

b. Acatar las normas de régimen interior, reguladoras de la vida del establecimiento, cumpliendo 
las sanciones disciplinarias que le sean impuestas en el caso de infracción de aquellas, y de conformi-
dad con lo establecido en el artículo 44.

553 Artículo 5 RP.
2. En consecuencia, el interno deberá:

b) Acatar las normas de régimen interior y las órdenes que reciba del personal penitenciario en 
el ejercicio legítimo de sus atribuciones.
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encuentra previsto en los artículos 19.3 LOGP554 y 5.2.e RP555. La generación de un am-
biente respetuoso con unos estándares de salubridad mínimos se considera beneficioso 
para el conjunto de la colectividad penitenciaria. De todos modos, su incumplimiento 
difícilmente va a desencadenar consecuencias disciplinarias556. 

3. Mantenimiento y buen uso de las instalaciones. Al igual que acontece en los demás 
casos, este factor también encuentra acomodo en otros artículos más allá del art. 78 
RP, en concreto en los arts. 29.2 in fine LOGP557, art. 5.2.d RP y art 5.2.f RP558. Al 
contrario de lo que sucedía con el factor anterior, el incumplimiento de este requisito 
sí que lleva aparejadas consecuencias disciplinarias559 (art. 233 RP560). 

554 Artículo 19 LOGP.
3. Por razones de higiene se exigirá un cuidadoso aseo personal. A tal fin, la administración facilitará 
gratuitamente a los internos los servicios y artículos de aseo diario necesarios.

555 Artículo 5 RP.
2. En consecuencia, el interno deberá:

e) Observar una adecuada higiene y aseo personal, corrección en el vestir y acatar las medidas 
higiénicas y sanitarias establecidas a estos efectos.

556 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 237. 
557 Artículo 29 LOGP.

2 (…) Todo interno deberá contribuir al buen orden, limpieza e higiene del establecimiento, siendo 
reglamentariamente determinados los trabajos organizados a dichos fines.

558 Artículo 5 RP.
2. En consecuencia, el interno deberá:

instalaciones del establecimiento.
d) Utilizar adecuadamente los medios materiales que se pongan a su disposición y las instala-

ciones del establecimiento.
f) Realizar las prestaciones personales obligatorias impuestas por la Administración penitenciaria 

para el buen orden y limpieza de los establecimientos.
559 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 237.
560 Artículo 233 RP.

1. Por la comisión de las faltas muy graves, tipificadas en el artículo 108 del Reglamento Penitencia-
rio aprobado por Real Decreto 1201/1981, de 8 de mayo, podrán imponerse las siguientes sanciones:

a) Sanción de aislamiento en celda de seis a catorce días de duración, siempre que se haya manifes-
tado una evidente agresividad o violencia por parte del interno o cuando éste reiterada y gravemente 
altere la normal convivencia del Centro.

b) Sanción de aislamiento de hasta siete fines de semana.
2. Por la comisión de las faltas graves, tipificadas en el artículo 109 del Reglamento Penitenciario 
aprobado por el Real Decreto 1201/1981, de 8 de mayo, podrán imponerse las siguientes sanciones:

a) Sanción de aislamiento en celda de lunes a viernes por tiempo igual o inferior a cinco días, 
siempre que concurran los requisitos de la letra a) del apartado anterior.
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4. Prestaciones personales obligatorias. Este tipo de acciones están recogidas en el artí-
culo 29.2 LOGP561. Uno de los principales problemas que surgen en relación con esta 
cuestión es que la normativa penitenciaria no determina exactamente su contenido562. 
En la práctica, esta categoría se encuentra integrada por la limpieza de las celdas y las 
zonas comunes563. Así las cosas, se puede comprobar como el artículo 78 RP reúne 
un catálogo de obligaciones y las vincula al segundo grado. En consecuencia, este pre-
cepto no genera ningún tipo de innovación material, sino que su contribución reside 
en aportar elementos que colaboren en la obtención de una “ordenada convivencia”. 

Por todo ello, y como cierre al régimen interno del segundo grado, se puede inferir 
que la finalidad del régimen interno del segundo grado reside en la construcción de un 
escenario penitenciario tranquilo y predecible. Un espacio que esté basado en la apli-
cación de los principios de seguridad, orden y disciplina y en el que cualquier circuns-
tancia que lo cuestione será o bien redirigida a los intereses comunes o bien eliminada.

2.3.6.3. Tercer grado

El tercer grado o régimen abierto es otra de las posibilidades que el legislador contempla 
dentro de la clasificación penitenciaria. Sus primeras referencias normativas se remiten 
al Decreto 162/1968, de 25 de enero, sobre modificación de determinados artículos 
del Reglamento de los Servicios de Prisiones, de 2 de febrero de 1956. Este decreto, 

b) Las restantes faltas graves se sancionarán con privación de permisos de salida por tiempo igual 
o inferior a dos meses, limitación de las comunicaciones orales al mínimo tiempo previsto reglamen-
tariamente durante un mes como máximo o privación de paseos y actos recreativos comunes desde 
tres días hasta un mes como máximo.
3. Las faltas leves tipificadas en el artículo 110 del Reglamento Penitenciario aprobado por el Real 
Decreto 1201/1981, de 8 de mayo, sólo podrán corregirse con privación de paseos y actos recreativos 
comunes de hasta tres días de duración y con amonestación.

561 Artículo 29 LOGP.
2. Los sometidos a prisión preventiva podrán trabajar conforme a sus aptitudes e inclinaciones. La 
administración del establecimiento les facilitará los medios de ocupación de que disponga, permitiendo 
al interno procurarse a sus expensas otros, siempre que sean compatibles con las garantías procesales y 
la seguridad y el buen orden de aquél. Los que voluntariamente realicen cualquiera de los trabajos 
expresados en el artículo 27 lo harán en las condiciones y con los efectos y beneficios previstos en esta 
Ley. Todo interno deberá contribuir al buen orden, limpieza e higiene del establecimiento, siendo 
reglamentariamente determinados los trabajos organizados a dichos fines.

562 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 237; Fernán-
dez Arévalo / Nistal Burón, 2016, 581-582.

563 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 237-238.
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en su artículo 5, declaraba la existencia de establecimientos: “de régimen abierto para 
quienes bien inicialmente o bien por la evolución del tratamiento a que fueron sometidos 
estén en condiciones de vivir en régimen de semilibertad”. Actualmente, el tercer grado 
se encuentra regulado en el artículo 72 LOGP, así como en el RP, donde ocupa el ca-
pítulo III del Título III (arts. 80-88).

El tercer grado penitenciario plantea un régimen de cumplimiento menos restrictivo 
en términos de derechos y libertades que el primer y segundo grado. De este modo, 
configura un contexto más cercano a la vida en libertad564. De hecho, desde el Decre-
to 162/1968 se utiliza el término semi-libertad como característica de su régimen de 
vida. Esta denominación todavía se encuentra presente en el RP actual (74.2565, 102.3 
y 102.4566), si bien no se utiliza en ningún artículo del capítulo específico. 

A pesar de que el modo de cumplimiento es menos restrictivo que el impuesto por 
el primer y segundo grado, el tercer grado no se puede entender bajo ningún concepto 
como una especie de beneficio penitenciario567, ya que, como destacaba Mir Puig (1985, 
770) “el preso sigue estando preso”. Esta misma idea es refrendada por la SGIP, que en 
su Instrucción 9/2007 declara que: “El tercer grado de tratamiento no es un beneficio 
penitenciario. Es una modalidad ordinaria de cumplimento de condena, a la que de-
ben ir destinados, bien inicialmente o cuando su evolución así lo permita, todos aquellos 
internos que presenten una capacidad de inserción social positiva”568.

564 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 59; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 
585 y ss.; Mata y Martín, 2015, 158-159; Pérez Cepeda / Fernández García, 2016, 106; 
Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 215-216.

565 Artículo 74 RP.
2. El régimen abierto se aplicará a los penados clasificados en tercer grado que puedan continuar su 
tratamiento en régimen de semilibertad.

566 Artículo 102 RP.
3. Serán clasificados en segundo grado los penados en quienes concurran unas circunstancias per-
sonales y penitenciarias de normal convivencia, pero sin capacidad para vivir, por el momento, en 
semilibertad.
4. La clasificación en tercer grado se aplicará a los internos que, por sus circunstancias personales y 
penitenciarias, estén capacitados para llevar a cabo un régimen de vida en semilibertad.

567 Vid. Cutiño Raya, 2015a, 230; Mir Puig, 1985, 768 y ss.
568 Vid. I. 9/2007, 8-9.
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Asimismo, para continuar con el desarrollo del régimen abierto se ha de acudir al artículo 
83 RP569. Este precepto establece cinco principios sobre los que articular el tercer grado: 
1. Atenuación de las medidas de control. Esto implica un régimen de control más laxo que 
el presente en el segundo grado, y por supuesto, el primero570. Se mitigan los controles 
más directos e intrusivos, como cacheos o requisas571, en favor de métodos que implican 
una menor vulneración de la intimidad del recluso. De todos modos, esto no significa, 
en absoluto, que no se pueda establecer otro tipo de programas de control, seguimiento 
y evaluación si la situación así lo requiere572. 

2. Autorresponsabilidad. Busca la preparación del interno para la vida en libertad. Por 
ello, se estima fundamental que el recluso asuma mayores cotas de autodeterminación 
personal. De esta forma, se les integra en actividades que implican tomar decisiones sobre 
su propia vida573. 

3. Normalización social e integración. Este factor intenta proporcionar al interno los 
medios necesarios para conseguir una reintegración en su vida familiar, social y laboral. 
Para poder cumplir con este objetivo resulta fundamental favorecer y normalizar las sali-
das al exterior. De este modo, el sujeto puede restablecer relaciones de carácter personal, 

569 Artículo 83 RP.
1. La actividad penitenciaria en régimen abierto tiene por objeto potenciar las capacidades de in-
serción social positiva que presentan los penados clasificados en tercer grado, realizando las tareas 
de apoyo y de asesoramiento y la cooperación necesaria para favorecer su incorporación progresiva 
al medio social.
2. El ejercicio de estas funciones se regirá por los siguientes principios:

a) Atenuación de las medidas de control, sin perjuicio del establecimiento de programas de segui-
miento y evaluación de las actividades realizadas por los internos dentro y fuera del Establecimiento.

b) Autorresponsabilidad, mediante el estímulo de la participación de los internos en la organi-
zación de las actividades.

c) Normalización social e integración, proporcionando al interno, siempre que sea posible, atención 
a través de los servicios generales de la comunidad para facilitar su participación plena y responsable 
en la vida familiar, social y laboral.

d) Prevención para tratar de evitar la desestructuración familiar y social.
e) Coordinación con cuantos organismos e instituciones públicas o privadas actúen en la atención 

y reinserción de los reclusos, promoviendo criterios comunes de actuación para conseguir su integra-
ción en la sociedad.

570 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 245.
571 Vid. Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 215.
572 Vid. Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 586.
573 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 246.
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laboral, etc., que le permitan consolidar su reinserción574. De otra manera, la ausencia de 
salidas convertiría al tercer grado en una suerte de segundo grado encubierto575. 

4. Prevención para tratar de evitar la desestructuración familiar y social. Se busca, por 
una vía muy similar a la anterior, fomentar los lazos que el penado tiene con el exte-
rior576. No obstante, la inclusión de este factor no debiera producirse aquí. Es decir, esto 
supone malinterpretar la finalidad del régimen abierto y le otorga una función mucho 
mayor de la que le corresponde. Esta tarea no corresponde al tercer grado en exclusiva, 
sino que debería ser compartida por todos los grados precedentes. Evitar el desarraigo y 
la desestructuración social debe ser una de las prioridades del sistema penal desde que 
el interno ingresa en prisión577. Por ello, la incorporación de este principio aquí resulta 
extemporánea al tiempo que inadecuada. 

5. Coordinación con cuantos organismos e instituciones públicas o privadas actúen en 
la atención y reinserción de los reclusos, promoviendo criterios comunes de actuación para 
conseguir su integración en la sociedad. El legislador tiende la mano a instituciones y 
organizaciones extrapenitenciarias para que colaboren en el proceso de rehabilitación y 
reinserción social. Este requisito posee una notable vinculación con el criterio de nor-
malización y colaboración con entidades extra-penitenciarias578 presente en el art. 69.2 
LOGP579. Del desarrollo de esta cuestión se encarga la Instrucción 9/2009 de 4 de no-
viembre de modificación de la Instrucción 12/2006 sobre programación, evaluación, e 
incentivación de actividades y programas de tratamiento. A través de este factor se intenta 
extender el proceso de rehabilitación más allá del sistema estrictamente penitenciario. 
Sin embargo, este planteamiento teórico no siempre tiene reflejo en la realidad. Las or-
ganizaciones, entidades o instituciones colaboradoras no poseen el tamaño suficiente, 
ni mucho menos los recursos, para dar una respuesta óptima. Por ello, en muchos casos 
los reclusos ven como sus necesidades no pueden ser atendidas al tiempo que caen en 
situaciones de relativo abandono580.

574 Vid. Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 215-216.
575 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 246.
576 Vid. Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 586.
577 Vid. Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 215-216.
578 Vid. Bueno Arús et al., 2010, 592-593.
579 Artículo 69 LOGP.

Dos. A los fines de obtener la recuperación social de los internos en regímenes ordinario y abierto 
se podrá solicitar la colaboración y participación de los ciudadanos y de instituciones o asociaciones 
públicas o privadas ocupadas en la resocialización de los reclusos.

580 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 246.
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Así pues, los cinco factores recién expuestos pueden condensarse, de manera que 
se reconduzcan a dos principios de carácter más general. Uno denominado objetivo/
sustancial y otro subjetivo/moral581. El primero supone una relajación en los controles 
personales más rígidos como cacheos, requisas, intervención en las comunicaciones o eli-
minación de las barreras arquitectónicas limitadoras de una eventual evasión. El segundo 
versa sobre el fortalecimiento de un vínculo de confianza entre los agentes del sistema 
penitenciario y el recluso. De esta manera, se busca fomentar en el interno un conjunto 
de actitudes y aptitudes que le permitan gestionar satisfactoriamente su vida fuera del 
sistema penitenciario582. 

De un modo complementario a las prescripciones marcadas por el RP se han de incluir 
también los requisitos que Instituciones Penitenciarias establece para el otorgamiento del 
tercer grado penitenciario. Estos criterios vienen recogidos en la Instrucción 9/2007583. 
De acuerdo con este texto, la clasificación en tercer grado ha de atenerse al cumplimiento 
de tres requisitos: 1. Continuidad de los programas de tratamiento que estuviese llevando 
a cabo el interno en régimen ordinario/cerrado. 2. Necesidad de tratamiento en medio 
comunitario. 3. Proyecto de vida válido y contrastable que permita desarrollar una vida 
honrada en libertad. 

La introducción de estos requisitos no se encuentra exenta de polémica. En primer lugar, 
los dos primeros factores confrontan una cuestión central como la libertad de sometimien-
to al tratamiento. La voluntariedad es condición sine qua non para iniciar el tratamiento. 
Con carácter general, esto se infiere de la literalidad del artículo 59.2 LOGP584. En este 
artículo se expone que el tratamiento penitenciario debe estar diseñado de tal manera que 
respete la autodeterminación personal del recluso585. El RP desarrolla un poco más esta 

581 Vid. De la Cuesta Arzamendi, 1996, 62; Mir Puig, 1985, 770-771.
582 Vid. Cutiño Raya, 2015a, 228-229; Daunis Rodríguez, 2016a, 60; De la Cuesta 

Arzamendi, 1996, 62 y ss.; Mata y Martín, 2015, 158; Landrove Díaz, 1986, 144; Pérez 
Cepeda / Fernández García, 2016, 106.

583 Vid. Instrucción 9/2007, 9.
584 Artículo 59 LOGP.

2. El tratamiento pretende hacer del interno una persona con la intención y la capacidad de vivir 
respetando la Ley penal, así como de subvenir a sus necesidades. A tal fin, se procurará, en la medida 
de lo posible, desarrollar en ellos una actitud de respeto a sí mismos y de responsabilidad individual 
y social con respecto a su familia, al prójimo y a la sociedad en general.

585 Vid. Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 119.
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cuestión (art. 112.3 RP)586, ya que establece que el recluso puede rechazar libremente la 
participación en la realización de cualquier técnica de estudio de su personalidad, sin que 
eso suponga un empeoramiento de su situación. Esta prescripción resulta más explícita 
para el caso de condenados por delitos contra la libertad e indemnidad sexual, puesto 
que estos reclusos pueden negarse, sin consecuencias, a participar en programas de tra-
tamiento (art. 116.4 RP)587. Dicho de otro modo, la adhesión coactiva no es una opción 
válida para dar inicio a un tratamiento. No obstante, si bien la voluntad del legislador 
parece clara, la práctica penitenciaria, e incluso la normativa a través de la Instrucción 
9/2007, parecen enfrentarse conceptualmente al art. 59.2 LOGP. La inclusión de estos 
factores (continuidad de los programas de tratamiento que estuviese llevando a cabo el 
interno en régimen ordinario/cerrado y necesidad de tratamiento en medio comunitario) 
no sólo supone un acicate al seguimiento de los tratamientos penitenciarios sino que les 
otorga un carácter valorativo, pues su seguimiento favorece la concesión del tercer grado. 
El legislador da mayores facilidades a los internos que siguen un tratamiento que a los 
que no lo hacen. Esto supone una marginación de facto, puesto que se ofrece un trato 
diferenciado en función del seguimiento, o no, de un tratamiento. En segundo lugar, 
también resulta cuestionable el hecho de tener que poseer un “proyecto de vida válido 
y contrastable para hacer una vida honrada en libertad”. A través de este principio, la 
SGIP se arroga la capacidad de señalar que modelos vitales merecen ser considerados 
como honrados y cuáles no. De hecho, la situación es más grave, ya que no sólo identi-
fica y clasifica los proyectos de vida de las personas presas sino que además premia a los 
que más se ajusten a sus características con facilidades de acceso al tercer grado. De este 
modo, la SGIP fija una ortodoxia moral y ética que, de no seguirse, dificulta la concesión 
del régimen abierto. Esta situación resulta totalmente inadmisible, ya que se considera, al 
igual que lo que hace Cutiño Raya (2015b, 65), que “lo único que puede exigírsele a una 
persona para comprobar su evolución en el proceso de reintegración social es la no comisión 
de delitos, no la adopción de un comportamiento que la Administración entienda como 
honrado o válido”. Por todo ello, la utilización cuasi-formularia de este tipo de factores 

586 Artículo 112 RP.
3. El interno podrá rechazar libremente o no colaborar en la realización de cualquier técnica de 
estudio de su personalidad, sin que ello tenga consecuencias disciplinarias, regimentales ni de re-
gresión de grado.

587 Artículo 116 RP.
4. La Administración Penitenciaria podrá realizar programas específicos de tratamiento para inter-
nos condenados por delitos contra la libertad sexual a tenor de su diagnóstico previo y todos aquellos 
otros que se considere oportuno establecer. El seguimiento de estos programas será siempre voluntario 
y no podrá suponer la marginación de los internos afectados en los Centros penitenciarios.
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evidencia descuido e imprecisión por parte de la administración penitenciaria, lo que 
puede servir como indicador de la sensibilidad social del sistema penitenciario.

Respecto a su aplicación, y a riesgo de que resulte una obviedad destacarlo, se ha de seña-
lar que el régimen abierto se encuentra muy influenciado por su contexto penitenciario y 
extra-penitenciario. Por ello, para acercarse a su evolución se debe partir de la aprobación 
de la LOGP en 1979. Las expectativas que se abrían para el régimen abierto, tanto por 
su nuevo marco normativo como por comparación con la perspectiva internacional588, 
parecían otorgarle una posición de preeminencia dentro del sistema penitenciario. De 
acuerdo con lo preconizado por parte de la doctrina, este régimen tenía que representar 
como mínimo a un 40% de la población reclusa589, habiendo autores que elevaban esta 
cifra hasta el 60%590. De hecho, el régimen abierto debía ser la regla general mientras que 
los demás grados adquirían la categoría de excepciones591. Estos desarrollos eran plantea-
dos por la doctrina en un contexto, los años 80, en el que el tercer grado alcanzaba cifras 
próximas al 40%592 del total de la población penitenciaria593. 

588 Vid. Cutiño Raya, 2015a, 231; Landrove Díaz, 1986, 115 y ss.; Mir Puig, 1985, 
772, 792.

589 Vid. García Valdés, 1982, 229.
590 Vid. Landrove Díaz, 1986, 116; Ruiz Vadillo, 1978, 195.
591 Vid. Mapelli Caffarena, 1979, 64; Ruiz Vadillo, 1978, 195.
5921982: 36,1%; 1983: 42,6%; 1984: 40,9%; 1985: 37,8%; 1987: 39,8%; 1988: 34,4%; 1989: 

22,4%. Vid. Informes Generales de IIPP.
http://www.institucionpenitenciaria.es/web/portal/documentos/publicaciones.html (Último 
acceso: 09/2018).

593 En relación con estos datos cabe realizar una apreciación jurídica. El RP de 1981 poseía una 
variable denominada régimen abierto limitado que si bien era considerada como tercer grado, poseía 
demasiadas limitaciones como para que pudiese ser una modalidad de cumplimiento en abierto 
equiparable a las actuales. Por ello, la cifra de 40% de presos en tercer grado durante los 80 debe ser 
asumida con cautelas. Las limitación del régimen abierto venían recogidas en el artículo 43.2 RP
Artículo 43 RP 1981.
2. Serán destinados a los Establecimientos de régimen abierto los penados clasificados en tercer grado 
por estimar que, bien inicialmente, bien por su evolución favorable en segundo grado, pueden recibir 
tratamiento en régimen de semilibertad.
El régimen abierto se cumplirá conforme a lo dispuesto en el artículo 45 de este Reglamento.
No obstante, cuando se trate de penados que, por la peculiaridad de su trayectoria delictiva, o por 
defectos o trastornos de personalidad, experimenten grandes dificultades para encontrar y desempe-
ñar un trabajo en el exterior, o para la vida en libertad, en estos casos el Centro Penitenciario podrá 
determinar la posibilidad de salidas al exterior, graduar las mismas y los permisos de fin de semana, 
y exigir garantías de que el interno vaya acompañado por familiares o personas que merezcan con-
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Sin embargo, los propósitos que a principios de los años 80 se albergaban en relación 
con el tercer grado resultaban tan bienintencionados en su momento como quiméricos en 
la actualidad. Desde 1990 a 2017 el porcentaje de población penitenciaria en tercer grado 
oscila en porcentajes del 16.9% al 15,63% del total de la población penitenciaria (con un 
mínimo de 10,2 en 2004 y un máximo de 19,1 en 2011)594. Asimismo, a lo anterior se ha 
de añadir que las personas clasificadas en tercer grado, en su gran mayoría, acceden a 
esta categoría por motivos de progresión en grado y no como destino de primera clasi-
ficación595. Este hecho simboliza todavía más la pérdida de protagonismo del régimen 
abierto en detrimento del ordinario. De esta manera, una sencilla aproximación a las 
estadísticas penitenciarias vuelve a poner de manifiesto como la práctica se aleja del 
principio de reeducación y reinserción social. Este argumento se sostiene con base en el 
hecho de que el sistema penitenciario utiliza minoritariamente el grado más próximo a 
los postulados resocializadores. Así las cosas, la realidad penitenciaria vuelve a visibilizar 
un sistema penitenciario en el que confluyen contradicciones difícilmente resolubles. 

2.3.6.3.1. Régimen de vida

El tercer grado alberga dos regímenes de vida, diferenciables por su grado de apertura. En 
primer lugar se encuentra la modalidad abierta plena (art. 83 RP). Esta vertiente es la más 

fianza, Educadores u otros funcionarios, Asistentes Sociales o miembros de Asociaciones o Instituciones 
públicas o privadas de cooperación ocupadas en la resocialización de los reclusos.
El principal objetivo de la actuación penitenciaria en los casos a que se refiere el párrafo anterior es 
ayudar al interno a que, por sí mismo o por medio de otras personas u organismos, inicie la búsqueda 
de un medio de subsistencia para el futuro o, en su defecto, iniciar los contactos con alguna Asociación 
o Institución pública o privada de protección y tutela para su apoyo o acogida en el momento de su 
salida en libertad. Si con posterioridad concurrieran las condiciones pertinentes, el interno disfrutará 
del régimen regulado en el artículo 45. 

594 En este punto se ha de matizar una cuestión. En 1989, el porcentaje de población peniten-
ciaria en tercer grado era del 22,4 % (hay autores que lo sitúan en el 41%: Cutiño Raya, 2015b, 
63; 2017, 188; García Mateos, 204, 90) mientras que en 1990 esta cifra cae abruptamente 
hasta el 16.1 %. Una explicación plausible a esta discordancia la expone Cutiño Raya (2017, 
189), señalando que durante los años 80 los cálculos estadísticos se referían a la población pe-
nitenciaria pendiente de clasificar. Por lo tanto, estas cifras podrían estar erradas por razones de 
cálculo y selección de información. De todos modos, para observar la evolución estadística del 
tercer grado se recomienda la consulta de los Informes Generales de IIPP (http://www.institu-
cionpenitenciaria.es/web/portal/documentos/publicaciones.html) (Último acceso: 09/2018). 
Asimismo vid. también Aranda Carbonel, 2006, 43; Cutiño Raya, 2015b, 67 y ss.; 2017, 
188-189; Daunis Rodríguez, 2016a, 130.

595 Vid. Cutiño Raya, 2015b, 64.
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común y resulta la aproximación más cercana a lo que se conoce como prisión abierta596. 
El régimen de vida de la variante plena pone en práctica los principios, características y 
nociones generales a las que se hace referencia en el apartado anterior. Por ello, la primera 
característica relevante es la existencia de un mayor grado de apertura. El régimen de salidas 
incluye las de naturaleza diaria597, las programadas598 y las de fin de semana599. Todo ello 
sin perjuicio del disfrute de los permisos de salida que pudiesen ser concedidos600. Todo 
este diseño, no obstante, puede verse modificado por las condiciones particulares que 
requiera el caso concreto (arts. 84.2 y 3 RP)601. De todos modos, e independientemente de 

596 Vid. De la Cuesta Arzamendi, 1996, 61; Garrido Guzmán, 1983, 472; Mir Puig, 
1985, 767 y ss. No obstante, la expresión prisión abierta puede llegar a constituir un oxímoron, 
por aunar dos conceptos a priori antagónicos como prisión y apertura. (vid. Mapelli Caffa-
rena, 1979, 62).

597 Se entiende por salidas de naturaleza diaria aquellas que el interno practica por razón del 
régimen de vida del tercer grado. Estas salidas comprenden espacios de tiempo como los destinados 
a la jornada laboral, a formación, o al seguimiento de determinados tratamientos extra-peniten-
ciarios o de carácter familiar. Se encuentran planificadas, reguladas y aprobadas por la Junta de 
Tratamiento y pueden ser acompañadas del tipo de medidas de control que se estimen precisas 
(vid. Cutiño Raya, 2015b, 78-79; Daunis Rodríguez, 2016a, 60-61; Ríos Martín / Etxe-
berria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 216). 

598 Las salidas programas son aquellas que se realizan de manera puntual y vinculadas al se-
guimiento de actividades de tratamiento que, por su naturaleza, no se pueden realizar dentro 
del establecimiento penitenciario. Suelen tener carácter deportivo, lúdico y educativo. Por regla 
general no exceden de las 48 horas y en el supuesto de que este plazo se supere, es el JVP el que 
autoriza su realización. El interno deberá cumplir al menos los requisitos de los permisos de salida 
ordinarios para poder gozar de una salida programada. Se encuentran reguladas tanto por el art. 
114 RP y la Instrucción 1/2012 de 2 de abril (vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 228; Juanatey 
Dorado, 2016, 196-197). 

599 Por regla general, el recluso clasificado en tercer grado puede salir del centro penitenciario 
desde las 16.00 horas del viernes hasta las 08.00 horas del lunes. Eso sí, siempre y cuando estas 
salidas se encuentren aprobadas por la Junta de Tratamiento. Asimismo, es posible establecer 
salidas con horarios diferentes si la situación personal/laboral del recluso así lo dispusiese (vid. 
Juanatey Dorado, 2016, 104). 

600 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 254; Cutiño Raya, 2015a, 230; Fernández Aré-
valo / Nistal Burón, 2016, 588; Mata y Martín, 2015, 168-169; Pérez Cepeda / Fer-
nández García, 2016, 107.

601 Artículo 84 RP.
2. En los Establecimientos de régimen abierto se podrán establecer, a propuesta de la Junta de Tra-
tamiento, distintas modalidades en el sistema de vida de los internos, según las características de 
éstos, de su evolución personal, de los grados de control a mantener durante sus salidas al exterior y 
de las medidas de ayuda que necesiten para atender a sus carencias.
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lo anterior, el tercer grado establece, por regla general, una estancia mínima de ocho horas 
diarias en el centro penitenciario así como que el interno duerma en el establecimiento (art. 
86.4 RP)602. Por ello, en la práctica el tiempo de estancia mínima se hace coincidir con la 
pernoctación603. No obstante, si el interno se somete voluntariamente a los controles que 
la administración penitenciaria estime convenientes, no tendrá que pernoctar en prisión 
ni tendrá por qué estar más allá del tiempo estrictamente indispensable para la realiza-
ción de actividades que no se pudieran realizar extra-penitenciariamente604. La segunda 
característica del régimen abierto en su modalidad plena reside en la atenuación de los 
controles a los que se somete al interno. La vigilancia resulta mucho menos invasiva que 
la que se produce en segundo grado. De esta manera, cuestiones como cacheos, requisas 
o restricciones en materia de comunicación y visitas van a resultar menos exhaustivas que 
en los regímenes ordinario y cerrado. Este hecho convierte al régimen abierto en el grado 
con mayor capacidad de autogobierno personal. Esta característica resulta coherente con 
su finalidad: preparar al interno para regresar a la vida en libertad. 

De un modo paralelo, surge la posibilidad de desarrollar el régimen abierto a través 
de control telemático605 (art. 86.4 RP). Este modo de cumplimiento permite cumplir la 
condena fuera de un establecimiento penitenciario todo el tiempo que no sea estricta-
mente necesario para la realización de actividades de tratamiento, entrevistas o controles 
presenciales. De este modo, se exceptúa la obligación de estar al menos ocho horas diarias 
en el centro penitenciario. Esta modalidad atenúa aún más los controles, al tiempo que 
enfatiza la autorresponsabilidad del interno. No obstante, para que el control telemático 
pueda desarrollarse de manera efectiva el interno debe aceptar ser monitorizado a tiempo 

3. Se establecerán modalidades de vida específicas para atender y ayudar a aquellos internos que 
en el momento de acceder al tercer grado no dispongan de recursos suficientes para desarrollar una 
actividad estable en el exterior o tengan carencias importantes en el apoyo familiar o social que di-
ficulten su integración.

602 Artículo 86 RP. 
4. En general, el tiempo mínimo de permanencia en el Centro será de ocho horas diarias, debiendo 
pernoctarse en el Establecimiento, salvo cuando, de modo voluntario, el interno acepte el control de 
su presencia fuera del Centro mediante dispositivos telemáticos adecuados proporcionados por la 
Administración Penitenciaria u otros mecanismos de control suficiente, en cuyo caso sólo tendrán 
que permanecer en el Establecimiento durante el tiempo fijado en su programa de tratamiento para 
la realización de actividades de tratamiento, entrevistas y controles presenciales.

603 Vid. Mata y Martín, 2015, 169; Pérez Cepeda / Fernández García, 2016, 107.
604 Vid. Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 223.
605 Vid. Gudín Rodríguez Magariños, 2007, 120 y ss.; Mata y Martín, 2015, 170; 

Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 222 y ss.
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completo. La implantación de esta modalidad no se encuentra tampoco exenta de críticas. 
Se considera que los sistemas telemáticos poseen una débil previsión legal, su articulación 
con otras instituciones penales y penitenciarias es deficiente y, por último, se cuestiona 
su finalidad606. No obstante, todas estas críticas a los instrumentos de control telemático 
deben valorarse desde la perspectiva de que el régimen abierto tiene como objetivo la 
resocialización. Por ello, si estas medidas satisfacen de un mejor modo la finalidad del 
art. 25.2 CE, su implementación no debería ser un problema sino más bien un modo de 
favorecer la reinserción y reeducación social607. 

Como contrapunto a estas modalidades, el tercer grado también establece otro modo de 
cumplimiento más restrictivo, el régimen abierto restringido (artículo 82 RP)608. El régimen 
abierto restringido está considerado como un estadio intermedio de cumplimento entre 
la modalidad abierta y el segundo grado609. Esta categoría se reserva para situaciones en las 
que el recluso no reúne todas las condiciones para vivir en semi-libertad pero tampoco 
procede ubicarlo en segundo grado610. Por consiguiente, el régimen abierto restringido 
delinea un modelo de control menos invasivo que el ordinario pero que salvaguarda ciertos 
elementos disciplinarios que no están presentes en el régimen abierto pleno.

606 Vid. Leganés Gómez, 2009, 199 y ss.; Mata y Martín, 2015, 170.
607 Vid. Fernández Bermejo, 2013, 333.
608 Artículo 82 RP.

1. En los casos de penados clasificados en tercer grado con una peculiar trayectoria delictiva, personali-
dad anómala o condiciones personales diversas, así como cuando exista imposibilidad de desempeñar 
un trabajo en el exterior o lo aconseje su tratamiento penitenciario, la Junta de Tratamiento podrá 
establecer la modalidad de vida en régimen abierto adecuada para estos internos y restringir las 
salidas al exterior, estableciendo las condiciones, controles y medios de tutela que se deban observar, 
en su caso, durante las mismas.
2. A los efectos del apartado anterior, en el caso de mujeres penadas clasificadas en tercer grado, 
cuando se acredite que existe imposibilidad de desempeñar un trabajo remunerado en el exterior, 
pero conste, previo informe de los servicios sociales correspondientes, que va a desempeñar efectiva-
mente las labores de trabajo doméstico en su domicilio familiar, se considerarán estas labores como 
trabajo en el exterior.
3. La modalidad de vida a que se refiere este artículo tendrá como objetivo ayudar al interno a que 
inicie la búsqueda de un medio de subsistencia para el futuro o, en su defecto, encontrar alguna aso-
ciación o institución pública o privada para su apoyo o acogida en el momento de su salida en libertad.
4. Esta modalidad de vida se asimilará, lo máximo posible, a los principios del régimen abierto a 
que se refiere el artículo siguiente.

609 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 242 y ss.
610 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 256; Daunis Rodríguez, 2016a, 62-63; Fernán-

dez Arévalo / Nistal Burón, 2016, 588; Mata y Martín, 2015, 168; Pérez Cepeda / 
Fernández García, 2016, 108.
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El régimen abierto restringido se articula sobre cinco principios. Los tres primeros 
forman una nómina que responde a variables personales mientras que los dos segundos 
son de carácter socioambiental611: 

1. Existencia de una peculiar trayectoria delictiva. El contenido de este criterio ha de 
completarse con base en dos puntos de vista. En primer lugar, la trayectoria delictiva ha 
de interpretarse del mismo modo en que se comprende el término carrera o historial 
delictivo. En segundo lugar, el adjetivo peculiar remite a un tipo de comportamiento 
delictivo anómalo; ya sea por sus modalidades comisivas, su perseverancia en el tiempo, 
etc. Es decir, peculiar se entiende como contrapuesto a la generalidad. La presencia de una 
trayectoria delictiva peculiar alerta de tal modo al legislador que lo lleva a considerar que 
este tipo de sujetos, por razón de sus perfiles, deben ser sometidos a controles reforzados 
que no se podrían establecer en el régimen abierto pleno612. 

2. Personalidad anómala. Este requisito, a juicio de Fernández Arévalo y Nistal Burón 
(2016, 588), puede tener su origen en situaciones personales tan diversas como: trastor-
nos de personalidad, conductas adictivas o psicopatologías. Así las cosas, parece que el 
legislador también se vale de esta interpretación para dotar de contenido a la categoría 
personalidad anómala. 

3. Condiciones personales diversas. Esta categoría está compuesta por trastornos perso-
nales derivados de una socialización en un entorno criminógeno. Por ello, el legislador 
interpreta que estos condicionantes pueden favorecer el quebrantamiento del tercer 
grado en su modalidad plena y que ello puede solucionarse con esta versión restringida. 

4. Imposibilidad de desempeñar un trabajo en el exterior. Este criterio asume que el 
desempeño de un trabajo es el método idóneo para culminar el proceso de reinserción. 
No obstante, otorgar al trabajo tal capacidad resulta discutible. En primer lugar, porque 
trabajar supone, ante todo, una elección personal, pero no necesariamente una modalidad 
de tratamiento. Sin embargo, a pesar de esa voluntariedad en la decisión, la búsqueda o 
el desempeño de un empleo facilita el acceso a regímenes penitenciarios más abiertos. 
Esto hace que muchos reclusos vean la vía laboral solamente como una opción rentable 
para mejorar su situación penitenciaria, lo que dificulta discernir cuál es la aportación 
real del trabajo al proceso rehabilitador. En segundo lugar, nada obsta a que el proceso 
de reinserción social se pueda desarrollar favorablemente sin desempeñar una ocupación 
laboral. Es decir, no se justifica, por parte del legislador, la vinculación que existe entre 

611 Vid. Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 588-589.
612 Vid. Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 588.
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el desempeño de un trabajo exterior y el progreso que esto supone en términos resociali-
zadores. Por lo demás, este requisito incorpora lo que pretende ser una deferencia hacia 
las mujeres que se encuentren imposibilitadas para el desempeño de un trabajo en el ex-
terior. En caso de que no consten ocupaciones exteriores pero se acredite el desempeño 
de labores domésticas en su domicilio familiar, “estas labores” adquieren la categoría de 
trabajo en el exterior. Esta excepción resulta tan desafortunada como inapropiada613. 
Por un lado, porque posee un poso patriarcal totalmente explícito, ya que considera las 
labores domésticas como un terreno exclusivamente femenino. No en vano, el artículo 
82.2 RP cita única y exclusivamente a las mujeres como beneficiarias. Por otro lado, este 
artículo relega al trabajo doméstico a una categoría subsidiaria y devaluada, ya que so-
lamente será aceptado como trabajo en ausencia de otras referencias laborales. A mayor 
abundamiento, la aceptación de este requisito podría resultar contraria al principio de 
igualdad presente en el art. 14 CE614. Desde un punto de vista crítico, pero con la voluntad 
de salvar la vulneración del principio de igualdad, Ríos Martín, Etxeberria Zarrabeitia 
y Pascual Rodríguez (2016, 221) plantean la posibilidad de realizar una interpretación 
analógica que abra este requisito también a los hombres que acrediten el cumplimiento 
del art. 82.2 RP. De este modo, se aumentan fácticamente las posibilidades de acceder al 
tercer grado, si bien se ha de reiterar que esta ampliación profundiza en la aplicación de 
un artículo que resulta muy criticable, tanto formal como materialmente. 

2.3.6.3.2. Establecimientos de cumplimiento del tercer grado: CIS, secciones abierta 
y unidades dependientes

Las modalidades del tercer grado (plena y restringida) precisan de distintos estableci-
mientos de cumplimiento (art. 80 RP)615. La razón que subyace a su creación reside en 
adaptar el espacio del mejor modo posible a las características que precisa cada modo de 

613 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 256; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 
589; Pérez Cepeda / Fernández García, 2016, 108.

614 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 256.
615 Artículo 80 RP.

1. Los Establecimientos de régimen abierto pueden ser de los siguientes tipos:
a) Centros Abiertos o de Inserción Social.
b) Secciones Abiertas.
c) Unidades Dependientes.

2. El Centro Abierto es un Establecimiento penitenciario dedicado a internos clasificados en tercer 
grado de tratamiento.
3. La Sección Abierta depende administrativamente de un Establecimiento penitenciario poliva-
lente, del que constituye la parte destinada a internos clasificados en tercer grado de tratamiento.
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cumplimiento. De esta manera, se pueden apreciar tres tipos de establecimientos: centros 
de régimen abierto o de inserción social, secciones abiertas y unidades dependientes. 

Centros de régimen abierto o de inserción social (CIS). Más allá de la definición básica del 
artículo 80 LOGP, el legislador define estos establecimientos en los artículos 163 RP616 
y ss. Los CIS son establecimientos creados específicamente para albergar a personas que 
se encuentran cumpliendo la pena en tercer grado. Su finalidad básica reside en facilitar 
y fomentar las posibilidades de reinserción social617. De esta forma, resulta fundamen-
tal la realización de actividades orientadas a este fin, tanto en el propio CIS como en 
entidades colaboradoras, desarrollando programas que favorezcan la integración del 
interno en su entorno familiar y social (art. 163.2 RP)618. Por todo ello, la autorres-
ponsabilidad deviene en una premisa fundamental a la hora de construir todas las 
actividades y programas que se puedan desarrollar desde el CIS619. 

4. Las Unidades Dependientes, reguladas en los artículos 165 a 167 de este Reglamento, consisten 
en instalaciones residenciales situadas fuera de los recintos penitenciarios e incorporadas funcional-
mente a la Administración Penitenciaria, mediante la colaboración de las entidades públicas o 
privadas prevista en el artículo 62 de este Reglamento, para facilitar el logro de objetivos específicos 
de tratamiento penitenciario de internos clasificados en tercer grado.

616 Artículo 163 RP.
1. Los Centros de Inserción Social son Establecimientos penitenciarios destinados al cumplimiento 
de penas privativas de libertad en régimen abierto y de las penas de arresto de fin de semana, así 
como al seguimiento de cuantas penas no privativas de libertad se establezcan en la legislación penal 
y cuya ejecución se atribuya a los servicios correspondientes del Ministerio de Justicia e Interior u 
órgano autonómico competente. También se dedicarán al seguimiento de los liberados condicionales 
que tengan adscritos.
2. La actividad penitenciaria en estos Centros tendrá por objeto esencial potenciar las capacidades 
de inserción social positiva que presenten las personas en ellos internadas mediante el desarrollo de 
actividades y programas de tratamiento destinados a favorecer su incorporación al medio social.

617 Vid. Aranda Carbonel, 2006, 55; Cervelló Donderis, 2016, 255; Gudín Ro-
dríguez Magariños / Nistal Burón, 2015, 413; Juanatey Dorado, 2016, 105; Pérez 
Cepeda / Fernández García, 2016, 110; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / 
Pascual Rodríguez, 2016, 226.

618 Artículo 163 RP.
2. Serán principios rectores de su actividad:

a) Integración, facilitando la participación plena del interno en la vida familiar, social y laboral 
y proporcionando la atención que precise a través de los servicios generales buscando su inserción en 
el entorno familiar y social adecuado.

b) Coordinación, con cuantos organismos e instituciones públicas y privadas actúen en la aten-
ción y reinserción de los internos, prestando especial atención a la utilización de los recursos sociales 
externos, particularmente en materia de sanidad, educación, acción formativa y trabajo

619 Vid. Gudín Rodríguez Magariños / Nistal Burón, 2015, 413.
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En estos establecimientos penitenciarios, a mayores de las penas de privación de libertad 
en régimen abierto se vigila el cumplimiento de las penas de localización permanente, 
las penas no privativas de libertad y el seguimiento de los liberados condicionales620. 
El modelo organizativo y su ámbito funcional dependen de la Administración Peni-
tenciaria621. Asimismo, y de acuerdo con el art. 265.6 RP622, existen CIS vinculados 
a Centros Penitenciarios y CIS con autonomía orgánica. En lo que respecta a su ubi-
cación, los CIS se pueden encontrarse tanto físicamente separados como integrados 
en los centros penitenciarios tradicionales623, así como poseer independencia, o no, de 
carácter orgánico624. 

Secciones abiertas. Son unidades, módulos o departamentos insertos en un estableci-
miento penitenciario polivalente. En ellas se ubican a los internos clasificados en tercer 
grado625, preferentemente en régimen abierto restringido626. Las finalidades de las sec-
ciones abiertas no difieren demasiado de las establecidas para los CIS. En su interior 
se pueden desarrollar el mismo tipo de actividades y programas de reinserción social 
que se llevan a cabo en los CIS. Las secciones abiertas dependen orgánicamente de los 
establecimientos penitenciarios polivalentes a los que están adscritos. El fuerte desa-

620 Vid. Aranda Carbonel, 2006, 55; Juanatey Dorado, 2016, 105; Leganés Gómez, 
2009, 183.

621 Vid. Aranda Carbonel, 2006, 55; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pas-
cual Rodríguez, 2016, 226.

622 Artículo 265 RP.
6. Los Centros de Inserción Social podrán integrarse orgánica y funcionalmente en un Centro pe-
nitenciario o tener la consideración de Centro penitenciario autónomo. La Administración Peni-
tenciaria determinará en la Orden de creación de cada Centro de Inserción Social su integración 
en un Centro penitenciario o su consideración como Centro penitenciario autónomo, así como los 
órganos correspondientes.

623 De los 32 Centros de Inserción Social dependientes de la SGIP, 20 se encuentran en estable-
cimientos independientes mientras que 12 se encuentran en la misma ubicación que un Centro 
Penitenciario: Asturias, Burgos, Cádiz, Cáceres, Gran Canaria, Madrid (Alcalá-Meco y Naval-
carnero), Murcia, Navarra, Segovia, Valencia y Zaragoza. Información extraída de la sección de 
establecimientos penitenciarios presente en la página web de la SGIP, http://www.institucionpe-
nitenciaria.es/web/portal/centrosPenitenciarios (Último acceso: 09/2018).

624 Vid. Juanatey Dorado, 2016, 110.
625 Vid. Aranda Carbonel, 2006, 55; Cervelló Donderis, 2016, 256; Fernández 

Bermejo, 2013, 323; Juanatey Dorado, 2016, 105; Ríos Martín / Etxeberria Zarra-
beitia / Pascual Rodríguez, 2016, 226-227.

626 Vid. Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 226-227.
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rrollo que han experimentado los CIS ha relegado a las Secciones abiertas a un segundo 
plano en términos tanto operativos como de importancia e influencia627.

Unidades dependientes. Se trata de establecimientos ubicados fuera del recinto pe-
nitenciario, preferentemente en viviendas ordinarias sin ningún tipo de signo externo 
que pueda identificarlas como centros penitenciarios628. Su regulación se contempla 
en los artículos 165 a 167 RP. En estos establecimientos los internos reciben servicios 
y prestaciones de carácter laboral, formativo o tratamental. Esta asistencia es impartida 
por instituciones u organismos de naturaleza no penitenciaria no adscritos administrati-
vamente a un centro penitenciario629. Su creación se recoge en una orden ministerial ad 
hoc para cada unidad. Estas órdenes vienen precedidas por convenios de colaboración 
con las asociaciones que se encargar de su gestión (art. 116.1 RP)630. Por consiguiente, 
las entidades al cargo de una unidad dependiente no suelen ser desconocidas para la 
Administración penitenciaria ya que suele existir relaciones de colaboración previas. 

La gestión de las unidades dependientes recae en las organizaciones u asociaciones 
que las crean631. Esto no significa que gocen de total libertad. Toda unidad depen-
diente debe poseer unas normas internas, así como una organización y un método de 
seguimiento, que estén supervisadas por el centro penitenciario del que provienen los 
internos632. De hecho, todas estas cuestiones deben ser coordinadas con la Junta de 
tratamiento del Centro Penitenciario de referencia, y su aprobación ha de verificarse 
también por el Centro Directivo (arts. 166.2 y 166.3 RP)633. A título de cierre se puede 

627 Ibídem.
628 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 386; Cutiño 

Raya, 2017, 199; Pérez Cepeda / Fernández García, 2016, 110; Ríos Martín / Etxebe-
rria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 227.

629 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 256; Daunis Rodríguez, 2016a, 64; Juanatey 
Dorado, 2016, 106.

630 Artículo 166 RP. 
1. La creación de nuevas Unidades Dependientes se llevará a cabo mediante Orden Ministerial o 
resolución autonómica equivalente, pudiendo venir propiciadas estas actuaciones por la suscripción 
de acuerdos o convenios de colaboración entre la Administración Penitenciaria correspondiente y 
otras Instituciones dedicadas a la resocialización de los internos.

631 Vid. Pérez Cepeda / Fernández García, 2016, 110; Ríos Martín / Etxeberria 
Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 227.

632 Vid. Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 227.
633 Artículo 166 RP.

2. Todas las Unidades Dependientes contarán con unas normas de funcionamiento interno, que reco-
gerán las obligaciones y derechos específicos de los residentes, el horario general, así como las normas de 
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señalar que las unidades dependientes representan el escenario de cumplimiento más 
próximo a la vida en libertad. Por ello, en aras de poder satisfacer el principio del art. 
25.2 CE, se deben tener muy en cuenta sus potencialidades rehabilitadoras634.

2.3.6.4. Procedimiento de clasificación

El procedimiento de clasificación se regula en los arts. 64.2 LOGP y 103 RP635 y en la 
Instrucción 9/2007. Su inicio arranca con la recepción de la sentencia condenatoria en 

convivencia y comunicaciones internas. Tales normas se fijarán, con la adecuación a las previstas en 
el apartado siguiente, por los responsables de la Unidad y deberán obtener la aprobación del Consejo 
de Dirección del Centro penitenciario, previo informe de la Junta de Tratamiento.
3. Existirán igualmente unas normas de organización y seguimiento, en las que se recogerán, entre 
otros extremos, los objetivos específicos de la Unidad, los perfiles preferentes de los internos a ella 
destinados, la composición de los órganos mixtos integrados por la Administración Penitenciaria 
y la Institución correspondiente para el seguimiento del funcionamiento de la Unidad, el régimen 
ordinario de reuniones, sus pautas concretas de actuación y el servicio que en ellas deban prestar 
funcionarios penitenciarios. Tales normas se prepararán por la Junta de Tratamiento del Centro 
penitenciario de forma coordinada con la Institución no penitenciaria y deberán ser aprobadas por 
el Centro Directivo.

634 Vid. Gudín Rodríguez Magariños / Nistal Burón, 2015, 413.
635 Artículo 103 RP.

1. La propuesta de clasificación inicial penitenciaria se formulará por las Juntas de Tratamiento, 
previo estudio del interno.
2. La propuesta se formulará en el impreso normalizado aprobado por el Centro Directivo en el 
plazo máximo de dos meses desde la recepción en el Establecimiento del testimonio de la sentencia.
3. El protocolo de clasificación penitenciaria contendrá la propuesta razonada de grado y el programa 
individualizado de tratamiento, en el que se dará cobertura a las necesidades y carencias detecta-
das en el interno en los ámbitos señalados en el artículo 20.2 de este Reglamento. En el programa 
se señalarán expresamente los destinos, actividades, programas educativos, trabajo y actividades 
ocupacionales o de otro tipo que deba seguir el interno.
4. La resolución sobre la propuesta de clasificación penitenciaria se dictará, de forma escrita y moti-
vada, por el Centro Directivo en el plazo máximo de dos meses desde su recepción.
5. La resolución de clasificación inicial se notificará al interno interesado, indicándole en la notificación 
que, de no estar conforme con la misma, puede acudir en vía de recurso ante el Juez de Vigilancia.
6. El Centro Directivo podrá ampliar el plazo para dictar la resolución de clasificación inicial hasta 
un máximo de dos meses más, para la mejor observación de la conducta y la consolidación de los 
factores positivos del interno.
7. Cuando se trate de penados con condenas de hasta un año, la propuesta de clasificación inicial 
formulada por la Junta de Tratamiento, adoptada por acuerdo unánime de sus miembros, tendrá 
la consideración de resolución de clasificación inicial a todos los efectos, salvo cuando se haya pro-
puesto la clasificación en primer grado de tratamiento, en cuyo caso la resolución corresponderá al 
Centro Directivo.
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firme, que también incluye la liquidación de condena636. Dicho de otro modo, y en pa-
labras de Nieto García (2010, 5) “el proceso de clasificación tiene su germen en el momento 
en que la persona ingresada en un Establecimiento Penitenciario cuenta con la cualidad de 
interno condenado sin responsabilidades judiciales en curso, a las que se le haya decretado 
la medida cautelar de prisión provisional”. Una vez que este documento llega al Centro 
Penitenciario, el Subdirector de Régimen debe notificar al Subdirector de Tratamiento la 
recepción del documento y su fecha para que se realicen las notificaciones pertinentes637. 

La propuesta inicial de clasificación es formulada por la Junta de Tratamiento638. Con 
carácter previo a esta proposición, se debe recoger la información639 que se produce en la 
denominada fase de observación640. El objeto de esta tarea reside en ampliar los elementos 
valorativos de la Junta de Tratamiento para que la clasificación sea lo más precisa posible. 
Dicho de otro modo, se pretende conseguir un volumen de información que personalice 
al máximo el proceso clasificatorio641. Para ello, se recopilan datos (personales, penales, 
penitenciarios) que contribuyen a la elaboración de un perfil completo del interno. La 
calidad y profundidad de la información condiciona el proceso clasificatorio642. Por todo 
ello, la importancia de la fase de observación es sobresaliente. El tiempo para su elabora-

8. En este supuesto, el acuerdo unánime de la Junta de Tratamiento de clasificación inicial en segundo 
o tercer grado se notificará al interno, que podrá ejercitar la impugnación referida en el apartado 
5 de este artículo y se remitirá al Centro Directivo.
9. Si la propuesta de la Junta de Tratamiento de clasificación en segundo o tercer grado a que se re-
fieren los apartados anteriores no fuese unánime, la misma se remitirá al Centro Directivo para la 
resolución que proceda conforme a lo establecido en los otros apartados de este artículo.

636 Vid. Cutiño Raya, 2015a, 207; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 619; 
Nieto García, 2010, 5; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 
2016, 145-146. Asimismo, en este punto se debe incluir también la información relativa a la sa-
tisfacción de la responsabilidad civil subsidiaria en caso de que esta no se deduzca de la sentencia 
(vid. I. 2/2005, 3).

637 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 295.
638 Vid. Aranda Carbonel, 2006, 39; Armenta González-Palenzuela / Rodríguez 

Ramírez, 2009, 297, Daunis Rodríguez, 2016a, 130; Fernández Arévalo / Nistal Bu-
rón, 2016, 619; Juanatey Dorado, 2016, 144; Zúñiga Rodríguez, 2016, 174.

639 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 130; Leganés Gómez, 2009, 222-225.
640 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 130; Zúñiga Rodríguez, 2016, 171.
641 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 221; Daunis Rodríguez, 2016a, 130-131; Ríos 

Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 142-143; Zúñiga Ro-
dríguez, 2016, 172.

642 Vid. Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 142-143.
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ción no está fijado de manera taxativa643. No obstante, en ningún caso puede superar el 
período que posee la Junta de Tratamiento para obtener su propuesta de clasificación. 

La fase de observación cuenta en la práctica con grandes inconvenientes. Su principal 
problema es que su desarrollo pleno implicaría aumentar en gran medida los recursos 
actuales644. Así las cosas, la escasez de recursos actual hace que la recogida de datos resulte 
deficitaria, su tratamiento no se adecue a las necesidades penitenciarias o que se produz-
ca un abuso de los métodos de trabajo que priman su implementación a su efectividad. 
En definitiva, se puede concluir que es muy difícil acercarse a la realidad del penado. De 
hecho, Ríos Martín, Etxeberria Zarrabeitia y Pascual Rodríguez (2016, 144) manifiestan 
que “en la mayoría de prisiones, la clasificación se realiza tras una breve entrevista con el 
psicólogo, el trabajador social y el criminólogo”. Estos autores, asimismo, apuntan que la 
fase de observación es mucho más exigua en la práctica de lo que se postula teóricamente. 
Por ello, parece poco conveniente desarrollar una regulación normativa muy ambiciosa, 
si luego en la realidad el proceso de clasificación es incapaz de alcanzar estos objetivos. 

Una vez que la Junta de Tratamiento realice la propuesta de clasificación, esta se debe 
remitir al Centro Directivo en un plazo máximo de diez días645. De este modo, se abre 
una segunda fase que culmina con una resolución motivada, y por escrito, del Centro 
Directivo donde se formula la propuesta definitiva de clasificación646. Esto no obsta a que 
en situaciones excepcionales, y siempre que se tenga el permiso del Centro Directivo, la 
decisión clasificatoria se pueda delegar en el Director del Establecimiento Penitenciario647. 
Cuando la resolución final esté lista debe ser presentada por el Director de Régimen al 
Subdirector de Tratamiento. Asimismo, este también es el momento en que se produce 
la notificación de la decisión clasificatoria al interno648.

643 Vid. Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 143.
644 Vid. Cutiño Raya, 2015a, 209; Daunis Rodríguez, 2016a, 132; Ríos Martín / 

Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 144-145; Ríos Martín / Cabre-
ra Cabrera, 1998, 57.

645 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 295.
646 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 295; Fernández 

Arévalo / Nistal Burón, 2016, 619; Mata y Martín, 2015, 153; Ríos Martín / Etxebe-
rria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 144-145; Zúñiga Rodríguez, 2016, 172.

647 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 221; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 619.
648 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 296; Fernán-

dez Arévalo / Nistal Burón, 2016, 620.
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La propuesta de clasificación se realiza en un formulario estandarizado649 que viene 
recogido en la Instrucción 9/2007, parcialmente modificado por la Instrucción 5/2011: 
“por ello y de forma inexcusable, la tramitación de todas las propuestas de clasificación y 
destino se llevará a cabo, en todas sus fases y documentos soportados, en el sistema informático 
SIP, no siendo admisible la utilización de cualquier otro sistema para la elaboración de las 
propuestas, aunque respete el esquema formal del ahora aprobado” (Instrucción 9/2007, 23). 
Más allá de que esta proposición deba ser gestionada a través de un soporte informático, 
el documento definitivo debe incluir los siguientes puntos650: a) La propuesta razonada 
de grado. b) El programa individualizado de tratamiento. Este documento engloba todas 
las actividades, programas o trabajos que el interno debe cumplir dentro del régimen de 
vida proyectado. c) La propuesta de destino. En relación con esto, se ha de señalar que 
el lugar de cumplimiento no tiene por qué coincidir con el establecimiento emisor de la 
propuesta. Es decir, resulta adecuado a Derecho un pronunciamiento que recomiende 
cumplir la pena en otro centro penitenciario. 

Los plazos máximos del proceso clasificatorio no podrán exceder de dos meses para la 
propuesta de clasificación de la Junta de Tratamiento651 y de otros dos meses para la pro-
puesta definitiva del Centro Directivo652. El primer cómputo se inicia con la recepción 
por el establecimiento penitenciario del testimonio de la sentencia, y el segundo desde la 
recepción por el Centro Directivo de la propuesta provisional de la Junta de Tratamien-
to. Este último intervalo puede ser prorrogado de manera extraordinaria durante otros 
dos meses si se precisa una mejor observación. Esta ampliación debe ser motivada y sólo 
tiene lugar en dos supuestos: a) Existencia de nuevos y mejorados estudios de conducta. 
b) Consolidación de factores positivos para los intereses del recluso653. De esta manera, se 
han de descartar motivos como el exceso de carga de trabajo o la falta de diligencia como 
argumentos válidos para demorar el proceso de clasificación. Este elenco tan tasado de 
motivos se justifica con base en la afectación a la seguridad jurídica que producen estas 

649 Vid. Aranda Carbonel, 2006, 39; Cervelló Donderis, 2016, 221; Fernández 
Arévalo / Nistal Burón, 2016, 620; Fernández Bermejo, 2013, 364.

650 Vid. Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 620.
651 Vid. Aranda Carbonel, 2006, 39; Armenta González-Palenzuela / Rodríguez 

Ramírez, 2009, 295; Cutiño Raya, 2015a, 208; Daunis Rodríguez, 2016a, 130.
652 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 221; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 

620; Zúñiga Rodríguez, 2016, 172.
653 Vid. Cutiño Raya, 2015a, 208; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 620. 
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dilaciones654. Sin embargo, en la práctica penitenciaria todos los esfuerzos por fijar unos 
plazos de cumplimiento tajantes son insatisfactorios655. 

La importancia de no dilatar los plazos se vuelve especialmente importante en las penas 
de corta duración656. Si bien es cierto que las demoras en procesos de clasificación son 
siempre perjudiciales, sus efectos son peores en condenas cortas. Las penas cortas supo-
nen tratamientos cortos. Por ello, un retraso en la clasificación supone desaprovechar un 
mayor porcentaje del tiempo que se podría destinar al tratamiento. Por todo ello, en las 
condenas con una duración menor a un año, la propuesta de la Junta de Tratamiento 
puede tomar la consideración de clasificación definitiva si es adoptada por unanimidad. 
Eso sí, siempre y cuando no sea de primer grado, ya que en ese caso se precisa la resolu-
ción del Centro Directivo657. 

Una vez realizada esta clasificación inicial, se notifica el resultado al interesado. En caso 
de que no se encuentre conforme, puede acudir al Juez de Vigilancia (art. 103.5 RP)658. 
Esta reclamación se resuelve con base en los estudios de los equipos de observación y de 
tratamiento, o en su caso de la central de observación659 (art. 76.2.f LOGP)660. Contra 
la resolución administrativa del Juez de Vigilancia procede, en vía judicial, el recurso de 

654 Vid. Cutiño Raya, 2017, 169-171; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pas-
cual Rodríguez, 2016, 146.

655 Vid. Cutiño Raya, 2015a, 208. De hecho, y en relación con esta cuestión, se puede obser-
var como este tipo de incumplimientos y prórrogas injustificadas ya resultaban una práctica con 
largo recorrido en el sistema penitenciario español. Así las cosas, Ríos Martín y Cabrera Cabrera 
realizaron en 1998 un estudio en el que ponían de manifiesto como este incumplimiento de plazos 
era una realidad contrastada. De esta manera, en 1998, sólo un 18% de los encuestados fueron 
clasificados cumpliendo los tiempos legales, un 31% fue clasificado en el periodo extraordinario y 
el 51% restante fue clasificado extemporáneamente y en un período superior a los 5 meses desde la 
recepción de la sentencia condenatoria firme (vid. Ríos Martín / Cabrera Cabrera, 1998, 48).

656 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 130; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / 
Pascual Rodríguez, 2016, 148.

657 Vid. Aranda Carbonel, 2006, 40; Cervelló Donderis, 2016, 222; Cutiño Raya, 
2015a, 208; Daunis Rodríguez, 2016a, 130; Juanatey Dorado, 2016, 144; Ríos Martín / 
Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 149; Zúñiga Rodríguez, 2016, 172.

658 Vid. Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 621.
659 Vid. Bueno Arús et al., 2010, 651.
660 Artículo 76 LOGP.

2 Corresponde al Juez de Vigilancia:
f. Resolver en base a los estudios de los equipos de observación y de tratamiento, y en su caso de la 

central de observación, los recursos referentes a la clasificación inicial y a progresiones y regresiones 
de grado.
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reforma. Por su parte, y en caso de que se llegue a un recurso de apelación, éste se debe 
interponer ante el Tribunal sentenciador661 (disposición adicional 5ª de la LOPJ)662. En 
caso de que el penado esté cumpliendo varias penas, es competente el tribunal sentenciador 
que hubiese impuesto la pena más grave y, si son de la misma gravedad, el que la hubiese 
dictado de último663. A pesar que normativamente no se establece un plazo máximo, 
la resolución no puede tardar más de un mes664. Este iter procesal fue propuesto por la 
reforma operada por la Ley Orgánica 5/2003, de 27 de mayo, por la que se modifica la 
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial; la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de 
septiembre, General Penitenciaria, y la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarca-
ción y de Planta Judicial. Con anterioridad, los recursos frente a las resoluciones de los 
Jueces de Vigilancia Penitenciaria eran conocidos por la Audiencia provincial del lugar 
del Centro Penitenciario665. 

Una vez explicado el proceso de clasificación para los condenados en firme resulta 
importante detenerse en la excepción que supone la clasificación de los reclusos preven-
tivos. Este tipo de presos no son objeto de una clasificación como la que procede con los 
condenados en firme. Es más, si a un interno le fuese decretada prisión preventiva por 

661 Vid. Cutiño Raya, 2015a, 209 y ss.; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 
619; Fernández Bermejo, 2013, 363-364.

662 Disposición Adicional 5ª LOPJ.
Cuando la resolución objeto del recurso de apelación se refiera a materia de clasificación de penados 
o concesión de la libertad condicional y pueda dar lugar a la excarcelación del interno, siempre y 
cuando se trate de condenados por delitos graves, el recurso tendrá efecto suspensivo que impedirá la 
puesta en libertad del condenado hasta la resolución del recurso o, en su caso, hasta que la Audiencia 
Provincial o la Audiencia Nacional se haya pronunciado sobre la suspensión.
Los recursos de apelación a que se refiere el párrafo anterior se tramitarán con carácter preferente 
y urgente.

663 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 222.
664 Ibídem.
665 El cambio propuesto por esta ley fue objeto de diversas críticas: 1. Problema interpretativo 

en relación con el artículo 82.1 5º LOPJ (Cutiño Raya, 2015a, 210). 2. Alejamiento respecto del 
lugar de ejecución de la pena (Cutiño Raya, 2015a, 211; García Mateos, 2004, 83; Leganés 
Gómez, 2005, 198). 3. Falta de especialización (Cutiño Raya, 2015a, 211; García Mateos, 
2004, 297). Sin embargo, frente a todos estos argumentos que cuestionan la reforma operada por 
la LO 5/2003, también surgen voces de apoyo (vid. entre otros Conde Pumpido-Tourón, 
2003, 58-59; Leganés Gómez, 2005, 191; Martín Díz, 2002; Téllez Aguilera, 2002, 11; 
De Urbano Castrillo, 2002, 1 y ss.).
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otro delito, su clasificación se suspende y queda sin efecto666. No obstante, si hay causas 
pendientes, pero no se aplica la prisión preventiva, la clasificación no sufre alteraciones667. 
La razón que justifica esta excepción reside en evitar la clasificación en una situación de 
incertidumbre668. Es decir, un preso preventivo no conoce las eventuales consecuencias 
jurídicas de sus actos. Por ello, su ubicación no puede ser la misma que la de un interno 
que sí conoce su condena. Otro de los motivos que sostienen esta restricción reside en 
la concepción de la clasificación como punto de inicio para el tratamiento. Un recluso 
preventivo no está en condiciones de iniciar un tratamiento penitenciario porque no 
sabe todavía si tiene que iniciarlo. Por ello, carece de sentido incluirlo en un proceso de 
clasificación ordinario669. Es decir, está fuera de lugar proponer un itinerario de cumpli-
miento a un sujeto del que no se sabe si va a tener que cumplir condena. Más allá de los 
argumentos recién esgrimidos, la realidad penitenciaria muestra problemas derivados 
de la no clasificación de los internos preventivos. En primer lugar, estos reclusos tienen 
vetado el acceso a regímenes de vida en semi-libertad y, en segundo lugar, su condición 
impide el acceso y disfrute de instituciones como los permisos de salida ordinarios670. 

De todos modos, y como cierre, todos los problemas presentes en el procedimiento de 
clasificación se encaminarían hacia una solución si este proceso estuviese verdaderamente 
orientado a la satisfacción de la finalidad resocializadora671. Para ello se precisaría actuar 
desde un doble plano. En primer lugar, aumentando la dotación de recursos que precisa 
el sistema penal y penitenciario para poder operar sin limitaciones y, en segundo lugar, 
dirigiendo las actuaciones a la mejora de los exiguos derechos de las personas presas. 
De este modo, problemas como dilaciones, acceso a información o implementación de 
medidas e instrumentos, se podrían despejar, dado que en la mayor parte de los casos el 
problema no es tanto de incapacidad formal, sino de imposibilidad fáctica. 

666 Vid. Aranda Carbonel, 2006, 40; Cervelló Donderis, 2016, 221; Fernández 
Arévalo / Nistal Burón, 2016, 634; Juanatey Dorado, 2016, 144; Leganés Gómez, 
2009, 222; Racionero Carmona, 1999, 143; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / 
Pascual Rodríguez, 2016, 148-149; Zúñiga Rodríguez, 2016, 172.

667 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 221; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / 
Pascual Rodríguez, 2016, 149. En sentido contrario, vid. Racionero Carmona, 1999, 142.

668 Vid. Juanatey Dorado, 2016, 144.
669 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 306.
670 Vid. Juanatey Dorado, 2016, 144; Racionero Carmona, 1999. 143 y ss. Especial-

mente favorable a esta limitación, vid. Leganés Gómez, 2009, 222.
671 Vid. Cutiño Raya, 2015a, 211; 2017, 170.
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2.3.6.4.1. Casos especiales

Penados enfermos muy graves o con graves padecimientos incurables. Todas aquellas perso-
nas que posean un pronóstico médico muy grave con padecimientos incurables pueden 
ser clasificadas en tercer grado. Este supuesto se funda en razones humanitarias y de dig-
nidad personal a las que se añade la dificultad para delinquir y la escasa peligrosidad672. 

La existencia de una enfermedad incurable se determina por el JVP. Para tomar esta de-
cisión se deben recabar los informes emitidos por los facultativos del centro penitenciario, 
a los que se pueden unir todos aquéllos que se estimen oportunos673. Estos documentos 
detallan el diagnóstico de la enfermedad, su situación actual, su proyección futura y la 
calidad de vida que posee el paciente. La enfermedad debe ser terminal674 pero esto no 
implica, en modo alguno, que deba ser agónica675. En relación con esta cuestión, el TC 
en su STC 48/1996, de 25 de marzo, fija tres criterios sobre los que basar su interpreta-
ción en relación con este tema: 1. La excarcelación no se produce para una persona en 
riesgo inminente de muerte sino para un individuo que se encuentre desahuciado de 
acuerdo con la lex artis médica del momento. 2. La excarcelación procede en la medida 
en que la permanencia en prisión empeora el estado de salud del preso. Dicho de otro 
modo, se va a favorecer siempre que el medio carcelario suponga un menoscabo de la ya 
exigua calidad de vida del recluso. 3. La administración penitenciaria debe abstenerse de 
participar en cualquier decisión que tome el sujeto en caso de que hubiera discrepancia 
médica respecto del pronóstico de curación. 

La determinación de una enfermedad incurable también ha sido motivo de preocupa-
ción para la SGIP. De hecho, esta cuestión ha sido abordada en la Instrucción 1/2000, 
de 11 de enero, donde se establecen una serie de requisitos que ayudan a delimitar su 
contenido: 1. Riesgo de muerte estimado superior al 10% en el plazo de un año a pesar 
del tratamiento. 2. Riesgo de muerte estimado superior al 50% en el plazo de 5 años a 

672 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 235; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 
629; Juanatey Dorado, 2016, 145-146; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pas-
cual Rodríguez, 2016, 175 y ss.; Ríos Martín / Cabrera Cabrera, 1998, 187 y ss. En 
una línea mucho más reaccionaria, vid. Dolz Lago, 2014, 5-6.

673 Vid. Cardenal Montraveta, 2015b, 360-361; Farto Piay, 2015b, 189; Ríos Mar-
tín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 176-177.

674 Vid. Nistal Burón, 2012, 4; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual 
Rodríguez, 2016, 176-177; Vega Alocén, 1999, 41

675 Vid. Bueno Arús et al., 2010, 609; Nistal Burón, 2012, 4; Ríos Martín / Etxe-
berria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 176-177. Ríos Martín / Etxeberria 
Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 176-177.
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pesar del tratamiento. 3. Índice de Karnofsky676 menor o igual al 50%. 4. Infección por 
VIH en estadio A3, B3 o C677. 5. Trastorno psicótico crónico con actividad sintomática a 
pesar de haber seguido tratamiento durante más de seis meses, o con deterioro intelectual.

676 La escala de Karnofsky es un instrumento que se utiliza para evaluar a pacientes con enfer-
medades oncológicas. Su puntuación oscila entre los 0 y los 100 puntos y consta de 11 medidas. 
Esta escala sirve para describir la capacidad que el enfermo posee a la hora de realizar sus actividades 
cotidianas. Tiene un carácter descendente, que va desde la normalidad hasta la muerte. Así pues, 
los pacientes con una puntuación superior a 60% son capaces de satisfacer la mayoría de sus nece-
sidades, mientras que aquéllos con un valor igual o inferior a 30 están totalmente incapacitados y 
necesitan tratamiento de soporte activo. (vid. por todos Puiggròs, C. et al., 2009).

677 

Categorías clínicas para la codificación del VIH en mayores de 13 años

Categorías inmunológicas 1 2 3

Categoría A Infección aguda asintomática o linfade-
nopatía persistente generalizada (LPG)

A1 A2 A3

Categoría B Infección sintomática no A no C B1 B2 B3

Categoría C Procesos incluidos en la definición de 
caso de SIDA

C1 C2 C3

*Categoría 1. Linfocitos CD4 mayor o igual a 500/mm3 en número absoluto o bien CD4 mayor 
o igual al 29%. 
*Categoría 2. Linfocitos CD4 entre 200 y 499/mm3 o bien entre 14-28%. 
*Categoría 3. Linfocitos CD4 menor de 200/mm3 o bien CD4 menor del 14%.
*Categoría A. Infección aguda asintomática o linfadenopatía persistente generalizada (LPG): Se 
aplica a la infección primaria y a pacientes asintomáticos con o sin linfadenopatía generalizada 
persistente (LGP). 
*Categoría B. Infección sintomática no A no C: Se aplica a los pacientes que presentan o han 
presentado síntomas o enfermedades relacionadas con la infección por el VIH (no pertenecientes 
a la categoría C) o cuyo manejo o tratamiento puedan verse complicados debido a la presencia 
de la infección por VIH. 
*Categoría C. Procesos incluidos en la definición de caso de SIDA: Se aplica a pacientes que pre-
senten o hayan presentado alguna de las complicaciones ya incluidas en la definición de SIDA 
cuando el paciente tiene una infección por el VIH bien demostrada y no existen otras causas de 
inmunodeficiencia que puedan explicarlas. Son procesos oportunistas, infectivos o neoplásicos, 
cuya presencia define SIDA en el paciente VIH positivo.
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Las Instrucciones 2/2005, de 15 de marzo y 7/2010, de 14 de diciembre, son las en-
cargadas de regular este tipo de propuestas clasificatorias. Con anterioridad a la reforma 
del Código Penal operada por la LO 1/2015, si estas personas estaban condenadas por 
delitos integrados en la lista que activaba el período de seguridad678, su acceso a tercer 
grado presentaba mayores dificultades679. No obstante, la reforma resuelve este problema 
de manera expresa. Se prevé la posibilidad de conceder la libertad condicional sin sujeción 
a requisito alguno más allá de la constatación de su enfermedad y su no peligrosidad680.

Exigencia de satisfacción de responsabilidades civiles. El artículo 72.5 LOGP681, mo-
dificado por la LO 7/2003, establece como requisito para la concesión o progresión a 

Información extraída de la Resolución acordada en la Reunión nº 29 de la Unidad Técnica de 
Codificación para CIE 9 MC el día 25 de febrero de 2010, publicada por el Ministerio de Sanidad 
y Política Social.
file:///C:/Users/CPD/Downloads/nota_informativa_codificacion_HIV.pdf (Último acceso: 09/2018).

678 Los delitos que activan el período de seguridad son: 1. Delitos referentes a organizaciones 
y grupos terroristas y delitos de terrorismo del Capítulo VII del Título XXII del Libro II de 
este Código. 2. Delitos cometidos en el seno de una organización o grupo criminal. 3. delitos de 
abusos y agresiones sexuales a menores de dieciséis años del art. 183 CP. 4. Delitos relativos a la 
prostitución y a la explotación sexual y corrupción de menores del Capítulo V del Título VIII 
del Libro II, cuando la víctima sea menor de trece años.

679 Vid. Juanatey Dorado, 2016, 146.
680 Vid. Juanatey Dorado, 2016, 146; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 

629; Fuentes Osorio, 2011, 16-17.
681 Artículo 72 LOGP.

5. La clasificación o progresión al tercer grado de tratamiento requerirá, además de los requisitos 
previstos por el Código Penal, que el penado haya satisfecho la responsabilidad civil derivada del 
delito, considerando a tales efectos la conducta efectivamente observada en orden a restituir lo sus-
traído, reparar el daño e indemnizar los perjuicios materiales y morales ; las condiciones personales 
y patrimoniales del culpable, a efectos de valorar su capacidad real, presente y futura para satisfacer 
la responsabilidad civil que le correspondiera ; las garantías que permitan asegurar la satisfacción 
futura ; la estimación del enriquecimiento que el culpable hubiera obtenido por la comisión del delito 
y, en su caso, el daño o entorpecimiento producido al servicio público, así como la naturaleza de los 
daños y perjuicios causados por el delito, el número de perjudicados y su condición.
Singularmente, se aplicará esta norma cuando el interno hubiera sido condenado por la comisión 
de alguno de los siguientes delitos:

a) Delitos contra el patrimonio y contra el orden socioeconómico que hubieran revestido notoria 
gravedad y hubieran perjudicado a una generalidad de personas.

b) Delitos contra los derechos de los trabajadores.
c) Delitos contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad Social.
d) Delitos contra la Administración pública comprendidos en los capítulos V al IX del título XIX 

del libro II del Código Penal.
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régimen abierto la satisfacción de la responsabilidad civil682. Esta exigencia hace depen-
der el avance en grado de una circunstancia que nada tiene que ver con la evolución o el 
tratamiento del penado683. 

Este precepto contempla una lista de cuatro delitos en los que la satisfacción de la 
responsabilidad civil se vuelve especialmente rigurosa: a) Delitos contra el patrimonio y 
contra el orden socioeconómico que hubieran revestido notoria gravedad o que hubie-
ran perjudicado a un grupo amplio de personas. b) Delitos contra los derechos de los 
trabajadores. c) Delitos contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad Social. d) De-
litos contra la Administración pública comprendidos en los capítulos V al IX del título 
XIX del libro II del Código Penal (arts. 419-444). A la vista de estos ilícitos, se echa en 
falta conocer el criterio del legislador para realizar este listado684, ya que la imposición de 
restricciones al tercer grado es una cuestión suficientemente relevante como para que se 
expliciten las razones que la motivan.

Esta prescripción legal puede resultar atentatoria de los derechos de las personas presas, 
puesto que introduce un criterio únicamente salvable de manera económica685. Es decir, se 
supedita la evolución penitenciaria y el desarrollo del tratamiento a la satisfacción de una 
cuantía dineraria. No obstante, y dada la “perentoria necesidad de atemperar el tenor de la 
reforma legal al sentido del tratamiento penitenciario de las penas privativas de libertad” 
(Córdoba Roda, 2005, 45), es posible realizar interpretaciones que aporten soluciones 
menos gravosas686. Así las cosas, no tiene por qué exigirse el cumplimiento efectivo y 
total de la responsabilidad civil. Basta con que el interno, dentro de sus posibilidades, 
trate de reparar el daño687. Para ello, han de tenerse en cuenta cuestiones como688: 1. La 
conducta efectivamente puesta en práctica para satisfacer la restitución. 2. Las condicio-
nes personales y patrimoniales del penado. 3. La capacidad económica pasada, presente 
y futura del condenado. 4. Las garantías ofrecidas para satisfacer el resarcimiento. 5. El 
enriquecimiento estimado que el recluso hubiese obtenido. 6. La naturaleza de los daños 

682 Vid. Aranda Carbonel, 2006, 69; Armenta González-Palenzuela / Rodríguez 
Ramírez, 2009, 301-302; Cervelló Donderis, 2016, 231; Córdoba Roda, 2005, 43; Fer-
nández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 630-631.

683 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 231; Córdoba Roda, 2005, 44-45.
684 Vid. Córdoba Roda, 2005, 45.
685 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 300; Cervelló 

Donderis, 2016, 232; Daunis Rodríguez, 2016a, 126.
686 Vid. Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 630.
687 Vid. Córdoba Roda, 2005, 45; Daunis Rodríguez, 2016a, 126. 
688 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 231; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 630.
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y perjuicios ocasionados. 7. El número de afectados. La evaluación de estas circunstancias 
recae sobre la Junta de Tratamiento que debe determinar, en cada caso concreto, cuál es 
la adecuación de los criterios expuestos a la satisfacción de la responsabilidad civil.

A modo de cierre, y aún a riesgo de resultar reiterativo, la introducción de este criterio 
muestra serios inconvenientes689. En primer lugar, monetariza la reparación de la víctima, 
como si el criterio económico fuese el único importante en el proceso de restitución. En 
segundo lugar, y derivado del primer requisito, puede resultar contrario al principio de 
igualdad. Esto es así en tanto que el avance en el tratamiento y en la clasificación peni-
tenciaria se realiza en función del pago de una cantidad económica. De este modo, el 
legislador favorece a los reclusos que posean una mayor capacidad patrimonial. De he-
cho, la aceptación de este requisito implica asumir la existencia de criterios normativos 
fuertemente influenciados por componentes clasistas y aporofóbicos.

Penados por delitos de terrorismo o por delitos cometidos en el seno de organizaciones 
criminales (art. 72.6 LOGP). Las personas condenadas por estos delitos deben cumplir 
condiciones específicas para acceder al tercer grado690: a) Cumplir la pena al menos en su 
mitad si esta es superior a cinco años. b) Satisfacer sus responsabilidades civiles en los tér-
minos y condiciones descritos supra. c) Mostrar signos inequívocos de haber abandonado 
los fines y medios terroristas al tiempo que colaboran activamente con las autoridades. 
Esta cooperación se entiende realizada en la medida en que impida “la producción de otros 
delitos por parte de la banda armada, organización o grupo terrorista, bien para atenuar 
los efectos de su delito, bien para la identificación, captura y procesamiento de responsables 
de delitos terroristas, para obtener pruebas o para impedir la actuación o el desarrollo de 
las organizaciones o asociaciones a las que haya pertenecido o con las que haya colaborado” 
(art. 72.6 LOGP). Asimismo el legislador, también explicita cómo se debe acreditar la 
buena voluntad de los penados por terrorismo que se acojan a esta vía: “podrá acre-
ditarse mediante una declaración expresa de repudio de sus actividades delictivas y de 
abandono de la violencia y una petición expresa de perdón a las víctimas de su delito, así 
como por los informes técnicos que acrediten que el preso está realmente desvinculado de 

689 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 231-232.
690 Vid. Manzanares Samaniego, 2014, 3-6. No obstante, este autor comete, a nuestro 

juicio, un error ab initio al catalogar esta situación como de beneficio penitenciario. El tercer gra-
do, se aplique a quien se aplique, es una modalidad de clasificación contemplada en el proceso 
de individualización científica. No es una forma atenuada de cumplimiento. Por ello, calificarlo 
como beneficio puede introducir un matiz valorativo que no se corresponde con la normativa 
penitenciaria.
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la organización terrorista y del entorno y actividades de asociaciones y colectivos ilegales 
que la rodean y su colaboración con las autoridades”. 

En relación con los dos primeros requisitos, su cumplimiento se exige de un modo 
mucho más rígido que para los no condenados por terrorismo691. De todos modos, lo 
que resulta especialmente discutible del artículo 72.6 LOGP reside en la necesidad de 
abandonar no sólo los medios sino también los fines terroristas. Sobre esta cuestión se 
muestra especialmente tajante Cancio Meliá (2010, 251): “no hace falta insistir en que 
ante lo difuso de esta noción de “apoyo a las ideas”, lo difícil que resultará interpretar 
cuales pueden ser los fines últimos de una organización terrorista y lo extendidos que es-
tán planteamientos políticos que mantienen puntos de contacto con lo que parecen ser los 
objetivos de la organización terrorista, tal interpretación puede servir para criminalizar 
prácticamente cualquier manifestación de opiniones políticas”. De hecho, poniendo en 
pie de igualdad los medios y los fines terroristas, se realiza una equiparación de com-
portamientos muy distintos692. En términos muy similares se expresa Faraldo Cabana 
(2004, 326): “(los fines) pueden ser perfectamente legítimos y defendibles en el marco de 
un Estado de Derecho siempre que se utilicen medios no violentos, como la independencia 
de una parte del territorio nacional”. El hecho de compartir un fin político con una 
organización declarada como terrorista no puede provocar, bajo ningún concepto, una 
consecuencia jurídica negativa. Esto supone introducir un sesgo legal que tiende a la 
criminalización ideológica693 y que resulta inadmisible en un estado que aspira a ser 
adjetivado como democrático.

691 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 233; Daunis Rodríguez, 2016a, 127.
692 Vid. Cancio Meliá, 2010, 255.
693 Vid. por todos Acale Sánchez, 2004, 366, 341 y ss.; Álvarez García, 2003, 75 y ss.; 

Cervelló Donderis, 2016, 234; Daunis Rodríguez, 2016a, 127 y ss.; Faraldo Cabana, 
2004, 299 y ss.; Sánchez García de Paz, 2008, 492 y ss.
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2.3.6.5. Revisiones de grado

La LOGP regula las revisiones de grado en su artículo 65.4694. El RP, por su parte, recoge 
esta cuestión de un modo muy similar en el artículo 105695. De hecho, el artículo 105 RP 
reproduce casi literalmente el contenido del art. 65.4 LOGP. 

El proceso de revisión puede desembocar en el mantenimiento, la progresión o la re-
gresión de grado696. De acuerdo con lo dispuesto en el art. 105.1 RP, la clasificación debe 
revisarse en un plazo máximo de seis meses697. Este cómputo empieza a contar desde la 
sesión de la Junta de Tratamiento en la que se efectúa la propuesta de clasificación o revi-
sión698. De todos modos, esto no implica que se tenga que agotar este plazo699. En caso de 
que existan datos nuevos que lo justifiquen, o si el propio interno lo solicita, vía queja al 

694 Artículo 65 LOGP.
4. Cada seis meses como máximo, los internos deberán ser estudiados individualmente para recon-
siderar su anterior clasificación, tomándose la decisión que corresponda, que deberá ser notificada 
al interesado. 
Cuando un mismo equipo reitere por segunda vez la calificación de primer grado, en interno podrá 
solicitar que su próxima propuesta de clasificación se haga en la central de observación. El mismo 
derecho le corresponderá cuando, encontrándose en segundo grado y concurriendo la misma circuns-
tancia, haya alcanzado la mitad del cumplimiento de la condena.

695 Artículo 105. RP.
1. Cada seis meses como máximo, los internos deberán ser estudiados individualmente para evaluar 
y reconsiderar, en su caso, todos los aspectos establecidos en el modelo individualizado de tratamiento 
al formular su propuesta de clasificación inicial.
2. Cuando la Junta de Tratamiento no considere oportuno proponer al Centro Directivo cambio en 
el grado asignado, se notificará la decisión motivada al interno, que podrá solicitar la remisión del 
correspondiente informe al Centro Directivo para que resuelva lo procedente sobre el mantenimiento 
o el cambio de grado. La resolución del Centro Directivo se notificará al interno con indicación del 
derecho de acudir en vía de recurso ante el Juez de Vigilancia.
3. Cuando una misma Junta reitere por segunda vez la clasificación de primer grado, el interno 
podrá solicitar que su próxima propuesta de clasificación se haga por la Central Penitenciaria de 
Observación. El mismo derecho le corresponderá cuando, encontrándose en segundo grado y concu-
rriendo la misma circunstancia, haya alcanzado la mitad del cumplimiento de la condena.

696 Vid. Bueno Arús et al., 2010, 558 y ss.; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 
2016, 631; Leganés Gómez, 2009, 236 y ss.

697 Vid. Bueno Arús et al., 2010, 558; Leganés Gómez, 2009, 234; Ríos Martín / 
Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 183.

698 Vid. Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 184.
699 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 312; Cutiño 

Raya, 2015a, 208; Daunis Rodríguez, 2016a, 137.
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Juez de Vigilancia, se puede anticipar la revisión700. Los motivos de este adelantamiento 
pueden ser la llegada de una nueva causa preventiva, la aparición de una nueva pena, el 
reingreso tras una liberación condicional o la imposición de una pena que implique la 
aplicación del período de seguridad a un interno en régimen abierto701. Cada vez que se 
realice un proceso de revisión deben analizarse todos los elementos existentes, sin tener 
en cuenta su presencia previa. Por ello, cada revisión es autónoma e independiente.

La clasificación, y su revisión, están fuertemente permeadas por la influencia que 
ejerce sobre ellas el tratamiento penitenciario. De acuerdo con el artículo 62.f LOGP702, 
el tratamiento penitenciario debe ser continuo y dinámico703. De hecho, su evolución 
condiciona el desarrollo de la clasificación (art. 65.1 LOGP)704. Esto implica que el 
devenir del tratamiento posee un peso específico tan notable dentro de la clasificación 
penitenciaria que la alteración de sus variables puede provocar modificaciones en la 
clasificación705. Esta supeditación también se puede apreciar en el art. 72.4 LOGP706, 
ya que la normativa penitenciaria impide mantener a un interno en un grado clasifi-
catorio que ralentice o minusvalore su tratamiento707.

Dicho lo anterior, Ríos Martín, Etxeberria Zarrabeitia y Pascual Rodríguez (2016, 
185-186) advierten de la existencia de un problema técnico en relación con el proceso 
de clasificación. Los formularios en los que se hacen constar las revisiones de grado no 
expresan si el acuerdo de la Junta de Tratamiento ha sido alcanzado por unanimidad 
o por mayoría. De acuerdo con la opinión de estos autores, resulta conveniente expli-

700 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 137; Leganés Gómez, 2009, 234.
701 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 312-313.
702 Artículo 62 LOGP.

El tratamiento se inspirará en los siguientes principios:
Será de carácter continuo y dinámico, dependiente de las incidencias en la evolución de la persona-
lidad del interno durante el cumplimiento de la condena.

703 Vid. Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 631.
704 Artículo 65 LOGP.

1. La evolución en el tratamiento determinará una nueva clasificación del interno, con la consiguiente 
propuesta de traslado al establecimiento del régimen que corresponda, o, dentro del mismo, el pase 
de una sección a otra de diferente régimen.

705 Vid. Bueno Arús et al., 2010, 558.
706 Artículo 72 LOGP.

4. En ningún caso se mantendrá a un interno en un grado inferior cuando por la evolución de su 
tratamiento se haga merecedor a su progresión.

707 Vid. Leganés Gómez, 2009, 234-235.
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citar este dato. El escrutinio pormenorizado de las reuniones y votaciones de la Junta 
de Tratamiento elevaría las posibilidades de que los recursos en los que se solicita la 
progresión en grado prosperasen. Igualmente, en línea con lo anterior, no sólo son 
razones prácticas las que motivan la petición de clarificar el proceso de decisión. Estos 
autores también sostienen que el desconocimiento de este iter interno puede resultar 
atentatorio del derecho a la información que asiste a todo recluso.

2.3.6.5.1. Mantenimiento de grado

Si la Junta de Tratamiento no encuentra circunstancias que justifiquen la modifica-
ción de la clasificación, se debe realizar una proposición de mantenimiento708. Estas 
propuestas ralentizan el sistema penitenciario. Un sistema basado en el principio de 
reinserción y reeducación social tiene que estar diseñado, al menos idealmente, para 
avanzar hacia mayores estados de libertad. En consecuencia, mantener el grado implica 
que ese progreso hacia la rehabilitación se desarrolle de forma más lenta. Eso sí, siempre 
y cuando ese mantenimiento no se produzca en tercer grado. En ese caso, y a falta de 
poder acceder a la libertad condicional, el mantenimiento sería el modo de asegurar 
un régimen de vida lo más cercano posible a la situación de libertad.

Estas decisiones deben estar respaldadas por justificaciones sólidas y no por meras 
conjeturas, sospechas o hipótesis709. Asimismo, y como no podría ser de otra manera, 
esta decisión ha de ser notificada al penado710, pues de otro modo se vulneraría su de-
recho de defensa711.

Si el interno no se encuentra conforme con la decisión de mantenimiento puede acudir 
al Centro Directivo para que estudie la resolución de la Junta de Tratamiento712. No 
obstante, y en el caso de que el recluso reúna estas cuatro características713 (1. La con-
dena sea superior a cinco años. 2. El penado no haya cumplido la mitad de la condena. 
3. El acuerdo de mantenimiento no haya sido tomado por unanimidad. 4. El recluso 

708 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 137; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 
632; Zúñiga Rodríguez, 2016, 175.

709 Vid. Leganés Gómez, 2009, 236; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pas-
cual Rodríguez, 2016, 184-185.

710 Vid. Bueno Arús et al., 2010, 558; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 632.
711 Vid. Leganés Gómez, 2009, 236.
712 Vid. Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 184-185.
713 Vid. Artículo 1 de la Orden INT/985/2010, punto 5.
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solicitante tenga dos o más sanciones graves o muy graves sin cancelar), la apelación será 
atendida por el Director del Establecimiento Penitenciario. Si la resolución del Centro 
Directivo/Director del Centro Penitenciario tampoco satisface al penado, puede acu-
dir en vía de recurso al Juez de Vigilancia714. Por último, y ya de un modo excepcional, 
cuando una misma Junta de Tratamiento proponga por segunda vez la clasificación 
en primer grado, el recluso puede solicitar que su próxima clasificación sea realizada 
por la Central Penitenciaria de Observación715. Asimismo, si el penado se encuentra 
clasificado en segundo grado y ha alcanzado la mitad de su condena, también puede 
solicitar que la Central Penitenciaria de Observación revise su clasificación si la Junta 
de Tratamiento propusiese por segunda vez el mantenimiento de grado, art. 105.3 RP.

2.3.6.5.2. Progresión de grado

La progresión implica avanzar hacia grados de clasificación menos restrictivos (art. 
106.2 RP)716. La progresión debe ser interpretada en clave positiva ya que permite que 
el sistema cumpla con sus postulados. Un modelo penitenciario que tiene la reinserción 
y reeducación social como fin de la pena tiene que contemplar la progresión de grado 
como una evolución natural717. 

La progresión depende de que se produzca una modificación positiva en los factores 
que motivaron la propuesta inicial. El criterio que determina esta decisión no es fijo. Es 
decir, no se toman en consideración los mismos factores para pasar del primer al segundo 
grado que para avanzar del segundo al tercer grado. 

714 Vid. Leganés Gómez, 2009, 238; Zúñiga Rodríguez, 2016, 175.
715 La Central Penitenciaria de Observación es un órgano dependiente de la SIGP que se en-

cuentra especializado en observación, clasificación y tratamiento. Actualmente no cuenta con sede 
fija, anteriormente se encontraba en la antigua prisión de Carabanchel, por lo que se va desplazando 
por los centros penitenciarios que requieran sus servicios. Su carácter ambulatorio así como su 
querencia por la información cuantitativa en detrimento de la cualitativa han sido objeto de críti-
cas, pues se estima que ocasiona mermas en la calidad de sus evaluaciones (vid. Leganés Gómez, 
2009, 238; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016,185).

716 Artículo 106 RP.
2. La progresión en el grado de clasificación dependerá de la modificación positiva de aquellos factores 
directamente relacionados con la actividad delictiva, se manifestará en la conducta global del interno 
y entrañará un incremento de la confianza depositada en el mismo, que permitirá la atribución de 
responsabilidades más importantes que impliquen un mayor margen de libertad.

717 Vid. Leganés Gómez, 2009, 238; Zúñiga Rodríguez, 2016, 176.
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En el primer supuesto, progresión del régimen cerrado al ordinario, se ha de partir del 
supuesto de que la clasificación en primer grado se produce tras la constatación de unas 
circunstancias muy particulares: peligrosidad extrema o inadaptación manifiesta y grave 
al régimen ordinario y abierto. Por ello, la progresión se debe producir tan pronto cómo 
desaparezcan las causas que motivaron la clasificación en régimen cerrado. La estancia en 
primer grado debe ser lo más reducida posible. Por ello, la progresión a segundo grado 
debe realizarse tan pronto sea factible718. 

En el segundo supuesto, progresión de segundo a tercer grado, la situación resulta más 
compleja. Los elementos que permiten pasar del régimen ordinario a régimen abierto 
poseen un carácter más impreciso. Por ello, en la práctica penitenciaria se suele atender 
al cumplimiento, entre otros, de los siguientes criterios719: 

1. Buena conducta y evolución penitenciaria. Este factor se cumple cuando el interno 
adecua su comportamiento al exigido dentro del establecimiento penitenciario. De este 
modo, se asimila buena conducta penitenciaria con buena conducta resocializadora. Esta 
equiparación resulta inaceptable. La progresión en grado no puede basarse en la adecua-
ción del sujeto al modelo disciplinario que impone la prisión. Es decir, la buena o mala 
conducta no puede depender del comportamiento que posee el interno en relación con 
el régimen disciplinario. Este concepto debe vincularse, siempre y en todo caso, con el 
pronóstico de reinserción social720. 

2. Proximidad al cumplimiento de las ¾ partes de la condena. Se considera que esta 
situación reduce el riesgo de quebrantamiento. La proximidad del fin de la pena disuade 
al interno de realizar actividades que pudiesen endurecer sus condiciones de encarcela-
miento y alejar su excarcelación. Más allá de esto, resulta muy improcedente considerar 
que la lejanía a la finalización de la pena puede constituir un límite impeditivo del acceso 
al tercer grado. De ser así, el régimen abierto pierde su condición de grado para conver-
tirse en una especie de beneficio penitenciario o en un modo privilegiado de ejecución. 
Esto resulta absolutamente falso. El régimen abierto no debería de estar limitado a fases 

718  Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 138; Leganés Gómez, 2009, 239.
719 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 314; Daunis 

Rodríguez, 2016a, 138-139; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Ro-
dríguez, 2016, 186 y ss.

720 Vid. Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 186.
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avanzadas del cumplimiento, sino que debería resultar accesible ab initio si así lo deter-
minase la propuesta de clasificación721. 

3. Disfrute previo de permisos de salida sin incidencias negativas. La inexistencia de 
problemas en permisos de salida previos favorece la progresión. La importancia de este 
factor en la práctica es enorme. De hecho, tanto es así que las Juntas de Tratamiento no 
suelen promover progresiones de grado si no se cumple este requisito722. De todos mo-
dos, su contenido resulta controvertido, ya que otorga un peso muy relevante al pasado, 
lo que lastra, en gran medida, las progresiones actuales y futuras. De hecho, debe recor-
darse que cada revisión, y por ende los factores a evaluar en ella, son independientes. De 
otra manera, se desvanece la idea de que cada proceso es único. Así las cosas, se estima 
conveniente descartar este tipo de factores estáticos y realizar las evaluaciones con base 
en la personalidad del sujeto.

4. Evaluación favorable del consumo de drogas. En el supuesto de que el interno hubiese 
manifestado ser consumidor habitual de drogas, la deshabituación, o la participación en 
programas específicos de tratamiento, favorece su progreso a tercer grado723. Este requi-
sito merece una serie de puntualizaciones. En línea de principio, el consumo de drogas se 
analiza como una categoría monolítica. No obstante, esto no debe ser así, ya que no todas 
las drogas, sus consumos o sus efectos son iguales724. Así pues, se considera que introducir 
realidades tan diferentes dentro de una misma categoría es un error. De todos modos, la 
interacción entre drogas y prisión no sólo genera problemas en relación con el consumo. 
El sistema penitenciario dispensa un trato a los drogodependientes que puede llegar a 
adquirir sesgos estigmatizadores725. Esto permite intuir que no solo están desactualiza-
das las perspectivas alrededor del consumo de drogas, sino que también se encuentran 
desenfocadas las miradas desde las que se observa a los drogodependientes en prisión. 

721 Especialmente enfático sobre esta cuestión se muestra Cutiño Raya, 2015b, 69 y ss. 
Asimismo, en esta línea vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 136; Capdevila Capdevila et al., 
2005; Juanatey Dorado, 2016, 145.

722 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 395.
723 Vid. Rodríguez Yagüe, 2016, 18 y ss.
724 Como puntualización se ha de reseñar que el sistema penal solamente singulariza a los con-

sumidores de opiáceos, señaladamente heroína. Esta diferenciación no es explícita. No obstante, 
existe ya que son el único colectivo para el que existen programas de deshabituación específicos. 
Vid. Rodríguez Yagüe, 2010, 43 y ss.

725 Vid. Cabrera Cabrera, 2010, 50 y ss.; De Miguel Calvo, 2015; Ruiz Narezo / 
Santibáñez Gruber, 2014, 120 y ss.
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De todos modos, el planteamiento aquí sostenido pretende ir más allá de lo recién ex-
puesto. Resulta muy discutible que el consumo de drogas, como categoría amplia, tenga 
influencia en el proceso de reinserción social. Es decir, es posible pensar que el consumo 
de determinadas sustancias carezca de importancia a efectos de progresión. Todo ello sin 
entrar a valorar que el mero consumo de drogas no se encuentra sancionado penalmente 
en España726. Por lo tanto, pocos argumentos, más allá de criterios morales se pueden es-
grimir ante una persona consumidora que presente signos de estar reinsertada. Por ello, se 
estima más conveniente una postura que vincule el consumo de drogas con la reinserción 
social que una que niegue o dificulte la progresión por el mero hecho de ser consumidor. 

5. Existencia de hábitos laborales consolidados. Si se poseían con anterioridad a la entrada 
en prisión, se valoran positivamente. Del mismo modo, si estos hábitos laborales se con-
siguen dentro de la cárcel, también se valoran positivamente, puesto que resulta positivo 
que el interno adquiera o mantenga estas aptitudes727. Sin embargo, al igual que sucede 
con el consumo de drogas, nada parece indicar que el hecho de tener un trabajo mejore 
per se las posibilidades de reinserción social728. Por ello, el único modo de poder tomar 
en consideración esta cuestión, sin afectar a los derechos fundamentales, es vinculando 
las actitudes y aptitudes laborales con el proceso de resocialización. 

6. Primariedad delictiva o penitenciaria. El hecho de que un sujeto tenga una carrera 
delictiva corta o que el delito por el que cumpla condena sea el primero, es interpretado 
como positivo a efectos de progresión. La apreciación favorable de este factor se vincula 
con el hecho de que este tipo de sujeto, por lo general, se encuentra mucho menos ex-
puesto a las consecuencias negativas de la prisionización729. Por ende, su comportamiento 
se encontrará también más próximo al que desarrollaría en un contexto de libertad. 

7. Otros factores a tener en cuenta en relación con esta cuestión son la antigüedad del 
delito, la presentación voluntaria para el inicio de la ejecución, la posesión de estrechas 

726 En relación con esto se debe apuntar que en sede administrativa y en aplicación del artículo 
36.16 de la LO 4/2015, de 30 de marzo de protección de la seguridad ciudadana se puede casti-
gar el consumo de drogas. Así, se considera infracción grave “El consumo o la tenencia ilícitos de 
drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, aunque no estuvieran destinadas al tráfico, 
en lugares, vías, establecimientos públicos o transportes colectivos, así como el abandono de los ins-
trumentos u otros efectos empleados para ello en los citados lugares”. Las multas aplicables en estos 
casos oscilan entre 601 y 30000 euros. 

727 Vid. González Collantes, 2014, 13-14.
728 Vid. de Alós Moner et al., 2009; González Collantes, 2015, 39 y ss. 
729 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 139.
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relaciones familiares, el reconocimiento del hecho cometido o los recursos personales 
adecuados. 

De todos modos, Ríos Martín, Etxeberria Zarrabeitia y Pascual Rodríguez (2016, 186 
y ss.) señalan que, en la práctica, todos los elementos recién expuestos tienen un carácter 
subsidiario respecto del delito cometido, de la conducta en prisión y del tiempo que res-
te para el cumplimiento de la pena. Estos factores son los que realmente determinan la 
progresión. Resulta frecuente que los operadores carezcan de factores que sean capaces 
de aportar información más exhaustiva y personal. Por lo tanto, las decisiones se acaban 
objetivando con base en estas variables pretendidamente asépticas pero que encierran 
en su interior posibles visos de arbitrariedad. Por ello, no solo resulta preciso clarificar 
los términos valorativos que los operadores penitenciarios utilizan, sino que también se 
deben incorporar elementos de juicio que puedan generar otros modos de comprender 
la progresión en grado.

Desde un punto de vista formal, todos estos factores han de ser analizados en conjunto 
y compendiados en la propuesta de clasificación y destino. Este documento debe incluir, 
a mayores de lo ya expuesto: a) Informe de seguimiento del educador. b) Informe psico-
lógico, si procede. c) Para progresiones a segundo grado, informe social de vinculación. 
d) Para progresiones a tercer grado, informes específicos de los diferentes tipos de clasi-
ficación a tercer grado730. 

2.3.6.5.2. Regresión de grado

La regresión de grado debe ser un recurso extraordinario. El hecho de que un interno no 
sólo no progrese en grado, sino que tenga que regresar a espacios de control y disciplina 
más severos, evidencia la existencia de problemas. La regresión contraviene gran parte 
de los postulados básicos del sistema penitenciario, pues resulta difícilmente compatible 
con principios como el de reinserción y reeducación social731. 

De acuerdo con la interpretación literal del art. 65.3 LOGP732, la regresión se activa 
cuando se aprecie en el interno una evolución desfavorable en su tratamiento. El RP toma 

730 Vid. Leganés Gómez, 2009, 245.
731 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 316; Ríos 

Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 193.
732 Artículo 65 LOGP.

3. La regresión de grado procederá cuando se aprecie en el interno, en relación al tratamiento, una 
evolución desfavorable de su personalidad.
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la redacción de la LOGP y la complementa al vincular esta evolución en negativo con el 
pronóstico de reinserción social733 (art. 106.3 RP)734.

La regresión genera perjuicios objetivamente constatables. Por ello, su motivación 
tiene que ser muy sólida. Las meras sospechas o conjeturas, en ningún caso, pueden ser 
argumentos válidos sobre los que fundar una regresión735. Asimismo, esta decisión tiene 
que basarse en el enjuiciamiento de una conducta global y no en un pronóstico asenta-
do en un hecho o dato particular736. De este modo, se pretende asentar la idea de que la 
regresión sólo procede cuando se produce un deterioro generalizado de la reinserción 
social. En cualquier otro caso, la regresión funcionaría como una sanción disciplinaria737.

La regresión puede producirse tanto a segundo como a primer grado. Para poder 
regresar a primer grado, deben darse los requisitos habilitantes del art. 10 LOGP (peli-
grosidad extrema o inadaptación manifiesta a los regímenes de vida ordinarios). Por su 
parte, si la regresión se produce de tercer a segundo grado estos son alguna de las razones 
que motivan este tipo de actuaciones738: 1. Incumplir las condiciones del régimen de 
vida impuesto y del programa individualizado de tratamiento. 2. Cometer un nuevo 
delito durante una salida autorizada. En caso de que estos hechos, presuntamente de-
lictivos, fuesen realizados por un interno clasificado en tercer grado, el director podrá 
suspender cautelarmente otras salidas ya autorizadas. Asimismo, esta situación activa la 
reclasificación inmediata739. 3. Eludir el reingreso al Centro Penitenciario tras el disfrute 
de un permiso de salida. En este caso el interno será clasificado cautelarmente en segun-
do grado al tiempo que se inicia un procedimiento de reclasificación740. 4. Evolucionar 

733 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 315-316; Fer-
nández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 633; Leganés Gómez, 2009, 239; Ríos Martín / 
Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 193; Zúñiga Rodríguez, 2016, 146.

734 Artículo 106 RP.
3. La regresión de grado procederá cuando se aprecie en el interno, en relación al tratamiento, una 
evolución negativa en el pronóstico de integración social y en la personalidad o conducta del interno.

735 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 315; Leganés 
Gómez, 2009, 239.

736 Vid. Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 193.
737 Vid. Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 193-194.
738 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 316; Ríos 

Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 198; Zúñiga Rodrí-
guez, 2016, 176.

739 Vid. Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 633.
740 Vid. Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 633.



David Castro Liñares

184

desfavorablemente en su conducta. Esta tendencia se manifiesta con la apertura de un 
expediente disciplinario, así como tras una recaída en el proceso de deshabituación del 
consumo de drogas. Estos cuatro factores tienen que ser valorados globalmente. Es decir, 
la regresión no debe hacerse sobre eventos particulares. La constatación puntual de uno 
de estos factores puede motivar la apertura de un procedimiento sancionador, pero en 
ningún caso puede sostener una regresión de grado741. 

Para completar el procedimiento de regresión de grado, se debe incluir, junto con el 
informe de la Junta de Tratamiento y la propuesta de clasificación y destino, el informe 
del educador. Si la regresión es a primer grado será necesario a mayores: a) informe mé-
dico. b) informe psicológico. En el caso de que la regresión se produzca a segundo grado 
se incorporará: informe social e informe psicológico, si procede742.

2.4 La Libertad Condicional

La libertad condicional es una institución fundamental dentro del sistema penitencia-
rio español. En su concepción tradicional, se encontraba muy vinculada con el sistema 
progresivo. De hecho, se consideraba una fase del cumplimiento de la pena en igualdad 
de condiciones con las anteriores. Es más, era la última etapa y la más cercana a la vida 
en libertad. Por todo ello, poseía la consideración de cuarto grado penitenciario743. 

Más allá de su eventual encuadre conceptual en el modelo progresivo, la LOGP 
sostuvo desde su redacción original la consideración de la libertad condicional como 

741 Vid. Ríos Martin, 2011, 142-143.
742 Vid. Leganés Gómez, 2009, 245.
743 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 319; Daunis Rodríguez, 2016a, 230; Garrido 

Guzmán, 1983, 371: Juanatey Dorado, 2016, 151; Leganés Gómez, 2009, 337; Racionero 
Carmona, 1999, 254; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 
2016, 287. Esta postura contó con detractores, que se mostraban renuentes a la aceptación de la 
libertad condicional como cuarto grado penitenciario. Esta postura crítica se sostenía con base 
en tres argumentos. En primer lugar, los requisitos de aplicación y revocación no permiten esta 
interpretación. En segundo lugar, el procedimiento de concesión de la libertad condicional difie-
re en tal medida del propuesto para las demás clasificaciones en grado que no permite establecer 
soluciones de continuidad al respecto. Y en tercer lugar, el contenido de los grados clasificatorios 
y de la libertad condicional es lo suficientemente lejano como para que resulten cuestiones dife-
renciadas. En este sentido, vid. Mapelli Caffarena, 2011, 191.
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grado penitenciario (artículo 72.1 LOGP)744. De acuerdo con este texto legal, la libertad 
condicional es la última fase de cumplimiento de la pena. La norma también vincula 
a la libertad condicional con el sistema de individualización científica. Por ello, posee 
una relación directa con el tratamiento penitenciario y el principio de reinserción y 
reeducación social745. No obstante, esta institución no sólo se encuentra regulada por 
la LOGP. El RP le dedica el Capítulo I del Título VIII (arts. 192 y ss.). 

Fuera de la normativa penitenciaria stricto sensu, la sección 3ª del Capítulo III del 
Título III del Código Penal (artículos 90-94 bis) también está dedicada a la libertad 
condicional. La regulación del CP resulta de gran importancia, ya que permite enten-
der mejor su encaje en el actual sistema penal y penitenciario746. De hecho, el impacto 
operado por la LO 1/2015 de 30 de marzo de reforma del Código Penal cambió no-
tablemente su configuración. Así las cosas, esta nueva normativa propició toda una 
serie de transformaciones que mudaron, en gran medida, las concepciones existentes 
en relación con la estructura, objetivos y funcionamiento de la libertad condicional.

2.4.1. Concepto y naturaleza jurídica

La razón por la que este apartado incluye de manera conjunta el concepto y la naturaleza 
jurídica de la libertad condicional reside en que ambas nociones se encuentran estrecha-
mente relacionadas. 

Desde una perspectiva previa a la LO 1/2015, la libertad condicional o cuarto grado 
penitenciario se definía como la última fase de ejecución de la pena, la cual podría desarro-
llarse fuera de establecimiento penitenciario, en libertad, pero siempre que el solicitante 
cumpliese unos requisitos previos y aceptase una serie de condiciones durante su desarrollo. 

Así pues, y tras esta definición, la primera cuestión que surge en relación con este tema 
reside en determinar el lugar que ocupa la libertad condicional dentro del proceso de 
ejecución de la pena. Esta institución es la última por la que el individuo tiene que pasar 

744 Artículo 72 LOGP.
1. Las penas privativas de libertad se ejecutarán según el sistema de individualización científica, 
separado en grados, el último de los cuales será el de libertad condicional, conforme determina el 
Código Penal.

745 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 319-320.
746 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 320-321; Juanatey Dorado, 2016, 151.
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para cumplir su condena747. Por lo tanto, aproxima al interno a la libertad. De hecho, 
y ésta es una de sus características básicas, su cumplimiento se lleva a cabo fuera de un 
establecimiento penitenciario. No obstante, esto no permite que el sujeto desarrolle un 
comportamiento libérrimo que solamente responda a su propia autodeterminación. El 
disfrute de esta situación penitenciaria no depende únicamente de su voluntad. El legis-
lador estableció una serie de requisitos de obligado cumplimiento748. Estas condiciones 
pueden materializarse en diferentes momentos. En primer lugar, con anterioridad a su 
otorgamiento. Esto es, exigiendo la concurrencia de requisitos previos. En segundo lugar, 
con posterioridad a su concesión. En consecuencia, el sujeto debe cumplir con una serie 
de mandatos si no desea que su libertad condicional se revoque. Por todo ello, y a la vista 
de lo anterior, se puede apreciar que la libertad condicional es una institución en la que 
no cabe un desarrollo libre, automático e incondicional.

Aunque no se deduzca directamente de la definición antes apuntada, la libertad con-
dicional posee una intensa vinculación con el principio de reeducación y reinserción 
social749. Esta afirmación se sostiene con base en el análisis de sus finalidades. Esta ins-
titución busca la preparación del interno para la vida fuera de prisión. Este objetivo se 
encuentra fuertemente apegado a la intención de que el recluso pueda volver a integrarse 
en la sociedad y alejarse del delito. Esta vocación resulta perfectamente integrable dentro 
del mandato constitucional del artículo 25.2 CE. Por ello, la referencia al principio de 
reinserción y reeducación social se encuentra muy presente en esta institución. 

De un modo paralelo a su delimitación conceptual, surgió el debate sobre si esta ins-
titución es un beneficio penitenciario o si, por el contrario, es un derecho del sujeto. A 
favor de la primera tesis, se argumenta que la libertad condicional es un beneficio peni-
tenciario750. Es decir, la concesión de la libertad condicional es potestativa. El JVP, una 
vez observado el cumplimiento de los requisitos, posee un margen de discrecionalidad 
para otorgar, o no, la libertad condicional. Frente a la anterior postura, se contrapone la 
postura que considera la libertad condicional como un derecho limitado. Esta concep-

747 Vid. Bueno Arús et al., 2010, 600; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 
199; Racionero Carmona, 1999, 255; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pas-
cual Rodríguez, 2016, 287-288.

748 Vid. Juanatey Dorado, 2016, 151; Leganés Gómez, 2009, 337; Racionero Carmona, 
1999, 255; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 287-288.

749 Vid. Daunis Rodríguez, 2014, 7; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pas-
cual Rodríguez, 2016, 287 y ss.; Gracia Martín / Alastuey Dobón, 2006. 367.

750 Vid. Bueno Arús, 2003, 18-19; Fernández García, 2016b, 240; Lascuraín Sán-
chez, 1997, 294.
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ción se estima que capta mejor su naturaleza jurídica. Esto es así debido a que asumir la 
libertad condicional como un beneficio penitenciario no sólo contraviene la normativa 
penitenciaria, pues orilla la aplicación del principio de individualización científica, sino 
que además otorga subrepticiamente esta competencia a los órganos jurisdiccionales. 
Frente a esta posición, se argumenta que el penado tiene derecho a que se le conceda la 
libertad condicional siempre que cumpla con los requisitos legalmente requeridos751. Es 
decir, la concesión es indisponible, y se tiene que otorgar cuando se cumplen las condi-
ciones habilitantes. De hecho, desde este punto de vista, se arguye que la redacción de la 
normativa incluye un otorgamiento imperativo752. Esta afirmación resulta cuestionable, 
ya que la regulación permite la concesión cuando se dan las condiciones pero, en ningún 
caso, obliga a tal extremo753. Así las cosas, la libertad condicional se puede considerar como 
un derecho de los internos pero que no goza de carácter absoluto. Dicho de otro modo, 
la libertad condicional se puede interpretar como un derecho, pero, siempre y en todo 
caso, como un derecho limitado. Es decir, se puede ejercitar cuando se acredite el cum-
plimiento de unos prerrequisitos. El sujeto que cumpla con las circunstancias exigidas, 
tiene derecho a solicitar su inicio. De esta manera, la libertad condicional queda en una 
situación jurídica similar a la de otros derechos cuyo disfrute se encuentra supeditado a 
la satisfacción de requisitos previos754. 

No obstante, el debate acerca de la naturaleza jurídica de la libertad condicional no se 
agota con lo expuesto anteriormente. Existe otro punto de discusión que se centra en 
determinar si la libertad condicional es una herramienta al servicio de la ejecución de la 
pena o si por el contrario es una forma de suspensión. La postura que defiende la primera 
argumentación sostiene que la libertad condicional representa un paso más en el cumpli-
miento de la sanción. Un interno sujeto a libertad condicional no ha finalizado su relación 
con la administración penitenciaria, sino que ha entrado en una fase de cumplimiento 

751 Vid. entre otros Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 420; 
Daunis Rodríguez, 2014, 6; 2016a, 230; Navarro Villanueva, 2002, 205-206; Peiteado 
Mariscal, 2000, 587; Renart García, 2003, 73-75; Serrano Pascual, 1999, 405-407.

752 Vid. Serrano Butragueño, 1996, 97. 
753 Vid. Manzanares Samaniego, 2008, 119.
754 Como ejemplo, se puede destacar el derecho a la tenencia y porte de armas (vid. Castro 

Liñares, 2013, 252).
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diferente755. Por ello, no puede suponer una ruptura en la ejecución de la pena, sino que 
su labor reside en dirigir la transición entre la vida penitenciaria y la vida en libertad756.

Por el contrario, existe otra postura doctrinal que concibe la libertad condicional como 
una forma de suspensión757. Desde este punto de vista se considera insostenible mante-
ner la ejecución de la pena sobre un sujeto que se encuentra en libertad. Este punto de 
vista es sostenido por Gracia Martín y Alastuey Dobón (2006, 367), que consideran 
que “si se distingue claramente, como es obligado, entre la ejecución de la sentencia, de 
carácter procesal y, por tanto, jurisdiccional y la ejecución material de la pena, de carácter 
administrativo, la libertad condicional, a nuestro juicio, debe adscribirse al primero de 
estos campos, al jurisdiccional, y entonces no puede tener la naturaleza de elemento o fase 
de la ejecución material”.

Este debate se mantuvo dentro de los límites recién planteados hasta la aparición de 
la reforma del Código Penal operada por la LO 1/2015. El legislador irrumpió en esta 
discusión tomando partido, indudablemente, por la opción que considera la libertad 
condicional como una forma de suspensión de la pena. De hecho, así se manifiesta en 
el apartado quinto de la Exposición de Motivos del citado texto legal: “la libertad con-
dicional pasa a ser regulada como una modalidad de suspensión de la ejecución del resto 
de la pena”. De este modo, la suspensión adquiere una nueva naturaleza, que da cabida 
a instituciones como la sustitución, la expulsión y la libertad condicional758. Así pues, 
todas las interpretaciones que incluían la libertad condicional dentro de la ejecución de 
la pena759 precisan ser revisadas bajo el prisma de la LO 1/2015760. 

755 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 420-421; Ra-
cionero Carmona, 1999, 254; Sánchez Yllera, 1996, 511.

756 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 230 y ss.; Ferrer Gutiérrez, 2011, 338. 
757 Vid. Bueno Arús, 1999, 575; Bueno Castellote, 1999, 83; Gracia Martín / 

Alastuey Dobón, 2006, 366-367; Lascurain Sánchez, 1997, 292; Mapelli Caffarena, 
2011, 191.

758 Vid. Mata y Martín, 2016, 3. Para una aproximación histórica a la suspensión de la 
pena, vid. Anitua, 2011, 59 y ss.

759 Vid. Lorenzo Salgado, 1978, 303 y ss.; Lledot Leira, 1996, 47; Renart García, 
2003, 75.

760 Vid. entre otros Cervelló Donderis, 2016, 320-321; Daunis Rodríguez, 2014, 7 y 
ss.; De Marcos Madruga, 2015, 806; Juanatey Dorado, 2016, 151-152; Mata y Martín, 
2016, 2 y ss.; Salat Paisal, 2015, 417 y ss.; 2016, 676.
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Esta nueva configuración de la libertad condicional pronto despertó críticas761, como 
la planteada por Cervelló Donderis (2016, 320), quien manifestó no entender las razo-
nes que “llevaron al legislador a modificar esta figura de tal manera que ha quedado 
irreconocible, ha roto la coherencia del sistema y ha dejado de prestar el servicio para el que 
fue creada”. La modificación de la naturaleza jurídica de la libertad condicional es una 
cuestión que trasciende las meras implicaciones teóricas. Su configuración como una 
forma de suspensión supone que, en caso de revocación, el tiempo pasado en libertad 
condicional no cuenta a efectos de cumplimiento (art. 90.6 CP762). De esta manera, si 
se produce una revocación, el interno reingresará a prisión sin que el plazo pasado en 
libertad condicional se descuente de la liquidación definitiva de la condena763. Esta posi-
bilidad puede provocar situaciones kafkianas, en las que un recluso decida no solicitar la 
libertad condicional por miedo a que pueda retrasar su excarcelación definitiva. El hecho 
de que pueda darse semejante circunstancia, tensiona de forma notable el principio de 
resocialización y reeducación social. En consecuencia, hace que la reforma de la libertad 
condicional deba ser cuestionada íntegramente.

Asimismo, esta reforma también adolece de problemas de carácter técnico. Si la libertad 
condicional es una forma de suspensión de la pena, su conocimiento debería correspon-
der al Juez sentenciador. Sin embargo, no es esto lo que sucede. El legislador otorga el 
conocimiento sobre la concesión y revocación de la libertad condicional al JVP (art. 90.7 
CP)764. Una vez más, la técnica legislativa empleada en la LO 1/2015 no se corresponde 
con la que precisa una reforma de esta envergadura.

Como corolario, se ha de cerrar este capítulo revisitando el concepto de libertad condicio-
nal. Todos los desarrollos expuestos supra ponen de manifiesto la existencia de profundos 
cambios, que afectan tanto a su naturaleza jurídica como a las consecuencias prácticas 
que se derivan de una revocación. Por consiguiente, la libertad condicional que surge tras 

761 Vid. entre todos Daunis Rodríguez, 2014, 2 y ss.; Juanatey Dorado, 2016, 152; 
Mata y Martín, 2016, 10.

762 Artículo 90 CP.
6. La revocación de la suspensión de la ejecución del resto de la pena y libertad condicional dará 
lugar a la ejecución de la parte de la pena pendiente de cumplimiento. El tiempo transcurrido en 
libertad condicional no será computado como tiempo de cumplimiento de la condena.

763 Vid. Juanatey Dorado, 2016, 151; Salat Paisal, 2015, 417.
764 Artículo 90 CP.

7. El juez de vigilancia penitenciaria resolverá de oficio sobre la suspensión de la ejecución del resto 
de la pena y concesión de la libertad condicional a petición del penado. En el caso de que la petición 
no fuera estimada, el juez o tribunal podrá fijar un plazo de seis meses, que motivadamente podrá 
ser prolongado a un año, hasta que la pretensión pueda ser nuevamente planteada.
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la LO 1/2015 incorpora nuevos marcos conceptuales y de análisis. La profundidad de 
estas modificaciones hace necesario repensar su definición. Por todo ello, a la vista de lo 
expuesto, se ha de definir la libertad condicional como una modalidad de suspensión de 
la pena que permite la salida en libertad del recluso siempre que cumpla con una serie de 
condiciones cuyo incumplimiento deriva en una revocación que impide descontar el plazo 
transcurrido como tiempo de condena. 

2.4.2. Requisitos de concesión

La concesión de la libertad condicional es un proceso complejo. Por ello, es preciso tomar 
en consideración una serie de peculiaridades. Entre estas notas características, destaca el 
hecho de que su otorgamiento no se produce de manera automática. La posibilidad de 
concesión se vincula siempre con la satisfacción de unos requisitos fijados en el art. 90.1 
CP765:

1. Que el sujeto se encuentre en tercer grado. Con anterioridad a la reforma operada 
por la LO 1/2015, el CP exigía al condenado estar en tercer grado de tratamiento pe-
nitenciario766. De acuerdo con la redacción actual, se requiere la clasificación en tercer 
grado penitenciario. Este cambio, si bien existe, no genera modificaciones significativas 
respecto de la interpretación de este requisito767. 

765 Artículo 90 CP.
1. El juez de vigilancia penitenciaria acordará la suspensión de la ejecución del resto de la pena de 
prisión y concederá la libertad condicional al penado que cumpla los siguientes requisitos:

a) Que se encuentre clasificado en tercer grado.
b) Que haya extinguido las tres cuartas partes de la pena impuesta.
c) Que haya observado buena conducta.

Para resolver sobre la suspensión de la ejecución del resto de la pena y concesión de la libertad condi-
cional, el juez de vigilancia penitenciaria valorará la personalidad del penado, sus antecedentes, las 
circunstancias del delito cometido, la relevancia de los bienes jurídicos que podrían verse afectados 
por una reiteración en el delito, su conducta durante el cumplimiento de la pena, sus circunstancias 
familiares y sociales y los efectos que quepa esperar de la propia suspensión de la ejecución y del cum-
plimiento de las medidas que fueren impuestas.
No se concederá la suspensión si el penado no hubiese satisfecho la responsabilidad civil derivada del 
delito en los supuestos y conforme a los criterios establecidos por los apartados 5 y 6 del artículo 72 de 
la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria.

766 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 422; Cerve-
lló Donderis, 2016, 326; Juanatey Dorado, 2016, 153; Renart García, 2003, 84 y ss.

767 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 326.
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La inclusión de esta exigencia tiene mucho que ver con la conexión originaria de la 
libertad condicional con el sistema progresivo768. Este requisito se vincula a la idea de 
que el avance en el cumplimiento de la pena debe disminuir la intensidad de la ejecu-
ción. Así las cosas, y aun dentro de los marcos conceptuales del sistema progresivo, la 
libertad condicional, dada su condición de última fase de la condena, tiene que desarro-
llarse de un modo lo más próximo posible a la vida en libertad. Dicho de otro modo, la 
libertad condicional forma parte de un proceso de avance paulatino y escalonado que 
se produce desde regímenes penitenciarios con mayor severidad a otros que intentan 
simular mejor las condiciones de vida en libertad. De todos modos, y a pesar de estas 
reminiscencias, el legislador no busca una aplicación pura del sistema progresivo. Bue-
na prueba de ello es que este requisito no hace distinciones entre los penados que se 
encuentren en tercer grado a consecuencia de su clasificación inicial de aquellos que se 
encuentran por razón de una progresión en grado769. Asimismo, el legislador tampoco 
realiza ningún tipo de consideración sobre las modalidades de cumplimiento (plena y 
restringida). Por lo tanto, se entiende que ambas posibilidades satisfacen, sin problema 
alguno, este requisito770.

Una lectura rápida de este factor parece excluir a todos aquellos reclusos que no se 
encuentren en tercer grado. No obstante, esto no es así, ya que el art. 90.3 CP771 incluye 
la posibilidad de que se conceda la libertad condicional a internos clasificados en otros 
grados772. Asimismo, el art. 91.1 CP773 también contempla dentro de esta situación a 

768 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 235; Renart García, 2003, 83.
769 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 422.
770 Vid. Mapelli Caffarena, 2011, 193.
771 Artículo 90 CP.

3. Excepcionalmente, el juez de vigilancia penitenciaria podrá acordar la suspensión de la ejecución 
del resto de la pena y conceder la libertad condicional a los penados en que concurran los siguientes 
requisitos:

a) Que se encuentren cumpliendo su primera condena de prisión y que ésta no supere los tres años 
de duración.

b) Que hayan extinguido la mitad de su condena.
c) Que acredite el cumplimiento de los requisitos a que se refiere al apartado 1, salvo el de haber 

extinguido tres cuartas partes de su condena, así como el regulado en la letra b) del apartado anterior.
Este régimen no será aplicable a los penados que lo hayan sido por la comisión de un delito contra 
la libertad e indemnidad sexuales.

772 Vid. Renart García, 2003, 85-86.
773 Artículo 91 CP.

1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, los penados que hubieran cumplido la edad de 
setenta años, o la cumplan durante la extinción de la condena, y reúnan los requisitos exigidos en 
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los sujetos que se encuentren enfermos o en situaciones de peligro para su salud774. 
Eso sí, la necesidad de estar clasificado en firme es un requisito ineludible. No se po-
drá solicitar la aplicación de la libertad condicional a internos preventivos, clasificados 
provisionales o aquellos condenados cuyas penas no permitan la clasificación, como 
es el caso de la localización permanente.

2. Que se hayan extinguido las tres cuartas partes de la condena impuesta. Este requisito, 
al igual que el anterior, remite a una situación de carácter técnico775. La delimitación de 
las tres cuartas partes de la condena se realiza de acuerdo a las reglas de determinación 
de la pena. El cumplimiento de esta condición hace surgir un primer problema con los 
penados que están condenados a dos condenas o más. En estos supuestos, los servicios 
administrativos del centro penitenciario realizan el cómputo de las tres cuartas partes 
sobre el total de las penas776. Las reducciones de condena, como los indultos parciales, 
se aplican antes de realizar el cálculo de las tres cuartas partes de la pena restante777. En 
el caso de concursos de delitos, el cómputo se realiza sobre la pena resultante de aplicar 
los criterios del art. 76 CP778. En estos supuestos, las tres cuartas partes se hallan sobre 
el triple de la condena más grave o, sobre los límites excepcionales de cumplimiento de 

el artículo anterior, excepto el de haber extinguido las tres cuartas partes de aquélla, las dos terceras 
partes o, en su caso, la mitad de la condena, podrán obtener la suspensión de la ejecución del resto de 
la pena y la concesión de la libertad condicional.
El mismo criterio se aplicará cuando se trate de enfermos muy graves con padecimientos incurables, 
y así quede acreditado tras la práctica de los informes médicos que, a criterio del juez de vigilancia 
penitenciaria, se estimen necesarios.

774 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 422; Juanatey 
Dorado, 2016, 151; Renart García, 2003, 87.

775 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 422; Fernán-
dez García, 2016b, 241.

776 Vid. Fernández García, 2016b, 241.
777 Vid. Juanatey Dorado, 2016, 154.
778 Artículo 76 CP.

1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, el máximo de cumplimiento efectivo de la conde-
na del culpable no podrá exceder del triple del tiempo por el que se le imponga la más grave de las 
penas en que haya incurrido, declarando extinguidas las que procedan desde que las ya impuestas 
cubran dicho máximo, que no podrá exceder de 20 años. Excepcionalmente, este límite máximo será:

a) De 25 años, cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos y alguno de ellos esté 
castigado por la ley con pena de prisión de hasta 20 años.

b) De 30 años, cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos y alguno de ellos esté 
castigado por la ley con pena de prisión superior a 20 años.

c) De 40 años, cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos y, al menos, dos de ellos 
estén castigados por la ley con pena de prisión superior a 20 años.
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veinte, veinticinco, treinta, cuarenta años o prisión permanente revisable779. Si la pena 
resultante es inferior a la mitad de la suma total, el límite de los tres cuartas partes se 
puede calcular sobre la pena total impuesta en la sentencia780 (art. 78.1 CP)781. 

A través de la aplicación de este requisito se orilla, en gran medida, la capacidad de 
reinserción social del penado, y se apoyan criterios próximos a la prevención general782 y 
de carácter retributivo783. De hecho, la existencia de un requisito cuyo cumplimiento se 
basa en la satisfacción de criterios temporales, con la única salvedad de las excepciones del 
art. 90.3 CP, tensiona el principio de individualización científica. Esto es así en la medida 
en que se objetivan los procedimientos de actuación, al tiempo que se resta importancia 
a los factores personales. De todos modos, la inclusión de este requisito no sólo resulta 
lesiva para el principio de individualización científica, sino que también colisiona con 
el proceso de reinserción784, ya que la evolución personal del penado pasa a un segundo 
plano mientras no se pueda cumplir este criterio785. 

d) De 40 años, cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos referentes a organiza-
ciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo del Capítulo VII del Título XXII del Libro II de 
este Código y alguno de ellos esté castigado por la ley con pena de prisión superior a 20 años.

e) Cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos y, al menos, uno de ellos esté castigado 
por la ley con pena de prisión permanente revisable, se estará a lo dispuesto en los artículos 92 y 78 bis.
2. La limitación se aplicará aunque las penas se hayan impuesto en distintos procesos cuando lo 
hayan sido por hechos cometidos antes de la fecha en que fueron enjuiciados los que, siendo objeto de 
acumulación, lo hubieran sido en primer lugar.

779 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 326-327; Juanatey Dorado, 2016, 154; Fernández 
García, 2016b, 241-242; Renart García, 2003, 97 y ss.

780 Vid. Juanatey Dorado, 2016, 154.
781 Artículo 78 CP.

1. Si a consecuencia de las limitaciones establecidas en el apartado 1 del artículo 76 la pena a cum-
plir resultase inferior a la mitad de la suma total de las impuestas, el juez o tribunal sentenciador 
podrá acordar que los beneficios penitenciarios, los permisos de salida, la clasificación en tercer grado 
y el cómputo de tiempo para la libertad condicional se refieran a la totalidad de las penas impuestas 
en las sentencias.

782 Vid. Mapelli Caffarena, 2011, 193.
783 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 235.
784 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 236.
785 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 236; Salat Paisal, 2016a, 677. Asimismo, si se com-

para esta situación con la presente en países próximos al contexto español, se puede comprobar 
como tradicionalmente no existían Ordenamientos Jurídicos en los que se fijase en ¾ la parte de la 
condena que se debe satisfacer para poder disfrutar de la libertad condicional (vid. Cid Moliné, 
2002, 26; Renart García, 2003, 94-95).
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3. Que se haya observado buena conducta. Tradicionalmente, la exigencia de este requisito 
era criticada ya desde su mera enunciación, puesto que, tal como afirma Renart García 
(2003, 112), este factor posee “un contenido vaporoso, carente de concreción y con un com-
ponente valorativo cargado de subjetivismo que en nada beneficia a la seguridad jurídica 
que debe dimanar de las normas jurídicas en general y de las penales en particular”. Así 
las cosas, dada la dificultad que mostraba la interpretación de este requisito, el legislador 
penal, tras la aprobación del CP en 1995786, optó por objetivar su contenido, de tal modo 
que asimilaba la buena conducta con no poseer sanciones disciplinarias sin cancelar787. 
Esta opción no resultaba convincente, habida cuenta de que resulta discutible que la 
buena/mala conducta pueda ser objetivable y reconducida a criterios de interpretación 
tan simples788. Por ello, como alternativa, se estimaba mejor analizar cada supuesto de un 
modo individual. De esta manera, se puede valorar cada situación atendiendo a la gravedad 
de las infracciones cometidas, su período de realización, sus causas o sus motivaciones789.

No obstante, todo el debate anterior respecto de los tres criterios de concesión de la 
libertad condicional presentes en el art. 90.1 CP ha sufrido cambios con la reforma del 
Código Penal de 2015. El legislador incorpora a los tres requisitos ya descritos (1. Que 
se encuentre clasificado en tercer grado. 2. Que haya extinguido las tres cuartas partes de 
la pena impuesta. 3. Que haya observado buena conducta) siete nuevas exigencias, que 
deben ser evaluadas para conceder la libertad condicional: 1. Personalidad del penado. 2. 
Antecedentes penales. 3. Circunstancias en las que fue cometido el delito. 4. Relevancia de 
los bienes jurídicos que podrían verse afectados por una reiteración delictiva. 5. Conducta 
durante el cumplimiento de la pena. 6. Circunstancias familiares y sociales. 7. Efectos que 
quepa esperar de la propia suspensión de la ejecución y del cumplimiento de las medidas 

786 Con anterioridad a 1995, el CP de 1944 exigía la presencia de una conducta intachable. Es 
más, los CP de 1928 y 1932 requerían “pruebas evidentes de intachable conducta”. Así las cosas, 
los CP previos al actual se consideran inapropiados, en la medida en que exigían al interno una 
conducta superior a la de un ciudadano medio. No resulta sostenible realizar una distinción en 
virtud de la cual el ciudadano condenado tenga que comportarse mejor que el ciudadano no 
condenado (vid. Renart García, 2003, 111-112).

787 Se utiliza el término sanciones disciplinarias en plural porque una infracción en singular 
nunca podrá sostener per se una denegación de la libertad condicional (vid. Mapelli Caffa-
rena, 2011, 194; Peiteado Mariscal, 2000, 592; Prieto Rodríguez, 1990, 207). Estas 
sanciones, en el momento de promulgación del Código Penal, se encontraban recogidas en los 
arts. 107-110 del RP de 1981.

788 En esta línea, vid. Lorenzo Salgado, 1978, 312; Sánchez Yllera, 1996, 516; Ra-
cionero Carmona, 1999, 255; Renart García, 2003, 114; Ríos Martín / Etxeberria 
Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 305.

789 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 237.



Ejecución penitenciaria y riesgo

195

que fueren impuestas. A la vista de esto, parece correcto inferir que el legislador, a la hora 
de resolver sobre la libertad condicional, no se conforma con la información que le apor-
tan los tres criterios ya descritos790. Por ello, considera necesario incluir más elementos de 
valoración. No obstante, la incorporación de estos siete elementos no resuelve el debate. 
Es más, la configuración y contenido de estos criterios no se encuentra exenta de críticas, 
tal como apunta Daunis Rodríguez, (2016b, 273-278)791:

Personalidad del penado. Un análisis de la personalidad del recluso puede aclarar el 
porqué de ciertos comportamientos. No obstante, en este contexto su capacidad expli-
cativa es muy reducida, ya que la personalidad posee una débil conexión con los hechos 
y circunstancias bajo los que se desarrolla la libertad condicional. 

Antecedentes. Resulta muy discutible la función que desempeñan los antecedentes 
no sólo como indicador de la capacidad de reinserción, sino también como criterio de 
valoración aplicable en este contexto. El hecho de que se utilicen los antecedentes en 
la clasificación penitenciaria y en la determinación del programa de tratamiento no les 
otorga un valor específico a la hora de valorar la concesión de la libertad condicional. Por 
todo ello, se ha reiterar que no parecen una buena herramienta para evaluar el progreso 
en términos resocializadores. 

Circunstancias del delito cometido. Las condiciones en las que fue cometido el delito 
deben ser tenidas en cuenta en sede judicial a la hora de determinar la pena. Por ello, re-
sulta cuestionable que puedan aportar información concluyente para el otorgamiento 
de la libertad condicional, ya que no aportan elementos de juicio sobre la resocialización 
del penado. 

Relevancia de los bienes jurídicos que podrían verse afectados por una reiteración en el 
delito. Este criterio, así enunciado, resulta demasiado abstracto y le otorga al juzgador 
una absoluta discrecionalidad. La redacción de este requisito no especifica si existe un 
catálogo de bienes jurídicos merecedores de entrar dentro de esta categoría o si, por el 
contrario, la inclusión en este listado resulta indiscriminada. Asimismo, tampoco se 
específica cual debe ser la afectación que deben sufrir los bienes jurídicos ni cómo debe 
interpretarse su relevancia. 

Conducta durante el cumplimiento de la pena. Este criterio resulta coincidente con el 
requisito previsto en la letra c) del artículo 90.1 CP (observancia de buena conducta). 

790 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 327; Fernández García, 2016b, 242-243; Juana-
tey Dorado, 2016, 155.

791 En esta misma línea, vid. también Salat Paisal, 2016a, 678.
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De este modo, la conducta desarrollada por el preso resulta evaluable como requisito de 
acceso y como criterio de valoración a efectos de concesión de la libertad condicional. Este 
ahínco con el que el legislador incide en el conocimiento de la conducta del penado792 
evidencia la importancia que el sistema penal en su conjunto otorga al control biopolítico 
que ejerce sobre los cuerpos de los penados.

Circunstancias familiares y personales. La red de apoyo material, social, laboral, te-
rapéutica, etc., de la que dispone el recluso resulta básica para analizar la concesión de 
la libertad condicional. Dentro de este requisito se deben incluir, aunque no se señale 
explícitamente, los medios que la SGIP aporta a la consecución de este fin. De otra 
manera, se descarga el cumplimiento de este requisito solamente en los apoyos fami-
liares y personales del sujeto. Esta situación no resulta justa, porque confiere al círculo 
de personas más próximo al interno una competencia para la que no están preparadas. 
Asimismo, orilla la responsabilidad de las instituciones públicas que también deben 
de ser incluidas en las tareas que conducen a la concesión de una libertad condicional. 

Los efectos que quepa esperar de la propia suspensión de la ejecución y del cumplimiento 
de las medidas que fueren impuestas. A través de este criterio el legislador parece recu-
perar el contenido del informe de reinserción social (art. 67 LOGP)793. Este informe 
cuenta con un apartado en el que se realiza “un juicio de probabilidad sobre el compor-
tamiento futuro del sujeto en libertad”. De esta manera, se introduce un estudio en el 
que se relata la evolución global del penado en prisión para desde ahí intentar inferir 
cuál será su comportamiento en libertad. Dicho esto, los elementos que se tomaron 
para construir este informe, o que se tienen en cuenta para dotar de contenido a este 
criterio de valoración, remiten a realidades pasadas y, por lo tanto, puede que resulten 
poco representativas de lo que será la conducta futura del sujeto. 

A tenor de lo recién expuesto, se puede sostener que los criterios propuestos por el 
legislador de 2015 han de ser sometidos a una intensa reconsideración. En primer lu-

792 Asimismo, la buena conducta se tiene en consideración a la hora de conceder un permiso de 
salida (art. 154 RP), en el momento de completar una progresión en grado (art. 106.2 RP) o, de 
un modo más laxo, cuando proceda una reubicación dentro de un establecimiento penitenciario 
(art.102.2 RP). Por ello, la conducta penitenciaria se ha convertido una de las piedras de toque 
sobre las que se construye la evolución penitenciaria.

793 Artículo 67 LOGP.
Concluido el tratamiento o próxima la libertad del interno, se emitirá un informe pronóstico final, 
en el que se manifestarán los resultados conseguidos por el tratamiento y un juicio de probabilidad 
sobre el comportamiento futuro del sujeto en libertad, que, en su caso, se tendrá en cuenta en el expe-
diente para la concesión de la libertad condicional.
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gar, otorgan un gran peso a los factores estáticos. De un total de siete factores, dos son 
claramente estáticos (los antecedentes y las circunstancias del delito cometido), y uno 
más puede ser fácilmente interpretado en este sentido (las circunstancias familiares y 
sociales). De esta forma, la decisión sobre la libertad condicional se apoya en criterios 
pasados para determinar en el presente cuál será el comportamiento futuro de los re-
clusos. En segundo lugar, y derivado del motivo anterior, la introducción de factores 
estáticos conlleva tomar posiciones erradas en relación con el umbral de riesgo. Estos 
factores toman sus referencias de momentos pretéritos, más próximos a los aconteci-
mientos delictivos. De este modo, se trae artificialmente al presente un momento de 
peligro acontecido en el pasado. Así las cosas, la aplicación de estos criterios aventura 
un uso de la libertad condicional tendencialmente limitado.

2.4.3. Modalidades de libertad condicional
La libertad condicional es una institución compleja que individualiza su aplicación al 
intentar adaptarse a cada caso concreto. Por ello, no puede desarrollarse de un modo 
único. Esta visión es respaldada por el legislador penal, ya que en lugar de establecer una 
sola modalidad contempla seis tipos diferentes. 

Libertad condicional ordinaria. Es la libertad condicional que se toma como referencia. 
Es decir, cuando se realizan disquisiciones generales sobre esta institución se está haciendo 
referencia a la libertad condicional ordinaria. Por ello, en este punto solo proceden unas 
notas muy sucintas. La libertad condicional ordinaria es una modalidad de suspensión de 
la pena que permite la excarcelación del sujeto si se cumplen unas condiciones determina-
das. Tres son los requisitos que deben satisfacerse en relación con la libertad condicional 
(art. 90.1 CP): Que el sujeto se encuentre en tercer grado, que haya cumplido al menos 
¾ partes de la condena y que manifieste buena conducta. Asimismo, a estos tres criterios 
se han de incorporar siete criterios de valoración más (art. 90.1 CP), que tienen como 
finalidad complementar la información relativa a la concesión de la libertad condicional.

Libertad condicional adelantada. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 90.2 
CP794, el legislador penal contempla la posibilidad de acceder a la libertad condicional 

794 Artículo 90 CP.
2. También podrá acordar la suspensión de la ejecución del resto de la pena y conceder la libertad 
condicional a los penados que cumplan los siguientes requisitos:

a) Que hayan extinguido dos terceras parte de su condena.
b) Que durante el cumplimiento de su pena hayan desarrollado actividades laborales, culturales 

u ocupacionales, bien de forma continuada, bien con un aprovechamiento del que se haya derivado 
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de manera adelantada. Esta modalidad ha sufrido modificaciones por razón de la refor-
ma de 2015795. La redacción actual suprimió las expresiones excepcionalmente y merecer, 
presentes en el precepto anterior. De esta manera, su interpretación ya no hace pensar 
en una aplicación limitada o restringida. Es decir, se elimina el carácter extraordinario de 
esta medida. Asimismo, también se elimina la exigencia de consulta previa al Ministerio 
Fiscal, a Instituciones Penitenciarias así como al resto de partes intervinientes en el pro-
ceso de concesión. De este modo, la reforma de 2015 iguala la naturaleza de la libertad 
condicional con su variante ordinaria y la despoja de todo tipo de componente premial796. 

De todos modos, y a pesar de que la modalidad adelantada se equipara a la ordinaria, 
cuenta con dos requisitos específicos: 1. Cumplimiento de las 2/3 partes de la condena. A 
diferencia de lo que marca el criterio general (cumplimiento de las 3/4 partes de la con-
dena) esta modalidad puede concederse si el solicitante tiene cumplidos 2/3 partes de la 
condena. En línea de principio, este requisito se debe considerar como una mejora, ya 
que permite adelantar la excarcelación. No obstante, su aplicación no puede constatarse 
de manera aislada, puesto que debe vincularse con un segundo requisito. 2. Participación 
en actividades laborales, culturales u ocupacionales. En puridad, este es el requisito central 
de la libertad condicional adelantada. En caso de no constatarse esta segunda condición, 
el primer requisito deviene inútil. De hecho, la verificación de los requisitos es inversa a 
la que se expone el CP. En primer lugar, se comprueba que el penado participa en activi-
dades laborales, culturales u ocupacionales y una vez confirmado ese extremo, se rebaja 
el límite temporal al cumplimiento de las 2/3 partes de la condena. 

una modificación relevante y favorable de aquéllas de sus circunstancias personales relacionadas 
con su actividad delictiva previa.

c) Que acredite el cumplimiento de los requisitos a que se refiere el apartado anterior, salvo el de 
haber extinguido tres cuartas partes de su condena.
A propuesta de Instituciones Penitenciarias y previo informe del Ministerio Fiscal y de las demás 
partes, cumplidas las circunstancias de las letras a) y c) del apartado anterior, el juez de vigilan-
cia penitenciaria podrá adelantar, una vez extinguida la mitad de la condena, la concesión de la 
libertad condicional en relación con el plazo previsto en el apartado anterior, hasta un máximo de 
noventa días por cada año transcurrido de cumplimiento efectivo de condena. Esta medida requerirá 
que el penado haya desarrollado continuadamente las actividades indicadas en la letra b) de este 
apartado y que acredite, además, la participación efectiva y favorable en programas de reparación 
a las víctimas o programas de tratamiento o desintoxicación, en su caso.

795 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 241; Juanatey Dorado, 2016, 161.
796 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 242. En relación con la interpretación premial de este 

requisito, vid. Renart García, 2003, 206.
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La participación en actividades laborales, culturales u ocupacionales como forma 
de favorecer la resocialización se incorporó a la normativa penitenciaria a través del 
Reglamento Penitenciario de 1996. Su presencia en este texto es explícita, tal como se 
infiere de su Exposición de Motivos797. La redacción de este criterio genera multitud 
de críticas798, y la mayor parte de ellas residen en el cariz interpretativo que otorga el 
adverbio continuadamente. Esto es así en la medida en que el recluso puede incumplir 
la participación continuada por motivos totalmente ajenos a su voluntad. Circuns-
tancias como traslados o la paralización de actividades fijadas por parte del centro 
penitenciario son situaciones ajenas al penado pero que lastran la continuidad. Con 
la intención de resolver este problema, el legislador introduce una cláusula interpreta-
tiva, de tal manera que siempre que se produzca “un aprovechamiento del que se haya 
derivado una modificación relevante y favorable de aquéllas de sus circunstancias per-
sonales relacionadas con su actividad delictiva previa” (art. 90.2.b CP) se puede con-
ceder la libertad condicional adelantada. De esta forma, se rebaja el tenor del término 
“continuadamente” en favor de una interpretación contextual. Con todo, esta cláusula 
evidencia una enorme infravaloración del proceso de reeducación y la reinserción so-
cial. El criterio determinante a la hora de conceder la libertad condicional adelantada 
no reside en un avance en términos de resocialización. La concesión depende de la 
evolución de los factores personales relacionados con la actividad delictiva previa. De 
este modo, cualquier tipo de actividad que en materia de tratamiento no se encuentre 
directamente vinculada con la trayectoria delictiva no va a contribuir positivamente 
a la concesión de la libertad condicional adelantada. Así las cosas, y para evitar tener 
que recurrir a este tipo de juicios ponderativos, Daunis Rodríguez (2016a, 244) estima 
que “hubiese sido suficiente exigir la verificación de que tales actividades se desarrollen 
con “aprovechamiento, esfuerzo o interés por parte del penado”, sin profundizar en las 
transformaciones que hayan podido producir en su comportamiento”.

797 RP 1996, Exposición de Motivos, apartado I.
Reglamento Penitenciario incorpora a su texto los avances que han ido produciéndose en el campo 
de la intervención y tratamiento de los internos, consolidando una concepción del tratamiento más 
acorde a los actuales planteamientos de la dogmática jurídica y de las ciencias de la conducta, ha-
ciendo hincapié en el componente resocializador más que en el concepto clínico del mismo. Por ello, 
el Reglamento opta por una concepción amplia del tratamiento que no sólo incluye las actividades 
terapéutico-asistenciales, sino también las actividades formativas, educativas, laborales, sociocultu-
rales, recreativas y deportivas, concibiendo la reinserción del interno como un proceso de formación 
integral de su personalidad, dotándole de instrumentos eficientes para su propia emancipación.

798 Vid. entre otros Cervelló Donderis, 2016, 322; Daunis Rodríguez, 2016a, 243 y 
ss.; Mapelli Caffarena, 2011, 200; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual 
Rodríguez, 2016, 293; Renart García, 2003, 208.
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No obstante, no solo el Código Penal se encarga de normar la libertad condicional 
adelantada. El contenido del artículo 90.2 CP ha de ser puesto en conexión con la Ins-
trucción 12/2006 de 4 de julio. La SIGP, más allá del contenido del CP, desarrolla un 
procedimiento de evaluación propio basado en tres variables: 1. Asistencia: más allá 
de lo obvio que pueda parecer este requisito, su cometido reside en comprobar que el 
interno acude a la actividad. 2. Rendimiento: indica si el interno participa activamente. 
Es decir, realiza las tareas encomendadas y consigue los objetivos propuestos. 3. Esfuer-
zo: esta variable revela si el interno muestra interés en la realización de los trabajos, así 
como si su desempeño se adecua a sus capacidades y a la complejidad de la tarea. La 
inclusión de las dos últimas variables (rendimiento y esfuerzo) introducen sesgos de 
carácter subjetivo. Su evaluación, más allá de que se intente objetivar con hojas de re-
gistro y actividades estandarizadas799, siempre va a estar supeditada al arbitrio personal 
del juzgador. De todos modos, y a fin de evitar esto, la propia Instrucción prescribe que 
las evaluaciones deben ser ponderadas en función del grado clasificatorio y el régimen 
de vida800. De esta manera, se intentan introducir elementos que reduzcan el margen 
discrecional del juzgador. El interno por realizar las actividades propuestas va a recibir 
una puntuación que oscila dentro de este rango: excelente (4 puntos), destacada (3 
puntos), normal (2 puntos), insuficiente (1 punto) y nula (0 puntos). En relación con 
la asistencia, las valoraciones se evalúan con base en los siguientes porcentajes: No asis-
tencia: 0 (concurrencia a menos del 35% de las sesiones), Insuficiente: 1 (concurrencia 
a las sesiones que oscila entre el 35% y el 65% del total), Normal: 2 (concurrencia a más 
del 65% con límite en el 85%), Destacada: 3 (presencia en más del 85% de las sesiones 
pero en menos del 95%), Excelente: 4 (concurrencia a más del 95% de las sesiones). El 
rendimiento y el esfuerzo también poseen notas que oscilan entre los 0 y los 4 puntos. 
No obstante, la puntuación global se encuentra supeditada a la nota de asistencia801. 
Para que este protocolo de valoración se acredite como cumplido la puntuación ha de 
ser destacada o excelente802. La existencia de un modelo de evaluación como este debe 
ser valorada críticamente. La exigencia y valoración de cuestiones como el esfuerzo o 
el rendimiento incorporan criterios con un fuerte componente moral y subjetivo que 
pueden llegar a colisionar con un sistema penal y penitenciario que este especialmente 
preocupado por la defensa de los derechos de las personas presas.

799 Vid. Sanz Delgado, 2007, 27.
800 Vid. Sanz Delgado, 2007, 25-26.
801 Vid. Sanz Delgado, 2007, 26.
802 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 244; Sanz Delgado, 2007, 25.
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Libertad condicional adelantada de carácter extraordinaria. Una vez que se haya 
cumplido la mitad de la condena, el plazo de los 2/3 de la condena puede adelantarse 
90 días por cada año de cumplimiento (art. 90.2 CP). De esta manera, la libertad con-
dicional adelantada posee una variante que hace todavía más próxima la excarcelación. 
Para que un interno pueda acogerse a esta modalidad debe cumplir todos los requisitos 
de la libertad condicional adelantada y acreditar la participación efectiva en programas 
de reparación a las víctimas, tratamiento o deshabituación al consumo de drogas803. 
El otorgamiento lo realiza el JVP a proposición de Instituciones Penitenciarias. Sin 
embargo, y a diferencia de lo que acontece con la libertad condicional adelantada, la 
reforma de 2015 no eliminó la necesidad de anexar el informe del Ministerio Fiscal o el 
de las demás partes implicadas. Su concesión será resuelta por el Juez de Vigilancia804. 

Libertad condicional excepcional. Esta modalidad representa una de las grandes no-
vedades introducidas por la reforma de 2015805 (art. 90.3 CP)806. Este tipo de libertad 
condicional es de aplicación a los reclusos que estén incluidos en estos supuestos: 1. 
Posean penas inferiores a tres años de prisión. 2. Hayan cumplido la mitad de su con-
dena. 3. Sean condenados primarios. 4. Acrediten el cumplimiento de los requisitos 
de acceso a la libertad condicional ordinaria así como el segundo requisito exigido para 
la libertad condicional adelantada (participación en actividades laborales, culturales 
u ocupacionales). 

803 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 322-323; Daunis Rodríguez, 2016a, 244; Fernán-
dez García, 2016b, 246; Juanatey Dorado, 2016, 162.

804 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 323; Fernández García, 2016b, 247.
805 Vid. Cardenal Montraveta, 2015a, 357; Daunis Rodríguez, 2016a, 245; Farto 

Piay, 2015a, 186-187; Juanatey Dorado, 2016, 162-163; Salat Paisal, 2016a, 682-683.
806 Artículo 90 CP.

3. Excepcionalmente, el juez de vigilancia penitenciaria podrá acordar la suspensión de la ejecución 
del resto de la pena y conceder la libertad condicional a los penados en que concurran los siguientes 
requisitos:

a) Que se encuentren cumpliendo su primera condena de prisión y que ésta no supere los tres años 
de duración.

b) Que hayan extinguido la mitad de su condena.
c) Que acredite el cumplimiento de los requisitos a que se refiere al apartado 1, salvo el de haber 

extinguido tres cuartas partes de su condena, así como el regulado en la letra b) del apartado anterior.
Este régimen no será aplicable a los penados que lo hayan sido por la comisión de un delito contra 
la libertad e indemnidad sexuales.
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Su incorporación parece que incluye elementos liberalizadores. No obstante, esta per-
cepción se diluye a medida que se analizan pormenorizadamente sus características807. 
En primer lugar, el hecho de que solo se aplique a personas con penas inferiores a tres 
años que, a su vez, hayan cumplido la mitad de su condena reduce ostensiblemente su 
ámbito de aplicación. En la práctica, esto supone que esta modalidad es susceptible 
de ser aplicada especialmente a los condenados con penas de prisión de 2 a 3 años, ya 
que los que tengan penas inferiores y sean delincuentes primarios, otro de los requisi-
tos exigidos, pueden solicitar directamente la suspensión de la pena (art. 80.1 CP)808. 
Por ello, esta nueva modalidad posee unos límites tan restringidos que parece abocada 
a un escenario de aplicación casi testimonial. En segundo lugar, la exigencia de tener 
cumplida la mitad de la condena, unido a todas las limitaciones anteriores, hace que el 
periodo de solicitud no difiera mucho del marcado para la libertad condicional adelan-
tada. Así pues, se echa en falta que el legislador, a la hora de configurar esta modalidad, 
no acudiese a criterios valorativos más próximos a la situación particular del penado, 
en lugar de optar por un modelo basado en límites temporales, ya que en la práctica 
esto puede restringir su aplicabilidad. En tercer lugar, se descarta de esta modalidad a 
los delincuentes sexuales. La exclusión de este tipo de condenados genera un régimen 
de cumplimiento excepcional para ellos. De este modo, el legislador de 2015 no se 
esconde a la hora de dispensar un trato político-criminal excluyente a una categoría 
delictiva a la que, denodadamente, considera como diferente809. Esta excepción pone de 
manifiesto cómo, una vez más, el legislador estima que el sistema de individualización 
científica no es capaz de aportar una solución óptima frente a estos infractores y que, 
por lo tanto, es preciso optar por medidas político criminales distintas. Por todo ello, 
solamente desde el prisma que concibe al delincuente sexual como un otro, se puede 
entender una cláusula de excepcionalidad que opere bajo unas premisas inocuizadoras 
y retributivas tan claras. 

807 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 245; Salat Paisal, 2016a, 682-683.
808 Artículo 80 CP.

1. Los jueces o tribunales, mediante resolución motivada, podrán dejar en suspenso la ejecución de las 
penas privativas de libertad no superiores a dos años cuando sea razonable esperar que la ejecución 
de la pena no sea necesaria para evitar la comisión futura por el penado de nuevos delitos.
Para adoptar esta resolución el juez o tribunal valorará las circunstancias del delito cometido, las 
circunstancias personales del penado, sus antecedentes, su conducta posterior al hecho, en particular 
su esfuerzo para reparar el daño causado, sus circunstancias familiares y sociales, y los efectos que 
quepa esperar de la propia suspensión de la ejecución y del cumplimiento de las medidas que fueren 
impuestas.

809 Sobre la construcción del delincuente sexual como alteridad criminal, vid. por todos Ra-
mos Vázquez, 2012, 2016; Castro Liñares, 2015, 2016.
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Así las cosas, y si bien es cierto que su espíritu teórico parece inclinarse hacia una 
aplicación aperturista, sus requisitos dificultan esta posibilidad. Por todo ello, la liber-
tad condicional excepcional no puede ser considerada una alternativa real al encarce-
lamiento de delincuentes primarios con penas de corta duración.

Libertad condicional humanitaria. Al igual que sucedía con el otorgamiento del 
tercer grado, cuando el interno supere los 70 años o sufra una enfermedad grave con 
padecimientos incurables, se puede conceder la libertad condicional. Esta modalidad 
está contemplada en el artículo 91 CP810. Los fundamentos que sostienen esta moda-
lidad son esencialmente los mismos que se esgrimen para conceder el tercer grado811: 
a) Escaso riesgo delictivo. b) Motivos humanitarios. c) Mitigación de los efectos que 

810 Artículo 91 CP.
1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, los penados que hubieran cumplido la edad de 
setenta años, o la cumplan durante la extinción de la condena, y reúnan los requisitos exigidos en 
el artículo anterior, excepto el de haber extinguido las tres cuartas partes de aquélla, las dos terceras 
partes o, en su caso, la mitad de la condena, podrán obtener la suspensión de la ejecución del resto de 
la pena y la concesión de la libertad condicional.
El mismo criterio se aplicará cuando se trate de enfermos muy graves con padecimientos incurables, 
y así quede acreditado tras la práctica de los informes médicos que, a criterio del juez de vigilancia 
penitenciaria, se estimen necesarios.
2. Constando a la Administración penitenciaria que el interno se halla en cualquiera de los casos 
previstos en los párrafos anteriores, elevará el expediente de libertad condicional, con la urgencia 
que el caso requiera, al juez de vigilancia penitenciaria, quien, a la hora de resolverlo, valorará 
junto a las circunstancias personales la dificultad para delinquir y la escasa peligrosidad del sujeto.
3. Si el peligro para la vida del interno, a causa de su enfermedad o de su avanzada edad, fuera 
patente, por estar así acreditado por el dictamen del médico forense y de los servicios médicos del esta-
blecimiento penitenciario, el juez o tribunal podrá, sin necesidad de que se acredite el cumplimiento 
de ningún otro requisito y valorada la falta de peligrosidad relevante del penado, acordar la sus-
pensión de la ejecución del resto de la pena y concederle la libertad condicional sin más trámite que 
requerir al centro penitenciario el informe de pronóstico final al objeto de poder hacer la valoración 
a que se refiere el apartado anterior.
En este caso, el penado estará obligado a facilitar al servicio médico penitenciario, al médico forense, 
o a aquel otro que se determine por el juez o tribunal, la información necesaria para poder valorar 
sobre la evolución de su enfermedad.
El incumplimiento de esta obligación podrá dar lugar a la revocación de la suspensión de la ejecución 
y de la libertad condicional.
4. Son aplicables al supuesto regulado en este artículo las disposiciones contenidas en los apartados 
4, 5 y 6 del artículo anterior.

811 Vid. entre otros Cardenal Montraveta, 2015b, 360-361; Cervelló Donderis, 
2016, 324; Daunis Rodríguez, 2016a, 247; De las Heras Vives, 2014, 737 y ss.; Juanatey 
Dorado, 2016, 164; Nieto García, 2010b, 1 y ss.; Nistal Burón, 2012, 4; Salat Paisal, 
2016b, 688; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 320 y ss.



David Castro Liñares

204

la prisionización produce en personas ancianas y enfermas terminales. La concesión 
de este tipo de libertad condicional toma como referencia el cumplimiento de los de-
rechos fundamentales que asisten al recluso no sólo como preso, sino como persona. 
No obstante, no faltan las opiniones que matizan su procedencia812 o bien discrepan 
de su otorgamiento automatizado813. Frente a este tipo de críticas, se ha de puntualizar 
que el acceso a la libertad condicional humanitaria no es totalmente automático. Para 
poder acceder a ella, se han de cumplir todos los requisitos de la libertad condicional 
ordinaria a excepción del criterio temporal (estar clasificado en tercer grado y presencia 
de buena conducta). 

Asimismo, y dado que este tipo de libertad condicional está pensada para personas 
mayores de 70 años o enfermos incurables con padecimientos graves, resulta importante 
aclarar cómo se determinan ambas situaciones. El proceso para decretar la existencia de 
una enfermedad grave con padecimientos incurables se realiza del mismo modo que en 
el tercer grado. Así pues, en este punto se siguen los tres criterios dispuestos por el TC 
en su STC 48/1996814, así como los elementos establecidos en la Instrucción 1/2000815.

La libertad condicional humanitaria se construye sobre razones diferentes de las que 
fundamentan otras modalidades de esta institución. El hecho de atender prioritariamen-
te a criterios humanitarios difiere no sólo de las visiones más puramente disciplinarias, 
sino que también orilla la aplicación del principio de individualización científica y de 
resocialización. Todo ello tiene sentido dentro de un contexto que pretende dignificar 
las condiciones en que una persona prepara y afronta su propia muerte. 

812 Vid. Dolz Lago, 2014.
813 Vid. De Marcos Madruga, 2012, 7; Manzanares Samaniego, 2012, 12; Vega 

Alocén, 1999, 5 y ss.
814 1. La excarcelación no se produce para una persona en riesgo inminente de muerte sino 

para un individuo que se encuentre desahuciado de acuerdo con la lex artis médica del momento. 
2. La excarcelación procede en la medida en que la permanencia en prisión empeora el estado de 
salud del preso. Dicho de otro modo, el medio carcelario supone un menoscabo de la ya exigua 
calidad de vida del recluso. 3. La administración penitenciaria debe abstenerse de participar en 
cualquier decisión que tome el sujeto en caso de que hubiera discrepancia médica respecto del 
pronóstico de curación.

815 1. Riesgo de muerte estimado superior al 10% en el plazo de un año a pesar del tratamien-
to. 2. Riesgo de muerte estimado superior al 50% en el plazo de 5 años a pesar del tratamiento. 3. 
Índice de Karnofsky menor o igual al 50%. 4. Infección por VIH en estadio A3, B3 o C. 5. Tras-
torno psicótico crónico con actividad sintomática a pesar de haber seguido tratamiento durante 
más de seis meses, o con deterioro intelectual.
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Libertad condicional para condenados por terrorismo o delitos cometidos en el seno de 
organizaciones criminales. La reforma de 2015 incorpora como principal novedad en 
esta modalidad la unificación de dos circunstancias bajo la rúbrica del artículo 90.8 
CP816. Los requisitos exigidos a estos condenados son, en esencia, los incorporados por 
la LO 7/2003817: 1. Mostrar signos inequívocos de haber abandonado los fines y medios 
terroristas. 2. Colaborar activamente con las autoridades. A fin de evitar reiteraciones 
innecesarias, se remite al apartado de este texto818 en el que se comenta el contenido 
de tales requisitos. Sin perjuicio de ello, esta modalidad mantiene una línea de extre-
ma dureza, basada en elementos de pura excepcionalidad penal que introducen sesgos 
marcadamente moralistas, vindicativos y punitivos. Asimismo, resulta especialmente 
llamativo que esta modalidad de libertad condicional se conceda con base en los mis-
mos requisitos que se exigen a este tipo de condenados para acceder a tercer grado. La 
ratio legis que justifica esta decisión es desconocida. No obstante, este hecho no hace 
nada más que alimentar la existencia una aporía valorativa, ya que el legislador aplica 
criterios de concesión análogos para dos instituciones que son distintas y sirven a fi-
nalidades diferentes. 

816 Artículo 90 CP.
8. En el caso de personas condenadas por delitos cometidos en el seno de organizaciones criminales o 
por alguno de los delitos regulados en el Capítulo VII del Título XXII del Libro II de este Código, la 
suspensión de la ejecución del resto de la pena impuesta y concesión de la libertad condicional requiere 
que el penado muestre signos inequívocos de haber abandonado los fines y los medios de la actividad 
terrorista y haya colaborado activamente con las autoridades, bien para impedir la producción de 
otros delitos por parte de la organización o grupo terrorista, bien para atenuar los efectos de su delito, 
bien para la identificación, captura y procesamiento de responsables de delitos terroristas, para obte-
ner pruebas o para impedir la actuación o el desarrollo de las organizaciones o asociaciones a las que 
haya pertenecido o con las que haya colaborado, lo que podrá acreditarse mediante una declaración 
expresa de repudio de sus actividades delictivas y de abandono de la violencia y una petición expresa 
de perdón a las víctimas de su delito, así como por los informes técnicos que acrediten que el preso está 
realmente desvinculado de la organización terrorista y del entorno y actividades de asociaciones y 
colectivos ilegales que la rodean y su colaboración con las autoridades.
Los apartados 2 y 3 no serán aplicables a las personas condenadas por la comisión de alguno de los 
delitos regulados en el Capítulo VII del Título XXII del Libro II de este Código o por delitos come-
tidos en el seno de organizaciones criminales.

817 Vid. Cardenal Montraveta, 2015a, 359; Cervelló Donderis, 2016, 325; Daunis 
Rodríguez, 2016a, 249 y ss.; Juanatey Dorado, 2016, 157. 

818 Vid. 2.3.3. El sistema de individualización científica como paradigma rector del proceso 
de clasificación penitenciaria.
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2.4.4. Procedimiento de concesión

La tramitación del expediente de concesión se producía, tradicionalmente, a petición de 
la Junta de Tratamiento819. El hecho de que esta potestad recayese en esta institución era 
concebido como un modo de vincular este proceso con el principio de reinserción social820. 
La reforma de 2015 introduce una modificación y otorga la iniciativa al interesado821 
(artículo 90.7 CP)822. De este modo, es el penado el que solicita el inicio del expediente 
de concesión de la libertad condicional. La nueva redacción de este procedimiento hace 
surgir la duda de si la actual normativa desplaza totalmente a la anterior en lo que a la 
potestad iniciadora del procedimiento se refiere. A fin de resolver esta cuestión se ha de 
señalar que la presencia de la Junta de Tratamiento no se desvanece del todo ya que es este 
órgano el que debe elevar la solicitud al JVP (art. 198 RP)823. De hecho, y en refuerzo de 
esta posición, se ha de acudir a la Instrucción 4/2015, de 29 de junio, que declara que: 
“la primera duda que se plantea es si a partir de esta reforma la iniciación del expediente 
de libertad condicional ha de ser a exclusiva iniciativa del interno. Esta interpretación 
restrictiva debe descartarse, pues el precepto establece como alternativa la actuación de oficio 
del Juez de Vigilancia, cuyo conocimiento puede ser activado por la remisión de expediente 
de propuesta de libertad condicional elevado por la Dirección del Centro Penitenciario, tal 
y como sucede en la actualidad”.

La Junta de Tratamiento no está constreñida por la voluntad del interno solicitante, 
de tal manera que puede estimar oportuno no elevar la propuesta de concesión. Frente a 

819 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 436; Fernán-
dez Arévalo / Nistal Burón, 2016, 207-208; Juanatey Dorado, 2016, 158.

820 Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 208.
821 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 328; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 

207; Juanatey Dorado, 2016, 158.
822 Artículo 90 CP.

7. El juez de vigilancia penitenciaria resolverá de oficio sobre la suspensión de la ejecución del resto 
de la pena y concesión de la libertad condicional a petición del penado. En el caso de que la petición 
no fuera estimada, el juez o tribunal podrá fijar un plazo de seis meses, que motivadamente podrá 
ser prolongado a un año, hasta que la pretensión pueda ser nuevamente planteada.

823 Artículo 198 RP.
1. Concluido el expediente, la Junta de Tratamiento lo elevará al Juez de Vigilancia, haciendo cons-
tar los certificados e informes necesarios para acreditar la existencia de los requisitos legales y, en su 
caso, propuesta razonada de autorización de la libertad condicional.
2. En todo caso, el expediente de libertad condicional deberá tener entrada en el Juzgado de Vigilan-
cia antes del cumplimiento del tiempo requerido de condena, debiendo justificarse, en caso contrario, 
el retraso de su envío.
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esta decisión, el recluso tiene la posibilidad de recurrir ante el JVP. Si, por el contrario, es 
el propio Juez de Vigilancia el que desestima la concesión, la propuesta no surtirá efecto, 
ya que el expediente de libertad condicional no se iniciará824. De manera aparejada a la 
desestimación, el JVP también podrá fijar una moratoria de seis meses, prorrogables hasta 
un año, que impida la presentación de una nueva solicitud825 (art. 90.7 CP). Asimismo, 
las víctimas, en aplicación del artículo 13.1 del estatuto de la víctima826, también podrán 
recurrir el otorgamiento de la libertad condicional827. 

824 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 328; Juanatey Dorado, 2016, 158.
825 Vid. Juanatey Dorado, 2016, 158.
826 Artículo 13. Ley 4/2015. Estatuto de la Víctima.

1. Las víctimas que hubieran solicitado, conforme a la letra m) del artículo 5.1, que les sean no-
tificadas las resoluciones siguientes, podrán recurrirlas de acuerdo con lo establecido en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, aunque no se hubieran mostrado parte en la causa:

a) El auto por el que el Juez de Vigilancia Penitenciaria autoriza, conforme a lo previsto en 
el párrafo tercero del artículo 36.2 del Código Penal, la posible clasificación del penado en tercer 
grado antes de que se extinga la mitad de la condena, cuando la víctima lo fuera de alguno de los 
siguientes delitos:

1.º Delitos de homicidio.
2.º Delitos de aborto del artículo 144 del Código Penal.
3.º Delitos de lesiones.
4.º Delitos contra la libertad.
5.º Delitos de tortura y contra la integridad moral.
6.º Delitos contra la libertad e indemnidad sexual.
7.º Delitos de robo cometidos con violencia o intimidación.
8.º Delitos de terrorismo.
9.º Delitos de trata de seres humanos.
b) El auto por el que el Juez de Vigilancia Penitenciaria acuerde, conforme a lo previsto en el 

artículo 78.3 del Código Penal, que los beneficios penitenciarios, los permisos de salida, la clasifi-
cación en tercer grado y el cómputo de tiempo para la libertad condicional se refieran al límite de 
cumplimiento de condena, y no a la suma de las penas impuestas, cuando la víctima lo fuera de 
alguno de los delitos a que se refiere la letra a) de este apartado o de un delito cometido en el seno de 
un grupo u organización criminal.

c) El auto por el que se conceda al penado la libertad condicional, cuando se trate de alguno de 
los delitos a que se refiere el párrafo segundo del artículo 36.2 del Código Penal o de alguno de los 
delitos a que se refiere la letra a) de este apartado, siempre que se hubiera impuesto una pena de más 
de cinco años de prisión.
La víctima deberá anunciar al Secretario judicial competente su voluntad de recurrir dentro del 
plazo máximo de cinco días contados a partir del momento en que se hubiera notificado conforme a 
lo dispuesto en los párrafos segundo y tercero del artículo 7.1, e interponer el recurso dentro del plazo 
de quince días desde dicha notificación.

827 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 328-329; Fernández García, 2016b, 255-256.
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A efectos de determinar la concesión de la libertad condicional, el JVP ha de valorar las 
características incluidas en el art. 90.1 CP: a) Personalidad del penado. b) Antecedentes 
penales y penitenciarios. c) Circunstancias del delito cometido. d) Relevancia de los bie-
nes jurídicos que podrían verse afectados por una reiteración en el delito. e) Conducta 
durante el cumplimiento de la pena. f) Circunstancias familiares y sociales. g) Efectos 
que quepa esperar de la propia suspensión de la ejecución y del cumplimiento de las 
medidas que fueren impuestas. Asimismo, y de un modo más concreto, el RP recoge 
en su artículo 195 RP828 otro catálogo de circunstancias que el expediente de libertad 
condicional debe contener829. 

828 Artículo 195 RP. 
El expediente de libertad condicional habrá de contener, en su caso, los siguientes documentos:

a) Testimonio de sentencia o sentencias recaídas y de la correspondiente liquidación de condena.
b) Certificación acreditativa de los beneficios penitenciarios y de la clasificación en tercer grado.
c) Informe pronóstico de integración social, emitido por la Junta de Tratamiento de acuerdo con 

lo establecido en el artículo 67 de la Ley Orgánica General Penitenciaria.
d) Resumen de su situación penal y penitenciaria, con indicación de las fechas de prisión con-

tinuada y de las de cumplimiento de las dos terceras partes y tres cuartas partes de la condena, así 
como de la fecha de libertad definitiva. Igualmente se indicarán los permisos de salida disfrutados 
y sus incidencias, así como las sanciones y sus cancelaciones, para lo cual se podrá aportar copia de 
los ficheros informáticos penitenciarios.

e) Programa individual de libertad condicional y plan de seguimiento.
f) Acta de compromiso de acogida por parte de su familia, persona allegada o instituciones sociales 

extrapenitenciarias.
g) Manifestación del interesado sobre la localidad en que piensa fijar su residencia y sobre si 

acepta la tutela y control de un miembro de los servicios sociales del Centro, que informarán sobre 
las posibilidades de control del interno. En la fijación de la residencia se habrá de tener en cuenta 
la prohibición de residir en un lugar determinado o de volver a determinados lugares que, en su 
caso, hubiera impuesto el Tribunal.

h) Manifestación del interesado sobre el trabajo o medio de vida de que dispondrá al salir en 
libertad o, en el supuesto de que no disponga, informe de los servicios sociales sobre la posibilidad de 
trabajo en el exterior.

i) Certificación literal del acta de la Junta de Tratamiento del Establecimiento en la que se re-
coja el acuerdo de iniciación del expediente a que se refiere el artículo anterior, donde, en su caso, se 
propondrá al Juez de Vigilancia la aplicación de una o varias de las reglas de conducta previstas en 
el artículo 105 del Código Penal.

829 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 437-440; Ríos 
Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 306-307.
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Tras la valoración de todas estas cuestiones se ha de elaborar un informe final (artículo 
67 LOGP)830. En este documento, redactado por la Administración Penitenciaria, se 
explica el proceso de ejecución. Asimismo, también incorpora un pronóstico de com-
portamiento realizado con base en la experiencia acumulada durante la ejecución de la 
condena. Este informe es obligatorio. Desde un punto de vista práctico, esta situación 
puede suponer un retroceso en las posibilidades de defensa de la persona condenada831. 
Esto es así en la medida en que la razón que justifica su presencia resulta actualmente 
quimérica: la administración penitenciaria no tiene recursos materiales, personales y 
formativos suficientes para elaborar un informe riguroso. 

Tras estos pasos, el proceso de concesión de la libertad condicional continúa de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 90.5 CP832. En este artículo se hace una mención expresa 
al art. 83 CP833 relativo a la suspensión de la pena. En este precepto se incluye un listado 

830 Artículo 67 LOGP.
Concluido el tratamiento o próxima la libertad del interno, se emitirá un informe pronóstico final, 
en el que se manifestarán los resultados conseguidos por el tratamiento y un juicio de probabilidad 
sobre el comportamiento futuro del sujeto en libertad, que, en su caso, se tendrá en cuenta en el expe-
diente para la concesión de la libertad condicional.

831 Vid. Bueno Arús et al., 2010, 590.
832 Artículo 90 CP.

5. En los casos de suspensión de la ejecución del resto de la pena y concesión de la libertad condicional, 
resultarán aplicables las normas contenidas en los artículos 83, 86 y 87.
El juez de vigilancia penitenciaria, a la vista de la posible modificación de las circunstancias valo-
radas, podrá modificar la decisión que anteriormente hubiera adoptado conforme al artículo 83, y 
acordar la imposición de nuevas prohibiciones, deberes o prestaciones, la modificación de las que ya 
hubieran sido acordadas o el alzamiento de las mismas.
Asimismo, el juez de vigilancia penitenciaria revocará la suspensión de la ejecución del resto de la 
pena y la libertad condicional concedida cuando se ponga de manifiesto un cambio de las circuns-
tancias que hubieran dado lugar a la suspensión que no permita mantener ya el pronóstico de falta 
de peligrosidad en que se fundaba la decisión adoptada.
El plazo de suspensión de la ejecución del resto de la pena será de dos a cinco años. En todo caso, el 
plazo de suspensión de la ejecución y de libertad condicional no podrá ser inferior a la duración de 
la parte de pena pendiente de cumplimiento. El plazo de suspensión y libertad condicional se com-
putará desde la fecha de puesta en libertad del penado.

833 Artículo 83 CP.
1. El juez o tribunal podrá condicionar la suspensión al cumplimiento de las siguientes prohibiciones 
y deberes cuando ello resulte necesario para evitar el peligro de comisión de nuevos delitos, sin que 
puedan imponerse deberes y obligaciones que resulten excesivos y desproporcionados:

1.ª Prohibición de aproximarse a la víctima o a aquéllos de sus familiares u otras personas que 
se determine por el juez o tribunal, a sus domicilios, a sus lugares de trabajo o a otros lugares habi-
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de nueve factores que pueden ser utilizados para modular la suspensión de la pena. Esto 
es posible debido a la actual consideración de la libertad condicional como una modali-
dad de la suspensión de la pena834. Así las cosas, la concesión de la libertad condicional 
puede verse condicionada por lo dispuesto en el art. 83 CP. No obstante, el catálogo de 
medidas aplicables no se constriñe solamente a lo dispuesto en este artículo 83 CP, ya 
que el art. 90.5 CP permite la incorporación de nuevas condiciones835. De este modo, 
cuando la circunstancia no se encuentre explícitamente recogida en el CP, se impondrá 
en atención a un criterio similar al que se seguiría si estuviese integrada en el Código 
Penal (art. 90.5 CP). 

Asimismo, el artículo 90.5 CP también regula el régimen revocatorio. En línea de prin-
cipio, la libertad condicional puede ser revocada si se incumplen los requisitos fijados para 
su concesión. Tras la reforma de 2015, el legislador remitió las condiciones de revocación 

tualmente frecuentados por ellos, o de comunicar con los mismos por cualquier medio. La imposición 
de esta prohibición será siempre comunicada a las personas con relación a las cuales sea acordada.

2.ª Prohibición de establecer contacto con personas determinadas o con miembros de un grupo de-
terminado, cuando existan indicios que permitan suponer fundadamente que tales sujetos pueden 
facilitarle la ocasión para cometer nuevos delitos o incitarle a hacerlo.

3.ª Mantener su lugar de residencia en un lugar determinado con prohibición de abandonarlo 
o ausentarse temporalmente sin autorización del juez o tribunal.

4.ª Prohibición de residir en un lugar determinado o de acudir al mismo, cuando en ellos pueda 
encontrar la ocasión o motivo para cometer nuevos delitos.

5.ª Comparecer personalmente con la periodicidad que se determine ante el juez o tribunal, 
dependencias policiales o servicio de la administración que se determine, para informar de sus ac-
tividades y justificarlas.

6.ª Participar en programas formativos, laborales, culturales, de educación vial, sexual, de de-
fensa del medio ambiente, de protección de los animales, de igualdad de trato y no discriminación, 
y otros similares.

7.ª Participar en programas de deshabituación al consumo de alcohol, drogas tóxicas o sustancias 
estupefacientes, o de tratamiento de otros comportamientos adictivos.

8.ª Prohibición de conducir vehículos de motor que no dispongan de dispositivos tecnológicos que 
condicionen su encendido o funcionamiento a la comprobación previa de las condiciones físicas del 
conductor, cuando el sujeto haya sido condenado por un delito contra la seguridad vial y la medida 
resulte necesaria para prevenir la posible comisión de nuevos delitos.

9.ª Cumplir los demás deberes que el juez o tribunal estime convenientes para la rehabilitación social 
del penado, previa conformidad de éste, siempre que no atenten contra su dignidad como persona.

834 Para un análisis en profundidad de las características del artículo 83 CP, vid. Daunis Ro-
dríguez, 2016a, 253 y ss.

835 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 329.
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de la libertad condicional a las que resultan de aplicación para la suspensión de la pena 
(art. 86 CP)836. De tal manera que entre ellas se pueden citar: 

1. Cometer un nuevo delito durante la suspensión. El legislador no realiza mayores pre-
cisiones de tal manera que no se diferencia entre delitos dolosos e imprudentes. Esto 
implica una generalización muy apresurada y poco reflexionada. No en vano, el hecho 
de que el CP contemple la existencia de modalidades comisivas diferentes debería ser 
suficiente para evidenciar la necesidad de otorgarles un tratamiento distinto a efectos de 
libertad condicional. De todos modos, a pesar de que esto no salva la deficiente técnica 
legislativa mostrada, la revocación de la libertad condicional sólo se debe producir si la 
comisión delictiva pone en riesgo el pronóstico de falta de peligrosidad que se tomó para 
la concesión de la libertad condicional837 (arts. 90.5 y 86.1 CP). De tal manera, no toda 

836 Artículo 86 CP.
1. El juez o tribunal revocará la suspensión y ordenará la ejecución de la pena cuando el penado:

a) Sea condenado por un delito cometido durante el período de suspensión y ello ponga de manifiesto 
que la expectativa en la que se fundaba la decisión de suspensión adoptada ya no puede ser mantenida.

b) Incumpla de forma grave o reiterada las prohibiciones y deberes que le hubieran sido impuestos 
conforme al artículo 83, o se sustraiga al control de los servicios de gestión de penas y medidas alter-
nativas de la Administración penitenciaria.

c) Incumpla de forma grave o reiterada las condiciones que, para la suspensión, hubieran sido 
impuestas conforme al artículo 84.

d) Facilite información inexacta o insuficiente sobre el paradero de bienes u objetos cuyo decomiso 
hubiera sido acordado; no dé cumplimiento al compromiso de pago de las responsabilidades civiles 
a que hubiera sido condenado, salvo que careciera de capacidad económica para ello; o facilite in-
formación inexacta o insuficiente sobre su patrimonio, incumpliendo la obligación impuesta en el 
artículo 589 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
2. Si el incumplimiento de las prohibiciones, deberes o condiciones no hubiera tenido carácter grave 
o reiterado, el juez o tribunal podrá:

a) Imponer al penado nuevas prohibiciones, deberes o condiciones, o modificar las ya impuestas.
b) Prorrogar el plazo de suspensión, sin que en ningún caso pueda exceder de la mitad de la du-

ración del que hubiera sido inicialmente fijado.
3. En el caso de revocación de la suspensión, los gastos que hubiera realizado el penado para reparar 
el daño causado por el delito conforme al apartado 1 del artículo 84 no serán restituidos. Sin em-
bargo, el juez o tribunal abonará a la pena los pagos y la prestación de trabajos que hubieran sido 
realizados o cumplidos conforme a las medidas 2.ª y 3.ª
4. En todos los casos anteriores, el juez o tribunal resolverá después de haber oído al Fiscal y a las de-
más partes. Sin embargo, podrá revocar la suspensión de la ejecución de la pena y ordenar el ingreso 
inmediato del penado en prisión cuando resulte imprescindible para evitar el riesgo de reiteración 
delictiva, el riesgo de huida del penado o asegurar la protección de la víctima.
El juez o tribunal podrá acordar la realización de las diligencias de comprobación que fueran nece-
sarias y acordar la celebración de una vista oral cuando lo considere necesario para resolver.

837 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 256; Renart García, 2003, 251.
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comisión de un delito va a producir per se la revocación. Por otro lado, este requisito abre 
un problema no menor al no determinar cuándo se acredita la comisión de un hecho 
delictivo. La doctrina mayoritaria estima que el momento procesal mínimo exigible es la 
existencia de una sentencia condenatoria firme838 puesto que cualquier otra alternativa 
difícilmente resultaría compatible con la presunción de inocencia. 

2. Incumplir las obligaciones y deberes a los que se vincula el otorgamiento de la libertad 
condicional. En relación con esta exigencia, el legislador penal de 2015 introdujo una serie 
de matices que moderan su aplicación839. Más allá de que la introducción de este requisito 
en 1995 supusiese una limitación a la ambigua y moralizante causa de revocación consis-
tente en la observancia de mala conducta840, su aplicación todavía podía ser mejorada. Así 
pues, la nueva regulación incorporada por la LO 1/2015 obliga a que el incumplimiento 
sea grave y reiterado. Es más, la inobservancia de las obligaciones y deberes para poder 
revocar la libertad condicional han de vincularse, inexorablemente, con la ralentización 
del proceso resocializador y la afectación a su efectiva capacidad para vivir en libertad. 

3. Ocultar el paradero del patrimonio vinculado a la actividad delictiva previa, así como 
el impago de la responsabilidad civil subsidiaria. El contenido de este requisito se encuen-
tra recogido en el art. 86.1.d CP, de tal manera que se revocará la libertad condicional 
cuando el penado “facilite información inexacta o insuficiente sobre el paradero de bienes 
u objetos cuyo decomiso hubiera sido acordado; no dé cumplimiento al compromiso de pago 
de las responsabilidades civiles a que hubiera sido condenado, salvo que careciera de capaci-
dad económica para ello; o facilite información inexacta o insuficiente sobre su patrimonio, 
incumpliendo la obligación impuesta en el artículo 589 de la Ley de Enjuiciamiento Civil”. 
De esta manera, se aprecia como el legislador de 2015 no resulta muy taxativo a la hora de 
delimitar este requisito. Este argumento se sostiene con base en la existencia del término 
información inexacta841. Asimismo, y más allá de la interpretación del término anterior, 

838 Vid. Prieto Rodríguez, 1990, 218; Racionero Carmona, 1999, 266 y ss.; Renart 
García, 2003, 253. En contra, vid. Serrano Butragueño, 2002, 1060.

839 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 257; Juanatey Dorado, 2016, 159.
840 A fin de mostrar el subjetivismo inherente a esta causa, se puede señalar que la detención 

por parte de la policía o la imputación de hechos presuntamente delictivos ya suponían hechos 
constitutivos de mala conducta (vid. Renart García, 2003, 255).

841 La interpretación del adjetivo inexacta debe hacerse o bien con base en la entrada de la RAE 
o bien con base en criterios normativos ad hoc. La definición extraída de la RAE resulta correcta 
desde un punto de vista etimológico. Sin embargo, pierde de vista los matices jurídicos que se 
le presuponen a un criterio como éste. Como alternativa, y para evitar estas indeterminaciones, 
sería conveniente poseer guías de interpretación expresas. No obstante, en este caso no existiría 
un asidero explicativo al que acudirá para clarificar esta cuestión.
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no parece que este factor pueda aportar demasiado a la rehabilitación social del penado. 
Su principal interés, tal como recoge explícitamente, reside en la satisfacción de la respon-
sabilidad civil subsidiaria. Esto implica que la revocación de libertad condicional puede 
producirse por el incumplimiento de un requisito eminentemente económico. Es decir, 
la satisfacción de una cantidad dineraria vinculada a una responsabilidad civil subsidiaria 
ejerce como elemento diferencial a la hora de revocar una libertad condicional. De este 
modo, si se acude al fondo conceptual de esta obligación no parece descartado señalar 
que se encuentra un tanto alejada de la finalidad que debería asistir a una institución que 
busca preparar al penado para el reingreso a la vida en libertad.

Este último requisito revocatorio de la libertad condicional también sirve de argumento 
sobre el que basar la denegación de la libertad condicional842. El artículo 90.4 CP843, al 
igual que el artículo 86.1 CP recoge para la suspensión, estima que procede la revocación 
de la libertad condicional cuando: a) El penado hubiera dado información inexacta o 
insuficiente sobre el paradero de bienes u objetos cuyo decomiso hubiera sido acordado; 
no dé cumplimiento conforme a su capacidad al compromiso de pago de las responsabi-
lidades civiles a que hubiera sido condenado. b) El penado facilite información inexacta 
o insuficiente sobre su patrimonio, incumpliendo la obligación impuesta en el artículo 
589 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. c) El penado hubiere eludido el cumplimiento 
de las responsabilidades pecuniarias o la reparación del daño económico causado a la 
Administración a que hubiere sido condenado. De este modo, y por razón de esta simi-
litud, las críticas que fueron aducidas en relación con el criterio de denegación pueden 
ser aplicables ahora en el caso de la revocación de la libertad condicional.

842 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 252-253; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 
2016, 205-206.

843 Artículo 90 CP.
4. El juez de vigilancia penitenciaria podrá denegar la suspensión de la ejecución del resto de la pena 
cuando el penado hubiera dado información inexacta o insuficiente sobre el paradero de bienes u 
objetos cuyo decomiso hubiera sido acordado; no dé cumplimiento conforme a su capacidad al com-
promiso de pago de las responsabilidades civiles a que hubiera sido condenado; o facilite información 
inexacta o insuficiente sobre su patrimonio, incumpliendo la obligación impuesta en el artículo 589 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
También podrá denegar la suspensión de la ejecución del resto de la pena impuesta para alguno de 
los delitos previstos en el Título XIX del Libro II de este Código, cuando el penado hubiere eludido 
el cumplimiento de las responsabilidades pecuniarias o la reparación del daño económico causado 
a la Administración a que hubiere sido condenado.
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2.5. Los Permisos de Salida 

2.5.1. Concepto

En el contexto penitenciario, un permiso de salida es una venia que se dispensa a los in-
ternos para que puedan interrumpir su encierro. Este concepto, de no ser precisado con 
mayor profusión, puede resultar excesivamente vago. De hecho, una definición como 
la anterior podría englobar instituciones de otra naturaleza como salidas programadas, 
salidas terapéuticas, traslados a otros centros penitenciarios o incluso salidas por razón 
de libertad844. 

Por todo ello, y para evitar imprecisiones, es importante definir su concepto y con-
tenido. Así las cosas, “los permisos consisten en la excarcelación temporal de la persona 
presa cuando concurran los requisitos expresados a tal efecto en la Ley Orgánica General 
Penitenciaria y en el Reglamento Penitenciario” (Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia 
/ Pascual Rodríguez, 2016, 339). Para conocer su regulación, en primer lugar, se ha de 
acudir a la LOGP, que destina el Capítulo IV “Permisos de Salida” del Título II (“Del 
tratamiento”; arts. 47-48) a esta cuestión. No obstante, los permisos de salida no sólo se 
regulan en el texto legal, sino que el RP también se ocupa de su regulación, dedicándole 
el Título VI (“De los permisos de salida”; arts. 154-159). 

Uno de los componentes esenciales de esta institución reside en la posibilidad de que 
el recluso pueda disfrutar de un período en libertad durante el cumplimiento de su pena 
privativa de libertad845. En consecuencia, los permisos de salida permiten la excarcelación 
por un tiempo determinado. Su duración no es fija ni única. De hecho, existen distintas 
modalidades. De todos modos, y más allá de su flexibilidad, existen límites infranqueables. 
Los permisos de salida pueden prolongarse unitariamente por un máximo de 7 días, y 
siempre que anualmente no excedan los 36 días para los condenados en segundo grado 
ni los 48 días para los de tercer grado.

Otro de sus elementos nucleares de los permisos es su ubicación dentro del tratamien-
to penitenciario846. Desde un punto de vista normativo, la adecuación de los permisos 

844 Vid. Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 810.
845 Vid. Leganés Gómez, 2009, 444; Rovira / Larrauri / Alarcón, 2018, 2 
846 Vid. Arribas López, 2017, 2 y ss.; Cervelló Donderis, 2016, 305; Cruz Márquez 

/ Moya Guillem, 2017, 3; Juanatey Dorado, 2016, 185; Leganés Gómez, 2009, 439; 
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de salida con el tratamiento penitenciario queda demostrada en el momento en que la 
LOGP los sitúa dentro del título relativo al tratamiento. Esta cuestión no es en absoluto 
baladí, ya que elimina la posibilidad de concebir los permisos de salida como un tipo de 
beneficio penitenciario847. Los permisos no se pueden concebir como un premio que se 
otorga a los internos que mejor asumen las condiciones disciplinarias del encierro. 

El hecho de que sean parte del tratamiento conecta con otro de sus elementos consti-
tutivos, su finalidad. Los permisos de salida tienen como propósito preparar al interno 
para la vida en libertad848. De este modo, se pretende “superar el contrasentido evidente 
que sin duda se puede localizar en la pretensión de enseñar a alguien a vivir en libertad 
y en sociedad manteniéndolo permanentemente privado de aquélla y apartado de ésta” 
(Leganés Gómez, 2009, 444)849. 

La materialización de esta última finalidad tiene diferentes variantes. No obstante, todas 
ellas confluyen en la necesidad de que el interno mantenga y recupere las relaciones que por 
razón de su encarcelamiento tuvo que suspender850. Esta idea no sólo ha sido desarrollada 
por la doctrina851, sino que la jurisprudencia también ha sostenido sin ambages que los 
permisos de salida tienen que preparar al interno para la vida en libertad. De hecho, así 
lo sostiene el Tribunal Constitucional en la STC 112/1996, de 24 de junio FJ 4º: “todos 
los permisos cooperan potencialmente en la preparación de la vida en libertad del interno, 
pueden fortalecer los vínculos familiares, reducen las tensiones propias del internamiento 
y las consecuencias de la vida continuada en prisión que siempre conlleva el subsiguiente 

Martínez Escamilla, 2002, 13.
847 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 305; Cruz Márquez / Moya Guillem, 2017, 2; 

De Vicente Martínez, 2015, 249; Garrido Guzmán, 1989, 96; Martínez Escamilla, 
2002, 29; Leganés Gómez, 2009, 445 y ss.; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 
814-815; Fernández García, 2014, 127.

848 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 305; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 
811; Juanatey Dorado, 2016, 2016, 185; Martínez Escamilla, 2002, 13; Rovira / La-
rrauri / Alarcón, 2018; 2; Zúñiga Rodríguez, 2016, 214-215.

849 En una línea muy similar, vid. Martínez Escamilla, 2002, 13-14; 
850 Vid. Cruz Márquez / Moya Guillem, 2017, 3; Gómez López / Rodríguez Moro, 

2015, 398; Juanatey Dorado, 2016, 185; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / 
Pascual Rodríguez, 2016, 341; Rovira / Larrauri / Alarcón, 2018; 2; Zúñiga Ro-
dríguez, 2016, 215.

851 Vid. entre otros Afonso Barrera, 1999, 13 y ss.; Casanova Aguilar, 2014, 1 y ss.; 
Daunis Rodríguez, 2016a, 219; De Vicente Martínez, 2015, 249 y ss.; Leganés Gómez, 
2009, 443 y ss.; Racionero Carmona, 1999, 208; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia 
/ Pascual Rodríguez, 2016, 340-342; Zúñiga Rodríguez, 2016, 214.
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alejamiento de la realidad diaria. Constituyen un estímulo a la buena conducta, a la 
creación de un sentido de la responsabilidad del interno y con ello al desarrollo de su per-
sonalidad. Le proporcionan información sobre el medio social en el que ha de integrarse, e 
indican cual es la evolución del penado”852. 

De todos modos, la finalidad de preparar al interno para la vida en libertad no deja de 
ser una variante más a través de la que se puede materializar el principio de resocialización. 
Como no podría ser de otro modo, los permisos de salida tienen en el cumplimiento 
del principio de reeducación y reinserción social una finalidad capital853. Con todo, en 
la práctica es posible encontrarse con escollos que impiden el pleno desarrollo de sus 
potencialidades. La existencia de estas complicaciones hace que autoras Martínez Esca-
milla (2002, 13) consideren “harto dudoso” que los permisos de salida puedan contribuir 
realmente a la reinserción y resocialización de los reclusos.

2.5.2. Naturaleza jurídica
La naturaleza jurídica de los permisos de salida suscitó un debate de gran calado. La prin-
cipal controversia pivotaba sobre la disquisición de si los permisos de salida eran, o no, 
un derecho del interno. Es decir, si se puede considerar que de esta institución surgían 
derechos inherentes a las personas presas o, por el contrario, debían ser reconducidos a 
otra categoría.

Por un lado, existen posiciones, actualmente poco representativas, como la sostenida por 
Mapelli Caffarena (1983, 200 y ss.) que presenta los permisos de salida como verdaderos 
derechos de los reclusos854 y para ello se apoya en tres razones855: 1. La comunicación en 
la vida de una persona es una necesidad de tal entidad que su menoscabo implica el dete-
rioro de la propia dignidad humana. 2. Resulta incongruente fijar el fin de la pena en la 
resocialización y la reeducación social si se restringen las comunicaciones del recluso con 

852 En esta misma línea, vid. las SSTC 19/1988 de 16 de febrero, 2/1997 de 13 de enero y 
115/2003 de 16 de junio.

853 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 305; Gómez López / Rodríguez Moro, 2015, 398; 
Martínez Escamilla, 2002, 13; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual 
Rodríguez, 2016, 340-342.

854 En esta misma línea, vid. Racionero Carmona, 1999, 208.
855 Vid. Mapelli Caffarena, 1983, 201.
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el exterior durante la ejecución de la pena. 3. Las recompensas856 tienen un tratamiento 
legal totalmente diferente del que poseen los contactos con el exterior. 

No obstante, de la postura anterior se pueden derivar otros planteamientos más ac-
tuales, que llevan a considerar a los permisos de salida como un derecho limitado857. De 
este modo, su otorgamiento no depende únicamente de la voluntad del penado. Así las 
cosas, este derecho reside en la potestad que asiste al interno para reclamar su concesión 
cuando cumple con los requisitos normativamente exigidos858. Dicho de otro modo, la 
concesión de los permisos de salida no se produce automáticamente tras la petición del 
interesado859. La voluntad del interno no resulta vinculante y sólo adquiere relevancia 
cuando se constatan los requisitos normativamente requeridos. En la actualidad, el de-
bate sobre la naturaleza jurídica de los permisos de salida parece cerrarse en apoyo a esta 
última postura, que los concibe como un derecho limitado. Esto es así en la medida en 
que la tesis de los derechos limitados se adapta mejor no sólo a la normativa actual, sino 
también al encuadre de esta figura dentro del sistema penitenciario.

Otro punto de debate en relación con la naturaleza jurídica de los permisos de salida 
reside en determinar si poseen naturaleza jurisdiccional o penitenciaria860. La postura que 
sostiene que son parte de la actividad jurisdiccional se argumenta con base en que de lege 
ferenda los permisos interrumpen el mandato judicial de internamiento, retención y cus-
todia. Esto supone realizar una acción que sólo puede ser llevada a cabo por organismos 
jurisdiccionales, ya que la Administración Pública no tiene esta potestad. Por el contra-
rio, existe otra posición de lege data, que considera los permisos de salida como actos de 

856 Las recompensas, en palabras de Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual 
Rodríguez (2016, 506) se definen como concesiones “por actos que pongan de manifiesto buena 
conducta, espíritu de trabajo y sentido de la responsabilidad en el comportamiento de las personas 
presas, así como la participación positiva en las actividades asociativas reglamentarias o de otro tipo 
que se organicen en la cárcel”. Son medidas premiales de naturaleza distinta a la que poseen los 
beneficios. Asimismo, no se vinculan con el tratamiento, sino con el régimen penitenciario, ya que 
se pretende que fomenten el buen comportamiento de los reclusos. Se encuentran recogidas en 
los arts. 46 LOGP y 263-264 RP. (vid. entre otros Cervelló Donderis, 2016, 365; Gallego 
Díaz, 2015; Juanatey Dorado, 2016, 183-184; De León Villalba, 2015, 334-335).

857 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 365; De Vi-
cente Martínez, 2015, 249; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 814; Fernán-
dez García, 2014, 127; Garrido Guzmán, 1989, 68; Leganés Gómez, 2009, 446 y ss.; 
Martínez Escamilla, 2002, 29.

858 Vid. Martínez Escamilla, 2002, 29.
859 Vid. Gómez López / Rodríguez Moro, 2015, 401-402.
860 Vid. Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 812-813.
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naturaleza penitenciaria. El hecho de que sean autorizados por el JVP dota de contenido 
a esta argumentación. Es más, desde esta perspectiva se considera que, en el caso de pena-
dos en régimen abierto, se trata de actos penitenciarios de naturaleza administrativa861. 

2.5.3. Tipología

2.5.3.1. Permisos ordinarios

Los permisos ordinarios son la figura arquetípica dentro del universo de los permisos de 
salida penitenciarios. Por ello, las explicaciones relativas a su concepto y naturaleza jurí-
dica no proceden aquí, ya que supondrían reiterar lo recién expuesto.

Igualmente, y como ya hubo ocasión de comentar con anterioridad, la concesión de 
un permiso de salida ordinaria está vinculada al cumplimiento de una serie de requisitos. 
En particular, son tres las condiciones que el interno tiene que cumplir para acceder a un 
permiso de salida ordinario (art. 47.2 LOGP)862. 

 1. Haber cumplido una cuarta parte de la condena. Este requisito resulta fácilmente 
objetivable, ya que su cumplimiento deriva de un cálculo aritmético que se obtiene inclu-
yendo todas las condenas impuestas863 (de las que se debe deducir el tiempo de detención 
y de prisión preventiva864). 

Este requisito resulta criticable desde varios puntos de vista. En primer lugar, no discri-
mina entre condenas largas y cortas865. Esto es un gran problema, ya que no es lo mismo 
un cuarto de condena sobre un total de tres años que sobre quince. De hecho, imponer 
un límite temporal de estas características no parece la mejor forma ni de minimizar la 
prisionización, ni de favorecer la reinserción. De hecho, todo lo contrario, este requisito 

861 Vid. Martínez Escamilla, 2002, 25 y ss. 
862 Artículo 47 LOGP.

2. Igualmente se podrán conceder permisos de salida hasta de siete días como preparación para la 
vida en libertad, previo informe del equipo técnico, hasta un total de treinta y seis o cuarenta y ocho 
días por año a los condenados de segundo y tercer grado, respectivamente, siempre que hayan extin-
guido la cuarta parte de la condena y no observen mala conducta.

863 Vid. Bueno Arús et al., 2010, 467; Leganés Gómez, 2009, 453.
864 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 307.
865 Vid. Leganés Gómez, 2009, 453; Racionero Carmona, 1999, 210; Zúñiga Ro-

dríguez, 2016, 217.
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acentúa el carácter retributivo de la pena866, puesto que incorpora una medida semejan-
te al período de seguridad867. En consecuencia, podría resultar más recomendable huir 
de criterios de igualdad formal para aplicar condiciones materiales vinculadas al caso 
concreto. De este modo se eliminarían los límites objetivos y se sustituirían por análisis 
particularizados que se encargarían de fijar el tiempo de cumplimiento necesario para 
solicitar un permiso. Más allá de estas explicación, Martínez Escamilla (2002, 32) va más 
lejos y considera que este criterio (cumplimento de un cuarto de la condena), tal como 
se encuentra expuesto en el art, 47.2 LOGP, resulta incompatible tanto con el derecho 
a la dignidad personal (art. 10.1 CE)868 como con el principio de proporcionalidad869. 

2. No observar mala conducta. Este factor viene recogido en el tenor literal del artículo 
47.2 LOGP. Sin embargo, y a pesar de su importancia, no existe una definición o aclara-
ción normativa que explique su contenido870. 

La no observancia de mala conducta es interpretada como la no posesión de sanciones 
por cancelar871. En consecuencia, resulta fundamental conocer los plazos que normati-
vamente se establecen para la cancelación de sanciones: 6 meses para las sanciones muy 
graves, 3 para las graves y 1 mes para las leves. Eso sí, es preciso que durante estos periodos 
de tiempo el interno no cometa ninguna falta disciplinaria grave o muy grave (art. 260.1 

866 Vid. Martínez Escamilla, 2002, 32.
867 Vid. Renart García, 2010, 104 y ss., 117-118. En una línea similar, vid. Daunis Ro-

dríguez, 2016a, 220-221.
868 Artículo 10 CE.

1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la 
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y 
de la paz social.

869 A fin de argumentar esta posición, Martínez Escamilla (2002, 32) sostiene que toda 
limitación de derechos fundamentales sólo puede resultar constitucional cuando sirva para sal-
vaguardar otros derechos e intereses más valiosos y que eso no podría inferirse en esta situación. 
Asimismo, y en relación con la lesión del principio de proporcionalidad, esta autora considera 
que una justificación que prescinda de la utilidad y eficacia de este principio no puede resultar 
nunca proporcionada. 

870 Vid. Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 343.
871 Vid. Bueno Arús et al., 2010, 468; Juanatey Dorado, 2016, 187; Martínez Esca-

milla, 2002, 34, 40-44; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 
2016, 343-344.
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RP)872. Estos plazos podrán acortarse hasta la mitad si con posterioridad a la sanción, y 
antes de completarse, la persona obtuviese alguna recompensa de las previstas en el artí-
culo 263 RP873 (art. 261 RP)874. 

Esta situación, del todo indeseable, genera un escenario que dificulta la aplicación y 
otorgamiento de los permisos de salida. En primer lugar, se produce una equiparación 
entre mala conducta y comportamiento disciplinariamente sancionable que es muy cues-
tionable875. La existencia de faltas disciplinarias no tendría por qué justificar la limitación 
de un permiso de salida. Con esta concepción, se está utilizando el régimen disciplinario 
para una función diferente de la que tiene asignada. El régimen disciplinario está diseñado 
para sancionar conductas que se consideran inadmisibles en sede carcelaria. En consecuen-
cia, son medidas que están pensadas desde el ámbito carcelario, y para ser aplicables en 
él. Por lo tanto, todo intento por aplicar esta normativa de manera extemporánea puede 
conducir a resultados erróneos. El contexto penitenciario poco tiene que ver con el que 

872 Artículo 260 RP.
1. Serán canceladas, de oficio o a instancia de parte, las anotaciones de las sanciones disciplinarias 
que obren en el expediente personal de los internos, cuando concurran los siguientes requisitos:

a) Transcurso de seis meses para las faltas muy graves, tres meses para las graves y un mes para 
las leves, a contar desde el cumplimiento de la sanción.

b) Que durante dichos plazos no haya incurrido el interno en nueva falta disciplinaria muy 
grave o grave.

873 Artículo 263 RP.
Los actos que pongan de manifiesto buena conducta, espíritu de trabajo y sentido de la responsabi-
lidad en el comportamiento de los internos, así como la participación positiva en las actividades 
asociativas reglamentarias o de otro tipo que se organicen en el Establecimiento, serán estimulados 
con alguna de las siguientes recompensas:

a) Comunicaciones especiales y extraordinarias adicionales.
b) Becas de estudio, donación de libros y otros instrumentos de participación en las actividades 

culturales y recreativas del Centro.
c) Prioridad en la participación en salidas programadas para la realización de actividades 

culturales.
d) Reducciones de las sanciones impuestas.
e) Premios en metálico.
f) Notas meritorias.
g) Cualquier otra recompensa de carácter análogo a las anteriores que no resulte incompatible 

con los preceptos reglamentarios.
874 Artículo 261 RP.

Los plazos de cancelación podrán ser acortados hasta la mitad de su duración si, con posterioridad 
a la sanción y antes de completarse dichos plazos, el interno obtuviere alguna recompensa de las pre-
vistas en el artículo 263 de este Reglamento. 

875 Vid. Martínez Escamilla, 2002, 34; Renart García, 2010, 133 y ss.
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se desarrolla en libertad. Por ello, las medidas que le son de aplicación no deberían tener 
validez más allá de sus muros. De hecho, tal como destaca Racionero Carmona (1999, 
211) un buen preso no tiene por qué ser un buen ciudadano, a lo que aquí se añade que 
un mal preso no tiene por qué ser un mal ciudadano876. Cada comportamiento se ha de 
circunscribir a un ambiente personal y particular. Por ello, no resulta adecuado hacer nin-
gún tipo de extrapolación, ya que los puntos de partida son incomparables. Los recursos 
extraídos del régimen disciplinario no son la mejor manera de predecir el comportamiento 
de un interno durante un permiso de salida. De hecho, estas generalizaciones de amplio 
espectro dibujan un contexto en el que se predetermina la actitud del sujeto en libertad 
con base en las actuaciones que hubiese realizado en sede penitenciaria. Por todo ello, la 
evaluación de la conducta del sujeto debe huir de este tipo de referencias y construirse 
con base en una estimación global de su comportamiento, sus características personales, 
su tratamiento penitenciario, etc877. Es más, no hay que perder de vista que la exigencia de 
buena conducta no deja de ser un requisito para conocer tanto su proceder actual como 
su actitud en un eventual permiso de salida878, ya que, de no ser así, “significaría admitir 
a las claras que, en contra de lo establecido en la Ley Penitenciaria, no sólo la práctica sino 
ya la propia legislación penitenciaria priman el régimen y la disciplina del centro sobre 
las necesidades de tratamiento” (Martínez Escamilla, 2002, 35). 

En segundo lugar, el contenido del término “conducta” supera ampliamente al de 
infracción disciplinaria879. La conducta contempla un conjunto de acciones que no se 
limita a las sanciones disciplinarias, ya que su equiparación impondría una limitación 
conceptual. Como alternativa, se plantea de nuevo la realización de una valoración global 
que busque la adecuación de los solicitantes a los principios de los permisos de salida. 
De esta manera, se vincularía la buena conducta con la evolución del tratamiento peni-
tenciario880. Esta propuesta se considera capaz de aportar soluciones. No obstante, esta 
interpretación posee una gran limitación, ya que es inaplicable para los internos que no 
estén bajo tratamiento881. 

876 Vid. Bueno Arús et al., 2010, 468; Conde, 2006. 61-62; Martínez Escamilla, 2002, 
35; Peiteado Mariscal, 2000, 613-614; Renart García, 2010, 139.

877 Vid. Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 344-345.
878 Vid. Bueno Arús et al., 2010, 468; Renart García, 2010, 139.
879 Vid. Renart García, 2010, 135 y ss.
880 Vid. Carmena Castrillo, 1995, 109 y ss. 
881 Vid. Carmena Castrillo, 1995, 117.



David Castro Liñares

222

Dicho todo lo anterior, y ante las propuestas en las que se presentaba como solución a 
este requisito la valoración global del sujeto, surge un planteamiento que propone un giro 
argumental de gran interés. Esta posición es sostenida por Martínez Escamilla (2002, 35-
36) y en ella parte de la base de que analizar la buena conducta es una tarea muy compleja 
que no admite una determinación clara de su contenido. Por lo tanto, “dada la indefi-
nición legal, cabe sostener que la existencia de sanciones no ha de conllevar necesariamente 
la apreciación de mala conducta, este requisito sólo puede llenarse de contenido a través 
del concepto de sanciones disciplinarias” (Martínez Escamilla, 2002, 36). Dicho de otro 
modo, la dificultad de definir la frontera y contenido de la buena conducta sin caer en 
arbitrariedades, inseguridades jurídicas o excesos que puedan lastrar los derechos de los 
penados, hace que la equiparación de la mala conducta con la existencia de infracciones 
disciplinarias no resulte una opción descartable. Es decir, esta autora sostiene que, entre 
la incertidumbre que supone dotar de contenido a la buena conducta y su asimilación 
con la noción de sanción disciplinaria, es preferible optar por la segunda posición. Esto 
implica optar por una posición más conservadora pero que impide la aparición de in-
terpretaciones eventualmente peores882. Es decir, se opta por una posición práctica que 
sacrifica la posibilidad de acceder a un conocimiento más exhaustivo de la realidad en 
aras de un escenario más controlado y alejado de excesos interpretativos. Dicho de otro 
modo, se pretende asegurar certidumbre interpretativa a cambio de renunciar a la posibi-
lidad de aproximarse lo máximo posible al verdadero perfil del sujeto. De todos modos, el 
pragmatismo de esta postura no debe desviar la atención de los operadores penitenciarios 
de uno de sus verdaderos intereses: intentar conseguir la mejor aplicación posible de los 
requisitos de concesión de los permisos de salida.

3. Estar clasificado en segundo o tercer grado. Este requisito supone la exclusión ex-
plícita del primer grado. De esta forma, las personas clasificadas en primer grado no 
pueden acceder a permisos de salida. La lógica sobre la que se funda esta exclusión reside 
en la incompatibilidad que existe entre el primer grado y la finalidad de los permisos de 
salida883. Una situación de peligrosidad extrema o inadaptación a los regímenes de vida 
penitenciaria es incompatible con un instrumento que prepare al interno para la vida 
en libertad884. Esta premisa, lejos de estar justificada, es asumida como axiomática. De 
este modo, los internos en régimen cerrado, a pesar de estar sometidos a un grado que 
busca la reinserción social, no pueden acceder a un instrumento que intenta conseguir 
este fin. Por ello, no se encuentra justificada la tajante respuesta que el legislador plantea 

882 Vid. Martínez Escamilla, 2002, 36.
883 Vid. Renart García, 2010, 74.
884 Vid. Martínez Escamilla, 2002, 45; Renart García, 2010, 75.
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en relación con esta cuestión. Es cierto que por razones de seguridad es posible que su 
concesión tenga que estar supeditada a condiciones especiales. No obstante, esto no debe 
servir como argumento para el establecimiento de una supresión total. De hecho, como 
destaca Mapelli Caffarena (1983, 204), “hubiera bastado condicionar el otorgamiento a 
que se ofrezcan las mínimas garantías de que no se producirá una fuga o no se volverá a 
delinquir”. Así las cosas, este requisito vuelve a poner de manifiesto que el primer grado 
posee elementos más próximos a los de un régimen de vida disciplinario que a los de un 
grado penitenciario sometido a los principios de individualización científica y reeduca-
ción y reinserción social885. 

2.5.3.2. Permisos extraordinarios

Los permisos extraordinarios se encuentran regulados en el artículo 47.1 LOGP886, así 
como en el artículo 155 RP887. En relación con esta cuestión, la LOGP no incluye en su 
articulado una referencia al término extraordinario como adjetivo de estos permisos de 

885 Vid. Martínez Escamilla, 2002, 45-46.
886 Artículo 47 LOGP.

1. En caso de fallecimiento o enfermedad grave de los padres, cónyuge, hijos, hermanos y otras personas 
íntimamente vinculadas con los internos, alumbramiento de la esposa, así como por importantes y 
comprobados motivos, con las medidas de seguridad adecuadas, se concederán permisos de salida, 
salvo que concurran circunstancias excepcionales.

887 Artículo 155. Permisos extraordinarios.
1. En caso de fallecimiento o enfermedad grave de los padres, cónyuge, hijos, hermanos y otras personas 
íntimamente vinculadas con los internos o de alumbramiento de la esposa o persona con la que el 
recluso se halle ligado por similar relación de afectividad, así como por importantes y comprobados 
motivos de análoga naturaleza, se concederán, con las medidas de seguridad adecuadas en su caso, 
permisos de salida extraordinarios, salvo que concurran circunstancias excepcionales que lo impidan.
2. La duración de cada permiso extraordinario vendrá determinada por su finalidad y no podrá 
exceder del límite fijado en el artículo anterior para los permisos ordinarios.
3. Cuando se trate de internos clasificados en primer grado será necesaria la autorización expresa 
del Juez de Vigilancia.
4. Se podrán conceder, con las medidas de seguridad adecuadas en su caso y previo informe médico, 
permisos extraordinarios de salida de hasta doce horas de duración para consulta ambulatoria extra-
penitenciaria de los penados clasificados en segundo o tercer grado, así como permisos extraordinarios 
de hasta dos días de duración cuando los mismos deban ingresar en un hospital extrapenitenciario. 
En este último caso, si el interno tuviera que permanecer ingresado más de dos días, la prolongación 
del permiso por el tiempo necesario deberá ser autorizada por el Juez de Vigilancia cuando se trate de 
penados clasificados en segundo grado o por el Centro Directivo para los clasificados en tercer grado.
5. Los permisos a que se refiere el apartado anterior no estarán sometidos, en general, a control ni 
custodia del interno cuando se trate de penados clasificados en tercer grado y podrán concederse en 
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salida. No obstante, esta cuestión no es unánime en la normativa, pues el Reglamento 
Penitenciario sí que asume esta denominación. De todos modos, y más allá de esta sucinta 
disquisición nominal, tanto la doctrina como la práctica penitenciaria utilizan de manera 
común y generalizada el calificativo de “extraordinarios” para referirse a estos permisos888. 

Los motivos de concesión, tal como se recogen normativamente, son el fallecimiento 
o enfermedad grave de parientes cercanos, parejas sentimentales u otras personas ínti-
mamente vinculadas al interno, el nacimiento de un hijo, así como cualquier motivo 
de importancia comprobada. De esta manera, y a pesar de que existe una enumeración 
explícita, la normativa penitenciaria establece una cláusula de cierre que permite múlti-
ples interpretaciones. Esta afirmación se colige de la expresión: “así como por importantes 
y comprobados motivos de análoga naturaleza” (art. 155.1 RP). El legislador considera 
que no es posible enunciar todas las situaciones merecedoras de un permiso de salida 
extraordinario. Por ello, redacta un precepto que permite abrirse a nuevas situaciones889. 

La duración de los permisos extraordinarios no se encuentra predeterminada. Esto es 
así debido a que no resulta factible establecer a priori el término de un evento imprevisto. 
Por ello, la duración se gestiona en cada caso concreto. De todos modos, existe una ba-
rrera, ya que estos permisos no pueden exceder los límites establecidos para los permisos 
ordinarios890 (art. 155.2 RP)891. 

Su leitmotiv, en contraposición a los de carácter ordinario, no reside en la preparación 
del interno para la vida en libertad. Los permisos extraordinarios dan respuesta a necesi-
dades humanitarias y de dignidad personal que, para ser atendidas, precisan interrumpir 

régimen de autogobierno para los penados clasificados en segundo grado que disfruten habitualmente 
de permisos ordinarios de salida.

888 Vid., por todos Garrido Guzmán, 1989, 69 y ss.; Juanatey Dorado, 2016, 185, 
Leganés Gómez, 2009, 475; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Ro-
dríguez, 2016, 391 y ss.

889 Vid. Cervelló Donderis, 2016, 309; Daunis Rodríguez, 2016a, 226; De Vicente 
Martínez, 2015, 251; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 817; Ríos Martín / 
Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 392.

890 Vid. Cervelló Donderis, 2012, 266; De Vicente Martínez, 2015, 251; Fernández 
Arévalo / Nistal Burón, 2016, 817.

891 Artículo 155 RP.
2. La duración de cada permiso extraordinario vendrá determinada por su finalidad y no podrá 
exceder del límite fijado en el artículo anterior para los permisos ordinarios.
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el encarcelamiento892. Su legitimidad reside en su propia naturaleza. Por ello, no se pueden 
desligar de sus motivos de concesión. La concesión no admite modulaciones. Es decir, si 
se constatan las circunstancias habilitantes que permiten su solicitud, su otorgamiento es 
imperativo893. Esta condición queda reflejada en el art. 47.2 LOGP a través de la expresión 
“se concederán”, que ha de ser interpretada de un modo asertivo894. De todos modos, y 
con independencia de su dispensa, nada obsta a que se puedan establecer las medidas de 
seguridad que se estimen precisas para asegurar su cumplimiento895.

En relación con los requisitos de solicitud, el legislador no estableció ningún tipo de 
restricción896. Todos los penados pueden solicitar un permiso extraordinario. Por lo tan-
to, también están incluidos los internos en régimen cerrado. Esta ampliación se produce 
para satisfacer su finalidad principal. De hecho, no parecen existir razones que impidan 
asistir a situaciones tan particulares como el fallecimiento de un familiar directo o el 
nacimiento de un hijo. La importancia de este tipo de acontecimientos justifica per se 
la excarcelación temporal que supone el permiso. Es más, la aplicación de los permisos 
extraordinarios supera incluso el requisito de tener que estar condenado en firme. Así 
las cosas, los penados preventivos en atención al artículo 48 LOGP897 también pueden 
solicitar su concesión898. 

892 Vid. De Vicente Martínez, 2015, 205-251; Juanatey Dorado, 2016, 194; Leganés 
Gómez, 2009, 476; Renart García, 2010, 24 y ss.; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabei-
tia / Pascual Rodríguez, 2016, 391 y ss.; Zúñiga Rodríguez, 2016, 218.

893 Vid. Racionero Carmona, 1999, 209; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / 
Pascual Rodríguez, 2016, 339.

894 Vid. Juanatey Dorado, 2016, 194; Leganés Gómez, 2009, 475; Ríos Martín / 
Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 339.

895 Vid. Bueno Arús et al., 2010, 465-466; Juanatey Dorado, 2016, 194; Racionero 
Carmona, 1999, 210; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 
2016, 396.

896 Vid. Bueno Arús et al., 2010, 466; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / 
Pascual Rodríguez, 2016, 396.

897 Artículo 48 LOGP.
Los permisos a que se refiere el artículo anterior podrán ser concedidos asimismo a internos preventivos 
con la aprobación, en cada caso, de la autoridad judicial correspondiente.

898 Vid. De Vicente Martínez, 2015, 251; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 
2016, 817.
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2.5.4. Procedimiento de tramitación
El procedimiento de tramitación difiere en función del tipo de permiso que se desea 
solicitar.

2.5.4.1. Ordinarios

El procedimiento de concesión para permisos ordinarios se regula en los artículos 160 
a 162 RP, así como en la Instrucción 1/2012 de 2 de abril. La iniciativa parte a petición 
del interno, que debe realizar su solicitud a la oficina de tratamiento. En el momento en 
el que el subdirector de tratamiento recibe esta petición debe incluirla en el orden del 
día de la siguiente reunión de la Junta de Tratamiento899.

Desde que la Junta de Tratamiento tenga constancia de la petición de un permiso de 
salida, se insta al Equipo Técnico para que realice un informe. Este documento toma en 
consideración, de manera detallada, los siguientes aspectos900: a) Un análisis del historial 
penal y penitenciario del interno. En este punto se analizan requisitos como el cumpli-
miento de un cuarto de la condena, la clasificación del sujeto o la inexistencia de mala 
conducta. Asimismo, en este apartado también se valoran otros factores y variables que 
puedan tener trascendencia para el desarrollo del permiso como pueden ser los incluidos 
en las tablas de valoración de riesgos (TVR y M-CCP)901. b) Entrevistas con el interno. A 
través del diálogo con el interno se busca profundizar en su biografía, las motivaciones 
que le llevan a solicitar un permiso, los eventuales efectos que espera conseguir a través 
de una excarcelación temporal, etc. La finalidad de estos encuentros reside en fomentar 
un clima de confianza que permita conocer los pormenores que se encuentran tras la 
solicitud de un permiso de salida. c) Estudio del medio social en que se va a disfrutar 
el permiso. Se intenta conocer los condicionantes externos que pueden influir en su 
desarrollo. Este informe posee una gran importancia para el proceso de concesión. De 

899 Vid. Bueno Arús et al., 2010, 474-475; Zúñiga Rodríguez, 2016, 219.
900 Vid. De Vicente Martínez, 2015, 251-252; Fernández Arévalo / Nistal Burón, 

2016, 820 y ss., Leganés Gómez, 2009, 454; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / 
Pascual Rodríguez, 2016, 254-255; Zúñiga Rodríguez, 2016, 219-220.

901 En relación con esta cuestión, no procede nada más que citar su existencia, habida cuenta 
del pormenorizado y específico análisis de estos instrumentos que se realizará en el texto. (vid. 3.3. 
Las tablas de valoración de riesgo y de concurrencia de circunstancias particulares como instru-
mentos actuariales incluidos en el proceso del otorgamiento de permisos de salida). 
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hecho, su realización es preceptiva, a pesar de no ser vinculante902. El contenido del 
Informe del Equipo Técnico debe acreditar el cumplimiento de todos los requisitos 
anteriormente citados. Asimismo, también debe incorporar un pronunciamiento en el 
que se haga constar si la concesión redundará positivamente en la reinserción social del 
penado903. En la práctica, el primer informe es el más exhaustivo. De hecho, cuando el 
interno empiece a disfrutar de permisos, y no presente problemas, se concederán de ma-
nera mucho más regular904. No obstante, este informe que valora la concesión también 
puede ser desfavorable. Este tipo de pronunciamientos proceden cuando se considere 
que el otorgamiento del permiso es contraproducente habida cuenta de la existencia de 
riesgo de fuga, de quebrantamiento de condena, de comisión de nuevos delitos, etc.905. 

Este informe, junto con el resto de materiales de los que dispone la Junta de Trata-
miento, conforma la base sobre la que se toma la decisión de concesión906. Una vez que 
este órgano resuelva, el interno recibe una copia del documento en el que se acepta o 
revoca su permiso de salida. 

Todos los acuerdos tomados son trasladados al interno. No obstante, la propuesta 
de la Junta de Tratamiento, por si misma, no es suficiente para autorizar la salida. El 
Juez de Vigilancia o el Centro Directivo, según proceda, debe ratificarla (art. 161 RP): 
“si la Junta de Tratamiento acuerda conceder el permiso solicitado por el interno, elevará 
dicho acuerdo, junto con el informe del Equipo Técnico, al Juez de Vigilancia o al Centro 
Directivo, según se trate de internos clasificados en segundo o tercer grado de tratamiento, 
respectivamente, para la autorización correspondiente”. Como punto final a este proceso, 
el acuerdo definitivo se anota en el expediente personal del interno.

Si, por el contrario, el acuerdo es denegatorio tiene que motivarse expresamente. La 
profusión con la que debe justificarse esta fundamentación es mayor que la que procede 
en caso de acuerdos favorables. Esto es así debido a que la decisión tomada genera per-
juicios directos sobre el penado. Los argumentos con base en los cuales se puede llevar a 

902 Vid. Bueno Arús et al., 2010, 474; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / 
Pascual Rodríguez, 2016, 351-352.

903 Vid. Juanatey Dorado, 2016, 189; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / 
Pascual Rodríguez, 2016, 352.

904 Vid. Juanatey Dorado, 2016, 189; Zúñiga Rodríguez, 2016, 223.
905 Vid. Leganés Gómez, 2009, 457.
906 Vid. De Vicente Martínez, 2015, 252.
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cabo la denegación de un permiso de salida vienen recogidos en el art. 156.1 RP907. No 
obstante, en la práctica y tal como señala Conde (2006, 107): “desgraciadamente casi 
nunca se cumple este principio. Se sigue denegando (el permiso de salida) en base a considera-
ciones abstractas con desconexión de la circunstancia personal del reo. Es posible que existan 
interiorizaciones subjetivas sobre el preso, pero en lo que respecta a las razones formales de la 
denegación la regla no es la individualización. Precisamente para esta finalidad se mane-
jan en los Centro penitenciarios unos folios en los que se recogen ordenadamente una serie de 
motivos abstractos en los que fundamentar por las Juntas su rechazo a un permiso ordinario 
de salida”. La lista numerus apertus a la que se alude en la cita anterior estaría formada, 
entre otras, por las siguientes cuestiones908: 1. Tiempo que resta para el cumplimiento de 
la condena. 2. Denegación para que el interno sienta el efecto intimidatorio de la pena. 
3. Cuestiones relativas a drogas: adicción, drogodependencia no superada, acreditación 
insuficiente del estado de deshabituación, dar positivo tras el reingreso, estar pendiente 
de ingresar en un centro de rehabilitación. 4. No tener consolidados factores positivos. 
La apreciación de este criterio depende de la no acreditación como cumplidos de factores 
relativos al tratamiento y la conducta que puedan ser positivos a efectos de rehabilitación. 
5. No regresar de un permiso anterior. 6. Mal uso del permiso909. 7. Cuestiones relativas 
al delito cometido: gravedad y reproche social. 8. Riesgo de comisión delictiva. 9. Cues-
tiones relativas a la condición de extranjero: no ofrecer garantías suficientes respecto 
del domicilio ofrecido, tener una orden de expulsión. 10. Estar muy influido por las 
dinámicas vitales/sociales que se producen en prisión. Dicho de otro modo, encontrarse 
prisionizado. 11. Tener el lugar de cumplimiento muy alejado del centro penitenciario. 
12. Denegación por tener causas pendientes por hechos anteriores al ingreso en prisión. 
13. Denegación por cometer un delito de violencia machista/doméstica. 14. No haber 
resarcido la responsabilidad civil. 15 No haber participado en actividades de tratamiento 

907 Artículo 156. RP.
1. El informe preceptivo del Equipo Técnico será desfavorable cuando, por la peculiar trayectoria 
delictiva, la personalidad anómala del interno o por la existencia de variables cualitativas desfa-
vorables, resulte probable el quebrantamiento de la condena, la comisión de nuevos delitos o una 
repercusión negativa de la salida sobre el interno desde la perspectiva de su preparación para la vida 
en libertad o de su programa individualizado de tratamiento

908 Vid. Cruz Márquez / Moya Guillem, 2017, 4 y ss.; Conde, 2006, 106 y ss.; Lega-
nés Gómez, 2009, 466; Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 
2016, 365 y ss.

909 La interpretación de este factor resulta muy compleja ya que no existe un criterio objetivo/
objetivable al que anclar esta cuestión. El mal uso de un permiso se interpreta con base en actitu-
des del sujeto y en situaciones de las que participase y que puedan resultar más perjudiciales para 
su proceso de resocialización. 
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durante su estancia en prisión 16. Pertenecer a una organización delictiva. En relación 
con esta cuestión, es importante traer a colación que varias de las circunstancias que se 
toman en consideración para denegar un permiso de salida coinciden con los factores 
que tanto la TVR como la M-CCP incluyen como variables de riesgo para la decisión 
sobre un permiso de salida. En el caso de la TVR, coinciden los siguientes factores: 1 
(extranjería), 2 (drogodependencia) y 9 (lejanía al lugar de disfrute) y, en cierta medida, 
el 4 (reincidencia), el 5 (quebrantamientos), el 7 (ausencia de permisos) y el 8 (deficiencia 
convivencial). Estas semejanzas también se pueden apreciar en la M-CCP, en relación 
con la cual concuerdan plenamente los requisitos 2 (tipo delictivo), 3 (organización de-
lictiva) 4 (trascendencia social) y 7 (expulsión) y, parcialmente, el factor 5 (fechas de las 
¾ partes) y el 6 (trastorno psicopatológico). 

Frente a la decisión que deniega un permiso de salida, independientemente del órga-
no que la dicte, cabe la posibilidad de interponer un recurso de queja ante el Juez de 
Vigilancia910. La decisión del Juez de Vigilancia también se puede recurrir en recurso de 
reforma. Del mismo modo, y ante la decisión del recurso de reforma, se puede interpo-
ner recurso de apelación ante la Audiencia Provincial del lugar donde se encuentre el 
establecimiento penitenciario. 

Asimismo, y de un modo conjunto a la propuesta anterior, se pueden incluir medidas 
de seguridad y control que intenten asegurar el correcto desarrollo del permiso911 (art. 
156.2 RP)912. En consecuencia, y en la medida en que esté justificado por motivos de 
seguridad y control, la concesión de un permiso debe ser comunicada a las fuerzas y 
cuerpos de seguridad del Estado913. De todos modos, el correcto desarrollo del permiso 
no se debe entender únicamente desde un punto de vista disciplinario. Por ello, y aun-

910 Vid. Juanatey Dorado, 2016, 193.
911 El catálogo de medidas al que se hace referencia arriba no conforma una lista numerus clausus. 

Por ello, se pueden citar como ejemplo, y sin ánimo de exhaustividad, las siguientes condiciones: 
a) la obligación de acudir a una institución extrapenitenciaria de carácter asistencial durante el 
disfrute del permiso. b) la presentación del interno en la comisaria o puesto de la Guardia Civil de 
referencia tanto al inicio como a la finalización del permiso. c) la obligación de mantener contactos 
telefónicos con el establecimiento penitenciario en fechas y horas determinadas. d) la prohibición 
de acudir a determinados lugares o localidades (vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 224-225; De 
Vicente Martínez, 2015, 252; Leganés Gómez, 2009, 471). 

912 Artículo 156 RP.
2. El Equipo Técnico establecerá, en su informe, las condiciones y controles que se deban observar, en 
su caso, durante el disfrute del permiso de salida, cuyo cumplimiento será valorado para la concesión 
de nuevos permisos.

913 Vid. Instrucción 1/2012 de 4 de abril, 12.
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que pueda resultar complejo de engarzar desde un prisma conceptual, estas medidas 
de seguridad y control tienen que ir encaminadas a la reinserción social del penado. De 
hecho, “deben destinarse a favorecer la concesión de permisos cuyo disfrute pueda suscitar 
alguna incertidumbre o duda al Equipo Técnico sobre el comportamiento del condenado” 
(Daunis Rodríguez, 2016a, 226). 

Todas estas prescripciones se incluyen en la propuesta de concesión de permiso. Por 
lo tanto son conocidas y aceptadas por el interno914. En caso de que el recluso considere 
inaceptable alguna de las condiciones, puede rechazarla y, por ende, rehusar el disfrute 
del permiso de salida. 

Si, con anterioridad a su disfrute, se producen hechos modificativos de las circuns-
tancias que propiciaron la concesión, nada obsta a que se produzca una revisión que 
pueda derivar en su limitación (art. 157.1 RP)915. Si estos hechos son lo suficientemente 
graves como para que no baste con una mera limitación, se puede suspender el permiso 
de salida (art. 157.2 RP)916. Esta revocación puede ser temporal o definitiva. De todos 
modos, cualquier decisión de este calado ha de ser comunicada al interno para que se 
encuentre informado de su nueva situación penitenciaria.

Mención especial merece la situación de los penados preventivos917. El legislador se 
encarga expresamente de esta cuestión en el art. 159 RP918. En estos casos, el permiso de 
salida tiene que contar con la autorización expresa de la Autoridad Judicial bajo la que 

914 Vid. Leganés Gómez, 2009, 471.
915 Artículo 157 RP.

1. Cuando antes de iniciarse el disfrute de un permiso ordinario o extraordinario, se produzcan he-
chos que modifiquen las circunstancias que propiciaron su concesión, la Dirección podrá suspender 
motivadamente con carácter provisional el permiso, poniéndose en conocimiento de la Autoridad 
administrativa o judicial competente la suspensión para que resuelva lo que proceda.

916 Artículo 157 RP.
2. Si el interno aprovechase el disfrute de cualquier clase de permiso para fugarse o cometiese un nuevo 
delito durante el mismo, quedará sin efecto el permiso concedido, sin perjuicio de las consecuencias 
que se puedan derivar de su conducta en el orden penal y penitenciario y de que dichas circunstancias 
deban valorarse negativamente por el Equipo Técnico para la concesión de futuros permisos ordinarios.

917 Vid. Ríos Martín / Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 391.
918 Artículo 159 RP.

Los permisos de salida regulados en este Capítulo podrán ser concedidos a internos preventivos, previa 
aprobación, en cada caso, de la Autoridad judicial correspondiente.
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se encuentre el interno (artículo 161.3 RP)919. No obstante, esto no significa que este 
tipo de reclusos tengan vetado el acceso a un permiso. 

A fin de aclarar este proceso, se adjunta una tabla realizada por Armenta González-Pa-
lenzuela y Rodríguez Ramírez (2009, 377) en la que exponen las instancias/autoridades 
autorizantes en función de la duración del permiso y su situación clasificatoria.

Permisos ordinarios

< 2 días ≥ 2 días

3º grado Autorización Centro Directivo

2º Grado Autorización Centro Directivo Autorización JVP

1º Grado No hay posibilidad legal

Preventivo Autorización: Autoridad Judicial

2.5.4.2. Extraordinarios 

El carácter extraordinario de esta modalidad de permisos de salida hace que posean un 
doble proceso de tramitación. El hecho de acudir a un procedimiento u otro viene de-
terminado por la premura con la que se necesite su concesión. 

Urgente. Este procedimiento se incoa cuando no resulta factible esperar a la decisión 
de la sesión ordinaria de la Junta de Tratamiento. En este caso, el Director del estableci-
miento penitenciario tiene potestad para proponer y aceptar la autorización920. De esta 
manera, el Director asume las competencias de la Junta de Tratamiento921. Sin embargo, 
y en cuanto sea posible, se debe comunicar el acuerdo tomado a la Junta de Tratamiento 

919 Artículo 161 RP. 
3. Cuando se trate de internos preventivos será necesaria, en todo caso, la autorización expresa de la 
Autoridad judicial a cuya disposición se encuentre el interno.

920 Vid. De Vicente Martínez, 2015, 253; Leganés Gómez, 2009, 477; Renart Gar-
cía, 2010, 33.

921 Vid. Armenta González-Palenzuela / Rodríguez Ramírez, 2009, 378; Fer-
nández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 837; Renart García, 2010, 33; Ríos Martín 
/ Etxeberria Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 395-396.
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para que incluya tal decisión en el orden del día de su próxima reunión, arts. 161.4922 y 
280. 2.12 RP923 .

Ordinario. En caso de que el permiso de salida no requiera ser tramitado de urgencia su 
procedimiento de concesión resulta muy similar al de los permisos ordinarios924. De este 
modo, se recaban informes que tienen el mismo contenido que los contemplados para 
los permisos ordinarios. El órgano encargado de resolver estas cuestiones también es la 
Junta de Tratamiento. El hecho de que este procedimiento se asemeje tanto al utilizado 
para la concesión de permisos ordinarios no se halla exento de críticas925. De hecho, se 
estima que dos instituciones que responden a finalidades tan diversas, como los permisos 
de salida ordinarios y extraordinarios, no deberían poseer procedimientos de tramitación 
y concesión tan similares. 

En lo relativo a las medidas de seguridad, éstas son fijadas por el órgano concedente 
atendiendo a las características personales, penales y penitenciarias del interno. De esta 
forma, es también parte del haz competencial del concedente modificarlas cuando, de 
manera sobrevenida, existan circunstancias que motiven un cambio. En relación con 
esto, resulta especialmente delicadas, por cuestiones de seguridad, las salidas a domicilios 
particulares. De hecho, en estos supuestos, las personas que habitan esa vivienda deben 
prestar su consentimiento para permitir lo que se estima como una intromisión en su 
domicilio926. 

922 Artículo 161 RP.
4. En los supuestos de urgencia, el permiso extraordinario podrá ser autorizado por el Director del 
Establecimiento, previa consulta al Centro Directivo si hubiere lugar a ello, y sin perjuicio de comu-
nicar a la Junta de Tratamiento la autorización concedida.

923 Artículo 280 RP.
2. Corresponden al Director las siguientes atribuciones:
12.ª Autorizar, previa aprobación de la autoridad judicial o del centro directivo, la salida y despla-
zamientos de los internos al domicilio familiar o centro hospitalario en los supuestos previstos en el 
artículo 47 de la Ley Orgánica General Penitenciaria, sin perjuicio de las funciones que corresponden 
a la Junta de Tratamiento.

924 Vid. De Vicente Martínez, 2015, 253; Leganés Gómez, 2009, 477; Renart Gar-
cía, 2010, 34.

925 Vid. Zúñiga Rodríguez, 2016, 219.
926 Vid. Leganés Gómez, 2009, 479.
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De conformidad con el tenor literal del art. 158.1 RP927, la concesión de un permiso 
de salida extraordinario no resulta incompatible, en modo alguno, con los permisos 
de salida ordinarios en curso o en fase de estudio928. No obstante, esto no significa que 
ambas instituciones sean intercambiables, o que el interno pueda optar libremente por 
el tipo de permiso que más le satisfaga. En línea de principio, todos los permisos tienen 
que ser tramitados como ordinarios. Sólo se puede acudir a la vía extraordinaria si las 
condiciones fácticas no dejan alternativa. Dicho de otro modo, no procede solicitar un 
permiso extraordinario cuando puede ser tramitado como ordinario (art. 158.2 RP)929.

A fin de aclarar los procesos de tramitación de los permisos extraordinarios se incluyen 
las dos siguientes tablas. Una primera tabla relativa a la distribución competencial de la 
concesión y autorización de los permisos extraordinarios930 y una segunda realizada por 
Armenta González-Palenzuela y Rodríguez Ramírez (2009, 377) en la que se detallan las 
peculiaridades relativas a su tramitación:

Delegación de la 
competencia

Carácter de la tramitación

Urgente No urgente

Delegada
Concesión: Dir. Concesión: JT

Autorización: Dir. Autorización Dir.

No delegada
Concesión: Dir. Concesión: CD / JT

Autorización: CD / JVP Autorización: CD / JVP

927 Artículo 158 RP.
1. La concesión de un permiso extraordinario no excluye la de los ordinarios de los internos clasifi-
cados en segundo o tercer grado de tratamiento.

928 Vid. Fernández Arévalo / Nistal Burón, 2016, 819; Ríos Martín / Etxeberria 
Zarrabeitia / Pascual Rodríguez, 2016, 397.

929 Artículo 158 RP.
2. En ningún caso se concederá un permiso extraordinario cuando el supuesto de hecho o las circuns-
tancias concurrentes permitan su tramitación como permiso ordinario.

930 Vid. Instrucción 1/2012, 5.
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Permisos extraordinarios

< 2 días > 2 días Urgencia (> 2 días)

3º grado Autorización CD Autorización Dir.

2º grado Autorización CD Autorización JVP Autorización Dir.

1º grado Autorización JVP

Preventivo Autorización Judicial
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PARTE III

Los instrumentos de valoración y gestión de 
riesgos en el sistema penitenciario español

3.1 Introducción

Este capítulo se articula en torno a cuatro instrumentos de valoración y gestión de riesgos 
aplicables en el sistema penitenciario español. Todos estos dispositivos han sido construi-
dos para dar satisfacción a finalidades diferentes. En consecuencia, su funcionamiento, 
su estructura y su fundamento son distintos. Respecto del ánimo de este apartado, este 
es doble ya que no sólo interesa analizarlos en sí mismos considerados, sino que también 
deben ser contextualizados dentro del sistema penitenciario español. 

Para cumplir con este objetivo, en primer lugar, se analizan las tablas de valoración de 
riesgos (TVR) y de circunstancias particulares (M-CCP). Estos instrumentos fueron 
las primeras herramientas de naturaleza actuarial del sistema penitenciario español. Su 
finalidad reside en analizar el riesgo que supone otorgar un permiso de salida ordinario 
a un determinado sujeto. Tal como se acaba de reseñar, la TVR y la M-CCP fueron 
pioneras. Por ello, su aporte resulta de gran importancia en clave histórica. No obstante, 
su importancia no debe ser apuntada únicamente por su influencia pasada puesto que 
siguen siendo de aplicación. De esta manera, su análisis también debe realizarse en clave 
actual en tanto que son herramientas todavía vigentes. 

En segundo lugar, se estudia el protocolo de prevención de suicidio (PPS). El hecho de 
que se quite la vida una persona que se encuentra bajo custodia penitenciaria es motivo de 
preocupación para el sistema carcelario. Por ello, el PPS pone a disposición de los agentes 
penitenciarios un catálogo de medidas e instrumentos que tienen por finalidad evitar la 
realización de conductas autolíticas. En consecuencia, su importancia no sólo reside en el 
análisis que se realice de su estructura, sino también en el estudio del contexto en el que 
se desarrolla. Por ello, se estima procedente analizar la labor del PPS a la hora de cumplir 
un objetivo al que el sistema penitenciario otorga categoría de problema principal.
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En tercer lugar, este capítulo se centra en el estudio de un instrumento de valoración 
y gestión de riesgo utilizado para delincuentes sexuales, el SVR-20. La delincuencia se-
xual es un problema político-criminal de primera entidad, por lo que resulta importante 
observar las respuestas que desde los instrumentos de valoración y gestión de riesgos se 
pueden ofrecer. 

En cuarto y último lugar, se estudia el programa RisCanvi. El RisCanvi se desarrolló 
en el contexto catalán, y, por ende, está adscrito a su sistema penitenciario931. De todos 
modos, su importancia en el contexto español es insoslayable. Este programa es funda-
mental a la hora de comprender la influencia que los instrumentos de valoración y ges-
tión de riesgos pueden llegar a alcanzar en un modelo de penalidad gerencial actuarial, 
al ser este protocolo es el más complejo y completo de todos cuantos actualmente son de 
aplicación en el Estado español. Por ello, su preterición implicaría excluir, de un modo 
totalmente inexcusable, una referencia básica en la materia.

De este modo, y sin perjuicio de la existencia de otros instrumentos de valoración y 
gestión de riesgos diferentes, se estima que la selección aquí propuesta aporta una pers-
pectiva completa sobre la función de los instrumentos de valoración y gestión de riesgo 
en el Estado español.

3.2. Condicionantes normativos a la introducción de 
los instrumentos de valoración y gestión de riesgos

La Ley Orgánica General Penitenciaria, conforma el texto legal de referencia en materia 
penitenciaria en el ordenamiento jurídico español. No obstante, para encontrar un pre-
cepto que introduzca condicionantes al uso de los instrumentos de valoración y gestión 

931 Sin ánimo exhaustivo, y sin perjuicio de que eventuales explicaciones amplíen esta infor-
mación, se ha destacar que Cataluña tiene transferidas las competencias en materia de ejecución 
de la legislación penitenciaria. Esta cuestión se encuentra regulada en el Estatuto de Autonomía 
catalán de 1979, Ley Orgánica 4/1979, de 18 de diciembre, artículo 11.1 así como también se 
encuentra desarrollada por el Real Decreto 3482/1983, de 28 diciembre, en el que se materializa 
el traspaso de los servicios del Estado a la Generalitat de Catalunya en materia de Administración 
Penitenciaria. Es por ello, que en la actualidad se pueden distinguir en el Estado español entre 
la Direcció General de Serveis Penitenciaris (Dirección General de Servicios Penitenciarios) de 
ámbito catalán y la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias cuya competencia abarca al 
resto del territorio estatal. Ambas instituciones poseen las mismas competencias siendo su única 
diferencia su ámbito territorial de competencia.
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de riesgos, debemos acudir al Reglamento Penitenciario; más en concreto, a su artículo 
6, que lleva por título: “Limitación del uso de la informática penitenciaria” y señala en 
su párrafo primero: “Ninguna decisión de la Administración penitenciaria que implique 
la apreciación del comportamiento humano de los reclusos podrá fundamentarse, exclu-
sivamente, en un tratamiento automatizado de datos o informaciones que ofrezcan una 
definición del perfil o de la personalidad del interno”. 

Una lectura rápida de este artículo permitiría apoyar interpretaciones que cercenan 
la introducción de instrumentos de valoración y gestión de riesgos. Esta exclusión se 
realizaría con base en la interpretación de que estos dispositivos tienen como finalidad 
colaborar en el “tratamiento automatizado de datos o informaciones que ofrezcan una 
definición del perfil o de la personalidad del interno” y, habida cuenta de que esta labor 
se encuentra explícitamente prohibida, su incorporación no encontraría acomodo en la 
legalidad española. 

No obstante, y dada la importancia e implicaciones de este artículo, es procedente rea-
lizar una segunda lectura reparando en que el legislador incluyó un término que permite 
ensanchar el marco interpretativo del art. 6.1 RP. En efecto, la inclusión del adverbio 
exclusivamente932 abre nuevas posibilidades. Es cierto que la normativa impide que los 
instrumentos de valoración y gestión de riesgo ostenten una posición hegemónica. No 
obstante, esto no debe interpretarse como una prohibición total y absoluta. Estos instru-
mentos son totalmente conformes a Derecho siempre y cuando no resulten decisivos. Es 
decir, su uso resulta totalmente correcto si asumen un rol que no monopolice las decisiones. 

Asimismo, el artículo 6.1 RP también ha sido objeto de estudio y análisis por parte 
de la jurisprudencia. No obstante, las cuestiones que han sido judicializadas y resueltas 
por los tribunales no versan sobre el uso de los instrumentos de valoración y gestión de 
riesgo. Todos los litigios sostenidos con base en este artículo versan sobre la inclusión de 
reclusos en el Fichero Interno de Especial Seguimiento (FIES)933. De hecho, esta cues-
tión es un problema recurrente al que se ha venido enfrentando la justicia española en 
los últimos lustros934. El fondo de todos estos pronunciamientos era esencialmente el 

932 Vid. Brandariz García, 2016, 202.
933 Sobre la existencia, concepto, desarrollo e implicaciones penitenciarias del régimen FIES, 

vid. entre otros Arribas López, 2009; 2012; Aymerich Cano, 1997; Brandariz García, 
2001a; 2001b; Carou García, 2017, 248 y ss.; Ríos Corbacho, 2011; Zapico Barbeito 
/ Rodríguez Moro, 2007.

934 De forma especialmente relevante, esta materia aparece expresamente tratada en la STS 
2555/2009, de 17 de marzo, en el Auto AP Madrid 271/2001, de 9 de abril, así como en múltiples 
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mismo: la procedencia de incluir a personas dentro del régimen FIES. Si bien es cierto 
que en un primer momento existieron pronunciamientos enfrentados sobre la licitud de 
este fichero, la tendencia jurisprudencial se fue decantando a favor de su consolidación 
y expansión935. No obstante, esta dinámica se interrumpió con la STS 2555/2009 de 
17 de marzo. En esta sentencia, el Alto Tribunal declara la nulidad del primer apartado 
de la Instrucción 21/96 de 16 de diciembre. Esto supuso una limitación normativa de 
gran calado, ya que esta instrucción era uno de los textos básicos sobre los que se había 
construido el régimen FIES. 

El mencionado fallo judicial motivó la aprobación del RD 419/2011 de 25 de marzo, 
a través del que se aprobó una reforma del RP. La finalidad de este Real Decreto residía 
en dotar de legalidad al régimen FIES. De hecho, este motivo se infiere directamente de 
su preámbulo: “El segundo motivo que justifica la aprobación del presente real decreto 
es la necesidad de dotar de cobertura reglamentaria a los ficheros de internos de especial 
seguimiento (FIES), cuya legitimidad había sido parcialmente cuestionada hasta la fe-
cha”. Este texto modificó el RP tanto como fue necesario para dotar de estabilidad al 
régimen FIES936, lo que también incluyó una reforma del artículo 6. De esta manera, el 

Autos del Juzgado Central de Vigilancia Penitenciaria. Estos últimos constan en las colecciones 
de Jurisprudencia Penitenciaria que anualmente publica la SGIP (vid. Secretaria General 
de Instituciones Penitenciarias, 2005b, 243 y ss.; 2006, 267 y ss.; 2007, 155 y ss.; 2009, 
293 y ss.; 2013, 252 y ss.).

935 La normativa en la que se basaba inicialmente la jurisprudencia para sostener la legalidad 
de estos archivos residía en la Instrucción 21/96 de 16 de diciembre. Asimismo, y en relación con 
la legalidad de los ficheros FIES resulta importante traer a colación la importancia de lo dispuesto 
en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, 
LOPD. Esta ley, unida a la normativa penitenciaria, aportó a los FIES la consistencia legal necesaria 
como para que se pudiesen mantener en el tiempo. Así las cosas, y de acuerdo con lo dispuesto en 
el articulado de la LOPD, se considera legal la creación, mantenimiento y recopilación de datos 
personales (Arts. 1-3 LOPD), aun sin mediar consentimiento del afectado (Arts. 6-7 LOPD). Del 
mismo modo, y a efectos de reforzar el argumento que sostiene la proximidad de la LOPD con la 
normativa penitenciaria, se puede observar como el artículo 13.2 LOPD guarda ciertas similitudes 
con el art. 6.1 RP. En el caso del art. 13.2 LOPD se intenta evitar la construcción de ficheros cuyo 
único fin sea ofrecer una definición de sus características o personalidad mientras que en el caso 
del art. 6.1 RP se intenta evitar un uso automático de datos o informaciones que ofrezcan una 
definición del perfil o de la personalidad del interno. Por ello, y aunque desde ópticas diferentes, 
ambos preceptos parecen satisfacer finalidades similares.

936 El RD 419/2011 modificó el RP del siguiente modo: 1. Modificó el artículo 6. 2. Cambió 
el apartado 1 e introdujo un apartado 2º y 3º en el artículo 65. 3. Incorporó un apartado 3º en 
el artículo 90. 4. Añadió un apartado 4º en el artículo 92. 5. Mudó el apartado 2º en el artículo 
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RD 419/2011 incorporó una modificación menor en el apartado segundo937 y añadió 
un apartado cuarto de nuevo cuño938. Estas reformas permitieron la aprobación de la 
Instrucción 12/2011 de 29 de julio cuyo contenido versa sobre las nuevas medidas de 
seguridad a los internos de especial seguimiento939. En este sentido, la reforma del RP y 
la aprobación de una nueva instrucción penitenciaria, otorgaron un nuevo estatus legal 
al régimen FIES que favoreció su aplicación y desarrollo. 

Una vez que el régimen FIES se asentó en la normativa penitenciaria, el caudal juris-
prudencial relativo al art. 6.1 RP cesó por completo. De esta manera, se puede observar 
cómo la presencia de este precepto en los tribunales nada tuvo que ver con la introducción 
de instrumentos de valoración y gestión de riesgos. 

A título de cierre, se ha de exponer que la existencia del art. 6.1 RP nunca supuso 
una influencia manifiesta en la construcción e implementación de los instrumentos de 
valoración y gestión de riesgos en España. No sólo no hay pronunciamientos jurispru-
denciales que versen sobre la relación de estas herramientas con este precepto, sino que 
tal y como se observará a lo largo del capítulo, son nulas las referencias a este artículo en 
las memorias explicativas y de funcionamiento de los diversos instrumentos analizados. 
De todos modos, la presencia del art. 6.1 RP no se puede infravalorar hasta el punto de 
negar su influencia. No se puede obviar el hecho de que su contenido impide un uso 
incondicionado de todos aquellos instrumentos que realicen un “tratamiento automa-
tizado de datos o informaciones que ofrezcan una definición del perfil o de la personalidad 

268. 6. Varió el contenido del párrafo g del apartado 1 del artículo 270. 7. Modificó el apartado 
1 del artículo 272.

937 Articulo 6 RP redacción original.
2. La recogida, tratamiento automatizado y cesión de los datos de carácter personal de los reclusos 
contenidos en los ficheros informáticos penitenciarios se efectuará de acuerdo con lo establecido en la 
Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de regulación del tratamiento automatizado de los datos 
de carácter personal y sus normas de desarrollo.
Artículo 6 actual tras el RD 419/1011.
2. La recogida, tratamiento automatizado y cesión de los datos de carácter personal de los reclusos 
contenidos en los ficheros se efectuará de acuerdo con lo establecido en la legislación sobre protección 
de datos de carácter personal y sus normas de desarrollo.

938 Artículo 6.4 RP.
La Administración penitenciaria podrá establecer ficheros de internos que tengan como finalidad 
garantizar la seguridad y el buen orden del establecimiento, así como la integridad de los internos. 
En ningún caso la inclusión en dicho fichero determinará por sí misma un régimen de vida distinto 
de aquel que reglamentariamente corresponda.

939 Vid. Arribas López, 2012, 3 y ss.; Ríos Corbacho, 2011, 10 y ss.
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del interno”. Por tanto, este artículo evidencia la existencia de un recelo respecto de las 
posibilidades que albergan estos dispositivos. Este espíritu lleva, tanto el legislador como 
a las instituciones públicas, a desconfiar de los métodos y procesos automatizados que 
definen por sí solos los perfiles de riesgo de los reclusos. Por todo ello, se podría esgrimir 
que el artículo 6.1 RP ejerce como símbolo de condensación940. Es decir, todo lo que ro-
dea a este precepto (diseño, desarrollo y aplicación) aglutina perspectivas que tienen en 
común ser poco proclives al desarrollo de instrumentos de valoración y gestión de riesgo. 

3.3. Las tablas de valoración de riesgo y de concurren-
cia de circunstancias particulares como instrumentos 
actuariales incluidos en el proceso del otorgamiento 
de permisos de salida

Los instrumentos de valoración y gestión de riesgos en España cuentan con un ante-
cedente de gran valor en las tablas de valoración de riesgos (TVR) y de concurrencia 
de circunstancias particulares (M-CCP). El origen de estos instrumentos se sitúa en la 
primera mitad de la década de los años 90. Existen múltiples factores que impulsaron 
la creación de estas herramientas. No obstante, se tiene que reseñar de un modo espe-
cialmente relevante la conmoción social que propició una serie de hechos delictivos 
cuya cobertura informativa fue especialmente detallada. Durante la primera mitad de la 
década de los años 90, tuvo lugar en España un conjunto de delitos generadores de una 
gran preocupación social. Entre ellos destaca de un modo protagónico los graves hechos 
acontecidos en Alcàsser en 1992941. 

Más allá de sus peculiaridades comisivas y de su trascendencia mediática, todos estos 
ilícitos poseían un común denominador: su perpetración fue cometida por sujetos que 

940 Sobre el uso y explicación del término símbolo de condensación, vid. Loader / Girling 
/ Sparks, 2000, 66.

941 De manera contemporánea a los hechos de Alcàsser se produjeron otros casos similares 
y asimismo generadores de gran conmoción social (asesinato de Olga Sangrador en septiembre 
de 1992, Marta Obregón en enero de 1992 y Leticia Lebrato en julio de 1992). De una manera 
más específica sobre los crímenes de Alcàsser se puede señalar que los asesinatos tuvieron como 
víctimas a tres chicas, (Miriam García Iborra, 14 años, María Deseada Hernández Folch, 14 años, 
y Antonia Gómez Rodríguez, 15 años). Su desaparición se produjo el 13 de noviembre de 1992 
y el hallazgo de sus cuerpos el 27 de enero de 1993 (vid. Daunis Rodríguez, 2016b, 248).
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se encontraban disfrutando de un permiso de salida penitenciario942. Este hecho posó el 
foco de atención sobre el proceso de concesión y otorgamiento de permisos de salida. En 
consecuencia, esta presión social provocó que la DGIP943 iniciase una investigación que 
tuvo como finalidad evaluar los factores de riesgo que aumentaban las posibilidades de 
quebrantar un permiso de salida944. Este proyecto de investigación se realizó durante el 
primer semestre de 1993945. No obstante, y con anterioridad a esta fecha, la DGIP ya había 
plasmado en dos circulares946 su preocupación por la existencia de factores de riesgo en 
los permisos de salida947. Estos textos incluso contaban con un rudimentario protocolo de 
evaluación. Dicho esto, la Circular de 3 de noviembre de 1988, también conocida como 
Circular filtro, solicitaba la remisión de todos los informes de salida favorables a los internos 
de segundo grado en quienes concurriesen las siguientes circunstancias948: 1. Comisión 
de delitos tales como homicidios, asesinatos, violaciones o de especial relevancia social. 2. 
Condenas totales superiores a 18 años. 3. Pertenencia a bandas armadas u organizaciones 
criminales. Con posterioridad a la Circular filtro, desde la DGIP se siguió trabajando esta 
cuestión. De hecho, con fecha de 10 de octubre de 1992, se redactó una nueva circular 
en la que de manera provisional (dos meses) y localizada (28 establecimientos peniten-
ciarios) se promovió el uso de una tabla de valoración experimental949. Este instrumento 

942 Vid. entre otros Brandariz García, 2016, 212; Clemente et al., 1993, 1; Daunis 
Rodríguez, 2016b, 248; García Marijuan, 1993, 51; Martínez Escamilla, 2002, 66; 
Núñez, 1997, 382, 392 y 397.

943 Hasta el año 1996, la SGIP se denominaba Dirección General de Instituciones Penitencia-
rias (DGIP). La DGIP tomó su nombre del RD 162/1968 de 25 de enero. La razón que motivó el 
cambio en 1996 se produjo a resultas de una reestructuración ministerial que traspasó a la DGIP 
del Ministerio de Justicia al Ministerio del Interior (RD 758/1996, de 5 de mayo). Esta reubica-
ción trajo a su vez un cambio de denominación, de tal manera que la otrora DGIP pasó a llamarse 
Secretaria General de Instituciones Penitenciarias (SGIP), nombre que sigue manteniendo en la 
actualidad. Sobre esta cuestión (vid. Andrés Laso, 2016, 200).

944 Si bien de un modo no oficial, con anterioridad a esta investigación, se ha de citar a título 
de antecedente el trabajo realizado por Rejas en 1988. Para ello, este autor tomó como muestra 
de estudio un grupo de internos del Centro Penitenciario de Badajoz (vid. Rejas, 1988). Con 
posterioridad a este primer estudio llevó a cabo otro en 1991 otro trabajo con el mismo objetivo 
y en el que amplió el tamaño muestral (vid. Rejas, 1991).

945 Vid. Núñez, 1997, 400.
946 Vid. Circular 3 de noviembre de 1988; Circular de 25 de marzo de 1991.
947 Vid. Brandariz García, 2016, 213; Núñez, 1997, 392 y ss.; Racionero Carmona, 

1999, 212.
948 Vid. Núñez, 1997, 392.
949 Vid. Núñez, 1997, 396.
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constaba de diez variables950: 1 Extranjería, 2.Quebrantamiento. 3. Drogodependencia 
actual. 4. Falta de control externo. 5. Deficiente situación o relación convivencial. 6. Re-
incidencia. 7. Marginación-provisionalidad. 8. Haber estado en primer grado o artículo 
10 LOGP en el primer ingreso. Varias faltas graves o muy graves en los últimos dos años. 
9. Ausencia de permisos anteriores. 10. Menos de un año en el centro. La elección de estos 
factores de riesgo se infirió del estudio de los permisos de salida concedidos, la población 
penitenciaria y los medios humanos disponibles951. Esta proto-herramienta de valoración 
sirvió de acicate para la construcción de una segunda tabla de valoración de riesgos con 
18 factores de riesgo y también previa al informe de la DGIP952. 

Con estos antecedentes, la DGIP realiza una investigación en materia de quebranta-
miento de permisos de salida durante todo el primer semestre de 1993953. El leitmotiv de 
ese proyecto residía en “proporcionar a los responsables penitenciarios una herramienta 
capaz de permitir a cualquier técnico o miembro de dicha institución aplicar correctamen-
te el instrumento depurado, poder establecer una puntuación global de riesgo, interpretar 
numéricamente el resultado “bruto” de riesgo en función de los grupos de pertenencia, y 
poder construir gráficas de riesgo para cada sujeto y cada colectivo” (Clemente et al., 1993, 
2)954. Asimismo, de forma complementaria, la finalidad del proyecto se materializaba a 
través de tres sub-objetivos diferentes: 1. Disminuir el riesgo inherente a la concesión de 
permisos. 2. Reforzar el proceso decisorio. 3. Lograr una mayor aceptación de las medidas 
tomadas por los operadores jurídico-penitenciarios.

Para para poder llevar a cabo este trabajo se establecieron tres grupos de estudio di-
ferentes955: 1. Sujetos que, cumpliendo los requisitos legales para poder disfrutar del 
permiso de salida, no llegaron a disfrutarlo por denegación de su solicitud. (Grupo A). 
2. Sujetos que no volvieron de permiso durante el año 1992 (Grupo B). 3. Sujetos que 

950 Ibídem.
951 Vid. Núñez, 1997, 397.
952 Vid. Núñez, 1997, 399.
953 Vid. Clemente et al., 1993; Núñez, 1997, 400.
954 Por su parte, Martínez Escamilla (2002, 66) apuntaba que el objetivo de esta investi-

gación residía en “concretar, mediante la utilización de métodos empíricos, los factores que mayor 
incidencia tenían en los fracasos de los permisos y establecer cuantitativamente dicha influencia”.

955 Vid. Clemente et al., 1993, 5-6 Daunis Rodríguez, 2016b, 249; Núñez, 1997, 400. 
Inicialmente el proyecto de estudio contemplaba la creación de 5 grupos de estudio. No obstante, 
hubo dos que fueron materialmente imposibles de llevar a cabo. En estos dos grupos descartados 
se intentaba poner de manifiesto la importancia que posee el JVP en tanto que concedente y li-
mitador del permiso (vid. Núñez, 1997, 405).



Ejecución penitenciaria y riesgo

243

reingresaron al establecimiento penitenciario sin haber incumplido ninguna condición 
(Grupo C). Todos los grupos estaban compuestos por un número idéntico de partici-
pantes (527 personas)956. A efectos de poder realizar equiparaciones entre los miembros 
de los diferentes grupos se eligieron 5 variables que aproximaban sus perfiles: sexo, edad 
(en franjas de cinco años), centro penitenciario al que estuviesen adscritos, duración de 
la condena (en franjas de diez años) y año de concesión del permiso (1992).

Esta investigación contemplaba un modo de actuar bifronte, ya que por un lado reali-
zaba un análisis global y por otro lado un análisis de ítems particular957. En primer lugar, 
el estudio global planteaba dos hipótesis: Hipótesis 1: El grupo B debe obtener unos va-
lores de riesgo mayores que el grupo C. De cumplirse esta hipótesis podría confirmarse la 
idoneidad del instrumento de valoración como predictor del riesgo de quebrantamiento. 
Hipótesis 2: El grupo A debe obtener unos valores de riesgo más elevados que el grupo 
B. De esta manera se ratifica que la labor de las Juntas de Tratamiento resulta acorde con 
el grado de riesgo de quebrantamiento. En segundo lugar, y en relación con el análisis de 
ítems, se realizaba un trabajo más pormenorizado. De este modo, se intentaban depurar 
los eventuales, y potenciales, fallos detectados en el instrumento de valoración. Esta ta-
rea se realizaba a través de la eliminación de las variables de riesgo que resultasen poco o 
nada significativas. Para ello, se establecían 5 fases de trabajo. 1. Revisión y redefinición 
del instrumento por parte de miembros de la Subdirección General de Gestión Peniten-
ciaria de la DGIP y por miembros del departamento de Psicología Social de la Univer-
sidad Complutense de Madrid958. 2. Selección de los sujetos que integrarían los grupos 
A y C de acuerdo con las variables de control establecidas. 3. Aplicación de las tablas de 
valoración a los 1581 internos que formaban la población de estudio. 4. Análisis de los 
datos y obtención de los resultados estadísticos. Para esta labor se utilizaron estadísticos 
de tendencia central, de dispersión, análisis de conglomerados y de regresión logística959. 
5. Estudio de los datos y depuración del instrumento. 

El resultado final de todos estos trabajos pretendía la construcción de un instrumento 
de predicción que estableciese960: 1. Una puntuación global de riesgo. 2. Una interpreta-
ción cualitativa del riesgo. 3. Una representación gráfica del riesgo. Finalmente, y como 

956 Vid. Núñez, 1997, 400.
957 Vid. Núñez, 1997, 401-403.
958 Vid. Clemente et al., 1993, 2.
959 Vid. Clemente et al., 1993, 7-8; Daunis Rodríguez, 2016b, 249; Núñez, 1997, 406.
960 Vid. Clemente et al., 1993, 2; Núñez, 1997, 404.
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resultado final, la DGIP emitió un informe en el que se presentaban todos estos desa-
rrollos y conclusiones961. 

Los resultados de este proyecto fueron la base que se tomó para la creación de las tablas 
de variables de riesgo de otorgamiento de permisos, TVR y M-CCP962. Desde un punto 
de vista normativo, estos instrumentos fueron introducidos por la Instrucción 1/1995 
de 10 de enero. 

En la Instrucción 1/1995 se definen las variables que conforman los factores de riesgo 
así como sus procedimientos de ejecución. Con posterioridad, la DGIP aprueba la Ins-
trucción 22/1996 de 16 de diciembre. Esta norma supone una aportación material poco 
relevante ya que reproduce de forma cuasi literal el contenido de la Instrucción 1/1995. 
Sin embargo, su importancia a nivel formal sí que resulta destacable. Su labor reside en 
armonizar y adecuar la Instrucción 1/1995 al Reglamento Penitenciario de 1996. Esta 
tarea se realiza con base en el apartado primero de la Disposición Transitoria Cuarta del 
Reglamento Penitenciario de 1996 que versa sobre la refundición de Circulares, Instruc-
ciones y Órdenes de Servicio963.

A pesar de que estas instrucciones se encuentren derogadas, no ocurre lo mismo con 
su validez operativa. Esto es así debido a que instrucciones posteriores, como la Ins-
trucción 3/2008 de 6 de marzo y la 1/2012 de 2 de abril, ratifican el diseño propuesto 
inicialmente por la Instrucción 1/1995964. En primer lugar, la Instrucción 3/2008, que 
deroga la Instrucción 22/1996, se encarga de las salidas de los internos de los centros 
penitenciarios y hacía menciones expresas a las tablas TVR y M-CCP. El contenido de 
esta instrucción no sólo no cuestionaba la existencia de estas herramientas, sino que las 
citaba como instrumentos que forman parte del proceso de concesión de los permisos 
de salida. En segundo lugar, la Instrucción 1/2012, que deroga la Instrucción 3/2008, 

961 Vid. Clemente et al., 1993.
962 Vid. Martínez Escamilla, 2002, 66; Núñez, 1997, 399 y ss.
963 Disposición transitoria cuarta RP. Refundición de circulares, instrucciones y órdenes de 

servicio. 
1. Se procederá a la refundición, armonización y adecuación a lo dispuesto en el Reglamento 
Penitenciario que se aprueba por este Real Decreto de las circulares, instrucciones y órdenes de 
servicio dictadas por los órganos directivos de la Secretaría de Estado de Asuntos Penitenciarios 
antes de la entrada en vigor del mismo. Dichas circulares, instrucciones y órdenes de servicio 
conservarán su vigencia, en lo que no se opongan a lo dispuesto en el citado Reglamento, a partir 
de su entrada en vigor y hasta que se produzca la mencionada refundición, en cuyo momento se 
aplicarán íntegramente

964 Vid. Brandariz García, 2016, 212; Daunis Rodríguez, 2016b, 249.
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también incluye referencias a los permisos de salida y salidas programadas. A pesar de 
que resulta un texto nuevo, su posición respecto de las TVR y M-CCP no difiere de los 
precedentes. De hecho, ratifica la importancia de estas tablas a la hora de delimitar el 
riesgo de quebrantamiento inherente a los permisos de salida.

A nivel estructural, la TVR está compuesta por diez variables965: 1. Extranjería. 2. 
Drogodependencia. 3. Profesionalidad delictiva. 4. Reincidencia. 5. Quebrantamientos 
previos. 6. Artículo 10 LOGP966. 7. Ausencia de permisos de salida previos. 8. Deficiencia 
convivencial. 9. Lejanía en el disfrute del permiso. 10. Presiones internas. Estas variables, 
a su vez, son reconducibles a cuatro categorías marco: I. La persona: extranjería y dro-
godependencia. II. La actividad delictiva: profesionalidad delictiva y reincidencia. III. 
La conducta penitenciaria: quebrantamientos previos, artículo 10 LOGP y ausencia de 
permisos de salida previos. IV. El permiso: deficiencia convivencial, lejanía en el disfrute 
del permiso y presiones internas. 

El proceso de evaluación es realizado por los distintos profesionales penitenciarios. 
Los trabajadores sociales evalúan la extranjería, la deficiencia convivencial y la lejanía en 
el disfrute del permiso. El psicólogo evalúa la drogodependencia. El educador social, la 
ausencia de permisos y las presiones internas. Y por último, el jurista-criminólogo evalúa 
la profesionalidad delictiva, la reincidencia, el quebrantamiento y el artículo 10 LOGP. 
La puntuación que se puede obtener oscila entre los 0 y los 3 puntos. No obstante, no 
todas las variables poseen ese rango de valores. En ocasiones la puntuación es dicotó-
mica: 0-1, o graduable de 0 a 2. De este modo no se puede establecer una regla general 

965 Vid. Clemente et al., 1993, 183 y ss.
966 Artículo 10 LOGP.

1. No obstante lo dispuesto en el número Uno del artículo anterior, existirán establecimientos de cum-
plimiento de régimen cerrado o departamentos especiales para los penados calificados de peligrosidad 
extrema o para casos de inadaptación a los regímenes ordinario y abierto, apreciados por causas obje-
tivas en resolución motivada, a no ser que el estudio de la personalidad del sujeto denote la presencia 
de anomalías o deficiencias que deban determinar su destino al centro especial correspondiente.
2. También podrán ser destinados a estos establecimientos o departamentos especiales con carácter de 
excepción y absoluta separación de los penados, dando cuenta a la autoridad judicial correspondiente, 
aquellos internos preventivos en los que concurran las circunstancias expresadas en el número anterior, 
entendiéndose que la inadaptación se refiere al régimen propio de los establecimientos de preventivos.
3. El régimen de estos centros se caracterizará por una limitación de las actividades en común de los 
internos y por un mayor control y vigilancia sobre los mismos en la forma que reglamentariamente 
se determine.
La permanencia de los internos destinados a estos centros será por el tiempo necesario hasta tanto 
desaparezcan o disminuyan las razones o circunstancias que determinaron su ingreso.
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de puntuación. Los valores de cada variable responden a criterios importados desde el 
informe de la DGIP de 1993. 

Factor de riesgo Puntuación
Profesional 
evaluador

I Factores personales

Extranjería 0-3 Trabajador social

Drogodependencia 0-2 Psicólogo

II Actividad delictiva

Profesionalidad delictiva 0-1 Jurista-Criminólogo

Reincidencia 0-1 Jurista-Criminólogo

III Conducta Penitenciaria

Quebrantamiento 0-3 Jurista-Criminólogo

Artículo 10 LOGP 0-1 Jurista-Criminólogo

Ausencia de Permisos 0-1 Educador Social

IV El Permiso

Deficiencia Convivencial 0-1 Trabajador social

Lejanía 0-1 Trabajador social

Presiones internas 0-1 Educador social
Fuente: Elaboración propia

Así pues, y de un modo más pormenorizado, la puntuación de las variables de la TVR 
es la siguiente967:

1. Extranjería: Se valora con 0 puntos: tener nacionalidad española. En caso de no ser 
nacional se abren dos opciones para poder obtener 0 puntos: estar casado/a con una 
persona de nacionalidad española con 3 años de convivencia en libertad de manera nor-

967 Vid. Instrucción 1/1995. Asimismo, vid. también Clemente et al., 1993; Daunis Ro-
dríguez, 2016b, 250-251; Núñez, 1997, 406.
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malizada en territorio estatal. O, en caso de no estar casado, tener permisos de trabajo que 
permitan acreditar durante 5 años el asentamiento en territorio español. Se valora con 1 
punto: ser perteneciente a un país de la UE con buena vinculación o apoyo institucional 
con España. Se valora con 2 puntos: ser extranjero, pero ser capaz de acreditar vinculación 
y solvencia de las personas o asociaciones que le tutelen durante el permiso. Se valora con 
3 puntos: ser extranjero sin vinculación en el territorio y sin solvencia ni tutela acreditada.

2. Drogodependencia: Se valora con 0 puntos: no ser consumidor, poseer una historia 
antigua de consumo o adicción (tiempo evaluado de 5 años), siendo 1 año como mínimo 
en libertad o semilibertad. Se valora con 1 punto: la drogodependencia con consumos 
esporádicos e intentos rehabilitadores no consolidados con periodos de abstención 
mantenida. Se valora con 2 puntos: poseer una historia de dependencia, sin que se haya 
producido ningún intento rehabilitador ni tampoco se hayan mantenido periodos sig-
nificativos de no consumo en situación de libertad. Asimismo también se valora con dos 
puntos la situación de fracasos reiterados en los intentos de rehabilitación así como la 
escasa motivación en los mismos.

3. Profesionalidad delictiva: Se valora con 0 puntos: cometer delito/s aislado/s, siempre 
y cuando no se cumplan los requisitos del punto siguiente. Se valora con 1 punto: ser 
un sujeto con una carrera delictiva consolidada. Hecho que se manifiesta en la presencia 
de, al menos, dos de las siguientes referencias: a) Inicio delictivo precoz, b) dos años de 
mantenimiento de conductas delictivas, c) comisión de, al menos, 4 delitos, d) pertenencia 
a banda organizada o de carácter internacional, e) actividad delictiva compleja que, por 
su preparación o infraestructura utilizada, denota un alto componente delincuencial, f) 
comisión del delito con armas ilegales, g) escalada en la gravedad de los delitos valorada de 
acuerdo con las penas impuestas, h) comisión de algún delito durante la estancia en prisión.

 4. Reincidencia: Se valora con 0 puntos: estar cumpliendo condena por su primer y 
único delito cometido. Se valora con 1 punto: poseer antecedentes penales. 

5. Quebrantamiento: Se valora con 0 puntos: si no constan acciones evasoras tras 5 
años de un quebrantamiento en situación de ausencia de custodia, 10 años desde un 
quebrantamiento en situación de custodia o 15 años desde un quebrantamiento con 
comisión de un nuevo delito. Se valora con 1 punto: si el sujeto se ha evadido en situa-
ciones de ausencia de custodia (permiso, salidas, etc.) Se valora con 2 puntos: si existe 
algún antecedente vivo de evasión en custodia. Se valora con 3 puntos: si en cualquiera 
de las situaciones anteriores ha cometido un nuevo delito.

6. Artículo 10 LOGP: Se valora con 0 puntos: no haber estado clasificado en primer 
grado. La puntuación también será de 0 puntos si han pasado 5 años desde su estancia en 
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régimen cerrado y tiene una conducta normalizada. Se valora con 1 punto: Haber sido 
clasificado alguna vez en primer grado en los últimos 5 años. También es merecedor de 1 
punto haber sido sancionado con 4 o más faltas muy graves firmes en los 2 últimos años.

7. Ausencia de permisos de salida: Se valora con 0 puntos: disfrutar habitualmente 
de permisos de salida o haberlo hecho en los 2 últimos años. Se valora con 1 punto: no 
disfrutar de permisos o no haberlo hecho en los 2 últimos años.

8. Deficiencia convivencial: Se valora con 0 puntos: la ausencia de datos que objetiven 
problemáticas de convivencia en sus entornos de pertenencia. Se valora con 1 punto: si 
existen signos que evidencien una situación conflictiva significativa para el disfrute del 
permiso.

9. Lejanía del lugar de disfrute del permiso: Se valora con 0 puntos: si el lugar de dis-
frute del permiso está situado a una distancia inferior a 400 km del centro penitenciario 
de cumplimiento, en territorio no insular. Se valora con 1 punto: si el lugar de disfrute 
del permiso está situado a una distancia superior a 400 km del centro penitenciario de 
cumplimiento.

10. Presiones internas a las que se pueda ver sometido el recluso: Se valora con 0 puntos: 
la ausencia de cualquier indicio significativo de presiones individualizadas no soportables 
por el sujeto. Se valora con 1 punto: haber sido objeto de aplicación del art. 32 RP968 en 
los dos últimos años por motivos relacionados con el disfrute del permiso. La existencia de 
denuncias verbales o escritas identificadas nominalmente antes o después de un permiso. 
La presencia de pruebas que evidencian que el sujeto es objeto de presiones individuali-
zadas con motivo del permiso. La participación dentro del centro penitenciario en algún 
tipo de pelea o extorsión grave, bien sea como víctima o como agresor.

Una vez que se aplica la TVR se obtienen unos datos. No obstante, las primeras cifras 
no aportan un resultado concluyente. Este primer flujo informativo ha de ser procesado 
por una serie de algoritmos y fórmulas matemáticas contempladas en la propia TVR969. El 

968 Este artículo hacía referencia a las medidas de seguridad y custodia que, por motivos de se-
guridad, pudiesen ser impuestas a un interno. No obstante, la referencia normativa se encuentra 
desactualizada. El precepto al que se hace alusión en la TVR es el artículo 32 del RP de 1981, ya 
que este reglamento era el que se encontraba vigente durante la construcción de la TVR. 
Artículo 32 RP 1981.
Las limitaciones en el régimen de los detenidos y presos vendrán determinados por la exigencia de 
asegurar su persona, por las de seguridad y orden de los Establecimientos y por la de impedir la 
influencia negativa de unos internos sobre otros.

969 Vid. Clemente et al., 1993, 194.
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resultado de estas operaciones es tomado como valor final. La interpretación se enmarca 
dentro de una escala progresiva970. Es decir, cuanto más elevado sea el valor obtenido más 
alto es el riesgo de quebrantamiento. 

Una vez expuestas las diez variables que componen la TVR, así como sus criterios de 
valoración, se estima procedente realizar algunos comentarios sobre el significado e im-
plicaciones de sus predictores.

Extranjería. La TVR considera que la condición de extranjero aumenta el riesgo de que-
brantamiento en un permiso de salida. El hecho de que se elija a este como primer factor 
de riesgo pone de manifiesto su importancia durante la fase de diseño y construcción de 
la TVR. No obstante, y lejos de ser una peculiaridad histórica, la existencia de extranjeros 
en el sistema penitenciario español ha sido una constante protagónica desde mediados 
de la década de los 90 hasta la actualidad971. De hecho, y a modo de contextualización, si 
en el 2000 la población extranjera en prisión representaba el 19,9%, una década después, 
en 2010, este porcentaje suponía el 35,6%. Asimismo, estos datos han de ser comparados 
con los aumentos que en el mismo periodo, 2000-2010, experimentaron los presos es-
pañoles y los presos extranjeros. Mientras que la población española en prisión ascendió 
un 31,8%, el aumento de la población reclusa extranjera fue de 192,7%. Sin embargo, si 
este mismo análisis se toma para el período 2010-2017, se observa como el porcentaje de 
personas extranjeras en prisión ha descendido hasta situarse en un 28,1%. De esta forma, 
y a pesar de que la presencia de extranjeros en prisión se encuentre una clara tendencia 
a la baja972, esta cifra todavía es lo suficientemente importante como para que suponga 
un tema central para el sistema penal y penitenciario. Tanto es así que no sería posible 
concebir el modelo de penalidad español actual tal como es si se detrajesen las políticas 
penales en materia de extranjería973.

Más allá de la presencia que poseen estas personas en el sistema penal y penitenciario, 
el interés por la condición de extranjero se debe relacionar con la influencia que ejerce 
como factor de riesgo presente en la TVR. Sin embargo, el hecho de no tener la naciona-
lidad española no debe ser, bajo ningún caso, motivo suficiente como para argumentar 

970 Vid. Clemente et al., 1993, 195.
971 Vid. por todos Brandariz García, 2007; 2012; 2015, 17 y ss.; Brandariz García 

/ Fernández Bessa, 2010; Mapelli Caffarena, 2008, 93 y ss.; Nistal Burón, 2018, 47 
y ss. Más específicamente sobre el contexto penitenciario catalán, vid. García-Borés Espí et 
al, 2015b. 

972 Vid. Brandariz García, 2015, 17.
973 Vid. Fernández Bessa / Brandariz García, 2016; Nistal Burón, 2018, 83 y ss.
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la negación de un permiso de salida974. Esto supone apoyar y reproducir medidas con 
un marcado carácter discriminatorio975. Más aún cuando el legislador solo contempla 
como situaciones que minimizan este riesgo la acreditación de vínculos extrapeniten-
ciarios (estar casado/a con un español/a, poseer permisos de trabajo…), pero en ningún 
caso se cuestiona la premisa mayor: ser extranjero, per se, es un factor de riesgo. De esta 
manera, se vincula el riesgo de quebrantamiento a la existencia de un factor estático en el 
que resulta muy difícil introducir modulaciones personales. Asimismo, la introducción 
de un factor de riesgo como éste evidencia cómo el sistema penal y penitenciario yerra, 
una vez más, en la gestión y tratamiento de los reclusos extranjeros976. Esto es así debido 
a que no es capaz de implementar políticas públicas que ofrezcan soluciones en lugar de 
plantear más problemas977. 

La valoración y puntuación de este factor posee también dificultades en su vertiente 
práctica. De hecho, un sujeto extranjero asentado en territorio español con permisos de 
trabajo y residencia estables durante 5 años, merecedor de una puntuación de 0, podría 
verse abocado a puntuar con 1 punto si fuese nacional de un país de la UE. Esto sería 
así en aplicación estricta de los criterios de valoración de la TVR: se valora con 1 punto: 
ser perteneciente a un país de la UE con buena vinculación o apoyo institucional con 
España. De esta manera, se manifiesta una disparidad de criterios en virtud de la cual la 
valoración difiere en función de si se pone el foco de atención en el comportamiento y 
arraigo del sujeto o si por el contrario se sitúa en su procedencia; siendo la valoración 
del evaluador el criterio decisivo por el que guiar la puntuación de este factor de riesgo.

Asimismo, y ya a título de cierre, se ha de comentar que el alcance del factor extranjería 
no se limita a sus propias implicaciones sino que su influencia se extiende por toda la 
TVR de modo que “produce un choque en cadena que dificulta la concesión de permisos de 
salida ordinarios al colectivo de personas extranjeras por su mera condición de ser extranjero, 
puesto que dicha variable trae aparejadas otras que a su vez juegan en su contra en sentido 
denegatorio, como la ausencia de permisos, la lejanía y la deficiencia convivencial” (Gómez 
López / Rodríguez Moro, 2015, 404-405). Por todo ello, su inclusión resulta totalmente 
cuestionable, ya que sus implicaciones no sólo son problemáticas por su propia naturaleza 
sino que también lo son porque influyen negativamente en otras variables. 

974 Vid. Daunis Rodríguez, 2016b, 264.
975 Vid. Daunis Rodríguez, 2016b, 264; Fernández García, 2014, 132; Martínez 

Escamilla, 2002, 70; Racionero Carmona, 1999, 212.
976 Vid. Brandariz García, 2015, 18.
977 Vid. Daunis Rodríguez, 2016b, 263.
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Drogodependencia. La inclusión de la toxicomanía como factor de riesgo debe vincu-
larse con el hecho de que la TVR es un instrumento elaborado a mediados de los años 
90. Este dato no resulta en absoluto baladí, ya que la presencia y uso cotidiano de drogas, 
especialmente opiáceos, tuvo durante los años 80 y principios de los 90 una influencia 
en el contexto delictivo y político-criminal de notable entidad978. De hecho, esta cuestión 
era interpretada por la sociedad en clave de gran amenaza979. Por todo ello, y aunque en 
la década de los 90 se puede constatar el fin del denominado ciclo de la heroína980, la in-
clusión de este factor no se puede separar de su contexto. 

En la actualidad, la situación española difiere mucho de la existente a finales de los años 
80 y principios de los 90. El problema social y político-criminal que representa la drogo-
dependencia es mucho menor de lo que suponía en los primeros años de aplicación de 
la TVR y, sobre todo, en los años precedentes. No obstante, las adicciones a sustancias 
tóxicas en la cárcel siguen conformando un problema de primer orden981. De hecho, no 
sólo el porcentaje de consumidores es mucho más elevado en el ámbito carcelario que en 
libertad, sino que además este hecho tiene importantes efectos simbólicos sobre la vida 
penitenciaria982. De hecho, y a pesar de los cambios mencionados, la influencia de este 
factor de riesgo sigue siendo notable. Es decir, la toxicomanía sigue ostentando el mismo 
puesto en la TVR (el segundo), como si todavía siguiese vigente el contexto de su creación.

De un modo más concreto, y en aras de analizar el contenido de esta variable, se debe 
comenzar por reconsiderar el consumo de estupefacientes como factor de riesgo. Su 
configuración actual parte del supuesto de que un consumidor, siempre y en todo caso, 
posee un mayor riesgo de quebrantar su permiso de salida983. De hecho, y como refuerzo 
al argumento anterior, que el sujeto se someta a programas de deshabituación y asuma 
el compromiso de abandonar prácticas de consumo puede ser observado como una cir-
cunstancia atenuante. No obstante, la drogodependencia no debe ser tomada como un 
estado absoluto. Se deben buscar alternativas a la concepción actual ya que “gran parte 
de los problemas que en la práctica conlleva la toxicomanía como causa de denegación del 
permiso devienen de la utilización que las Juntas de Tratamiento hacen de este concepto” 
(Martínez Escamilla, 2002, 58).De hecho, la valoración de la toxicomanía realizada en la 

978 Vid. Miró Miquel, 2005, 307 y ss.
979 Vid. Brandariz García, 2015, 5.
980 Vid. Brandariz García, 2015, 4.
981 Vid. Rodríguez Yagüe, 2016.
982 Vid. De Miguel Calvo, 2015; Ruiz Narezo / Santibáñez Gruber, 2014, 120 y ss.
983 Vid. Daunis Rodríguez, 2016b, 265; Martínez Escamilla, 2002, 57.
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TVR produce una serie de problemas. En primer lugar, existen supuestos en donde no 
queda acreditado, en modo alguno, que el consumo de drogas repercuta sobre la comi-
sión delictiva y sobre la posibilidad de reincidencia. Por ello, vincular el otorgamiento de 
un permiso de salida a la condición de consumidor del solicitante no resulta apropiado. 
Es más, una limitación de este tipo puede redundar en una modificación coactiva de la 
autodeterminación del sujeto que poco, o nada, tenga que ver con el eventual quebran-
tamiento. Dicho de otro modo, el recluso puede verse compelido a aceptar una serie de 
tratamientos o abandonar determinado tipo de prácticas a pesar de que estas no tengan 
una incidencia real sobre el riesgo de incumplimiento. En segundo lugar, no se estima 
procedente tratar la drogodependencia como una categoría amplia. Es decir, no espe-
cificar el tipo de sustancia a la que se tiene adicción resulta un error del que se derivan 
graves consecuencias. Los efectos que producen los distintos tipos de drogas deben ser 
tenidos en cuenta, ya que predeterminan el comportamiento del sujeto. No es lo mismo 
el comportamiento bajo los efectos de una droga alucinógena que bajo los efectos de 
un opiáceo. Por ello, el tratamiento penitenciario que se le dispense a ambas situaciones 
debería ser diferente. Y en tercer y último lugar, también resulta cuestionable el modo 
en que se acredita la existencia de una adicción. De hecho, no resulta infrecuente encon-
trarse con casos en los que la acreditación de la toxicomanía se produce de una manera 
laxa, imprecisa o incluso incorrecta. De esta manera, el contenido y uso de la drogode-
pendencia como factor de riesgo lleva a equívocos que distorsionan los resultados de las 
valoraciones de riesgo. 

Profesionalidad delictiva. El hecho de otorgar relevancia a este factor de riesgo puede 
alejar el fin resocializador. La información recabada en relación con la profesionalidad es 
de carácter histórico. De este modo, la profesionalidad delictiva vincula el devenir futuro 
a la existencia de acontecimientos pasados. Esta situación puede resultar desalentadora 
para el condenado, ya que constata como su presente y su futuro se encuentran lastrados 
por una serie de acontecimientos de naturaleza inmutable. Por ello, y con la intención de 
revertir los perniciosos efectos que produce una utilización poco adecuada de factores 
estáticos como la profesionalidad delictiva, se considera que el peso de los hechos pasados 
debería reducirse paulatinamente desde el inicio de la ejecución penitenciaria. De otro 
modo, la evolución del sujeto se encuentra indefectiblemente marcada984. Y no sólo eso, 
sino que además se produce un efecto de profecía autocumplida. Es decir, el comporta-
miento futuro del sujeto ya se presupone porque viene predeterminado, en la medida en 
que para estimar su conducta en el futuro se tomaron como referencia sucesos pasados.

984 Vid. Daunis Rodríguez, 2016b, 266.
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Asimismo, y desde un plano práctico, este factor de riesgo también muestra múltiples 
problemas. La interpretación de alguna de las referencias que deben tomarse en cuenta para 
acreditar la profesionalidad delictiva resulta muy difusas. De esta manera, circunstancias 
como la comisión de al menos cuatro delitos, la escala en la gravedad de los delitos o los 
dos años mínimos de mantenimiento de conductas delictivas pueden llevar al evaluador 
a escenarios próximos a los de un delito continuado. 

Reincidencia. Este factor de riesgo, al igual que los anteriores, también genera dudas 
respecto de su contenido y procedencia actual. En este caso, los recelos vienen generados 
por una cuestión de carácter normativo. La manera en la que la TVR concibe la reinciden-
cia no se corresponde con la circunstancia agravante genérica del art. 22.8 CP985, lo que 
puede generar toda una serie de tensiones con el principio de legalidad y el de seguridad 
jurídica que podrían desembocar en una indefensión vulneradora del derecho de defen-
sa986. Además, si la aplicación de la reincidencia expuesta en la TVR se produce sobre un 
delito en el que la sentencia aprecie la agravante de reincidencia, se abre la puerta a una 
interpretación que pueda sostener la existencia una doble incriminación, y, por tanto, 
una vulneración del principio non bis in ídem987.

Quebrantamiento. La inclusión de este factor de riesgo puede ser interpretada como 
una sanción encubierta988. Es decir, si el penado solicita un permiso y cumple con los 
requisitos legales requeridos nada debería obstar a que pudiese disfrutarlo. En cambio, 
la existencia de quebrantamientos pasados constituye en la TVR una especie de recorda-
torio que sirve no sólo para poner de manifiesto la peligrosidad del sujeto sino también 
para desaconsejar el otorgamiento de permisos actuales y futuros. Por todo ello, resulta 
cuestionable, tal como se señala arriba, que su labor sea realmente la de predecir un riesgo 
y no la de aplicarse directamente como sanción. La explicación que permite sostener esta 

985 Artículo 22 CP.
Son circunstancias agravantes:
8. Ser reincidente.
Hay reincidencia cuando, al delinquir, el culpable haya sido condenado ejecutoriamente por un 
delito comprendido en el mismo título de este Código, siempre que sea de la misma naturaleza.
A los efectos de este número no se computarán los antecedentes penales cancelados o que debieran serlo, 
ni los que correspondan a delitos leves.
Las condenas firmes de jueces o tribunales impuestas en otros Estados de la Unión Europea produ-
cirán los efectos de reincidencia salvo que el antecedente penal haya sido cancelado o pudiera serlo 
con arreglo al Derecho español.

986 Vid. Fernández García, 2014, 130.
987 Ibídem.
988 Vid. Martínez Escamilla, 2002, 60; Renart García, 2010, 161.
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interpretación se funda en el hecho de que la TVR se construye estando en vigor el RP de 
1981. Este reglamento recogía en su artículo 254.6989 una penalización temporal de dos 
años, que podía ascender a tres, para los sujetos que durante el disfrute de un permiso de 
salida se fugasen o cometiesen un nuevo delito. De esta manera, la aplicación de este artí-
culo, cercenaba la posibilidad, no ya de disfrutar un permiso, sino también de solicitarlo 
en un plazo de dos o tres años. El hecho de ubicar el quebrantamiento como factor de 
riesgo en la TVR resultaba coherente con la literalidad del RP de 1981. El problema surge 
cuando el RP de 1996 sustituye al de 1981 y elimina esta limitación temporal, ya que con 
la modificación reglamentaria se elimina también la base legal que sostenía este factor en 
su forma original. Esta situación tendría que ser prevista y solucionada por la Instrucción 
22/1996, puesto que tenía por cometido adaptar la TVR al contenido del nuevo RP. No 
obstante, este texto obvia esta adaptación y yerra en su cometido, por lo que la normativa 
penitenciaria actual no contempla la existencia de medidas sancionadoras prestablecidas 
de activación automática. Cualquier situación susceptible de iniciar un procedimiento 
sancionador debe ser analizada particularmente. Por ello, el quebrantamiento, tal como 
está recogido en la TVR, posee una labor más próxima a la de una sanción disciplinaria 
que a la de un factor evaluador del riesgo de quebrantamiento en un permiso de salida.

Artículo 10 LOGP. Este precepto es la referencia principal sobre la que se construye el 
régimen cerrado. Este artículo incluye los requisitos exigidos para clasificar a un interno 
en primer grado, los tipos de establecimientos de cumplimiento, la posibilidad de incluir 
a internos preventivos en este régimen, las notas esenciales por las que se ha de regir su 
régimen de vida así como sus límites básicos. La inclusión de este factor de riesgo en la 
TVR vuelve a otorgar a los factores estáticos una posición de gran solidez. Esto es así en 
la medida en que la base decisoria sobre la que se asienta este factor toma como referen-
cia las clasificaciones en primer grado experimentadas con anterioridad a la solicitud del 
permiso. Esta perspectiva orilla, de nuevo, la importancia de los comportamientos pre-
sentes y futuros y otorga un valor dirimente al pasado. Por todo ello, debería cambiarse 
de perspectiva. La influencia de hechos pretéritos que refuerzan elementos negativos no 
puede ser la base sobre la que se elaboren las perspectivas de futuro. Esto supone partir 
de unas premisas muy difícilmente modificables cuya vinculación no sólo con el futuro 
sino también con el presente, condicionan el devenir del penado. Asimismo, este factor 
de riesgo también posee un difícil encaje con el principio de reinserción y reeducación 

989 Artículo 254.6 RP 1981.
6. Si un interno aprovechare el disfrute de un permiso para fugarse o cometiere un nuevo delito du-
rante el mismo, no podrá volver a disfrutar de permiso, salvo los indicados en el número 1 de este 
artículo, durante un período de dos años. Este período será de tres años si el nuevo delito estuviera 
castigado con pena graven o repitiera la evasión aprovechándose del nuevo permiso.
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social990. Un modo de comprender el otorgamiento de los permisos de salida como el de 
esta variable deja poco espacio al mandato constitucional del art. 25.2 CE. La incidencia 
del pasado, recogida en estos términos, lastra las expectativas de reinserción social que 
legítimamente pueda albergar el penado así como las que puedan observar los operadores 
penitenciarios. 

Ausencia de Permisos. La admisión de la ausencia de permisos como factor de riesgo 
supone una suerte de enmienda a la totalidad al sistema de permisos de salida. El propio 
sistema penitenciario, a través de la inclusión de este factor de riesgo, crea un bucle kafkia-
no en virtud del cual no disfrutar de permisos en el pasado dificulta el otorgamiento del 
que se está solicitando. De esta forma, se puede volver a comprobar cómo en la aplicación 
de la TVR, el pasado no sólo condiciona el presente, sino que propone mantener un 
statu quo actual y futuro asentado en fundamentos incuestionables. Sentado lo anterior 
, no parece muy justificable la inclusión de un factor de riesgo que basa su existencia en 
la negación del fin último al que se debe el propio instrumento en el que está incluido.

Este factor de riesgo no pasó inadvertido para la doctrina. Racionero Carmona (1999, 
212) cataloga la existencia de esta variable como “diabólica” ya que “la concesión del pri-
mero resulta harto difícil al partirse de una valoración negativa a priori en la Tabla”. Por 
su parte, y en fechas más recientes, Daunis Rodríguez (2016b, 267) se muestra más con-
tundente y tacha este criterio de “absurdo y claramente inadmisible”. La introducción de 
este factor obliga a recordar, por obvio que resulte, que la finalidad de la TVR no reside 
en negar o dificultar la concesión de permisos de salida. La finalidad de este instrumento 
radica en valorar el riesgo que supone su otorgamiento. Dicho de otro modo, la TVR está 
concebida para otorgar el mayor número de permisos de salida con la menor probabilidad 
de riesgo de quebrantamiento posible. No obstante, la inclusión de un factor de riesgo 
como este no parece buscar este mismo fin. La perspectiva estática y negativa que alber-
ga ejerce más como freno a la concesión que como garantía de que pueda desarrollarse 
sin incidencias. Por todo ello, y habida cuenta de la tensión que genera su inclusión, su 
procedencia debería reconsiderarse integralmente.

Deficiencia convivencial. La apreciación de esta variable puede reforzar posiciones 
negativas preconfiguradas ab initio. Es decir, el sistema penitenciario configura una serie 
de situaciones y relaciones como anómalas o problemáticas y con base en ello aplica este 
factor. En este sentido, se impone una ortodoxia moral que identifica una serie de con-
textos que, a juicio de la TVR, aumentan el riesgo de quebrantamiento en un permiso 
de salida. La apreciación de la deficiencia convivencial genera múltiples problemas. En 

990 Vid. Daunis Rodríguez, 2016b, 267. 
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primer lugar, y como se acaba de destacar, es el legislador el que configura como inadecua-
dos determinados modos y concepciones vitales. La explicación de cuál es el criterio que 
marca la existencia de este riesgo no se explicita. Por ello, su apreciación queda sumida en 
un terreno incierto, no accesible externamente, y por tanto, difícilmente discutible. De 
esta manera, y sin perjuicio de la crítica integral que pueda hacerse a la existencia de este 
requisito, parece adecuado solicitar una mayor claridad sobre el criterio que rige para la 
apreciación de este factor de riesgo. En segundo lugar, la TVR fue construida durante 
la primera mitad de los años 90. Esto implica que la deficiencia convivencial fue cons-
truida con base en una situación contextual difícilmente parangonable con la actual. De 
este modo, no sólo resulta preocupante que el legislador considere oportuno guiar sus 
actuaciones por criterios altamente moralizantes, sino que, además, la utilidad de estas 
variables es muy baja, ya que están diseñadas para funcionar en un contexto con más de 
dos décadas de antigüedad. En tercer lugar, y de un modo más concreto, se puede apreciar 
como la aplicación de este requisito resulta especialmente perniciosa para las personas 
migrantes que se encuentren en prisión. Aun a riesgo de realizar una generalización de 
amplio espectro, este tipo de sujetos no suelen poseer vínculos relacionales fuera de la 
prisión tan fuertes como los que poseen los reclusos españoles. Su condición de extranjero 
puede estar acompañada de situaciones de desarraigo o de débiles relaciones sociales991. 
Por ello, y en aplicación de este factor de riesgo, las personas extranjeras se encuentran 
más expuestas a una eventual aplicación negativa de esta variable992. Así las cosas, y al 
igual que sucedió con otros factores de riesgo anteriores, el contenido de la deficiencia 
convivencial no parece resultar adecuado para con las finalidades generales de los per-
misos de salida. Los permisos de salida abarcan períodos breves de tiempo destinado a 
preparar la vida en libertad. Por ello, y aunque la existencia de relaciones sociales sólidas 
pueda contribuir positivamente, su ausencia no tiene por qué ser un factor concluyente 
a la hora de propiciar un quebrantamiento. De hecho, y de acuerdo con un seguimiento 
estricto de los objetivos de los permisos de salida, la interpretación que puede dársele a 
la deficiencia convivencial podría ser la contraria. Los permisos de salida deben favorecer 
que el recluso profundice en sus relaciones sociales. Por ello, un preso cuyos vínculos 
extrapenitenciarios se encuentren dañados necesita salir de permiso, tanto o más, que 
una persona con fuertes relaciones exteriores. Por lo tanto, en lugar de otorgar a este 
requisito un contenido apriorísticamente negativo, puede resultar mucho más acorde 
con la finalidad resocializadora concederle un sentido positivo. Es decir, la deficiencia 
convivencial no debe lastrar el otorgamiento de los permisos de salida sino que debe ser 

991 Vid. Gómez López / Rodríguez Moro, 2015, 405. 
992 Sobre los límites normativos que, en teoría, intentan paliar el desarraigo de las personas 

extranjeras en prisión, vid. Nistal Burón, 2018, 114-115.
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un incentivo para que el recluso salga de prisión y aumente las posibilidades de restaurar 
unos lazos sociales de los que carece. 

Asimismo, y desde una perspectiva más pegada a la práctica, este factor de riesgo posee 
severas complicaciones a la hora de conseguir información que acredite su cumplimiento. 
En primer lugar, porque no es fácil conseguir un vínculo de confianza lo suficientemente 
fuerte como para que el interno o su entorno confíen este tipo de información al evalua-
dor de la TVR. Y en segundo lugar, porque en el caso de que se consiga acceder a datos 
que evidencien la existencia de situaciones peligrosas no siempre resulta sencillo/conve-
niente manifestarlas por escrito en un informe. Esto es así debido a que pueden provocar 
reacciones adversas en el penado al enterarse de que su entorno vierte informaciones que 
pueden perjudicarle ante un eventual permiso de salida.

Lejanía al lugar de disfrute. La TVR también contempla la lejanía del lugar de disfrute 
del permiso de salida como un riesgo favorecedor del quebrantamiento. Para determinar 
esta cuestión se marca un límite geográfico. Así, una distancia desde el centro penitencia-
rio al lugar de cumplimiento superior a 400 kilómetros es considerada como peligrosa. 
En este punto resulta especialmente particular que el legislador no introdujese ningún 
tipo de norma específica para el territorio insular y las ciudades autónomas de Ceuta y 
Melilla. El cumplimiento de este factor se vuelve mucho más difícil en estos contextos, 
ya que el criterio cuantitativo de los 400 kilómetros puede ser superado con mayor facili-
dad. Así pues, este factor presupone que el recluso desea disfrutar del permiso en lugares 
cercanos al establecimiento penitenciario, y esto no tiene porque necesariamente ser así. 
El recluso puede encontrarse en una prisión insular a consecuencia de situaciones muy 
diversas y esto no debería suponer un lastre a sus posibilidades de conseguir un permiso. 

Por ello, este criterio es tildado de injusto993, ya que el penado está sufriendo las conse-
cuencias de un acto sobre el que puede que no tenga ningún tipo de responsabilidad ni 
capacidad de interferencia. Es decir, es posible que un recluso sea trasladado de centro 
penitenciario por razones operativas, securitarias, etc. y todo ello sin que medie ningún 
tipo de consentimiento, o incluso, en contra de su criterio. Por ello, la inclusión de esta 
variable refuerza el sentido punitivo de la norma. El hecho de cumplir condena lejos del 
lugar al que se desea acudir de permiso profundiza el desarraigo inherente a la priva-
ción de libertad, así como aumenta la victimización secundaria a la que se ve sometido 
el entorno del penado994. Esta política de ubicación y traslados si bien es común en la 

993 Vid. Daunis Rodríguez, 2016b, 268; Gómez López /Rodríguez Moro, 2015, 405; 
Racionero Carmona, 1999, 212.

994 Vid. Fernández García, 2014, 132-133.
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práctica, encuentra un límite normativo en la LOGP. Esta ley determina que el cum-
plimiento de la condena se debe realizar en una ubicación que evite el desarraigo social 
de los penados995 y sea respetuosa con su dignidad personal996 (art. 12.1 LOGP)997. La 
aplicación de este factor vuelve a afectar de un modo especialmente duro al colectivo de 
migrantes en prisión. Esto es así en tanto que resulta muy frecuente que estas personas 
cumplan condena lejos de sus domicilios, bien por razón de la política de traslados antes 
aludida o bien porque carecen de domicilio fijo en territorio estatal. Asimismo, la razón 
que subyace a este factor se encuentra fuertemente vinculada con la que asiste a la de-
ficiencia convivencial. El hecho de que se cumpla condena lejos del lugar de residencia 
debilita los vínculos sociales y familiares. De este modo, de una misma situación puede 
derivarse la aplicación de dos factores de riesgo de quebrantamiento diferentes (lejanía al 
lugar del disfrute del permiso de salida y deficiencia convivencial). Por todo ello, y para 
evitar esta situación, el legislador penal debería cambiar el prisma. En lugar de guiarse 
por argumentos pretendidamente securitarios, reductores de las posibilidades de otorgar 
los permisos de salida, debería primar el fin resocializador. Así las cosas, y al igual que 
sucedía con la interpretación del factor relativo a la deficiencia convivencial, se deben 
eliminar las barreras que impiden salir a aquellos reclusos que, por sus condiciones de 
encarcelamiento, más podrían precisar un permiso de salida.

Existencia de presiones internas. La introducción de este factor también se encuentra 
fuertemente vinculada con el momento de construcción de la TVR. Como ya hubo oca-

995 En relación con esta máxima debe señalarse la excepción que supone el tratamiento peni-
tenciario que se aplica a las personas detenidas, presas provisionalmente y condenadas en firme 
por delitos de terrorismo. En este caso, el criterio de actuación resulta diametralmente opuesto al 
establecido por la LOGP. La política de dispersión en materia de terrorismo consiste en repartir a 
lo largo de la geografía española a todas las personas que se encuentren en custodia penitenciaria 
en atención al criterio de que se encuentren alejados (tanto entre ellos como de sus lugares de 
origen) lo máximo posible. Esta práctica de excepcionalismo penal y penitenciario choca fuerte-
mente con el art. 12.1 LOGP. No obstante, sigue gozando de plena vigencia a pesar de haber sido 
fuertemente criticada por su corte vindicativo y su excesivo punitivismo. Sobre esta cuestión, vid. 
entre otros Cano Paños, 2012, 41-42; Díaz Gómez, 2016, 5 y ss.; García Valdés, 2010; 
Garro Carrera, 2017; Rivera Beiras et al., 2005, 31; Van Boven, 2004.

996 De acuerdo con la opinión de Ríos Martín (2017, 114 y ss.), el modo en que se produ-
cen los traslados de reclusos resulta, en multitud de ocasiones, atentatorio contra la dignidad y 
los derechos de las personas presas.

997 Artículo 12 LOGP.
1. La ubicación de los establecimientos será fijada por la administración penitenciaria dentro de 
las áreas territoriales que se designen. En todo caso, se procurará que cada una cuente con el número 
suficiente de aquéllos para satisfacer las necesidades penitenciarias y evitar el desarraigo social de 
los penados.
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sión de comentar en relación con el análisis del factor de riesgo drogodependencia, durante 
la primera década de los años 90, e incluso con más fuerza en los años 80, el consumo de 
drogas, especialmente opiáceos, marcó indefectiblemente el perfil y la composición de la 
población penitenciaria en el Estado español. Este hecho, unido al poco desarrollo que 
poseían los programas penitenciarios de deshabituación al consumo de drogas998, hacía 
que la cifra de drogodependientes activos en prisión fuese alta. Por ello, estos sujetos, a 
pesar de encontrarse presos, precisaban mantener sus patrones de consumo. En conse-
cuencia, era habitual que contrajesen deudas derivadas de la compra a crédito de drogas 
en la cárcel. Por esta razón, el permiso de salida se percibía como un momento en el que 
el interno deudor podía cumplir con sus compromisos de pago. Este resarcimiento se 
debía producir bien con una persona de fuera de la prisión o bien realizando una labor 
encomendada desde dentro. Por todo ello, el legislador consideraba que la existencia de 
estas presiones aumentaba las posibilidades de quebrantamiento de permiso. Por con-
siguiente, la ponderación del riesgo debía verse influida por la existencia de este tipo de 
situaciones. No obstante, en la actualidad, este escenario no resulta tan habitual como 
lo era en el momento en que se diseñó la TVR. Por lo tanto, resulta preciso cuestionar la 
viabilidad y procedencia de mantener una variable de riesgo tan coyuntural como esta. Si 
desaparece la situación de riesgo motivante, debería desaparecer también la variable que 
se utiliza para gestionarla. De otro modo, se están alterando artificialmente los pronós-
ticos de riesgo, ya que se construyen sobre bases ideales que carecen de respaldo real999. 

Junto con la TVR, el sistema penitenciario español cuenta con otra herramienta para 
valorar el riesgo de quebrantamiento en un permiso de salida, la tabla de concurrencia de 
circunstancias particulares (M-CCP). Este dispositivo comparte finalidad con la TVR, 
ya que sirve para asesorar a los operadores jurídico-penitenciarios en el proceso de con-
cesión de permisos de salida. 

No obstante, la M-CCP difiere de la TVR, ya que no es un instrumento de valoración 
stricto sensu. Su objetivo no reside en aportar una cifra o dato que permita conocer el 
riesgo que supone conceder un permiso de salida. La M-CCP identifica una serie de si-
tuaciones que, de materializarse, elevan el riesgo de quebrantamiento en un permiso de 
salida. De este modo, este instrumento no representa en una escala de valores numéricos 
el riesgo que supone un determinado sujeto. Su aportación reside en identificar dicotó-

998 Vid. entre otros Cabrera, 2010, 51 y ss.; Mapelli Caffarena, 1994; Ríos Martín / 
Cabrera, 1998, 83; Sáez de Buruaga, 1990.

999 Contrario a esta posición se manifiesta Daunis Rodríguez (2016b, 268), ya que esti-
ma que la inclusión de este factor no sólo puede reducir la delincuencia sino que también evitar 
eventuales perjuicios que pudieran recaer sobre el sujeto.
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micamente (presencia/ausencia) determinados elementos que pueden aumentar el riesgo 
de quebrantamiento. De esta manera, aporta información a los operadores jurídicos, así 
como permite desarrollar argumentaciones reforzadas para los casos en que se conceden 
permisos en los que concurren circunstancias particulares1000. Por todo ello, la M-CCP, 
tal como se acaba de indicar, no es un instrumento de valoración y gestión del riesgo al 
uso, sino que es una herramienta que pone de manifiesto la existencia de situaciones 
potencialmente elevadoras del riesgo de quebrantamiento. Su regulación, como hubo 
ocasión de comentar anteriormente, es compartida con la TVR. 

Desde un punto de vista estructural, esta tabla se divide en siete categorías diferentes: 
1. Puntuación en la TVR. 2. Tipo delictivo. 3. Organización delictiva o banda armada. 
4. Trascendencia social del delito cometido. 5. Fecha de las ¾ partes de la condena. 6. 
Trastorno psicopatológico. 7. Expulsión.

El momento de aplicación de esta herramienta es posterior al de la TVR. Esto no po-
dría ser de otro modo, habida cuenta de que la tabla M-CCP incluye el valor obtenido 
en la TVR como factor de riesgo. Su valoración se realiza de manera dicotómica, ya que 
debe cotejar la existencia, o no, de cada uno de siete factores de riesgo recién descritos. 

Antes de seguir avanzando en su estudio, se estima procedente realizar un análisis que 
sirva para delimitar el contenido y significado de sus variables.

Puntuación en la TVR. Obtener una puntuación superior al 65% es suficiente para 
apreciar la concurrencia de un elemento disruptivo que desaconseja otorgar el permiso de 
salida. La argumentación que subyace a la fijación de este umbral de riesgo reside en que 
un sujeto con una puntuación de 65%, o mayor, en la TVR posee altas probabilidades 
de quebrantar un permiso de salida1001. En vista de lo anterior, y como primer punto a 
resaltar, se ha de señalar que la M-CCP importa un criterio de valoración de riesgo de-
sarrollado exógenamente y le otorga el status de factor de riesgo. De hecho, la M-CCP 
no solo importa esta variable sino que incorpora su propio baremo de evaluación. Tal y 
como hubo ocasión de comentar anteriormente, la TVR es un instrumento de valora-
ción sin puntos de corte, el riesgo se eleva de manera gradual. Es decir, cifras más elevadas 
implican un mayor riesgo de quebrantamiento. La M-CCP rompe con esta máxima y 
fija un punto de corte en el 65%. Es decir, se establece un límite numérico que delimita 
la apreciación del riesgo de quebrantamiento. La determinación del límite en el 65% es 

1000 Vid. Brandariz García, 2016, 215; Juanatey Dorado, 2016, 192; Leganés Gómez, 
2009, 464; Martínez Escamilla, 2002, 73; Núñez, 1997, 412.

1001 Vid. Leganés Gómez, 2009, 463; Núñez, 1997, 410.
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una consecuencia estadística que se deriva del análisis de las distribuciones muestrales 
de los grupos de estudio presentes en el informe que la DGIP publicó en 19931002. Así 
pues, la M-CCP avanza de un modo diferente al del propio instrumento de referencia, 
ya que posee un sistema de evaluación diferente. Más allá de esta disparidad de criterios, 
el establecimiento de esta circunstancia particular posee otro problema de gran entidad. 
Los estudios que justifican la fijación del umbral del riesgo en el 65% fueron construidos 
en el mismo momento que los instrumentos. Es decir, durante la primera década de los 
años 90. De esta forma, las razones que sostienen la exigencia de esta puntuación vienen 
referidos a un contexto político-criminal con más de 20 años de antigüedad. Este hecho, 
en sí mismo considerado, ya es suficientemente grave como para sostener una crítica que 
pida reformular íntegramente esta circunstancia particular. No obstante, y más allá de lo 
que oficialmente requiere la M-CCP, oficiosamente la realidad discurre por otro lugar. 
De acuerdo con la opinión de Cervelló Donderis (2016, 311), existe un consenso en la 
práctica en virtud del cual una TVR superior al 30% es suficiente como para denegar 
un permiso de salida. 

Tipo Delictivo. El hecho de haber sido condenado por un delito contra las personas, 
la libertad/indemnidad sexual o de violencia de género marca la concurrencia de una 
circunstancia peculiar1003. Lo único que se precisa para dar por acreditada esta variable es 
la realización de uno de los tipos delictivos previsto en la nómina recién mencionada, de 
modo que la mera constatación de una condena es suficiente para activar la M-CCP sin 
que sea preciso entrar a valorar ningún otro elemento de juicio. La procedencia de este 
factor es cuestionable, ya que rechaza de plano cualquier tipo de distinción personal que 
afecte al caso concreto. De esta manera, se simplifica, en exceso, una valoración que por 
razón de su trascendencia debe ser lo más exhaustiva posible. De hecho, cometer uno de 
estos delitos no tiene por qué lastrar necesariamente el otorgamiento de un permiso1004. 
Es más, la existencia de una circunstancia particular como ésta no debería anclarse a la 
constatación fáctica que supone la realización de un hecho ilícito. Esto equivale a asumir 
que todos los condenados por este tipo de delitos comparten unas características que los 
hacen merecedores de un tratamiento estandarizado. Asimismo, se infravalora hasta la 

1002 Vid. Clemente et al., 1993, 195; Núñez, 1997, 410.
1003 Los delitos contra las personas están incluidos en los Títulos I a VII del Libro II del Código 

Penal (arts. 138-178). Por su parte, los delitos contra libertad e indemnidad sexual conforman el 
Título VIII del mismo Libro II del Código Penal (arts. 178-194). En relación con los delitos de 
violencia de género, estos ilícitos se encuentran expresamente recogidos en los arts. 148.4 153, 
172.2, 173.2, 173.3 y 171.4 CP. Sobre esta cuestión, vid. también Leganés Gómez, 2009, 463; 
Núñez, 1997, 412.

1004 Vid. Martínez Escamilla, 2002, 74-76.
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desaparición, la existencia de información empírica, clínica o de índole particular que 
pueda hacer diferente cada caso. Todo ello sin perjuicio de la colisión que en términos 
jurídicos se puede esgrimir con principios como el de personalidad de las penas1005. Así 
las cosas, un modo de comprender esta circunstancia particular que fuese respetuoso con 
el principio de personalidad de las penas evitaría los perniciosos efectos de una variable 
cuyo criterio de adscripción no es otro que la realización de un tipo penal incluido en 
una lista predeterminada.

Organización delictiva o banda armada. La tabla M-CCP incluye la pertenencia a una 
organización criminal o banda armada como circunstancia particular. En primer lugar, 
se puede señalar que, al igual que acontece con el anterior factor de riesgo, el legislador 
optó por una categorización poco precisa. Este factor de riesgo, de nuevo, se construye 
con base en la constatación de que el sujeto pertenece a una organización delictiva o 
banda criminal. De este modo, no se pondera, en absoluto, ni su grado de pertenencia 
ni sus características personales. La adscripción a una organización delictiva o banda 
armada provoca un efecto de tabula rasa en virtud del cual estas personas adquieren un 
carácter peligroso que desaconseja el otorgamiento del permiso de salida. Habida cuenta 
de lo anterior, se estima procedente realizar un análisis más sosegado. Es decir, en lugar 
de realizar una categorización basada en un hecho general no sometido a modulaciones, 
parece más adecuado desagregar los componentes que fundan esta decisión y observar 
cuestiones como el desempeño real que el sujeto desarrolla en la organización o banda, 
su pronóstico de reinserción o su perfil personal. De esta manera, se podrían desterrar 
opciones maniqueas que contribuyen a la construcción de nociones burdamente ino-
cuizadoras para, en su lugar construir herramientas con una mayor y mejor capacidad 
predictiva. En segundo lugar, la inclusión de esta cláusula refuerza el sentido punitivo del 
sistema penitenciario. Las circunstancias que permiten que este tipo de reclusos accedan a 
tercer grado y a situaciones en las que puede solicitar permisos de salida son más duras que 
las que poseen otros tipos de condenados. Por ello, la introducción de factores de riesgo 
con estas características refuerza, una vez más, esa dureza tratamental. De esta manera, el 
legislador muestra su versión más severa y opta por criterios de naturaleza restrictiva, en 
lugar de abrirse a narrativas y prácticas permeadas por la reinserción y reeducación social. 

Trascendencia social del delito cometido. La incorporación de esta circunstancia pecu-
liar también resulta muy cuestionable. Es más, desde un análisis con base en criterios de 
riesgo su inclusión carece de sentido1006. La existencia de un especial ensañamiento en la 

1005 Sobre el principio de personalidad de las penas, vid. por todos Cuerda Riezu, 2011, 51 y ss.
1006 Vid. Brandariz García, 2016, 215.
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comisión delictiva, que exista una pluralidad de víctimas o que estas fuesen menores de 
edad suponen un ejemplo de circunstancias que aumentan la presión mediática alrede-
dor del caso. No obstante, resulta difícil determinar que esto suponga un mayor riesgo 
para el quebrantamiento de un permiso de salida. De hecho, la relación entre la comisión 
de un hecho de gran trascendencia social y el riesgo de quebrantamiento no tiene gran 
consistencia. De hecho, tomar en consideración esta variable supone otorgarle relevancia 
a un factor estático en el que el autor, más allá del momento comisivo inicial, pudo no 
tener capacidad de influencia. Una de las razones que puede explicar la existencia de esta 
circunstancia particular reside en el hecho de que estas herramientas fueron construidas 
con posterioridad a una serie de casos de gran notoriedad. Por ello, su introducción debe 
ser leída como una consecuencia contextual. De otra manera, no se encuentra justificación 
alguna que pudiese motivar tal hecho, a menos que el legislador a la hora de construir 
esta cuarta circunstancia particular optase por priorizar motivaciones cortoplacistas y 
de populismo punitivo en lugar de satisfacer verdaderos intereses político-criminales1007.

Fecha de las ¾ partes de la condena. El requisito de que al solicitante le queden más de 
5 años para cumplir las ¾ partes de la condena resulta, una vez más, una cuestión con-
trovertida1008. El hecho de imponer un límite temporal es tildado de “inadmisible” por 
Martínez Escamilla (2002, 55). El argumento sobre el que se sostiene la construcción de 
este requisito reside en la consideración de que cuanto más tiempo falte para la fecha de 
cumplimiento mayor será el riesgo de quebrantamiento1009. Esta explicación obvia que 
los reclusos que se encuentran cumpliendo condenas largas son los que sufren en mayor 
grado las consecuencias de no disponer de permisos de salida. Esto es así debido a que 
no es lo mismo, bajo ningún tipo de prisma, alcanzar las ¾ partes de una condena de 5 
años que de una 15. Así pues, este tipo de requisitos cuantitativos obvian que los resul-
tados cualitativos que generan provocan graves efectos. La aplicación de este factor de 
riesgo refuerza los efectos de la prisionización. Las personas que más pueden precisar los 
permisos de salida se ven dificultadas en su disfrute. Asimismo, y de un modo paralelo, 
la asunción de esta circunstancia socava los cimientos de los propios permisos de salida. 
Esto es así debido a que se está negando la posibilidad de resocialización a sujetos que 
potencialmente son más vulnerables a los perniciosos efectos de la vida en prisión. 

1007 Vid. Fernández García, 2014, 133; Gómez López / Rodríguez Moro, 2015, 406; 
Martínez Escamilla, 2002, 74 y ss.

1008 Vid. Racionero Carmona, 1999, 213; Renart García, 2010, 109 y ss.
1009 Vid. Leganés Gómez, 2009, 464.
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Trastorno psicopatológico. El sexto requisito supone que tener diagnosticado un tras-
torno psicopatológico lastra negativamente la posibilidad de conseguir un permiso de 
salida. No todo trastorno psicopatológico activa este factor de riesgo. Para poder apreciar 
esta circunstancia particular el interno debe estar pasando por un período de crisis que 
se manifiesta en un incumplimiento de tratamiento, malos pronósticos de futuro o en 
la ausencia de apoyo extrapenitenciario durante el permiso1010. La argumentación que 
sostiene este factor reside en el hecho de que un sujeto con un problema psicopatológico, 
que además está experimentando un período de crisis, tiene mayores posibilidades de 
quebrantamiento. No obstante, mientras se discute sobre cómo afecta un trastorno psi-
copatológico a la valoración del riesgo de quebrantamiento, se está obviando una cuestión 
previa de mucho mayor calado: la existencia de personas con estas características dentro 
de centros penitenciarios convencionales. Desde un punto de vista legal esta cuestión 
tiene una fácil solución. El artículo 60 CP1011 impide que las personas con trastornos 
psicopatológicos graves cumplan su pena en una prisión convencional. No obstante, 
la práctica penitenciaria pone de manifiesto otra realidad1012. El sistema penitenciario 
español alberga de un modo normalizado a reclusos con este tipo de cuadros clínicos. 
Esta situación hace que el legislador incurra en severas contradicciones. La existencia de 
una norma que prohíbe expresamente que las personas con trastornos psicopatológicos 

1010 Vid. Brandariz García, 2016, 215.
1011 Artículo 60 CP.

1. Cuando, después de pronunciada sentencia firme, se aprecie en el penado una situación duradera de 
trastorno mental grave que le impida conocer el sentido de la pena, el Juez de Vigilancia Penitenciaria 
suspenderá la ejecución de la pena privativa de libertad que se le hubiera impuesto, garantizando 
que reciba la asistencia médica precisa, para lo cual podrá decretar la imposición de una medida 
de seguridad privativa de libertad de las previstas en este Código que no podrá ser, en ningún caso, 
más gravosa que la pena sustituida. Si se tratase de una pena de distinta naturaleza, el Juez de Vi-
gilancia Penitenciaria apreciará si la situación del penado le permite conocer el sentido de la pena 
y, en su caso, suspenderá la ejecución imponiendo las medidas de seguridad que estime necesarias.
El Juez de Vigilancia comunicará al ministerio fiscal, con suficiente antelación, la próxima extin-
ción de la pena o medida de seguridad impuesta, a efectos de lo previsto por la disposición adicional 
primera de este Código.
2. Restablecida la salud mental del penado, éste cumplirá la sentencia si la pena no hubiere pres-
crito, sin perjuicio de que el Juez o Tribunal, por razones de equidad, pueda dar por extinguida la 
condena o reducir su duración, en la medida en que el cumplimiento de la pena resulte innecesario 
o contraproducente.

1012 Vid. entre otros Arroyo-Cobo, 2014, 13 y ss.; Fuentes / Fernández, 2016, 405 y 
ss.; García Mate, 2014, 173 y ss., Hernández Monsalve / Espinosa Iborra, 2000, 731 y 
ss.; Marín Basallote / Navarro Repiso, 2012, 81 y ss.; Sánchez Monge, 2014, 59 y ss.; 
Vicens et al., 2011, 322 y ss.; Zabala Baños et al., 2016, 13 y ss. 
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cumplan sus penas privativas de libertad en centros penitenciarios convencionales choca 
frontalmente con la existencia de una variable que lastra sus posibilidades de conseguir 
un permiso de salida. La inclusión de este factor implica asumir que las personas con 
trastornos psicopatológicos no sólo cumplen su pena en establecimientos penitenciarios 
comunes, sino que además, poseen mayores dificultades a la hora de acceder a períodos 
de excarcelación preparatorios de la vida en libertad. Dicho lo anterior, se ha de señalar 
que la tabla M-CCP incluye normativamente un requisito que colisiona frontalmente 
con la normativa penal y que de nuevo expone la existencia de conflictos entre la nor-
mativa y la praxis. 

Expulsión. El hecho de que exista una resolución judicial o un expediente de expulsión 
en curso marca la existencia de un hito negativo en relación con el riesgo de quebranta-
miento. En relación con esta cuestión, la Instrucción 1/2012 establece que también se 
denegarán los permisos a los individuos extranjeros que carezcan de documentación. De 
este modo, se intenta por un lado reducir la posibilidad de que una persona extranjera 
no reingrese tras su permiso por miedo a ser expulsado, mientras que por otro lado se 
intentan reducir las posibilidades de que escape, ya que al no poseer documentación, 
su identificación puede resultar más difícil. Desde Instituciones Penitenciarias se con-
sidera que otorgar un permiso de salida a una persona extranjera sobre la que pesa una 
resolución judicial o una orden de expulsión supone asumir un riesgo que debe ser es-
pecialmente justificado1013. Este factor tiene una relación directa y muy fuerte con otro 
factor de riesgo previsto en la TVR, la extranjería. Por lo tanto, no parece descabellado 
pensar que el legislador, cuando introdujo esta variable, ya pensó en una aplicación es-
pecialmente férrea para con las personas extranjeras, lo que supone una muestra más de 
la dureza con la que el sistema penitenciario español trata a los reclusos extranjeros. Esto 
es así en la medida en que a las consecuencias inherentes a la privación de libertad deben 
sumarse la negación de la resocialización que se manifiesta en la dificultad para acceder a 
permisos de salida y la posibilidad de la expulsión. Asimismo, el análisis de este factor no 
puede separarse de la modificación que la LO 1/2015, de reforma del CP, ejerció sobre 
la expulsión, artículo 89 CP1014. Este texto legal amplía su ámbito de aplicación afectan-

1013 Vid. Instrucción 1/2012, 3. 
1014 Artículo 89 CP.

1. Las penas de prisión de más de un año impuestas a un ciudadano extranjero serán sustituidas 
por su expulsión del territorio español. Excepcionalmente, cuando resulte necesario para asegurar la 
defensa del orden jurídico y restablecer la confianza en la vigencia de la norma infringida por el 
delito, el juez o tribunal podrá acordar la ejecución de una parte de la pena que no podrá ser superior 
a dos tercios de su extensión, y la sustitución del resto por la expulsión del penado del territorio espa-
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ñol. En todo caso, se sustituirá el resto de la pena por la expulsión del penado del territorio español 
cuando aquél acceda al tercer grado o le sea concedida la libertad condicional.
2. Cuando hubiera sido impuesta una pena de más de cinco años de prisión, o varias penas que ex-
cedieran de esa duración, el juez o tribunal acordará la ejecución de todo o parte de la pena, en la 
medida en que resulte necesario para asegurar la defensa del orden jurídico y restablecer la confianza 
en la vigencia de la norma infringida por el delito. En estos casos, se sustituirá la ejecución del resto 
de la pena por la expulsión del penado del territorio español, cuando el penado cumpla la parte de 
la pena que se hubiera determinado, acceda al tercer grado o se le conceda la libertad condicional.
3. El juez o tribunal resolverá en sentencia sobre la sustitución de la ejecución de la pena siempre que 
ello resulte posible. En los demás casos, una vez declarada la firmeza de la sentencia, se pronunciará 
con la mayor urgencia, previa audiencia al Fiscal y a las demás partes, sobre la concesión o no de la 
sustitución de la ejecución de la pena.
4. No procederá la sustitución cuando, a la vista de las circunstancias del hecho y las personales del 
autor, en particular su arraigo en España, la expulsión resulte desproporcionada.
La expulsión de un ciudadano de la Unión Europea solamente procederá cuando represente una 
amenaza grave para el orden público o la seguridad pública en atención a la naturaleza, circuns-
tancias y gravedad del delito cometido, sus antecedentes y circunstancias personales.

Si hubiera residido en España durante los diez años anteriores procederá la expulsión cuando 
además:

a) Hubiera sido condenado por uno o más delitos contra la vida, libertad, integridad física y 
libertad e indemnidad sexuales castigados con pena máxima de prisión de más de cinco años y se 
aprecie fundadamente un riesgo grave de que pueda cometer delitos de la misma naturaleza.

b) Hubiera sido condenado por uno o más delitos de terrorismo u otros delitos cometidos en el seno 
de un grupo u organización criminal.
En estos supuestos será en todo caso de aplicación lo dispuesto en el apartado 2 de este artículo.
5. El extranjero no podrá regresar a España en un plazo de cinco a diez años, contados desde la fecha 
de su expulsión, atendidas la duración de la pena sustituida y las circunstancias personales del penado.
6. La expulsión llevará consigo el archivo de cualquier procedimiento administrativo que tuviera 
por objeto la autorización para residir o trabajar en España.
7. Si el extranjero expulsado regresara a España antes de transcurrir el período de tiempo estable-
cido judicialmente, cumplirá las penas que fueron sustituidas, salvo que, excepcionalmente, el juez 
o tribunal, reduzca su duración cuando su cumplimiento resulte innecesario para asegurar la de-
fensa del orden jurídico y restablecer la confianza en la norma jurídica infringida por el delito, en 
atención al tiempo transcurrido desde la expulsión y las circunstancias en las que se haya producido 
su incumplimiento.
No obstante, si fuera sorprendido en la frontera, será expulsado directamente por la autoridad gu-
bernativa, empezando a computarse de nuevo el plazo de prohibición de entrada en su integridad.
8. Cuando, al acordarse la expulsión en cualquiera de los supuestos previstos en este artículo, el ex-
tranjero no se encuentre o no quede efectivamente privado de libertad en ejecución de la pena im-
puesta, el juez o tribunal podrá acordar, con el fin de asegurar la expulsión, su ingreso en un centro 
de internamiento de extranjeros, en los términos y con los límites y garantías previstos en la ley para 
la expulsión gubernativa.
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do a prácticamente todos los extranjeros que se encuentran en prisión1015. Esto es, un 
28,1% de la población penitenciaria española1016. Por lo tanto, y a la luz de los cambios 
que suponen este nuevo régimen, se puede apreciar cómo esta situación ha precarizado 
aún más el ya anteriormente pobre y difícil panorama penal al que se ven sometidos los 
reclusos extranjeros en el Estado español. 

La apreciación de alguna de las siete variables que conforma la Tabla M-CCP es sufi-
ciente para que se emita un informe que desaconseje la concesión del permiso de salida. 
En este instrumento no existe gradación alguna. Es decir, si no se cumple ninguna de 
las siete características se puede estimar favorable el otorgamiento. Por el contrario, si se 
cumple al menos uno de los factores, se considera acreditado el riesgo de quebrantamiento 
y por lo tanto se desaconseja la concesión. Cada una de las variables tiene tanta entidad 
per se que su mera constatación eleva el umbral del riesgo más allá de lo tolerable. El 
incumplimiento de más de un factor no hace nada más que enfatizar la carga valorativa 
de un informe que ya contiene un carácter genuinamente desfavorable. Dicho de otro 
modo, resulta indiferente el número de factores de riesgo presentes, pues el informe de 
otorgamiento ya será negativo por la existencia de un solo factor. 

El hecho de que las tablas TVR y M-CCP lleven funcionando desde la década de los 
años 90 genera un importante volumen de información que debe ser analizado. Así las 
cosas, y de modo preliminar, se ha de destacar que el uso que hasta la fecha se ha hecho 
de estas herramientas es capaz de suscitar, cuanto menos, cierta preocupación1017. 

En primer lugar, existe una crítica sostenida con base en la poca adecuación de estos 
instrumentos a los principios de la institución principal a la que se vinculan, los permi-
sos de salida. Desde un prisma teórico, tanto la TVR como la M-CCP, se alinean con la 

En todo caso, si acordada la sustitución de la pena privativa de libertad por la expulsión, ésta no 
pudiera llevarse a efecto, se procederá a la ejecución de la pena originariamente impuesta o del perío-
do de condena pendiente, o a la aplicación, en su caso, de la suspensión de la ejecución de la misma.
9. No serán sustituidas las penas que se hubieran impuesto por la comisión de los delitos a que se 
refieren los artículos 177 bis, 312, 313 y 318 bis.

1015 En relación con el régimen jurídico de la expulsión, vid. Nistal Burón, 2018, 56 y ss. Si 
se desea comparar esta situación con la existente antes de la reforma practicada por la LO 1/2015, 
vid. Mapelli Caffarena, 2008, 119 y ss.

1016 Dato relativo a diciembre de 2017 y construido a partir de la información extraída de la 
sección de estadísticas penitenciarias aportadas por la SGIP.

1017 Vid. Brandariz García, 2016, 215.
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finalidad rehabilitadora que asiste a los permisos de salida1018. No obstante, en la práctica, 
estos principios, tan fuertemente vinculados a la reeducación y reinserción social, parecen 
desdibujarse en favor de estrategias de control y minimización del riesgo1019. Es decir, la 
concesión de los permisos de salida parece orientarse por criterios en los que priman más la 
búsqueda de que no se cometan nuevos delitos y el aseguramiento de unos estándares de 
seguridad que el verdadero fomento de la resocialización. Así pues, si la verdadera función 
de los permisos de salida, y por consiguiente de estos instrumentos de valoración, fuese la 
preparación para la vida en libertad debería fomentarse el otorgamiento en aquellos casos 
en los que a priori esto resulte más complejo1020. Esta disociación entre los postulados 
teóricos y la realidad penitenciaria puede corroborarse a través del tipo de variables que 
conforman la TVR y la M-CCP. Un importante porcentaje de los factores presentes en 
estos instrumentos son de carácter estático, cuando no directamente autorreferenciales 
(p. ej., la ausencia previa de permisos de salida). Su presencia otorga un gran valor al 
pasado y asume que los hechos producidos predeterminan en gran medida los aconte-
cimientos futuros. De esta manera, el comportamiento presente pierde protagonismo. 
Esta situación contrasta con el poco peso que tienen los factores protectores1021, cuya pre-
sencia puede ejercer de contrapeso y limitar el alcance, que en términos de riesgo, poseen 
los factores estáticos1022. Ello permitiría apoyar la tesis de que la puesta en práctica de las 
tablas TVR y M-CCP posee componentes claramente conservadores que desvirtúan el 
principio rehabilitador en favor de posicionamientos fácticos férreamente vinculados a 
la minimización del riesgo1023. 

En segundo lugar, se puede argüir otra crítica en relación con la escasa actualización 
que poseen estas herramientas. La inclusión de los factores de riesgo presentes en estos 

1018 Sobre la finalidad rehabilitadora de los permisos de salida, vid. entre otros Garrido Guz-
mán, 1989; Juanatey Dorado, 2016, 185 y ss.; Leganés Gómez, 2009, 445 y ss.; Mapelli 
Caffarena, 1983, 199-206; Martínez Escamilla, 2002, 23-29, Racionero Carmona, 
1999, 208.

1019 Vid. Martínez Escamilla, 2002, 72.
1020 Vid. Brandariz García, 2016, 218; Martínez Escamilla, 2002, 70, 76.
1021 Los factores protectores son aquellas variables que favorecen los intereses del sujeto en 

tanto que mitigan su perfil de riesgo cuando se constata su presencia. 
1022 Vid. Martínez Escamilla, 2002, 71; Ríos Martín, 2013, 199. 
1023 Vid. Brandariz García, 2016, 219. De todos modos, este problema es anterior a la 

propia construcción de las TVR y M-CCP. Clemente et al. (1993, 178) ponen de manifiesto 
en el informe que sirve como punto de referencia a estos instrumentos que existían ciertas presun-
ciones en relación con el comportamiento de los sujetos que estaban diseñadas, exclusivamente, 
para reforzar la solidez institucional de los permisos de salida. 
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dispositivos responde a realidades relevantes para el contexto político-criminal de finales 
de los años 80 y principios de la década de los 90 y que los instrumentos de valoración 
y gestión de riesgos se construyan de acuerdo con el contexto en el que se van a aplicar 
es apropiado, al ser un modo adecuado de asegurar su buen funcionamiento. No obs-
tante, dos décadas después de su implementación, los indicadores de riesgo contenidos 
en estas tablas no permiten dar respuesta a los cambios que se produjeron en el sistema 
penitenciario español1024. En relación con este tema se deben puntualizar dos cuestiones. 
En primer lugar, la Instrucción 22/1996 actualiza el contenido de la Instrucción 1/1995 
a la literalidad del nuevo reglamento penitenciario de 1996. En segundo lugar, la Instruc-
ción 1/2012 introdujo dos ligeras modificaciones sobre la tabla M-CCP. En primer lugar, 
incluyo la variable relativa a la expulsión como circunstancia peculiar y, en segundo lugar, 
incorporó la comisión de delitos de violencia de género como tipo delictivo específico. Así 
las cosas, la TVR y la M-CCP siguen utilizando resortes operativos que están diseñados 
para dar soluciones a un contexto pretérito. Este proceder no parece la mejor opción a la 
hora de conseguir una correcta respuesta en materia de concesión de permisos de salida. 
El valor predictivo de estas herramientas se encuentra inexorablemente vinculado a la 
capacidad de comprensión del contexto en el que operan. Por lo tanto, para que estos 
instrumentos puedan resultar útiles, sus factores de riesgo deben estar sometidos a una 
actualización constante. De otro modo, no sólo es muy complicado conseguir los objetivos 
marcados sino que su utilización puede llegar a ser contraproducente. Se utiliza el término 
contraproducente en la medida en que se estima que unos factores de riesgo, diseñados 
para operar bajo un contexto determinado, no pueden resultar igual de eficaces 20 años 
después y sin que medie, además, ningún tipo de actualización sustancial. De hecho, y 
yendo más allá, su labor no sólo no puede ser precisa sino que puede resultar adversa. 
Es decir, estas herramientas pueden estar produciendo resultados errados derivados de 
querer explicar el presente, y sus proyecciones a futuro, desde un pasado que en el mejor 
de los casos resulta poco representativo1025. 

En tercer lugar, también se produce un problema en relación con lo que podría denomi-
narse como uso automático de las tablas TVR y M-CCP1026. Esta crítica se construye sobre 

1024 En relación con este tema se deben puntualizar dos cuestiones. En primer lugar, la Ins-
trucción 22/1996 actualiza el contenido de la Instrucción 1/1995 a la literalidad del reglamento 
penitenciario de 1996. En segundo lugar, la Instrucción 1/2012 introdujo dos ligeras modifica-
ciones sobre la tabla M-CCP. En primer lugar, incluyo la variable relativa a la expulsión como 
circunstancia peculiar y, en segundo lugar, incorporó la comisión de delitos de violencia de género 
como tipo delictivo específico.

1025 Vid. Brandariz García, 2016, 217-219.
1026 Vid. Brandariz García, 2016, 215-216; Juanatey Dorado, 2016, 192.
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la idea de que los operadores jurídicos/penitenciarios parecen acudir a estos instrumentos 
de un modo acrítico. Es decir, se completa la información que solicitan estos dispositivos 
pero no se reflexiona sobre la verdadera utilidad que pueden aportar en la actualidad. Este 
hecho plantea la emergencia de una serie de condicionantes. En primer lugar, se produ-
cen tensiones con su encaje dentro del marco del tratamiento individualizado. Dicho lo 
anterior, el proceso en virtud del cual cada caso es merecedor de un escrutinio particular 
se desvanece. De hecho, la utilización de instrumentos que homogenizan la respuesta 
institucional frente a las solicitudes particulares de permisos colisiona con un sistema 
penitenciario que prima la reinserción (individualizada) de sus penados. En segundo 
lugar, estas prácticas vuelven a enfrentarse con la interpretación del artículo 6.1 RP1027. 
Una utilización mecanizada de los resultados ofrecidos por las tablas TVR y M-CCP 
choca frontalmente con este precepto. El uso automatizado de datos o informaciones 
como medio para construir un perfil del interno está expresamente prohibido por este 
artículo. En tercer lugar, la utilización ritual de las TVR y M-CCP no debe separarse ni 
de la sobrecarga laboral a la que se ven sometidos los operadores penitenciarios1028, ni del 
temor a incurrir en un falso negativo1029. Por eso, y con el fin de salvaguardar el prestigio 
(institucional y personal), los operadores penitenciarios toman decisiones con base en 
datos ofrecidos por los instrumentos de valoración de riesgos, aunque esto suponga uti-

1027 Vid. Brandariz García, 2016, 216; Fernández García, 2014, 132; Martínez 
Escamilla, 2002, 71; Renart García, 2010, 196.

1028 Vid. Brandariz García, 2016, 216; Ríos Martín, 2013, 199.
1029 La predicción/valoración de riesgos se materializa a través de un procedimiento estadístico 

que se denomina contraste de hipótesis. En términos puramente estadísticos, esta herramienta 
se utiliza para comprobar si la propiedad que se le atribuye a una población determinada resulta 
compatible con lo observado en una muestra. De este modo, se tiene que establecer la existencia 
de una hipótesis nula, H0, y una hipótesis alternativa, H1, y a través del ya citado contraste de 
hipótesis se intenta dirimir cuál de las dos hipótesis es la verdadera. Las posibles variantes de este 
experimento son las siguientes: a) Que se confirme la hipótesis nula H0: verdadero positivo. b) 
Que se rechace la hipótesis nula H0: verdadero negativo. c) Que se confirme erróneamente la hi-
pótesis nula H0: falso positivo. d) Que se refute erróneamente la hipótesis nula H0: falso negativo. 
La comisión de errores tipo I (rechazar la hipótesis nula cuando es verdadera) y tipo II (no recha-
zar la hipótesis nula cuando es falsa) no dejan de ser consecuencias inherentes e insoslayables al 
contraste de hipótesis. Sin embargo, su aparición frustra las expectativas de predicción. (vid. por 
todos Lubin Pigouche, 2005, 91 y ss.). Desde un punto de vista político-criminal. Un falso 
negativo se produce cuando no se aprecia riesgo en un sujeto y este vuelve a cometer un acto 
contrario a esa predicción. Por su parte un falso positivo implica identificar como peligroso a una 
persona que, sin embargo, no ha vuelto a tener un comportamiento acorde con ese nivel de ries-
go. (vid. entre otros Sáez Díaz/ Montiel Juan / Carbonell Vayá, 2015, 115; Martínez 
Garay, 2017, 343-344.).



Ejecución penitenciaria y riesgo

271

lizarlos de un modo irreflexivo1030. Así las cosas, pueden encontrarse situaciones en las 
que en seguimiento de una voluntad claramente conservadora, y totalmente contraria 
al espíritu del art. 25.2 CE, se automatizan la elaboración de informes de carácter de-
negatorio. Para ello, se elabora un listado de motivos que deniegan el permiso de salida 
y que serán utilizados a medida que se van tramitando los expedientes y solicitudes1031. 
No obstante, este no es el único patrón de comportamiento que existe en relación con 
el uso de la TVR y la M-CCP. Muchos operadores penitenciarios no son ajenos a los 
problemas que presentan las tablas TVR y M-CCP. Por ello, ante esta situación, optan 
por cumplir con los protocolos legales de actuación, y, por ende, cubrir los instrumentos 
de valoración de riesgo. Sin embargo, y a diferencia de los supuestos recién expuestos, en 
estos casos se opta por reducir el valor otorgado a los resultados emanados por estos ins-
trumentos. De esta manera, y en seguimiento de la normativa penitenciaria1032, los datos 
derivados de las tablas de valoración de riesgos se toman como una mera “orientación en 
cuanto a las probabilidades objetivas de no reingreso, y que, por tanto este dato es sólo uno 
de otros muchos que deben de tenerse en cuenta a la hora de la concesión de un permiso de 
salida” (Leganés Gómez, 2009, 465)1033. De este modo, el valor arrojado por las tablas 
de valoración se considera como un criterio de valoración más. Un factor que no tiene 
valor dirimente sino que, como máximo, sirve de refuerzo argumental. En consecuen-
cia, no resulta infrecuente en la práctica que se produzcan concesiones de permisos de 
salida en las que la importancia de la TVR y la M-CCP es muy baja. Esto es así debido 
a que estos instrumentos de valoración arrojan unos valores que en nada se alinean con 
los propuestos por los operadores penitenciarios. De esta manera, no resulta imposible 
imaginar una situación en la que se concede un permiso de salida a pesar de que exista 
una TVR con valores porcentuales muy elevados o una M-CCP en la que se aprecie una 
circunstancia particular.

Por todo ello, y habida cuenta de la existencia de graves deficiencias en relación con la 
configuración actual de las tablas TVR y M-CCP, parece adecuado promover un espacio 
en el que se debata no sólo sus eventuales modificaciones sino también su procedencia y 
utilidad. Para ello, no sólo se debe tener en cuenta la perspectiva actual, en la que se pue-
den apreciar notables incorrecciones, sino que además existe una perspectiva acumulada 

1030 Vid. Martínez Escamilla, 2002, 72; Ríos Martín, 2013, 199.
1031 Vid. Martínez Escamilla, 2002, 53 y ss.; Ríos Martín, 2011, 262 y ss.; Zoco Za-

bala, 2005, 635 y ss.
1032 Vid. Instrucción 1/2012.
1033 En esta misma línea, vid. también Núñez, 1997, 414
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de más dos décadas de utilización que podría aportar valiosa información a una discusión 
tan necesaria como urgente.  

3.4. El protocolo de prevención del suicidio en prisión 
como instrumento gerencial actuarial de actuación 
en el sistema penitenciario español

3.4.1. Aproximación a los protocolos de prevención del suicidio 
en prisión desde un prisma internacional

Una de las situaciones que más tensiona o que, al menos teóricamente, más debería 
tensionar a un sistema carcelario son los suicidios penitenciarios. La constatación de 
conductas autolíticas en los sujetos que se encuentran bajo custodia reviste una grave-
dad capital. De hecho, el suicidio penitenciario supuso la primera causa de mortalidad 
en cárceles locales1034 y la cuarta en prisiones estatales y federales en Estados Unidos 
durante el período 2000-20131035. Esta cifra ha experimentado, incluso, un aumento en 
tiempos recientes, del 14‰ en 2000 al 46‰ en 20131036. Así pues, la prevención de estos 
sucesos es objeto de preocupación por parte de los poderes públicos hasta el punto de 
crear políticas oficiales que intentan minimizar su existencia. De hecho, la preocupación 
por su disminución resulta una tendencia compartida por operadores penitenciarios de 
diversos países1037. 

Dado su carácter de problema central para el sistema penitenciario, desde el modelo 
gerencial-actuarial también se intentaron articularon medidas para atajar esta situación1038. 
La construcción de instrumentos de valoración y gestión de riesgos viene precedida de 

1034 Se utiliza la palabra cárcel local como traducción del término estadounidense jail.
1035 Vid. Hayes 2013; Noonan / Rohloff / Ginder, 2015. 
1036 Vid. Noonan / Rohloff/ Ginder, 2015.
1037 Vid. entre otros Ceballos Espinoza et al., 2016; Daniel, 2009; Duthé / Hazard 

/ Kensey, 2014; Humber et al., 2013; Lohner / Konrad, 2007; Ruíz et al., 2002; Vera 
Remartínez / Planelles Ramos / García Guerrero, 2005.

1038 Vid. Negredo López / Melis Pont / Herrero Mejías, 2010, 47 y ss. 
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un profundo análisis de sus variables de riesgo1039. Por ello, y con carácter preliminar, se 
han de poner de manifiesto los factores que contribuyen a la explicación, valoración y 
gestión de los suicidios penitenciarios. Esto es importante debido a que se pueden en-
contrar estudios que apoyan posiciones muy diversas, incluso claramente enfrentadas, 
en relación con la influencia que desempeña un mismo factor de riesgo. De acuerdo con 
una clasificación genérica, estas variables pueden agruparse en tres categorías marco: so-
ciodemográficas, penitenciarias y psicológicas. 

Dentro de la categoría de factores sociodemográficos se pueden observar los siguien-
tes: Juventud. No existe consenso doctrinal en relación con la influencia de esta variable, 
ya que hay estudios que consideran que aumenta el riesgo de suicidio1040 mientras que 
existen otros que no sólo niegan su influencia sino que estiman que reduce sus posibilida-
des1041. Género. Este factor de riesgo se presenta tradicionalmente desde una concepción 
binaria cisgénero1042 (hombre/mujer). Dicho esto, se ha de señalar que hay estudios que 
sostienen que el hecho de ser mujer aumenta el riesgo de suicidio1043, mientras que otros 
trabajos rebaten ese postulado planteando exactamente lo contrario1044. No obstante, y en 
relación con esta cuestión, no puede ser obviada la relación que media entre el suicidio y 
los otros modos de concebir el género. De hecho, son múltiples los trabajos que abarcan 
esta cuestión desde posiciones LGTBI y queer1045. Estado Civil. El hecho de poseer pareja 
estable, o relaciones sentimentales análogas, es considerado tanto un factor predispo-
nente1046 como un factor protector1047. Ausencia de domicilio. No poseer una vivienda 
fija o de referencia provoca en el sujeto un aumento del riesgo de suicidio1048. Nivel de 
estudios. El nivel de estudios posee una influencia en el suicidio diametralmente opuesta 

1039 Vid. Lohner / Konrad, 2007, 140 y ss.; Negredo López / Melis Pont / Herrero 
Mejías, 2010, 27 y ss.

1040 Vid. Meltzer et al., 2003.
1041 Vid. Mohino Justes et al., 2004.
1042 En los estudios de género se define la posición cisgénero como aquella en la que la identi-

dad de género coincide con la orientación sexual. (vid. entre otros Butler, 2007; 2010; Rich, 
1984; Wittig, 1992).

1043 Vid. Holley / Arboleda-Flórez / Love, 1995. 
1044 Vid. Howard / Lennings / Copeland, 2003.
1045 Vid. entre otros Bryan / Mayock, 2017; Haas et al., 2010; Grzanka / Mann, 2014; 

Wozolek / Wootton / Demlow, 2017.
1046 Vid. Meltzer et al., 2003.
1047 Vid. Fazel et al., 2008.
1048 Vid. Ivanoff, 1992.
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en función del estudio que se consulte. Por un lado, hay trabajos que consideran que 
esta relación es directamente proporcional1049. Es decir, a mayor nivel de estudios mayor 
riesgo de suicidio. Por otro lado, hay desarrollos teóricos que definen esta relación como 
inversamente proporcional1050. A menor nivel de estudios mayor riesgo de suicidio. Raza 
caucásica. Ser de raza caucásica está considerado como un factor que aumenta el riesgo de 
suicidio1051. Cumplimiento de la condena en el país de origen. El desarraigo que supone 
cumplir la condena en el extranjero ha sido catalogado como un factor que aumenta el 
riesgo de suicidio1052. No obstante, esta misma circunstancia puede ser interpretada en 
clave contraria, ya que las posibilidades de volver al país de origen operan como desin-
centivo al suicidio1053. Ausencia de apoyo social. Las situaciones de desamparo y de falta 
de soporte emocional aumentan las posibilidades de que el sujeto opte por la realización 
conductas autolíticas1054. 

Por su parte, la categoría de factores penitenciarios incluye las siguientes variables: 
Cumplimiento de prisión preventiva. El cumplimiento de un tiempo en prisión pre-
ventiva puede resultar tan desalentador para el recluso que puede aumentar el riesgo de 
suicidio1055. No obstante, esta misma excepcionalidad, en virtud de la cual se desconoce 
si los actos imputados derivan en una condena en firme, pueden fortalecer al sujeto 
frente a sus impulsos suicidas1056. Estar en una fase temprana de la condena. El inicio de 
la ejecución de la pena se considera especialmente peligroso. La agresividad del medio 
penitenciario, la falta de experiencia, la desazón provocada por la condena, etc. pueden 
propiciar la toma de decisiones de carácter suicida1057. Gravedad del delito. La comisión 
de un ilícito catalogado como grave puede suponer un aumento del riesgo de suicidio1058. 
No obstante, existen estudios que discuten esta premisa y consideran que la comisión 
de este tipo de delitos también puede ser interpretada a efectos de suicidio de un modo 
totalmente contrario1059. Inexistencia de encarcelamiento previo. El desconocimiento de 

1049 Vid. Mohino Justes et al., 2004.
1050 Vid. Holley / Arboleda-Flórez / Love, 1995.
1051 Vid. Maden / Chamberlain / Gunn, 2000.
1052 Vid. Meltzer et al., 2003.
1053 Vid. Kerkhof / Bernasco, 1990.
1054 Vid. Sherman / Morschauser, 1989.
1055 Vid. Meltzer et al., 2003.
1056 Vid. Howard / Lennings / Copeland, 2003.
1057 Vid. Ireland, 2000.
1058 Vid. Matsumoto et al., 2005.
1059 Vid. Goss et al., 2002.
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la realidad penitenciaria y su adaptación al medio pueden ejercer una presión tan grande 
que predisponga al suicidio1060. De un modo contrario, también hay trabajos que estiman 
que la novedad que se deriva de entrar en una cárcel es suficiente como para alejar las 
ideaciones suicidas1061. Faltas disciplinarias. La insatisfacción que se deriva de la sanción 
impuesta por una falta disciplinaria puede desembocar en aumentos de las potencialidades 
suicidas1062. Estancias en celda de aislamiento. El castigo en aislamiento es una práctica 
que somete al interno a una mayor presión. Por lo tanto, este hecho puede elevar las po-
sibilidades de que cometa algún tipo de acto suicida1063. Acoso. El hecho de ser víctima de 
actos que pudieran entrar en la categoría de bullying aumenta, en gran medida, el riesgo 
de suicidio en los reclusos1064. 

En último lugar, y dentro de la categoría de factores psicológicos y forenses se pueden 
encontrar los siguientes: Existencia de trastornos psicológicos o psiquiátricos. Son muy 
numerosos los estudios que consideran que existe una relación entre el trastorno psi-
cológico o psiquiátrico y el aumento del riesgo de suicidio1065. Conductas autolesivas e 
intentos de suicidio previos. La constatación de intentos de suicidio anteriores al momento 
de estudio conforma un factor de riesgo palmario1066. Conductas suicidas en personas de 
su entorno. La presencia y conocimiento de este tipo de actos en personas próximas al 
recluso produce un efecto que incentiva las conductas suicidas1067. Abuso/dependencia 
del alcohol. Un consumo de bebidas alcohólicas que derive en un estado de dependencia 
se considera que eleva el riesgo de suicidio1068. No obstante, y frente a esta teoría, hay 
estudios que no niegan su influencia sino que la consideran intrascendente1069. Abuso/
dependencia de otras sustancias psicotrópicas. El consumo de sustancias psicotrópicas en 
una persona adicta aumenta el umbral de riesgo de suicidio1070. De todos modos, y al igual 
que sucede con el consumo de alcohol, hay estudios que niegan tal relación rechazando 

1060 Vid. Griffiths, 1990.
1061 Vid. Blaauw et al., 2001.
1062 Vid. Mohino Justes et al., 2004.
1063 Vid. Meltzer et al. 2003.
1064 Vid. Viljoen et al., 2005.
1065 Vid. por todos Meltzer et al., 2003; Ruchkin et al., 2003; Way et al. 2005. 
1066 Vid. por todos Kirchner / Fonts / Mohíno, 2008, Matsumoto et al., 2005; Penn 

et al., 2003.
1067 Vid. Blaauw et al., 2002; McKenzie / Keane, 2007. 
1068 Vid. Dear et al., 2001.
1069 Vid. Penn et al., 2003.
1070 Vid. Howard et al., 2003.
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su influencia sobre el riesgo de suicidio1071. Trastornos de conducta. Ser diagnosticado con 
un trastorno conductual ejerce como factor predisponente al suicidio1072. Abuso físico/
sexual. El hecho de haber sido víctima de abusos físicos o sexuales eleva el riesgo de suici-
dio1073. Sucesos vitales traumáticos. Poseer una biografía marcada por este tipo de hechos 
se considera desfavorable a la hora de mitigar el riesgo de suicidio1074. Depresión. Estar 
sumido en procesos depresivos contribuye positivamente al riesgo de cometer conductas 
autolíticas1075. Tendencias suicidas. Más allá de la obvia influencia de este factor1076, hay 
estudios que modulan su influencia, ya que considera que no se puede constatar que las 
tendencias suicidas, siempre y en todo caso, se encuentren presentes en un supuesto de 
esta naturaleza1077. Desesperanza. La constatación de una situación de desesperanza en 
el recluso se considera importante a la hora de determinar un riesgo de suicidio1078. An-
siedad/agitación. Una situación similar a la anterior sucede con la ansiedad y la agitación 
ya que también se consideran factores predisponentes a la hora de evaluar este tipo de 
riesgos1079. Estrés relacionado con el encarcelamiento. La privación de libertad posee una 
influencia notable en el riesgo de suicidio1080. Trastornos de la personalidad. El hecho de 
tener un trastorno de la personalidad puede elevar el umbral de riesgo de suicidio1081. 

Más allá de las complejidades inherentes a la realización de una clasificación tipológica 
de esta naturaleza, la elaboración de este tipo de listados se revela como una tarea de gran 
importancia1082. De hecho, el valor de estos trabajos radica en presentar un catálogo lo más 
amplio y sometido a contrastes de verificación posible. En este sentido, los operadores 
jurídico-penitenciarios poseen una gran cantidad de información en la que apoyarse a la 
hora de elaborar políticas públicas que puedan minimizar estos actos suicidas. 

1071 Vid. Eidhin et al., 2002.
1072 Vid. Mohino Justes et al., 2004.
1073 Vid. Dear et al., 2001.
1074 Vid. Blaauw et al., 2002.
1075 Vid. Palmer / Connelly, 2005.
1076 Vid. Lekka / Argyriou / Beratis, 2006.
1077 Vid. Busch / Fawcett / Jacobs, 2003.
1078 Vid. Lohner / Konrad, 2006.
1079 Vid. Way et al., 2005.
1080 Vid. Ramsay / Gray / White, 2001.
1081 Vid. Haines / Williams / Brain, 1995.
1082 Vid. Lohner / Konrad, 2007, 154.
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No todas las variables han de concurrir en un mismo sujeto para que su riesgo de suicidio 
resulte elevado. Es más, puede suceder que algunas de ellas arrojen resultados contradic-
torios. Esto es así en la medida en que “la conducta suicida tiene un origen multifactorial 
por lo que no existe un sólo perfil de riesgo en la población penitenciaria” (López Negredo 
/ Melis Pont / Herrero Mejías, 2010, 48). Los factores de riesgo no se pueden confrontar 
y esperar que como resultado se neutralicen. Es decir, el hecho de que un sujeto muestre 
un elevado riesgo de suicido por una fuerte depresión y que a su vez revele un riesgo de 
suicidio mínimo por no ser consumidor de bebidas alcohólicas no debe llevar al evaluador 
a pensar que ambos riesgos se neutralizan en una suerte de resta aritmética convencional. 
Los análisis sobre el riesgo de suicidio operan bajo otro tipo de claves. Por ello, este tipo 
de razonamientos no son de aplicación. La ponderación de cada factor de riesgo tiene 
entidad en sí misma. Así las cosas, para poder conseguir una valoración final se deben 
aunar todos los factores de manera singular y analizarlos en conjunto. De este modo, se 
conseguirá un resultado que permite emitir una valoración de riesgo de suicidio global.

El análisis de estos factores puede llegar a tener una importancia fundamental en la 
elaboración de instrumentos de valoración y gestión de riesgos. Esto es así en la medida 
en que este tipo de estudios son susceptibles de adelantar una enorme cantidad de tra-
bajo de carácter epistemológico. Los dispositivos que se diseñan para evaluar el riesgo de 
suicidio en prisión no se encuentran desconectados de sus homólogos generalistas. Por 
ende, es muy posible que las variables que se utilizan para estudiar el riesgo de suicidio, 
se puedan incorporar a los instrumentos estrictamente penitenciarios. 

Los dispositivos que se diseñan para evaluar el riesgo de suicidio en prisión toman 
como base la incidencia de los factores previamente estudiados. Por ende, la influencia 
de estas variables resulta un a priori. 

En relación con esta cuestión, parte de la doctrina considera que los marcos teóricos 
aplicables a la minimización del suicidio no deben diferir de los utilizados en materia de 
comportamiento violento y reincidencia1083. El argumento que sostiene esta afirmación 
reside en el hecho de que las bases conceptuales de ambos supuestos son compartidas. 
De este punto de vista, nada obstaría a que ambas circunstancias (comportamiento 
violento/reincidencia y riesgo de suicidio) pudiesen ser gestionadas conjuntamente y 
de manera satisfactoria1084. No obstante, la utilización de dispositivos diseñados para la 
minimización de comportamientos violentos y reincidentes en el ámbito de los suicidios 

1083 Vid. Daffern / Howells, 2007; Douglas / Skeem, 2005; Doyle / Dolan / McGo-
vern, 2002; Gray et al., 2003. 

1084 Vid. Daffern / Howells, 2007; Nijman / À Campo, 2002.
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penitenciarios no es asumida acríticamente. Se considera que este tipo de dispositivos no 
son capaces de dar una respuesta satisfactoria como predictores de riesgo de suicidio1085. 
De hecho, se estima que lo más procedente era construir herramientas ad hoc. Es decir, 
diseñar dispositivos concebidos ab initio para afrontar la valoración y gestión de riesgos 
de los suicidios penitenciarios1086. Esto supone desterrar el uso de herramientas genera-
listas. Este último argumento se sostiene con base en la idea de que un instrumento que 
no esté diseñado, específicamente, para enfrentar el suicidio penitenciario no es capaz de 
aportar soluciones que verdaderamente encaminen este problema hacia una solución.

En relación con esta cuestión, y como ejemplo, resulta adecuado señala algunos 
de los instrumentos que en materia de prevención de suicidios se han desarrollado 
internacionalmente.

Suicide Assessment Manual for Inmates, Manual de evaluación de suicidios para reclusos 
(SAMI)1087. Esta herramienta se desarrolló en el contexto penitenciario estadounidense. 
Su objetivo reside en conocer el riesgo de suicidio que presentan los internos durante los 
primeros momentos de reclusión. De acuerdo con el SAMI, las primeras 24 horas que 
el interno pasa en un centro penitenciario son claves para evaluar su riesgo de suicidio. 
Asimismo, y basándose en el perfil del recluso, el SAMI presta una atención reforzada a 
los reclusos preventivos. La detección precoz del riesgo de suicidio es fundamental para 
llegar a una solución satisfactoria.

Este dispositivo se presenta como una guía de evaluación que acompaña el proceso 
decisorio. En ningún momento pretender arrogarse un carácter dirimente. Esto hace 
que el resultado del SAMI deba ser completado con entrevistas de carácter personal e 
información adicional. No obstante, esta recopilación informativa colisiona con este 
instrumento, ya que este tiene en la rapidez un principio inexcusable. De hecho, se ha 
recordar que su ámbito de aplicación reside en las primeras 24 horas que el interno pasa 
en prisión. Por ello, la recogida de esta información complementaria no siempre es sencilla 
de conseguir y menos aún de incorporar al perfil del sujeto.

El SAMI incluye 20 predictores. Estos factores se encuentran vinculados con el ries-
go de suicidio con carácter general así como con el que se puede producir en el medio 
penitenciario en particular: 1. Estado civil. 2. Historial de abuso de drogas o alcohol. 3. 
Historial psiquiátrico. 4. Antecedentes de intentos de suicidio. 5. Antecedentes de in-

1085 Vid. McNiel / Binder, 1994.
1086 Vid. López Negredo / Melis Pont / Herrero Mejías, 2010, 48.
1087 Vid. Zapf, 2006.
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tentos de suicidio durante el encarcelamiento. 6. Antecedentes familiares de suicidio. 7. 
Ingresos previos en prisión. 8. Antecedentes de conducta impulsiva. 9. Rechazo del delito 
cometido, por parte de los medios de comunicación o del entorno cercano al interno. 10. 
Intoxicación por consumo de drogas o alcohol reciente. 11. Preocupación por problemas 
vitales importantes. 12. Sentimientos de desesperanza o culpabilidad excesiva. 13. Sín-
tomas psicóticos o trastornos del pensamiento. 14. Sintomatología depresiva. 15. Estrés 
y habilidades de afrontamiento1088. 16. Apoyo social. 17. Pérdidas recientes de personas 
significativas. 18. Ideación suicida. 19. Intención de suicidarse. 20. Plan suicida. Todos 
esos factores poseen un rango de puntuación que oscila entre los 0 y los 3 puntos. El 
SAMI no posee puntos de corte, por lo tanto el riesgo es directamente proporcional a 
la puntuación obtenida. 

De todos modos, este método no se encuentra exento de críticas. De hecho, los ar-
gumentos contrarios se centran en calificar como deficiente su estructura de factores al 
tiempo que también se reprende la no validación efectiva de su capacidad predictiva1089. 

Suicide Risk Assessment Scale, Escala de evaluación del riesgo de suicidio (SRAS)1090. 
Este instrumento de evaluación tiene por objetivo analizar ágilmente el riesgo de suicido 
que presentan los reclusos que ingresan en el sistema penitenciario canadiense1091. Una 
de sus notas características reside en la rapidez con la que se pueden obtener resultados. 
De hecho, pueden ser conocidos en pocos minutos. El método de evaluación del SRAS 
es dicotómico. Las posibilidades que se ofrecen son la presencia o ausencia de los factores 
de riesgo. Asimismo, el número de variables también resulta más corto que el de otros 
instrumentos, nueve en total. De todos modos, su resultado no es concluyente, ya que 
ha de ser incorporado a un proceso más extenso en el que se toman en consideración 
más inputs. 

La utilidad del SRAS, hizo que fuese adaptado a otros contextos como Alemania1092 
o Estados Unidos1093. Especialmente relevante es la adaptación realizada en los Países 

1088 Las habilidades de afrontamiento son los esquemas mentales de respuesta (cognitiva, 
emocional o conductual) que manejan las demandas y conflictos internos y ambientales que po-
nen a prueba o exceden los recursos de la persona (vid. González Enríquez, 2002, Morales 
Rodríguez, 2017; Ramírez Villafáñez, 2003).

1089 Vid. Cramer et al., 2017, 320.
1090 Vid. López Negredo / Melis Pont / Herrero Mejías, 2010, 53.
1091 Vid. Daigle, 2007, 168.
1092 Vid. Dahle / Lohner / Konrad, 2005, 54.
1093 Vid. Blaauw / Kerkhof / Hayes, 2005.
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Bajos1094, ya que modificó la versión original sustituyéndola por una versión screening1095 
que redujo a ocho los factores de riesgo: 1. Tener 40 años o más. 2. No tener residencia 
fija en el período anterior al ingreso en prisión. 3. Haber estado en prisión alguna vez 
anteriormente. 4. Historia de abuso de drogas o de alcohol. 5. Tratamiento psiquiátrico 
anterior. 6. Psicosis u otros trastornos del Eje I del DSM-IV1096. 7. Intentos de suicidio 
o de conducta autodestructiva anteriores. 8. Intentos de suicidio o tendencias suicidas. 

Viennese Instrument for Suicidality in Corrections Institutions, Instrumento vienés para 
las tendencias suicidas en establecimientos penitenciarios (VISCI)1097. El desarrollo de este 
instrumento fue realizado por los servicios penitenciarios austríacos. Su objetivo reside en 
obtener un instrumento que de un modo breve y conciso pueda aportar un pronóstico 
de riesgo de suicidio. Su diseño está pensado para que pueda ser utilizado por operadores 
penitenciarios legos en psicología o psiquiatría. El VISCI está compuesto por 22 facto-
res de riesgo: 1. Situación penal. 2. Edad. 3. Estado civil. 4. Tener o no descendencia. 5. 
Obligación de mantener a la descendencia. 6. Nivel educativo. 7. Algún delito previo 
altamente violento. 8. Algún delito previo relacionado con drogas. 9. Delito actual de 
carácter violento. 10. Delito actual relacionado con drogas. 11. Delito actual relacionado 
con la propiedad privada. 12. Duración de la pena. 13. Número de ingresos en prisión. 
14. Estatus laboral antes del ingreso en prisión. 15. Tratamiento psiquiátrico o psicoló-
gico previo. 16. Antecedentes familiares de suicidio. 17. Intentos previos de suicidio. 18. 
Amenazas previas de suicidarse. 19. Antecedentes de tratamiento psicofarmacológico. 20. 
Diagnóstico psiquiátrico. 21. Abuso y dependencia de sustancias. 22. Ideación suicida. 

1094 Vid. Blaauw et al., 2001.
1095 El término screening puede traducirse en español como cribaje o cribado. Una versión 

screening de un instrumento de valoración y gestión de riesgo es una variante más corta que la 
herramienta original que permite detectar de un modo más rápido, aunque menos preciso, el 
objeto de estudio original.

1096 El Diagnostic and Statistical Manual of Mental Disorder, abreviado por sus iniciales en 
inglés como DSM, es un manual diagnóstico y estadístico de los trastornos mentales. Está editado 
por la Asociación Americana de Psicología (APA). Su finalidad reside en realizar un compendio 
de trastornos mentales con la voluntad de conseguir una guía que permita diagnosticar, estudiar 
e intercambiar información entre los distintos agentes y operadores que estudien estas materias. 
Existen varias versiones siendo la primera de 1952 y la última, la V, de 2013. Su estructura interna 
se vertebra alrededor de 5 ejes. Eje I: trastornos clínicos y otras enfermedades que puedan ser objeto 
de atención clínica. Eje II: trastornos de la personalidad, retraso mental y mecanismos de defen-
sa. Eje III: enfermedades médicas y problemas físicos cuando van acompañados de un trastorno 
mental. Eje IV: problemas ambientales y psicosociales que contribuyen con un trastorno. Eje V: 
opinión del clínico respecto del nivel de funcionamiento y actividad del paciente.

1097 Vid. Frottier et al., 2008.
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El modo de respuesta es dicotómico (sí/no) para casi todas las preguntas. No obstante, 
existe una excepción en la primera, ya que se ha de especificar el momento procesal; en 
la segunda, donde se ha de señalar numéricamente la edad; en la tercera, pues se tiene 
que exponer la situación civil presente; y en las decimosegunda y decimotercera, cuyas 
respuestas son de naturaleza numérica1098. 

3.4.2. La prevención del suicidio en prisión en el ámbito peniten-
ciario español

El sistema penitenciario español no se ha mostrado impasible frente a los suicidios en sus 
centros. Esta cuestión, al igual que acontece en el contexto internacional, ha generado 
dificultades para el conjunto del sistema penitenciario. De hecho, la existencia de este 
problema se pudo verificar con la publicación en 1991 de un informe realizado por Nie-
ves Ureña y Martín Casillas1099, que no sólo marcaba un hito por su novedad, sino que 
también aportaba datos históricos que permitían rastrear su evolución. Con posteriori-
dad, se realizaron trabajos que actualizaron esta cuestión, como el que Vera Remartínez, 
Planelles Ramos y García Guerrero realizaron sobre la mortalidad penitenciaria para el 
período 1994-20041100. Por su parte, Bedoya et al. publicaron en 2009 un artículo en el 
que se analizaba la incidencia de los suicidios dentro del sistema penitenciario catalán 
para el período 1990-20051101. 

Más allá de los estudios específicos sobre la materia, si se desean conocer los datos de 
los suicidios acontecidos en el sistema penitenciario español se recomienda la consulta 
del Informe General de Instituciones Penitenciarias, así como el Informe epidemiológico 
sobre mortalidad en Instituciones Penitenciarias1102. Asimismo, también resulta muy re-
comendable comparar los datos ofrecidos por los Instituciones Penitenciarias españolas 

1098 Vid. Frottier et al., 2009.
1099 Vid. Nieves Ureña / Martín Casillas, 1991.
1100 Vid. Vera Remartínez / Planelles Ramos / García Guerrero, 2005.
1101 Vid. Bedoya et al., 2009.
1102 Ambos informes se pueden consultar en el fondo documental que al efecto provee la SGIP. 

En relación con el Informe General de Instituciones Penitenciarias vid. 
http://www.institucionpenitenciaria.es/web/portal/documentos/publicaciones.html (Último 
acceso: 09/2018).
Para consular el Informe epidemiológico, vid. 
http://www.institucionpenitenciaria.es/web/portal/documentos/bEpidemiologicos.html (Úl-
timo acceso: 09/2018).
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con los que presentan otros países de nuestro entorno. De hecho, y a fin de plasmar esta 
cuestión, a continuación se muestra una tabla en la que se ofrecen el número de muertes 
totales en prisión, el número de suicidios penitenciarios, el porcentaje que estos representan 
del total de decesos y la tasa de suicidios por 10000 presos durante el decenio 2015-2005. 
Esta tabla no sólo incluye los datos del sistema penitenciario español (España y Catalun-
ya) sino que incorpora datos relativos a Portugal, Francia, Alemania, Italia, Inglaterra y 
Gales, así como la media relativa a todos los países pertenecientes al Consejo de Europa. 

Total Muertes 
en Prisión

Total Suicidios 
penitenciarios

Porcentaje en 
(%)

Tasa de suicidio 
por 10000 presos

2015

España 157 31 19,7 4,7

Portugal 73 22 30,1 15,7

Francia 132 77 58,3 9,9

Alemania 152 60 39,2 9,1

Italia 92 43 46.7 7,9

Inglaterra y Gales 243 89 36,6 10,4

MEDIA: Países del 
Consejo de Europa

24,3 7,0

2014

España 224 39 17,4 5,7

Portugal 62 13 21 9,1

Francia 155 97 62,5 12,4

Alemania 122 50 41 7,9

Italia 153 42 27,5 6,5

Inglaterra y Gales 215 75 34,9 8,9

MEDIA: Países del 
Consejo de Europa

21,3 7,6
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2013

España 191 30 15,7 4,3

Portugal 66 16 24,2 11,8

Francia 166 96 57,8 14,4

Alemania 119 57 47,9 8,2

Italia 153 56 36,6 8,5

Inglaterra y Gales 192 60 31,3 7

MEDIA: Países del 
Consejo de Europa

23 11,2

2012

España 204 17 8,3 2,4

Portugal 64 8 12,5 6,3

Francia 169 100 59,2 15,6

Alemania 128 53 41,4 7,5

Italia 165 63 38,2 9,4

Inglaterra y Gales 192 57 29,7 6,7

MEDIA: Países del 
Consejo de Europa

26,8 7,7

2011

España 269 32 11,9 4,2

Portugal 64 8 12,5 6,9

Francia 178 95 53,4 15,5

Alemania 131 58 44,3 8,4

Italia 163 55 33,7 8

Inglaterra y Gales 197 58 29,4 6,8

MEDIA: Países del 
Consejo de Europa

23,9 6,7
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2010

España 306 33 10,8 4,2

Portugal 56 16 28,6 14,4

Francia ND 109 ND 17,6

Alemania 160 64 40 8,7

Italia 158 58 36,7 9,1

Inglaterra y Gales 169 61 36,1 7,3

MEDIA: Países del 
Consejo de Europa

22,4 6,6

2009

España 324 26 8 3,6

Portugal 68 7 10,3 6,5

Francia ND ND ND ND

Alemania 162 67 41,4 9,0

Italia 142 46 32,4 8,2

Inglaterra y Gales 165 60 36,4 7,2

MEDIA: Países del 
Consejo de Europa

21,9 6,6

2008

España 268 36 13,4 5,4

Portugal 77 10 13 8,6

Francia 216 93 41,1 14,6

Alemania 173 72 41,6 9,2

Italia 121 45 37,2 9,9

Inglaterra y Gales 186 92 49,5 11,5

MEDIA: Países del 
Consejo de Europa

28,1 9,9
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2007

España 269 31 11,5 4,8

Portugal 91 14 15,4 11,1

Francia 215 93 43,3 16,1

Alemania 163 76 46,6 9,6

Italia 131 50 38,2 13,1

Inglaterra y Gales 153 67 43,8 8,6

MEDIA: Países del 
Consejo de Europa

29,1 8,1

2006

España 275 41 14,9 6,7

Portugal 93 9 9,7 7,0

Francia 249 122 49 21,2

Alemania 160 81 50,6 10,3

Italia 172 57 33,1 9,6

Inglaterra y Gales 174 78 44,8 10,2

MEDIA: Países del 
Consejo de Europa

32,5 10,2

2005

España 201 48 23,9 8,1

Portugal 80 22 27,5 16,2

Francia 230 115 50 20,4

Alemania 161 81 53 10,2

Italia 156 52 33,3 9,3

Inglaterra y Gales 206 95 46,1 12,8

MEDIA: Países del 
Consejo de Europa

32,6 10

Fuente: Informes SPACE I del Consejo de Europa (2015-2005). Elaboración propia.
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A la vista de los anteriores datos, se debe mostrar una particularidad estadística. El modo 
de contabilizar las muertes en España puede alterar tanto cuantitativa como cualitativa-
mente el resultado final, al otorgar el estatus de categoría propia a los fallecimientos por 
reacción adversa a drogas. Esta situación conforma una peculiaridad española, ya que 
este modo de contabilizar las defunciones en el medio penitenciario es una rara avis. La 
reacción adversa a drogas no es una categoría representativa para ninguno de los países 
arriba analizados. Así las cosas, y a fin de tener en cuenta esta situación, se incorporan 
en la siguiente tabla estos datos unidos a los suicidios penitenciarios: 

Muertes por 2011 2012 2013 2014 2015

Reacciones adversas a drogas 39 31 26 25 37

Suicidios penitenciarios 15 25 31 24 23

Fuente: Informe Epidemiológico sobre mortalidad en II.PP. 2015. Elaboración propia.1103

Por todo ello, y aunque esta hipótesis sea muy difícil de confirmar, no resultaría des-
cartable pensar que alguna persona fallecida en prisión por una reacción adversa a drogas 
haya podido, en realidad, haberse suicidado. Es decir, no todas las reacciones adversas a 
drogas tienen por qué ser producidas por un descuido del usuario, sino que puede ser 
que las drogas sean el medio comisivo elegido para infligirse la muerte. De esta manera, 
algunos casos incluidos en esta categoría tan sui generis estarían encubriendo estadísti-
camente lo que realmente son suicidios. La confirmación de este hecho reconfiguraría el 
cómputo de los decesos penitenciarios y elevaría su valor, tanto en números absolutos, 
como porcentualmente. De este modo, España ya no estaría por debajo de los países 
de su entorno, así como tampoco tendría una de las medias más bajas de los países del 
Consejo de Europa. 

Todos estos datos estadísticos se traen a colación con el fin de ejemplificar la importancia 
que poseen los suicidios en el ámbito penitenciario1104. Por ello, y como ya hubo ocasión 
de apuntar anteriormente, el estudio del suicidio carcelario reviste una importancia 
capital. De hecho, los poderes públicos ya desde la década de los años 90 desarrollaron 

1103 Las cifras que se proporcionan en esta tabla se corresponden con las muertes acontecidas 
en la zona penitenciaria que gobierna la administración general del Estado. La información relativa 
al sistema penitenciario catalán no se incluye porque no es de conocimiento público.

1104 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 115. 
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actuaciones que tenían por objetivo su minimización1105. Estas medidas se incardinaban 
en el cumplimiento de un fin superior consagrado en el artículo 3.4 de la LOGP, en el 
que se declara que “la Administración penitenciaria velará por la vida, integridad y sa-
lud de los internos”. 

Más allá de que este derecho se consagre en la LOGP, no fue hasta 1998 cuando la SGIP 
aprobó la Orden Circular 16/1998 de 1 de diciembre, en la que se contenía y diseñaba el 
Programa Marco de Prevención de Suicidios (PPS). Este programa de prevención, también 
denominado protocolo, fue profusamente modificado por la Instrucción 14/2005 de 10 
de agosto, que a su vez también ha sido objeto de reforma por la Instrucción 5/2014 de 
7 de marzo, actualmente en vigor. 

El objetivo que Instituciones Penitenciarias oficialmente plasma en estos textos reside en 
evitar que los sujetos que se encuentren bajo su custodia desarrollen conductas y actos de 
carácter suicida. A tal efecto, el sistema penitenciario moviliza una gran cantidad de agentes 
y operadores, que van desde los funcionarios que tienen un contacto más directo con los 
reclusos (jefes de servicio, subdirección médica, de tratamiento y de seguridad) hasta el 
director del centro penitenciario1106. Dentro de cada área se potencian las cualidades que 
cada profesional, por razón de su cargo, es capaz de aportar. De hecho, esta asignación 
de funciones queda así contemplada en el propio texto de la Instrucción 5/2014: “A) El 
Director: responsable último del programa y competente para acordar tanto la inclusión en 
el mismo de los internos, como su baja. B) Los tres Subdirectores, Médico, de Tratamiento 
y de Seguridad. Son los responsables ejecutivos a la hora de adoptar las decisiones relativas 
a la organización, intervenciones concretas y permanente seguimiento del programa. Ve-
larán para que la información estratégica del programa fluya de forma rápida y segura 
entre los profesionales que intervienen en el mismo. C) Profesionales concretos, responsables 
tanto de las tareas de evaluación como de intervención dentro del programa. Conforme al 
principio de auto-organización de cada establecimiento, se fijarán por el correspondiente 
Subdirector de su área funcional. En todo caso estarán siempre presentes el Médico y el Psi-
cólogo para determinar las propuestas de alta y baja en el programa. D) La totalidad del 
colectivo, tanto de profesionales como voluntarios, que desempeñan sus diferentes funciones 
en el establecimiento permaneciendo en posiciones más próximas a los internos, constituyen 
los elementos clave para la detección de casos y el posible apoyo a las diferentes estrategias 
de intervención”. 

1105 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 115 y ss.; López Negredo / Melis Pont / Herre-
ro Mejías, 2010, 56. 

1106 Vid. López Negredo / Melis Pont / Herrero Mejías, 2010, 56.
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Las políticas de prevención del suicidio también tienen como finalidad, aunque no 
abiertamente declarada, salvar las responsabilidades patrimoniales que puedan derivarse 
de las actuaciones de la Administración Pública1107. Este tipo de programas de prevención 
intentan evitar la responsabilidad en que podría incurrir Instituciones Penitenciarias por 
el fallecimiento de un sujeto sometido a su custodia. En la práctica, esta situación resulta 
muy infrecuente. No obstante, nada impide concebir una actuación de la administra-
ción penitenciaria de la que se derive una responsabilidad patrimonial. Una actuación 
pública de este tipo genera una indemnización cuando se produce un proceder anormal 
en términos de vigilancia y seguridad1108. De todos modos, una mera intervención no 
es suficiente como para activar esta responsabilidad patrimonial. La generación de una 
situación indemnizable se produce como consecuencia de una actuación en la que se 
permite que el recluso, que finalmente consigue suicidarse, disponga de mayores facili-
dades para alcanzar este fin1109.

El PPS se inicia en el mismo momento en que se produce el ingreso del individuo en 
prisión. Esto es así debido a que se considera que el riesgo de suicidio se manifiesta desde 
la entrada en el centro penitenciario. Por ello, estos primeros momentos son cruciales1110. 
De hecho, el análisis de estos datos determina el derrotero por el que va a discurrir el 
PPS. La información que se recaba inicialmente no sólo versa sobre la situación a fecha 
del ingreso sino que también resulta de gran interés toda aquella que haga referencia al 
pasado del recluso y las proyecciones futuras que, con base en la información presente y 
pasada, se puedan realizar. A pesar de que se descarte inicialmente el riesgo de suicidio, 
esto no implica, en modo alguno, que no se pueda iniciar el PPS si se aprecian circuns-
tancias sobrevenidas1111. De esta manera, toda vez que se aprecie un indicio susceptible 
de ser interpretado como riesgo de suicidio puede iniciarse el PPS. Distinto es el caso 
de que el ingreso penitenciario se realice a consecuencia de un traslado. Esta situación 

1107 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 115-116; Nistal Burón, 2009.
1108 La normativa aplicable en materia de responsabilidad patrimonial de las Administraciones 

Públicas es de carácter administrativo. Así las cosas, para conocer esta cuestión se ha de acudir a 
la LO 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, que en su Capítulo IV 
“De la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas” se encarga profusamente 
de esta cuestión. Asimismo también resulta conveniente acudir al texto de la LO 39/2015, de 1 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones, para conocer el 
itinerario legal a seguir en un caso de este tipo. 

1109 Vid. Nistal Burón, 2009, 3 y ss.
1110 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 116.
1111 Vid. I. 5/2014, 5; Daunis Rodríguez, 2016a, 116. 
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implica un especial cuidado por su afectación al riesgo de suicidio1112. Asimismo, y más 
allá del anterior supuesto, el PPS computa como especiales una serie de situaciones en 
las que el riesgo de suicidio aumenta1113: 

1. Periodos con menor presencia de profesionales. Esta situación resulta especialmente 
problemática cuando se producen periodos en los que, por cuestiones organizativas, no 
puedan llevarse a cabo las adecuadas evaluaciones profesionales (fines de semana o perio-
dos vacacionales). Esta situación eleva las posibilidades de no poder actuar correctamente 
ante un episodio de suicidio, ya que se disponen de menos recursos. Para intentar salvar 
este escollo se produce una evaluación preliminar del médico de guardia, así como se 
prevé la imposición de medidas cautelares. 

2. Limitaciones regimentales. Una limitación regimental es la respuesta a una solicitud 
de protección personal reforzada dentro de un establecimiento penitenciario. De acuerdo 
con esta institución, el recluso acepta un régimen de cumplimiento más limitado del que 
venía disfrutando a cambio de permanecer en un contexto que extreme su seguridad. El 
tiempo de duración no está prefijado, por lo que puede prolongarse todo el tiempo que 
sea necesario. Su regulación viene recogida en el artículo 75 RP1114. En el supuesto de 
que un recluso solicite el acogimiento a esta modalidad, este hecho debe ser puesto en 
conocimiento del médico y psicólogo penitenciarios para que evalúen si esta solicitud 
aumenta el riesgo de suicidio. De hecho, el director, antes de aplicar el artículo 75.2 RP, 

1112 Ibídem.
1113 Vid. I.5/2014, 5 y ss. En relación con los factores que aumentan el riesgo de suicidio en 

prisión, el PPS también sigue las directrices que maneja la OMS para el cribado de riesgo suicida 
en centros penitenciarios. Vid.
http://www.who.int/mental_health/prevention/suicide/resource_jails_prisons_update_spanish.
pdf?ua=1 (Último acceso: 09/2018).

1114  Artículo 75 RP.
1. Los detenidos, presos y penados no tendrán otras limitaciones regimentales que las exigidas por el 
aseguramiento de su persona y por la seguridad y el buen orden de los Establecimientos, así como las 
que aconseje su tratamiento o las que provengan de su grado de clasificación.
2. En su caso, a solicitud del interno o por propia iniciativa, el Director podrá acordar mediante re-
solución motivada, cuando fuere preciso para salvaguardar la vida o integridad física del recluso, la 
adopción de medidas que impliquen limitaciones regimentales, dando cuenta al Juez de Vigilancia.
3. Mediante acuerdo motivado, el Consejo de Dirección, en el caso de los detenidos y presos, o la Junta 
de Tratamiento, en el caso de penados, propondrán al Centro Directivo el traslado del recluso a otro 
Establecimiento de similares características para posibilitar el levantamiento de las limitaciones 
regimentales exigidas por el aseguramiento de su persona a que se refiere el apartado anterior.
4. Los acuerdos de traslado se comunicarán, en el caso de los detenidos y presos, a la Autoridad judicial 
de que dependan y, en el caso de los penados, al Juez de Vigilancia correspondiente.



David Castro Liñares

290

debe tener conocimiento de la situación médico-psicológica del interno así como de las 
inclusiones previas en el PPS. 

3. Situaciones de aislamiento. La aplicación de medidas aislamiento, por razón de su 
dureza regimental, sólo podrá llevarse a cabo si mediase un informe médico del estable-
cimiento penitenciario en el que se declara la no existencia de indicios de suicidio. 

4. Situaciones familiares o afectivas graves. La producción de conflictos familiares o 
afectivos graves pueden desestabilizar a los internos hasta el punto de que precisen me-
didas que mitiguen el riesgo de suicidio. Cuando se constaten la existencia de este tipo 
de eventos, el Subdirector de Tratamiento debe ser informado de su existencia. De este 
modo, se podrá analizar su incidencia en una eventual elevación del riesgo de suicidio.

5. Repercusión mediática del ingreso en prisión, del delito, de la condena o de cualquier 
otra vicisitud penitenciaria. La aparición en los medios de comunicación de circunstancias 
que estigmaticen al recluso, tanto en prisión como en su futura vida en libertad, pueden 
aumentar el riesgo de suicidio. 

6. Modificación de la situación de cumplimiento. Cuando un sujeto sea objeto de cual-
quier tipo de cambio procesal-penal o penitenciario que pueda ser interpretado como 
negativo se posará sobre él una especial vigilancia. Este tipo de situaciones generan vuelcos 
de negatividad sobre el recluso que pueden incidir en un mayor riesgo de suicidio. Para 
poder evitar esto, la labor del jurista y del educador se muestran especialmente impor-
tantes en tanto que apoyos a los que acudir en este proceso. 

7. Próxima excarcelación. Se valora la proximidad de la excarcelación como situación 
de riesgo. Esto incluye desde excarcelaciones temporales (permisos de salida) a parciales 
(régimen abierto). La perspectiva de reencuentro con un escenario que pudo haber sido 
hostil, o que puede haber cambiado drásticamente, implica una situación traumática 
que eleve el riesgo de suicidio. 

8. Enfermedad mental. La enfermedad mental es uno de los principales factores de 
riesgo de la conducta suicida, especialmente la esquizofrenia, el trastorno bipolar y los 
cuadros depresivos graves. Más allá de que una persona con un perfil de estas caracterís-
ticas posea un mayor riesgo de cometer actos suicidas, se ha volver a llamar la atención 
sobre la improcedencia de que se encuentre en un centro penitenciario convencional. 

9. Abuso crónico de sustancias. El consumo crónico aumenta el riesgo de suicidio. Si-
tuaciones como los intentos fallidos de deshabituación o el grado de adicción deben ser 
tenidas especialmente en cuenta a la hora de evaluar este factor de riesgo. 
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10. Tipología delictiva. La imputación o comisión de delitos de violencia de género, en 
el ámbito familiar, contra las personas o contra la libertad o indemnidad sexual aumentan 
el riesgo de suicidio penitenciario. 

11. Momentos de descenso de actividades. El descenso en las actividades que se llevan a 
cabo en prisión se interpreta como un factor que eleva el riesgo de cometer un suicidio 
penitenciario.

12. Intentos de suicidio previos y conductas autolesivas. La conducta autolítica previa no 
manipulativa y, en general, los antecedentes de intento de suicidio son claros factores de 
riesgo de la conducta suicida. 

Volviendo de nuevo al inicio del protocolo, éste exige que las actuaciones empiecen con 
sendas entrevistas personalizadas a cargo del médico y del psicólogo penitenciarios. En 
el caso de que la evaluación se realice a un interno de nuevo ingreso el psicólogo tendrá 
que utilizar el instrumento que se incluye en el anexo II de la Instrucción 5/2014. Este 
documento incluye: 1. El informe del psicólogo. 2. El informe médico. 3. Las medidas 
programadas: Seguimiento por los Servicios Médicos, Seguimiento por los Servicios de 
Tratamiento y Régimen de vida. 4. Las medidas especiales. Por su parte, el médico ha de 
utilizar el Modelo Sanitario-5, de obligado cumplimiento e incluido como anexo VI en 
la Instrucción 5/20141115. En el caso de que la evaluación se realice con posterioridad al 
ingreso en prisión, el psicólogo podrá sumar los instrumentos que estime oportunos a 
las evaluaciones diagnósticas. El médico, por su parte, queda constreñido a la utilización 
de la escala de Plutchik, a la que se alude posteriormente.

Una vez realizadas las evaluaciones anteriores, y habiendo consensuado los resultados 
obtenidos, ambos profesionales proponen razonadamente a los Subdirectores la proce-
dencia de incorporar al interno al PPS. A su vez, los Subdirectores realizan una tarea ho-
mogeneizadora semejante y presentan el resultado al Director del Centro Penitenciario. 
Finalmente, el Director emite la Orden de Dirección. De esta forma, se responsabiliza 
del cumplimiento del PPS a los diversos departamentos de Tratamiento, Sanidad y Se-
guridad, a través de sus Subdirectores.

En relación con las medidas que el PPS posee dentro de su haz competencial, pueden 
diferenciarse tres categorías: preventivas, provisionales urgentes y programadas1116.

1115 De acuerdo con un criterio de ubicación y coherencia estilística, el Modelo Sanitario-5 se 
incorpora como anexo al final de este apartado.

1116 Vid. I. 5/2014, 11 y ss.
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De carácter preventivo: 1. Tener listas y organizadas la disposición y atribuciones del 
Equipo Técnico para ponerse en funcionamiento si fuese precisa la activación del PPS. 
2. Ofrecer a los funcionarios la mayor cantidad de información disponible. De este 
modo, se intenta conseguir una respuesta ágil ante la aparición de indicios de riesgo de 
suicidio. 3. Incluir en los departamentos de ingresos, bien con carácter fijo o rotatorio, 
un recluso de apoyo1117. 4. Ubicar con carácter general a los reclusos de reciente ingreso 
en celda compartida, evitando así situaciones de soledad. En los momentos en los que 
no sea posible ofrecer un acompañante a cada interno, un recluso del grupo de apoyo 
colaborará en la formación de las parejas. 5. Entrevistar a los internos que ingresen desde 
situaciones de libertad por el psicólogo del Equipo Técnico de Ingresos. Esta entrevista 
tiene una finalidad clínica, al tiempo que detecta eventuales episodios y factores de riesgo 
de suicidio. 6. Evitar la ubicación de los internos afectos al PPS en Módulos de Respeto 
de alta exigencia o nivel 31118. 7. Notificar fehacientemente, y con suficiente antelación, 
los traslados de internos que tengan aplicado el protocolo de prevención de suicidios. Du-
rante el traslado de un recluso que tenga aplicado el PPS debe hacerse constar claramente 
tal condición en la portada de su expediente, en la historia clínica y en la documentación 
sanitaria de traslados.

1117 La figura del interno de apoyo está regulada en la Instrucción 5/2014. Su función reside en 
asistir a los internos que se incorporen al PPS o que se encuentren en situación de grave malestar 
emocional. Sus funciones se agrupan en tres categorías. 1. Acompañamiento a internos incluidos 
en el programa PPS. Esta labor puede articularse en varios niveles: compartir celda, acompaña-
miento en todas las actividades no colectivas, acompañamiento las 24 horas. 2. Presencia en espa-
cios y momentos especialmente sensibles. 3. Observación preventiva en módulos ordinarios. La 
iniciativa para formar parte de este grupo nace a petición del preso interesado en formar parte del 
grupo de internos de apoyo y su solicitud e inclusión es estudiada por la Junta de Tratamiento. 
Se requiere de una formación especial para el cargo que será impartida en el propio centro peni-
tenciario por profesionales habilitados y miembros de ONGs. La nómina de internos de apoyo 
que existen en una prisión oscila entre el 2% y el 3% de la población reclusa. La motivación que 
asiste a estos internos participantes es altruista y no remunerada. No obstante, pertenecer al grupo 
de internos de apoyo es un modo fehaciente de acreditar el progreso rehabilitador lo que puede 
redundar positivamente en decisiones posteriores.

1118 Los módulos de respeto de alta exigencia o nivel 3 están incluidos en la Instrucción 
18/2011 de 10 de noviembre como uno de los tres niveles de intervención previstos. Este nivel se 
estima como el referencial. El perfil del interno que ingresa en un módulo de respeto nivel 3 es un 
recluso primario o con antecedentes escasos, con buen nivel de adaptación social y que hubiese 
progresado desde los niveles 1 y 2. Los objetivos que se buscan con el ingreso de un interno en 
este módulo residen en fomentar su adhesión a programas de intervención específicos. De hecho, 
a cada interno se le exige la presencia en al menos dos actividades que se estimen como prioritarias 
para su tratamiento (vid. I. 18/2011, 12-13).
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Medidas provisionales urgentes: 1. Cualquier urgencia de carácter psiquiátrico se derivará 
al hospital de referencia. 2. Se debe asegurar la dispensa farmacológica si el tratamiento 
médico así lo prescribe. 3. Inmovilización terapéutica acompañada de observación. 4. 
Asignación urgente de acompañamiento a través de reclusos adscritos al programa de 
apoyo. 5. Retirada de material de riesgo. 6. Vigilancia reforzada por parte de los funcio-
narios. 7. Ubicación del interno en celda especial1119. 

Medidas Programadas: 1. Control por los Servicios Médicos: 1.1 Consulta médica 
programada. 1.2. Derivación médica a un especialista en psiquiatría. 1.3. Dispensa far-
macológica si el tratamiento médico lo estima oportuno. 1.4. Ingreso en enfermería para 
observación y tratamiento médico. 2. Intervención desde los Servicios de Tratamiento: 
2.1. Consulta psicológica programada. 2.2. Seguimiento directo por parte del educador. 
2.3. Valoración por parte del Trabajador Social. 2.4. Contacto y asesoramiento familiar. 3. 
Control por parte de las unidades de vigilancia: 3.1. Vigilancia nocturna. 3.2. Vigilancia 
especial. 3.3. Retirada de material de riesgo. 3.4. Ubicación en celda especial de observa-
ción. 3.5. Seguimiento de incidencias en las comunicaciones. 4. Régimen de vida. 4.1. 
Acompañamiento continúo (24 horas) por parte de un recluso adscrito al programa de 
apoyo. 4.2. Acompañamiento por interno de apoyo en horas de cierre y actividades no 
comunitarias. 4.3. Favorecimiento de las comunicaciones, telefónicas o presenciales, con 
la familia y medio social. 4.4. Potenciar la participación en actividades.

Asimismo, y como cláusula de cierre, se considera susceptible de imposición cualquier 
otra medida que el Equipo Técnico estime pertinente.

En relación con el tiempo de aplicación, la estancia mínima en el PPS es de dos sema-
nas. Respecto del tiempo máximo, éste no se encuentra explicitado, ya que se vincula 
con la desaparición de las circunstancias de riesgo. De otro modo, el programa perdería 
efectividad. Es decir, marcar unos límites máximos de naturaleza convencional puede 
no resultar acorde a las necesidades de los sujetos. De hecho, no sólo no se contempla 
la desclasificación objetiva del PPS, sino que se recomienda un abandono paulatino del 
programa que genere las mínimas distorsiones posibles. Durante el tiempo que dure su 
implementación, se emiten informes de carácter semanal en los que se comunica su evo-
lución, así como también se incluyen las medidas propuestas en relación con su manteni-
miento, aumento o disminución. En caso de que se abandone el programa de prevención 

1119 En este contexto el adjetivo especial se utiliza para denominar las celdas hospitalarias que 
se encuentran en los módulos de enfermería y que, en este tipo de supuestos, pueden alojar a 
reclusos insertos en el PPS.
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porque ha remitido el riesgo de suicidio, nada obsta a que se sigan manteniendo ciertas 
cautelas materializadas en forma de revisiones periódicas.

En relación con los instrumentos de valoración y gestión de riesgos integrados en el 
PPS resulta procedente destacar que la amplitud de la nómina de herramientas aplicables. 

Dentro del PPS se encuentra la escala de Plutchik, presente como anexo VIII en la Ins-
trucción 5/2014. Plutchik y Van Praag (1989) en un trabajo previo al de la construcción 
de esta escala de valoración de riesgo sugerían que desde una perspectiva etiológica evolu-
tiva, es posible considerar que existe un impulso agresivo que subyace al comportamiento 
humano y que se activa en presencia de ciertas condiciones ambientales1120. Así las cosas, 
y con estas premisas de fondo, Plutchik y su equipo realizaron un estudio que tenía por 
finalidad identificar factores que elevasen el riesgo de suicidio. Para ello tomaron una 
muestra hospitalaria compuesta por 82 pacientes externos, 157 pacientes internos y 83 
estudiantes universitarios. Este trabajo sentó las premisas que permitieron la construc-
ción de la escala de Plutchik1121. Esta herramienta es un instrumento autoaplicado que 
tiene como finalidad identificar patrones suicidas en un sujeto determinado. Es decir, el 
objetivo de la escala de Plutchik no reside en dar una evaluación de riesgo concreta sino 
en poder identificar elementos que puedan elevar el potencial riesgo de suicidio1122. Para 
ello, cuenta con 26 ítems que de manera dicotómica califican como existente o ausente 
la presencia de los factores de riesgo. Las respuestas positivas suman 1 punto mientras 
que las respuestas negativas aportan 0 puntos. El punto de corte para la versión original 
se encuentra en los 8 puntos. Una de las principales características de este instrumento 
reside en la rapidez de su aplicación, ya que en pocos minutos se puede conocer el resul-
tado. Este instrumento fue objeto de adaptación a la realidad española en 19981123. Esta 
versión ha mantenido el espíritu original, Por ello, su labor se considera más próxima a la 
de predictor de riesgo de suicidio que a la de un instrumento de valoración1124. En relación 
con su estructura, la variante española reduce el número de ítems que pasan de 26 a 15: 1. 
¿Toma de forma habitual algún medicamento, como aspirinas o pastillas para dormir? 2. 
¿Tiene dificultades para conciliar el sueño? 3. ¿A veces nota que podría perder el control 
sobre sí mismo/a? 4. ¿Tiene poco interés en relacionarse con la gente? 5. ¿Ve su futuro 
con más pesimismo que optimismo? 6. ¿Se ha sentido alguna vez inútil o inservible? 7. 

1120 Vid. Plutchik / Van Praag, 1989.
1121 Vid. Plutchik et al., 1989.
1122 Vid. Plutchik et al., 1989, 301.
1123 Vid. Rubio et al., 1998. 
1124 Vid. Rubio et al. 1998.
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¿Ve su futuro sin ninguna esperanza? 8. ¿Se ha sentido alguna vez fracasado/a, que sólo 
quería meterse en la cama y abandonarlo todo? 9. ¿Está deprimido/a ahora? 10. ¿Está 
Vd. separado/a, divorciado/a o viudo/a? 11. ¿Sabe si alguien de su familia ha intentado 
suicidarse alguna vez? 12. ¿Alguna vez se ha sentido tan enfadado/a que habría sido capaz 
de matar a alguien? 13. ¿Ha pensado alguna vez en suicidarse? 14. ¿Le ha comentado a 
alguien, en alguna ocasión, que quería suicidarse? 15. ¿Ha intentado alguna vez quitarse 
la vida? En relación con el método de evaluación no hay cambios. Las posibilidades de 
respuesta siguen siendo dicotómicas y su valor se mantiene: 1 punto las preguntas afir-
mativas y 0 puntos las preguntas negativas. En relación con el punto de corte, la versión 
española sí que se introduce variaciones, ya que lo sitúa en 6 puntos.

El PPS también incorpora la escala de desesperanza de Beck1125 como anexo IX en la Ins-
trucción 5/2014. La escala de desesperanza de Beck es una herramienta autoaplicada que 
valora la actitud del sujeto ante su bienestar presente y futuro. Asimismo, también toma 
en consideración la habilidad que posee para salvar dificultades vitales. Este instrumento 
de valoración no se aplica en su versión original sino que precisó de una adaptación a la 
realidad española1126. Esta herramienta consta de 20 preguntas que han de ser respondidas 
dicotómicamente: verdadero o falso: 1. Espero el futuro con entusiasmo y esperanza. 2. 
Debería dejarlo porque no puedo. 3. Cuando las cosas van mal, me ayuda saber que no 
hay nada que dure siempre. 4. No puedo imaginar que mi vida podría mantenerse igual 
dentro de 10 años. 5. Tengo suficiente tiempo para realizar las cosas que deseo hacer. 6. 
En lo que a mí respecta espero más éxitos en el futuro. 7. Mi futuro me parece oscuro. 
8. Espero obtener más cosas buenas en la vida que el promedio de la gente. 9. Ahora no 
tengo ninguna oportunidad y no hay razón para creer que la tenga en el futuro. 10. Mis 
experiencias pasadas me han preparado bien para el futuro. 11. Todo lo que veo delan-
te de mí es más desagradable que agradable. 12. No espero conseguir lo que realmente 
quiero. 13. Cuando miro adelante, al futuro, espero ser más feliz de lo que soy ahora. 
14. Las cosas no se solucionan de la forma que yo quiero. 15. Tengo gran fe en el futuro. 
16. Como nunca obtengo lo que deseo, es estúpido desear cualquier cosa. 17. Es muy 
improbable que pueda obtener cualquier satisfacción real en el futuro. 18. Mi futuro 
parece vago e incierto. 19. Puedo esperar más buenos tiempos que malos. 20. En realidad 
no tiene sentido tratar de conseguir cualquier cosa que desee, ya que probablemente no la 
voy a obtener. Estas 20 preguntas pueden ser agrupadas en tres categorías: I. Sentimientos 
acerca del futuro, correspondiente con las preguntas 1, 6, 13, 15 y 19. II. Pérdida de mo-
tivación, correspondiente con las preguntas 2, 3, 9, 11, 12, 16, 17 y 20. III. Expectativas 

1125 Vid. Beck et al., 1974a.
1126 Vid. Aguilar García-Iturrospe, et al., 1995. 
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de futuro, correspondiente con las preguntas 4, 7, 8, 14 y 18. La escala de desesperanza 
de Beck posee los siguientes criterios de evaluación: Serán computadas como respuestas 
elevadoras del riesgo de suicidio las siguientes preguntas respondidas como falsas: 1, 3, 
5, 6, 8, 10, 13, 15 y 19. Por su parte, las respuestas verdaderas a las preguntas: 2, 4, 7, 9, 
11, 12, 14, 16, 17, 18 y 20, también elevarán el riesgo de suicidio. Cada respuesta que 
aumenta el riesgo de suicidio recibe un punto. El valor respecto del cual se considera que 
existe un riesgo de suicidio elevado se establece en todo resultado superior a 9 puntos.

El PPS también cuenta con un instrumento para evaluar la intencionalidad suicida, 
la escala de intencionalidad suicida de Beck1127. Esta herramienta se integra como anexo 
X en la Instrucción 5/2014. Al igual que sucedía con los anteriores instrumentos de 
valoración, la escala de intencionalidad suicida de Beck tuvo que ser adaptada al con-
texto español1128. A diferencia de lo que acontecía con otras herramientas, su aplicación 
precisa de la colaboración de un profesional, ya que es un dispositivo heteroaplicado. La 
finalidad de este instrumento reside en evaluar las características de la tentativa suicida. 
Es decir, circunstancias en las que se produjo el intento, actitud hacia la vida y la muerte, 
sensaciones previas y posteriores al suceso y consumos de sustancias que pudieren alte-
rar la percepción del sujeto tanto antes como después de la tentativa de suicidio. Está 
compuesto por 20 ítems agrupados en tres categorías: circunstancias objetivas (ítems 1 a 
8); circunstancias subjetivas (ítems 9 a 15); otras cuestiones (ítems 16 a 20): 1. Deseo de 
vivir. 2. Deseo de morir. 3. Razones para vivir. 4. Deseo de realizar un intento de suicidio 
activo. 5. Deseo de realizar un intento de suicidio pasivo. 6. Duración. 7. Frecuencia. 
8. Actitud hacia los pensamientos/deseos de suicidio. 9. Control sobre la acción/deseo 
de suicidio. 10. Razones o motivos que detienen la tentativa suicida (familia, religión, 
irreversibilidad o fallar). 11. Razones para pensar/desear el intento suicida. 12. Método: 
especificidad/oportunidad de pensar en el intento suicida. 13. Método, disponibilidad/
oportunidad de pensar el intento. 14. Sensación de “capacidad” para llevar a cabo el 
intento. 15. Expectativa/anticipación de un intento real. 16. Preparación real. 17. Nota 
suicida. 18. Acciones finales para preparar la muerte (testamentos, arreglos, regalos). 19. 
Encubrimiento de la idea de realizar el intento suicida. 20. Intentos de suicidio anteriores. 
El proceso de evaluación se obtiene con el resultado de las primeras 15 respuestas. Los 
últimos 5 ítems no puntúan a efectos de valoración del riesgo. Este instrumento no posee 
puntos de corte, lo que significa que el riesgo de suicidio será directamente proporcional 
a la puntuación obtenida. 

1127 Vid. Beck et al., 1974b.
1128 Vid. Bobes García, et al, 2002. 
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El PPS también se puede complementar a través del instrumento de detección de situa-
ciones de crisis. Este instrumento se encontraba expresamente mencionado como anexo 
en la Instrucción 14/2005, derogada por la vigente Instrucción 5/20141129. Esta herra-
mienta es utilizada por el psicólogo penitenciario para evaluar la presencia de elementos 
que denoten una elevación del riesgo de suicidio. Este instrumento se compone de una 
tabla con 11 variables: 1. Ingreso reciente. Se considera ingreso reciente toda llegada al 
centro penitenciario que no sobrepase los 7 días. 2. Tipología delictiva. La condena en 
firme por delitos de homicidio, asesinato, libertad sexual o violencia doméstica se estima 
como un factor elevador del riesgo de suicidio. 3. Sintomatología depresiva mostrada a 
través de disforia, agitación, ideas suicidas inespecíficas, sentimientos de culpa, alteración 
del apetito o del sueño. 4. Intentos previos de suicidio. Siempre y cuando estos se reali-
zasen en los últimos tres meses. 5. Problemática tóxico-alcohólica presente; 6. Pérdidas 
familiares recientes. 7. Diagnóstico reciente, en los últimos tres meses, de una enferme-
dad grave o en estado avanzado. 8. Ausencia o pérdida de apoyo exterior. 9. Variables de 
personalidad: impulsividad, vulnerabilidad, indefensión, recursos personales deficitarios. 
10. Trastorno mental actual. 11. Tendencias suicidas o planes de suicidio en la actualidad. 
En relación con la valoración de esta tabla, las variables de riesgo poseen puntuaciones 
diferentes. Para casi todas las variables (1, 2, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10) el resultado oscila entre 
0-3 puntos, mientras que para las variables 3 y 11 oscila entre 0-5 puntos. Existe un 
punto de corte, en un resultado igual o superior a 9 puntos. A partir de este punto se 
estima apropiado activar la adopción de medidas preventivas preliminares. Este método 
de evaluación posee una excepción. Si se obtiene una valoración máxima (5) en una de 
las variables 3 o 11 no hace falta que concurra ninguna otra variable para que se activen 
medidas preventivas preliminares. Esta situación se estima que eleva per se el umbral de 
riesgo más allá de lo tolerable.

Así las cosas, se considera importante puntualizar que el PPS ofrece estos dispositivos 
a título de ejemplo. De hecho, la propia Instrucción 5/2014 especifica que serán válidos 
tanto los instrumentos propuestos en los anexos como los elegidos ad hoc por el profe-
sional evaluador1130. De esta manera, la SGIP plantea la posibilidad de que se use cual-
quier tipo de herramienta de valoración y gestión de riesgo que los profesionales estimen 
procedente. Por ello, no parece descabellado pensar que desde el momento en que los 
poderes públicos dejan en manos de los operadores penitenciarios la elección del método 
de evaluación, se está optando por una posición finalista. Es decir, se valora, por encima 

1129 El modelo original, tal y como aparece en la I. 15/2005, se incorpora como anexo en el 
final del apartado. 

1130 Vid. I. 5/2014, 9-10.
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de todo, la capacidad de prevención del riesgo del suicidio, sea cual fuere el modo por el 
que se llega a ese resultado. Esto implica minimizar la importancia del método hasta el 
punto de otorgarle una condición de cuasifungibilidad. De todos modos, y aunque la 
SGIP no se decante taxativamente por un instrumento u otro, esto no debe ser interpre-
tado como una falta de interés por los resultados y trabajos de los dispositivos enunciados 
como ejemplo. De hecho, su incorporación en la Instrucción 5/2014 se puede interpretar 
como un modo implícito de otorgarle importancia. No en vano, son estos instrumentos, 
y no otros, los que la SGIP presenta a sus profesionales como ejemplo1131. De este modo, 
su mera elección implica una preponderancia respecto a otras herramientas similares. Por 
todo ello, y aunque no exista una razón que explícitamente justifique su importancia en 
el PPS, esto no supone que de la Instrucción 5/2014 no se pueda colegir un catálogo de 
instrumentos a los que se le otorga primacía. 

Todas estas descripciones, comentarios y reflexiones acerca de la utilización de instru-
mentos de valoración y gestión de riesgo en materia de prevención del suicidio peniten-
ciario pueden ser reconducidos a un lugar común. Un espacio de comprensión en el que 
se asuma su razón de ser como inexorablemente vinculada al modelo gerencial-actuarial 
de penalidad. En este contexto, y aun a riesgo de lo obvia que pueda parecer la siguiente 
afirmación, la finalidad de estas políticas de prevención sigue siendo la minimización de 
los casos de reclusos que deciden acabar con su vida. De todos modos, esta afirmación 
merece ser matizada ya que “una aproximación gerencial a la prevención del riesgo de 
suicidio acepta un cierto nivel de suicidio” (Cliquennois / Champetier, 2013, 400). Estos 
autores consideran que la asunción del prisma gerencial actuarial en sede penitenciaria 
en general, y en materia de suicidios en particular, implica aceptar una serie de conse-
cuencias inherentes a su modo de concebir el modelo de penalidad. Esto supone admitir 
como estructural un cierto número de suicidios carcelarios. De hecho, si bien es cierto 
que entre los objetivos primarios de la política gerencial actuarial de prevención de 
suicidios se encuentra la reducción de este tipo de sucesos, no es menos cierto que este 
descenso no se concibe como absoluto. Esta política posee un límite que impide reducir 
a cero la producción de suicidios en prisión. Esta frontera viene determinada por la es-
tructura de costes inherente a todo tipo de políticas públicas. En el momento en que el 
coste marginal de seguir disminuyendo estas conductas resulte demasiado elevado, y por 
ende insostenible, esta política no podrá asumir una mayor reducción de los suicidios. 
El modelo gerencial actuarial marca un límite que no se puede traspasar porque resulta 

1131 Así las cosas, la importancia de estos instrumentos ya se podía apreciar en la derogada 
I.14/2005 habida cuenta de que incorporaba estos instrumentos de valoración y gestión de ries-
gos como elementos del PPS.
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ineficiente1132. Así pues, la política penitenciaria contra los suicidios no puede, ni debe, 
morir de éxito. Dicho de otro modo, esta política nunca llegará a conseguir una tasa de 
suicidios penitenciarios cero. 

En línea con la perspectiva gerencial actuarial de la penalidad, pero discurriendo por un 
ámbito paralelo, se encuentra la visión disciplinaria que subyace a la política penitenciaria 
de prevención del suicidio. De esta manera, desde un prisma esencialmente biopolítico, 
también se puede realizar un análisis que verse sobre el sentido de estas medidas. Desde 
esta perspectiva, la finalidad que motiva al Estado a detener la producción de conductas 
autolíticas ya no sería la propuesta en el artículo 3.4 de la LOGP1133. La verdadera finali-
dad que guía la acción estatal es de carácter disciplinario. Esto es así en la medida en que 
estas actuaciones se insertan en un contexto que considera que la autodeterminación 
personal que motiva a los sujetos a disponer de su propia vida choca frontalmente con 
la aplicación del Ius puniendi. Estar vivo es una condición sine qua non para la aplica-
ción de sanciones por parte del Estado: el castigo penal solo tiene sentido si se aplica 
sobre cuerpos vivos1134, por lo que el Estado necesita, indefectiblemente, que los sujetos 
sobre los que hace recaer el castigo penal no estén muertos. De otro modo, su potestad 
sancionadora se vacía de contenido porque deviene inaplicable. Una problemática muy 
similar a la recién planteada tuvo lugar en el Estado español a finales de la década de los 
años 80. El motivo de esta controversia lo propició las huelgas de hambre que realiza-
ron los miembros de los GRAPO1135. Desde un punto de vista jurídico, esta situación 
no alcanzó trascendencia hasta el principio de la década de los 90. Esto es así debido a 
que hasta ese momento, estas cuestiones no fueron atendidas por los tribunales. Así las 
cosas, y a resultas de las sentencias dimanadas de estos procesos judiciales, se habilitaba 
al Estado para que pudiese alimentar forzosamente a los reclusos que se encontrasen en 

1132 Vid. Cliquennois / Champetier, 2013, 400 y ss. 
1133 Artículo 3 LOGP.

La actividad penitenciaria se ejercerá respetando, en todo caso, la personalidad humana de los re-
cluidos y los derechos e intereses jurídicos de los mismos no afectados por la condena, sin establecerse 
diferencia alguna por razón de raza, opiniones políticas, creencias religiosas, condición social o cua-
lesquiera otras circunstancias de análoga naturaleza.
En consecuencia:
4. La Administración penitenciaria velará por la vida, integridad y salud de los internos.

1134 Vid. Cliquennois / Chantraine, 2009, 59 y ss.; Cliquennois / Champetier, 
2013, 411. 

1135 Vid. Parra Iñesta, 2016.
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huelga de hambre. Más allá del interés doctrinal que suscitó esta cuestión1136, estos hechos 
también resultan especialmente interesantes por los pronunciamientos que el Tribunal 
Constitucional realizó en la materia1137. Sentado lo anterior, y tomando la alimentación 
forzada a miembros de los GRAPO en huelga de hambre como referencia, se evidencia 
que la confrontación biopolítica que disputa la construcción de espacios públicos den-
tro de los contornos más puramente físicos y privados de los cuerpos no es exclusiva del 
modelo gerencial-actuarial. Y ello porque la voluntad de autodeterminación personal 
cuestiona directa y frontalmente el poder estatal hasta el punto de desplazar la influencia 
del modelo de penalidad a una posición secundaria. En este contexto, las autolesiones, 
los intentos de suicidio y hasta la propia muerte se pueden interpretar como un recurso 
extremo de los reclusos por reapropiarse del control sobre su propia existencia1138. Esta 
perspectiva plantea la existencia de un conflicto que se materializa en las personas presas. 
Es decir, el cuerpo de los penados se erige como un espacio público sometido a políticas 
de represión. Asimismo, también adquiere el carácter de lugar desde el que cuestionar 
el monopolio legítimo del ejercicio del Ius puniendi que ejerce el Estado1139. De esta ma-
nera, se desafía el devenir punitivo estatal no sólo desde un plano general sino también 
en su aplicación a sus destinatarios directos1140. Es por ello que las conductas autolesi-
vas y suicidas no deben ser interpretadas como una cuestión únicamente privada, sino 
que también han de analizarse como acciones públicas. Es decir, deben ser consideradas 
como reivindicaciones cuyo fundamento primero, y último, reside en luchar contra las 
consecuencias más autoritarias y tozudamente soberanistas que en materia de represión 
y castigo continúan desarrollando las instituciones estatales.

1136 Vid. por todos Agra Romero, 1990; Atienza Rodríguez, 1990; Gimbernat Or-
deig, 1990; Juanatey Dorado, 2004, 85 y ss.

1137 Vid. SSTC 11/1990, de 17 de enero; 120/1990, de 27 de junio y 137/1990, de 19 de junio. 
1138 Vid. Cliquennois, 2010, 1032; Fassin / Memmi, 2004, 10.
1139 Ibídem.
1140 Vid. Cliquennois / Chantraine, 2009, 71.
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3.5. El SVR-20 como instrumento gerencial-actuarial 
en el ámbito de la delincuencia sexual

La delincuencia sexual conforma una de las categorías delictivas de mayor preocupa-
ción político-criminal1141. De hecho, tal como sostiene Andrés Pueyo (2013, 1), “los 
delitos contra la libertad sexual, los abusos y las agresiones sexuales, tanto en los entornos 
familiares como en la comunidad, producen un especial rechazo social y se han convertido, 
en cierto modo, en el paradigma de la delincuencia violenta”. De este modo, este autor 
admite, no sin mostrar alguna reserva, que la violencia sexual ha adquirido el carácter 
de categoría referencial sobre la que hacer pivotar el estudio de la delincuencia violen-
ta1142. No obstante, y más allá de su notable importancia, considerar que los delitos 
contra la libertad e indemnidad sexual son en la actualidad la figura referencial dentro 
de la delincuencia violenta puede resultar excesivo.

Dicho lo anterior, y más allá de actualidad de este tema, esta tendencia no se debe 
concebir como un producto de la contemporaneidad. La inquietud que nace alrededor 
de la delincuencia sexual emerge con fuerza, al menos en Estados Unidos, en la década 
de los años 701143. El devenir histórico acaecido desde ese momento hasta la actualidad 
permite observar que la atención prestada a estos hechos delictivos ha experimentado 
un aumento constante, social y mediáticamente1144. Como ejemplo, se puede destacar 
como en Estados Unidos el uso en los medios de comunicación de la expresión sexual 
predator pasó de 107 veces en 1991 a 5006 en 2003. Asimismo, si se analiza el uso de la 
expresión delincuente sexual se encuentran cifras similares: de 537 menciones en 1991 
a 15558 en 20031145. Este aumento cuasiexponencial de las referencias periodísticas a las 

1141 Vid. entre otros Andrés Pueyo, 2013, 1; Burdon / Gallagher, 2002, 87-88; Díez 
Ripollés, 2004, 8-9; Horowitz, 2007, 144 y ss.; Lytle, 2016, 1 y ss.; Marteache Soláns 
/ Martínez García / Pérez Ramírez, 2010; Nguyen et al., 2014, 1; Roig Torres, 2017, 
391 y ss.; En relación con la delincuencia sexual con víctimas menores, vid. por todos Ramos 
Vázquez, 2016.

1142 En una línea similar, pero poniendo el foco en la delincuencia sexual a menores, Kipnis 
(1996, 5) se muestra especialmente enfática en la importancia que se le debe prestar a este tipo de 
ilícitos en tanto que paradigma de criminalidad violenta: “La pedofilia es el nuevo imperio del mal 
en la imaginación cotidiana: ahora que el comunismo ha sido debilitado, parece ocupar un similar 
estatus metafísico como el mal de todos los males”.

1143 Vid. por todos González Collantes, 2014, 7 y ss., 24 y ss.; Horowitz, 2008, 144 y ss. 
1144 Vid. Horowitz, 2008, 144 y ss.; Jenkins, 1998, 2; Ramos Vázquez, 2012, 196 y ss. 
1145 Vid. Horowitz, 2008, 146.
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nociones de depredador y delincuente sexual se debe aparejar al estudio estadístico que 
en materia de criminalidad informa de que en 1991 existía una ratio de 42,3 agresiones 
sexuales por cada 1000 niños mientras que en 2003 esta misma tasa se había colocado 
en un 31,71146. Así las cosas, este ejercicio comparativo no debe finalizar en los datos 
delictivos, sino que debe ampliarse hasta su esfera penitenciaria. En el año 1999, el 
número de personas cumpliendo condena por un delito sexual en una prisión federal 
en Estados Unidos era de 110.000 reclusos, mientras que, casi una década después, 
en 2010, esa cifra ascendía a 160.8001147. En suma, se puede observar que el aumento 
de la presencia mediática en relación con los delincuentes sexuales tiene su traslación 
en un aumento de los presos por delitos sexuales. Pero, y aquí es donde radica la im-
portancia de esta exposición de datos, ambas situaciones (aumento de la presencia 
mediática y de la población penitenciaria condenada por delitos sexuales) se han de 
contrastar con un descenso de los delitos sexuales que llegan a ser conocidos por la 
policía, por lo que la delincuencia sexual resulta un buen banco de pruebas sobre el 
que analizar los efectos y consecuencias de los excesos en los que, a veces, incurre el 
modelo de penalidad actual.

Todas estas argumentaciones sostenidas con base en datos estadísticos adolecen del 
mismo problema común, la imposibilidad de reflejar todos los casos existentes. Las 
cifras oficiales contemplan solamente los supuestos que llegan a ser conocidos por los 
poderes públicos. Sin embargo, son incapaces de saber lo que comúnmente se deno-
mina como cifra negra, esto es, todos aquellos hechos que han sucedido pero que no 
llegan a ser registrados oficialmente. Este valor, en el caso español, y para los delitos 
sexuales, se estima en cinco veces superior al número de denuncias1148. 

Toda esta tensión social vinculada a la delincuencia sexual no resulta ajena a los 
poderes públicos1149. De hecho, éstos se ven compelidos a tomar decisiones en aras 
de satisfacer las demandas sociales planteadas1150. Estas peticiones, en multitud de 
ocasiones, se canalizan a través de los medios de comunicación. De esta forma, los 

1146 Vid. Horowitz, 2008, 147.
1147 Vid. González Collantes, 2014, 8.
1148 Vid. Castro / López Castedo / Sueiro, 2009, 44. Asimismo otros autores sitúan esta 

cifra en el doble de las denuncias conocidas (vid. Redondo Illescas / Pérez / Martínez, 
2007, 187).

1149 Vid. Cuerda Riezu, 2002, 205; Salat Paisal, 2015, 44 y ss.; Varona Gómez, 2011, 
9 y ss.

1150 Vid. Jiménez Antolín et al., 2015; Salat Paisal, 2015, 41 y ss.; Soto Navarro, 
2005; Varona Gómez, 2012.
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mass media se autoerigen como portavoces legítimos de las exigencias sociales. No 
obstante, su labor no se reduce a trasladar las opiniones sociales, sino que se valen de 
su capacidad de influencia, manifiesta y notoria, para excederse del mero contenido 
informativo1151. De hecho, tal como sostiene Garland (2005, 263), “el conocimiento y 
la opinión del público acerca de la justicia penal se basan en representaciones colectivas 
más que en información precisa; en una experiencia del delito culturalmente construida 
más que en el delito en sí mismo”. 

3.5.1. Respuestas político-criminales de naturaleza no peniten-
ciaria frente al fenómeno de la delincuencia sexual

El contexto al que se acaba de hacer alusión permite observar las complejas relaciones 
que existen entre: delincuencia sexual, medios de comunicación, sociedad y política 
criminal. Esta situación desde un punto de vista jurídico se ha materializado en una 
amplia nómina de medidas que el legislador contempla para atajar la delincuencia 
sexual al tiempo que se intenta reducir su consideración de grave amenaza social. Así 
las cosas, los fundamentos, diversidad y naturaleza de estos instrumentos e institu-
ciones ponen de manifiesto que el modelo de penalidad actual, en este ámbito, ya no 
se satisface con recurrir a la privación de libertad como herramienta punitiva única.

Por todo ello, y en primer lugar, este análisis debe detenerse en la libertad vigilada1152. 
La libertad vigilada es una medida de seguridad no privativa de libertad aplicable a su-
jetos inimputables, semi-imputables e imputables que consiste en la imposición de un 
catálogo de condiciones cuyo cumplimiento es llevado a cabo bajo control judicial1153 

1151 Vid. entre otros Antón Mellón / Álvarez Jiménez / Pérez Rothstein, 2015; 
Baucells i Lladós / Peres Neto, 2011; Castaño Tierno, 2014; Fuentes Osorio, 2005; 
García Arán / Peres Neto, 2009; Rodríguez Ramos, 2004; Salat Paisal, 2015, 35 y 
ss.; Scheerer, 2012.

1152 Vid. entre otros García Rivas, 2011; Jiménez Martínez, 2012; Manzanares Sa-
maniego, 2010; Martínez Garay, 2015; Salat Paisal, 2012; 2015, 302 y ss.; Vázquez 
González, 2011.

1153 Vid. Salat Paisal, 2012, 23; 2015, 327-328; Vázquez González, 2011, 191 y ss. 
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(art. 96.3.3 CP)1154. Su duración por término general es de 5 años (art. 105.1.a CP)1155, 
aunque puede llegar a los 10 años en situaciones excepcionales1156 (art. 105.2.1.a CP). 
Su imposición compete al juez sentenciador y el control de su ejecución al JVP1157. Esta 
medida se introduce con la aprobación de la LO 5/2010 de 22 de junio, de reforma del 
Código Penal1158. La libertad vigilada puede aplicarse a un catálogo tasado de delitos. 

1154 Artículo 96 CP.
3. Son medidas no privativas de libertad:
3.ª) La libertad vigilada

1155 Artículo 105 CP
En los casos previstos en los artículos 101 a 104, cuando imponga la medida privativa de libertad o 
durante la ejecución de la misma, el Juez o Tribunal podrá imponer razonadamente una o varias 
medidas que se enumeran a continuación. Deberá asimismo imponer alguna o algunas de dichas 
medidas en los demás casos expresamente previstos en este Código.
1. Por un tiempo no superior a cinco años:

a) Libertad vigilada.
b) Custodia familiar. El sometido a esta medida quedará sujeto al cuidado y vigilancia del fa-

miliar que se designe y que acepte la custodia, quien la ejercerá en relación con el Juez de Vigilancia 
y sin menoscabo de las actividades escolares o laborales del custodiado.

2. Por un tiempo de hasta diez años:
a) Libertad vigilada, cuando expresamente lo disponga este Código.
b) La privación del derecho a la tenencia y porte de armas.
c) La privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores.

Para decretar la obligación de observar alguna o algunas de las medidas previstas en este artículo, así 
como para concretar dicha obligación cuando por ley viene obligado a imponerlas, el Juez o Tribunal 
sentenciador deberá valorar los informes emitidos por los facultativos y profesionales encargados de 
asistir al sometido a la medida de seguridad.
El Juez de Vigilancia Penitenciaria o los servicios de la Administración correspondiente informarán 
al Juez o Tribunal sentenciador.
En los casos previstos en este artículo, el Juez o Tribunal sentenciador dispondrá que los servicios de 
asistencia social competentes presten la ayuda o atención que precise y legalmente le corresponda al 
sometido a medidas de seguridad no privativas de libertad.

1156 Vid. Salat Paisal, 2015, 328.
1157 Vid. Jiménez Martínez, 2012, 31.
1158 Vid. Borja Jiménez, 2015, 172 y ss.; Martínez Garay, 2015, 261 y ss.; Salat Paisal, 

2015, 325 y ss.
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No obstante, esta discrecionalidad se encuentra limitada por una serie de casos de pres-
cripción obligatoria (artículo 106.2 CP)1159. Los supuestos imperativos son aquellos en 
los que las condenas privativas de libertad recaen por delitos de terrorismo, Capítulo VII 
del Título XXII del Libro II del Código Penal y contra la libertad e indemnidad sexual, 
Título VIII del Libro II del Código Penal. Asimismo, será de imposición potestativa, 
para los casos de homicidio y sus formas, Título I del Libro II del Código Penal, y para 
los delitos de violencia doméstica y de género (artículo 156 ter CP)1160.

1159 Artículo 106 CP. 
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 105, el Juez o Tribunal deberá imponer en la sentencia 
la medida de libertad vigilada para su cumplimiento posterior a la pena privativa de libertad 
impuesta siempre que así lo disponga de manera expresa este Código.
En estos casos, al menos dos meses antes de la extinción de la pena privativa de libertad, de modo 
que la medida de libertad vigilada pueda iniciarse en ese mismo momento, el Juez de Vigilancia 
Penitenciaria, por el procedimiento previsto en el artículo 98, elevará la oportuna propuesta al Juez o 
Tribunal sentenciador, que, con arreglo a dicho procedimiento, concretará, sin perjuicio de lo estable-
cido en el artículo 97, el contenido de la medida fijando las obligaciones o prohibiciones enumeradas 
en el apartado 1 de este artículo que habrá de observar el condenado.
Si éste lo hubiera sido a varias penas privativas de libertad que deba cumplir sucesivamente, lo 
dispuesto en el párrafo anterior se entenderá referido al momento en que concluya el cumplimiento 
de todas ellas.
Asimismo, el penado a quien se hubiere impuesto por diversos delitos otras tantas medidas de liber-
tad vigilada que, dado el contenido de las obligaciones o prohibiciones establecidas, no pudieran ser 
ejecutadas simultáneamente, las cumplirá de manera sucesiva, sin perjuicio de que el Juez o Tribunal 
pueda ejercer las facultades que le atribuye el apartado siguiente.

1160 Artículo 156 ter CP
No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, el consentimiento válida, libre, consciente y expresa-
mente emitido exime de responsabilidad penal en los supuestos de trasplante de órganos efectuado con 
arreglo a lo dispuesto en la ley, esterilizaciones y cirugía transexual realizadas por facultativo, salvo 
que el consentimiento se haya obtenido viciadamente, o mediante precio o recompensa, o el otorgante 
sea menor de edad o carezca absolutamente de aptitud para prestarlo, en cuyo caso no será válido el 
prestado por éstos ni por sus representantes legales.
No será punible la esterilización acordada por órgano judicial en el caso de personas que de forma 
permanente no puedan prestar en modo alguno el consentimiento al que se refiere el párrafo ante-
rior, siempre que se trate de supuestos excepcionales en los que se produzca grave conflicto de bienes 
jurídicos protegidos, a fin de salvaguardar el mayor interés del afectado, todo ello con arreglo a lo 
establecido en la legislación civil.
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Las condiciones de la libertad vigilada (art. 106.1 CP)1161 se agrupan en 5 categorías 
diferentes1162: 1. De control espacial. 2. De control específico encaminadas a incidir en los 
factores de riesgo de reincidencia. 3. De protección a la víctima o potenciales víctimas. 
4. De neutralización de riesgos para potenciales víctimas. 5. De naturaleza correctiva.

La libertad vigilada encuentra su primera limitación en la colisión de sus objetivos con 
la de la finalidad de las penas1163. La evitación de delitos que plantea esta institución parece 
asirse a la satisfacción de una finalidad preventivo-especial de naturaleza reeducadora1164. 
No obstante, este intento no sólo resulta difícil de cumplir en atención a su contenido y 
desarrollo, sino que hace que la libertad vigilada parezca deslizarse hacia posiciones que 
toman la inocuización como principal criterio operativo1165. Otro problema de esta me-
dida de seguridad se muestra en relación con su obligatoriedad en determinados casos. 
En estos supuestos, la libertad vigilada no atiende a principios de peligrosidad para su 

1161 Artículo 106.1 CP.
La libertad vigilada consistirá en el sometimiento del condenado a control judicial a través del 
cumplimiento por su parte de alguna o algunas de las siguientes medidas:

a) La obligación de estar siempre localizable mediante aparatos electrónicos que permitan su 
seguimiento permanente.

b) La obligación de presentarse periódicamente en el lugar que el Juez o Tribunal establezca.
c) La de comunicar inmediatamente, en el plazo máximo y por el medio que el Juez o Tribunal 

señale a tal efecto, cada cambio del lugar de residencia o del lugar o puesto de trabajo.
d) La prohibición de ausentarse del lugar donde resida o de un determinado territorio sin auto-

rización del Juez o Tribunal.
e) La prohibición de aproximarse a la víctima, o a aquellos de sus familiares u otras personas que 

determine el Juez o Tribunal.
f) La prohibición de comunicarse con la víctima, o con aquellos de sus familiares u otras personas 

que determine el Juez o Tribunal.
g) La prohibición de acudir a determinados territorios, lugares o establecimientos.
h) La prohibición de residir en determinados lugares.
i) La prohibición de desempeñar determinadas actividades que puedan ofrecerle o facilitarle la 

ocasión para cometer hechos delictivos de similar naturaleza.
j) La obligación de participar en programas formativos, laborales, culturales, de educación sexual 

u otros similares.
k) La obligación de seguir tratamiento médico externo, o de someterse a un control médico periódico.
1162 Vid. Salat Paisal, 2012, 23 y ss.; 2015, 337 y ss. 
1163 Vid. García Rivas, 2011, 8 y ss.; Martínez Garay, 2015, 276 y ss.; Rodríguez 

Horcajo, 2014; Salat Paisal, 2012, 22 y ss.
1164 Vid. Salat Paisal, 2012, 22
1165 Vid González Collantes, 2014, 8; Jiménez Martínez, 2011, 18 y ss.; Romeo 

Casabona, 2018, 167; Salat Paisal, 2012, 22-23. En relación con la inocuización de los de-
lincuentes sexuales, vid. Silva Sánchez, 2001, 699 y ss.
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aplicación1166. Su único criterio de actuación reside en la constatación de que el conde-
nado cometió un delito de los que activan la aplicación automática. De esta manera, el 
perfil particular del condenado carece de interés. 

La determinación de la libertad vigilada se impone en la sentencia y su ejecución se 
suspende hasta el cumplimiento de la pena principal1167. De todos modos, con anterio-
ridad a su puesta en marcha, existe una ventana de oportunidad que puede atemperar, o 
incluso suspender, su aplicación. Esta posibilidad cabe en aplicación del art. 106.2 CP1168. 
De este modo, el legislador permite que la ejecución de la libertad vigilada se module e, 
incluso, se suspenda si existe un pronóstico de reinserción favorable que pudiera verse 
frustrado por el desarrollo de la libertad vigilada1169. 

El hecho de que la configuración actual de la libertad vigilada tenga un posicionamiento 
tan contundente en relación con los ilícitos sexuales merece una consideración particular. 
Esta situación pone de manifiesto la existencia de un tratamiento político-criminal diferen-
ciado para este tipo de delincuentes. Así las cosas, la obligatoria imposición de la libertad 
vigilada no sólo marca una diferencia punitiva evidente, sino que además evidencia una 
mayor preocupación por la comisión de estos actos. De todos modos, esta situación no 
sólo puede ser leída en términos de pena. La imposición a los delincuentes sexuales de este 
tipo de medidas configura una imagen de excepcionalidad alrededor de ellos. De hecho, 

1166 Vid. Jiménez Martínez, 2011, 43 y ss.; Vázquez González, 2011, 201-202.
1167 Vid. Salat Paisal, 2015, 348.
1168 Artículo 106 CP.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 105, el Juez o Tribunal deberá imponer en la sentencia 
la medida de libertad vigilada para su cumplimiento posterior a la pena privativa de libertad 
impuesta siempre que así lo disponga de manera expresa este Código.
En estos casos, al menos dos meses antes de la extinción de la pena privativa de libertad, de modo 
que la medida de libertad vigilada pueda iniciarse en ese mismo momento, el Juez de Vigilancia 
Penitenciaria, por el procedimiento previsto en el artículo 98, elevará la oportuna propuesta al Juez o 
Tribunal sentenciador, que, con arreglo a dicho procedimiento, concretará, sin perjuicio de lo estable-
cido en el artículo 97, el contenido de la medida fijando las obligaciones o prohibiciones enumeradas 
en el apartado 1 de este artículo que habrá de observar el condenado.
Si éste lo hubiera sido a varias penas privativas de libertad que deba cumplir sucesivamente, lo 
dispuesto en el párrafo anterior se entenderá referido al momento en que concluya el cumplimiento 
de todas ellas.
Asimismo, el penado a quien se hubiere impuesto por diversos delitos otras tantas medidas de liber-
tad vigilada que, dado el contenido de las obligaciones o prohibiciones establecidas, no pudieran ser 
ejecutadas simultáneamente, las cumplirá de manera sucesiva, sin perjuicio de que el Juez o Tribunal 
pueda ejercer las facultades que le atribuye el apartado siguiente.

1169 Vid. Martínez Garay, 2015, 288 y ss.; Salat Paisal, 2015, 348 y ss.
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conecta fuertemente con los procesos de construcción de alteridades1170. Es decir, a través 
de la constatación de estos antagonismos de carácter absolutos se establecen una serie de 
diferencias que permiten identificar, por un lado, a los delincuentes sexuales y, por otro, 
al resto de la sociedad. Por ello, se puede observar como los procesos de construcción 
de alteridades exacerban las características diferenciales del conjunto o conjuntos que se 
consideran como ajenos1171. Asimismo, también se produce un movimiento de refuerzo 
en los elementos que aglutinan al grupo conformado por el resto de la sociedad, de tal 
modo que en última instancia se refuerza el espíritu identitario propio. Por todo ello, y 
a la luz de lo expuesto, los delincuentes sexuales se convierten en una suerte de otros. Un 
otro categorizado como un “monstruo más allá de la compresión, presocializado, diabó-
lico y elusivo” (Margulies, 2011, 752) y que se encuentra en total contraposición a un 
nosotros conformado por el resto de la sociedad y en quien residen los valores dignos de 
ser reproducidos1172.

En segundo lugar, la libertad vigilada no es la única consecuencia en materia sanciona-
dora que puede ser imponible a los delincuentes sexuales fuera del ámbito estrictamente 
penitenciario. La trasposición de la Directiva 2011/93/UE de 13 de diciembre relativa 
a la lucha contra los abusos sexuales y la explotación sexual de los menores y la porno-
grafía infantil y por la que se sustituye la Decisión marco 2004/68/JAI del Consejo y 
la incorporación del Convenio del Consejo de Europa para la protección de los niños 
contra la explotación y el abuso sexual firmado en Lanzarote el 25 de octubre de 2007 
(Convenio de Lanzarote), permitió al legislador español introducir una serie de medidas 
de especial aplicación a las personas condenadas por delitos sexuales a menores: inhabi-
litación específica para el ejercicio de actividades o profesiones que impliquen contacto 
con menores, notificación al empleador de los antecedentes penales sexuales si el trabajo 
implica contacto con menores, y creación de un fichero de perfiles de ADN1173.

En primer lugar, se debe destacar la existencia de una inhabilitación específica para el 
ejercicio de actividades o profesiones que impliquen contacto con menores. Estas me-

1170 Sobre los procesos de construcción de alteridades, vid. Beriain, 2011. De un modo espe-
cífico sobre estos procesos en el ámbito de la delincuencia sexual, vid. Ramos Vázquez, 2012, 
209 y ss.; 2016. 74 y ss.; Castro Liñares, 2015, 89 y ss.

1171 Vid. Beriain, 2011, 60 y ss.; Brandariz García, 2011, 47 y ss.; Girard, 1998, 87; 
Kennedy, 2000, Margulies, 2011, 725 y ss. 

1172 Vid. Ramos Vázquez, 2012.
1173 Vid. Valeije Álvarez, 2017, 164 y ss.
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didas se recogen en el artículo 192.3 CP1174, así como en el apartado quinto1175 que la 
LO 26/2015 de 28 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y a 
la adolescencia, introduce en el artículo 13 de la LO 1/1996, de protección jurídica del 
menor. En el caso del Código Penal, el legislador establece la imposición de una pena de 
inhabilitación especial a los condenados por los delitos previstos en el Capítulo II bis del 
Título VIII (abusos y agresiones sexuales a menores de dieciséis años), y en el Capítulo 
V del Título VIII (prostitución, explotación sexual y corrupción de menores). El con-
tenido de esta pena reside en prohibir el desarrollo de cualquier profesión o actividad, 
independientemente de que sea retribuida o no, que implique contacto regular y directo 
con menores. Dentro de esta categoría se encuentran oficios como: profesor, maestro, 
bedel, pediatra, personal de administración y servicios, ayudante técnico educativo, 
personal de transporte, cuidador de comedor, cuidador del ciclo de educación Infantil 
o monitor de actividades extraescolares1176. Más allá de la extensa nómina de actividades 
presentada, no existe una definición normativa que aporte seguridad jurídica sobre lo 
que se debe entender como profesión u oficio que conlleve contacto regular y directo 
con menores de edad1177. La aparición de esta pena en el Ordenamiento Jurídico español 
motivó la aparición de un buen número de modificaciones normativas. Como ejemplo 

1174 Artículo 192 CP.
3. El juez o tribunal podrá imponer razonadamente, además, la pena de privación de la patria 
potestad o la pena de inhabilitación especial para el ejercicio de los derechos de la patria potestad, 
tutela, curatela, guarda o acogimiento, por el tiempo de seis meses a seis años, y la pena de inhabi-
litación para empleo o cargo público o ejercicio de la profesión u oficio, por el tiempo de seis meses a 
seis años. A los responsables de la comisión de alguno de los delitos de los Capítulos II bis o V se les 
impondrá, en todo caso, y sin perjuicio de las penas que correspondan con arreglo a los artículos pre-
cedentes, una pena de inhabilitación especial para cualquier profesión u oficio, sea o no retribuido 
que conlleve contacto regular y directo con menores de edad por un tiempo superior entre tres y cinco 
años al de la duración de la pena de privación de libertad impuesta en su caso en la sentencia, o 
por un tiempo de dos a diez años cuando no se hubiera impuesto una pena de prisión atendiendo 
proporcionalmente a la gravedad del delito, el número de los delitos cometidos y a las circunstancias 
que concurran en el condenado.

1175 Artículo 13 LO 1/1996, de protección jurídica del menor.
5. Será requisito para el acceso y ejercicio a las profesiones, oficios y actividades que impliquen contac-
to habitual con menores, el no haber sido condenado por sentencia firme por algún delito contra la 
libertad e indemnidad sexual, que incluye la agresión y abuso sexual, acoso sexual, exhibicionismo 
y provocación sexual, prostitución y explotación sexual y corrupción de menores, así como por trata 
de seres humanos. A tal efecto, quien pretenda el acceso a tales profesiones, oficios o actividades debe-
rá acreditar esta circunstancia mediante la aportación de una certificación negativa del Registro 
Central de delincuentes sexuales.

1176 Vid. Romero Flores, 2016, 5.
1177 Vid. Salat Paisal, 2016, 323.
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de esto se puede citar que la Ley 14/2015 de 14 de octubre, de voluntariado, tuvo que 
incluir en su artículo 8.41178 una referencia a esta inhabilitación así como a la imposibi-
lidad de desarrollar ciertas actividades. De este modo, el legislador intenta unificar las 
reacciones del ordenamiento jurídico a un contexto tan específico como el ejercicio de 
actividades o profesiones que impliquen contacto con menores por parte de condenados 
por delincuencia sexual. 

La trasposición de esta Directiva 2011/93/UE ha sido criticada tanto por exceso como 
por defecto1179. En relación con el exceso, se han de señalar dos cuestiones. En primer 
lugar, la directiva no obliga a imponer esta medida a todos los condenados por los deli-
tos incluidos en su texto. El ámbito de aplicación del texto europeo se enfoca a aquellos 
casos en los que se pueda apreciar riesgo de reincidencia, así como cuando puedan existir 
razones de peligrosidad1180. Esto reduce el alcance y los efectos de una medida que no 
tendría por qué resultar, en modo alguno, tan expansiva. En segundo lugar, y en línea con 
el anterior motivo, se prevé la aplicación de esta inhabilitación a condenados por delitos 
de prostitución en los que la víctima sea adulta (art. 187 CP). Esto resulta inadecuado, 
dado que éste es un delito que no está previsto en el texto europeo1181. En relación con 
el defecto, entendido como una interpretación limitada del contenido de la Directiva 
2011/93/UE, se ha de señalar una cuestión. El legislador no establece de un modo muy 
claro la delimitación que existe entre la nueva inhabilitación especial para el ejercicio de 
cualquier profesión u oficio que conlleve contacto regular y directo con menores y la 
inhabilitación especial para empleo o cargo público, o ejercicio de la profesión u oficio. 
Esto provoca un escenario de incertidumbre en que el legislador debería haber gestionado 
con mayor precisión. 

En segundo lugar, y como fruto de la trasposición de esta misma Directiva, el artículo 
13.5 de la LO 1/1996, de protección jurídica del menor, incorpora una suerte de derecho 

1178 Artículo 8 Ley 14/2015 de Voluntariado.
4. Será requisito para tener la condición de voluntarios en entidades de voluntariado o programas 
cuyo ejercicio conlleve el contacto habitual con menores, no haber sido condenadas por sentencia firme 
por delitos contra la libertad e indemnidad sexual, trata y explotación de menores. A tal efecto, debe-
rán acreditar esta circunstancia mediante la aportación de una certificación negativa del Registro 
Central de Penados por estos delitos.

1179 Vid. Salat Paisal, 2016, 322.
1180 Así queda expresado en la consideración 40º de la Directiva 2011/93/UE.
1181 Las consideraciones que la Directiva 2011/93/UE hace a la prostitución están siempre 

referenciadas a la variante infantil. De hecho así se puede apreciar en la consideraciones 5 y 30 y 
en los artículos 2.d) y 4.7.
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que asiste a los empleadores y que les permite conocer los antecedentes penales de sus 
trabajadores siempre que el oficio implique contacto con menores. La imposición de esta 
medida no se encuentra exenta de polémica1182. De hecho, a juicio de Salat Paisal (2016, 
331), el legislador español se excede, con creces, de las exigencias europeas. En los textos 
internacionales no se configura esta cuestión como un derecho de los empleadores a co-
nocer la situación penal de sus empleados. Es más, resulta muy discutible la utilidad que 
pueda tener el hecho de que un empleador conozca esta información. La introducción 
de este asunto parece responder a cuestiones más puramente simbólicas, o incluso ino-
cuizadoras, que a una verdadera voluntad preventiva compatible con la reinserción. En 
todo caso, esta prescripción no puede considerarse como un derecho de los empleadores 
sino, en todo caso, como una obligación de los empleados. De hecho, y como refuerzo 
a esta última idea, aunque se asume que el destinatario de este certificado debe ser el 
empresario/empleador, este extremo no ha sido confirmado normativamente. Por todo 
ello, las críticas que arguyen falta de precisión, indeterminación o improcedencia, tienen 
en estos argumentos fuertes razones para sostener su postura1183. 

En tercer y último lugar, el legislador español incorpora una nueva herramienta que 
trasciende las concepciones más clásicas en materia de penalidad: ficheros que recopilan y 
almacenan perfiles de ADN1184. Esta propuesta se encuentra vinculada al cumplimiento del 
artículo 37 del Convenio de Lanzarote1185 y se incorpora a la legislación española a través 

1182 Vid. Salat Paisal, 2016, 330 y ss. Sobre la cuestión de los antecedentes penales y la re-
inserción laboral en general, vid. Larrauri / Jacobs, 2011.

1183 Vid. Salat Paisal, 2016, 332.
1184 Vid. por todos Valeije Álvarez, 2017.
1185 Artículo 37 Convenio de Lanzarote.

1. A efectos de la prevención y enjuiciamiento de los delitos tipificados con arreglo al presente Con-
venio, cada Parte adoptará las medidas legislativas o de otro tipo que sean necesarias para recoger 
y almacenar, de conformidad con las disposiciones aplicables sobre protección de datos de carácter 
personal y otras normas y garantías apropiadas que el derecho interno prevea, los datos relativos a la 
identidad y perfil genético (ADN) de las personas condenadas por los delitos tipificados con arreglo 
al presente Convenio.
2. Cada Parte, en el momento de la firma o del depósito de su instrumento de ratificación, acepta-
ción, aprobación o adhesión, comunicará al Secretario General del Consejo de Europa el nombre y 
dirección de una sola autoridad nacional responsable a los efectos del apartado 1.
3. Cada Parte adoptará las medidas legislativas o de otro tipo que sean necesarias para que la in-
formación a que hace referencia el apartado 1 pueda transmitirse a la autoridad competente de 
otra Parte, de conformidad con las condiciones establecidas en su derecho interno y los instrumentos 
internacionales pertinentes.
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del artículo 129 bis CP1186. Este fichero está pensado para albergar datos pertenecientes 
a sujetos condenados por la comisión de un delito grave contra la vida, la integridad de 
las personas, la libertad, la libertad o indemnidad sexual, terrorismo, así como cualquier 
otro ilícito grave que conlleve un riesgo grave para la vida, la salud o la integridad física 
de las personas. 

De todos modos, la mera comisión de estos delitos no es suficiente per se como para 
justificar la recogida de muestras de ADN. Se ha de atender a las circunstancias del hecho, 
antecedentes, valoración personal del condenado, así como a cualquier otra información 
disponible de la que pueda inferirse un peligro relevante. La decisión que determina si 
resulta procedente recoger muestras de ADN es tomada por el juez o tribunal senten-
ciador. Una vez que la inscripción se autoriza, el penado puede aportar las muestras de 
manera voluntaria. No obstante, si se niega, nada obsta a que se pueda ordenar la recogida 
coactiva1187. Su extracción debe ser lo menos invasiva posible y respetando siempre unos 
estándares de actuación que no colisionen con la dignidad personal. El principio de mí-
nima intervención tiene que regir siempre y en todo caso1188. De hecho, así lo confirma 
el Tribunal Constitucional en doctrina reiterada1189. 

La existencia de un registro como éste suscita determinadas críticas1190. En primer lugar, 
el legislador no realiza una nómina precisa de delitos a los que se apareja esta medida. 
Esto propicia la creación de un catálogo de ilícitos “impreciso, y por tanto vulnerador del 

1186 Artículo 129 bis CP.
Si se trata de condenados por la comisión de un delito grave contra la vida, la integridad de las per-
sonas, la libertad, la libertad o indemnidad sexual, de terrorismo, o cualquier otro delito grave que 
conlleve un riesgo grave para la vida, la salud o la integridad física de las personas, cuando de las 
circunstancias del hecho, antecedentes, valoración de su personalidad, o de otra información dispo-
nible pueda valorarse que existe un peligro relevante de reiteración delictiva, el juez o tribunal podrá 
acordar la toma de muestras biológicas de su persona y la realización de análisis para la obtención de 
identificadores de ADN e inscripción de los mismos en la base de datos policial. Únicamente podrán 
llevarse a cabo los análisis necesarios para obtener los identificadores que proporcionen, exclusiva-
mente, información genética reveladora de la identidad de la persona y de su sexo.
Si el afectado se opusiera a la recogida de las muestras, podrá imponerse su ejecución forzosa mediante 
el recurso a las medidas coactivas mínimas indispensables para su ejecución, que deberán ser en todo 
caso proporcionadas a las circunstancias del caso y respetuosas con su dignidad.

1187 Vid. Valeije Álvarez, 2017, 186 y ss.
1188 Vid. Libano Beristain, 2015, 1069-1076.
1189 Vid. entre otras, las SSTC 100/1985, de 3 de octubre; 207/1996, de 16 de diciembre; 

70/2002, de 3 de abril; 634/2010, de 28 de junio y 199/2013, de 5 de diciembre.
1190 Vid. Salat Paisal, 2016, 335-336.
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principio de taxatividad” (Salat Paisal, 2016, 336). En segundo lugar, no queda conve-
nientemente fijada la vigencia de estos ficheros. De este modo, no se puede saber si estas 
inscripciones en los registros lo son a perpetuidad o si, por el contrario, se deben actualizar 
borrando los perfiles cuya vigencia haya expirado. Ante la imposibilidad de encontrar 
una solución en el CP, se debe recurrir a la LO 10/2007, de 8 de octubre, reguladora de 
la base de datos policiales sobre identificadores obtenidos a partir del ADN. Esta ley, en 
su artículo 91191, establece que el contenido del fichero no se puede extender más allá de la 
prescripción del delito o de la cancelación de los antecedentes penales. No obstante, este 
precepto no es capaz de aportar una solución totalmente satisfactoria, ya que este artículo 
9 en su párrafo tercero establece que los plazos de cancelación sólo serán de aplicación a 
los registros y perfiles de ADN que hayan sido obtenidos en aplicación de esa misma ley.

En tercer lugar, y tras la libertad vigilada y las obligaciones que se derivan del Conve-
nio de Lanzarote, el legislador español también contempla la creación de un registro de 
delincuentes sexuales. 

1191 Artículo 9 LO 10/2007.
1. La conservación de los identificadores obtenidos a partir del ADN en la base de datos objeto de 
esta Ley no superará:
El tiempo señalado en la ley para la prescripción del delito.
El tiempo señalado en la ley para la cancelación de antecedentes penales, si se hubiese dictado sentencia 
condenatoria firme, o absolutoria por la concurrencia de causas eximentes por falta de imputabilidad 
o culpabilidad, salvo resolución judicial en contrario.
En todo caso se procederá a su cancelación cuando se hubiese dictado auto de sobreseimiento libre o 
sentencia absolutoria por causas distintas de las mencionadas en el epígrafe anterior, una vez que 
sean firmes dichas resoluciones. En el caso de sospechosos no imputados, la cancelación de los identifi-
cadores inscritos se producirá transcurrido el tiempo señalado en la Ley para la prescripción del delito.
En los supuestos en que en la base de datos existiesen diversas inscripciones de una misma persona, 
correspondientes a diversos delitos, los datos y patrones identificativos inscritos se mantendrán hasta 
que finalice el plazo de cancelación más amplio.
2. Los datos pertenecientes a personas fallecidas se cancelarán una vez el encargado de la base de 
datos tenga conocimiento del fallecimiento. En los supuestos contemplados en el artículo 3.1 b), los 
datos inscritos no se cancelarán mientras sean necesarios para la finalización de los correspondientes 
procedimientos.
3. El ejercicio de los derechos de acceso, rectificación y cancelación en relación con la base de datos 
policial de identificadores obtenidos a partir del ADN se podrá efectuar en los términos establecidos 
en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y en su normativa de desarrollo.
4. Los identificadores obtenidos a partir del ADN respecto de los que se desconozca la identidad de 
la persona a la que corresponden, permanecerán inscritos en tanto se mantenga dicho anonimato. 
Una vez identificados, se aplicará lo dispuesto en este artículo a efectos de su cancelación.
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Esta medida, dada su naturaleza y su desarrollo en otros contextos, nombradamente 
Estados Unidos, es merecedora de un análisis un poco más pormenorizado. Por ello, 
antes de analizar el registro propuesto por el legislador español se va a realizar un sucinto 
excurso sobre la génesis de esta herramienta en Estados Unidos, Reino Unido y Francia. 

Los primeros proyectos que planteaban la posibilidad de crear un registro que recopilase 
datos sobre delincuentes sexuales surgieron en la primera mitad del siglo XX en Arizona 
y California1192. No obstante, su uso no se generalizó hasta pasados muchos años después, 
concretamente hasta la década de los años 90 habida cuenta de dos sucesos puntuales, el 
secuestro y posterior asesinato de Jacob Wetterling1193 y el asesinato de Megan Kanka1194. 
Estos hechos generaron un clima proclive a la proliferación de estas herramientas1195. 
Tanto es así que uno de los proyectos normativos surgidos durante este contexto políti-
co-criminal culminó con la aprobación por parte del Congreso de los Estados Unidos de 
la denominada Ley Wetterling en 1993. Este texto legal establecía la imposición de direc-
trices en materia de registro y seguimiento aplicables a los condenados por delincuencia 
sexual. La justificación de estas medidas residía en motivos securitarios y preventivos1196. 
No obstante, si bien es cierto que el caso Wetterling tuvo grandes consecuencias, fue el 
asesinato de Megan Kanka lo que supuso la apertura de un momento ignoto en relación 
con la delincuencia sexual. La repercusión mediática y social de este caso fue enorme y 
esto, en gran medida, justificó la aparición de nuevas demandas en relación con los re-
gistros de delincuentes sexuales en Estados Unidos1197. La Ley Megan, que fue aprobada 
como ley estatal en Nueva Jersey un mes después de este suceso, fue posteriormente 

1192 Vid. Fernández-Pacheco Estrada, 2014, 387; Hinds / Daly, 2001, 263; Thomas, 
2003, 219; Thoreson, 2008, 619. 

1193 Jacob Wetterling, de 11 años, fue secuestrado en octubre de 1989 en San José, Minnesota. 
Este caso se mantuvo sin resolver cerca de 27 años, ya que no fue hasta septiembre de 2016 cuan-
do se recuperaron sus restos mortales y se produjo la confesión por parte del autor de los hechos 
(vid. Wetterling, 1998). 

1194 Megan Kanka de 7 años, fue retenida, agredida sexualmente y posteriormente asesinada 
en julio de 1994 en Hamilton Township, New Jersey. Este delito fue cometido por un vecino 
suyo condenado previamente por varios delitos sexuales a menores. (vid. Simon, 2000; Veysey 
/ Zogba / Dalessandro, 2008, 2).

1195 De hecho en el caso de Jacob Wetterling, su familia se valió de la repercusión mediática 
que supuso su caso para impulsar una asociación, la Jacob Wetterling Foundation que tenía como 
una de sus principales finalidades la lucha contra la delincuencia sufrida por víctimas menores.
http://www.gundersenhealth.org/ncptc/jacob-wetterling-resource-center/ (ultimo acceso: 08/2017).

1196 Vid. por todos Blasko et al., 2011, 677; Jones / Newburn, 2013, 445 y ss.; Hinds / 
Daly, 2001, 263; Wetterling, 1998.

1197 Vid. Proctor / Badzinski / Johnson, 2002; Schiavone / Jeglic, 2009. 
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incorporada en 1996 como ley federal en virtud de un proceso de enmienda al texto de 
la Ley Wetterling1198. La novedad que introducía esta modificación legislativa residía en 
la inclusión de una petición expresa en virtud de la cual se abría el acceso a los registros 
de delincuentes sexuales ya existentes1199. Esta apertura de carácter general, unida a un 
rediseño funcional, competencial y estructural, sentó las bases para la construcción de los 
registros de delincuentes sexuales actuales1200. De hecho, tal como sostienen Schiavone y 
Jeglic (2009, 680): “La Ley Jacob Wetterling y la Ley Megan han sido combinadas para 
crear las leyes de registro y notificación de delincuentes sexuales”. Esta normativa fue modi-
ficada en 2003 por la Ley para la persecución penal y otras herramientas para erradicar la 
explotación de menores, PROTECT por sus siglas en inglés1201. Esta ley obliga a todos los 
Estados que poseen un registro de delincuentes sexuales a que faciliten una página web de 
acceso universal en la que se pueda consultar la información contenida en su registro1202. 
Asimismo, dos años más tarde, en 2005, la ley para la seguridad infantil y la reducción de 
los crímenes violentos expandió el alcance de los sistemas de notificación existentes1203. Y 
con este trasfondo, se firma en 2006 la Ley Adam Walsh1204 de protección y seguridad a 
los menores, o simplemente Ley Walsh. Este texto pretende reforzar la protección de la 
sociedad frente a los delincuentes sexuales1205. Para ello estandariza los procesos de registro 
y notificación presentes en los 50 Estados norteamericanos a través de la ley de registro 
y notificación para delincuentes sexuales (SORNA)1206. Asimismo, también reorganiza 
las categorías delictivas en tres niveles: Nivel 1. Condenados por delitos con menos de 

1198 Vid. Jones / Newburn, 2013, 445; Thomas, 2003, 219.
1199 Vid. Gest, 2001, 244; Jones / Newburn, 2013, 445. 
1200 La bibliografía existente sobre registros de delincuentes sexuales en Estados Unidos resulta 

inabarcable. Por ello, sin ánimo de exhaustividad, vid. entre otros Brewster / DeLong / Mo-
loney, 2012; Craun / Theriot, 2009; Harris / Levenson / Ackerman, 2014; Levenson 
/ Cotter, 2005; Lytle, 2016; Tewksbury, 2005; Veysey / Zogba / Dalessandro, 2008.

1201 Prosecutorial Remedies and Other Tools to End the Exploitation of Children Act
1202 Vid. Wright, 2003, 100 y ss.
1203 Vid. Jones / Newburn, 2013, 445.
1204 Adam Walsh de 6 años fue secuestrado en julio de 1981 en Hollywood, Florida. Su cabeza 

fue encontrada dos semanas después de su desaparición en un canal de drenaje a casi 200 kilóme-
tros de su lugar de desaparición. Este caso obtuvo una gran trascendencia mediática debido en 
gran parte a las numerosas apariciones de la familia en televisión. De hecho, tanto fue así que el 
padre de Adam, John Walsh, se convirtió en abogado especialista en crímenes violentos así como 
en presentador del espacio televisivo: “America´s Most Wanted”, traducible al español como “Los 
más buscados de América”, desde 1988 a 1990.

1205 Vid. Bandy, 2007, 238; Freeman / Sandler, 2010, 32 y ss.; McPherson, 2007.
1206 Sex Offender Registration and Notification Act.
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un año de pena de prisión. Nivel 2. Condenados por delitos con más de un año de pena 
de prisión. Nivel 3. Condenados por delitos con más de un año de pena de prisión, pero 
de especial gravedad. La inclusión en cada uno de estos niveles implica un trato diferente 
por parte del sistema, así como un tiempo distinto de permanencia en el registro. Por 
último, y como medida vinculada a esta ley, se expande el volumen y accesibilidad de la 
información que se puede consultar1207. 

En el caso del Reino Unido1208, al igual que en otros países europeos, la procedencia de 
crear, o no, un sistema de registro de delincuentes sexuales vertebró el centro de un intenso 
debate1209. En el foco de esta discusión se situaban todos los discursos que subyacían a 
la posibilidad de gestionar el riesgo que suponían determinados perfiles de delincuentes 
sexuales. Finalmente, en marzo de 1997 el Parlamento Británico aprueba la Ley de de-
lincuencia sexual, modificada en 2003, que en los artículos 80 y ss. regula las cuestiones 
relativas al registro de los condenados por delitos sexuales1210. Una de las principales no-
tas de esta modalidad de registro reside en su carácter acotado. Su acceso está restringido 
a profesionales como policías o agentes de libertad vigilada. De esta manera se aleja del 
escrutinio público la identidad y privacidad de los inscritos. El hecho de restringir el ac-
ceso fue motivo de crítica por parte de las posturas más favorables al libre acceso1211. Estas 
posiciones lograron concentrarse en torno a grupos de presión que llegaron a adquirir la 
fuerza suficiente como para satisfacer, al menos parcialmente, sus reivindicaciones. De 
esta manera, si la información contenida en el registro es de utilidad para una persona o 
colectivo determinado nada obsta a que se pueda consultar1212. De todos modos, y a pesar 
de que las posiciones aperturistas consiguieron alcanzar ciertos triunfos en forma de medi-
das liberalizadoras, nunca se llegó a producir una modificación legislativa que permitiese 
la libre consulta. Esto es así debido a que se intenta evitar la producción de situaciones 
similares a las experimentadas en otros contextos, señaladamente el estadounidense1213. 

1207 Vid. Freeman / Sandler, 2010, 33; McPherson, 2007, 2.
1208 Vid. Human Rights Watch, 2007, 10, Salat Paisal, 2016, 312 y ss. 
1209 Vid. Jones / Newburn, 2013, 446; McAlinden, 2012.
1210 Igualmente, este texto legal no es de aplicación para todo tipo de delincuentes sexuales, ya 

que algunas categorías se encuentran legalmente excluidas (vid. Plotnikoff / Woolfson, 2000).
1211 Vid. Jones / Newburn, 2013, 448-449.
1212 Vid. Card / Gillespie / Hirst, 2008, 482-483.
1213  Vid. Home Office, 2007; Lipscombe, 2012.
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En el caso francés, este sistema se implementó a través de la creación del Fichero judicial 
automático de delincuentes sexuales o violentos (FIJAIS)1214. Esta herramienta fue creada 
por la ley 2004-204 de 9 de marzo de 2004. Este texto normativo obliga a los condenados 
por homicidio o asesinato de un menor que a su vez hubiesen sido también condenados 
por un delito de violación, agresión sexual, proxenetismo o de prostitución de menores 
para que informen sobre su identidad y domicilio a la autoridad pertinente al tiempo que 
se incluyen en este registro. Esta obligación se convierte en potestativa cuando la condena 
por alguno de los delitos antes mencionados fuese igual o inferior a 5 años de prisión. A 
diferencia del modelo del Reino Unido, que posee ciertas concesiones, en Francia está 
totalmente vedado el acceso a la ciudadanía1215. Las personas que están autorizadas para 
su consulta son las autoridades judiciales, los oficiales de la policía judicial en el seno de 
procedimientos referidos a alguno de los delitos que motivan el registro, la administración 
penitenciaria en el seno de sus competencias y determinados cargos de la administración 
pública siempre y cuando su consulta se remita al control del inscrito para que no realice 
actividades delictivas relacionadas con menores.

Con un retraso de décadas, y todavía de un modo muy diferente al que actualmente 
opera en otros países, en España también se dieron los pasos conducentes a la creación de 
un registro de delincuentes sexuales propio. La motivación que subyacía a la creación de 
este registro residía en dar cumplimiento a la trasposición de la Directiva europea 2011/93/
UE así como a la Resolución 1733 del Consejo de Europa, de 21 de mayo de 2010. De 
este modo, y ante esta situación, la disposición final 17 de la Ley 26/2015, de 28 de julio, 
de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia1216, establecía 
una moratoria de seis meses para que el legislador español estableciese las disposiciones 

1214 Fichier judiciaire automatisé des auteurs d’infractions sexuelles ou violentes.
1215 Vid. art. 706-53-7 del Code de Procédure Pénale.
1216 Disposición final decimoséptima. LO 26/2015 de 28 de julio.

El Gobierno, a propuesta del Ministerio de Justicia, oído el Consejo General del Poder Judicial y la 
Agencia de Protección de Datos, dictará en el plazo de seis meses desde la publicación de esta Ley, 
las disposiciones reglamentarias oportunas relativas a la organización del Registro Central de 
delincuentes sexuales en el Registro Central de Penados y en el Registro Central de Sentencias de 
Responsabilidad Penal de los Menores, integrándose en el sistema de registros de apoyo a la Ad-
ministración de Justicia, así como el régimen de inscripción y cancelación de sus asientos y el acceso 
a la información contenida en aquél, asegurando en todo caso su confidencialidad. Se formará, al 
menos, con los datos relativos a la identidad y perfil genético (ADN) de las personas condenadas por 
los delitos contra la libertad e indemnidad sexuales, en los que incluyen la agresión y abuso sexual, 
acoso sexual, exhibicionismo y provocación sexual, prostitución y explotación sexual y corrupción de 
menores. La Administración General del Estado colaborará con las autoridades competentes de los 
Estados miembros de la Unión Europea para facilitar el intercambio de información en este ámbito.
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reglamentarias oportunas que permitiesen la creación de un registro de delincuentes 
sexuales. Dentro de este plazo, el 30 de diciembre de 2015, se aprobó el Real Decreto 
1110/2015, de 11 de diciembre, por el que se regula el Registro Central de Delincuentes 
Sexuales. La finalidad de este instrumento persigue la protección de los menores frente a 
los delincuentes sexuales1217. No obstante, el legislador amplió la esfera de actuación de 
estos registros. De esta manera, no sólo se ciñen a delitos en los que la víctima es menor, 
sino que, tal como se establece en el artículo 3.11218 del RD 1110/2015, se incluirán a 
todos los condenados con independencia de la edad de la víctima. De esta forma, no sólo 
se cumple el objetivo original del registro, sino que se va más allá ampliando la protección 
a una esfera contigua. Así las cosas, el legislador español considera que un registro de de-
lincuentes sexuales con un espectro más amplio de vigilancia será más eficaz a la hora de 
evitar la delincuencia sexual contra menores. De todas maneras, a pesar de lo expuesto 
anteriormente, se echa en falta en la exposición de motivos del Real Decreto una expli-
cación que justifique esta política expansiva. Esto es así debido a que se da por asumido 
que un registro más amplio es más eficaz que un registro que solo incluya a condenados 
con víctima menor de edad. No obstante, en ningún caso el legislador explica las razones 
que le asisten para sostener esa postura.

La duración de los antecedentes penales en el registro de delincuentes sexuales diverge 
en función del tipo de víctima. En el caso de víctimas menores se prevé una permanen-
cia de 30 años a cumplir desde que se haya finalizado la pena. En el supuesto de que la 
víctima sea mayor de edad o el condenado hubiera cometido el hecho siendo menor la 
cancelación se regirá por Real Decreto 95/2009, de 6 de febrero, por el que se regula el 
Sistema de Registros Administrativos de Apoyo a la Administración de Justicia (SIRAJ). 
Más compleja es la situación cuando agresor y víctima son menores de edad. En este caso, 
y ante un eventual conflicto de intereses, se opta por favorecer al menor victimario. De 
esta manera, su perfil posee unas restricciones de acceso orientadas por el Dictamen núm. 
6/2012, de 1 de enero, de la Fiscalía General del Estado, sobre el acceso de particulares y de 
otros órganos judiciales a las actuaciones propias de la justicia juvenil y a los antecedentes 

1217 Vid. Romero Flores, 2016, 4.
1218 Artículo 3. RD 1110/2015.

1. El Registro Central de Delincuentes Sexuales constituye un sistema de información, de carácter no 
público y gratuito, relativo a la identidad, perfil genético, penas y medidas de seguridad impuestas a 
aquellas personas condenadas en sentencia firme por cualquier delito contra la libertad e indemni-
dad sexuales o por trata de seres humanos con fines de explotación sexual, incluyendo la pornografía, 
regulados en el Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, con independencia de 
la edad de la víctima. Esta información se referirá a las condenas dictadas tanto en España como 
en otros países, en particular los Estados miembros de la Unión Europea y del Consejo de Europa.
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de los menores infractores. Esta posición se encuentra avalada internacionalmente por 
las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de me-
nores, Reglas de Beijing, adoptadas por la Asamblea General en su resolución 40/33, de 
28 de noviembre de 1985. Este texto, expresamente dedicado a los registros de menores, 
establece en su artículo 211219 el carácter estrictamente confidencial de estos documentos 
así como también veda su consulta a terceros. 

Más allá de las argumentaciones tomadas para la construcción de estos registros, existen 
una serie de críticas agrupables alrededor de tres ejes. En primer lugar, la técnica legisla-
tiva. Esta cuestión fue tratada por el CGPJ en su Informe sobre el proyecto de real decreto 
por el que se regula el registro central de delincuentes sexuales1220. Este texto fue aprobado 
en pleno durante una reunión extraordinaria celebrada el día 13 de octubre de 2015. A 
través de su contenido se pone en duda la procedencia del registro central de delincuen-
tes sexuales (párrafo 50). De hecho, el CGPJ consideraba más acertado reformar el Real 
Decreto 95/2009 que crear un nuevo registro. Esto es así en la medida en que el propio 
SIRAJ, con una reforma ad hoc, podría desarrollar correctamente funciones de registro 
para los condenados por delincuencia sexual. Asimismo, en su párrafo 25, el informe del 
CGPJ también estima que un instrumento tan delicado como éste, limitador de derechos 
fundamentales como el de intimidad, no debería normarse a través de un Real Decreto, 
sino que debería ser objeto de regulación legal. A fin de respaldar esta posición se debe 
acudir a la jurisprudencia el Tribunal Constitucional, que en su Sentencia 144/1999, de 
22 de julio, afirma que la posibilidad de obtener certificaciones sobre las inscripciones 
del Registro Central de Penados y Rebeldes está limitada a los casos previstos en una 
norma con rango de ley. Por ello, si la expedición de certificaciones sobre las inscripcio-
nes de estos registros debe estar regulada por ley, todo parece indicar que los efectos que 
producen este tipo de instrumentos también deberían estarlo1221. De hecho, tan grave es 

1219 Artículo 21 Reglas de Beijing.
1 Los registros de menores delincuentes serán de carácter estrictamente confidencial y no podrán ser 
consultados por terceros. Sólo tendrán acceso a dichos archivos las personas que participen directamente 
en la tramitación de un caso en curso, así como otras personas debidamente autorizadas
2 Los registros de menores delincuentes no se utilizarán en procesos de adultos relativos a casos sub-
siguientes en los que esté implicado el mismo delincuente.

1220 http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Consejo-General-del-Poder Judicial/
Actividad-del-CGPJ/Informes/Informe-al-Proyecto-de-Real-Decreto-por-el-que-se regula-el-Re-
gistro-Central-de-Delincuentes-Sexuales (Último acceso: 09/2018).

1221 Vid. Molina Blázquez, 2016, 5; Valeije Álvarez, 2017, 177.
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este incumplimiento que, a ojos de Molina Blázquez (2016, 6), la configuración actual 
del registro de delincuentes sexuales podría resultar inconstitucional1222. 

En segundo lugar, la crítica se centra en la duración de los antecedentes penales. El 
hecho de vincular siempre, y en todo caso, la duración del registro con los antecedentes 
penales no se considera correcto1223. Este punto de vista crítico arguye que si se consta-
tan motivos que justifiquen la permanencia en el registro más allá de los antecedentes 
penales, nada debería obstar a que el perfil se mantuviese vigente, tal como se establece 
de lege ferenda en el párrafo 25 del Informe del CGPJ. De todos modos, el contenido 
crítico recién expuesto merece ser matizado en la medida en que con la actual redacción 
del RD 1110/2015, resulta difícil justificar, sin incurrir en argumentos abiertamente 
punitivos o retributivos, una duración de los ficheros superior a la de los antecedentes 
penales. De hecho, y de acuerdo con el citado informe del CGPJ (párrafo 23), el registro 
tiene que poseer una finalidad preventiva y no constituir una sanción, ni menos aún, 
una medida de policía. 

En tercer lugar, se considera que el legislador debió concretar más la nómina de trabajos 
que implican contacto habitual con menores. El RD 1110/2015 no establece un catálo-
go taxativo de profesiones a las que quepa aplicar esta normativa. Esta indeterminación 
puede abocar a un uso poco preciso del registro de delincuentes sexuales. 

En cuarto y último lugar, se plantea la colisión del registro de delincuentes sexuales con 
el principio de reinserción social. La introducción de esta medida plantea un conflicto 
severo con las exigencias previstas en el mandato constitucional del art. 25.2 CE1224. De 
hecho, la cuestión no es solo que estos instrumentos entorpezcan la consecución de este 
fin sino que “el objetivo que subyace podría decirse que en buena medida es precisamente el 
de evitar la reinserción, el de asegurarse que ésta no se va a producir –disparando contra ella-
” (Alonso Rimo, 2015, 571). De este modo, si el objetivo principal de estas herramientas 
no reside en la persecución de la resocialización cabe legítimamente preguntarse a qué 
finalidades responde. Y es precisamente en la búsqueda de esta respuesta donde emergen 
el control y la inocuización como fines últimos de estos dispositivos1225. Por todo ello, 
y aunque la realidad española todavía cumpla determinadas garantías y principios, que 

1222 En este sentido, vid. también Valeije Álvarez, 2017, 177.
1223 Vid. Molina Blázquez, 2016, 7; Romero Flores, 2016, 8.
1224 Vid. entre otros Alonso Rimo, 2015, 568 y ss.; Jacobs / Larrauri, 2010, 38; Fer-

nández-Pacheco Estrada, 2014, 414, 420 y ss. 
1225 Vid. Alonso Rimo, 2015, 572; Valeije Álvarez, 2017, 206 y ss.
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en otros contextos como EEUU ya no se respetan1226, la deriva actual resulta muy preo-
cupante. No sólo porque orilla el cumplimiento de principios tan fundamentales como 
el de legalidad, irretroactividad o proporcionalidad1227, sino también porque obvia una 
finalidad tan básica como la reinserción y reeducación social1228. Por todo ello, un mode-
lo de penalidad que albergue instituciones que abiertamente cuestionan sus principales 
premisas, o bien falla en su capacidad de control sobre las medidas que implementa, o 
bien permite medidas incompatibles con su estructura. 

De todos modos, y ya para cerrar, se puede observar cómo el modelo de penalidad 
español articula una amplia nómina de herramientas e instrumentos no penitenciarios 
claramente orientados a hacer frente a la delincuencia sexual. Asimismo, se puede com-
probar que este tipo de ilícitos no sólo son interpretados en clave de gran amenaza social 
sino que este mismo marco conceptual es asumido oficialmente. En consecuencia, esta 
confluencia interpretativa genera una retroalimentación, tanto discursiva como operativa, 
que provoca un mayor reproche penal, así como la construcción de una figura de alteridad 
total alrededor de la totémica representación de los delincuentes sexuales. 

3.5.2. Respuestas político-criminales de naturaleza penitenciaria 
frente al fenómeno de la delincuencia sexual

La importancia que la delincuencia sexual tiene como categoría delictiva resulta trans-
versal a todo el modelo de penalidad. Por lo tanto, el sistema penitenciario no podía 
escapar a esta dinámica general. Una de las cuestiones donde mejor se observa esta in-
teracción entre mundo carcelario y delincuencia sexual es en la importancia atribuida 
al tratamiento penitenciario de delincuentes sexuales1229. Desde la SGIP se promueven 
programas específicos para estos reclusos, orientados a la reinserción social y, sobre todo, 
a evitar la reincidencia. Para realizar estos protocolos, la SGIP tomó como referencia 
unos trabajos realizados por Garrido y Beneyto en 19961230 y que a su vez sirvieron de 

1226 Vid. Jacobs / Larrauri, 2010, 39.
1227 Vid. Fernández-Pacheco Estrada, 2014, 420; Valeije Álvarez, 2017,178 y ss.
1228 Vid. Fernández-Pacheco Estrada, 2014, 421 y ss.
1229 Vid. entre otros Magro Servet / Hernández Ramos / Cuellar Otón, 2016; Gon-

zález Collantes, 2014, 29 y ss.; Nguyen et al., 2014, 2 y ss.; Redondo Illescas, 2006; 
Rodríguez Yagüe, 2013, 24 y ss.; Schmucker / Lösel, 2008.

1230 Con anterioridad a 1996, Garrido y Beneyto junto con otros autores, realizaron un traba-
jo de similares características en el contexto penitenciario catalán (vid. Garrido et al., 1995). 
Asimismo, y con posterioridad a 1996, Garrido junto con Gil, Forcadell, Martínez y Vinuesa, 
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base para la construcción del Programa de Control de la Agresión Sexual (SAC)1231. La 
primera aplicación del SAC se produjo paralelamente en dos centros penitenciarios de 
la provincia de Barcelona, Brians y Quatre Camins1232. Dada su importancia fueron va-
rios los estudios que se encargaron de analizar y evaluar su desarrollo1233. Los resultados 
conseguidos a través del SAC arrojaron informaciones y datos muy favorables para con 
el estudio original. En primer lugar, se ratificaron las hipótesis de trabajo y en segundo 
lugar, concluyeron que la aplicación del SAC reducía los índices de reincidencia, en el 
mejor de los casos, a la mitad.

Así las cosas, y aunque el SAC es un estudio realizado en el contexto penitenciario 
catalán, esto no sirvió de óbice para que la SGIP lo tomase como referencia. De este 
modo, la SGIP publica en 1998 un programa específico sobre delincuencia sexual que 
lleva por título: “El control de la agresión sexual: Programa de intervención en el medio 
penitenciario. Un programa de tratamiento para delincuentes sexuales en prisión”1234. 

El SAC, así como el protocolo de la SGIP, están dirigidos a todos los sujetos condenados 
por delitos contra la libertad e indemnidad sexual, con independencia de la edad de la 
víctima. De acuerdo con la opinión de González Collantes (2014, 29-30), este programa 
se construye tomando como base la existencia de una serie de variables manifestadas de 
manera secuencial y presentes en el perfil canónico del delincuente sexual. Así pues, en 
primer lugar, los delincuentes sexuales muestran una atracción hacia ese tipo de con-
ductas ilícitas en tanto que fuente de gratificación y alivio emocionales1235. En segundo 
lugar, pierden de vista la posibilidad de conseguir este placer emocional por otras vías. 
En tercer lugar, infravaloran la peligrosidad inherente a su realización. En cuarto lugar, 
poseen un inefectivo control de sus impulsos o acciones. Asimismo, y como nota común 
a estas características, se debe señalar que toda esta impulsividad que parece asistir a los 
delincuentes sexuales resulta, en cierto modo planeada. Es decir, y aunque parezca un 

realizaron en 1998 un trabajo que con base en los anteriores estudiaba, también en el contexto 
penitenciario catalán, a los agresores sexuales jóvenes (vid. Garrido et al., 1998).

1231 Vid. Garrido / Beneyto, 1996.
1232 Vid. González Collantes, 2014, 29; Redondo Illescas, 2006, 6.
1233 Vid. entre otros Navarro, 2004; Redondo et al, 2005; Redondo Illescas / Garri-

do Genovés, 2008; Soler Iglesias / García Díez, 2009, 111 y ss.; Valencia, et al. 2008. 
1234 Vid. Secretaria General de Instituciones Penitenciarias, 2005a. 

http://www.institucionpenitenciaria.es/web/export/sites/default/datos/descargables/publicacio-
nes/Doc.Penitenciario_3_completo.pdf (Último acceso: 09/2018).

1235 En este sentido vid. también Valencia et al, 2008, 8.
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oxímoron, la acción que desencadena un acto delictivo sexual precisa de un momento 
inicial impulsado con base en la planificación mental de su ejecución1236. 

De acuerdo con la opinión de Redondo Illescas, Pérez y Martínez (2007, 188), existen 
ocho factores que deben ser tenidos en cuenta como desencadenantes de un comporta-
miento sexual ilícito: 1. Elementos biológicos. Este factor, a su vez, se desagrega en dos ca-
tegorías: a. La semejanza que existe entre los mediadores neuroendocrinos de la conducta 
sexual y la conducta agresiva de los varones. b. La relativa inespecificidad1237 que en los 
seres humanos tiene el impulso sexual. 2. Fracaso del proceso inhibitorio. Los delincuentes 
sexuales muestran peores resultados en el aprendizaje de conductas y pautas relacionales 
en sede emocional y de pareja. 3. Actitudes socioculturales favorecedoras o tolerantes de la 
agresión sexual. Un contexto que promueve, o cuanto menos no sanciona claramente, 
este tipo de actitudes y comportamientos favorece su eventual desarrollo. 4. Pornografía 
violenta o infantil. De acuerdo con la opinión de estos autores, el consumo de este tipo 
de material favorece el desarrollo de actitudes proclives a la delincuencia sexual. 5. Cir-
cunstancias próximas facilitadoras. La realización de este tipo de conductas puede venir 
precedida de estados de estrés prolongado, reacciones coléricas, consumo de sustancias 
estupefacientes o alcohol, etc. 6. Distorsiones cognitivas sobre la sexualidad. La existencia 
de conceptos desfigurados sobre la sexualidad entre adultos, infantil, etc. puede normalizar 
en el agresor ideas próximas y favorables a la delincuencia sexual. 7. Circunstancias próxi-
mas. La existencia de contextos interpretados por el potencial agresor como favorables a 
la realización de los actos delictivos puede propiciar la realización de este tipo de ilícitos.

Asimismo, y en conexión con lo recién expuesto, la puesta en práctica de programas 
penitenciarios como el SAC viene precedida por el afán académico de construir diferentes 
tipologías y perfiles que permitan estudiar mejor a los delincuentes sexuales1238. Esta tarea, 

1236 Vid. Polaschek et al., 2002, 523 y ss.; Polaschek / Hudson, 2004, 7 y ss.; Soler 
Iglesias / García Díez, 2009, 83 y ss. 

1237 Desde un punto lingüístico se entiende la inespecifidad como el reverso de la especifidad. 
Siendo esta última la presuposición de existencia del objeto al que se refiere un sintagma nominal. 
Así las cosas, y en contraposición, la inespecificidad supone la falta de dicha presuposición (vid. 
Alcina Caudet, 1995, 57). En este contexto, se debe entender desde un punto de vista esta-
dístico. Por ello, la inespecificidad sería la incapacidad de nuestro estimador (deseo sexual) para 
identificar como negativos (no delincuentes sexuales) perfiles que realmente lo son (delincuentes 
sexuales). Dicho de otro modo, la inespecificidad se encuentra estrechamente vinculada con la 
capacidad para identificar falsos positivos. 

1238 Sobre la necesidad y procedencia de realizar estudios clasificatorios y tipológicos para de-
lincuentes sexuales, vid. entre otros Becerra García / García León, 2013; Castro / López 
Castedo / Sueiro, 2009; Echeburúa / Guerricaechevarría, 2000.
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de carácter instrumental, permite adecuar las distintas herramientas a las especialidades 
de cada tipo de infractor. De hecho, lo que se acaba de definir como afán, realmente es 
una necesidad operativa. Un programa de tratamiento no puede optimizar su funcio-
namiento si no posee la información más completa posible. Por todo ello, y en línea con 
lo anterior, el SAC delinea las características que conformarían su perfil tipo1239: 1. Ser 
varón. 2. Estar cumpliendo condena por uno o más delitos contra la libertad sexual. 3. 
Estar próximo al tercer grado penitenciario, la libertad condicional, o excepcionalmente, 
en espera de poder disfrutar permisos de salida frecuentes. 4. Tener entre 18 y 60 años. 
5. No tener causas penales pendientes. 6. Poseer un cociente intelectual superior a 80 y 
tener conocimientos básicos de lectoescritura. 7. No sufrir ninguna enfermedad mental 
que pudiese alterar el funcionamiento del programa. 8. No padecer enfermedades físicas 
que requiera asistencia médica especial y que por razón de ello repercuta en el curso del 
programa. 

De todos modos, y a pesar de sus peculiaridades, tanto el SAC como la versión impul-
sada por la SGIP, comparten una serie de características con los tratamientos que tanto en 
Estados Unidos, como en los países europeos, se están aplicando1240: 1. Poseer una larga 
duración en el tiempo y ser intensivos en su implementación. 2. Incluir medidas específi-
cas en relación con tres ejes tratamentales: comportamiento sexual desviado, distorsiones 
cognitivas y funcionamiento social del sujeto. 3. Utilizar, frecuentemente, inhibidores 
químicos del impulso sexual. Los más comunes para esta labor son: el acetato de cipro-
terona, el acetato de medroxiprogesterona y, más recientemente, el agonista análogo de 
la hormona liberadora de la gonadotropina (GnRH)1241. 4. Precisar la intervención de 
diversos terapeutas cuya labor reside en el entrenamiento de habilidades sociales especí-
ficas, como la inhibición de conductas delictivas o la asunción de dinámicas relacionales 
adultas y consentidas. 5. Requerir la participación voluntaria. Si bien es cierto que es 
promovida vía incentivos, en el caso del programa de tratamiento de la SGIP se explicita 
claramente que los sujetos que se adhieran al protocolo deben hacerlo motu propio1242. 
La voluntariedad es una condición sine qua non para el inicio del tratamiento (artículo 
116.4 RP1243). La participación coactiva no es una opción. Es más, de acuerdo con el re-

1239 Vid. Secretaria General de Instituciones Penitenciarias, 2005a, 23.
1240 Vid. Redondo Illescas, 2006, 3; Redondo Illescas / Garrido Genovés, 2008, 5.
1241 Vid. por todos Greenberg / Bradford, 1997; Marshall / Redondo Illescas, 2002.
1242 Vid. Secretaria General de Instituciones Penitenciarias, 2005a, 23.
1243 Artículo 116 RP.

4. La Administración Penitenciaria podrá realizar programas específicos de tratamiento para inter-
nos condenados por delitos contra la libertad sexual a tenor de su diagnóstico previo y todos aquellos 
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glamento penitenciario, no querer intervenir no puede, en ningún caso, servir de óbice 
para la marginación dentro del Centro Penitenciario. Sin embargo, y si bien la voluntad 
del legislador parece muy clara, existen en la práctica penitenciaria, e incluso en la nor-
mativa penitenciaria, cuestiones que enfrentan el artículo 116.4 RP. Como ejemplo se 
puede destacar que la Instrucción 9/2007 de 21 de mayo, que complementa los criterios 
para acceder al tercer grado, explicita como requisitos: a) la continuidad en el exterior 
en programas de tratamiento que ya haya realizado el interno en el centro penitenciario; 
b) la necesidad de tratamiento en medio comunitario. De esta manera, la inclusión del 
factor previsto en la letra a) no sólo aporta un componente positivo al seguimiento de 
los tratamientos penitenciarios de carácter abstracto, sino que le otorga un valor real, 
pues favorece la concesión del tercer grado. De este modo, el legislador beneficia a los 
internos que siguen un tratamiento frente a los que no lo hacen. Este proceder supone 
una marginación de facto, ya que se ofrece un trato diferenciado en atención a si está 
siguiendo, o no, un tratamiento. 

Así las cosas, y habida cuenta del fondo sobre el que se construye tanto el SAC como el 
protocolo de la SGIP, no resulta posible establecer un objetivo único. Su finalidad es múl-
tiple1244: 1. Reconocer las decisiones y condiciones que aumentan el riesgo de reincidencia. 
2. Planear, desarrollar y practicar una serie de respuestas que confronten las situaciones 
y elementos identificados como de alto riesgo. 3. Reestructurar la interpretación de los 
impulsos. 4. Desarrollar estrategias para reducir la probabilidad de que un fallo provoque 
una completa y total recaída. 5. Incrementar la empatía hacia la víctima y modificar las 
distorsiones cognitivas de la victimización. 6. Realizar modificaciones en el estilo de vida 
que dificulten la reincidencia. 7. Concienciar de la complejidad y dificultad del proceso 
de reinserción. La inclusión de un catálogo de fines tan diverso pone de manifiesto como 
los objetivos de estos programas (SAC y versión de la SGIP) no son unívocos. A través de 
estos protocolos de tratamiento no sólo se intentan cambiar los patrones delictivos del 
sujeto sino que también se pretende modificar sus hábitos vitales1245. De todos modos, 
y a pesar del variado conjunto de objetivos recién expuesto, sus finalidades no estarían 
completas si se obviase la satisfacción del mandato constitucional del art. 25.2 CE. Tanto 
el SAC, como la versión desarrollada por la SGIP, han de atender siempre y en todo caso 

otros que se considere oportuno establecer. El seguimiento de estos programas será siempre voluntario 
y no podrá suponer la marginación de los internos afectados en los Centros penitenciarios.

1244 Vid. Secretaria General de Instituciones Penitenciarias, 2005a, 22.
1245 Vid. Secretaria General de Instituciones Penitenciarias, 2005a, 22.
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al fin resocializador de las penas1246. No es viable una alternativa penal y penitenciaria 
que oriente su actividad a un fin incompatible con el art. 25.2 CE. 

Desde un punto de vista estructural, estos programas, SAC y versión de la SGIP, se 
dividen en dos ejes1247. El primero versa sobre el perfil del sujeto. En esta primera fase se 
intenta realizar una aproximación al infractor mientras que el segundo eje se centra en 
el tratamiento stricto sensu. Para poder llevar a cabo este cometido, el programa divide su 
actividad en doce módulos1248: 1. Entrenamiento en relajación. 2. Prevención de la recaída. 
3. Análisis de la historia personal. 4. Introducción a distorsiones cognitivas. 5. Conciencia 
emocional. 6. Comportamientos violentos. 7. Mecanismos de defensa. 8. Empatía hacia 
la víctima. 9. Distorsiones cognitivas. 10. Estilo de vida positivo. 11. Educación sexual. 
12. Control y modificación del impulso sexual. Los módulos recién expuestos puede 
subdividirse a su vez en tres grupos: aproximación (módulos 1 y 2), toma de conciencia 
(módulos 3 a 7), toma de control (módulos 8-12). El bloque de aproximación tiene por 
función acercar tanto al terapeuta como al sujeto al tratamiento. En este sentido, los 
dos primeros módulos sirven para presentar y afianzar dinámicas (físicas y mentales) de 
carácter preparatorio. Sin menospreciar la labor realizada en el primer módulo, el trata-
miento stricto sensu empieza a partir del tercer módulo. En la fase de toma de conciencia 
se muestra al sujeto una serie de emociones y conductas presentes en comportamientos 
violentos. Una vez completada esta fase de toma de conciencia, se comienza a trabajar 
en la desactivación de los resortes que desencadenan su realización. Para ello, se inicia la 
tercera fase, toma de control, que tiene un componente más personal. De esta manera, 
en los módulos 8 a 12 se analiza la conducta delictiva de manera singularizada. En esta 
fase, se toman como base los comportamientos propios y sobre ellos se enseñan y entre-
nan habilidades dirigidas al control personal y la prevención frente a escenarios donde 
podrían desarrollarse comportamientos sexuales de carácter delictivo. 

Asimismo, estas tres fases también pueden ser divididas respecto si su desarrollo es indi-
vidual o grupal. La preparación y aproximación del módulo 1 es individual. No obstante, 
el núcleo central de la intervención se realiza en sesiones colectivas formadas por grupos 
de 10 a 15 personas1249. Respecto a la duración del programa, cada sesión está diseñada 
para tener una duración de 3 horas y el tiempo total de tratamiento, en un escenario ideal, 
oscilaría entre los 9 y los 11 meses. Tal como se acaba de señalar, la anterior planificación 

1246 Vid. Rodríguez Yagüe, 2013, 48.
1247 Vid. Secretaria General de Instituciones Penitenciarias, 2005a, 23.
1248 Vid. Secretaria General de Instituciones Penitenciarias, 2005a, 23-24.
1249 Vid. Redondo Illescas et al., 2005, 1 y ss.
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responde a un escenario teórico, pues la realidad se encuentra sujeta a modulaciones 
vinculadas con las necesidades individuales de cada sujeto1250. 

De este modo, y a la vista de lo recién expuesto, se puede observar que la construcción 
del SAC, así como su variante desarrollada por la SGIP, se edifica con base en criterios 
ajenos al modelo gerencial-actuarial de penalidad. Más allá de que pueda incorporar algún 
elemento en particular, esto no significa que el SAC o a la versión del SGIP se puedan 
considerar como herramientas gerenciales de valoración de riesgo. De hecho, y ya de 
manera específica sobre los perfiles de riesgo, estos se basan en categorías tipológicas para 
construir sus categorías de delincuentes sexuales. El destinatario ideal de estos tratamien-
tos viene determinado por el cumplimiento de una serie de características determinadas 
a priori. No existen modulaciones en este sentido. Se deben cumplir ab initio todos, o al 
menos parte, de los requisitos que el SAC y el programa de la SGIP fijan para dar inicio 
al tratamiento. Por todo ello, y como punto final a este epígrafe, se puede inferir que los 
fundamentos que asisten a los programas de intervención penitenciaria explicados en este 
epígrafe poco tiene que ver con los que poseen los instrumentos inherentes al modelo 
gerencial-actuarial. 

3.5.3. El SVR-20 como programa de valoración de riesgos peni-
tenciarios específico en materia de delincuencia sexual 

A la vista de todo lo expuesto, se estima procedente analizar la interacción de los ins-
trumentos de valoración y gestión de riesgos con la delincuencia sexual. Para ello, no 
se pretende analizar el uso de este tipo de herramientas de un modo genérico, sino que 
interesa focalizarlo en el contexto penitenciario español. De esta forma, y para realizar 
esta labor, se utiliza el SVR-20 como herramienta de estudio.

El SVR-20 es un método de valoración de riesgos específico para delincuencia sexual. 
Su desarrollo inicial se realizó por un grupo de investigadores (Boer, Hart, Kropp y Webs-
ter) de la Universidad Simon Fraser de Vancouver, Canadá. Este equipo, a partir de los 
datos y experiencias recopilados en estudios anteriores, desarrolló en 1997 un programa 
de actuación denominado Sexual Violence Risk (SVR-20)1251. La importancia de este 

1250 Vid. Secretaria General de Instituciones Penitenciarias, 2005a, 25.
1251 Vid. Boer et al., 1997. La referencia al número 20 está justificada porque esa es la cifra 

de factores que se toman en consideración en su aplicación.
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instrumento para el contexto penitenciario español1252 reside en la adaptación que de 
él se hizo por parte de Antonio Andrés Pueyo, Ed Hilterman y Magali Martínez1253, si 
bien este dispositivo no sólo ha tenido impacto en la Península Ibérica, sino que existen 
otros muchos países que realizaron adaptaciones del SVR-20: Reino Unido, Australia, 
Alemania, Austria, Suiza, Suecia1254 o Países Bajos1255. De esta manera, se puede apreciar 
que esta herramienta posee una proyección internacional notable1256, y buena prueba de 
ello es su adaptación a contextos penitenciarios muy diversos. 

A pesar de que este análisis se centra en la aplicación penitenciaria del SVR-20, no se 
debe obviar que está concebido para ser usado en contextos jurídicos muy variados1257. 
Dentro de su marco competencial se encuentra la determinación del ingreso en prisión 
preventiva1258 o en una institución psiquiátrica1259, así como la elaboración de informes 
periciales, tanto en la fase de instrucción como en la vista oral. Asimismo, el SVR-20 no 
sólo desarrolla su actividad en el ámbito penal, sino que también puede colaborar en la 
determinación de situaciones de violencia familiar en el ámbito de la jurisdicción civil. 
De este modo, sus resultados pueden tener una importancia notable en cuestiones como 
la determinación de la custodia parental1260. De todas maneras, y volviendo al ámbito 
penitenciario, se ha de volver a resaltar que este instrumento posee un rol totalmente 
polifacético. De acuerdo con lo dispuesto en su guía de aplicación1261, la influencia del 
SVR-20 puede afectar a ámbitos tan diferentes como: el ingreso penitenciario, la clasifi-
cación penitenciaria, el tratamiento, el régimen de visitas, el otorgamiento de permisos 
de salida o el análisis de la reincidencia1262. Por todo ello, sus usos exceden, con mucho, 
de su aplicación como instrumento de valoración de riesgo

1252 Se ha de precisar que si bien la adaptación se realiza a nivel estatal, realmente su aplicación 
se optimiza respecto de las características del sistema penitenciario catalán. 

1253 Vid. Andrés Pueyo / Hilterman, 2005.
1254 Vid. Sjöstedt / Långström, 2002.
1255 Vid. de Vries Robbé et al., 2015; Rettenberger, et al., 2009. 
1256 Vid. McGrath et al., 2010; Rettenberger / Boer / Eher, 2011, 1010 y ss.; Yoon 

et al., 2016, 9.
1257 Vid. Andrés Pueyo / Hilterman, 2005, 31.
1258 Vid. Habermeyer et al. 2009.
1259 Vid. Logan, 2016, 577.
1260 Vid. Andrés Pueyo / Hilterman, 2005, 33.
1261 Vid. Andrés Pueyo / Hilterman, 2005, 32.
1262 En relación con el análisis de la reincidencia violenta en materia de delincuencia sexual es 

preciso señalar el estudio realizado por Hill et al. (2012, 3565 y ss.) en el que ponía en eviden-
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El SVR-20 parte de un concepto de violencia sexual de amplio espectro que toma en 
consideración cuestiones como la naturaleza, gravedad, frecuencia y probabilidad1263. De 
esta manera, se incluyen dentro de la noción de violencia sexual conductas que van des-
de agresiones a todo tipo de comportamientos atentatorios contra la libertad sexual1264. 

Por otro lado, también se estima de gran importancia la referencia a la víctima. Es 
considerada como víctima de un delito sexual aquella persona que ha sufrido una intro-
misión no consentida en la esfera de su libertad sexual. Así, se orillan, las consideraciones 
relativas a la edad de la víctima o a su capacidad, haciendo pivotar la realización del acto 
sobre la falta de consentimiento1265. 

La estructura interna de este instrumento se organiza en torno a 20 ítems: 1. Desviación 
Sexual. 2. Víctima de abuso en la infancia. 3. Psicopatía. 4. Trastorno mental grave. 5. 
Problemas relacionados con el consumo de sustancias tóxicas. 6. Ideación suicida/ ho-
micida. 7. Problemas en las relaciones sentimentales de pareja. 8. Problemas de empleo/
laborales. 9. Antecedentes de delitos violentos no sexuales. 10. Antecedentes de delitos 
no violentos 11. Fracaso en las medidas de supervisión previas. 12. Frecuencia elevada de 
delitos sexuales. 13. Tipología múltiple de delitos sexuales. 14. Daño físico a la(s) víctima(s) 
de los delitos sexuales. 15. Uso de armas o amenazas de muerte en los delitos sexuales. 16. 
Progresión en la frecuencia y gravedad de los delitos sexuales. 17. Minimización extrema o 
negación de los delitos sexuales. 18. Actitudes que apoyan o justifican los delitos sexuales. 
19. Carencia de planes realistas. 20. Actitud negativa hacia la intervención. 

cia la capacidad predictiva que poseía el SVR-20 a la hora de predecir el riesgo de reincidencia en 
casos de homicidios vinculados con delitos sexuales.

1263 Vid. Loinaz, 2017, 168. 
1264 Vid. Andrés Pueyo / Hilterman, 2005, 11. Se entiende por acto atentatorio contra la 

libertad sexual todo comportamiento en el que se obliga a alguien a realizar/tolerar alguna acción 
de naturaleza sexual contra su voluntad. Dicho de otro modo, se entiende por libertad sexual la 
posibilidad de elegir y practicar la opción sexual preferida en cada momento, así como para utilizar 
y servirse del propio cuerpo en este ámbito. Asimismo, de la libertad sexual se deriva la facultad 
de escoger compañero, con el consentimiento de éste, así como la posibilidad de rechazar propo-
siciones no deseadas y, con más motivo, la de repeler eventuales ataques (vid. por todos Ragués 
i Vallès, 2015, 131; Orts Berenguer, 2015, 200).

1265 Vid. Andrés Pueyo / Hilterman, 2005, 11; Logan, 2016, 576. De un modo más 
concreto, Rettenberger, Boer y Eher (2011, 1010-1011) estiman que la construcción del 
SVR-20 se hizo pivotar sobre la existencia de tres principios de alcance general que se encuentran 
presentes durante todas las fases de elaboración de este instrumento: 1. Apoyo de investigacio-
nes científicas. 2. Coherencia con la teoría y las recomendaciones de los operadores prácticos. 3. 
Adaptación al contexto jurídico, lo que se traduce en el respeto de los derechos fundamentales.
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El SVR-20 no debe tomarse como un bloque monolítico en el que todos los factores 
pretenden dar respuesta a las mismas cuestiones. De hecho, esta herramienta se encuentra 
dividida en tres secciones: psicosocial, delitos sexuales y planes de futuro. Asimismo, 
y dentro de cada una de estas categorías, se pueden establecer subclasificaciones1266 
más detalladas. En la primera sección, dedicada al estudio de factores psicosociales, 
los dos primeros factores (1-2) muestran el funcionamiento psicosexual del sujeto. 
Los cuatro factores de riesgo siguientes (3-4-5-6) se relacionan con el funcionamiento 
psicológico de la persona, los factores 7 y 8 con la identificación de un fracasos en la 
adopción de dos roles sociales importantes (pareja y empleo); y, finalmente, dentro de 
la sección psicosocial incluye tres factores más (9-10-11) que indican la predisposición 
del individuo hacia conductas antisociales con carácter general.

Con posterioridad a la sección psicosocial, el SVR-20 cuenta con un apartado relati-
vo a los delitos sexuales. Esta sección, a su vez, cuenta dos subsecciones. Una primera 
que agrupa cinco ítems (12-13-14-15-16) en los que se intenta obtener información 
sobre los delitos sexuales previamente cometidos y una segunda en la que se agrupan 
dos factores (17 y 18) vinculados con los aspectos psicológicos de la violencia sexual.

Por último, esta herramienta cierra con una tercera sección dedicada a los planes de 
futuro del sujeto. En este caso no hay que señalar subsección alguna, ya que los dos 
factores ínsitos en ella (19-20) se dedican a la misma tarea. 

La evaluación de estos 20 factores se realiza con base en dos juicios separados y 
consecutivos. En primer lugar se constata la presencia de las variables de acuerdo con 
un juicio limitado a tres opciones: presencia afirmativa (S), negativa (N) o dudosa 
(?)1267. En segundo lugar, se comprueba su evolución reciente. Es decir, se constata 
si en el comportamiento del recluso se produjo un aumento (+), una reducción (-) o 
si se mantuvo igual (0) la presencia de ese factor1268. La procedencia de esta segunda 
evaluación resulta ciertamente discutible, ya que el SVR-20 cuenta con un buen nú-
mero de factores estáticos1269. Así las cosas, valorar la tendencia de estas variables de 
riesgo no parece aportar gran valor dado que su propia naturaleza no acepta cambios 

1266 Vid. Pérez Martínez et al., 2008, 206-207; Redondo Illescas / Pérez / Martí-
nez, 2007, 191-192.

1267 Vid. Andrés Pueyo / Hilterman, 2005, 39; Logan, 2016, 576-577; Loinaz, 2017, 165.
1268 Vid. Andrés Pueyo / Hilterman, 2005, 41.
1269 Esta situación pasa con los siguientes factores: antecedentes sexuales de naturaleza violen-

ta (factor 9), antecedentes no violentos (factor 10), frecuencia de los delitos sexuales (factor 12), 
tipología múltiple de los delitos sexuales (factor 13), daño físico a la(s) víctima(s) de los delitos 
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de tendencia. Por todo ello, la segunda fase valorativa del SVR-20 no parece aportar 
al resultado final del mismo modo que lo hace la primera. De todas maneras, es im-
portante resaltar que la valoración de riesgo final se consigue acumulando ambas eva-
luaciones (factores de riesgo y tendencia). Igualmente, y más allá de que el resultado 
final del SVR-20 se consiga con la acumulación de ambas perspectivas de análisis, hay 
autores como Redondo Illescas, Pérez y Martínez (2007, 192) que consideran impor-
tante señalar el peso que la recopilación de información posee a la hora de maximizar 
el rendimiento de este instrumento: “El SVR-20 no es un test o cuestionario, sino un 
protocolo de hetero-evaluación que valora a cada sujeto en base a toda la información 
disponible, tanto suministrada por él como por otras fuentes externas”. En consecuencia, 
las entrevistas, informes técnicos, expedientes o registros se vuelven fundamentales a 
la hora de completarlo1270. De otro modo, mantener una posición solamente con base 
en fuentes limitadas de información, lastra su capacidad predictiva1271.

Las reevaluaciones poseen un carácter fundamental, ya que el óptimo funciona-
miento del instrumento se encuentra muy vinculado al conocimiento de los sujetos 
objeto de estudio1272. Dada la importancia de esta cuestión, el SVR-20 contempla un 
procedimiento detallado de reevaluación. Los intervalos de valoración de riesgos se 
determinan con base en tres consideraciones1273: a) la normativa vigente aplicable; b) 
la residencia del individuo, es decir, si vive en la comunidad o en una institución; c) el 
nivel global de riesgo del individuo. De esta manera, el comportamiento de estas va-
riables motiva y dirige el proceso de reevaluación. Por ello, un sujeto que muestre una 
tendencia al alza en su perfil de riesgo va a tener que someterse a mayores reevaluaciones 
que si no se diese tal circunstancia, y viceversa. Expuesto lo anterior, para un nivel bajo 
se recomiendan valoraciones formales cada 6 meses, incluso anuales si el pronóstico 
de riesgo así lo aconseja. En caso de riesgo moderado, la reevaluación se practica con 
más frecuencia, mensual o bimensual. Por último, en caso de sujetos con un perfil de 
riesgo elevado se recomienda reevaluar cada dos semanas o incluso semanalmente. El 
proceso de reevaluación se realiza siguiendo el mismo procedimiento que se emplea 
de manera inicial. Esto supone que se pueden realizar entrevistas de nuevo o revisar la 
historia del caso. De todos modos, este proceso resulta menos laborioso y demorado 

sexuales (factor 14), uso de armas o amenazas de muerte en los delitos sexuales (factor 15) y la 
progresión en la frecuencia y gravedad de los delitos sexuales (factor 16). 

1270 Vid. Redondo Illescas / Pérez / Martínez, 2007, 192.
1271 Vid. Rettenberger / Boer / Eher, 2011, 1011.
1272 Vid. Redondo Illescas / Pérez / Martínez, 2007, 193.
1273 Vid. Andrés Pueyo / Hilterman, 2005, 43-44.



David Castro Liñares

336

que el inicial, ya que el conocimiento previo de la información agiliza los trámites. De 
hecho, en ocasiones este trabajo consistirá en recodificar los ítems, obtener de nuevo la 
puntuación final del protocolo y cotejarla con el resultado que el mismo sujeto había 
obtenido en anteriores evaluaciones. 

Asimismo, parece apropiado tener en cuenta alguna de las limitaciones que los 
propios autores de la versión catalana del SVR-20 estiman como inherentes al propio 
modelo. En primer lugar, tal como destacan Andrés Pueyo y Hilterman (2005, 34): 
“No se puede pretender utilizar el SVR-20 para determinar si alguien ha cometido un 
acto de violencia sexual en el pasado, ni para determinar si alguien “encaja en el perfil 
de agresor sexual”, dado que tal perfil no existe- Los factores de riesgo incorporados en el 
SVR-20 están relacionados con el riesgo de violencia futura en individuos que ya han co-
metido un delito o agresión sexual”. En segundo lugar, y aunque parezca una obviedad, 
este instrumento se diseñó para realizar valoraciones de riesgo en violencia sexual. En 
caso de que se quiera utilizar para valorar el riesgo inherente a otro tipo de fenómenos 
delictivos, su uso va a arrojar resultados con un escaso, o incluso nulo, valor predicti-
vo. Su estructura no está diseñada para aportar soluciones a otro tipo de interrogan-
tes diferentes a los planteados por la delincuencia sexual. En tercer lugar, también se 
apunta la perentoria necesidad de que el operador goce de una formación específica 
que ayude a maximizar el rendimiento del SVR-201274. Para ello, se recomienda que los 
profesionales que manejen este programa estén formados en la realización de entrevistas 
personales, así como que tengan conocimientos específicos sobre las características y 
complejidades propias de la delincuencia sexual, ya que los resultados obtenidos han 
de ser interpretados en función del objetivo que se esté buscando. Es decir, no es lo 
mismo el uso que se hace de la información aportada por el SVR-20 cuando se realiza 
un análisis clínico, que cuando se trata de decidir acerca de la clasificación peniten-
ciaria de un sujeto. 

La aparición en el contexto penitenciario estatal de un instrumento de valoración y 
gestión de riesgos en materia de delincuencia sexual supuso un notable avance para el 
gerencialismo penal en España. En primer lugar, porque aproximaba el sistema español 
al de los países de su entorno, especialmente los anglosajones, que ya contaban con 
herramientas muy similares a la hora de atajar este tipo de ilícitos. En segundo lugar, 
porque asentaba todavía más las raíces del modelo de penalidad gerencial actuarial al 
incorporar un dispositivo genuinamente deudor de sus postulados teóricos. 

1274 Vid. Pérez Ramírez et al., 2008, 207; Redondo Illescas / Pérez Ramírez / 
Martínez, 2007, 191.
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Por todo ello, y en conexión con lo recién expuesto, la irrupción del SVR-20 no se 
puede desligar de la preocupación que supone su objeto de estudio. Así las cosas, resulta 
palpable, y esto ya ha sido también expuesto profusamente a lo largo de este apartado, 
la existencia de una notable inquietud político-criminal alrededor de la delincuencia 
sexual. Estas conductas son interpretadas como un problema de primer orden que 
debe ser atajado con premura y eficacia. De hecho, tanto es así que el legislador no sólo 
apuesta por el SVR-20 como herramienta destinada a reducir este tipo de ilícitos, sino 
que también incorpora una amplia pléyade de instrumentos e instituciones jurídicas 
destinadas al mismo fin. Como ejemplo, y como ya se ha analizado previamente, se 
pueden citar instituciones como el permiso que asiste a los empleadores para que co-
nozcan los antecedentes penales sexuales de un empleado cuando el trabajo implique 
un contacto directo con menores mientras que en el campo de los instrumentos se 
pueden destacar la creación de los registros de ficheros de delincuentes sexuales. La 
existencia de estas medidas, impulsadas en distintos momentos, pero con una voca-
ción compartida, es merecedora de una reflexión. En primer lugar, evidencia, y ya 
no conviene reiterarlo más, la preocupación existente por la delincuencia sexual. En 
segundo lugar, la cantidad de dispositivos que de manera paralela, complementaria 
e incluso solapada operan simultáneamente puede ser leída como la materialización 
de la dificultad que el sistema penal-penitenciario posee a la hora de enfrentar esta 
realidad. En tercer lugar, la aparición de todas estas medidas, así como también la de 
los registros de delincuentes sexuales o las certificaciones laborales de antecedentes, 
se producen en distintos momentos. En consecuencia, cada una de ellas se encuentra 
influida por las dinámicas político-criminales que eran hegemónicas en el momento 
de su creación. Esto hace que converjan en torno a mismo objetivo, instrumentos e 
instituciones con posicionamientos conceptuales y operativos muy variados. Así pues, 
la anterior confluencia dibuja un conjunto heterogéneo. Un corpus cuyas partes inte-
grantes no se encuentran coordinadas y que responden a principios propios. De este 
modo, se puede observar como por ejemplo la labor del SAC no se encuentra armoni-
zada con el desarrollo operativo del registro de ficheros de delincuentes sexuales. De 
hecho, su único nexo reside en la confluencia en torno a un fin común: la reducción 
de la delincuencia sexual en el marco del ordenamiento jurídico español. Esta cuestión 
genera tensiones y asimetrías difícilmente compatibles. Una de ellas se ve reflejada 
en el complejo encaje que los instrumentos de valoración y gestión de riesgos poseen 
en las políticas criminales relativas a la delincuencia sexual. De hecho, y más allá del 
SVR-20, no existen otros ejemplos con una entidad comparable que puedan acreditar 
la existencia de métodos gerenciales actuariales en este contexto. Por el contrario, lo 
que sí resulta más sencillo es encontrar contraejemplos ajenos al desarrollo gerencial 
actuarial stricto sensu, como la introducción de la libertad vigilada en 2010 o la creación 
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de un fichero de registro de delincuentes sexuales en 2015. Ambas medidas fueron 
concebidas existiendo ya la versión española del SVR-20. Por ello, se puede inferir que 
el legislador no tiene ningún problema en seguir alimentando el crecimiento de esta 
difusa amalgama de medidas existentes en materia de delincuencia sexual. Es más, esta 
tendencia legislativa también se puede interpretar como una muestra de la desconfianza 
existente en relación con los instrumentos de valoración y gestión del riesgo. Esto es 
así en la medida en que, en fechas recientes, y existiendo instrumentos de valoración 
y gestión de riesgo aplicables, el legislador optó por explorar otras alternativas con las 
que confrontar la delincuencia sexual. No obstante, esto no es una dinámica solamente 
apreciable respecto de este tipo de ilícitos. Este modo de proceder se puede encuadrar 
dentro de una perspectiva más generalizada. Un punto de vista que permite constatar, 
una vez más, los recelos que el sistema penal y penitenciario español alberga respec-
to al uso de los instrumentos de valoración de riesgo. De hecho, cuestiones como la 
existencia de preceptos normativos como el art. 6.1 RP, las dificultades operativas a 
las que se tiene que enfrentar la TVR y la M-CCP o el poco desarrollo práctico que 
posee el SVR-20 permiten sostener esta idea. 

De todos modos, y como complemento al argumento anterior, se ha de señalar que no 
sólo los recelos stricto sensu son capaces de explicar esta preterición. No se debe perder 
de vista que la creación, desarrollo e implementación de las herramientas recién expli-
cadas están muy vinculadas con los desarrollos realizados por las Administraciones. 
No obstante, estos entes públicos no son los únicos que tienen capacidad de inciden-
cia sobre el sistema penal y penitenciario. Así las cosas, el poder legislativo también 
posee un notable margen de maniobra en este ámbito que, como no podría ser de otro 
modo, responde a la satisfacción de una agenda propia. En línea de principio, no hay 
problema alguno en que las voluntades de la Administración y del poder legislativo 
confluyan. No obstante, esto no tiene necesariamente porque ser así. Las capacidades 
operativas de ambas instituciones son autónomas. Esto justifica que puedan existir 
medidas diferentes (instrumentos de valoración y gestión del riesgo y registros de de-
lincuentes sexuales) que incidan separadamente sobre los mismos fenómenos (delin-
cuencia sexual). En consecuencia, la multiplicidad de herramientas de las que dispone 
el sistema penal y penitenciario evidencia no sólo que los intereses de los valedores de 
los instrumentos de valoración y gestión de riesgos no son exclusivos, sino también 
que existen otras perspectivas que gozan de tanto o mayor predicamento a la hora de 
intentar atajar la criminalidad sexual.



Ejecución penitenciaria y riesgo

339

3.6. El RisCanvi como paradigma de instrumento de 
valoración y gestión de riesgos en el contexto peni-
tenciario estatal

La competencia en materia penitenciaria en España no es atribución exclusiva de la 
Administración General del Estado. Esta situación permitió que Cataluña solicitase su 
transferencia. Este tema fue abordado en la Ley Orgánica 4/1979, de 18 de diciembre, 
de Estatuto de Autonomía de Cataluña1275, artículo 11.11276. De todos modos, la ma-
terialización de esta transferencia no fue inmediata, ya que se tuvo que esperar hasta 
el 1 de enero de 1984 para que el Real Decreto 3482/1983, de 28 diciembre, oficia-
lizase el traspaso. Con la llegada de la reforma del estatuto catalán en 2006, operada 
a través de la Ley Orgánica 6/2006 de 19 de julio, se modifica esta cuestión. Esta ley, 
lejos de orillar la importancia de esta competencia, resalta esta cuestión a través de un 
precepto específico (art. 1681277). Asimismo, y a partir del momento en que se produce 

1275 El Estatuto de Autonomía vasco de 1979 (LO 3/1979, de 18 de diciembre) también 
contempla la posibilidad de asumir competencias en materia penitenciaria (arts. 10.14, 12.1). 
Sin embargo, y a diferencia de lo que sucedió en Catalunya, en el caso vasco esta transferencia no 
se materializó por más que representase una reclamación histórica. Diferente resulta la situación 
andaluza, puesto que si bien el estatuto de autonomía de Andalucía de 1981 (LO 6/1981, de 
30 de diciembre) incluye la transferencia de competencias en materia de ejecución penitenciaria 
(artículo 17), esta nunca fue reclamada.

1276 Artículo 11. Estatuto de Autonomía de Cataluña 1979.
Corresponde a la Generalidad la ejecución de la legislación del Estado en las siguientes materias:
1. Penitenciaria.

1277 Artículo 168 Sistema penitenciario. Estatuto de Autonomía de Cataluña 2006.
1. Corresponde a la Generalitat la competencia ejecutiva de la legislación del Estado en materia 
penitenciaria, que incluye en todo caso:

a) La capacidad para dictar disposiciones que adapten la normativa penitenciaria a la realidad 
social de Cataluña.

b) La totalidad de la gestión de la actividad penitenciaria en Cataluña, especialmente la dirección, 
la organización, el régimen, el funcionamiento, la planificación y la inspección de las instituciones 
penitenciarias de cualquier tipo situadas en Cataluña.

c) La planificación, la construcción y la reforma de los establecimientos penitenciarios situados 
en Cataluña.

d) La administración y gestión patrimonial de los inmuebles y equipamientos adscritos a la 
Administración penitenciaria catalana y de todos los medios materiales que le sean asignados.

e) La planificación y organización del trabajo remunerado de la población reclusa, así como la 
ejecución de las medidas alternativas en prisión y las actividades de reinserción.
2. La Generalitat podrá emitir informes en el procedimiento de otorgamiento de indultos.
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esta transferencia en 1984, se crea un sistema penitenciario propio y paralelo al estatal 
coordinado a través de la Direcció General de Serveis Penitenciaris. 

La capacidad para dictar leyes en materia penal y procesal penal reside de un modo 
exclusivo, y excluyente, en el Estado (art. 149.1.6ª CE1278). Idéntica situación sucede 
con el Poder judicial, donde la Generalitat de Catalunya tampoco posee capacidad de 
incidencia (art. 149.1.5 CE1279). Por ello, y reiterando lo recién expuesto, la competen-
cia que la administración catalana posee en materia penitenciaria se circunscribe a un 
ámbito estrictamente ejecutivo. En consecuencia, todo el caudal normativo emanado 
de la Direcció General de Serveis Penitenciaris tiene como finalidad la organización y 
gestión de la Administración penitenciaria. 

De esta manera, el sistema penitenciario en el Estado español no se encuentra go-
bernado de un modo único. Esta disparidad de sistemas aboca a un escenario donde 
es posible encontrar distintos modos, instrumentos y prácticas de ejecución de las 
penas1280. Como no podría ser de otro modo, dentro de este haz de alternativas se 
sitúa, indefectiblemente, la existencia y uso de instrumentos de valoración y gestión 
del riesgo como el RisCanvi. 

Los motivos que subyacen a la asunción de los instrumentos de valoración y gestión 
de riesgos como herramienta de trabajo por parte del sistema penitenciario catalán son 
diversos. Entre ellos, y como nota diferencial, se debe incluir el mayor peso que poseen 
los saberes expertos1281. En relación con esto, la referencia a equipos de investigación 
como el Grupo de Estudios Avanzados en Violencia (GEAV1282) de la Universidad de 

1278 Artículo 149 CE.
1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias:

6.ª Legislación mercantil, penal y penitenciaria; legislación procesal, sin perjuicio de las necesa-
rias especialidades que en este orden se deriven de las particularidades del derecho sustantivo de las 
Comunidades Autónomas.

1279 Artículo 149 CE.
1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias:

5.ª Administración de Justicia.
1280 Vid. Andrés Pueyo, 2017, 373.
1281 Vid. Brandariz García, 2016, 202.
1282 Este equipo, fundado en 2003, tiene como objetivo fundacional el análisis científico de 

los comportamientos violentos, en sus diversas formas y manifestaciones sociales. Desde el GEAV 
se plantea la posibilidad de realizar labores de consultoría institucional, formación continuada 
y asesoramiento técnico. La interacción con otros grupos de investigación así como el diálogo 
e interacción con instituciones públicas, sean de la índole que sean, resulta fundamental para 
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Barcelona se vuelve insoslayable. De hecho, este grupo de investigación, o al menos 
parte de sus miembros, colaboró activamente en el desarrollo, adaptación e implemen-
tación de varios instrumentos de valoración y gestión de riesgo al contexto catalán1283. 
De esta manera, y con el ejemplo que representa el GEAV, se puede sostener la idea de 
que en Catalunya existe una mayor sensibilidad respecto de las potencialidades que 
albergan los instrumentos de valoración y gestión del riesgo en el ámbito penitenciario. 

No obstante, el nacimiento del RisCanvi no se debe vincular únicamente a la exis-
tencia de un contexto proclive al uso de los instrumentos de valoración y gestión de 
riesgo. El diseño e implementación de este programa tiene una fuerte conexión con la 
Conselleria de Justícia de la Generalitat de Catalunya. Este órgano, junto con la fiscalía 
del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, crearon el 31 de julio de 2007 la Comissió 
per a l´Estudi de les Mesures de Prevenció de la Reincidència en Delictes Greus1284, tam-
bién llamada Comisión Mena1285 (Resolución JUS/2362/2007, DOGC núm. 4937, 

comprender su haz de relaciones. Toda esta información ha sido extraída de la página oficial del 
GEAV. (vid. http://www.ub.edu/geav/) (Último acceso: 09/2018).

1283 Entre los principales instrumentos que el GEAV adaptó a la realidad penitenciaria cata-
lana están el SVR-20, el HCR-20 y el SARA. Sobre el primero de ellos no ha lugar a mayores 
explicaciones aquí. No obstante no ocurre lo mismo con el HCR-20 y el SARA. El HCR-20 o 
Assessing Risk for Violence es una instrumento utilizado para la predicción de actos de violencia 
física cometidos por reclusos con enfermos mentales y reincidentes. Consta de 20 factores de riesgo 
de tipo histórico, clínico y de gestión del riesgo (vid. Webster, et al., 1997). En relación con su 
adaptación al contexto español, vid. Hilterman / Andrés Pueyo 2005. El Spousal Assault Risk 
Assessment, SARA, es una guía protocolizada para la valoración riesgo de violencia física grave, 
sexual y amenazas en el seno de la pareja o con exparejas pero también en un contexto doméstico 
frente a hijos o ascendientes. Consta de 20 factores de riesgo: antecedentes de violencia de género, 
antecedentes violentos en general, infracción más reciente y perfil psicosocial (vid. Kropp et al., 
1995). En relación con su adaptación al contexto español, vid. Andrés Pueyo / López, 2005.
Asimismo, aunque de un modo piloto, Andrés Pueyo y Redondo (2007, 167), señalan que 
el DA y el Odara también han sido trabajados por el GEAV. El DA, Dangerous Assessment, es 
un instrumento que cuenta con factores de riesgo específicos para la predicción de delincuencia 
machista y se utiliza de un modo específico para la valoración del riesgo de asesinato a la pareja 
(Campbell 1995). El Odara, Ontario Domestic Assessment Risk Scale, es un instrumento que 
consta de 13 variables capaces de evaluar el riesgo de violencia familiar (Hilton et al., 2004).

1284 En español: Comisión de estudio de las medidas de prevención de la reincidencia en delitos 
graves. Asimismo sobre la creación de esta comisión (vid. Andrés Pueyo, 2014, 69; Direcció 
General de Serveis Penitenciaris, 2011, 44).

1285 El sobrenombre de Comisión Mena viene motivado por el hecho de que su presidente 
fue José María Mena Álvarez, en aquel momento ex-fiscal jefe del Tribunal Superior de Justicia 
de Cataluña.
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de 24 de julio). Uno de los principales motivos que subyacen a la creación de esta co-
misión residía en el intento de solucionar la problemática desencadenada por la salida 
de prisión de un conocido sujeto condenado por delitos contra la libertad sexual. La 
excarcelación de esta persona adquirió gran notoriedad, dada la enorme repercusión 
mediática de su caso1286. En consecuencia los poderes públicos iniciaron la búsqueda 
de respuestas y alternativas que intentasen apaciguar la creciente intranquilidad po-
pular1287. No obstante, la Comisión Mena no sólo se creó para dar satisfacción a este 
hecho de naturaleza coyuntural, sino que a su abrigo también se trataron cuestiones 
de carácter estructural como el aumento de la severidad penal, el crecimiento de la 
población penitenciaria, la tensión existente alrededor del mantenimiento de progra-
mas de tratamiento existentes o la introducción de nuevas medidas penales alternativas 
propiciadas por las nuevas demandas de seguridad solicitadas desde Europa y Espa-
ña1288. Como resultado, la Conselleria de Justícia de la Generalitat de Catalunya y la 
Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña aunaron distintas perspectivas 
y las materializaron en una comisión de investigación cuya finalidad residía en dar 
respuestas de naturaleza político-criminal. 

Como conclusiones a su trabajo se redactó un documento al que se añadió un 
decálogo de recomendaciones. En primer lugar, se incorporaba una con el siguiente 
tenor literal: “Dado que hay medios científicamente contrastados para la evaluación del 
riesgo de reincidencia, la Comisión considera que todos los servicios públicos implicados en 
las actuaciones de prevención de la reincidencia en delitos violentos especialmente graves 
deben compartir un instrumento unificado que dé información fiable sobre el nivel de 
riesgo que presentan los penados por estos delitos. Por este motivo, la Comisión recomienda 
el establecimiento de un procedimiento técnico específico de valoración del grado de riesgo 
que sea compartido por todas las instituciones competentes, Administración de justicia, 
servicios penitenciarios y cuerpos policiales”. En suma, la Comisión Mena se posicionó 
muy claramente a favor del desarrollo de instrumentos de valoración y gestión de 
riesgos. Por lo tanto, este texto, y más en concreto la voluntad que de él emana, sen-
taron las bases sobre las que construir una herramienta ínsita en el contexto catalán 

1286 Vid. Andrés Pueyo, 2017, 378; Rivera Beiras, 2015, 118.
1287 De hecho, la preocupación por la excarcelación de este sujeto y su vinculación con el na-

cimiento de la Comissió per a l´Estudi de les Mesures de Prevenció de la Reincidència en Delictes 
Greus quedan palmariamente explicitadas en el primer párrafo de la memoria de los resultados 
de esta comisión. Vid. 
http://justicia.gencat.cat/web/.content/documents/arxius/comissio_mena_cas.pdf 
(Último acceso: 09/2018).

1288 Vid. Andrés Pueyo, 2017, 378; Arbach Lucioni / Andrés Pueyo, 2016, 283.
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que sirviese para evaluar y gestionar la realidad penitenciaria de un modo similar al 
de otros países y contextos similares.

3.6.1. Estructura y objetivos del programa RisCanvi

El Departament de Justícia de la Generalitat de Catalunya, en cumplimiento de las 
recomendaciones realizadas por la Comisión Mena, fue la institución que inició la 
realización del protocolo RisCanvi1289. La denominación de este programa se deriva 
del acrónimo formado por la unión de las palabras “Risc”, riesgo en catalán y “Canvi”, 
cambio en catalán1290. Su creación fue una tarea en la que colaboró de manera con-
junta el GEAV, el Centre d'Estudis Jurídics i Formació Especialitzada de la Generalitat 
de Catalunya y la empresa Better Consultants1291. Así las cosas, y aunque las recomen-
daciones de la Comisión Mena fueron realizadas en 2007, el desarrollo del RisCanvi 
no se materializó hasta el 2010, año en el que fue publicada la memoria técnica que 
recoge su protocolo de actuación y sus escalas de valoración de riesgo1292. 

El diseño y construcción de este instrumento se gestó durante los años precedentes. 
El período de realización se efectuó con base en un estudio retrospectivo que contaba 
con una muestra de 643 casos y 428 controles. Asimismo, se siguió una metodología 
de caso-control que fue de aplicación a cada uno de los fenómenos que se intentaban 
predecir1293. 

Estas referencias cuantitativas y temporales resultan de gran importancia. No obstante, 
un estudio del RisCanvi que pretenda acercarse a su estructura y objetivos no puede 
orillar sus referencias epistemológicas1294. Más allá de que esta herramienta fuese creada 
ad hoc para dar respuesta al contexto penitenciario catalán, esto no significa, en modo 

1289 Vid. Andrés Pueyo, 2017, 373.
1290 Vid. Andrés Pueyo, 2017, 379.
1291 Vid. Martínez Garay, 2017, 342; Daunis Rodríguez, 2016b, 252. En relación con 

la compañía Better Consultants, esta es una empresa de consultoría y servicios en tecnologías de 
la información especializados en trabajos para entidades financieras y de seguros, administración 
pública e industrias y servicios.
http://betterconsultants.es/w16/?page_id=440&lang=es_ES (Último acceso: 09/2018)

1292 Vid. Andrés Pueyo / Arbach Lucioni / Redondo Illescas, 2010.
1293 Vid. Andrés Pueyo, 2017, 380; Direcció General de Serveis Penitenciaris, 

2011, 44-45; García-Borés Espí et al., 2015a, 80-81.
1294 Vid. Andrés Pueyo, 2014, 68; García-Borés Espí et al., 2015a, 80; Nguyen / Ar-

bach Lucioni / Andrés Pueyo, 2011, 280 y ss.
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alguno, que su diseño se encuentre desprovisto de influencias. De esta manera, y de 
un modo protagónico, la referencia al Modelo Riesgo-Necesidad-Responsabilidad1295 
(RNR) resulta insoslayable1296. Tanto es así que para García-Borés Espí et al. (2015a, 
80) “el RisCanvi es la adaptación al contexto específico de la población penitenciaria cata-
lana del modelo basado en los principios de riesgo-necesidad-responsabilidad”. La posición 
del Modelo RNR como instrumento de referencia en materia de valoración y gestión 
de riesgos resulta clara y notoria si bien es cierto que también existen alternativas y 
modelos que confrontan sus paradigmas y plantean alternativas1297. 

El RNR se vertebra en torno a una serie de “principios de intervención efectiva” (Cu-
llen, 2005, 16) que sirven como base al desarrollo de instrumentos, herramientas o 
metodologías cuyo enfoque reside en el estudio de las múltiples ópticas desde las que 

1295 Vid. entre otros Andrews / Bonta, 2015, 45 y ss.; 299 y ss.; 393 y ss.; Andrews / 
Bonta / Wormith, 2004, 735 y ss.; Cullen, 2004, 16 y ss.; Loinaz, 2017, 84; Redondo 
Illescas, 2008, 82 y ss.; Sáez Díez / Montiel Juan / Carbonell Vayá, 2015, 116 y ss.; 
Velásquez, 2014, 74 y ss.

1296 Vid. Brandariz García, 2016, 203; Nguyen / Arbach Lucioni / Andrés Pueyo, 
2011, 279.

1297 En relación con esta cuestión resulta muy interesante el debate del que se hace eco Velás-
quez (2014, 74) en torno al RNR. Este modelo fue analizado críticamente por Ward y Maruna 
en su obra Rehabilitation (Ward / Maruna, 2007, 75 y ss.), hasta el punto de proponer un 
modelo alternativo denominado Good Lives Model (GLM). Este modelo estima que el proceso 
rehabilitador reside en la construcción de capacidades y fortalezas que alejen al sujeto de la rein-
cidencia. Así las cosas, la comisión de actos delictivos busca la satisfacción de deseos y necesidades 
personales. Esto implica que se le otorgue gran valor a la motivación y capacidad decisoria de los 
sujetos, ya que incidiendo sobre esta cuestión se podría alcanzar mejor el objetivo rehabilitador. 
La confrontación del paradigma del GLM con el RNR promovió un rico debate doctrinal. De 
hecho, los propios Andrews y Bonta acompañados por Wormith respondieron en su momento a 
las críticas de Ward y Maruna (Andrews / Bonta / Wormith, 2011). En este texto, realizan un 
recorrido que arranca en los fundamentos epistemológicos del GLM y desde ahí se van detenien-
do en todos los puntos en los que posee discrepancias con el modelo RNR. Con posterioridad 
a este artículo, el propio Ward y sus colaboradores (Ward / Yates / Willis, 2012) publicaron 
un trabajo para dar respuesta a Andrews, Bonta y Wormith. El núcleo de ese trabajo ponía de 
manifiesto los errores interpretativos que los anteriores autores habían realizado en su lectura del 
GLM para después volver a evidenciar las diferencias entre ambos modelos. Por su parte, y ya sin 
Andrews que había fallecido, Wormith, Gendreau y Bonta (Wormith / Gendreau / Bonta, 
2012) respondieron al artículo de Ward, Yates y Willis en el mismo número de Criminal Justice 
and Behaviour en el que se había publicado la primera réplica. En este trabajo se toman como re-
ferencia tres puntos sobre los que discrepan con Ward y sus colaboradores y sobre ellos vuelven a 
manifestar sus discrepancias sobre la lectura realizada acerca del RNR, así como sus discrepancias 
en relación con el GLM. 
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analizar el riesgo. De este modo, los principios del modelo RNR poseen un gran va-
lor de naturaleza estratégica, ya que permiten resignificar y otorgar nuevos usos a las 
narrativas y discursos que en materia de riesgo existen en el campo punitivo1298. Por 
ello, el RNR adquiere una notable importancia para la práctica penitenciaria pues 
permite enfrentar problemas recurrentes desde nuevas ópticas. 

La estructura del modelo RNR estaba formada originalmente por los conceptos 
que aportan las siglas con las que se construye el acrónimo: riesgo, necesidad y res-
ponsabilidad1299. En 2006, los autores incorporaron dos principios más vinculados al 
ámbito penitenciario, los principios de discrecionalidad profesional y de integridad 
de la evaluación, y posteriormente en 2015, otros dos más, amplitud y fortaleza1300. 
De esta forma, el modelo RNR incorpora a sus tres principios originales cuatro de 
carácter complementario. Una primera, y rápida, aproximación a los principios ori-
ginales es aportada por Andrews y Bonta (2010, 44-45), que los definen del siguiente 
modo: “Principio de Riesgo: intervención intensiva directa con los delincuentes con alto 
riesgo de reincidencia y disminución de las intervenciones con los que se evalúen como de 
bajo riesgo. Principio de Necesidad: enfocar el tratamiento a las necesidades criminógenas 
del individuo. Principio de Responsabilidad: configurar el tratamiento de manera que 
responda a los estilos y habilidades de aprendizaje del infractor”. 

Una vez visto su contenido esencial, resulta interesante tratar más pormenoriza-
damente cada uno de ellos, así como definir los principios secundarios. En primer 
lugar, el principio de riesgo trata sobre quién debe ser el destinatario de la acción tra-
tamental1301. Su satisfacción se encuentra supeditada a la asunción de dos premisas de 
cumplimiento secuencial: 1. El comportamiento delictivo se puede predecir. 2. Las 
intervenciones realizadas sobre los infractores han de ser acordes a su nivel de riesgo1302. 
Para cumplir este principio, se considera que los instrumentos de valoración y gestión 
del riesgo son la herramienta idónea. En primer lugar, porque son capaces de detectar 
los factores de riesgo presentes en un sujeto y, en segundo lugar, porque poseen un 
amplio abanico de respuestas frente a situaciones diferenciadas. La satisfacción de 
este principio implica huir de consideraciones que atribuyan al riesgo una naturaleza 
monolítica. Es decir, no se puede asumir este concepto como una realidad invariable 

1298 Vid. Cullen, 2005, 16 y ss.; Velásquez, 2014, 74-75. 
1299 Vid. por todos Andrews / Bonta, 2015, 47 y ss.
1300 Vid. Andrews / Bonta, 2015, 52.
1301 Vid. Andrews / Bonta, 2010, 45.
1302 Vid. Andrews / Bonta, 2015, 47.
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respecto de los cambios exteriores. Así las cosas, “el resultado de la evolución (del riesgo 
en el ámbito penal) no es binaria (riesgoso/no riesgoso), sino que es probabilística (bajo riesgo, 
riesgo medio, alto riesgo)” (Velásquez, 2014, 75). Esto es así debido a que, de cualquier 
otro modo, se cumpliría el primer requisito (detección del riesgo), pero no el segundo 
(actuar en coherencia). De esta manera, la consumación de este principio de riesgo 
reside en articular instrumentos que permitan obtener valoraciones diferenciadas en 
función de cada perfil de riesgo.

En segundo lugar, el principio de necesidad muestra el qué debe tratarse1303. Para ello, 
se toman como referencia las denominadas necesidades criminógenas1304. De acuerdo 
con este principio, todos los sujetos, per se, poseen una serie de necesidades y carencias 
que desean satisfacer. El modelo RNR asume este planteamiento y lo desarrolla crimi-
nológicamente. De esta manera, a través del principio de necesidad se intenta buscar los 
factores que aumentan la criminalidad para trabajar en su disminución. Esta estrategia 
parte de la base de que si el objetivo final reside en reducir la delincuencia, todas las ac-
ciones que se centren en menguar la incidencia de los factores de riesgo que la propician 
van a redundar en un descenso de la actividad delictiva.

En tercer lugar, el principio de responsabilidad enfrenta el cómo se realiza la interven-
ción1305. El desarrollo de este principio enfatiza la necesidad de establecer tratamientos y 
métodos adaptados a cada perfil de riesgo. Para ello, se realizan dos tipos de actividades. 
En primer lugar, programas no individualizados en los que se intenta mejorar la actitud 
de los sujetos y, en segundo lugar, personalizaciones del tratamiento de acuerdo con las 
características propias de cada individuo (raza, género, edad, comportamiento, etc.)1306. 
En este sentido, y en línea con lo apuntado en relación con el principio de riesgo, el prin-
cipio de responsabilidad pretende individualizar el tratamiento para cada caso concreto.

En cuarto lugar, y con una naturaleza secundaria por razón de su menor importancia1307, 
se presentan los siguientes principios: 1. Principio de discrecionalidad profesional. Su 
aplicación amplia el margen de actuación de los operadores prácticos. De esta manera, 
se les permite adoptar decisiones individuales a pesar de que supongan un desvío del 
procedimiento estandarizado. 2. Principio de integridad en la evaluación. A través de su 
empleo se intenta maximizar la eficacia del modelo RNR. Para llevar a cabo esta labor 

1303 Vid. Andrews / Bonta, 2010, 45.
1304 Vid. Andrews / Bonta, 2015, 48-49; 55 y ss.
1305 Vid. Andrews / Bonta, 2010, 46.
1306 Vid. Andrews / Bonta, 2010, 46-47.
1307 Vid. Andrews / Bonta, 2015, 52.
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se realiza una supervisión técnica en la que se evalúa su comportamiento y resultados. 3. 
Principio de amplitud. Este principio tiene conexión con el principio de necesidad. Su 
desarrollo enfatiza la necesidad de enfocarse en las necesidades criminógenas del recluso 
cuando se trabaja con perfiles de alto riesgo. 4. Principio de fortaleza. Su principal poten-
cial reside en la labor de reforzar el modelo RNR en las predicciones realizadas en materia 
de reincidencia así como en las cuestiones específicas en materia de riesgo.

Si bien es cierto que la presencia del modelo RNR es muy intensa dentro del RisCanvi, 
esto no significa que sea su única influencia. Este protocolo estudió y tomó como refe-
rencias otros instrumentos de valoración y gestión de riesgos como el LSI-R, el OASys 
o el COMPAS1308.

Asimismo, este protocolo posee otros principios a los que debe atenerse, ya que por razón 
de su encaje en el ordenamiento jurídico español, el mandato constitucional del artículo 
25.2 CE resulta una máxima obligatoria1309. De este modo, el RisCanvi adecua toda su 
estructura interna, así como sus funciones, a la satisfacción de esta finalidad. Dicho de 
otro modo, “en la medida en que sea posible identificar a aquellos reclusos que presentan 
un mayor riesgo para la reincidencia delictiva, podremos (con el RisCanvi) maximizar 
la eficacia de los tratamientos dirigidos a su rehabilitación y reinserción social” (Nguyen 
/ Arbach Lucioni / Andrés Pueyo, 2011, 274). A través de esta adscripción al fin ree-
ducador, el programa RisCanvi se alinea con la tendencia que pretende reposicionar el 
paradigma de la rehabilitación como asidero axiológico del sistema penitenciario1310. Este 

1308 En relación con este tema se puede señalar la influencia del Level of Service Inventory 
Revised (LSI-R), también desarrollado por Andrews y Bonta (Andrews / Bonta, 1995). Este 
instrumento está diseñado para gestionar el tratamiento de los internos en prisión. Valora el riesgo 
de reincidencia y las dificultades de adaptación al tratamiento. Para ello cuenta con un listado de 
factores de riesgo y de necesidades criminógenas dinámicas y estáticas. Por su parte el Offender 
Assessment System (OASys) (Home Office, 2002). Es un instrumento compuesto por 12 ítems 
y que tiene como principal objetivo evaluar a sujetos sometidos a libertad condicional (si bien 
también puede ser utilizado en prisiones). Finalmente, encontramos el Correctional Offender 
Management Profiling for Alternative Sanctions (COMPAS) (Brennan / Oliver, 2000). Es 
un instrumento de valoración de riesgo que toma su estructura del modelo RNR y se utiliza para 
colaborar en la ejecución de penas no privativas de libertad así como en situaciones de suspensión 
de la pena o libertad condicional. Sobre todos estos instrumentos, vid. también, Loinaz, 2017, 
150, 200; Sáez Díez / Montiel Juan / Carbonell Vayá, 2015, 123 y ss.

1309 Vid. Andrés Pueyo, 2013, 67 y ss.; García-Borés Espí et al., 2015a, 80; Martínez 
Garay, 2016, 3; 2017, 342. Nguyen / Arbach Lucioni / Andrés Pueyo, 2011, 274 y ss.; 
Rivera Beiras, 2015, 117 y ss.

1310 Vid. Cliquennois, 2006, 357, 367 y ss.; Kazemian / McCoy / Sacks, 2013, 51 y ss.; 
Miller, 2012, 440 y ss.; Shefer, 2012, 407, 409.
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movimiento se enmarca dentro de lo que Miller (2010, 441) denomina como posición 
“neorehabilitadora”. El autor puntualiza que esta expresión no debe inducir a sobrestimar 
el potencial que el welfarismo posee en el modelo de penalidad actual. La existencia de 
una posición neorehabilitadora no debe interpretarse como propiciadora de un contex-
to político-criminal en el que se pretende que los postulados welfaristas sean de nuevo 
hegemónicos, sino más bien todo lo contrario. La presencia de este tipo de principios en 
el sistema penal y penitenciario ha sido identificada y resignificada, a fin de que puedan 
incorporarse al actual modelo de penalidad en sintonía con las directrices generales del 
sistema gerencial-actuarial1311.

Así pues, y a la vista de lo anterior, un modo de definir el RisCanvi sería el que lo pre-
senta como un instrumento que sirve para “dar respuesta a la evaluación y gestión del 
riesgo de todo el conjunto de la población penitenciaria catalana (centros penitenciarios de 
régimen ordinario, cerrado, abierto y libertad condicional)” (Direcció General de Serveis 
Penitenciaris, 2011, 44). Esta definición señala la función y el ámbito de aplicación del 
RisCanvi de un modo excesivamente amplio. De hecho, enunciar este protocolo de actua-
ción como un sistema que permite realizar una evaluación integral de todos los reclusos 
sometidos a control penitenciario en Cataluña resulta demasiado general. De hecho, esta 
definición incurre en vaguedades que impiden extraer conclusiones pormenorizadas. Por 
ello, y en aras de una mayor precisión conceptual, el RisCanvi desagrega sus objetivos en 
dos categorías: generales y específicos1312.

Objetivos generales:

1. Mejorar las predicciones individualizadas del riesgo de violencia futura (nuevos de-
litos violentos, quebrantamiento de condena y conductas violentas auto/heterodirigidas) 
en el interior de los centros penitenciarios. Más específicamente: 1.1. Protocolizar las de-
cisiones en el pronóstico. 1.2. Minimizar los errores en el pronóstico. 1.3. Garantizar la 
transparencia de las decisiones. 1.4. Facilitar la intervención de cambio, adecuándola a 
las características individuales de riesgo de cada interno.

2. Generalizar la aplicación de herramientas de valoración del riesgo como procedimiento 
de trabajo de los profesionales penitenciarios. Más específicamente: 2.1. Introducir buenas 

1311 Vid. Miller, 2012, 441.
1312 Información extraída del temario que el Departament de Justícia de la Generalitat de Ca-

talunya publica como contenido a estudiar por parte de los candidatos que deseen formar parte 
del cuerpo de Psicólogos de ejecución penal. 
http://justicia.gencat.cat/ca/serveis/treballar/oposicions/funcionaris/execuciopenal/temaris/
temari-psicolegs/ (Último acceso: 09/2018). 
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prácticas en la gestión de la información dirigida a la toma de decisiones. 2.2. Compartir 
la información y garantizar su actualización. 2.3. Utilizar instrumentos de validez y uti-
lidad contrastada empíricamente.

3. Introducir la gestión del riesgo como herramienta de intervención. Más específicamente: 
3.1. Individualizar las intervenciones considerando el riesgo de violencia. 3.2. Adecuar de 
manera dinámica las intervenciones teniendo en cuenta el perfil personal y los indicadores 
de riesgo. 3.3. Combinar las diferentes informaciones (sanitarias, biográficas, criminoló-
gicas, educativas, psicológicas, etc.), con el objetivo de hacer un seguimiento continuado 
y dinámico del interno.

4. Potenciar la coordinación institucional en la detección y seguimiento de los casos. Más 
específicamente: 4.1. Compartir selectivamente las informaciones disponibles de los in-
ternos a fin de hacer las valoraciones individualizadas. 4.2. Utilizar la valoración de riesgo 
en el contexto de la prevención de la reincidencia delictiva. 4.3. Priorizar y adecuar los 
recursos de otros agentes jurídicos en el control y la prevención de la reincidencia delictiva.

Objetivos específicos:

1. Hacer predicciones dinámicas ajustadas a los cambios de los internos. 2. Introducir 
técnicas de cribado y detección del riesgo de manera rápida y sencilla (screening). 3. Ge-
neralizar la evaluación del riesgo en toda la población penitenciaria. 4. Evaluar el efecto de 
la intervención con programas específicos. 5. Homogeneizar criterios entre los profesio-
nales y calificar su capacitación. 6. Organizar procedimientos sistemáticos de valoración 
de riesgo específicos. 7. Hacer análisis retrospectivos y de calidad respecto las decisiones 
tomadas, con el objetivo de mejorar el proceso de valoración.

Todos estos objetivos, tanto generales como específicos, han de alinearse con la sa-
tisfacción de otro compendio de metas consideradas también de gran importancia. El 
cumplimiento de estos últimos fines responde a la necesidad de completar unas aspira-
ciones que no se colman con la valoración y gestión del riesgo. De tal manera que desde 
el RisCanvi también se pretende dar respuesta a otras necesidades sistémicas1313. Así las 
cosas, cuatro son las materias que se han de tener en cuenta a la hora de realizar una eva-
luación del riesgo: 1. Reincidencia violenta. Se considera reincidencia violenta la comi-
sión de un acto delictivo violento tras haber cumplido condena, durante el disfrute de 
la libertad condicional, en un permiso de salida o en cualquier otra situación previa a la 

1313 Vid. entre otros Andrés Pueyo, 2017, 378-379; Arbach Lucioni / Andrés Pueyo, 
2016, 283; Arbach Lucioni et al., 2013, 3; Direcció General de Serveis Penitencia-
ris, 2011, 45; Nguyen / Arbach Lucioni / Andrés Pueyo, 2011, 279.



David Castro Liñares

350

concesión de la libertad definitiva. Se excluye de esta categoría las conductas que, a pesar 
de que tengan esta naturaleza, se realicen dentro del centro penitenciario. 2. Violencia 
autodirigida: Esta categoría incluye la comisión de suicidios penitenciarios, así como sus 
intentos no consumados. Asimismo, entra dentro de esta categoría la comisión de auto-
lesiones leves o graves producidas en el centro penitenciario y durante el cumplimiento 
de la condena. 3. Violencia intrainstitucional: Forman parte de este grupo las conductas 
violentas o agresiones leves y graves cometidas sobre internos o funcionarios dentro del 
establecimiento penitenciario. 4. Quebrantamiento de condena: El quebrantamiento de 
condena está integrado por un conjunto amplio de acciones que engloban el no regreso 
de un permiso, el incumplimiento de una salida programada, una evasión o fuga así como 
un incumplimiento de las normas o reglas de conducta. 

El cumplimiento de cualquiera de estos objetivos, ya sean de carácter general, específico 
o estructural, no cercena la posibilidad de que el RisCanvi se complemente con otros 
programas de evaluación y gestión del riesgo más específicos1314. De hecho, no pretende 
monopolizar la valoración y gestión del riesgo, ya que tal como expone Brandariz García 
(2016, 208), “el instrumento no pretende -al menos, no explícitamente- gobernar de for-
ma absoluta la toma de decisiones en materia penitenciaria”. Por ello, si existiesen otras 
herramientas capaces de colmar eventuales lagunas para las que el RisCanvi no resulta 
eficaz, nada obsta a que se puedan utilizar de manera complementaria. De este modo, se 
establecen relaciones con herramientas como el SVR-20 para detectar violencia y reinci-
dencia sexual, el HCR-20 para reincidencia violenta, el SARA en materia de violencia 
machista o el PCL-R1315 para violencia crónica y psicopática. 

Para articular su funcionamiento, el RisCanvi desarrolla dos protocolos de actuación 
complementaria y acumulativa1316. El primero es el denominado RisCanvi Screening 
(RisCanvi-S). Esta herramienta está pensada para una aplicación preliminar que pueda 
detectar de un modo rápido, aunque poco preciso, indicios de riesgo de violencia. Esta 
medida inicia el programa RisCanvi, siendo el primer instrumento que se aplica a los 
reclusos cuando ingresan en el centro penitenciario. El RisCanvi-S identifica al recluso a 

1314 Vid. Andrés Pueyo, 2017, 383.
1315 El Psychopathy Revised Checklist (PCL-R) es un instrumento que tiene como función 

realizar valoraciones en las que se constate la presencia de comportamientos psicopáticos. Asimis-
mo, este instrumento también resta especial atención a la identificación de conductas violentas. El 
PCL-R es un procedimiento clínico-actuarial, de 20 ítems y en el que existen versiones por grupos 
específicos y de edad (vid. Hare, 1991). En relación con su adaptación al contexto español, vid. 
Moltó / Poy / Torrubia, 2000.

1316 Vid. Direcció General de Serveis Penitenciaris, 2011, 28.
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través de la recopilación de datos de naturaleza mayoritariamente estática1317. Su labor se 
desarrolla a través de una tabla de 10 ítems en la que la existencia de los factores de riesgo 
se constata de manera dicotómica (presencia o ausencia): 1. Edad del primer incidente 
violento o inicio de las conductas violentas. 2. Violencia previa (al delito principal). 3. 
Comportamiento penitenciario anterior (faltas graves o muy graves). 4. Evasiones, fugas, 
quebrantamientos de condena. 5. Problemas con el consumo de alcohol u otras drogas. 
6. Problemas de salud mental anterior (diagnósticos previos de trastornos, ira, inestabi-
lidad emocional, impulsividad). 7. Intentos o conductas de autolesión previos. 8. Falta 
de soporte familiar y social, falta de una red relacional. 9. Problemas de índole laboral. 
10. Ausencia de planes de futuro. 

A través de esta evaluación, el RisCanvi-S pretende medir el riesgo de violencia auto-di-
rigida, intrainstitucional, de reincidencia violenta o de quebrantamiento de condena. 
Todo ello sin perjuicio de la estrategia global que busca satisfacer los objetivos generales 
y específicos a los que se aludía anteriormente. Los resultados primarios se procesan a 
través de algoritmos de cálculo que generan otra serie de datos que permiten agrupar a 
los sujetos en perfiles de riesgo calificados como altos o bajos. El RisCanvi-S es, por tanto, 
un método de evaluación de naturaleza actuarial1318. 

Una vez que se pone en marcha el RisCanvi-S se marca un plazo máximo de 1 mes para 
validarlo. En caso de que el pronóstico de riesgo sea bajo, el programa se detiene aquí y 
se fija un periodo de reevaluación en 6 meses. Este plazo puede acortarse, siempre que 
durante ese lapso de tiempo exista algún incidente que justifique una nueva evaluación1319. 
Se consideran eventos dignos de motivar una nueva evaluación los actos violentos (contra 
terceros o auto-infligidos), las conductas agresivas, el hecho de recaer en el consumo de 
sustancias estupefacientes, manifestar un cambio de actitud negativo respecto de cual-
quier cuestión relacionada con el ámbito penitenciario, o simplemente, la percepción 
por parte de los operadores penitenciarios de cualquier indicio o conducta susceptible 
de modificar el pronóstico de riesgo realizado1320. 

1317 Vid. Rivera Beiras, 2015, 118.
1318 Vid. Andrés Pueyo, 2017, 381.
1319 Vid. Daunis Rodríguez, 2016b, 253; Direcció General de Serveis Peniten-

ciaris, 2011, 101.
1320 Vid. Tema 14. Avaluació i gestió del risc des de l’àmbit de la rehabilitació: RisCanvi i pro-

jectes relacionats amb la gestió del risc. 
http://justicia.gencat.cat/web/.content/documents/ofertes_treball/opos_presons/temari_exe-
cucio_penal/tema_14.pdf (Último acceso: 09/2018).
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Si, por el contrario, el pronóstico de riesgo obtenido es alto, el programa activa una 
segunda evaluación más exhaustiva1321. Eso, siempre y cuando el delito cometido por el 
sujeto no sea violento, ya que, si no, el protocolo se inicia directamente en esta segunda 
fase. Esta segunda herramienta se conoce como RisCanvi Complet (RisCanvi-C). El Ris-
Canvi-C está formado por 43 factores diferentes1322. De todos modos, esto merece una 
pequeña matización pues el RisCanvi-S posee 8 variables que se encuentran replicadas de 
manera idéntica en su versión completa, así como otros 2 ítems que se formaron a resultas 
de una combinación de varios factores de riesgo también presentes en el RisCanvi-C1323. 
El método de evaluación implica que los factores de riesgo han de ser marcados como 
presentes (sí), parcialmente presentes (?), o ausentes (no). Asimismo, este protocolo sub-
divide las variables y las reagrupa en tres categorías diferentes: criminales/penitenciarios, 
personales/socio-familiares y clínicos/de personalidad. 

Factores criminales/penitenciarios:

1. Delito base violento. 2. Edad en el momento del delito base. 3. Intoxicación durante 
la realización del delito base. 4. Víctimas con lesiones. 5. Duración de la pena. 6. Tiempo 
ininterrumpido en la cárcel. 7. Historial de violencia. 8. Inicio de la actividad delictiva o 
violenta. 9. Incremento de la frecuencia, gravedad y diversidad de los delitos. 10. Conflictos 
con otros internos. 11. Incumplimiento de medidas judiciales. 12. Expedientes discipli-
narios. 13. Evasiones o fugas. 14. Regresión de grado. 15. Quebrantamiento de permisos.

Factores personales/socio-familiares:

16. Desajuste infantil. 17. Distancia entre su residencia habitual y el centro penitenciario. 
18. Nivel educativo. 19. Problemas relacionados con la educación. 20. Falta de recursos 

1321 Vid. Arbach Lucioni et al., 2013, 2.
1322 La estructura actual formada por 43 factores de riesgo no proviene de una selección reali-

zada de manera aleatoria. Para poder llegar a esta formación se realizó un estudio que partía de 106 
factores de riesgo que provenían de: a) diversos protocolos de valoración y gestión de riesgo; b) 
factores de riesgo formulados de forma exploratoria; c) factores derivados de teorías criminológicas. 
Una vez identificados estos ítems se realizó una regresión logística binaria en virtud de la cual se 
estimó que factores de riesgo eran específicos para cada criterio y se diseñó una escala que contaba 
con un algoritmo predictivo propio. Cada criterio fue tenido en cuenta de manera particular a 
la hora de ponderar su efecto en el valor total de la probabilidad de la escala. Finalmente, y ya a 
fin de conseguir la escala final, se tomaron los parámetros estadísticos derivados de la regresión 
logística anteriormente citada y a ellos se incorporaron los argumentos extraídos de los “Central 
eight criminal risk factors” (vid. Andrés Pueyo, 2017, 380). Sobre los Central eight criminal 
risk factors (vid. Andrews / Bonta, 2015, 58 y ss.).

1323 Vid. Andrés Pueyo, 2017, 381.
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económicos. 21. Ausencia de planes viables de futuro. 22. Antecedentes delictivos en 
la familia de origen. 23. Socialización problemática en la familia de origen. 24. Falta de 
soporte familiar y social. 25. Amistades delincuentes. 26. Pertenencia a grupos sociales 
de riesgo. 27. Rol delictivo destacado. 28. Víctima de violencia de género (sólo aplicable 
a mujeres). 29. Cargas familiares actuales.

Factores clínicos/de personalidad:

30. Abuso o dependencia de drogas. 31. Abuso o dependencia del alcohol. 32. Tras-
torno mental severo. 33. Comportamiento sexual promiscuo. 34. Respuesta limitada al 
tratamiento psicológico o psiquiátrico. 35. Trastorno de personalidad relacionado con 
la ira. 36. Pobre gestión del estrés. 37. Intentos o conductas de autolesión. 38. Actitudes 
procriminales o valores anti-sociales. 39. Baja capacidad mental e inteligencia. 40. Teme-
ridad. 41. Impulsividad, inestabilidad emocional. 42. Hostilidad. 43. Irresponsabilidad.

El procedimiento de aplicación del RisCanvi-C dista del aplicado en el RisCanvi-S. En 
el protocolo abreviado se toma como referencia la información contenida en el expediente 
del recluso. Sin embargo, en el RisCanvi-C a mayores de los informes ya existentes y de 
la información del RisCanvi-S, se realizan entrevistas y observaciones directas así como 
también se recaban datos procedentes de otras instituciones. De este modo, el resultado 
no surge únicamente de la aplicación de un cálculo actuarial. De hecho, el dato numé-
rico que se obtiene con la primera aplicación del RisCanvi es corregido con base en una 
apreciación de la tendencia que muestra cada factor de riesgo en concreto. Así las cosas, 
a la constatación de la existencia de un factor de riesgo se le acompaña el estudio de su 
tendencia de acuerdo con los siguientes criterios: alto, moderado o bajo. Al igual que 
acontece con el RisCanvi-S, el tiempo máximo de evaluación es de un mes y la cadencia 
de las reevaluaciones, en condiciones normales, se produce cada 6 meses1324. 

La gestión e implementación tanto del RisCanvi-S como del RisCanvi-C se realiza a 
través del e-RisCanvi. El e-RisCanvi es una herramienta integrada dentro del servicio 
informático penitenciario catalán (SIPC)1325. Esta aplicación informática está diseñada 
de acorde con unos principios estéticos y de funcionamiento que permiten a los ope-

1324 Vid. Direcció General de Serveis Penitenciaris, 2011, 101.
1325 Vid. Direcció General de Serveis Penitenciaris, 2011, 45; Nguyen / Arbach 

Lucioni / Andrés Pueyo, 2011, 281.
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radores penitenciarios moverse en un entorno gráfico muy similar al presente en otros 
apartados del SIPC1326. 

El trabajo de constatar la existencia de los factores de riesgo, tanto en el RisCanvi-S 
como en el RisCanvi-C, corresponde al equipo multidisciplinar encargado de realizar 
la evaluación. Esta tarea se materializa en la figura del validador, cuya labor puede ser 
desempeñada por diversos profesionales: subdirector de tratamiento, coordinador de 
equipos multidisciplinares, coordinador de unidades especializadas, jefes de programas 
de atención especializada, jefes de programas de educación social o jefes de programas 
de atención especializada. 

A la vista de todo lo anterior, ya no se puede considerar al RisCanvi como un método 
de evaluación estrictamente actuarial, puesto que incluye un procedimiento de aplica-
ción que entraría dentro la categoría del juicio clínico estructurado1327. Asimismo, y ya 
de un modo general, se puede concluir que el programa RisCanvi es un instrumento 
de evaluación de riesgo hetero-aplicado que precisa de una formación específica para su 
utilización y en el que la mera disposición del recluso a participar no resulta suficiente. 

Hasta este punto toda la explicación del programa RisCanvi ha sido realizada sobre 
su vertiente de instrumento de evaluación de riesgo. No obstante, este programa no es 
sólo esto. El programa RisCanvi se completa con la posibilidad de gestionar el riesgo 
previamente valorado1328. Así las cosas, y en palabras de Andrés Pueyo (2017, 379): 
“la implementación del RisCanvi buscaba introducir la “gestión del riesgo” como un 
nuevo recurso de utilidad para ampliar e incrementar los efectos de los tratamientos en 
la rehabilitación”. Este protocolo ha de gestionar cada caso concreto ateniéndose a1329: 
1. El nivel de riesgo del interno. 2. La complejidad general del caso. 3. Las necesidades 
criminógenas de cada individuo. Para ello, y a fin de cumplir con estos objetivos, el 
RisCanvi posee cuatro modalidades diferentes de intervención1330:

Modalidad administrativa: Es de aplicación para sujetos con un perfil de riesgo bajo 
sin necesidades criminógenas específicas. El nivel de intervención es muy bajo. En estos 
casos se estima que el mero cumplimiento de la pena es suficiente para desalentar la 

1326 Vid. Direcció General de Serveis Penitenciaris, 2011, 45. Se adjunta al final 
del apartado unas imágenes en las que se muestra el formato del RisCanvi visto desde el SIPC.

1327 Vid. Andrés Pueyo, 2017, 381.
1328 Vid. Martínez Garay, 2016, 3.
1329 Vid. Andrés Pueyo, 2017, 379.
1330 Ibídem.
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reincidencia delictiva. La dotación de recursos que esta modalidad precisa es mínima. 
De hecho, se dispone solamente de aquellos recursos que sean estrictamente necesarios 
para satisfacer el cumplimiento de la pena.

Modalidad de soporte: Esta vertiente se aplica a sujetos que poseen perfiles de riesgo 
medio-bajos o medios. En estos casos el cumplimiento de la pena per se no es suficiente 
para reducir el riesgo de reincidencia. Por ello, desde las instituciones penitenciarias se 
desarrollan programas de intervención a los que acudir complementariamente.

Modalidad terapéutica: Si el perfil de riesgo es medio o elevado y se manifiestan re-
sistencias al cambio y dinámicas favorecedoras de la reincidencia delictiva, se han de 
poner en marchar programas específicos para afrontar esta situación. En consecuencia, 
la modalidad terapéutica supone un aumento de la presión disciplinaria con el fin de 
conseguir reducir los elementos criminógenos del sujeto. 

Modalidad integral: Esta modalidad se reserva para aquellos supuestos que muestran 
riesgos de reincidencia muy elevados. Por ello, y más allá del efecto disuasorio que la 
pena y la puesta en marcha de programas de intervención específicos pueda generar, 
se han de llevar a cabo protocolos de control específicos. Esta modalidad es la más 
exigente en términos de recursos (materiales, personales o de cualquier otra índole) 
e implica una mayor intromisión en la esfera personal del sujeto sometido a control 
penal/penitenciario.

En relación con los programas de intervención o colaboración complementarios, 
se ha de señalar la existencia de tres ámbitos generales de intervención: ambiental, 
grupal e individual. Dentro de la categoría de intervención ambiental1331 se incluye el 
tratamiento de: estabilización conductual, conductas violentas, conductas adictivas, 
preparación para la vida en libertad y salud mental. Para poder desarrollar este tipo de 
intervenciones se dota de recursos a la administración penitenciaria, la cual no sólo 
invierte en personal, sino que también prepara espacios y establecimientos peniten-
ciarios ad hoc en los que desarrollar estos programas. Por su parte, las intervenciones 
grupales1332 comprenden las siguientes actividades: formación académica básica, estudios 
universitarios, formación laboral, programas de intervención sanitaria, cultural, etc. 
Toda actividad que pueda ser realizada en grupo, y que tenga como finalidad acercar al 
recluso a la reinserción y reeducación social, tiene cabida en esta categoría. Por último, 

1331 Vid. Direcció General de Serveis Penitenciaris, 2011, 58 y ss.
1332 Vid. Direcció General de Serveis Penitenciaris, 2011, 67 y ss.
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se encuentra la intervención individual1333. Esta modalidad se encuentra fuertemente 
vinculada con el programa individualizado de tratamiento (PIT)1334, que propone un 
modelo de actuación más centrado en las características personales del interno. De 
este modo, se realiza un programa singularizado en el que tanto los tiempos, como 
la implementación, resultan lo más individualizados posible. Para ello, los distintos 
profesionales (juristas, psicólogos, educadores sociales, etc.) que intervienen en el PIT 
resultan fundamentales. De hecho, la cercanía en el trato es esencial a la hora de diseñar 
un PIT próximo a las necesidades del preso. Asimismo, es importante resaltar que las 
modalidades de intervención recién expuestas (administrativa, soporte, terapéutica e 
integral) no son excluyentes. Es decir, nada obsta a que puedan desarrollarse junto con 
otros protocolos que por razón de su contenido inciden mejor sobre cuestiones más 
específicas (jóvenes1335, mujeres1336, extranjeros1337, reclusos en régimen cerrado1338).

La aplicación del RisCanvi, tanto en su vertiente de valoración como en su fase de ges-
tión, genera consecuencias directas en la vida de los penados. De hecho, y como ejemplo, 
se puede reseñar la relación que media entre el RisCanvi y el PIT1339. El diseño e imple-
mentación del PIT toma en consideración, como uno de sus referentes más importan-
tes, el nivel de riesgo que muestra el sujeto. Para alcanzar este dato se utiliza el programa 
RisCanvi. Esto significa que su resultado determina en gran medida los contornos de la 
intervención1340. De todos modos, la idea anterior debe enfrentarse con una limitación 
fundamental. La adscripción a los programas de tratamiento es voluntaria. No puede ser 

1333 Vid. Direcció General de Serveis Penitenciaris, 2011, 96 y ss.
1334 El programa Individualizado de Tratamiento, PIT, es una obligación para la Adminis-

tración penitenciaria que deriva del derecho que asiste a todos los internos a participar en los 
programas de tratamiento que mejor favorezcan sus características personales. Esta cuestión se 
encuentra específicamente recogida en el artículo 20 del Reglamento Penitenciario así como en 
las Instrucciones 12/2006 de 4 de julio y 4/2009 de 15 de junio de la SGIP. En el sistema catalán 
esta cuestión se encuentra regulada en el artículo 2 del Decreto 329/2006 de 5 de septiembre por 
el cual se aprueba el Reglamento de organización y funcionamiento de los servicios de ejecución 
penal en Cataluña.

1335 Vid. Direcció General de Serveis Penitenciaris, 2011, 110 y ss.
1336 Vid. Direcció General de Serveis Penitenciaris, 2011, 113 y ss.
1337 Vid. Direcció General de Serveis Penitenciaris, 2011, 117 y ss.
1338 Vid. Direcció General de Serveis Penitenciaris, 2011, 121 y ss.
1339 Vid. García-Borés Espí et al., 2015a, 71-72.
1340 Vid. García-Borés Espí et al., 2015a, 75.
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fomentada coactivamente, ni mucho menos exigida1341 (artículo 112.3 RP1342). No obs-
tante, un análisis normativo puede poner de manifiesto como esta cuestión no resulta tan 
clara en la práctica1343. En consecuencia, es posible que el recluso se incline por participar 
“voluntariamente” en el tratamiento por temor a verse perjudicado a posteriori por no 
hacerlo1344. En consecuencia, este mismo contexto parece que es en el que se desarrolla la 
relación del RisCanvi/PIT con los reclusos1345. El sistema penitenciario catalán delinea 
un itinerario de cumplimiento que es teóricamente voluntario. No obstante, el coste de 
oportunidad que supone no seguirlo es demasiado elevado como para que resulte una 
alternativa real. Esta situación aboca a un escenario de obediencia fingida. Es decir, se 
plantea la existencia de un marco de libre elección que en realidad no puede ser consi-
derado como tal1346. 

No obstante, no sólo en el tratamiento penitenciario se puede encontrar la presencia 
del RisCanvi. De hecho, cuestiones tan importantes como la clasificación penitenciaria, 
la progresión/regresión en grado, las salidas programadas1347, la obtención de permisos 
de salida1348, el otorgamiento de la libertad condicional o la imposición de medidas de 
supervisión pueden verse condicionadas, cuando no directamente supeditadas, por sus 
resultados1349. 

1341 Vid. entre otros Cervelló Donderis, 2016, 263; Gallego Díaz, 2013, 100 y ss.; 
Garrido Guzmán, 1983, 295-296; Juanatey Dorado, 2016, 147; Racionero Carmo-
na, 1999, 245-246; Ríos Martín, 2011, 93; Montero Herránz, 2015, 194-196; Zúñiga 
Rodríguez, 2016, 168.

1342 Artículo 112. RP.
3. El interno podrá rechazar libremente o no colaborar en la realización de cualquier técnica de 
estudio de su personalidad, sin que ello tenga consecuencias disciplinarias, regimentales ni de re-
gresión de grado.

1343 Por un lado, parece fomentarse la adscripción voluntaria al tratamiento (así como la im-
posibilidad de que esta decisión genere perjuicios para el penado) tal y como recoge el artículo 
112.3 RP. Sin embargo, por el otro lado el rechazo o el no seguimiento de los tratamientos lastra 
los pronósticos de comportamiento y dificulta el acceso a situaciones penitenciariamente más 
favorables como el tercer grado (vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 147-148; Gallego Díaz, 
2013, 101 y ss.).

1344 Vid. Daunis Rodríguez, 2016a, 148.
1345 Vid. Brandariz García, 2016, 209-210; García-Borés Espí et al., 2015a, 75 y ss.; 

Rivera Beiras, 2015, 137.
1346 Vid. García-Borés Espí et al., 2015a, 71-72. 
1347 Vid. Andrés Pueyo, 2017, 379.
1348 Vid. Férez Mangas, 2017; Férez Mangas / Andrés Pueyo, 2015.
1349 Vid. Brandariz García, 2016, 207; Rivera Beiras, 2015, 137. 
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Esta influencia también se puede apreciar en sede judicial. De hecho, las distintas Au-
diencias Provinciales catalanas han acudido en múltiples ocasiones a los resultados pro-
porcionados por este protocolo para motivar sus Autos1350. En relación con esta cuestión, 
Rivera Beiras (2015, 137) se entrevistó con abogados especialistas en Derecho Penitenciario 
para comprobar si eran capaces de constatar en el ejercicio de su profesión la importancia 
que fácticamente poseían las evaluaciones del RisCanvi. Según las opiniones vertidas por 
estos profesionales, los resultados obtenidos en el protocolo resultan dirimentes. Es decir, 
las valoraciones arrojadas por el RisCanvi poseen un peso específico capaz de modificar 
las relaciones jurídicas y penitenciarias. Así las cosas, “los abogados dedicados al Derecho 
penitenciario tienen clara una estandarización generalizada del tratamiento a través de 
las escalas predictivas comentadas y en tal sentido señalan, por ejemplo, que “las Juntas de 
Tratamiento mandan ante el Juez de Vigilancia ante los cuales no hay una oportunidad 
real de contradecir el resultado y las puntuaciones de las escalas”. Expresamente se que-
jan: “mientras antes citábamos derechos y leyes ahora citamos resultados del RisCanvi”. 
Este instrumento es por ellos percibido como “una sentencia final de lo que eres y de lo que 
serás”” (Rivera Beiras, 2015, 137). Estas opiniones, parecen tener base en el alto número 
de desestimaciones que las Audiencias Provinciales catalanas dispensan a los recursos de 
apelación que presentan los reclusos por razón de la revocación de permisos de salida1351. 
No obstante, no todos los pronunciamientos resultaron desestimatorios1352. Si bien es 
cierto que existe un mayor número de recursos de apelación en los que se desestima 
la petición del solicitante, este hecho no puede sostener una respuesta generalista que 
sugiera la existencia de una negativa sistemática. De hecho, el anterior análisis conduce 
a un resultado cuantitativo capaz de aportar cierta perspectiva, pero que, sin mayores 

1350 Vid. entre otros los AAP de Barcelona, 136/2017 de 17 de enero, 326/2016 de 16 de fe-
brero, 510/2012 de 19 de abril, 544/2015 de 7 de abril, 1525/2012 de 29 noviembre, 1258/2012 
de 20 de noviembre, 1254/2012 de 12 septiembre, 706/2012 de 31 de mayo, los AAP de Girona 
286/2017 de 4 mayo, 448/2016 de 12 de agosto, 449/2012 de 12 de agosto y 714 /2106 de 21 de 
diciembre, el AP de Lleida 32/2017 de 20 enero y el AP de Tarragona 584/2017 de 20 de julio.

1351 En este sentido, vid. entre otros los AAP de Barcelona 544 de 2015 de 7 de abril, 1258/2012 
de 20 de septiembre, 510/2012 de 19 de abril, 660/2011 de 28 de abril, 1431/2011 de 8 de abril, 
716/2011 de 8 de abril, 721/2011 de 15 de abril, 875/2011 de 31 de mayo, 1254/2012 de 12 de 
septiembre; el AP de Girona 286/2017 de 4 mayo, 448/2016 de 12 de agosto, 449/2012 de 12 de 
agosto y 714 /2106 de 21 de diciembre; el AP de Lleida 32/2017 de 20 enero y el AP de Tarragona 
584/2017 de 20 de julio. 

1352 En este sentido, vid. entre otros los AAP de Barcelona. 136/2017 de 17 de enero, 326/2016 
de 16 de febrero, 1525/2012 de 29 de noviembre, 706/2016 de 31 de mayo, 465/2012/ de 20 de 
abril, 82/2012 de 10 de enero, 1824/2011 de 22 diciembre, 939/2011 de 15 de junio, 712/2011 de 
15 de abril y 163/2011 de 9 de febrero y los AAP de Girona 312/2017 de 17 de mayo, 113/2017 
de 28 de febrero y 562/2016 de 19 de octubre.



Ejecución penitenciaria y riesgo

359

profundizaciones, puede resultar insuficiente. Por ello, resulta preciso completar este 
enfoque con una visión cualitativa. Es decir, se debe analizar cuál es la posición que ocupa 
el protocolo RisCanvi en la redacción de los pronunciamientos judiciales. Así pues, en la 
práctica, la utilización de este instrumento resulta un recurso muy cómodo para muchos 
operadores jurídicos. El RisCanvi ofrece unos resultados que están considerados como 
de gran complejidad técnica. Esta situación le otorga a los datos obtenidos un estatus de 
cientificidad suficiente como para orientar el sentido de muchas decisiones. Dicho de otro 
modo, la información proporcionada por el RisCanvi se utiliza como un argumento que 
posee un peso específico capaz de justificar el sentido de numerosas decisiones judiciales. 
De este modo, el carácter técnico, científico y pretendidamente neutro que poseen los ins-
trumentos de valoración y gestión de riesgo puede llegar a servir de parapeto tras el que 
se sitúan algunos operadores jurídicos a la hora de tomar sus decisiones1353. En conexión 
con esto, y desde una óptica pragmática, parece lógico pensar, aunque resulte totalmente 
intolerable, que la motivación de las decisiones judiciales pueda resultar cada vez más po-
bre1354. Es decir, si se asume que los resultados de los instrumentos de valoración y gestión 
de riesgos tienen una capacidad explicativa concluyente, la incorporación de mayores 
aclaraciones resultaría reiterativa. Así, y al igual que sucedía con otros instrumentos, este 
modo de concebir el RisCanvi abre la posibilidad a usos poco reflexivos que, sin duda, 
inducen a malinterpretaciones y utilizaciones indebidas1355. No obstante, y a pesar de que 
ésta pueda ser una tendencia existente, y más o menos continua en el tiempo, también 
existen decisiones jurisprudenciales en las que el RisCanvi se utiliza como un elemento 
de valoración al que no se le concede estatus diferenciado. De hecho, así se hace constar 
en el Fundamento Jurídico Cuarto del Auto 326/2016 de 16 de febrero de la sección 21ª 
de la Audiencia Provincial de Barcelona: “Por tanto, la concesión de un permiso implica 
realizar un pronóstico, una predicción para el futuro acerca de la existencia de un riesgo 
cierto de reincidencia, violenta o no, toda vez que es imposible saber con certeza a priori qué 
uso va a hacer el interno del permiso una vez fuera de prisión. Para realizar esta predicción, 
existe un instrumento de evaluación y gestión del riesgo, RISCANVI, cuyo objeto es mejorar 
las evaluaciones de pronóstico y por tanto gestionar eficazmente los permisos para conseguir 
la finalidad primordial de reinserción social. (…) Nada es infalible y más cuando se trata 
de comportamientos humanos. No obstante, a través del protocolo de evaluación y gestión 
RISCANVI, en el que como se ha dicho están implicados todos los profesionales que están 
en contacto diario con el interno en el centro penitenciario así como con su entorno, valo-

1353 En un sentido similar, vid. Martínez Garay, 2017, 362-363. En contra, vid. Andrés 
Pueyo, 2017, 386.

1354 Vid. Rivera Beiras, 2015, 137-138.
1355 Vid. Martínez Garay, 2017, 366.
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rando todos los factores concurrentes, se hacen predicciones rigurosas. De ahí que cuando 
el resultado sea de riesgo bajo, no existen motivos razonables para denegar el permiso, con 
independencia de la naturaleza del delito y gravedad de la pena, ya que se han valorado 
todos los factores de riesgo, incluyendo especialmente la clase y gravedad del delito, y se ha 
concluido que el riesgo de reiteración delictiva o de quebrantamiento de condena es bajo, y 
por tanto existe base fundada para considerar que el interno hará un buen uso del permiso, 
siempre acompañado de medidas de control externas. Como ya se ha dicho, es imposible ase-
gurar este extremo ya que nos movemos en el campo de las predicciones de comportamiento 
a futuro. De ahí que los resultados del RISCANVI en la gestión del riesgo solamente sean, 
bajo, medio o alto. La única forma que habría para asegurar que el preso no será fuente de 
riesgo para la comunidad es mediante su inocuización, es decir, su retención en prisión el 
máximo tiempo posible. Cierto que así la seguridad es total. No obstante, también lo es que 
a costa de abandonar el fin de reinserción social y conseguir la desocialización del interno, 
que no olvidemos, en algún momento saldrá del centro penitenciario, y al que desde luego 
no está orientada nuestra legislación penitenciaria que se encamina obviamente a cumplir 
lo dispuesto en el art. 25 CE (RCL 1978, 2836)”1356. 

Sin embargo, esta última opción no parece ser la dinámica general, ya que este ejemplo 
se corresponde con la interpretación y uso que la sección 21ª de la AP de Barcelona realiza 
de este instrumento. Por el contrario, como hubo ocasión de apuntar con anterioridad, 
parece existir una tendencia en virtud de la cual el RisCanvi desarrolla posiciones de 
hegemonía creciente. Esto supone un notable control sobre diversas instituciones del 
sistema penitenciario (permisos de salida, libertad condicional, progresiones en grado, 
etc.). De un modo contrario a esta interpretación se manifiesta Andrés Pueyo (2017, 
386-387), quién considera que, si bien esta herramienta posee unas potencialidades 
altísimas, que en parte ya se están materializando, esto no debe servir de pretexto para 
inferir que posee un papel decisivo o excluyente. El RisCanvi, de acuerdo con la opinión 
de este autor, está concebido para desempeñar un rol que, siempre y en todo caso, es 
de carácter instrumental. No obstante, y más allá de la posición de defensa al RisCanvi 
recién expuesta, no parece descabellado considerar que este protocolo discurre por un 
derrotero diferente al de un mero elemento valorativo. Esta afirmación se sostendría con 
base tanto en su encaje en el modelo de penalidad actual como por su propio desarrollo 
como instrumento de valoración y gestión de riesgos. De hecho, y en esta misma línea, 
resulta adecuado traer a colación como cierre la opinión de Brandariz García (2016, 209-

1356 Este mismo argumento sirvió de base para sostener otros Autos de la misma sección 21ª 
de la Audiencia Provincial de Barcelona En este sentido se pueden señalar los autos fechados el 7 
de septiembre de 2017, el 25 de septiembre de 2017 y el 27 de noviembre de 2017. 
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210): “Si así fuese (la importancia del RisCanvi en el sistema penitenciario), y hay indicios 
que efectivamente es lo que está pasando, el RisCanvi acabaría convirtiéndose, (…) en una 
herramienta con capacidad de determinación casi absoluta de las decisiones penitenciarias, 
ajena a las consideraciones jurídicas que sustentan el régimen y el tratamiento penitencia-
rios, y con escasa permeabilidad (sobre todo en instancias políticas) a su cuestionamiento 
epistemológico y pragmático”.
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EPÍLOGO

En este momento, previo al cierre del trabajo, resulta interesante incorporar un epílogo. 
Este epílogo no debe entenderse en su acepción retórica, en tanto que parte final de un 
texto que recopila el contenido de los puntos antecedentes1357. Su función se encuentra 
más próxima a su concepción narrativa1358. Es decir, su labor reside en desarrollar y apuntar 
hechos acontecidos tras el desenlace de los capítulos precedentes. En consecuencia, este 
apartado propone una serie de reflexiones y perspectivas vinculadas con el desarrollo del 
texto, pero que hasta el momento no habían sido tratadas explícitamente. De esta ma-
nera, permite integrar toda una serie de reflexiones que, de otro modo, se mantendrían 
elididas o, cuanto menos, no resultarían tan fáciles de apreciar. 

4.1. Características y presentación de los instrumen-
tos de valoración y gestión del riesgo

Este epílogo comienza por la presentación que la narrativa gerencial-actuarial realiza de 
los instrumentos de valoración y gestión de riesgo. La corriente político-criminal hege-
mónica considera que una de las mayores ventajas que presentan estos métodos reside 
en su objetividad1359 y en la cientificidad derivada del respaldo empírico que los avala1360. 
En consecuencia, es frecuente que los instrumentos de valoración y gestión del riesgo 

1357 Esta definición se recoge en la primera acepción que el diccionario de la RAE hace de la 
palabra epílogo: “Recapitulación de lo dicho en un discurso o en otra composición literaria”.

1358 Este sentido narrativo resulta más próximo a la segunda acepción que el diccionario de la 
RAE hace de la palabra epílogo: “Última parte de una obra, en la que se refieren hechos posteriores 
a los recogidos en ella o reflexiones relacionadas con su tema central”.

1359  Vid. Brandariz García, 2016, 99 y ss.; Martínez Garay, 2018, 24 y ss.; O´Malley, 
2008, 464; Romeo Casabona, 2018, 168. 

1360 Vid. Dieter, 2013, 118 y ss.; Hannah-Moffat / Maurutto / Turnbull, 2009, 
395 y ss.; Kempf-Leonard / Peterson, 2000, 85 y ss.; O´Malley, 2008, 464 y ss.; Whitty, 
2011, 126, 128.
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se presenten como herramientas neutras cuyo funcionamiento se basa en postulados 
meramente técnicos1361. 

De este modo, y asumiendo que estas herramientas efectivamente operen bajo criterios 
de objetividad y neutralidad, tres serían sus aportaciones ventajosas al sistema penal1362. 
En primer lugar, su diseño favorece un uso ágil por parte de los operadores, pues auto-
matiza y objetiva la toma de decisiones a través de algoritmos1363 en los que no interfieren 
cuestiones éticas1364. En segundo lugar, las herramientas gerencial-actuariales, en tanto 
que neutras y objetivas, dotan al sistema de gran estabilidad. Esto es así, principalmente, 
por dos razones. En primer lugar, su diseño les confiere un comportamiento previsible 
(situaciones similares arrojan resultados similares). En segundo lugar, su configuración 
permite que desarrollen un amplio grado de autonomía de tal manera que no se en-
cuentran supeditados a condicionamientos o prejuicios subjetivos1365. En tercer lugar, 
su objetividad refuerza la seguridad que perciben los operadores del sistema penal en el 
momento de tomar decisiones de gran responsabilidad1366. 

1361 Vid. Clear / Cadora, 2001, 55; Cliquennois, 2006, 362 y ss.; Maurutto / Han-
nah-Moffat, 2006, 445; Reiner, 2006, 31.

1362 Vid. Brandariz García, 2016, 99-100.
1363 Vid. Cliquennois, 2013, 482-483; Groove / Meehl, 1996; Hörnqvist, 2010, 19 y ss.
1364 Vid. Cliquennois, 2006, 363; Kempf-Leonard / Peterson, 2000, 68; McNeill et 

al., 2009, 434; Walklate / Mythen, 2011, 106. Esta supuesta ventaja es apreciada como un 
problema grave para Dieter (2013, 197) pues “la impersonalidad inherente a la utilización de 
pronósticos de riesgo y la relación abstracta que se establece con la cuestión criminal conforman formas 
brutales de vaciar el contenido ético de las relaciones humanas en beneficio de un interés utilitario”.

1365 En relación con esta cuestión Martínez Garay (2018, 27) se muestra especialmente 
enfática: “Muchos instrumentos de valoración del riesgo (especialmente los más modernos, orientados 
no sólo a la predicción del riesgo sino también a la valoración de las necesidades criminógenas del 
sujeto para ofrecer información sobre la cual basar los tratamientos que contribuyan a la reducción 
del riesgo estimado ) incorporan una serie de ítems cuya apreciación por el evaluador dista de ser 
mecánica e inequívoca (en el sentido en que por ejemplo lo es comprobar el número de condenas que 
constan en su hoja de antecedentes penales), sino que incorpora una buena dosis de valoración personal”.

1366 Vid. Fitzgibbon, 2007, 94 y ss.; Hannah-Moffat / Maurutto / Turnbull, 2009, 
397 y ss.; Kempf-Leonard / Peterson, 2000, 85; Simon, 2005, 414. No obstante, es preciso 
apuntar que este funcionamiento teórico en virtud del cual los operadores realizan su trabajo de 
un modo impecable no siempre es cierto, pues nada impide que existan desajustes en la imple-
mentación que lastren el resultado final de los instrumentos (vid. Hannah-Moffat, 2013, 285 
y ss.; 2015; Hannah-Moffat / Maurutto / Turnbull, 2009; McCallum / Boccaccini 
/ Bryson, 2017, 1214; Skeem, 2013, 302).
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La conjunción de las tres razones anteriores dibuja una perspectiva desde la que los 
instrumentos de valoración y gestión de riesgos se erigen como la herramienta que op-
timiza las potencialidades gerenciales. En consecuencia, todo parece indicar que estos 
instrumentos resultan sencillos de manejar, permiten un mejor monitoreo de su rendi-
miento1367 y, además, son más eficientes1368. Por lo tanto, los instrumentos de valoración 
y gestión del riesgo se presentan como la mejor herramienta para desarrollar el modelo 
gerencial-actuarial de penalidad. 

4.2. La recepción de los instrumentos de Valoración 
y gestión del riesgo y el modelo de penalidad español

Todo lo recién expuesto hace referencia a una lectura general de los instrumentos de valo-
ración y gestión de riesgos. No obstante, esta explicación no capta los factores diferenciales 
que se han producido durante su recepción en el Estado español. De hecho, la preterición 
de estas referencias dificulta la comprensión de las derivas inherentes tanto a los instru-
mentos de valoración y gestión de riesgos como a todo el modelo de penalidad español.

La primera consideración que procede en esta materia tiene que ver con el contenido 
del artículo 6.1 del reglamento penitenciario de 19961369. Este artículo fija un límite cla-
ro en lo que a extensión y uso de los instrumentos de valoración y gestión de riesgos se 
refiere, condicionando ab initio todas las herramientas1370. Más allá de su importancia, 
no se puede pasar por alto su ubicación normativa en un texto de rango inferior a la ley. 
Esto permite una doble lectura: por un lado, el legislador estima procedente imponer una 
limitación al uso (actual y potencial) de los instrumentos de valoración y gestión del ries-
go, mientras que, por otro lado, esta limitación no reviste la importancia necesaria como 
para ser incluida en un texto con rango legal. Esta última perspectiva podría abrir una 

1367 Vid. Hannah-Moffat, 2013, 138 y ss.
1368 Vid. Hannah-Moffat, 2013, 139; Reiner, 2006, 31. Por su parte, Kempf-Leonard 

y Peterson (2000, 68) llaman la atención sobre los peligros de esta dinámica en la medida en 
que “estos instrumentos están comenzando a tener vida propia. (…) De hecho, estas técnicas no son 
simplemente vehículos para una implementación más efectiva de la política, sino que se están con-
virtiendo en los objetivos reales de la política (…) si los medios se convierten en el fin, hay un motivo 
de preocupación”.

1369 A mayor abundamiento sobre el artículo 6.1 RP y sus implicaciones, vid. 3.1. Condi-
cionantes normativos a la introducción de los instrumentos de valoración y gestión de riesgos.

1370 Vid. Brandariz García, 2016, 202.
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línea de interpretación que considerase este hecho como una suerte de desconsideración 
por parte del legislador. Esto sería así en la medida en que se estaría imponiendo una 
limitación de gran trascendencia a través de un texto reglamentario. Es decir, se coar-
tan las potencialidades inherentes a los instrumentos de valoración y gestión del riesgo 
desde un texto con un bajo perfil dentro de la jerarquía normativa. Dicho de otro modo, 
los instrumentos de valoración y gestión de riesgos no suscitan el interés del legislador, 
por lo que incluye la norma en un texto (RP) cuya finalidad principal es el desarrollo 
normativo de una variada batería de cuestiones penitenciarias.

Este tratamiento normativo no puede considerarse una rara avis, ya que si se analiza 
la presencia de los instrumentos de valoración y gestión de riesgo en el ámbito judicial 
se puede constatar que existe una situación de desafección similar. De hecho, no existe 
ningún pronunciamiento judicial que resuelva un asunto con base en el art. 6.1 RP que 
verse sobre alguna cuestión relativa a estos instrumentos. No obstante, esto no implica 
que estas herramientas resulten totalmente desconocidas en el ámbito judicial1371, por más 
que su presencia resulte reducida y poco conflictiva. Es reducida en la medida en que son 
pocos los pronunciamientos judiciales en los que se hace mención a estas herramientas y 
es poco conflictiva en tanto que la jurisprudencia no se cuestiona su estatus. Es más, los 
órganos jurisdiccionales acuden a estos instrumentos cuando necesitan reforzar alguna 
argumentación, pero los usan como si de un elemento puramente técnico se tratase, de 
modo que la jurisprudencia resulta más interesante por su escasez que por su contenido.

Unidas las perspectivas normativa y judicial, surge un tercer punto de vista, el políti-
co-criminal. De manera preliminar, se puede decir que la apuesta por los instrumentos 
de valoración y gestión de riesgo no conformó nunca una prioridad político-criminal. 
No obstante, esto merece algunas precisiones, pues la importancia e inserción de estos 
instrumentos no resultó, ni resulta, igual en todo el territorio estatal, en la medida en 
que la presencia de estas herramientas en Catalunya es muy diferente de la que existe 
en el resto de Estado español. Para explicar esta cuestión es posible apoyarse en dos ar-
gumentos. El primero, la influencia de los saberes expertos en el diseño de la política 

1371 En este caso resulta paradigmática la presencia del RisCanvi a nivel judicial. Las referencias 
que podemos encontrar a este instrumento se realizan siempre en relación con su contenido y 
aplicación, pero sin que se entre a valorar judicialmente su condición de herramienta al servicio 
de sistema penitenciario. En relación con esta cuestión vid., entre otros, los AAAP de Barcelona, 
136/2017 de 17 de enero, 326/2016 de 16 de febrero, 510/2012 de 19 de abril, 544/2015 de 7 de 
abril, 1525/2012 de 29 noviembre, 1258/2012 de 20 de noviembre, 1254/2012 de 12 septiembre, 
706/2012 de 31 de mayo; los AAAP de Girona 286/2017 de 4 mayo, 448/2016 de 12 de agosto, 
449/2012 de 12 de agosto y 714 /2106 de 21 de diciembre, el AAP de Lleida 32/2017 de 20 enero 
y el AAP de Tarragona 584/2017 de 20 de julio.
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criminal catalana1372. Es posible constatar que los poderes públicos catalanes no sólo 
poseen canales de comunicación fluidos con los equipos de investigación que trabajan 
en cuestiones relativas al sistema penal, sino que además sus desarrollos poseen una 
implementación real. Como ejemplo, se puede señalar la creación y uso del RisCanvi. 
Este instrumento surge de un encargo de la Consellería de Justícia de la Generalitat de 
Catalunya en el que el GEAV de la Universitat de Barcelona tuvo una posición protagó-
nica. Esto permite sostener que las perspectivas académicas son atendidas y que además 
participan activamente en la construcción del sistema penal y penitenciario. De todos 
modos, la afirmación anterior merece una matización que, a su vez, permite conectar con 
el segundo argumento que explica la mayor presencia de los instrumentos de valoración 
y gestión del riesgo en Catalunya. La influencia de los saberes expertos se encuentra su-
peditada a la sensibilidad del ejecutivo. En efecto, el apoyo y la voluntad política resultan 
indispensables a la hora de desarrollar cualquier cambio en el modelo de penalidad. En 
todo caso, cabe constatar que el apoyo a los saberes expertos que existe en Catalunya no 
resulta comparable con el que se da en el territorio gestionado por la Administración 
General del Estado. De hecho, para encontrar un ejemplo similar al del RisCanvi habría 
que remontarse a la construcción de la TVR y la M-CCP (1993-1994)1373. En suma, es 
posible señalar la existencia de un ciclo político en Catalunya especialmente propicio 
para estas cuestiones, que comienza en la VII legislatura del Parlament de Catalunya 
(2003-2006) y finaliza en 2010 tras la VIII legislatura (2006-2010). Tanto en la VII como 
en la VIII legislatura, el Govern de la Generalitat estuvo constituido por un tripartito 
formado por el PSC, ERC y ICV. En ambos casos la Presidencia estuvo a cargo de un 
miembro del PSC1374 y de igual modo ocurrió con la Consellería de Justícia1375. Este he-
cho no debe ser tomado como una referencia simplemente anecdótica, pues durante el 
período 2003-2010 se acumularon numerosas actuaciones en materia de instrumentos 
de valoración y gestión del riesgo. De esta manera, y en primer lugar, se puede constatar 
la existencia de pronunciamientos públicos y directos, como la primera recomendación 

1372 Vid. Brandariz García, 2016, 202, 208.
1373 En este caso los saberes expertos sí que tuvieron importancia, pues fue un grupo de inves-

tigación perteneciente de la Universidad Complutense de Madrid el que dirigió el proyecto que 
culminó en la construcción de estas herramientas. Vid. Clemente et al., 1993.

1374 En la VII legislatura el President fue Pasqual Maragall (2003-2006) y en la VIII legislatura 
José Montilla (2006-2010).

1375 En la VII legislatura el Conseller fue Josep Maria Vallès i Casadevall (2003-2006) y en la 
VII la fue Montserrat Tura i Camafreita (2006-2010).
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de la Comisión Mena1376, en los que se apostaba abiertamente por el desarrollo de este 
tipo de dispositivos. No obstante, este impulso no se quedó en una mera declaración 
de intenciones, ya que, en segundo lugar, durante este período no sólo se desarrolló el 
RisCanvi, sino que otros instrumentos de valoración y gestión del riesgo fueron también 
adaptados al contexto catalán (SVR-201377, HCR-201378, SARA1379). Por todo ello, se puede 
concluir que el ciclo político catalán 2003-2010 resultó especialmente propicio para la 
elaboración de los instrumentos de valoración y gestión de riesgo. En contraste, y fuera 
de este ciclo tan determinado, no existen argumentos que permitan sostener la existencia 
de una especial querencia por parte del ejecutivo o el legislador a la hora de impulsar el 
desarrollo de estos instrumentos. De hecho, desde 2010 los documentos e informes pu-
blicados en esta materia tienen por finalidad evaluar el rendimiento de los instrumentos 
existentes1380, pero no apuestan por el desarrollo de nuevas herramientas. Dicho esto, 
y a pesar de lo acotado que pueda resultar este ciclo político, es posible sostener que la 
política criminal catalana en materia de evaluación y gestión de riesgos no tuvo ni tiene 
comparación con la desarrollada en la zona gestionada por la Administración General 
del Estado. De hecho, los cambios políticos producidos en España durante el periodo 
2003-20101381 no motivaron ningún tipo de cambio en materia de valoración y gestión 

1376 Esa primera recomendación señala: “Dado que hay medios científicamente contrastados 
para la evaluación del riesgo de reincidencia, la Comisión considera que todos los servicios públicos 
implicados en las actuaciones de prevención de la reincidencia en delitos violentos especialmente gra-
ves deben compartir un instrumento unificado que dé información fiable sobre el nivel de riesgo que 
presentan los penados por estos delitos. Por este motivo, la Comisión recomienda el establecimiento 
de un procedimiento técnico específico de valoración del grado de riesgo que sea compartido por todas 
las instituciones competentes, Administración de justicia, servicios penitenciarios y cuerpos policiales”. 
En relación tanto con el contenido literal de esta recomendación, como con la explicación de la 
Comisión Mena, vid. 3.5. El RisCanvi como paradigma de instrumento de valoración y gestión 
de riesgos en el contexto penitenciario estatal.

1377 Vid. Andrés Pueyo / Hiltermann, 2005. 
1378 Vid. Hiltermann / Andrés Pueyo, 2005.
1379 Vid. Andrés Pueyo / López, 2005.
1380 Vid. entre otros Capdevila Capdevila et al., 2015; 2017; Nguyen / Andrés Pue-

yo, 2016. 
1381 Durante el período 2003-2010, en España finalizó la VIII legislatura gobernada por José 

María Aznar y con José María Michavila al frente de la cartera de Justicia. Desde 2004 a 2010 se 
sucedieron la IX y X legislaturas, presididas por José Luis Rodríguez Zapatero y con los siguientes 
ministros de justicia: Juan Fernando López Aguilar (2004-2007), Mariano Fernández Bermejo 
(2007-2009) y Francisco Caamaño Domínguez (2009-2011). En lo que respecta al SGIP, su di-
rección en este período fue ocupada por Ángel Yuste Castillejo a propuesta del PP (1996-2004) 
y Mercedes Gallizo Llamas a propuesta del PSOE (2004-2011).
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de riesgos. Por ello, no resulta descabellado mantener que tanto desde el poder legislati-
vo, como desde el ejecutivo, ni existió, ni existe, ni a corto plazo existirá, ningún de tipo 
de apuesta político-criminal fuerte por este tipo de herramientas en sede penitenciaria. 

Otra de las cuestiones que llama la atención en relación con la implantación de los 
instrumentos de valoración y gestión del riesgo en España reside en la existencia de una 
tendencia que podría catalogarse de seguidismo internacional. En este contexto, el con-
cepto de seguidismo internacional se ha de interpretar como una posición que en la que 
se opta por que las aportaciones en materia de valoración y gestión de riesgos provengan 
mayoritariamente de (re)interpretaciones y (re)adaptaciones de herramientas extranjeras, 
en lugar de ser creaciones propias. De hecho, tanto es así que hasta es posible apreciar 
el caso de adaptaciones a las que siquiera se les cambia el nombre original1382, aunque, 
por supuesto, también existen herramientas genuinamente nuevas y construidas ad hoc 
para su aplicación en el contexto penal y penitenciario español, como las tablas TVR 
y M-CCP. De todos modos, y frente a este escenario dicotómico (adaptación de herra-
mientas extranjera/innovación propia), se ha de mostrar una tercera opción que estaría 
representada por instrumentos fuertemente deudores de un modelo extranjero, pero 
con elementos diferenciales suficientes como para tener entidad propia. Dentro de esta 
categoría podríamos citar el RisCanvi, pues si bien se encuentra muy estrechamente vin-
culado al modelo RNR, posee, indudablemente, una entidad propia y suficiente como 
para ser considerado un instrumento de valoración y gestión del riesgo autónomo1383. 

Otra de las cuestiones importantes que deben ser tenidas en cuenta a la hora de analizar 
la implementación de los instrumentos de valoración y gestión de riesgo en el modelo 
de penalidad español reside en el tratamiento que reciben cuando son puestos en fun-
cionamiento. Para ello, un buen análisis puede realizarse tomando como base la TVR 
y la M-CCP, pues su antigüedad permite trazar continuidades históricas más amplias 
(1995 hasta la actualidad). Como principal rasgo distintivo se ha de señalar que estas 
herramientas no experimentaron nunca una modificación de entidad1384. Este hecho 

1382 En relación con esta cuestión se pueden citar, de nuevo, el SVR-20 (Andrés Pueyo / 
Hiltermann, 2005), el HCR-20 (Hiltermann / Andrés Pueyo, 2005), el SARA (Andrés 
Pueyo / López, 2005), el VRAG (Ballesteros Reyes / Graña Gómez / Andreu Rodrí-
guez, 2006) o el SAVRY (Hilterman / Vallés, 2005), que en sus versiones españolas siguen 
manteniendo su denominación original. 

1383 Vid. García-Borés Espí et al., 2015a, 80.
1384 En relación con los cambios practicados sobre la TVR y la M-CCP, se ha de señalar que 

la I. 22/1996 actualizó el contenido de la I. 1/1995 a la literalidad del nuevo RP de 1996. Con 
posterioridad, la I. 1/2012 introdujo dos ligeras modificaciones sobre la tabla M-CCP. En primer 
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permite extraer varias conclusiones. En primer lugar, queda demostrado, una vez más, 
el escaso interés que estos instrumentos suscitan en el modelo de penalidad español. En 
segundo lugar, la implementación de estas herramientas es tan precaria que las aboca a 
un estado de abandono incompatible con un desarrollo y una actualización adecuados. 
De todos modos, y a pesar de que cada instrumento es único y posee ritmos y desarrollos 
propios, si se tiene en cuenta lo acontecido no sólo con la TVR sino también con otros 
dispositivos más recientes, no parece descabellado plantear que el derrotero recién esbo-
zado va a ser el que sigan otras herramientas. De tal manera que se acaben convirtiendo 
en dispositivos escasamente representativos, a los que se acude solamente por razón de 
un cumplimiento ritual y formulario de los procedimientos normativamente previstos.

La cuestión anterior permite introducir una consideración adicional relativa a la escasa 
atención que el sistema penal dispensa a los instrumentos de valoración y gestión del 
riesgo. Estas herramientas conforman sólo una opción político-criminal más por la que 
el legislador opta en materia de reducción de la criminalidad. Es decir, la introducción 
de estos dispositivos se desarrolla sin que adquieran una posición de primacía o atención 
especializada. La afirmación anterior se sostiene con base en que estos instrumentos 
no sólo no gozan de exclusividad, sino que además pueden compartir finalidades con 
instituciones fundadas sobre la base de principios político-criminales totalmente dife-
rentes. Un ejemplo de esto podría observarse a través del tratamiento post-penitenciario 
en materia de delincuencia sexual. En Catalunya, como hubo ocasión de comentar con 
anterioridad1385, existe desde 2005 una adaptación del SVR-20. Este instrumento, en-
tre otras funciones, desarrolla labores que intentan minimizar el riesgo de reincidencia 
sexual post-penitenciaria. De acuerdo con su desarrollo teórico, el riesgo puede ser co-
nocido y, en consecuencia, controlado. No obstante, y a pesar de las potencialidades del 
SVR-20, esto no supuso una limitación a la hora de establecer nuevas instituciones que 
tuviesen la misma finalidad. Es más, en 2010 el legislador introdujo en el Código Penal 
la libertad vigilada como medida de seguridad obligatoria para el caso de delincuentes 
sexuales1386. De este modo, la libertad vigilada, por razón de su contenido, comparte fines 
con el SVR-20, si bien las formas de los que se sirven para satisfacer sus objetivos resultan 

lugar, incluyo la variable relativa a la expulsión como circunstancia peculiar y, en segundo lugar, 
incorporó la comisión de delitos de violencia de género como tipo delictivo específico. 

1385 Vid. El SVR-20 como instrumento gerencial-actuarial en el ámbito de la delincuencia sexual.
1386 Vid. entre otros García Rivas, 2011; Jiménez Martínez, 2012; Manzanares Sa-

maniego, 2010; Martínez Garay, 2015; Salat Paisal, 2012; 2015, 302 y ss.; Vázquez 
González, 2011.
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claramente disímiles1387. Este ejemplo pone de manifiesto la ductilidad del modelo de 
penalidad actual, capaz de albergar múltiples herramientas e instrumentos disímiles, 
siempre que compartan objetivos. En conclusión, todo apunta a que la configuración 
del sistema penal y penitenciario no siempre es el resultado de un proceso minucioso que 
tiene como objetivo responder a la criminalidad. De hecho, más bien es al contrario, ya 
que una política criminal errática como esta puede acabar desembocando en un modelo 
de penalidad inconexo, poco racional y caótico, en el que resulte complejo dilucidar la 
respuesta óptima. 

4.3. Función y potencialidades de los Instrumentos de 
valoración y gestión del riesgo

La presentación general de los instrumentos de valoración y gestión de riesgo, así como 
su recepción en la realidad española, revelan la importancia de realizar una reflexión 
sobre el rol que, tanto potencial como fácticamente, desarrollan estas herramientas en 
el modelo de penalidad. 

En relación con esta cuestión, surge una perspectiva que plantea que la introducción 
de la lógica gerencial-actuarial sirve de acicate para el desarrollo de nuevas herramientas, 
entre las que destacan protagónicamente los instrumentos de valoración y gestión del 
riesgo1388. Así, la aparición de estas herramientas se considera una aportación, previamente 
desconocida, surgida a raíz de la aparición de la lógica gerencia-actuarial en el campo de 
las ciencias penales. No obstante, frente a esta perspectiva pronto surgieron perspectivas 
discordantes1389. Estas críticas rechazan la premisa que afirma la novedad que supone la 

1387 Vid. 3.4.1. Respuestas político-criminales de naturaleza no penitenciaria frente al fenómeno 
de la delincuencia sexual. y 3.4.3. El SVR-20 como programa de valoración de riesgos penitencia-
rios específico en materia de delincuencia sexual.

1388 Los instrumentos de valoración y gestión de riesgos a los que se hace alusión pertenecen 
a la denominada segunda etapa (iniciada en los años 70). Con anterioridad, los instrumentos de 
valoración tenían otra estructura y, sobre todo, otras finalidades distintas de la satisfacción de 
principios gerenciales. Sobre esta cuestión (vid. entre otros Andrews / Bonta, 2015, 310 y ss.; 
Andrews / Bonta / Wormith, 2006; Clements, 1996; Esbec Rodríguez, 2003, 54 y ss.; 
Steadman, 2000). Sobre la novedad que suponía la irrupción de estos instrumentos, vid. Feeley 
/ Simon, 1992, 449, 457 y ss.; Simon / Feeley, 2003, 77 y ss., 92

1389 Vid. Rigakos / Hadden, 2001, 62 y ss.; Rivera Beiras, 2015, 105 y ss.; Simon / Fe-
eley, 2003, 77 y ss.; Tubex, 2002, 461 y ss.
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introducción de estas herramientas de valoración, pues consideran que es posible trazar 
una continuidad histórica que cuestione su origen ex novo1390. De hecho, Rigakos y Ha-
dden (2001, 74) identifican dos factores que permiten sostener que los instrumentos de 
valoración y gestión de riesgos no suponen una innovación. El primero es la existencia 
de una miopía histórica que enfatiza lo novedoso y pierde de vista las continuidades en 
materia político-criminal. El segundo motivo reside en el error que subyace a la consi-
deración de la ley y el seguro como regímenes heterogéneos. En consecuencia, para estos 
autores la novedad que suponen estos instrumentos y sus premisas (aproximación del 
sistema penal a la valoración y gestión del riesgo) resulta cuestionable1391. La originali-
dad de los instrumentos de valoración y gestión del riesgo se intentó sostener con base 
en su objeto de interés. No obstante, la preocupación positivista por la peligrosidad no 
puede ser concebida como el resultado de una tendencia contemporánea en la medida 
en que fue un tema de estudio central para la criminología decimonónica1392. Asimis-
mo, la idea de que estos instrumentos introducen una perspectiva previamente ignota 
también queda en entredicho en la medida en que se intenta presentar como innovado-
ra la histórica voluntad de identificar y clasificar a las denominadas clases peligrosas1393.
Por todo ello, autores como Dos Santos (2013, 273) consideran que los instrumentos 
gerenciales-actuariales no representan novedad alguna, pues son “más de lo mismo”1394. 

1390 Vid. entre otros Hardy, 2014, 316, Mary, 2001, 42; Rigakos / Hadden, 2001, 74, 
79 y ss.; Zedner, 2007, 264.

1391 Vid. Rigakos / Hadden, 2001, 66 y ss. Asimismo, vid. también Rivera Beiras, 2015, 
105, 133 y ss.; Tubex, 2002, 453 y ss.; Velásquez, 2014, 101.

1392 Vid. Dean, 2010, 195; Pratt, 2001, 102 y ss.; Tubex, 2002, 461 y ss.; Velásquez, 
2014, 84 y ss. De hecho, esta preocupación positivista no fue atendida exclusivamente por la Cri-
minología, ya que tal como destaca Velásquez (2014, 84): “en rigor, las prácticas predictivas al 
interior de los sistemas penales se pueden rastrear a una serie de cambios en la conceptualización de 
la función del derecho penal a fines del siglo XIX”.

1393 Vid. Dos Santos, 2013, 273; Feeley / Simon, 1992, 467; 1994, 175; Simon / Feeley, 
2003, 77, 95; Velásquez, 2014, 86 y ss.

1394 A renglón seguido, Dos Santos (2013, 273) completa su razonamiento en estos términos: 
“el proyecto de control social del capitalismo globalizado garantiza/profundiza la desigualdad de 
clases en relación con los modos de producción y revitaliza la prisión como lugar de confinamiento 
para las clases peligrosas –del mismo modo que hacía la vieja criminología de la represión¸ con su 
gestión diferencial de la criminalidad, ahora legitimada por pronósticos de riesgo fundados en ca-
racterísticas intrínsecas de los grupos sociales subalternos, que son objeto de una violencia institucional 
que emerge como fruto de la desigualdad formal frente a la ley, propia de una ciudadanía que es 
medida por la utilidad económica que genera a efectos de expansión del capital”.
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No obstante, esta perspectiva tan tajante merece ser reconsiderada. La posición sostenida 
en este texto se ubica en un espacio intermedio en relación con la dicotomía “novedad/
no-novedad”. Por un lado, se estima que la trayectoria histórica de estos instrumentos 
existe y, en consecuencia, debe ser tenida en cuenta. Por ello, vincular su aparición con el 
surgimiento de la racionalidad gerencial-actuarial supone una preterición que ensombrece 
injustificadamente la trayectoria precedente. De todos modos, a pesar de la existencia 
de una continuidad histórica previa, no se puede negar que su utilización, de acuerdo 
con la racionalidad gerencial-actuarial, tiene una incidencia importante sobre el modelo 
de penalidad. Por ello, es posible construir una lectura que tiene en cuenta argumentos 
extraídos de las dos posiciones anteriores, entendiendo que los instrumentos de valo-
ración y gestión del riesgo son herramientas con una larga trayectoria al servicio de los 
distintos modelos de penalidad y que, en su adaptación a la lógica gerencial-actuarial, 
despliegan unos efectos, cuanto menos, parcialmente desconocidos hasta el momento. 
Dicho de otra manera, los instrumentos de valoración y gestión de riesgo pueden resultar 
novedosos en relación con su configuración gerencial-actuarial, pero esto no implica, 
en modo alguno, que se deban considerar como unos dispositivos aparecidos ex nihilo. 

Por ello, y como alternativa, surge una perspectiva distinta a la dicotomía “novedad/
no-novedad” que sostiene que la introducción de las herramientas de valoración y ges-
tión del riesgo posee un cariz instrumental. De este modo, su finalidad no reside en 
propiciar un cambio, sino en mejorar la forma con la el sistema penal se enfrenta a la 
criminalidad1395. Esto permite trazar una conexión que vincula los instrumentos de 
valoración y gestión de riesgo con el paradigma propugnado por la “new penology”. Es 
decir, la finalidad de estas herramientas se alinea con la implementación de cambios 
en un triple nivel (discursivo, objetivo, técnico) que esta racionalidad punitiva intenta 
poner en marcha1396. No obstante, y por más que sea posible acomodar las referencias 
axiológicas de estos instrumentos al gerencialismo actuarial, esta narrativa no tiene por 
qué ser la única, ni tan siquiera la principal, referencia operativa. Buena prueba de ello 
es el modelo de penalidad español a través del RisCanvi. Este instrumento resulta uno 
de los más próximos a los postulados internacionales en materia de valoración y gestión 
del riesgo. Por lo tanto, se podría inferir que sus objetivos resultan coincidentes con 
los de sus homólogos internacionales. No obstante, esta inferencia no resulta correcta, 
puesto que su pertenencia al ordenamiento jurídico español hace que el RisCanvi tenga 
atribuidos otros objetivos prioritarios e inexcusables, en la medida en que el principio de 
reinserción y reeducación social (art. 25.2 CE) es un principio de cumplimiento inexo-

1395 Vid. Feeley / Simon, 1992, 453; 1994, 174; Mary, 2001, 40 y ss.; Pratt, 2001, 114 y ss.
1396 Vid. Feeley / Simon, 1992; 1994.
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rable que posterga otro tipo de finalidades1397. En consecuencia, este ejemplo permite 
constatar cómo la finalidad última de los instrumentos de valoración y gestión del riesgo 
en España no se encuentra solamente determinada por su propia agenda, sino que debe 
colaborar con los fines principales del modelo de penalidad.

Por todo ello, no parece plausible sostener que los instrumentos de valoración y gestión 
de riesgos resulten revolucionarios en un sentido material. No obstante, tampoco parece 
acertado señalar que su aportación resulte meramente formal, ya que su estructura, con-
tenido y funciones incorporan modos de operar ignotos en los sistemas penales previos. 
Por consiguiente, y tal como se avanzaba supra, ninguna de las anteriores respuestas 
parece aportar una solución idónea, ya que es posible que esto suponga un falso dilema. 
Un falso dilema que podría resolverse en la medida en que se abriese la perspectiva a 
otras posibles respuestas. En este sentido, la función de los instrumentos de valoración 
y gestión de riesgo se aproximaría a la de una revolución formal. Una revolución porque 
introduce un modo de gestionar la criminalidad sin parangón, y de carácter formal 
porque se encuentra adherida a un modelo de penalidad al que coadyuva intensamente 
y no cuestiona frontalmente. 

4.4. Limitaciones a la propuesta de los Instrumentos de 
valoración y gestión del riesgo

El apartado anterior finaliza con la conclusión de que los instrumentos de valoración y 
gestión de riesgos están destinados a promover cambios de naturaleza formal. La asun-
ción del planteamiento anterior permite esbozar, a sensu contrario, la siguiente pregunta, 
¿por qué los instrumentos de valoración y gestión de riesgos no permiten sostener la 
existencia de un cambio material? 

La respuesta a esta pregunta es harto compleja, pues no es unívoca. No obstante, y aun 
asumiendo esa dificultad, es posible encontrar tres razones sobre las que hacer pivotar una 
eventual contestación: expansionismo penal, problemas estructurales y consecuencias 
sobre la composición de la población sometida a control penal. 

En primer lugar, el desarrollo de los instrumentos de valoración y gestión de riesgos 
se produce acompasadamente al desarrollo de una fase de expansionismo penal y pe-

1397 Vid. entre otros Andrés Pueyo, 2013, 67 y ss.; García-Borés Espí et al., 2015a, 80; 
Martínez Garay, 2016, 3; 2017, 342; Nguyen / Arbach Lucioni / Andrés Pueyo, 2011, 
274 y ss.; Rivera Beiras, 2015, 117 y ss.



Ejecución penitenciaria y riesgo

377

nitenciario ignota para el Norte Global y en la que se encuentran presentes los Estados 
Unidos1398, Europa1399 y, por supuesto, España1400. La constatación de una situación penal 
y penitenciaria como esta aboca a un modelo de penalidad muy diferente del que teórica-
mente se podría desarrollar con base en criterios gerencial-actuariales. Por consiguiente, 
parece posible percibir un desajuste entre unos postulados teóricos que defienden una 
racionalidad técnica, objetiva y tendente a la maximización en el uso de los recursos y una 
realidad, constatable estadísticamente, que muestra un despliegue penal y penitenciario 
nunca antes experimentado1401. Por ello, de esta situación brota una contradicción tan 
palmaria que incluso autores como Simon (1998, 455) establecen una relación directa 
entre la implantación del actuarialismo y la expansión del sistema penal1402. 

Frente a esta aparente incongruencia, han sido múltiples los intentos por construir 
narrativas legitimadoras que presenten este modelo de penalidad como eficaz, eficiente 
y capaz de producir aumentos en la percepción subjetiva de la seguridad1403. Para poder 
realizar este viraje conceptual, es preciso establecer nuevas pautas en la operatividad del 
sistema que comienzan por dirigirse hacia un sistema performativo (Brandariz García, 
2016, 122) que otorgue primacía a los medios por encima de los fines1404. Es decir, el 
modelo de penalidad se convierte en un fin en sí mismo y, por lo tanto, la satisfacción de 
sus intereses se convierte en una prioridad1405. De este modo, la atención se concentra en 
el análisis del funcionamiento interno del sistema, en lugar de enfocarse en los efectos 
o consecuencias que produce frente a terceros. Dicho en palabras de Brandariz García, 
(2016, 122-123): “la característica fundamental de este modelo es que -como ya se ha 
avanzado- los criterios de valoración tienden a concentrarse más en rendimientos que en 
resultados; en otros términos, prestan más atención a lo que las instancias del sistema penal 
hacen que a los efectos y beneficios sociales que producen”. La primacía de las estadísticas, 

1398  Vid. entre otros Anitua, 2011, 103 y ss.; Barker, 2009; Brown, 2016; Bosworth, 
2010; Garland, 2001; Gottschalk, 2011; Lynch, 2011; Simon, 2010; 2014; Western, 
2006. De manera comparada entre Norteamérica y América del Sur, vid. Birkbeck, 2011.

1399 Vid. entre otros Aebi et al, 2016; 2017; Jiménez Franco, 2014, 271 y ss.; Lappi-Se-
ppälä, 2007; 2011.

1400 Vid. entre otros Brandariz García, 2015; 2016, 27 y ss.; Jiménez Franco, 2014.
1401 Vid. Anitua, 2005, 505; Dieter, 2013, 211 y ss.; Shichor, 1997, 480 y ss.; Sparks, 

2000, 132.
1402 En esta misma línea, vid. también Cohen, 2003, 18 y ss.; Easton / Piper, 2008, 144.
1403 Vid. García García, 2015, 61, 78; Muchielli, 2008; 100.
1404 Vid. Anitua, 2005, 508; Brandariz García, 2016, 122; O´Malley, 2006, 211.
1405 Vid. Del Rosal Blasco, 2009, 480; Feeley / Simon, 1992, 452-454.
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así como el control y la gestión de la información que el sistema genera se convierten en 
elementos capaces de reconfigurar el sistema penal1406. 

De todo lo anterior, puede inferirse que la lógica gerencial-actuarial tiene por objetivo 
minimizar la apariencia de falibilidad. De este modo, cuando se presentan problemas, 
cuyas causas pueden ser tan variadas como: rendimiento, eficacia, eficiencia o presen-
tación de resultados, la primera respuesta que se ofrece desde el gerencialismo no es la 
negación o la invisibilización. El modo de proceder reside en reconocer la existencia de 
los errores porque esto no debilita el discurso oficial. Los problemas nunca se producen 
por un error sistémico. El origen de los fallos se encuentra en una deficiente implemen-
tación del sistema, o del instrumento o lógica operativa en particular. Por lo tanto, la 
solución no es desechar el elemento que produjo el error, sino redoblar los esfuerzos e 
invertir más recursos en perfeccionar una implementación que necesariamente tiene que 
dar buenos resultados1407.

La segunda razón con base en la que se sustenta el argumento de que los instrumentos 
de valoración y gestión de riesgos son incapaces de introducir modificaciones de fondo, 
tiene su raíz en su propia estructura y configuración1408. Los análisis de estas herramientas 
permiten constatar la existencia de problemas técnicos relacionados con su sensibilidad, 
especificidad y valor predictivo1409. El estudio de estas tres nociones resulta fundamental, 
pues sobre ellas pivota la contribución de los instrumentos de valoración y gestión del 
riesgo en materia de prevención delictiva. La existencia de unos dispositivos que intenten 
maximizar la sensibilidad y la especificidad resulta fundamental a la hora de conseguir 
un óptimo valor predictivo. De hecho, de la relación que existe entre la sensibilidad, la 

1406 Vid. Feeley / Simon, 1992, 456; Muchielli, 2008, 100; Vigour, 2006, 428 y ss.
1407 Vid. Del Rosal Blasco, 2009, 476; Innes, 2003, 41.
1408 Sobre esta cuestión, vid. especialmente el brillante trabajo en la materia de Martínez Garay 

(2014; 2016; 2018; Martínez Garay / Montes Suay, 2018).
1409 Antes de seguir resulta preciso realizar tres precisiones terminológicas: a) sensibilidad: se 

entiende por sensibilidad la probabilidad de que una prueba o experimento clasifique como co-
rrecto a un sujeto/hecho que realmente lo es. Es decir, la capacidad de detectar a aquellos sujetos 
que se está buscando. b) Especificidad: probabilidad de que una prueba proporcione un resultado 
negativo para un supuesto tal. Dicho de otro modo, capacidad para identificar correctamente a 
los sujetos que no poseen las características que se pretende buscar. Sensibilidad y especificidad 
son, generalmente, términos complementarios, en tanto la relación existente entre ambos suele 
ser inversamente proporcional. c) Valor predictivo: a través del valor predictivo se puede consta-
tar cuánto de todo aquello que se predice efectivamente se cumple. (vid. entre otros Martínez 
Garay, 2014, 28 y ss.; 2015; Martínez Garay / Montes Suay, 2018; Loinaz, 2017, 87 y 
ss.; Singh, 2013).
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especificidad y el valor predictivo se derivan no sólo los aciertos del modelo sino tam-
bién sus fallos, siendo estos últimos los que determinan la presencia de falsos positivos/
negativos. Este hecho imbuye al sistema de una incertidumbre contraria a la satisfacción 
de principios gerencial-actuariales básicos como el de eficiencia1410. Dicho en palabras 
de Dieter (2013, 210), “Ambos (falsos positivos y falsos negativos) colisionan con el ideal 
de eficiencia del sistema, por motivos diferentes. En el caso de los falsos positivos porque no 
solo mantienen inalteradas las tasas de criminalidad, sino que elevan el coste político de 
legitimación, al producir la desconfianza sobre la capacidad preventiva de las agencias 
oficiales de control. En el supuesto de los falsos negativos, debido a que aumentan todos los 
costes -monetarios, políticos y sociales- inherentes a una criminalización innecesaria, que 
se incrementan aún más como consecuencia de la costosa preferencia por la incapacitación 
mediante confinamiento”. En consecuencia, no resulta extraño que se pergeñasen argu-
mentaciones que deslegitimaban estos instrumentos con base en la idea de que no eran 
capaces de satisfacer sus fines1411. De hecho, y de una manera complementaria, diversos 
estudios analizaron su rendimiento, confirmando no sólo el quebranto del argumento 
eficientista, sino también el relativo a su eficacia1412. En relación con esta cuestión, resulta 
especialmente indicativo el trabajo realizado por Kroner, Mills y Reddon (2005). Estos 
autores mantienen la premisa de que no existen diferencias sustanciales en la capacidad 
predictiva que ofrecen los distintos instrumentos de valoración y gestión del riesgo1413. 
Dicho de otro modo, Kroner, Mills y Reddon sostienen que las herramientas de valora-
ción obtienen, todas ellas, resultados muy similares. Por lo tanto, no reviste gran impor-
tancia optar por un dispositivo u otro. Para probar tal afirmación, tomaron los ítems de 
cuatro conocidos instrumentos de valoración de riesgo (PCL-R1414, LSI-R1415, VRAG1416 

1410 Vid. Dieter, 2013, 210 y ss. 
1411 Ibidem.
1412 Vid. entre otros Hanson / Howard, 2010; Rossegger et al., 2013; Skeem / Mo-

nahan, 2011; Sigh / Grann / Fazel, 2010; Sreenivasan et al., 2010.
1413 En esta línea vid. también Skeem / Monahan, 2011, 40.
1414 PCL-R. Psychopathy checklist-Revised. Procedimiento clínico-actuarial de 20 ítems de his-

torial delictivo y variables de personalidad. Su finalidad reside en valorar el riesgo de violencia con 
carácter general y respecto a trastornos de personalidad de forma específica (vid. Hare, 1991). 
En España fue adaptado por Moltó / Poy / Torrubia, 2000.

1415 LSI-R. Level Service Inventory-Revised. Listado de factores de riesgo y de necesidades cri-
minógenas. Combina variables dinámicas y estáticas. Diseñado para gestionar el tratamiento de 
internos en prisión. Valora riesgo de reincidencia y dificultades de adaptación al tratamiento en 
internamiento (vid. Andrews / Bonta, 1995).

1416 VRAG. Violent Risk Appraisal Guide. Este instrumento predice el comportamiento 
violento grave en adultos afectados por trastornos mentales graves o con un historial delictivo. Su 
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y GSIR1417) y los introdujeron en una lata de café. Una vez sacudida, y siguiendo la meto-
dología inherente a la realización de un cadáver exquisito1418, se extrajeron aleatoriamente 
factores de riesgo con la intención de componer un nuevo instrumento de predicción. El 
resultado de este experimento concluyó que los coffee can instruments1419 eran capaces de 
conseguir valores predictivos próximos a los de los instrumentos tomados como base1420. 
Por ello, parece razonable traer aquí la conclusión de Martínez Garay (2014, 52), en la 
que expone que: “las limitaciones estructuralmente inherentes a la posibilidad de predecir 
el comportamiento futuro de los individuos (limitaciones que son de tipo psicológico, estadís-
tico y político criminal), unidas al hecho de que en los últimos cuarenta años en realidad se 
haya avanzado bastante poco por lo que respecta a la capacidad predictiva – positiva – de 
los diversos instrumentos, hacen aparecer como poco probable que en un futuro previsible este 
estado de cosas vaya a mejorar de manera sustancial”1421. Frente a un escenario tan poco 
halagüeño, Harcourt (2007, 237 y ss.) plantea como alternativa apostar por la aleatoriza-
ción como criterio rector para la actuación en el sistema penal. A efectos de sostener su 
tesis, este autor mantiene que la aleatorización no sólo es un criterio perfectamente válido, 
incorporado incluso en algunos textos normativos estadounidenses1422, sino que además 
podría solucionar parte de los problemas actuales, ya que “la aleatorización no significa 
sacar nombres de un sombrero para decidir a quién se le otorga la libertad condicional o 

uso es forense, penitenciario o clínico. Se compone de 12 ítems de naturaleza variada incluidos en 
una escala actuarial con ponderación de los factores de riesgo y escala continua de probabilidad 
de violencia futura. Predice para un intervalo de 7 a 10 años el riesgo de conductas violentas en 
enfermos mentales (vid. Harris / Rice / Quinsey, 1993). En España fue adaptado por Balles-
teros Reyes / Graña Gómez / Andreu Rodríguez, 2006.

1417 GSIR. General Statistical Information on Recidivism. Este instrumento se utiliza para medir 
el nivel de reincidencia potencial en personas condenadas. Posee 15 ítems, todos ellos relacionados 
con el riesgo que posee el sujeto de volver a delinquir. (vid. Nuffield, 1982).

1418 En el Diccionario abreviado del surrealismo el cadáver exquisito se define como: juego 
consistente en que varias personas componen una frase o un dibujo en cada uno de los pliegues 
de un papel sin que ninguna de ellas pueda saber qué han escrito o dibujado las anteriores. El 
ejemplo clásico que ha dado nombre al juego se obtuvo con este procedimiento: El cadáver – ex-
quisito - beberá – el vino – nuevo. (vid. Breton, 2003, 25).

1419 Expresión que se podría traducir como: Instrumentos extraídos de la lata de café.
1420 Vid. Kroner / Mills / Reddon, 2005, 368 y ss. En esta misma línea, y particularmente 

sobre el buen rendimiento que ofrece la metodología de los coffee can instruments para la valora-
ción del riesgo de delincuencia sexual, vid. Buttars / Huss / Brack, 2015.

1421 En esta línea vid. también Yang / Wong / Coid, 2010, 759. 
1422 Vid. Harcourt, 2007, 239.
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cómo determinar la pena. Significa eliminar el efecto de las predicciones de peligrosidad 
futura” (Harcourt, 2007, 238).

En tercer y último lugar, el argumento que se puede argüir para sostener que la na-
rrativa gerencial-actuarial no supone un verdadero cambio material reside en los efectos 
que produce sobre el modelo de penalidad. Una nueva racionalidad operativa debería 
aspirar a paliar antiguos errores. No obstante, esto no sucede en este caso, porque la 
implementación gerencial-actuarial incorpora lógicas que son tendencialmente racistas, 
clasistas, machistas y aporofóbicas1423. Por ello, en contraposición a lo que cabría esperar, 
este modelo autodefinido como técnico, apolítico y científico alberga problemas de gran 
entidad, habida cuenta de que “las valoraciones estructuradas del riesgo se presentan como 
estimaciones técnicas y neutras, como datos objetivos. Se han obtenido por un procedimiento 
científico, empíricamente validado. Y esto permite que toda la problemática socioeconómica 
y de marginación que puede haber detrás de una determinada puntuación de riesgo desa-
parezca tras el poder ‘blanqueador’ del lenguaje técnico y aséptico, que se limita a afirmar 
que el instrumento ha asignado al sujeto tal o cual nivel de riesgo” (Martínez Garay, 2018, 
35). Esto exacerba lo que Harcourt (2007, 154 y ss.) denomina como efecto trinquete1424, 
el cual excede, y con mucho, los límites de una política penal de ultima ratio coherente 
con los principios de eficiencia y eficacia.

Retomando los sesgos valorativos a los que se acaba de aludir, es preciso observar que 
el modelo gerencial actuarial posee desviaciones que revelan discriminaciones de carácter 
racial1425. El sistema penal no tiene un comportamiento neutro pues busca, persigue y 

1423 Vid. entre otros Brandariz García, 2016, 63; Faraldo Cabana, 2011, 271; Har-
court, 2015; Hannah-Moffat / Maurutto, 2010, 275, 280; Rigakos / Hadden, 2011, 
79; Spalek, 2008; Starr, 2014; 2015; Tonry, 2014.

1424 La expresión original en inglés es ratchet effect. A través de este símil, el autor explica y 
compara el funcionamiento de sistema de justicia penal con el de un trinquete, en tanto que cada 
paso que se avanza en el control que se ejerce sobre el sujeto no sólo se aprieta más, sino que se 
complica la vuelta a posiciones menos opresivas. Las consecuencias de esta política tienen ramifi-
caciones tanto a nivel individual como agregado. Desde el punto de vista particular se genera un 
proceso de criminalización con múltiples efectos negativos: estigmatización social, reducción de 
las oportunidades laborales, problemas de índole familiar, y todo ello sin contar con el catálogo 
de efectos que se desarrollan a nivel individual: de naturaleza psicológica, física y fisiológica que 
se derivan del encarcelamiento. Desde el punto de vista general este tipo de políticas coadyuva-
ron a la consolidación y expansión del fenómeno de la “mass incarceration” que trajo consigo el 
sistema penal y penitenciario más grande de la historia de los Estados Unidos. (vid. Harcourt, 
2007, 154 y ss.).

1425 Sobre esta cuestión fue especialmente llamativo el reportaje periodístico que en 2016 pu-
blicó el sitio web Propublica bajo el siguiente título: Machine Bias: There’s software used across 
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castiga con diferente ahínco en función del grupo étnico de pertenencia1426. Esto genera 
no sólo una perversa sobrerrepresentación de determinados perfiles étnicos1427, sino que 
además enquista y perpetúa la existencia de racismo estructural1428. Asimismo, esto tiene 
como consecuencia que, con frecuencia, las personas racializadas1429 tienen peores registros 
criminales. Esta asimilación delincuencia/raza puede servir de argumento para justificar 
actuaciones racistas, en la medida que se expone que estas acciones no se desencadenan 

the country to predict future criminals. And it’s biased against blacks 
(https://www.propublica.org/article/machine-bias-risk-assessments-in-criminal-sentencing) (Úl-
timo acceso: 09/2018). En este artículo se mostraba como con el uso del COMPAS se conseguía 
siempre un mayor riesgo de reincidencia si el sujeto analizado era de etnia negra. Los números, 
según el análisis de ProPublica, eran los siguientes: entre los blancos no reincidentes, sólo el 23,5% 
era considerado erróneamente como de riesgo alto por el COMPAS; no obstante, este porcentaje 
ascendía al 44,9% entre los afroamericanos. Asimismo, entre los blancos reincidentes, el 47,7% 
había recibido una calificación de riesgo bajo, mientras que esto sólo ocurría en el 28,0% de los 
casos entre los afroamericanos. En respuesta a este estudio, la empresa propietaria del COMPAS 
en el momento de su publicación (Northepointe) publicó un artículo en el que discutía las con-
clusiones del reportaje realizado por Propublica (vid. Dietrich / Mendoza / Brennan, 2016). 
Sobre este tema, vid. también Kleinberg / Mullainathan / Raghavan, 2016. 

1426 Vid. Hannah Moffat, 2018; Harcourt, 2015, 238; Tonry, 2014, 173. En relación 
con este tema, pero en materia de justicia juvenil, vid. McCafferty, 2018.

1427 Vid. Bennett, 2013; Spalek, 2008; Wacquant, 2001.
1428 Vid. Hannah Moffat, 2018, 12.
1429 De acuerdo con la opinión de Campos García (2012, 184 y ss.): “Dos significados han 

sido adjudicados al concepto de racialización. El primero identifica a este concepto con una suerte 
de desproporción entre grupos raciales en el acceso a bienes, recursos, servicios, el derecho a un tra-
tamiento igual, o en el lugar que se ocupa en orden arbitrario de jerarquías. Racialización acá se 
equipara con el desequilibrio entre grupos raciales (…). Esta manera de percibir el concepto toma 
por dada la existencia de las razas y reconoce su causalidad en un orden socialmente producido de 
jerarquías entre ellas. Suele ser utilizada en el lenguaje de las políticas públicas o en las demandas 
de movimientos sociales cuyo foco es la desigualdad y la inequidad entre grupos sociales. Raciali-
zación se concibe como un concepto de gran utilidad política, dado que al identificar exclusiones 
históricas y lógicas institucionales presentes, hace visibles modelos de injusticia social que dificultan 
el logro de una ciudadanía incluyente y equitativa. Alejado política y epistemológicamente de esta 
primera definición, una segunda acepción del concepto racialización, surgida en los últimos treinta 
años, lo describe como el proceso social mediante el cual los cuerpos, los grupos sociales, las culturas y 
etnicidades se les produce como si pertenecieran a diferentes categorías fijas de sujetos, cargadas de 
una naturaleza ontológica que las condiciona y estabiliza (…). En este particular entendimiento, 
las razas son un constructo social histórico, ontológicamente vacío, resultado de procesos complejos de 
identificación, distinción y diferenciación de los seres humanos de acuerdo a criterios fenotípicos, 
culturales, lingüísticos, regionales, ancestrales, etc.”. Para una mayor profundización sobre el con-
cepto de racialización, vid. también Andersen, 2003; Barot / Bird, 2010; Bonilla-Silva, 
1997; Moore, 1986; Outlaw, 1990, West, 1996. 
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por una razón política sino por cuestiones meramente estadísticas. El hecho de que las 
cifras estadísticas muestren a determinados grupos poblacionales como más propensos al 
crimen puede deberse a que efectivamente cometan más ilícitos1430, pero también puede 
producirse porque desde el sistema penal se mantiene sobre tales grupos perfil una vigi-
lancia más intensa. Dicho de otro modo, y en palabras de Martínez Garay (2018, 29): “el 
propio hecho de que las estadísticas evidencien un mayor número de delitos cometidos por 
minorías es inseparable del hecho de que la policía investiga y arresta a afroamericanos en 
una medida muy superior a los blancos”1431.

No obstante, no sólo el componente racial genera sesgos valorativos con capacidad 
para influir en el sistema penal. Las condiciones socioeconómicas también poseen una 
importante trascendencia en la determinación y ejecución de las penas1432. Factores como 
la educación, el estado civil, la situación familiar o la carrera profesional pueden llegar a 
tener un peso definitorio en la construcción del perfil de riesgo del sujeto. Esto resulta 
totalmente improcedente, ya que estas cuestiones no dejan de ser el reflejo de decisiones 
personales, que no deben recibir ningún tipo de cuestionamiento estatal. En consecuen-
cia, resulta inaceptable la relación que se intenta construir entre predisposición criminal 
y elección de un determinado estilo de vida. El seguimiento de una ortodoxia moral no 
puede ser, bajo ningún concepto, el criterio que guíe las actuaciones del sistema penal. 
De hecho, como señala Tonry (2014, 173-174): “Los ciudadanos tienen derecho a decidir 
si quieren casarse o no, tener hijos o no, incluso aunque los análisis estadísticos muestren que 
no estar casado está correlacionado con tasas más altas de delincuencia y reincidencia. Los 
ciudadanos también tienen derecho a estudiar un título universitario, unirse a programas 
de aprendizaje laboral o a vivir legítimamente de manera precaria como muchos artistas, 
músicos y escritores que lo hacen por una combinación de elección y necesidad. Los ciudada-
nos tienen derecho a elegir no trabajar en absoluto y vivir de los ingresos de un fideicomiso 
o de padres indulgentes”. Por todo ello, el sistema penal tiene que desproveerse de todo 
tipo de inclinación que busque la censura de comportamientos, tanto individuales como 
colectivos, por el mero hecho de que puedan resultar censurables para una parte de la 
sociedad. En suma, esta voluntad ha de ser especialmente enfatizada pues, tal como señala 
Starr (2015), “Si a los jueces o a los políticos les resulta incómodo defender abiertamente ideas 

1430 Es importante señalar cómo Harcourt (2007,164) no discute frontalmente la premisa 
de que puedan existan grupos poblaciones en los que efectivamente se concentran mayores tasas 
de reincidencia o delincuencia. 

1431 En esta línea, vid. también Tonry, 2014.
1432 Vid. entre otros Goddard / Myers, 2017; Leese, 2014; Reiman / Leighton, 2016; 

Romeo Casabona, 2018, 170; Silver / Miller, 2002; Starr, 2014, 380 y ss.; 2015; 2016; 
Van Eijk, 2017; Wacquant, 2009. 
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como ‘debemos incrementar las penas a las personas por ser pobres’, entonces no deberían 
hacer lo mismo de forma encubierta confiando en una puntuación de riesgo que se apoya 
esencialmente en ese tipo de factores. Al hacer esto simplemente se está usando un lenguaje 
árido y técnico para ocultar una discriminación que, de otro modo, nunca aceptaríamos”.

4.5. Consideraciones finales

La introducción, desarrollo e implementación de los instrumentos de valoración y gestión 
del riesgo creó una gran incertidumbre en relación con su posición dentro del modelo de 
penalidad. En línea de principio, su adscripción al sistema gerencial-actuarial parece fuera 
de toda duda, por lo tanto, su perspectiva axiológica resulta clara. Cuestión diferente, y 
aquí es donde reside gran parte del problema, radica en determinar su función dentro 
del sistema penal. El primer debate al respecto se polarizaba entorno a dos posiciones 
(revolución material o reforma formal). No obstante, ninguna de estas opciones aportaba 
una solución satisfactoria de ahí que se precisase una alternativa. De este modo, aparece 
una tercera opción que considera estos dispositivos como elementos predisponentes a la 
consecución de una revolución formal. Dicho de otro modo, estas herramientas modifican 
radicalmente los modos de actuar, pero mantienen invariados los elementos nucleares del 
modelo de penalidad. En consecuencia, se configuran como instrumentos lampedusia-
nos1433, pues teóricamente proponen cambios que derivarían en nuevas y, por supuesto, 
mejores políticas de naturaleza penal. No obstante, la realidad es que no sólo se puede 
cuestionar la validez de la premisa anterior (gracias al soporte que otorga la información 
extraída de múltiples evidencias: estadísticas, empíricas, normativas o fácticas) sino que 
además no se puede sostener que conduzcan a un modelo de penalidad más justo, más 
igualitario o más resocializador.

La irrupción de los instrumentos de valoración y gestión del riesgo en el sistema penal 
permite establecer un paralelismo con la historia del Turco de Von Kempelen1434. El Ba-
rón húngaro Wolfgang Von Kempelen construyó en 1770, con la finalidad de divertir a 

1433 El término lampedusiano se utiliza aquí en su sentido más próximo al de las ciencias polí-
ticas en tanto que materialización de una serie de cambios que, en esencia, permiten que todo se 
mantenga del mismo modo que en el momento inicial. La expresión original se encuentra recogida 
en la novela El Gatopardo de Giuseppe Tomasi di Lampedusa (1958) y su tenor literal sería: “Si 
queremos que todo siga como está, es necesario que todo cambie” (vid. Lampedusa, 1999). 	

1434 Vid. entre otros Ensmerger, 2011, 8 y ss.; Irani, 2015, 730 y ss.; Mizuta, 2010, 32; 
Peterson, 2005, 210-211, Smith, 2015, 335; Sussman, 1999; Standage, 2002.
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la emperatriz María Teresa, un autómata capaz de jugar al ajedrez al más alto nivel. Este 
autómata era conocido como el Turco, o Turco Mecánico, pues una parte de la máquina 
incorporaba una figura antropomórfica que portaba un atuendo que recordaba al traje 
típico otomano1435. La sorpresa y admiración que despertaba este aparato pronto traspa-
saron las fronteras austrohúngaras. Esto propició el inicio de una gira en la que, a modo 
de exhibición, el turco jugó al ajedrez en diferentes países. Las capacidades ajedrecísticas 
del Turco eran muy considerables y, de hecho, tanto era así que llegó a vencer a rivales 
tan notables como Catalina la Grande, Benjamin Franklin o Napoleón Bonaparte1436. Las 
actuaciones del Turco siempre comenzaban del mismo modo, pues tanto Von Kempe-
len, como los posteriores dueños del Turco1437, se afanaban en mostrar los entresijos del 
autómata, de tal modo que el público pudiese observar todos los engranajes y conexiones 
que lo hacían funcionar. Una buena descripción de este procedimiento se encuentra en 
el relato de 1836 en el que Edgar Allan Poe detalla la ceremonia previa a la celebración 
de una partida de ajedrez1438. Por todo ello, como relata Sussman (1999 83), la invención 
de Von Kempelen resultaba especialmente innovadora, ya que “el jugador de ajedrez, un 
hito en la historia de los autómatas, mostró un mecanismo sin ser mecánico, y provocó la 
evaluación del funcionamiento secreto de la máquina, más allá del espectáculo de su efecto. 
Disfrazado de "tecnología" presentó lo imposible, pidiéndole al espectador que suspendiera 
cierta incredulidad”. Así, el Turco, aun siendo una creación racional, conseguía generar 
en sus espectadores unas sensaciones cuasi-mágicas e impropias a una invención humana. 

El secreto que explicaba el verdadero funcionamiento del Turco se mantuvo intacto 
hasta el 6 de febrero de 1837, cuando fue revelado por un artículo publicado en el Phi-
ladelphia National Gazette Literary Register1439. La verdad que subyacía a este autómata 
no era, obviamente, que Von Kempelen hubiese dotado de inteligencia y voluntad al 
Turco, sino que este había diseñado un doble fondo donde se encontraba un hueco ocu-
pado por una persona (de tamaño reducido y con altos conocimientos en ajedrez) que 
accionaba la maquinaria al tiempo que decidía los movimientos durante la partida1440. 
De este modo, el Turco se mostró como un elemento híbrido que mezclaba dramaturgia 
teatral, misterio y ciencia en una precisa coreografía que trasportaba a los espectadores a 

1435 Vid. Sussman, 1999, 82.
1436 Vid. Sussman, 1999, 89. Asimismo Ensmerger (2005, 9) relata que el Turco venció a 

Napoleón, a pesar de que este realizó trampas durante la partida. 
1437 Maezel fue el más famoso de ellos (vid. Poe, 1836).
1438 Vid. Poe, 1836.
1439 Vid. Mizuta, 2010, 32.
1440 Sobre el funcionamiento real del Turco, vid. Sussman, 1999, 84 y ss.
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un espacio liminal donde la magia parecía sobreponerse a la razón1441. Por todo ello, tal 
como Karl Gottlieb Windisch le confesaría por carta a Von Kempelen: “¡Es un engaño! 
Concedido, pero tal como le hace el honor a la naturaleza humana; un engaño más her-
moso, más sorprendente, más asombroso, que cualquier otro que se pueda encontrar en los 
diferentes relatos de recreaciones matemáticas” (Windisch, 1784, 13).

La introducción de la historia del Turco resulta instrumental, pues solo tiene interés en 
tanto que permite establecer ciertos paralelismos con la actualidad, en la medida en que 
es posible encontrar ciertas reminiscencias a dicha historia en la fascinación y confianza 
que generan los procesos que desarrollan los instrumentos de valoración de riesgos. Es 
decir, el embelesamiento que provocaban los engranajes de Von Kempelen ha sido susti-
tuido por una visión de los instrumentos de valoración y gestión de riesgo que, si bien es 
muchísimo menos crédula, todavía alberga una nada desdeñable capacidad de fascina-
ción, debido a su elevada complejidad técnica. Dicho esto, es necesario incidir en que el 
visto bueno a los instrumentos de valoración y gestión del riesgo no puede darse porque 
su funcionamiento se produzca gracias a intrincadas operaciones multidisciplinares. De 
hecho, dejarse llevar por este camino puede inducir a errores, ya que la atención que atrae 
su funcionamiento desplaza el interés a un lugar equivocado. La complejidad técnica de 
una herramienta resulta algo instrumental. Las cuestiones fundamentales en materia de 
valoración y gestión de riesgos no residen en los procesos que hacen funcionar estos ins-
trumentos, sino en los fines que deben cumplir. La forma no puede condicionar nunca la 
finalidad, puesto que de otro modo se mueve la controversia a un terreno metodológico 
en el que la correcta/incorrecta consideración de un instrumento se infiere de la capaci-
dad que tenga para realizar sus tareas. Esta perspectiva desubica el análisis, ya que asume 
como correctos los resultados que producen los instrumentos de valoración y gestión de 
riesgos y centra su atención en sus procesos intermedios. No obstante, esta situación se 
produce, en parte, porque resulta de gran comodidad para el modelo gerencial actuarial 
en la medida en que ubica la discusión dentro de los límites de sus premisas axiológicas y 
evita el enfrentamiento con narrativas provenientes de otros campos del conocimiento. 
Por ello, y en aras de la consecución de un modelo de penalidad mejor, este enfoque debe 
ser tachado de reduccionista, ya que no solo coarta el universo de los posibles en materia 
de valoración y gestión del riesgo, sino que además veta el debate (en la medida en que 
no las discute y las asume como válidas) sobre las consecuencias materiales que estos 
instrumentos producen sobre el sistema penal. 

1441 Vid. Sussman, 1999, 93.
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De todos modos, la crítica anterior no debe ser entendida como una enmienda a la 
totalidad que desautoriza íntegramente a los instrumentos de valoración y gestión de 
riesgos. Es más, el planteamiento de que existe una inadecuación objetiva puede desen-
focar el debate en la medida en que presenta estos instrumentos como inexorablemente 
vinculados a un modelo de penalidad expansionista y represivo. Por ello, como señala 
Brandariz García (2016, 259), “en consonancia con una lectura social de la técnica, no 
cabe sino asumir que una tecnología no es positiva o negativa en sí, sino que su valoración 
depende del uso concreto que se haga de ella o, en este caso, de la gubernamentalidad a la 
que se instrumentalice”. Dicho esto, no se debe pensar que el anterior argumento invali-
da la necesaria crítica que procede sobre el uso actual de los instrumentos de valoración 
y gestión del riesgo, sino que tan sólo permite plantear un escenario alternativo, ya que 
estos dispositivos, en tanto que instrumentos, pueden ser reinterpretados con base en 
otros formatos y, sobre todo, en atención a otros fines que contribuyan a la construcción 
de un modelo de penalidad con una mayor sensibilidad social1442. 

Los márgenes por los que discurre la relación entre los instrumentos de valoración y 
gestión de riesgos y el sistema penal no se deben interpretar como fijos e inamovibles. Es 
posible concebir otros modos de tejer estas relaciones. De hecho, y a pesar de que el hori-
zonte pueda llegar a vislumbrarse como utópico, la adopción de medidas que se sustenten 
en una narrativa de los derechos y las libertades podría orientar la perspectiva penal hacia 
modelos tendencialmente mejores. De todos modos, la realidad es que el papel que los 
instrumentos de valoración y gestión de riesgo van a jugar en el sistema penal del futuro 
no puede analizarse ni aquí ni ahora pues, tal como dijo Salvador Allende en su último 
discurso retransmitido por Radio Magallanes el 11 de septiembre de 1973, solamente 
“la Historia los juzgará”1443.

1442 Vid. entre otros Cheliotis, 2006, 329 y ss.; Garland, 2002, 61-62; Goddard, 2012: 
359; Feeley / Simon, 1994, 190; Maurutto / Hannah-Moffat, 2006, 448 y ss.; O’Malley, 
2004, 325, 2008, 453; Romeo Casabona, 2018, 172-173, 179.

1443 Esta cita resulta procedente por su propio sentido literal, así como por el hecho histórico 
al que se encuentra aparejada. El golpe de estado chileno de 1973 fue orquestado, en gran me-
dida, bajo las directrices del mismo sector ideológico que en Estados Unidos comenzó a teorizar 
sobre la gestión eficiente de la criminalidad. De este modo, tantos años después, el desideratum al 
que hacía referencia Salvador Allende merece ser recuperado no sólo porque el modelo gerencial 
todavía se encuentre vigente (en 1973 su desarrollo era prácticamente inexistente), sino porque 
sigue siendo necesario (re)examinarlo cautelosamente, con el fin de evitar que se produzcan desa-
rrollos impropios, inadecuados o excesivos. En una línea similar, vid. también Dieter, 2013, 268.
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CONCLUSIONES

Este apartado reúne las principales conclusiones de este trabajo. Por razones de orden, 
estas ideas se sintetizan en tesis numeradas que, a su vez, se agrupan entorno a los cuatro 
apartados en los que se divide el texto: aproximación al concepto penal y criminológico de 
riesgo, estudio de las diversas instituciones jurídico-penitenciarias seleccionadas, análisis 
de los cuatro instrumentos de valoración y gestión de riesgos elegidos y consideraciones 
generales sobre estas herramientas y su relación con el modelo de penalidad. 

I

1. El riesgo es una construcción social. No existen riesgos ontológicos, sino que su 
contenido y definición dependen de los distintos elementos (espaciales, históricos, sociales, 
etc.) presentes en un contexto determinado. Esto implica que no es posible construir una 
noción del riesgo que resulte neutra o avalorativa, ya que siempre va a existir una ideología 
y contexto subyacentes que la condicionan. Asimismo, y por razón de todo lo expuesto, 
se debe asumir que la provisionalidad es una condición inherente a su definición. Dicho 
de otro modo, el riesgo se encuentra en una situación de interinidad estructural, ya que 
su construcción nunca está totalmente finalizada pues su contenido, límites, implicacio-
nes, desarrollos, etc., se encuentran en constante disputa.

2. El riesgo puede ser utilizado como técnica de gobierno. Bajo el paradigma del 
riesgo es posible articular medidas que sirvan para monitorizar, controlar y regular dis-
tintas parcelas de la vida en sociedad. Dicho de otro modo, el “arte de gobernar” tiene 
en el riesgo un concepto aliado a la hora de construir políticas públicas de muy diversa 
índole y entre las que se encuentran las relativas al sistema penal y penitenciario. Así las 
cosas, es posible constatar la existencia de actuaciones y mandatos públicos que tienen 
por finalidad ordenar, desde el riesgo, la vida social en su vertiente relativa a la penalidad.
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3. Amplio alcance de los discursos y narrativas del riesgo en materia penal. La 
introducción del riesgo como vertebrador de las instituciones penales es una práctica que 
hunde sus raíces en las primeras décadas del siglo XX. Concretamente, arranca en Estados 
Unidos durante la década de los años 20 con la finalidad de gestionar mejor la parole. De 
este modo, esta institución se convierte en la primera que utiliza el riesgo como criterio 
rector para la toma de decisiones operativas. No obstante, su uso no se debe constreñir a 
una sola institución ni a un contexto determinado. Desde mediados del siglo XX en ade-
lante, y con más fuerza una vez entrada la década de los años 70, el riesgo se convirtió en 
un elemento determinante. Esto es así en la medida en que tendencias político-criminales 
de la importancia del “what works” o la “new penology” lo incorporan como principio 
rector de carácter irrenunciable. 

II

4. El artículo 25.2 CE como referencia trasversal a todo el sistema penitenciario 
español. Este precepto recoge un mandato constitucional que se dirige a los operadores 
jurídicos para que orienten sus actuaciones, siempre y en todo caso, a la reeducación y 
reinserción social de los penados. Su contenido ha de ser estudiado con base en dos cri-
terios: reeducación y reinserción social. De este modo, y en primer lugar, la reeducación 
busca que el sujeto no vuelva a delinquir. Para ello, el único criterio que se puede exigir 
es el cumplimiento normativo, es decir, que el sujeto no cometa más delitos. El sistema 
penal/penitenciario no puede, bajo ningún concepto, vincular la reeducación a la satis-
facción de criterios morales. En segundo lugar, la reinserción pretende tejer redes sociales 
que favorezcan la integración del condenado y la normalización de sus relaciones (perso-
nales, sociales, laborales, etc.). En resumen, la reeducación construye relaciones sistema 
penal-sujeto mientras que la reinserción funda vínculos sistema penal-sociedad. De todos 
modos, es necesario añadir que el artículo 25.2 CE también contempla otros fines, como 
la satisfacción de propósitos retributivos y de prevención general.

5. El principio de flexibilización (art. 100.2 RP). Este principio es de suma im-
portancia para el sistema penitenciario español porque permite adaptar el proceso de 
clasificación a las características de un recluso que no puede ser encuadrado en los gra-
dos preestablecidos. Esta medida otorga a los operadores penitenciarios un margen de 
discrecionalidad que puede ser aprovechado para construir un sistema penitenciario más 
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cuidadoso con el trato que dispensa a sus reclusos y en el que, efectivamente, se busque 
su resocialización. El principio de flexibilización siempre va a operar en favor de los in-
tereses de la persona presa. Su aplicación no procede en el caso de se propongan unas 
condiciones de vida más restrictivas (flexibilización en negativo).

6. Primer grado penitenciario. Es necesario deconstruir las premisas que fundaron, 
y en parte mantienen, el régimen cerrado. El cuestionamiento del primer grado se debe 
iniciar por el análisis del contexto donde emergió. La situación penitenciaria previa a la 
aprobación de la LOGP resultaba muy convulsa. Esto permitió generalizar la idea de que 
era necesario un grado penitenciario más severo, ya que de otro modo la gestión de los 
establecimientos carcelarios se antojaba muy compleja, De este modo, y bajo el amparo 
de esta premisa, se aglutinaba una extensa nómina de propuestas, teóricas y prácticas, 
que aún a día de hoy sostienen en gran medida el discurso oficial en materia de régimen 
cerrado. Por ello, es importante comprobar la vigencia y procedencia de todos estos ar-
gumentos. Esta labor se debe realizar tomando en consideración múltiples cuestiones: 
condiciones de aplicación, tiempos medios de estancia, porcentaje de reclusos sometidos 
a este régimen, etc. El resultado de estos análisis debería abrir la puerta a otros modos de 
articular el régimen cerrado, sin que eso implique, en ningún caso, descartar su derogación.

7. Segundo Grado Penitenciario. Uno de los principales problemas del segundo grado 
reside en su definición, ya que se realiza por exclusión. Es decir, el legislador define muy 
claramente el primer y el tercer grado, recayendo por descarte en el segundo grado, co-
múnmente también llamado ordinario, todo recluso que no se adapte a las condiciones de 
cumplimiento fijadas en aquéllos. Dicho de otro modo, el comportamiento de un recluso 
en segundo grado no puede ser lo suficientemente desviado como para estar en régimen 
cerrado pero tampoco cumplir los requisitos necesarios para acceder al régimen abierto. 
El legislador opta por la liminalidad a la hora concebir el segundo grado penitenciario, 
definiéndolo con poca exhaustividad, lo que no obsta para que sea el destino clasificato-
rio donde se ubica el mayor porcentaje de población penitenciaria (aproximadamente el 
80%). Resulta criticable que el legislador configure de una manera descuidada la defini-
ción de una institución que resulta fundamental para el sistema penitenciario español.

8. Tercer grado penitenciario. El régimen abierto, por su propia configuración, puede 
solucionar múltiples problemas derivados de la privación de libertad, así como colabo-
rar con el cumplimiento de los postulados resocializadores. Las potencialidades de este 
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régimen clasificatorio son bien conocidas desde tiempo atrás, pues ya durante la década 
de los años 80 la doctrina consideraba que el tercer grado debía ser el grado clasificatorio 
mayoritario (proponiendo que integrase entre el 40% y el 60% de la población peniten-
ciaria). No obstante, estas previsiones resultaban tan bienintencionadas en su momento 
como quiméricas en la actualidad. El tercer grado no sólo no es la fase de cumplimiento 
principal, sino que el porcentaje de población penitenciaria que se encuentra en régi-
men abierto está muy lejos de las cifras que se ofrecían como óptimas. Esta situación de 
infrautilización podría servir como acicate para impulsar el uso del tercer grado. Sin em-
bargo, la poca voluntad política que se atisba a la hora de fomentar un uso normalizado 
y expansivo del tercer grado no permite aventurar grandes cambios a corto/medio plazo.

9. Desfases temporales en el procedimiento de clasificación penitenciaria. Es po-
sible constatar fuertes asimetrías entre los plazos que prescribe la normativa a efectos de 
clasificación y los tiempos en los que efectivamente se realiza. Existe un incumplimien-
to cuasi-estructural de los términos prescritos para el procedimiento clasificatorio. Esta 
cuestión, más allá de resultar una infracción sistemática de la normativa, posee profundas 
implicaciones para la vida de las personas presas. En línea de principio, los retrasos clasi-
ficatorios redundan en problemas en la implementación del tratamiento penitenciario. 
No obstante, no es solo una cuestión de tratamiento, ya que estas dilaciones provocan 
situaciones de incertidumbre indeseables. Por ello, tomar conciencia del problema y 
aportar soluciones (entre las que se pueden señalar la necesidad de más recursos y mayor 
disposición política) puede ayudar a salvar situaciones que resultan problemáticas no 
sólo para los propios reclusos, sino también para el conjunto del sistema penitenciario.

10. Supuestos especiales de clasificación. Los supuestos especiales de clasificación sus-
citan consideraciones ambivalentes. En primer lugar, que exista un procedimiento especial 
para personas mayores de 70 años y enfermos graves supone un avance en términos no 
sólo de resocialización, sino de humanidad. Así las cosas, parece correcto pensar que en 
estos casos los efectos de la privación de libertad resultan incompatibles con la vivencia 
digna de la vejez y la preparación de la muerte. Por el contrario, pero también con base 
en un criterio de excepcionalidad, resulta complicado apreciar la justificación que retrasa 
el acceso al tercer grado de aquellos reclusos que no han satisfecho su responsabilidad 
civil así como para los que están condenados por delitos de terrorismo o cometidos en 
el seno de organizaciones delictivas. Estas excepciones ponen de manifiesto, en primer 
lugar, que la situación penitenciaria puede verse lastrada por la capacidad patrimonial del 
recluso, al tiempo que se envía un mensaje claramente desalentador: el progreso clasifica-
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torio es más sencillo si se posee una posición económica acomodada. En segundo lugar, 
también resulta especialmente negativo que el sistema penal incorpore en la clasificación 
penitenciaria requisitos con evidentes sesgos políticos. El hecho de que ser condenado 
por terrorismo o por delitos realizados en el seno de organizaciones delictivas active 
un tratamiento diferenciado merece un cuestionamiento firme, pues este requisito no 
entra a valorar ningún tipo de consideración personal, más allá de la condena por estos 
ilícitos. Esto supone una marginación de facto que se produce por la adhesión particu-
lar del condenado a un fin de naturaleza política. De este modo, el sistema incluye en 
la normativa sesgos que favorecen la criminalización ideológica y que deberían resultar 
incompatibles con un modelo de Estado donde el pluralismo político, se postula como 
una máxima irrenunciable que, además, en el caso de España se recoge literalmente en el 
artículo 1 de la Constitución.

11. La clasificación penitenciaria como materialización del aforismo peniten-
ciario: minimizar el riesgo, maximizar el control. El hecho de que los requisitos que 
activan la clasificación en primer grado sean alteraciones conductuales (peligrosidad 
extrema o inadaptación a los regímenes ordinario y abierto), los principios ordenadores 
de la vida en segundo grado (seguridad, orden, disciplina, trabajo y formación) tengan 
en la convivencia ordenada dentro de los establecimientos penitenciarios su fin último y de 
que uno de los tres requisitos principales para la concesión del tercer grado sea la acredi-
tación de buena conducta por parte del recluso, permite constatar que el sistema penal/
penitenciario tiene muy cuenta el comportamiento de los reclusos a la hora de estructurar 
sus actuaciones. Esta vigilancia se materializa en una exhaustiva presión ejercida desde 
diferentes planos (conductual, actitudinal, moral, etc.) y que confluye en la necesidad 
de ubicar a los reclusos en el establecimiento penitenciario de tal modo que se maximice 
el control que se ejerce sobre ellos y se minimice el riesgo que suponen sus actuaciones.

12. La libertad condicional como suspensión de la pena. El cambio de naturaleza 
jurídica que la LO 1/2015 introdujo sobre la libertad condicional convierte esta insti-
tución en una modalidad de la suspensión de la pena. Esta modificación trae consigo 
múltiples implicaciones, siendo la más importante que ante una revocación, el tiempo 
transcurrido en libertad condicional no se descuenta del total de la pena por cumplir. 
De esta manera, es posible concebir, al menos teóricamente, una situación en la que un 
recluso no desee salir en libertad condicional por miedo a que una revocación retrase la 
liquidación definitiva de su condena. La mera posibilidad de que esto suceda debería ser 
suficiente para hacer que la configuración actual de la libertad condicional merezca ser 
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replanteada integralmente. De otro modo, la libertad condicional se desdibuja hasta el 
punto de que resultará difícil que cumpla su objetivo principal de colaborar en el proceso 
de reeducación y reinserción social. Este problema se deriva, fundamentalmente, de que 
la última reforma de la libertad condicional tenía como uno de sus objetivos principales 
aumentar el control de las personas sometidas a custodia penitenciaria. 

13. Modalidades de libertad condicional. La libertad condicional, por razón de su 
compleja casuística, se desdobla en seis modalidades diferentes. Esto hace que exista una 
modalidad canónica (art. 90.1 CP) y que desde ella partan tanto modos privilegiados 
como variantes de carácter restrictivo. Existen, en efecto, formas privilegiadas (arts. 90.2, 
90.3 CP) que rebajan los criterios de concesión, en un intento por espolear el proceso de 
reinserción en personas que muestran conductas favorables. De esta manera, toda adecua-
ción de la libertad condicional a la finalidad resocializadora debe ser considerada positiva. 
En línea con estas modalidades de concesión más favorables, se debe incluir la libertad 
condicional humanitaria que se otorga a los reclusos enfermos o de avanzada edad (art. 
91 CP) con la finalidad de que la privación de libertad no interfiera de manera decisiva 
en sus últimas etapas de vida. Diferente valoración suscitan las modalidades restrictivas. 
Los motivos que el legislador estima que deben endurecer la concesión de la libertad 
condicional son estar condenado por delitos de terrorismo o por ilícitos cometidos en 
el seno de organizaciones criminales (art. 90.8 CP). De este modo, y al igual que sucedía 
en el tercer grado, el legislador introduce sesgos ideológicos que poco, o nada, tienen que 
ver con la efectiva resocialización del penado. 

14. Importancia de los permisos de salida penitenciarios. Los permisos de salida 
permiten interrumpir la privación de libertad, bajo una serie de circunstancias y por un 
tiempo fijado, con la finalidad de preparar al interno para su vida en libertad (ordinarios) 
o para atender a situaciones de carácter humanitario (extraordinarios). Esta institución 
resulta clave en el proceso de resocialización y, en consecuencia, su configuración debe 
estar diseñada para cumplir con el principio de reinserción y reeducación social (permisos 
ordinarios) y con los derechos fundamentales constitucionales (permisos ordinarios y 
extraordinarios). De todos modos, el éxito de los permisos de salida no debe vincularse 
únicamente a su diseño, sino también, en gran medida, a su relevancia dentro del siste-
ma penitenciario. Es decir, los permisos de salida deben ocupar un rol protagónico que 
maximice su presencia durante la ejecución de la pena. Por lo tanto, y para satisfacer este 
objetivo, es preciso fomentar en los operadores penales y penitenciarios una mayor sen-
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sibilidad hacia el papel capital que desarrollan los permisos de salida en el marco de un 
sistema penitenciario netamente rehabilitador. 

III

15. El artículo 6.1 RP como condicionante normativo al desarrollo de los instru-
mentos de valoración y gestión del riesgo. El contenido del artículo 6.1 RP marca un 
límite claro al diseño, desarrollo e implementación de los instrumentos de valoración 
y gestión de riesgo en el ámbito penitenciario. Su tenor literal impide adaptaciones de 
estas herramientas que monopolicen los procesos decisorios a través de la utilización de 
perfiles de riesgo. Dado su contenido, podría pensarse que la aportación del art. 6.1 RP 
al devenir penitenciario resulta fundamental. No obstante, en la práctica esto no sucede 
así. Este precepto tiene un exiguo recorrido jurisprudencial que está íntegramente vin-
culado al desarrollo e implementación de los FIES. De este modo, aunque la presencia 
de este artículo constriñe normativamente a los instrumentos de valoración y gestión 
de riesgo, sus restricciones nunca llegaron a materializarse fácticamente. Por todo ello, 
este artículo 6.1 RP no supuso un verdadero escollo a la implementación de los instru-
mentos de valoración y gestión del riesgo en España. De todos modos, sin perjuicio de 
lo señalado, el contenido de este precepto pone de manifiesto la poca importancia que 
el legislador español prestó a la existencia y potencialidades que albergan estos instru-
mentos penitenciarios.

16. Origen de las tablas TVR y M-CCP. El surgimiento de las tablas TVR y M-CCP se 
encuentra fuertemente condicionado por la existencia de unos luctuosos eventos acaecidos 
en 1992. La preocupación social surgida a causa de estos hechos propició la realización de 
un estudio que posteriormente sirvió como base para la construcción de estas herramien-
tas. La preocupación por evitar eventos de este tipo condicionó notablemente el diseño y 
los criterios de interpretación de estos instrumentos de valoración. Este hecho, unido a la 
escasa actualización de tales herramientas, permite constatar cómo sucesos acaecidos hace 
más de 25 años todavía siguen influyendo a día de hoy en el funcionamiento de la TVR 
y la M-CCP. Así las cosas, la configuración actual de estas herramientas permite observar 
que determinados factores de riesgo solo adquieren un significado pleno si se analizan 
con base en los criterios de interpretación que se tomaron en cuenta durante su creación 
(ejemplo: factor riesgo 4 de la Tabla M-CCP, Trascendencia social del delito cometido).
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17. Problemas relativos a los factores de riesgo de la TVR y la M-CCP. La pues-
ta en funcionamiento de estas tablas de valoración evidencia la existencia de múltiples 
problemas de interpretación. De hecho, es posible constatar que casi todos los factores 
de riesgo presentes en estos instrumentos muestran, en mayor o menor grado, dificul-
tades de interpretación e implementación. Las causas de estos problemas son múltiples 
y pueden surgir tanto por defectos inherentes a su planteamiento (Extranjería (TVR), 
Puntuación en la TVR mayor al 65% (M-CCP)) como por otros que se fueron eviden-
ciando durante su aplicación (Drogodependencia (TVR), Organización delictiva o 
banda armada (M-CCP)).

18. Críticas a las tablas TVR y M-CCP. El conjunto de críticas que confronta la actual 
configuración de las tablas TVR y M-CCP se construye con base en tres argumentos. En 
primer lugar, se señala la poca adecuación que estas herramientas muestran a los principios 
de su institución jurídica de referencia (los permisos de salida ordinarios). Un análisis 
de la composición y aplicación de estas tablas permite sostener que su principal función 
reside en minimizar el riesgo que supone otorgar un permiso de salida a determinado 
sujeto. Este propósito, así expuesto, resulta difícil de compaginar con la preparación del 
interno para la vida en libertad (finalidad básica de los permisos de salida ordinarios), así 
como con el principio de reinserción y reeducación social (mandato inexcusable al que 
se tiene encaminar la ejecución de las penas). En segundo lugar, se pone en cuestión la 
escasa actualización que estas herramientas experimentaron desde su creación (1995). El 
contenido de estos dispositivos es esencialmente el mismo desde su formulación original. 
La TVR y la M-CCP se construyeron con base en estudios político-criminales de finales 
de los años 80 y principios de los años 90. Desde ese momento hasta la actualidad no se 
produjo ningún tipo de actualización de entidad que adaptase estas herramientas a los 
múltiples cambios político-criminales acaecidos durante este período. De este modo, surge 
un enorme problema, ya que estos instrumentos se aplican sobre un contexto cada vez 
más lejano. Esta situación no sólo convierte a estos dispositivos en inútiles, a efectos de 
predicción, sino que puede provocar consecuencias contraproducentes. Esto es así en la 
medida en que se obtienen resultados desenfocados debido al desfase que existe entre el 
momento de la predicción y las obsoletas referencias que poseen los instrumentos. En 
tercer lugar, se señala el uso acrítico que muchos operadores realizan de estos instrumen-
tos. Así las cosas, es posible constatar un uso de las tablas TVR y M-CCP automático 
e irreflexivo que resulta incompatible con cuestiones como la individualización del tra-
tamiento penitenciario, el artículo 6.1 RP o el pronóstico particular de resocialización. 
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19. El suicidio penitenciario como materia de especial preocupación y su reflejo 
en el PPS. La producción de conductas autolíticas por parte de sujetos sometidos a cus-
todia penitenciaria resulta un problema de gran entidad. Estos hechos plantean serias 
dificultades respecto a su resolución. Uno de los principales problemas en relación con 
esta cuestión reside en la difícil que resulta conocer los factores desencadenantes de un 
suicidio penitenciario. Por ello, estos sucesos son un problema para el que no existen 
soluciones totalmente satisfactorias. No obstante, y aun asumiendo lo anterior, desde el 
gerencialismo penal se intentaron aportar medidas que, en parte, se materializaron en la 
construcción de herramientas y protocolos de prevención, valoración y gestión del ries-
go de suicidio penitenciario. Estas herramientas conforman una tendencia de carácter 
internacional (SAMI, SRAS, VISCI) que no resulta ajena a España (PPS).

20. Estructura del PPS. El protocolo de prevención del suicidio es una guía que 
compendia diversos instrumentos que ayudan a los operadores penitenciarios a valorar 
y gestionar el riesgo de suicidio que manifiestan los sujetos sometidos a reclusión pe-
nitenciaria. Cuenta con una serie de instrumentos de utilización obligatoria (Modelo 
Sanitario 5, Escala de Plutchik) y otros (Escala de desesperanza de Beck o el instrumento 
de detección de situaciones de crisis) cuyo uso se recomienda pero su utilización se deja 
al arbitrio del profesional. Asimismo, el uso del PPS tampoco resulta excluyente, en la 
medida en que puede compaginarse, sin problema, con otros instrumentos. Por todo 
ello, no se puede considerar como un instrumento de valoración y gestión del riesgo al 
uso. Es un protocolo que recoge un amplio número de herramientas que intentan incidir 
sobre el suicidio penitenciario desde múltiples perspectivas. 

21. El suicidio penitenciario como expresión biopolítica de la disputa sujeto-Esta-
do. El suicidio penitenciario puede ser interpretado como un modo extremo de plantear 
una confrontación con el Estado. El hecho de estar vivo es condición sine qua non para 
la ejecución de cualquier tipo de pena. En consecuencia, el suicidio impide, de forma 
tajante y definitiva, la posibilidad de que se produzca el castigo estatal. Es decir, el ius 
puniendi es real en la medida en que tiene personas sobre las que materializarse. Una vez 
planteadas estas premisas, se plantea un conflicto, ya que por un lado, el Estado precisa 
mantener vivos a los reclusos, mientras que por otro lado, los condenados interpretan 
que la única alternativa para evitar la ejecución de la pena reside en acabar con su propia 
vida. De este modo, el cuerpo de las personas presas se convierte en un espacio en disputa, 
un lugar donde se pugna por materializar/impedir la aplicación de un determinado mo-
delo de penalidad. Por ello, el suicidio penitenciario no puede considerarse únicamente 
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como un acto privado, sino que posee un notable cariz público. El suicidio penitenciario 
puede llegar a ser el recurso definitivo al que un sujeto acuda cuando se enfrenta a las 
expresiones más pertinaces de represión que un Estado puede desarrollar a través de su 
modelo de penalidad. 

22. La delincuencia sexual como problema político-criminal de primer orden. La 
delincuencia sexual es, a día de hoy, uno de los mayores problemas con los que se tiene 
que enfrentar el sistema penal. La presencia de este tipo de ilícitos provoca un estado 
de conmoción social elevadísimo que se manifiesta de formas muy diversas. Al hilo de 
este tipo de acontecimientos, resulta muy frecuente que los medios de comunicación se 
autoerijan en portavoces oficiales de las pulsiones colectivas que reclaman a los poderes 
públicos todo tipo de actuaciones y medidas. Asimismo, es también habitual que estos 
contextos de agitación sean aprovechados por los medios para canalizar las demandas 
sociales a través de discursos que, en la mayor parte de los casos, están más enfocados a 
favorecer sus propios intereses particulares que a desarrollar una genuina vocación de 
servicio público.

23. Extensa nómina de medidas penales contra la violencia sexual. El modelo de 
penalidad español incluye un amplio número de herramientas para gestionar la delin-
cuencia sexual: libertad vigilada, inhabilitación específica para el ejercicio de actividades 
o profesiones que impliquen contacto con menores, notificación al empleador de los an-
tecedentes penales sexuales si el trabajo implica contacto con menores, fichero de perfiles 
de ADN, registro de delincuentes sexuales, programas específicos de tratamiento peni-
tenciario e instrumentos de valoración y gestión del riesgo especializados en delincuencia 
sexual. Esta situación pone de manifiesto que tanto el legislador, como los operadores 
penitenciarios, prefieren optar por diversos métodos de actuación a apostar por uno en 
particular. Asimismo, también se puede constatar que el modelo de penalidad, en este 
ámbito, resulta muy heterogéneo pues tiene que satisfacer múltiples sensibilidades e 
intereses. En consecuencia, esto implica la incorporación de una amplísima nómina de 
herramientas que poseen funciones y objetivos que, en muchos casos, son coincidentes. 
Esta situación también permite verificar, una vez más, los recelos que existen respecto de 
los instrumentos de valoración y gestión de riesgos. Estos dispositivos, en el ámbito de la 
delincuencia sexual, no pasan de ser una herramienta más sin ningún tipo de primacía. 
Es más, es posible constatar que hay herramientas posteriores a la inclusión de los instru-
mentos gerencial-actuariales que están vigentes y que tienen funciones solapadas con ellos. 
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24. Implementación de instrumentos de notable polémica y notoriedad a nivel 
internacional. La disposición final 17ª de la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación 
del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia, estableció un plazo de seis meses 
para que el legislador español aprobase las disposiciones reglamentarias oportunas que 
permitiesen la creación de un registro de delincuentes sexuales. De este modo, y en cum-
plimiento de este plazo, el 30 de diciembre de 2015 se aprobó el Real Decreto 1110/2015, 
de 11 de diciembre, por el que se regula el Registro Central de Delincuentes Sexuales. Este 
Real Decreto sitúa al sistema penal español en la línea seguida por los países anglosajones, 
pioneros en este tema, o por países próximos como Francia. Más allá de que en otros paí-
ses estas herramientas ya se encuentren plenamente consolidadas, su introducción en el 
contexto español todavía resulta novedosa. Por lo demás, la introducción de este registro 
en España no ha sido un proceso aceptado acríticamente. Buena prueba de ello reside en 
el conjunto de apreciaciones que se han realizado sobre su diseño y configuración. De este 
modo y en primer lugar, se pone en cuestión la defectuosa técnica legislativa mostrada. 
De hecho, las deficiencias que afectan a este registro son de tal gravedad que podrían 
derivar, incluso, en problemas de inconstitucionalidad. En segundo lugar, la duración 
de los ficheros en el registro no resulta clara. Esto plantea múltiples dificultades en la 
medida en que afecta a cuestiones tan importantes como la previsibilidad o la seguridad 
jurídica para dar entrada a finalidades próximas al retribucionismo y el punitivismo. En 
tercer lugar, resulta muy difusa la nómina de profesiones que motivan la entrada en este 
registro. Esto genera un escenario de gran incertidumbre pues no existe un criterio que 
deje meridianamente claros los criterios que justifican la entrada en este registro. De este 
modo, se vuelven a afectar cuestiones de suma importancia como la previsibilidad o la 
seguridad jurídica. En cuarto lugar, se plantea una colisión con el principio de reinser-
ción social. El registro de delincuentes sexuales tiene un carácter inocuizador que busca 
maximizar el control que se ejerce sobre el registrado y minimizar el riesgo delictivo que 
se le atribuye. Esta finalidad, así enunciada, difícilmente puede ser compatible con un 
sistema penal que tiene como fin inexcusable la reinserción social de los penados. Por 
todo ello, el registro de delincuentes sexuales presenta muchas más dudas que certezas 
en relación no sólo con su encaje en el sistema penal español sino respecto del trato que 
dispensa a los delincuentes sexuales.

25. Existencia de respuestas penitenciarias no gerencial-actuariales en materia 
de delincuencia sexual. El legislador penitenciario, ante la enorme problemática que 
suponen la comisión de este tipo de ilícitos, intentó proporcionar una respuesta en clave 
de riesgo en materia de delincuencia sexual. De hecho, y con base en los trabajos realizados 
por Garrido y Beneyto (que se materializaron en el programa de control de la agresión 
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sexual [SAC]), la SGIP desarrolló en 1998 un protocolo específico de tratamiento para 
delincuentes sexuales en prisión que lleva por título: “El control de la agresión sexual: 
Programa de intervención en el medio penitenciario. Un programa de tratamiento para 
delincuentes sexuales en prisión. Este protocolo, al igual que el SAC, tiene como finali-
dad principal reducir, mediante tratamiento, la reincidencia de este tipo de reclusos. Este 
programa, que goza de gran predicamento en el contexto penitenciario español, posee 
una estructura dividida en módulos de actuación (12), una aplicación estrictamente pe-
nitenciaria y un diseño, así como una implementación, que se sustentan más en criterios 
de naturaleza clínica y psicológica que en factores de naturaleza gerencial-actuarial. De 
este modo, su presencia en el contexto español no deja de ser una muestra más de que el 
gerencialismo no goza, ni mucho menos, de una posición hegemónica a la hora de pro-
poner soluciones frente a la delincuencia sexual. 

26. El SVR-20 como instrumento gerencial-actuarial de referencia en materia 
de delincuencia sexual. Este instrumento, creado en Canadá en 1997, fue adaptado al 
contexto penitenciario catalán en 2005 por parte del GEAV de la Universidad de Barcelo-
na (UB). La estructura, función y objetivos de la versión catalana del SVR-20 replican el 
modelo original. En consecuencia, sus usos coinciden tanto en la versión original como en 
sus adaptaciones. De igual modo sucede con los eventuales errores, algunos de los cuales 
son advertidos por los propios adaptadores del SVR-20: incapacidad para detectar si un 
sujeto en particular fue el autor de un delito sexual en el pasado así como dificultad para 
saber si encaja, o no, en el perfil de delincuente sexual; uso circunscrito a la valoración y 
gestión del riesgo de violencia sexual, lo cual implica, por obvio que parezca, que utilizar el 
SVR-20 para otras finalidades desbarata en gran medida su capacidad predictiva; necesidad 
de formación específica para sus operadores, pues de otro modo resulta difícil conseguir 
un rendimiento pleno. De todos modos, los operadores penitenciarios que introdujeron 
el SVR-20 en España nunca intentaron desarrollar un instrumento que fuese capaz de 
actuar sobre todas las manifestaciones que existen en materia de delincuencia sexual. La 
adaptación de este dispositivo se ha realizado para el contexto catalán y si bien es cierto 
que su uso podría extrapolarse al resto del Estado, esto no se ha producido. De este modo, 
se puede constatar que existen herramientas gerencial-actuariales en España para temas 
de delincuencia sexual pero que su uso todavía resulta limitado.

27. Notas respecto al contexto penitenciario catalán previo a la construcción del 
RisCanvi. En primer lugar, en Catalunya los saberes expertos poseen un mayor peso 
que el que se les atribuye en el resto del Estado español. Esto es así en la medida en que 
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participan directamente de la construcción de los instrumentos que la administración 
penitenciaria posteriormente implementa. En segundo lugar, es posible constatar la 
existencia de un ciclo político que abarca desde 2003 a 2010 y en el que la Generalitat 
de Catalunya, y más específicamente el Departament de Justícia, apostaron claramente 
por los instrumentos de valoración y gestión de riesgos como herramientas destinadas 
a confrontar problemas de criminalidad. Por todo ello, es posible sostener que en Cata-
lunya, al menos durante el periodo 2003-2010, se ha producido una política en materia 
penitenciaria mucho más proclive a la introducción de los instrumentos de valoración y 
gestión del riesgo que la impulsada en el resto del Estado español.

28. El origen del RisCanvi. La creación del RisCanvi difícilmente habría sido posible 
si Catalunya no tuviese competencias propias en materia de administración penitenciaria. 
En 2007 se crea un grupo de estudios (Comisión Mena) cuya finalidad residía en estu-
diar las respuestas que se podían ofrecer frente a la preocupación político-criminal que 
suscitó la excarcelación de un condenado por múltiples violaciones que, además, poseía 
un pronóstico de alto riesgo de reincidencia. Las recomendaciones surgidas de la Comi-
sión Mena, y más en concreto la primera de ellas, sirvieron de acicate fundamental para 
la creación del programa RisCanvi. El diseño de este protocolo fue un trabajo realizado 
de manera conjunta por el GEAV, el Centre d'Estudis Jurídics i Formació Especialitzada 
de la Generalitat de Catalunya y la empresa Better Consultants. A pesar de que la Comi-
sión Mena se constituyó en 2007, el RisCanvi no estuvo completo hasta 2010. En lo que 
respecta a su desarrollo, este se efectuó con base en un estudio retrospectivo que contaba 
con una muestra de 643 casos y 428 controles. Asimismo, se siguió una metodología de 
caso-control que fue aplicada a cada uno de los fenómenos que se intentaba predecir. En 
lo que se refiere a sus referencias epistemológicas, el RisCanvi se construye con base en 
diversos instrumentos. No obstante, entre todos ellos, el modelo RNR ha de ser resaltado 
como influencia principal.

29. Funciones y finalidades del protocolo RisCanvi. Es frecuente identificar al Ris-
Canvi como un programa de valoración del riesgo de violencia. No obstante, esta no es 
su única función; también está diseñado para servir a otros objetivos: valoración de rein-
cidencia, coordinación interna del sistema penitenciario y gestión del riesgo previamente 
valorado. Así las cosas, el RisCanvi resulta ser una herramienta con un contenido que 
sobrepasa la mera valoración del riesgo de violencia en poblaciones reclusas.
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30. Cuestiones problemáticas en relación con el RisCanvi. El uso y desarrollo práctico 
del RisCanvi difiere de su contenido teórico. Esto se pone de manifiesto en el momento 
en que los resultados obtenidos superan el umbral de la mera recomendación para conver-
tirse en elementos con capacidad decisoria. Es decir, el resultado del RisCanvi no siempre 
se queda en un mero acompañamiento del proceso de decisión sino que en ocasiones lo 
dirige. Esto es posible gracias a la legitimidad que le ofrece su carácter (técnico, científico 
y neutro). De hecho, las tres características recién expuestas no sólo fortalecen las deci-
siones tomadas a través del RisCanvi, sino que además sirven de contrargumento con el 
que salvar cualquier tipo de crítica que cuestione la arbitrariedad de su uso. Este modo 
de proceder genera una dinámica que proporciona al RisCanvi espacios de hegemonía 
crecientes, pues os resultados obtenidos con este instrumento tienen una incidencia real 
sobre cuestiones tan diversas como permisos de salida, progresiones en grado o temas re-
lativos al tratamiento penitenciario. Por todo ello, y por más que teóricamente se sostenga 
que su utilización no puede monopolizar el proceso decisorio, no parece descabellado 
mantener que se aprecia una dinámica en virtud de la cual el RisCanvi adquiere una 
capacidad de incidencia casi absoluta sobre el sistema penitenciario y tendencialmente 
refractaria a cuestionamientos epistemológicos y pragmáticos.

IV

31. Autopercepción de los instrumentos de valoración y gestión de riesgos. El di-
seño de estas herramientas incide en su carácter novedoso, técnico, neutro y apolítico. 
La asunción de la premisa anterior permitiría afirmar que estos dispositivos realizan 
aportaciones positivas al modelo de penalidad gerencial-actuarial. Por ejemplo: facilitan 
la labor de los operadores, ya que sistematiza, y por ende, simplifica sus tareas; dotan de 
estabilidad al sistema, en la medida en que sus resultados resultan más previsibles; evitan 
la discrecionalidad en la toma de decisiones, pues coartan las valoraciones subjetivas de 
los operadores. De acuerdo con esta perspectiva, es posible sostener que los instrumentos 
de valoración y gestión de riesgos introducen un prisma nuevo y de mejora sistémica. 
No obstante, todo ello no tiene porqué asumirse acríticamente. Buena prueba de ello se 
puede encontrar en el debate que se abre en relación con el hecho de si estas herramientas 
suponen una innovación total o si, por el contrario, introducen elementos nuevos hibri-
dados con formas preexistentes de entender la gestión de la criminalidad. En el caso de 
que se asuma una posición crítica en el debate anterior, se podría argumentar que estas 
herramientas, lejos de marcar un nuevo derrotero en materia de gestión de la criminali-
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dad estarían afianzando el modelo de penalidad preexistente. De tal manera que no sólo 
no introducirían ruptura alguna, sino que consolidarían un statu quo que, en teoría, se 
debía superar.

32. Recepción de los instrumentos de valoración y gestión de riesgos en el modelo 
de penalidad español. Esta cuestión puede ser analizada desde tres perspectivas. En 
primer lugar, el punto de vista normativo. El artículo 6.1 RP establece claros límites a 
las interpretaciones de estas herramientas. En segundo lugar, la jurisprudencia nunca 
se ha mostrado especialmente preocupada por la implementación y desarrollo de los 
instrumentos de valoración y gestión de riesgos. Buena prueba de ello es que, más allá 
de las sentencias y autos en los que aparece mencionado el RisCanvi, no existen pro-
nunciamientos jurisprudenciales que se manifiesten sobre estos dispositivos. En tercer 
lugar, desde un punto de vista político-criminal nunca existió una apuesta fuerte y de-
cidida por el desarrollo de este tipo de instrumentos. Su presencia en el Estado español 
se encuentra fuertemente circunscrita a un territorio en particular (Catalunya) y a un 
momento puntual (creación y desarrollo de la TVR y la M-CCP). De hecho, es posible 
comprobar, una vez más, que estas herramientas conforman sólo una opción más dentro 
de una política criminal errática que conduce a un modelo de penalidad que se muestra 
inconexo, poco racional y caótico.

33. Limitaciones a la propuesta de los instrumentos de valoración y gestión del 
riesgo. Las razones que justifican que estas herramientas no puedan producir un cambio 
estructural sobre el modelo de penalidad son: el inusitado expansionismo penal en el 
que participaron, la existencia de serios problemas estructurales y las consecuencias que 
producen sobre la composición de la población sometida a control penal. En relación 
con el expansionismo penal, el desarrollo de los instrumentos de valoración y gestión de 
riesgos se produce acompasadamente al desarrollo de una fase de crecimiento del sistema 
penal y penitenciario ignota en el Norte Global. Este hecho tensiona la implementación 
de estos dispositivos, en la medida que su desarrollo real dista mucho de cumplir con los 
postulados teóricos a los que pretende responder. Respecto de los problemas internos, 
estas herramientas presentan inconvenientes en su propia estructura y configuración 
(específicamente respecto de su sensibilidad, especificidad y valor predictivo) que lastran 
sus propias finalidades. Por último, cabe señalar las consecuencias que estos instrumentos 
generan sobre la población penitenciaria. Una herramienta que aspira a mejorar el siste-
ma carcelario debería intentar solucionar los problemas de los modelos precedentes. No 
obstante, esto no sucede, ya que la implementación gerencial-actuarial también incorpora 
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lógicas que son tendencialmente racistas, clasistas, machistas y aporofóbicas. Las tres razo-
nes anteriores permiten observar claros sesgos interpretativos y de valoración, problemas 
internos y consecuencias externas que consolidan una serie de dinámicas inaceptables.

34. Los instrumentos de valoración y gestión de riesgos como “cambio lampedusia-
no” en materia de criminalidad. Los instrumentos de valoración y gestión de riesgos, 
actualmente, proponen cambios que teóricamente derivan en nuevas y, pretendidamente 
mejores políticas penales. Este horizonte teórico de mejora se sostiene, en parte, con base 
en las potencialidades que estos instrumentos son capaces de desarrollar por razón de su 
complejidad interna y su capacidad operativa. No obstante, en la realidad, estas mejoras 
no sólo son difíciles de apreciar, sino que incluso pueden no producirse. De esta manera, 
y en la práctica, los argumentos que pretenden salvar la solvencia de los instrumentos de 
valoración y gestión del riesgo difícilmente se mantienen porque, entre otros motivos, 
su funcionamiento real no está lo suficientemente contrastado. Su crédito se ancla a unas 
justificaciones teóricas difícil de sostener. Por todo ello, la remisión al lampedusianismo 
resulta procedente en la medida en que sirve para calificar a unos instrumentos que plan-
tean un escenario de cambio total que se desmorona tras la constatación fáctica de que 
no son capaces de producir modificaciones significativas.

35. Perspectivas de futuro. Las críticas anteriores no deben ser entendidas como una 
enmienda a la totalidad que desautoriza íntegramente a los instrumentos de valoración 
y gestión de riesgos. El problema de estas herramientas reside en la configuración, desa-
rrollo y efectos que despliegan sobre el modelo de penalidad contemporáneo y no en su 
inadecuación objetiva. Estas herramientas no son un fin en sí mismo sino un instrumento 
al servicio del modelo de penalidad. Por lo tanto, si se construyen unos dispositivos que 
tomen su legitimidad de una configuración social, cultural, política y jurídica que potencie 
la narrativa de los derechos y las libertades, nada impediría, al menos teóricamente, que 
pudiesen contribuir a la construcción de un modelo de penalidad mejor.
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